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CAUSA  CXIII 


D.  Niels  C,  Nielsen,  contra  D,  Leopoldo  Reiss  y  D,  Juan  Ereñú; 
tercería  sobre  propiedad  de  un  billete  de  lotería 


Sumario. — Lá  posesión  de  una  cosa  mueble,  que  no  se  prueba  ser 
de  mala  fe,  establece  á  favor  del  poseedor  la  presunción  de  ser  pro- 
pietario de  la  misma. 


Caso.— Lo  esplica  el  siguiente 
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Fallo  del  Juez  Federal  (ad  hoc) 


Eosario,  Enero  8  de  1885. 

Vistos,  estos  autos  de  tercería  seguidos  entre  D.  Niels  Nielsen, 
D.  Leopoldo  Reiss  y  D.  Juan  Ereíiú,  sobre  propiedad  del  billete  mil 
quinientos  treinta  y  ocho,  de  la  lotería  de  esta  Provincia,  premiado 
con  diez  mil  pesos  nacionales  en  la  estraccion  que  tuvo  lugar  el 
22  de  Diciembre  de  1883;  y  teniendo  también  á  la  vista  la  causa 
seguida  ante  este  mismo  Juzgado  por  don  Leopoldo  Reiss,  contra 
D.  Juan  Ereñú,  sobre  devolución  del  mismo  billete  de  lotería; 

Y  resultando:  1^  Que  siendo  D.  Leopoldo  Reiss,  poseedor  de  ese 
billete,  se  presentó  en  la  agencia  de  D.  Juan  Ereñú,  el  dia  10  de  Fe- 
brero de  1884,  para  cobrar  el  importe  de  ese  billete  premiado;  en- 
tregándolo á  éste,  quien  se  quedó  con  él  sin  haberlo  pagado,  pre- 
testando  que,  con  anticipación  se  había  presentado  D.  Niels  Nielsen, 
á  prevenirle  que  era  dueño  de  ese  billete  y  que  se  le  había  perdido 
ó  le  habia  sido  robado,  por  lo  que  le  había  pedido  no  lo  pagase  sin 
su  conocimiento; 

i^  Que  en  vista  de  esa  resistencia  de  Ereñú  á  devolver  á  Reiss  el 
billete  de  lotería  que  éste  le  había  entregado,  éste  último,  con  fecha 
19  de  Febrero  de  1884,  demandó  ante  este  mismo  Juzgado,  al  refe- 
rido D.  Juan  Ereñú  por  la  devolución  de  dicho  billete  de  lotería; 
demanda  que,  en  el  estado  de  prueba  ha  quedado  suspendida  hasta 
que  la  presente  tercería,  que  á  causa  de  ella  ha  deducido  D.  Niels 
Nielsen,  quede  terminada  y  fallada; 

3^  Que  según  lo  dice  D.  Juan  Ereñú,  al  contestar  aquella  deman- 
da, en  vez  de  apropiarse  de  dicho  billete  de  lotería  y  su  importe^ 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  7 

pues  podía  hacerlo  desde  que  un  depósito  mayor  de  doscientos  pe- 
sos solo  se  prueba  por  escrito,  y  tal  género  de  prueba  no  existe  en 
tal  caso,  depositó  á  su  vez  ese  mismo  billete  en  poder  del  Sr.  Vice- 
cónsul alemán,  con  el  objeto  de  disipar  la  desconfianza  del  Sr.  Reiss, 
y  porque  también  el  día  marteSy  (que  debió  ser  eldia  12  de  Febrero, 
fecha  del  recibo  otorgado  por  dicho  Vice-Cónsul),  recibió  una  comu- 
nicación de  la  Jefatura  Política,  en  la  que  se  le  ordenaba  no  devol- 
viera el  billete  en  cuestión,  orden  que  ofreció  exhibir  original; 

4^  Que  según  lo  refiere  D.  Leopoldo  Reiss,  al  absolver  unas  posi- 
ciones en  los  autos  principales,  las  cosas  se  pasaron  de  la  manera 
siguiente:  Que  la  primera  vez  en  que  se  presentó  con  el  billete  nú- 
mero 1338  al  Sr.  Ereñú,  éste  le  dijo  que  fuese  al  dia  siguiente  para 
pagárselo  porque  la  caja  estaba  cerrada  ese  dia,  quedándose  Ereñú 
con  el  billete,  de  lo  que  no  desconfió  porque  frecuentaba  mucho  la 
casa  de  la  señora  de  Ereñú,  comprándole  ropas  viejas  y  vendiéndo- 
le chucherías:  que  al  dia  siguiente  fué  á  cobrar  el  billete,  y  Ereñú 
lo  llevó  solo  adentro  y  le  dijo:  que  le  daba  dos  mil  pesos  fuertes  y 
que  se  fuera,  dándole  por  protesto  que  otra  persona,  sin  nombrarla, 
se  habia  presentado  diciendo  que  había  perdido  ese  billete;  que 
también  le  decía  que  para  que  la  gente  no  sepa  que  él  habia  sacado 
el  billete,  presentaría  otra  persona  de  otra  parte  para  que  lo  co- 
brase, y  que  esa  persona  le  daría  la  plata;  á  lo  que  contestó  que 
él  quería  su  plata,  rehusando  todas  esas  propuestas  que  le  hacia 
Ereñú;  que  estas  cosas  ocurrieron  el  10  de  Febrero,  domingo,  por  la 
mañana;  que  al  dia  siguiente  fué  á  la  casa  del  Sr.  Shon,  para  ver  si 
este  señor  podia  hacer  que  le  pagase  el  billete,  encontrándolo  en 
cama  enfermo  de  un  brazo;  que  el  Sr.  Shon  le  aconsejó  volviese  á 
ver  á  Ereñú  para  que  le  pagase  el  billete,  ó  se  lo  devolviese, encargán- 
dole le  dijese,  que  un  señor  á  quien  había  visto  le  aconsejaba  dar  ese 
paso  de  volverlo  á  ver;  que  en  efecto  siguió  este  consejo,  á  lo  que 
Ereñú  le  contestó,  que  si  no  se  mandaba  mudar,  lo  mandaría  á  la 
cárcel  á  él  y  á  su  consejero,  siendo  de  advertir  que  un  hermano  de 
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Ereñú,  comisario  en  la  Policia,  era  coa  quien  amenazaba  hacerlo 
llevar  preso;  que  habiendo  referido  alSr.  Shon  lo  que  le  pasaba,  éste 
lo  mandó  con  su  hijo  Alfredo  á  la  casa  de  Ereñú  para  reclamar  el 
billete,  y  Ereñú  contestó  que  no  lo  entregaba,  ni  lo  pagaba,  porque 
ya  había  dado  un  recibo  del  billete  á  otra  persona,  añadiéndole 
que,  sin  el  acuerdo  de  su  socio  Thedy,  no  podia  obrar  de  otra  ma- 
nera; que  al  día  siguiente  ó  subsiguiente,  como  subdito  alemán, 
acompañado  del  Sr.  Shon,  fué  á  casa  del  Vice-Gónsul  alemán,  el 
Sr.  Tietjen,  buscando  su  intervención  en  este  asunto;  que  entonces 
los  tres  volvieron  á  la  casa  de  Ereñú;  que  habiéndose  quedado  en 
el  patio,  no  presenció  lo  que  pasó  entre  los  Sres.  Tietjen,  Shon  y 
Ereñú;  que  los  dos  primeros  le  dijeron  después  que  Ereñú  habia 
quedado  de  entregar  el  billete  el  dia  viernes;  que  uno  ó  dos  dias 
después,  un  vigilante  lo  tomó  preso  á  la  una  ó  dos  de  la  tarde,  di- 
ciéndole  que  tenia  orden  para  aprehenderlo;  que  le  sacaron  el  reloj  y 
el  dinero  poniéndolo  sentado  en  un  banco  chico  con  centinela;  que 
asi  estuvo  hasta  las  ocho  de  la  noche,  en  que  lo  largaron;  que  antes 
de  largarlo,  como  á  las  cinco,  lo  llamo  aparte  el  comisario  Ereñú 
diciéndole,  que  por  qué  no  arreglaba  el  asunto,  que  le  darian  cinco 
mil  pesos,  á  lo  que  contestó  que  no  aceptaba  lo  que  se  le  proponía, 
porque  queria  todo  su  billete  ó  toda  su  plata;  que  salió  de  la  prisión 
bajo  la  fianza  de  Juan  Trierse; 

5°  Que  en  28  de  Marzo  de  1884,  se  presentó  D.  Niels  Nielsen,  de- 
duciendo contra  D.  Leopoldo  Reiss,  la  presente  tercería  de  dominio 
del  referido  billete  número  1538  de  la  lotería  jugada  el  22  de  Di- 
ciembre de  1883; 

6^  Que  habiéndose  corrido  traslado,  por  su  orden,  de  la  tercería 
al  Sr.  Reiss  y  al  Sr.  Ereñú,  el  primero  pidió  que  se  rechazara  esa 
tercería,  con  costas;  diciendo  el  segundo,  que  habiendo  el  tercerista 
Nielsen  advertídole  que  el  billete  en  cuestión  se  le  habia  estravia- 
do,  dicho  tercerista  se  habia  presentado  ante  el  Juez  del  Crimen, 
demandando  á  D.  Leopoldo  Reiss;  que  no  se  habia  resistido  á  devol- 
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ver  á  Reiss  el  billete  que  tenia  depositado,  sino  hubiese  Nielsen  ad- 
vertidole  personalmente  y  por  medio  de  la  Policia  que  no  devolviese 
ese  billete,  concluyendo  con  pedir  que  esta  causa  se  abriese  á  prue- 
ba tramitándola  hasta  el  estado  de  definitiva,  sin  fallarla  antes  de 
haberse  terminado  la  causa  criminal; 

7^  Que  abierta  esta  causa  á  prueba,  se  ha  producido  por  parte  del 
demandante  Nielsen  la  que  corre  á  fojas  37,  40,  41,  42,  63  á  74,  94 
166  á  169;  y  por  parte  del  demandado  Reiss,  la  que  se  registra  ato- 
jas 6,  7,  18  á  24,  42  á  62,  y  161  á  163. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  en  el  presente  juicio  de  tercería,  el  actor  donNiels 
Nielsen  afirma  y  sostiene  dos  hechos,  á  saber:  el  primero,  que  él 
es  el  verdadero  dueño  del  billete  número  1538  al  cual  correspondió 
el  premio  mayor  en  la  lotería  que  se  jugó  en  esta  ciudad  el  dia  22 
de  Diciembre  de  1883;  y  el  segundo,  que  ese  billete  se  le  ha  estra- 
viado  ó  le  ha  sido  robado  por  D.  Leopoldo  Reiss; 

Segundo:  Que,  por  su  parte,  oponiéndose  á  las  pretensiones  del 
tercerista  D.  Leopoldo  Reiss,  poseedor  del  referido  billete,  afirma  y 
sostiene  que  este  le  pertenece  en  propiedad  por  haberlo  comprado  á 
la  administración  de  la  lotería,  en  su  carácter  [de  vendedor  de  bi- 
lletes, y  haberse  quedado  con  él,  sin  venderlo; 

Tercero:  Que  es  un  principio  general  de  derecho,  á  la  vez  que  un 
principio  de  razón  y  de  seguridad  social,  que  el  onnus  prohandi  cor- 
responde al  actor,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  el  que  debe  innovar,  es 
el  que  debe  demostrar  que  su  pretensión  está  bien  probada,  pues 
que,  el  que  reclama  alguna  cosa  en  justicia,  quiere  naturalmente 
innovar,  desde  que  ataca  ó  bien  la  posesión  positiva  de  su  adversa- 
rio, si  se  trata  de  un  derecho  real,  ó  bien,  en  materia  personal,  esa 
especie  de  posesión  de  su  libertad  en  que  se  encuentra  coloeado 
todo  hombre,  cuya  sujeción  hacia  otro  no  está  demostrada; 

Cunrto:  Que  si  bien  es  igualmente  un  principio  de  derecho  que, 
incmnbit  prohaUo  id  qui  dicit^  non  qui  negat,  hay  sin  embargo  nega- 
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ciones,  que  encerrando  á  su  vez  afirmativas,  deben  y  pueden  ser 
probadas; 

Quinto:  Que  por  consiguiente,  tanto  el  tercerista  como  el  deman- 
dado, han  estado  en  la  obligación  de  probar  respectivamente  sus 
afirmaciones  en  la  presente  causa; 

Sexto:  Que  el  tercerista  I).  Niels  Nielsen,  lia  presentado  como  úni- 
cas pruebas  de  haber  comprado  el  billete  número  mil  quinientos 
treinta  y  ocho  en  cuestión,  y  de  ser  su  legítimo  dueño,  las  declara- 
ciones de  los  testigos  D.  José  Ereíiú  (foja  79),  de  D.  Faustino  Pe- 
trina)  (foja  77),  de  D.  Juan  Menvielle  (foja  80  vuelta),  de  D.  Antonio 
Rossi  (foja  71),  y  de  1).  Tomás  Hudson  (foja  74); 

Séptimo:  Que  el  testigo  D.  Faustino  Petrina  declara  que  el  sáftado 
22  de  Diciembre,  por  la  tarde,  le  dijo  Nielsen  que  ól  poseia  el  bi- 
llete que  se  le  habia  estraviado  ó  se  le  habia  perdido,  y  que  le  hi- 
ciera el  favor  de  avisar  al  agente  general  de  la  administración  que 
no  lo  abonara,  para  que  él  tomase  sus  medidas;  que  esto  lo  avisó  á 
Ereñú  en  el  mismo  dia,  y  que  éste,  uno  ó  dos  dias  despues.dió  áe  esto 
cuenta  á  la  administración. 

El  testigo  D.  Juan  Ereñú,  declarando  á  su  vez  conforme  con  Pe- 
trina,  dice:  que  Petrina  le  dio  ese  aviso  en  el  mismo  dia  en  que  se 
jugó  la  lotería,  y  que  en  el  dia  lunes  siguiente,  Nielsen  le  dijo  que 
habia  perdido  el  número,  y  que  entonces  fué  á  la  administración  y 
dio  cuenta  al  administrador  de  este  hecho;  pero  el  testigo  D.  Juan 
Menvielle,  administrador  de  la  lotería,  declara:  que  si  bien  es  cierto 
que  Ereñú,  por  encargo  de  Nielsen,  le  previno  que  no  pagase  el  bi- 
llete en  cuestión  sin  antes  darle  aviso,  esto  sucedió  unos  veinte  dios 
más  ó  menos  después  de  la  estraccion;  añadiendo,  al  contestar  á  la 
sesta  pregunta  del  interrogatorio  de  foja  76,  que  no  es  cierto  que 
Nielsen  se  presentase  á  la  administración  en  los  días  subsiguientes 
al  de  la  estraccion,  sino  que  lo  hizo  después  de  haberse  presentado 
Reiss  cobrando  el  premio  mayor; 

Octavo:  Que  ademas  de  las  resaltantes  diferencias  y  centradle- 
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ciones  que  resultan  entre  estas  declaraciones  de  los  testigos  Ereñú 
y  Petrína,  con  la  prestada  por  el  administrador  Menvielle,  los  dos 
primeros  testigos  han  sido  tachados  por  la  parte  de  Reiss;  el  tes- 
tigo Ereñú  por  ser  parte  en  este  juicio;  y  el  testigo  Petrina  por  ser 
socio  de  Ereñú;  siendo  á  todas  luces  legal  la  tacha  puesta  á  D.  Juan 
Ereñú,  pues  en  la  causa  principal  que  ha  motivado  esta  tercería  él 
es  demandado  por  Reiss,  en  virtud  de  le  cual  es  también  parte  en 
la  presente  causa,  no  puede  ser  considerado  como  testigo  hábil;  que, 
estando  comprobado  también  por  los  avisos  impresos  y  no  negados 
que  corren  á  foja  75,  como  también  por  la  misma  declaración  pres* 
tada  por  el  testigo  Petrina,  que  éste  es  socio  de  D.  Juan  Ereñú  y 
que  tiene  un  interés  en  la  venta  de  billetes  qne  se  hace  en  la  agen- 
cia, debe  también  considerársele  como  testigo  inhábil,  ó  al  menos 
sospechoso  de  parcialidad,  teniendo  entonces  que  darse  crédito, 
en  los  puntos  espresados,  al  testigo  Menvielle,  quien,  por  otra  parte, 
viene  en  este  caso  á  asumir  el  carácter  de  testigo  único  que  no  hace 
fé  en  juicio; 

Noveno:  Que  según  lo  afirma  el  testigo  de  Nielsen,  D.  Antonio 
Rossi,  á  foja  71,  el  dia  veinte  de  Diciembre,  dos  días  antes  de  la  es- 
tracción,  á  las  cuatro  de  la  tarde  vendió  á  Nielsen  el  billete  nú- 
mero 1538,  y  según  lo  declara  el  otro  testigo  de  Nielsen,  D.  Tomás 
Hudson,  en  el  mismo  dia  veinte  de  Diciembre  y  en  la  misma  hora 
cuatro  de  la  tarde,  en  momentos  en  que  se  encontraba  herrando  un 
caballo,  pasó  Nielsen  por  cerca  de  él  para  entrar  á  su  casa,  y  pre- 
guntándole sobre  compras  de  billete,  le  dijo  que  habia  comprado  uno 
mostrándole  la  punta  del  billete  en  que  estaba  el  número  1538,  y 
que  en  el  dia  sábado  2t  en  que  se  jugó  la  lotería,  le  dijo  Nielsen  que 
lo  habia  perdido; 

Décimo:  Que  las  declaraciones  de  estos  dos  testigos  están  en  com- 
pleta contradicción  con  lo  afirmado  por  el  mismo  tercerista  Niel- 
sen  respecto  del  dia  en  que  compró  ese  billete,  pues  que  en  la  espo- 
sicion  que  hizo  en  la  Policía  el  dia  12  de  Febrero  de  1884,  según 
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consta  á  foja  92  de  estos  autos,  dicho  tercerista  afirmó  que  el  billete 
en  cuestión  lo  compró  el  dia  veinte  y  uno  de  Diciembre,  debiendo 
jugarse  la  loteria  al  día  segmente:  no  pudiendo  admitirse  error  en 
el  testigo  Rossi,  ni  en  el  tercerista  Nielsen  al  precisar  la  fecha  de  la 
compra-venta  del  billete,  pues  además  de  espresar  claramente  la 
fecha  del  mes,  cada  uno  de  ellos  ha  ratificado  y  precisado  mejor  esa 
fecha,  diciendo  Rossi:  áí/os-(3Íias  fliiíes  de  la  estraccion;  y  Nielsen 
«^que  la  loteria  dehia  jugarse  al  dia  siguiente* ;  llamando  por  su  parte 
la  atención,  la  declaración  del  testigo  Hudson  respecto  de  dos  he- 
chos: el  primero,  que  se  hubiese  fijado  en  la  numeración  de  un  bi- 
llete de  loteria  aún  no  jugada  y  que  no  le  pertenecia;  y  el  segundo, 
que  al  interrogar  á  Nielsen  sobre  compra  de  billetes  de  loteria,  éste 
no  le  hubiese  dicho  que  además  de  ese  número  había  comprado  los 
otros  cuatro  billetes  que  á  foja  171  confiesa  haber  comprado  en  la 
agencia; 

Undécimo:  Que  el  mismo  testigo  I).  Antonio  Rossi,  en  su  declara- 
ción de  foja  71,  entre  otras  cosas,  dice:  1**  Que  en  el  mismo  dia  de 
la  estraccion,  sábado  Éi  de  Diciembre,  fué  á  la  agencia  de  Ereñú, 
y  el  suegro  de  éste,  revisándole  su  libreta,  le  hizo  saber  que  él  habia 
vendido  el  premio  mayor;  2**  Que  al  dia  siguiente,  Domingo,  se  fué 
al  Garcarafiá,  en  donde  se  encontró  con  los  Señores  Thedy,  Petrina 
y  Ereñú,  á  los  que  dijo  que  habia  ido  alli  creyendo  que  el  número 
premiado  lo  habia  vendido  á'  un  individuo  de  ese  lugar,  volviendo 
del  Carcarañá  á  la  tarde;  y  3°  Que  el  mismo  Domingo,  en  la  n^clWy 
en  el  café  del  Mercado,  Ereñú  le  ordenó  que  se  presentase  el  lunes  á 
las  nueve  en  la  administración,  y  que  habiéndolo  hecho  asi,  la  ad- 
ministración lo  suspendió  en  la  venta  de  billetes  por  ignorar  á  quien 
habia  vendido  el  premio  mayor. 

Por  su  parte,  el  testigo  D.  Juan  Ereñú,  parte  también  en  esta 
causa,  á  foja  79  declara,  de  una  manera  enteramente  diversa  res- 
pecto de  todos  estos  puntos,  cuando  dice:  Que  en  el  mismo  dia  de  la 
estraccion  (sábado  22  de  Diciembre),  salió  á  averiguar  quién  habia 
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vendido  el  billete  premiado,  hasta  que  se  encontró  con  Rossi,  quien  le 
dijo  que  habia  vendido  ese  número  pero  que  do  sabia  á  quién,  con  cuyo 
motivo  y  por  orden  de  la  empresa  quitó  á  Rossi  los  billetes  que  éste 
tenia  á  venta  devolviéndoselos  al  día  siguiente  (domingo),  porque 
comprendió  que  Rossi  ignoraba  á  quién  le  habia  vendido  el  billete. 
Mientras  tanto,  otro  testigo  de  Nielseo,  D.  José  Adamina,  vendedor 
también  de  billetes,  declara  á  foja  85  de  una  manera  distinta  á  los 
dos  anteriores,  pues  dice:  que  al  dia  siguiente  de  la  estraccion  (do- 
mingo), por  la  mañana,  oyó  decir  en  el  mercado  que  quien  babia 
vendido  el  billete  era  D.  Antonio,  napolitano;  y  que  encontrándose 
con  D.  Juan  Ereñú  esa  misma  mañana  le  contó  lo  que  acababa  de 
saber,  y  que,  caminando  ambos  reunidos,  se  encontraron  enseguida 
con  el  dicho  Antonio^  el  napolitano,  á  quien  preguntaron  por  el  hecho, 
y  éste  entonces  les  mostró  su  libreta  en  que  tenia  apuntado  el  nú- 
mero 1538  como  vendido  por  él; 

Duodécimo:  Que  no  puede  darse  crédito  ui  prestarse  fé  á  ninguna 
de  las  afirmaciones  de  estos  tres  testigos  que  quedan  expresadas  en 
el  considerando  anterior,  porque  las  unas  destruyen  á  las  otras; 
porque  Ereilú,  según  la  declaración  de  Rossi  y  la  suya  propia,  debió 
saber  el  sábado,  dia  de  la  estraccion  de  la  lotería,  que  Rossi  habia 
vendido  el  billete  premiado,  pues  según  Rossi,  el  suegro  de  Ereñú, 
que  aparece  ser  empleado  en  la  agencia,  lo  supo  en  ese  mismo  dia 
y  según  el  mismo  Ereñú,  encontrándose  en  ese  mismo  dia  con  Rossi 
supo  por  éste  que  él  era  quien  habia  vendido  ese  billete  sin  saber  á 
quién,  por  lo  que  en  ese  mismo  acto  Ereñú  le  quitó  los  billetes  que 
tenia  á  venta,  los  que  devolvió  al  dia  siguiente  (domingo);  porque, 
según  Adamina,  no  fué  el  sábado  que  Ereñú  supo  que  Rossi  era  el 
que  habia  vendido  el  billete  en  cuestión,  sino  el  domingo  por  la  ma- 
ñana; porque  .no  han  podido  encontrarse  juntos  en  esta  ciudad,  el 
domingo  por  la  mañana  Ereñú,  Rossi  y  Adamina,  desde  que,  según 
lo  afirma  Rossi,  en  ese  mismo  dia  domingo  se  fué  al  Carcarañá  en 
donde  encontró  á  Ereñú  con  Thedy  y  Petrina;  porque  los  trenes  del 
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ferro-carril  CentralArgentino  en  que  debió  ir  Rossi,  salen  á  las  7  de 
la  mañana;  y  íinalmenle  porque  mal  pudo  ordenar  Rreíiú  el  domin- 
go á  la  noche  que  Rossi  se  presentase  al  dia  siguiente  lunes,  en  la  ad- 
ministración, en  donde  en  este  último  dia  fué  suspendido  Rossi  como 
vendedor  de  billetes,  cuando,  según  el  mismo  Rreñú,  al  saber  el  sá- 
bado por  el  mismo  Rossi  que  éste  era  el  que  habia  vendido  el  billete 
número  1538,  le  quitó  los  billetes  que  tenia  á  venta,  suspendiéndolo 
por  tanto  en  ésta,  y  devolviéndole  el  domingo  esos  mismos  billetes 
por  estar  convencido  que  Rossi  ignoraba  verdaderamente  cuál  era 
la  persona  á  quien  habia  vendido  ese  billete,  lo  que  importaba  re- 
habilitarlo de  hecho  para  continuar  en  su  ejercicio  de  vendedor  de 
billetes  de  lotería; 

Décimo  tercero:  Que  respecto  de  las  tachas  puestas  por  el  ter- 
cerista D.  Niels  Nielsen  á  los  testigos  Guillermo  Schuster  y  Juan 
Trierse,  de  las  declaraciones  prestadas  por  Enrique  y  Harcy  Dolí, 
resulta,  al  menos,  que  entre  aquellos  testigos  y  I).  Leopoldo  Reiss 
existe  una  amistad  intima  que  los  hace  sospechosos  de  parcialidad, 
aun  cuando  las  otras  causas  invocadas  para  esas  tachas  no  hayan 
sido  suficientemente  probadas; 

Décimo  cuarto:  Que  en  cuanto  á  las  tachas  puestas  por  el  mismo 
Nielsen  á  los  testigos  D.  Roberto  Shon,  D.  Enrique  Muyer,  D.  Enri- 
que Schmítz,  no  solo  no  resultan  justificadas  en  autos,  sino  que  ni 
aun  ha  intentado  probarlas;  no  pudiendo  decirse  con  propiedad,  que 
el  testigo  D.  Roberto  Shon  tenga  interés  en  esta  causa,  por  el  simple 
hecho  de  haber  acompañado  á  Reiss  á  la  casa  del  señor  vice-cónsul 
alemán  y  á  la  agencia  de  Ereñú  para  la  devolución  del  billete  rete- 
nido por  éste; 

Décimo  quinto:  Que  por  su  parte  D.  Leopoldo  Reiss  sostiene  á  su 
vez,  que  el  billete  premiado  número  1538  lo  tuvo  en  su  poder  el  dia 
21  de  Diciembre  de  1883,  víspera  de  la  estraccion  de  la  lotería  á 
que  dicho  billete  pertenecía,  ofreciéndolo  en  venta:  que  no  habién- 
dolo vendido  se  quedó  con  él  por  su  cuenta;  que,  habiendo  salido 
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premiado  ese  billete,  no  pudo  encontrarlo  al  principio,  por  no  re- 
cordar donde  lo  habia  guardado;  que  después  fué  hallado  dentro  de 
uno  de  los  libros,  llamado  «Gartenlambe»,  (espediente  principal) 
foja  40;  que  acostumbra  vender,  y  que  habiéndolo  encontrado  fué 
inmediatamente  á  cobrarlo  al  Sr.  Rreñú,  agente  de  dicha  lotería; 

Décimo  sesto:  Que  los  testigos  D.  Hermán  Murset  y  doña  Carolina 
Zinder,  á  foja  6,  el  primero,  y  á  foja  61,  la  segunda,  declaran  uni- 
formemente que  en  el  dia  viernes  21  de  Diciembre  de  1883,  el  bille- 
tero D.  Leopoldo  Reiss  les  ofreció  en  venta  billetes  de  la  loteria  que 
debia  jugarse  al  dia  siguiente,  entre  los  que  se  contaba  el  número 
1538,  que  obtuvo  después  el  premio  mayor;  que  como  queda  dicho, 
la  tacha  puesta  á  este  testigo  por  el  tercerista  Níelsen,  de  tener  in- 
terés en  esta  causa,  y  por  haber  perjurado,  no  ha  sido  probada;  que 
la  tacha  igualmente  puesta  por  la  parte  de  Níelsen  y  por  D.  Juan 
Ereñú  al  testigo  Hermán  Murset,  en  sus  respectivos  alegatos,  de  ser 
vago  y  atorrante,  por  no  tener  domicilio  fijo,  no  puede  ser  legal- 
mente  admitida,  pues  ese  cambio  frecuente  de  domicilio  resulta  de 
la  misma  movilidad  anexa  á  su  empleo  en  los  telégrafos  de  la  Na- 
ción; 

Décimo  séptimo:  Que  en  el  mismo  sentido  declaran  los  testigos 
D.  Enrique  Muyer  á  foja  44,  y  D.  Elias  Niklison  á  foja  46  aun  cuando 
llama  la  atención,  á  pesar  de  las  esplicacíones  dadas  por  este  último 
que  ambos  testigos  se  fijasen  en  la  numeración  de  un  billete  de  lo- 
teria aun  no  jugada  y  que  por  tanto  nada  de  particular  ó  especial 
presenta;  sucediendo  lo  mismo  con  el  testigo  D.  Manuel  González, 
cuya  declaración  corre  á  foja  57;  siendo  esplicable  esa  atención 
prestada  á  ese  billete,  respecto  de  los  testigos  D.  Hermán  Murset  y 
D*^  Carolina  Zinder,  por  haber  comprado  esta  última  á  Reiss  en  pre- 
sencia de  Murset  un  quinto  del  billete  número  mil  quinientos  treinta 
y  nueve  que  también  obtuvo  premio  como  aproximación  del  1538; 

Décimo  octavo:  Que  los  testigos  D.  Roberto  Shon,  á  foja  51,  D.  Fe- 
derico Foltzer,  á  foja  53,  D.  Pedro  Schmitz,  á  foja  56,  y  D.  Julio  Fia- 
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arrestado  Reiss  el  (lia  13  y  habiendo  salido  en  libertad  el  dia  15  del 
mismo  mes;  que  la  causa  de  ese  arresto  fué  haber  asegurado  Nielsen 

« 

tener  sospechas  de  que  Reiss  le  habia  robado  el  billete  de  lotería  nu- 
mero 1538;  y  que  atendiendo  que  la  queja  de  Nielsen  en  la  Policía 
tuvo  lugar  el  dia  doce  de  Febrero,  no  ha  podido  la  Policía  ordenar  á 
D.  Juan  Ereñii,  antes  de  ese  dia  doce,  que  no  entregara  á  Reiss  el 
billete  en  cuestión; 

Vigésimo  quinto:  Que  según  resulta  del  informe  de  foja espe- 
dido por  el  Sr.  Juez  de  Primera  Instancia  en  lo  Comercial,  Dr.  D. 
Jacinto  Fernandez,  no  se  ha  deducido  propiamente  por  Nielsen  nin- 
guna acción  criminal  contra  D.  Leopoldo  Reiss  por  robo  del  billete 
de  lotería  en  cuestión,  no  encontrándose  pendiente  ninguna  de- 
manda criminal  contra  éste,  ni  por  esa  causa  ni  por  otra;  y  que,  por 
tanto,  encontrándose  conclusa  la  presente  causa  civil,  ella  puede  ser 
resuelta  definitivamente; 

Vigésimo  sesto:  Que  la  parte  de  Nielsen,  en  las  preguntas  5*,  6*  y 
7"  de  las  posiciones  que  presentó  y  que  corren  á  foja  166,  establece 
como  un  hecho  cierto,  cuya  confesión  se  exije  á  Reis,  que  éste,  el 
dia  veinte  y  uno  de  Diciembre  de  1883,  además  de  los  números  1538 
y  i339,  tenia  en  venta  mas  billetes,  y  que,  cuando  Reiss  fué  á  ven- 
der billetes  á  la  Sra.  Zinder,  tenia  aquel  los  números  Í538  y  1339y 
destruyendo  así  la  misma  parte  de  Nielsen  todas  sus  afirmaciones 
anteriores; 

Vigésimo  séptimo:  Que  de  las  consideraciones  precedentes,  re- 
sulta que  el  tercerista  D.  Niels  Nielsen,  no  ha  probado  que  él  fuera 
el  dueño  del  billete  cuestionado,  que  lo  hubiese  perdido^  y  menos 
aún  que  D.  Leopoldo  Reiss  se  lo  hubiese  robado; 

Vigésimo  octavo:  Que  aun  cuando  no  pueda  considerarse  como 
plena  prueba  de  la  propiedad  de  Reiss  el  billete  en  cuestión,  las  de- 
claraciones de  los  testigos  que  ha  presentado,  en  cuanto  afirman 
que  el  dia  21  de  Diciembre  de  1883,  víspera  de  la  estraccion  de  la 
lotería,  vieron  en  poder  de  Reiss  el  billete  número  mil  quinientos 
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treinta  y  ocho,  las  declaraciones  do  los  testigos  Shon  y  Foltzer, 
Schmitz,  Flade  y  Sclilieper,  examinadas  en  el  considerando  18*^,  arro- 
jan una  fuertísima  y  vehemente  presunción  en  favor  de  la  propiedad 
de  Reiss  en  ese  billete,  por  cuanto  no  es  razonable  ni  verosímil  su- 
poner que  Reiss  supiese  ó  pudiese  sospechar  en  el  mismo  dia  de  la 
estraccion  de  la  lotería  si  no  era  suyo  el  billete  1538,  que  Nielsen  ó 
cualquiera  otra  persona,  se  creyese  propietaria  de  dicho  billete,  y 
menos  que  aquel  lo  hubiese  perdido  y  que  lo  reclamaría:  siéndole 
mucho  mas  fácil  y  menos  discutible  su  propiedad,  cobrarlo  inmedia- 
tamente y  no  esperar  cerca  de  dos  meses  para  hacer  creer  que  lo 
había  perdido  y  que  recien  lo  encontraba;  siendo  estas  observacio- 
nes tanto  mas  ajustadas  á  los  hechos,  cuanto  que  la  rotura  de  bille- 
tes de  lotería  hecha  por  Nielsen,  según  éste  lo  afirma,  y  el  cambio 
de  cama  y  arrojo  de  papeles  al  patio  que  Nielsen  invoca,  como  oca- 
sión para  que  Reiss  se  apoderase  del  billete  premiado,  fueron  según 
el  mismo  Nielsen  y  sus  testigos,  muy  posteriores  al  dia  de  la  estrac- 
cion de  la  lotería; 

Vigésimo  noveno:  Que  además  de  esto,  es  lógico  y  razonable  su- 
poner que  habiendo  comprado  Nielsen  otros  cuatro  billetes  de  la 
misma  lotería,  ha  debido  guardar  juntos  con  estos  cuatro  billetes 
el  que  lleva  el  número  1538,  que  dice  compró  á  Reiss,  no  siendo  po- 
sible creer,  que  queriendo  ocultar  á  su  esposa  la  compra  de  billetes 
de  lotería,  tratase  de  hacerlo  únicamente  con  este  billete  y  nó  con  los 
cuatro  que  no  se  le  perdieron,  y  do  los  cuales  uno  obtuvo  el  premio 
de  diez  pesos  nacionales; 

Trigésimo:  Que  á  falta  de  una  prueba  plena  á  la  cual  estaban 
obligados  tanto  el  tercerista  Nielsen,  como  su  adversario  Reiss,  el 
Juez  debe  tomar  en  consideración  para  dictar  su  sentencia  la  cali- 
dad de  los  testigos,  las  presunciones  ló/icas  y  naturales  que  arrojan 
los  hechos  y  las  presunciones  do  derecho; 

Trigésimo  primero :  Que  los  testigos  Enrique  Dolí,  Harey  Dolí, 
Antonio  Rossi,  Tomás  íludson,  Rita  Montenegro  y  José  Adamina, 
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presentados  por  Níelsen,  además  de  las  contrariedades  en  las  decla- 
raciones de  la  mayor  parte  de  ellos  que  quedan  examinadas,  aten- 
dida su  baja  condición  social  y  la  dependencia  en  que  algunos  de 
estos  testigos,  respecto  de  otras  personas,  se  encuentran  como  su- 
cede con  los  testigos  Rossi,  Montenegro  y  Adamina,  que  pueden  ser 
suspendidas  en  su  profesión  ó  ejercicio  de  vendedores  de  billetes 
por  D.  Juan  Ereñú,  una  de  las  partes  en  este  juicio,  como  ya  tuvo 
lugar  con  el  testigo  Rossi,  no  puede  ser  equiparado  con  los  testigos 
D.  Roberto  Shon,  D.  Federico  Foltzer,  1).  Weicke  Tietjen,  D.  Hermán 
Schlieper,  D.  Enrique  Muyer,  D.  Hermán  Murset,  D*  Carolina  Zinder, 
D.  Julio  Flade  y  D.  Manuel  Cilveti,  que  pertenecen,  en  su  mayor 
parte  á  una  clase  social  distinguida  y  que  todos  ellos  son  indepen- 
dientes; 

Trigésimo  segundo:  Que  como  queda  dicho  en  el  considerando 
28°,  las  declaraciones  contestes  de  los  testigos  Shon,  Foltzer,  Schlie- 
per, Schmitz,  y  Flade,  hacen  fuertemente  presumir  que  Reissseael 
verdadero  propietario  y  tenedor  del  billete  número  1538,  en 
cuestión; 

Trigésimo  tercero :  Que  según  el  artículo  2412  del  Código  Civil, 
la  posesión  de  buena  fé  de  una  cosa  mueble,  crea  á  favor  del  po- 
seedor la  presunción  de  tener  la  propiedad  de  ella,  y  el  poder  de 
repeler  cualquiera  acción  reivindicatoría,  si  la  cosa  mueble  poseída 
no  hubiese  sido  robada  ó  perdida;  disposición  que  ha  sido  aplicada 
por  la  Suprema  Corte  Federal  en  la  causa  que  se  registra  en  la  pá- 
gina 96,  tomo  14,  serie  2*  de  sus  Fallos; 

Trigésimo  cuarto:  Que  la  buena  íé  siempre  se  presume  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario;  sucediendo  lo  mismo  con  la  legitimidad 
de  la  posesión  de  cosas  muebles,  de  donde  se  ha  originado  el  prin- 
cipio de  que  la  posesión  vale  título; 

Trigésimo  quinto:  Que  siendo  ü.  Leopoldo  Reiss  el  poseedor  del 
billete  de  lotería,  número  1538,  motivo  de  la  presente  causa;  no  ha- 
biendo probado  D.  Niels  Níelsen  ser  él  comprador  de  ese  billete,  ni 
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que  lo  poseyó  como  propio,  dí  que  lo  perdió  ó  que  le  fué  robado,  la 
posesión  de  Reiss  no  puede  ser  calificada  de  mala  fé  ni  viciosa,  pro- 
duciendo al  contrario  una  presunción  ytim  et  de  jure,  de  ser  éste  el 
legitimo  propietario  de  dicho  billete; 

Fallo  definitivamente,  no  haciendo  lugar  á  la  presente  tercería, 
con  costas,  y  declaro  que  D.  Leopoldo  Reiss,  como  poseedor  del  bi- 
llete de  lotería  número  mil  quinientos  treinta  y  ocho  que  obtuvo  el 
premio  mayor  en  la  lotería  de  esta  ciudad,  denominada  «Empresa 
de  enagenacion^de  tierras  fiscales  de  la  Provincia  de  Santa  Fé»,  que 
se  jugó  el  dia  veinte  y  dos  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  tres,  es  el  verdadero  dueño  de  dicho  billete.  Notifiquese  con  el 
original  y  repónganse  los  sellos. 

Eugenio  Pérez. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Setiembre  10  de  1885. 

Vistos;  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  senten- 
cia apelada  de  foja  ciento  setenta  y  tres;  y  previa  reposición  de  se- 
llos, devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGITREN. 
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c'.AiJSA  i;xiv 


El  Banco  Nacional,  contra  D.  Jaime,  I),  Felipe  y  I),  Martin  Llavallol, 

por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia. 


Sumario. — El  conocimiento  de  las  causas  del  Banco  Nacional,  con- 
tra vecinos  de  la  Capital,  corresponde  al  Juzgado  Federal  de  esta, 
aunque  antes  de  la  creación  de  este  juzgado  hubiesen  sido  iniciadas 
ante  el  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 


Caso, — El  Banco  Nacional  demandó  en  1884,  ante  el  Juez  Federal 
de  la  Capital,  á  los  Sres.  D.  Jaime,  ü.  Felipe  y  1).  Martin  Llavallol, 
por  cobro  de  22.158  ps.  26  es.  fuertes  oro,  como  saldo  de  lo  que  de- 
bía la  casa  Llavallol  é  hijos. 

Los  demandados,  alegando  que  la  misma  demanda  fué  iniciada 
en  1878  ante  el  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  de- 
clinaron de  jurisdicción,  pidiendo  que  se  remitieran  los  autos  á  di- 
cho Juez  Federal. 

El  Banco  Nacional  contestó  que  después  de  creado  el  Juzgado  Fe- 
deral de  la  Capital,  era  esta,  y  nó  el  de  la  Provincia  de  Buenos  Ai- 
res, el  competente  para  conocer  de  las  causas  contra  los  vecinos  de 
la  Capital,  y  que  por  consiguiente,  aunque  fuera  cierta  la  aserción 
de  los  demandados,  su  escepcion  era  inadmisible. 
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Fallo  del  «I uez  Federal 


Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1885. 

Vistos:  Atento  lo  espuesto  en  el  presente  escrito,  déjase  sin  efecto 
la  providencia  de  foja  12,  y  por  las  consideraciones  aducidas  en  el 
escrito  de  foja  H,  no  ha  lu^^ar  á  la  excepción  opuesta  á  foja  9  y  con- 
téstese derechamente  la  demanda. 

Virgilio  M,  Tedin. 


Fallo  déla  Suprema  C/orte 


Buenos  Aires,  Setiembre  15  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  vuelta,  y  devuélvase  previa  reposición  de  sellos. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO   FRÍAS. 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA  CXV 


A.  Delor  y  C*,  contra  D.  Pedro  Cartier;  sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario,— l^  Declarada  la  falsificación  de  una  marca  de  fábrica, 
procede  la  acción  por  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados por  la  falsificación. 

ÍP  Entre  estos,  se  comprenden  las  costas  causadas  en  el  iuicio 
que  tuvo  que  seguirse  para  hacer  declarar  la  falsificación,  sin  que 
obste  que  en  dicho  juicio  no  se  dictó  la  condenación  en  costas. 


Caso.—D,  Pedro  Cartier  fué  demandado  ante  los  Tribunales  Fede- 
rales por  los  señores  A.  Delor  y  G*,  por  falsificación  de  la  marca  de 
fábrica  del  licor  «Aperital». 

Aunque  absuelto  en  1*  Instancia,  la  Suprema  Corte,  por  fallo  de 
5  de  Diciembre  de  1882  0)  declaró  la  falsificación,  y  condenó  á  Car- 
tier á  pagar  la  multa  de  25  pesos,  y  á  no  poder  usar  en  lo  sucesivo 
de  la  marca  que  empleaba  en  el  espendio  de  su  licor. 

En  Mayo  de  1883,  A.  Delor  y  C*,  entablaron  demanda  contra  el 


(*)    Tomo  15,  serie  2*,  pág:.  c45. 
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mismo  Cartier  para  que  fuera  condenado  á  indemnizarles  los  per- 
juicios que  se  les  habian  causado  á  consecuencia  de  la  falsificación. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Enero  12  de  1885. 

Y  vistos:  estos  autos  seguidos  por  D.  Félix  Soulié,  por  la  casa  de 
A.  Delor  y  G%  de  Burdeos,  contra  D.  Pedro  Cartier,  por  indemniza- 
ción de  danos  y  perjuicios  causados  por  falsificación  del  licor  lla- 
mado «Aperital». 

Resulta:  1"  Que  el  representante  de  la  casa  de  A.  Delor  y  C*,  de 
Burdeos,  demanda  á  D.  Pedro  Cartier,  vecino  de  Chascomús  y  juris- 
dicción de  esta  Provincia,  por  la  suma  de  diez  mil  pesos  fuertes  en 
que  estima  los  daños  y  perjuicios  causados  por  la  falsificación  del 
f  Aperital»,  cuya  venta  le  es  esclusiva  y  en  cuya  suma  incluye  los 
gastos  causados  en  el  juicio  principal  en  el  que  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  Nacional  declaró  la  ialsificacion. 

2^  Que  contestando  la  demanda  D.  Gregorio  Conde  por  Cartier, 
opone  que  no  es  exacto  que  éste  haya  vendido  grandes  cantidades 
de  su  «Aperital»;  que  no  se  puede  sostener  lógicamente  tal  cosa, 
desde  que  el  demandante  sostiene  que  el  «Aperital»  de  Cartier,  es 
malísimo  y  de  gusto  detestable,  puesto  que  si  tal  cosa  fuera  cierta, 
ese  producto  no  hubiese  tenido  consumidores.  Que  no  teniendo  más 
mercado  que  el  de  la  plaza  de  Chascomús,  donde  Cartier  vendió  es- 
clusivamente  su  Aperital,  no  llegó  la  venta  á  más  de  cinco  ó  seis 
mil  pesos  moneda  corriente  antigua  de  Buenos  Aires.  Que  no  se 
comprende  entonces  que  el  espendio  haya  podido  causar  perjuicios 
dignos  de  mención  á  la  fabricación  de  Delor  y  C%  aun  cuando  estos 
justificasen,  como  deben  hacerlo,  que  las  ventas  de  Delor  desaloja- 
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ban  su  produelo  del  mercado  ó  lo  desacreditaban  con  su  mala  cali- 
dad: lo  que  ha  de  probar  para  que  se  pueda  creer  que  una  cosa  mala 
y  que  desacredita  á  otra,  tenga  sin  embargo  más  aceptación  que 
esta,  entre  personas  aficionadas  á  lo  bueno.  Agrega  otras  conside- 
raciones y  termina  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  con  costas, 
y  opone  al  mismo  tiempo,  la  excepción  de  prescripción. 

3**  Que  á  foja  36  fué  recibida  esta  causa  á  prueba,  debiendo  ver- 
sar sobre  la  importancia  de  los  perjuicios  causados  y  de  su  valor 
aproximativo. 

4°  Que  la  prueba  rendida  por  el  actor,  la  constituye:  primero,  la 
compulsa  de  los  libros  de  Soulié,  en  la  parte  referente  á  la  intro- 
ducción y  venta  de  «Aperital»,  que  se  halla  de  fojas  74  á  82  inclu- 
sives; segundo,  la  regulación  de  honorarios  y  gastos  en  el  juicio 
principal;  tercero,  las  declaraciones  de  D.  Luis  U.  Jaccard  y  de  An- 
tonio Garet,  corrientes  de  fojas  54  á  56  inclusive. 

Y  considerando:  1°  Que  la  prueba  rendida  es  insuficiente  para 
determinar  con  exactitud  la  avaluación  de  los  daños  y  perjuicios, 
en  cuyo  caso  y  de  conformidad  alo  resuelto  por  la  Suprema  Corte, 
en  el  fallo  corriente  á  foja  29,  tomo  6^,  serie  2*  de  sus  Fallos,  co- 
rresponde al  prudente  arbitrio  del  Juez  la  mencionada  avaluación. 

2^  Que  para  proceder  á  esa  avaluación,  el  Juez  puede  basarse 
sobre  presunciones  ó  inducción,  Serie  2*,  tomo  12,  pág.  616  de  los 
Fallos  de  la  Suprema  Corte. 

3*"  Que  en  cuanto  á  las  costas,  habiéndose  producido  como  con- 
secuencia necesaria,  las  que  se  ocasionen  al  demandante  para  hacer 
declarar  su  derecho,  deben  contarse  entre  los  daños  justificados 
como  se  encuentran  en  el  presente  caso.  Serie  1%  tomo  9,  pág.  5*, 
Fallos  de  la  Suprema  Corte. 

4^  Que  es  fuera  de  toda  duda,  que  la  indemnización  pedida  es 
excesiva,  en  cuyo  caso  corresponde  al  Juez  moderar  la  avaluación: 
Serie  2*,  T.  6^  pág.  29,  Fallos  de  la  Suprema  Corte ;  y  que  es  exage- 
rada se  desprende  del  dictamen  de  uno  de  los  comerciantes  presen- 
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tados  por  el  mismo  demandante,  que  asevera  que  en  el  caso  de  que, 
lanío  los  falsificadores  como  los  dueños  legítimos,  hubiesen  puesto 
en  circulación  i^'^ual  cantidad  de  su  respectivo  «Aperital»,  no  podría 
estimarse  el  daño  mas  que  en  un  veinte  por  ciento,  lo  que  daría  un 
resultado  menor  que  la  cantidad  que  se  reclama  por  indemnización, 
teniendo  en  cuenta  la  introducción  y  venta  hecha  por  la  casa  de 
Delor  en  el  año  de  Noviembre  de  1882  á  Octubre  de  1883. 

5*^  Que  ademas,  es  de  tenerse  en  cuenta  que  á  pesar  de  haberse 
alegado  por  el  demandado  que  no  habia  vendido  mas  de  seis  mil 
pesos  de  la  antigua  moneda  de  Buenos  Aires  del  «Aperitab  falsifi- 
cado, nada  se  ha  establecido  por  el  demandante  en  contra  de  esta 
aserción,  ni  se  ha  justificado  tampoco  que  tuviese  fábrica  ó  estable- 
cimiento de  alguna  importancia,  como  para  poder  espender  el  bitter 
falsificado  en  tanta  ó  mayor  cantidad  que  el  legitimo  introducido 
por  la  casa  de  Delor. 

6^  Que  aunque  se  aceptara  justificados  los  hechos  precedentes, 
quedaría  siempre  que  el  mismo  demandante  ha  convenido  que  la 
falsificación  y  espendio  que  se  hacia  del  «Aperital»  por  Cartier,  se 
hacia  en  Chascomús  y  para  esa  localidad,  lo  que  rednce  la  compe- 
tencia y  por  consiguiente  los  daños,  á  uno  solo  de  los  Üepar lamen- 
tos de  la  Provincia  en  que  han  podido  colocarse  ó  distribuirse  los 
cuatro  mil  trescientos  noventa  cajones  á  que  se  refiere  el  represen- 
tante de  Delor. 

7^  Que  respecto  de  la  excepción  de  prescripción  opuesta  por  Car- 
tier, ella  no  es  procedente  desde  que  se  interrumpe  por  la  demanda, 
como  resulta  en  el  presente  caso  en  que  antes  de  vencerse  el 
año,  fué  deducida  la  presente,  como  puede  verse,  compulsando  las 
fechas. 

Por  estas  consideraciones,  debo  fallar  y  fallo,  condenando  á  Don 
Pedro  Cartier  á  que  pague  á  los  diez  dias  de  ejecutoriada  esta  sen- 
tencia, á  los  señores  Delor  y  C^\  la  cantidad  de  mil  pesos  moneda 
nacional  como  indemnización,  las  costas  del  juicio  principal  que  á 
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foja  100  aparecen  estimadas  en  seiscientos  noventa  pesos  moneda 
nacional  y  los  derechos  de  regulación  y  sellos  y  costas  que  apare- 
cen pajeadas  por  Soulié;  como  también  condeno  al  demandado  al 
pago  de  todas  las  costas  del  presente  juicio.  Hágase  saber  original 
y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin 


Falli>  de  la  Suprema  <Iorte 


Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1885. 

Vistos;  resulta:  que  los  daños  y  perjuicios  que  la  casa  de  Delor  y 
Compañía  reclama  de  don  Pedro  Cartier,  por  haber  éste  falsificado 
la  marca  de  comercio  que  dicha  casa  emplea  en  el  «Aperital»  que 
introduce  y  espende  en  esta  plaza,  consisten: 

Primero,  En  la  disminución  de  la  venta  de  dicho  producto  por 
haberse  espendído  en  grandes  cantidades  el  falsificado. 

Segundo,  En  las  costas  del  juicio  que  por  causa  de  la  falsificación 
tiene  que  seguir  el  demandante  para  hacer  declarar  »us  derechos. 

Y  considerando:  Primero,  Qae  no  se  ha  comprobado  la  existencia 
real  de  las  comprendidas  en  el  primer  punto;  pues  no  se  ha  produ- 
cido prueba  alguna  que  demuestre  haber  disminuido  la  venta  del 
producto  legitimo  por  la  competencia  que  le  hiciera  el  falsificado, 
vendiéndose  en  grandes  cantidades  en  el  mismo  mercado. 

Se^tm^ío.  Que  esa  competencia  no  ha  podido  tener  lugar;  pues, 
según  resulta  de  autos,  el  «Aperital»  falsificado  solo  seespendia  en 
corta  cantidad  en  Chascomús,  donde  no  se  habia  introducido  aun 
el  legitimo,  no  pudíendo,  por  consiguiente,  perjudicar  la  venta  de 
éste. 
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Tercero.  Que  el  juicio  emitido  por  los  testi^j^os  presentados  por  el 
demandante,  de  que  la  falsificación  de  una  marca  de  comercio  causa 
perjuicio,  y  de  que  éste  (según  el  uno  de  ellos,  pues  el  otro  mani- 
fiesta no  poder  apreciarlo)  pi\pde  calcularse  en  un  quince  ó  veinte 
por  ciento  cuando  el  producto  falsificado  se  espende  en  tanta  canti- 
dad como  el  legitimo,  no  prueba  que  en  el  presente  caso  se  haya 
sufrido  perjuicio  real  alguno;  pues  ni  el  producto  falsificado  se  ha 
espendido  en  igual  cantidad  que  el  legitimo,  ni  ha  habido  concurren- 
cia de  ambos  productos  en  el  mismo  mercado  que  pudiera  perjudicar 
su  venta. 

Cuarto,  Que  en  cuanto  á  las  comprendidas  en  el  segundo  punto, 
relativas  á  las  costas  del  juicio  sobre  falsificación,  es  justo  que  se 
satisfagan  al  demandante;  pues  son  la  consecuencia  necesaria  y  di- 
recta de  un  delito  y  no  se  hallan,  por  consiguiente,  en  el  caso  de  las 
costas  causadas  en  un  pleito  en  que  de  buena  fé  se  sostienen  dere- 
chos que  se  consideran  legítimos. 

Quinto,  Que  el  silencio  de  la  Suprema  Corte  sobre  ellas,  al  decla- 
rar la  falsificación  déla  marca  de  comercio,  no  importa  exonerar  al 
demandado  de  la  responsabilidad  que  le  imponen  los  articules  treinta 
y  cinco  de  la  ley  sobre  marcas  de  fábrica,  y  mil  setenta  y  siete  del 
Código  Civil;  pues  disponiéndose  por  el  primero,  que  el  damnificado 
puede  reclamar  daños  y  perjuicios  contra  los  autores  y  cooperadores 
al  fraude,  y  por  el  segundo:  que  todo  delito  hace  nacer  la  obligación 
de  reparar  el  perjuicio  que  de  él  resultare  á  otra  persona;  y  siendo 
un  verdadero  perjuicio  las  costas  de  un  pleito  motivado  por  un  de- 
lito, no  era  necesaria  declaración  alguna  de  la  Corte  para  que  esa 
obligación  subsistiese,  y  mucho  menos,  cuando  el  demandante  se 
hubiere  reservado  espresamento  para  otro  juicio  sus  derechos  por 
los  daños  y  perjuicios,  limitándose  á  pedir  contra  el  demandado  el 
máximum  de  la  pena  impuesta  á  los  que  adulteran  ó  falsifican  una 
marca  de  fábrica  ó  de  comercio. 

Sexto,  Que  siendo  esto  así,  el  silencio  de  la  Suprema  Corte  no  im- 
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porla  otra  cosa  que  dejar  al  damnificado  espedilos  sus  derechos  para 
pedir  la  reparación  debida  en  el  juicio  correspondiente. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  diez  y  nueve,  en  cuanto  condena  al  demandado  á  satisfacer 
como  daños  y  perjuicios  las  costas  del  juicio  sobre  falsificación,  se- 
guido por  el  demandante  para  hacer  declarar  sus  derechos,  y  se  re- 
voca en  lo  demás.  Notifiquese  con  el  original,  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO    FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


€:ausa  c:xii 


D.  Máximo  Parfait,  contra  D^  Honoria  Juárez;  sobre  desalojo 


Sumario, — Contra  lalocataria  que  no  págalos  alquileres,  procede 
la  acción  de  desalojo. 


Caso, — Lo  esplica  el 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  31 


Fallo  del  Juez  de  Seeeiou 


Bosario,  Mayo  22  de  1885. 

Vistos  estos  autos,  iniciados  por  D.  Máximo  Parfait,  contra  Doña 
Honoria  Juárez,  sobre  desalojo  de  una  casa  de  su  propiedad,  si- 
tuada en  la  calle  2b  de  Diciembre,  n^  61,  por  falta  de  pago  de  los 
alquileres 

Con  lo  espuesto  en  contestación  por  la  demanda,  negando  la  ver- 
dad  del  hecho,  que  sirve  de  base  á  la  demanda. 

Y  considerando:  1^  Que  de  las  posiciones  de  foja  24,  declaradas 
judicialmente  por  reconocidas  en  rebeldia  de  la  demandada,  como 
de  las  actuaciones  corrientes  á  foja  lo,  practicadas  ante  el  Juzgado 
de  Paz  de  la  tercera  sección  de  esta  ciudad  y  remitidas  en  copia  por 
el  de  primera  instancia  de  la  segunda  sección  de  esta  circunscrip- 
ción, resulta  acreditado  que  la  demandada  se  halla  ocupando  la  casa 
mencionada,  desde  el  8  de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  al  pre- 
cio de  sesenta  y  cinco  pesos  moneda  nacional  por  mes,  no  habiendo 
satisfecho  hasta  la  fecha,  por  cuenta  de  esos  alquileres,  mas  suma 
que  la  de  cincuenta  pesos  de  aquella  moneda,  abonados  antes  del  28 
de  Noviembre  de  dicho  año. 

2^  Que  de  su  parte,  no  ha  presentado  ni  ofrecido  presentar  justi- 
ficación alguna  que  destruya  el  mérito  de  aquellos  documentos. 

Por  tanto,  y  de  conformidad  á  la  disposición  del  articulo  1579  del 
Código  Civil,  se  declara  á  la  espresada  D*  Honoria  Juárez  en  la  obli- 
gación de  desalojar  la  casa  enunciada,  en  el  término  de  los  días  so- 
licitados por  el  demandante,  con  costas.  Notifíquese  con  el  original 
y  repóngase  el  papel. 

C.  de  la  Torre, 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Setiembre  22  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  treinta;  y  devuélvase,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  DOMlNGrEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


CIAUSA  c:x%'ii 


Don  A.  Jórgensen,  capitán  de  la  barca  noruega  ^Riga*,  contra  los 
Sres.  Shaw  hermanos,  por  cobro  de  fletes;  sobre  infracción  de  la  ley 
de  sellos. 


Sumario.  —  1**  Los  autos  sobre  aplicación  de  la  ley  de  sellos,  son 
apelables. 

2^  Es  el  Juez  y  no  la  Dirección  de  Rentas,  que  debe  resolver  so- 
bre el  sello  que  corresponde  y  las  multas  que  deben  aplicarse  res- 
pecto de  los  documentos  que  se  presentan  en  juicio. 
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3^  La  presentación  en  juicio  de  una  copia  simple,  reservando  el 
documento  original,  importa  una  infracción  de  la  ley  de  sellos,  y  so- 
mete al  que  la  produce  á  las  penas  que  esta  establece. 


Coso.— El  capitán  Jorgensen,  de  la  barca  noruega  «Riga»,  de- 
mandó por  pago  de  fletes  á  los  Sres.  Shaw  hermanos,  acompañando 
una  copia  de  la  carga  de  fletamento  espedida  en  papel  común  por 
el  corredor  Christian. 

Por  la  nota  de  «no  corresponde»,  puesta  á  esta  copia  por  el  Se 
cretarío,  se  pasaron  los  autos  al  Procurador  Fiscal,  quien  manifestó 
que  el  documento  debió  estenderse  en  sello  de  10$  m/n  por  foja,  por 
no  determinarse  cantidad,  y  que  debia  reponerse  este  y  aplicarse  la 
multa  establecida  por  el  articulo  33  de  la  ley  de  sellos. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  5  de  1885. 

De  acuerdo  con  el  precedente  dictamen  del  Procurador  Fiscal, 
abónese  la  multa  que  se  determina  por  infracción  á  la  ley  de  sellos, 
en  el  otorgamiento  de  los  documentos  de  foja  1  á  foja  3,  y  de  foja  8. 
Repóngase  la  foja. 

Te<Un, 

m 

El  capitán  Jorgensen  alegó  que  el  sello  que  correspondia  al  docu- 
mento de  fojas  1  á  3,  era  de  cinco  pesos,  y  nó  de  diez,  como  decia 
el  Procurador  Fiscal;  que  existiendo  dudas,  debia  resolverlas  la  Di- 
rección de  Rentas,  según  el  artículo  43  de  la  ley;  que  no  debió  im- 
ponerse multa,  por  no  corresponder  á  las  copias,  sino  solo  mandarse 

T.  XX  3 
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reponer  el  sello;  y  fundado  en  eslas  razones,  interpuso  el  recurso  de 
revocatoria  y  apelación  y  nulidad  ¿n  subsidiuin. 


VISTA  DEL  SEÑOR   PROCURADOR  FISCAL 


Buenos  Aires,  Junio  27  de  1885. 

Señor  Juez:  Antes  de  dictaminar  sobre  la  serie  de  peticiones  que 
formula  el  representante  del  capitán  Jorgensen,  en  su  escrito  de 
foja  22,  debo  rectificar  al  menos  las  principales  inexactitudes  de  las 
muchas  que  contiene  dicho  escrito. 

Dice  el  capitán  Jorgensen,  que  la  ley  de  sellos  no  es  aplicable  en 
todos  los  casos  que  se  presenten  en  juicio  simples  copias;  pero  esto 
no  es  cierto. 

Cuando  se  presentan  esas  copias  por  falta  de  los  documentos  ori- 
ginales, está  bien;  como  lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte  en  la 
Causa  CXXI,  serie  2%  tomo  12,  página  537.  Mas  cuando  ellas  son 
presentadas,  no  obstante  de  disponer  de  los  originales,  como  resulta 
en  el  caso  sub  jadice  y  lo  encontrará  V.  S.  comprobado  á  foja  6 
vuelta,  de  la  traducción  del  contrato  de  íletamento,  entonces  la  ci- 
tada ley  es  perfectamente  aplicable. 

Aceptar  la  doctrina  sentada  por  el  capitán  Jorgensen,  importaría 
dejar  burlada  la  ley  de  sellos  por  falta  de  medios  para  hacer  efec- 
tiva su  aplicación.  Con  reservar  los  documentos  en  que  se  haya  in- 
fringido dicha  ley  y  acompañar  simples  copias,  quedaría  impune  la 
infracción  y  aquella  seria  completamente  ilusoria.  Esta  es  la  juris- 
prudencia que  pretende  sentar  el  capitán  Jorgensen;  pero  confio  en 
el  buen  criterio  de  los  encargados  de  aplicar  las  leyes  y  de  velar  por 
la  fiel  percepción  de  los  impuestos  públicos,  en  que  no  logrará  tal 
despropósito. 
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Tampoco  es  cierto  que  en  un  caso  análogo  al  presente,  el' del  bu- 
que «Haría  Ti,  contra  los  Sres.  Rívolla,  Carboní  y  C^  el  Procura- 
dor Fiscal  se  haya  espedido  en  el  sentido  que  indica  el  capitán  Jor- 
^ensen. 

En  primer  lugar,  ninguna  analogía  hay  entre  uno  y  otro  caso,  y 
en  segundo  lugar,  la  vista  fiscal  no  cooltetto  las  opiniones  que  se  le 
atribuyen. 

En  el  caso  del  buque  «María  T»  la  copia  fué  pedida  por  el  Juez  de 
oficio,  con  calidad  de  para  mejor  proveer,  siendo  solícilada  á  un  ter- 
cero, 6  sea  á  persona  que  no  era  parte  en  el  juicio.  Mientras  tanto, 
en  el  caso  subjudice,  la  copia  se  presenta  por  una  de  las  partes  y 
demanda  con  ella  á  la  otra,  reservándose  el  original. 

Por  aquella  consideración  y  la  de  que,  como  causa  determinante, 
que  el  Juez  Federal  de  la  ciudad  del  Rosario  babia  aceptado  ya  bien 
ó  mal,  aquella  copia  en  papel  de  actuación,  no  pudiendo  V.  S.  rever 
los  actos  de  dicho  Juez,  el  Procurador  Fiscal  opinó  debia  también 
aceptarse  esa  copia,  en  la  forma  remitida. 

Viene  luego  la  argumentación  del  capitán  Jórgensen  para  demos- 
trar que  un  contrato  de  fletamento  es  simplemente  como  el  arren- 
damiento de  una  casa,  y  que  por  tanto,  solo  debe  tenerse  en  cuenta 
el  valor  de  los  fletes,  ó  sea  el  del  alquiler  mensual. 

Ni  la  naturaleza  de  uno  y  otro  bien  es  idéntica,  ni  es  igual  la  re- 
glamentación de  los  contratos  sol)re  ellos.  Desde  luego,  aquella  ar- 
gumentación carece  de  fundamento  y  en  nada  puede  afectar  á  la 
aplicación  de  la  ley  de  sellos.  Pero,  aunque  fuera  idéntico  el  arren- 
damiento de  tierra  á  un  contrato  de  fletamento,  tomando  la  mate 
rialidad  de  las  palabras  del  articulo  1184  del  Código  de  Comercio, 
¿quién  le  ha  dicho  al  capitán  Jórgensen  que  en  el  primer  caso  no 
tiene  que  pagar  el  impuesto  de  sellos  y  que  para  este  pago  solo  debe 
atenderse  al  alquiler  mensual,  cuando  en  el  contrato  se  estipulan 
obligaciones  de  mayor  importancia  que  este?  Si  se  alquila  un  terreno 
por  un  tanto  mensual,  con  la  obligación  de  hacer  un  edificio,  ó  de 
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entregar  una  fuerte  suma  de  dinero  además  del  alquiler,  es  claro 
que  el  valor  del  sello  no  vá  á  ser  graduado  solo  por  el  alquiler  sino 
por  el  valor  de  todo  lo  e^Ftípulado  en  el  contrato. 

Sobre  todo,  SeSor  Juez,  en  el  contrato  de  foja  1,  no  solo  no  hay 
cantidad  determinada,  pero  ni  aún  base  para  determinarla,  puesto 
que  los  fletes  son  distintos  para  la  madera  cargada  bajo  la  cubierta 
y  para  la  de  sobre- cubierta,  sin  espresarse  las  cantidades  de  una  y 
otra.  Luego,  entonces,  no  ha  podido  conocerse  el  monto  de  ese  con- 
trato. 

Por  lo  espuesto,  V.  S.  se  ha  de  servir  mantener  su  auto  de  fecha 
5  del  corriente,  no  haciendo  lugar  á  los  recursos  de  reposición,  ape- 
lación y  nulidad,  interpuestos  por  el  capitán  Jórgensen,  porque  no 
existen  tales  recursos  para  esta  clase  de  incidentes,  y  mandar  ade- 
más se  pase  este  espediente  á  la  Dirección  General  de  Rentas  Na- 
cionales para  que  resuelva  la  clase  de  sello  que  corresponde  al  con- 
trato de  foja  1,  para  con  esto  proceder  á  la  aplicación  de  la  multa. 

David  Zavalia, 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  27  de  1885. 

Autos  y  vistos:  Por  las  consideraciones  aducidas  por  el  Procura- 
dor Fiscal  en  su  precedente  dictamen,  no  ha  lugar  á  los  recursos  de 
reposición,  apelación  y  nulidad  deducidos  en  el  escrito  de  foja  29,  y 
habiendo  llegado  el  caso  previsto  por  el  articulo  43  de  la  ley  de  se- 
llos, remítase  este  espediente,  con  oficio,  á  la  Dirección  General  de 
Rentas,  para  que  resuelva  sobre  el  valor  del  sello  que  corresponde 
á  cada  foja  del  documento  de  fojas  i  á  3.  Repóngase  la  foja,  y  noti- 
fíquese  original. 

Tedin. 
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El  capitán  ocurrió  á  la  Suprema  Corte  directamente. 


Fallo  de  la  l^upreiua  <«orte 


Bueno»  Aires.  Setiembre  22  de  1885. 

Vi.slos:  trayendo  gravamen  irreparable  el  auto  de  foja  veinte  y 
siete  vuelta,  y  no  habiendo  disposición  al|?una  que  lo  declare  inape- 
lable, admítese  el  recurso  interpuesto, 

Y  considerando: 

Que  la  facultad  que  el  articulo  cuarenta  y  tres  de  la  ley  de  papel 
sellado,  confiere  á  la  Dirección  de  Rentas,  es  para  el  caso  de  que 
haya  dudas  sobre  la  clase  de  papel  sellado  que  corresponda,  antes 
ó  al  tiempo  del  otorgamiento  de  los  documentos; 

Que  después  de  otorgadas,  sin  que  la  Dirección  de  Rentas  haya 
sido  consultada,  no  hay  ya  dudas  sobre  las  cuales  pueda  recaer  la 
resolución  de  aquella  oficina,  quedando  los  que  han  intervenido  en 
el  acto,  sujetos  en  su  caso,  á  las  responsabilidades  que  la  ley  im- 
ponga; 

Que,  entonces,  cuando  los  documentos  se  presentan  en  juicio,  no 
corresponde  ya  á  la  Dirección  de  Rentas,  sino  á  los  tribunales  de 
justicia,  la  decisión  de  las  cuestiones  que  se  susciten  acerca  de  la 
clase  del  papel  en  que  se  han  estendido,  y  la  aplicación  de  las  penas 
á  que  pueda  dar  lugar  la  infracción  de  la  ley  de  la  materia; 

Y,  finalmente,  que  la  resolución  de  que  se  ha  recurrido,  se  funda 
en  una  prescripción  clara  y  terminante  de  la  ley  de  papel  sellado, 
que  impone  la  multa  á  que  ha  sido  condenado  el  apelante. 

Por  estas  consideraciones,  se  declara  improcedente  el  recurso  de 
nulidad  interpuesto,  fundado  en  el  articulo  cuarenta  y  tres  de  dicha 
ley,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  siete  vuelta;  devol- 
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viéndose  al  Juzgado  de  su  procedencia,  junto  con  estas  actuaciones, 
los  autos  traídos  á  la  vista  para  mejor  proveer,  previa  reposición 
de  sellos. 

J.  DOMIN&IIEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IEAR6ÚRBM. 


CAUSA  <:xviii 


í).  Eduardo  Walker,  contra  D.  Wellington  Mercada  y  D,  Lindor 
B.  Sotomayor,  por  tercería  de  dominio;  sobre  competencia 


Sumario.— LüiS  demandas  de  tercería  pertenecen  al  conocimiento 
del  Juez  de  la  ejecución. 


Caso, — D.  Eduardo  Walker,  esponiendo  que  en  la  ejecución  seguida 
por  el  Dr.  D.  Wellington  Mercado,  contra  el  Dr.  D.  Lindor  B.  Soto- 
mayor,  ante  el  Juez  de  Provincia,  so  hahía  embargado  una  casa  de 
su  propiedad,  dijo  que  deducía  la  tercería  correspondiente  para  que 
el  Juez  Federal  ordenase  el  desembargo,  y  la  indemnización  de  per- 
juicios. 
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Fallo  del  «luez  de  Sección 


Catamarca,  Mayo  28  de  1885. 

Vista  la  anterior  solicitad,  y  considerando:  que  la  tercería  de  la 
referencia  debe  deducirse  ante  el  Juez  de  la  ejecución,  que  lo  es, 
sei^am  aquella,  el  Civil  de  la  Provincia;  articulo  301  de  la  ley  sobre 
Procedimientos,  y  lo  esplica  mas  claramente  el  Escriche,  al  tratar 
de  las  tercerías  en  el  juicio  ejecutivo:  Por  tanto,  y  de  conformidad 
al  articulo  3^  de  la  misma  ley,  se  declara:  que  este  Juzgado  Federal 
es  notoriamente  incompetente  para  entender  en  la  presente  de- 
manda; debiendo,  en  consecuencia,  ocurrir  el  solicitante  ante  quien 
corresponda.  Hágase  salier  con  el  original,  devuélvanse  los  títulos 
acompañados  y  archívese. 

/.  Quiroga, 


VISTA  DKL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1885. 

Suprema  Corte  : 

Los  fundamentos  del  auto  recurrido  son  de  toda  evidencia  y  no 
necesitan  ser  robustecidos;  bastará  recordar,  á  mayor  abundamiento 
la  jurisprudencia  establecida  por  esta  Corte  en  las  causas  XVI,  T.  8, 
S.  2%  pág.  178,  y  LIV,  T.  10,  S.  2%  pág.  81. 

Pido  la  confirmación. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  (le  la  ^^upreiua  €l4»rte 


Buenos  Aires,  Setiembre  24  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  el  dictamen 
del  Señor  Procurador  General,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  cinco  vuelta,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


<:Ar»A  <:xix 


D.  Parfait  Darnaud,  contra  la  Compañía  *La  Piálense*;  ¡sobre 
entrega  de  un  baúl  y  dañm  y  perjuicios. 


Sumario. — La  responsabilidad  de  las  empresas  de  transporte  por 
las  encomiendas  que  deben  depositarse  en  el  Resj^uardo,  cesa  al  ha- 
cerse dicho  depósito. 

Coso.— Lo  explica  el 
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Fallo  clol  «liiox  Fodoral 


Buenos  Aires,  Julio  24  de  1885. 

Vistos  eslos  autos,  de  lo  que  resulta:  1^  Que  en  Marzo  del  corriente 
año  ^e  presentó  al  Juzgado  D.  Parfait  Darnaud,  esponiendo  que  en 
el  vapor  f  Apolo»  de  la  Compañía  «La  Platense»,  le  había  sido  remi- 
tido de  Montevideo,  el  6  de  Febrero  anterior,  un  baúl,  en  calidad  de 
encomienda,  comprendido  en  el  manifiesto  del  buque,  cuyo  conte- 
nido estimaba  en  ciento  noventa  pesos  moneda  nacional,  el  cual  no 
le  habia  sido  entregado,  á  pesar  de  sus  reiterados  reclamos,  por  lo 
que  venia  á  entablar  formal  demanda  por  esa  cantidad,  con  mas  la 
suma  de  cincuenta  pesos  de  igual  moneda  por  daños  y  perjuicios. 

i"  Que  la  empresa  demandada  sostiene,  en  su  defensa,  que  ella 
no  tiene  responsabilidad  alguna  por  la  pérdida  de  la  balija  en  cues- 
tión, pues  fué  traida  el  seis  de  Febrero  por  el  vapor  «Apolo»,  pero 
como  no  tenia  las  llaves  para  hacerla  abrir  en  el  Resguardo  del 
Muelle  de  Pasageros,  quedó  allí  depositada  dándosele  entrada  en  los 
libros  de  la  oficina. 

Y  considerando:  I""  Que  el  documento  de  foja  una,  emanado  de  la 
Compañía  demandada,  comprueba  que  efectivamente  recibió  á  bordo 
de  sus  buques  y  que  condujo  á  este  puerto,  en  calidad  de  encomien- 
da, un  baúl  dirigido  al  demandante,  el  cual  vino  bajo  manifiesto. 

2°  Que  el  informe  corriente  á  foja  2,  espedido  por  el  Resguardo 
establece  la  verdad  de  la  defensa  alegada  por  la  empresa,  esto  es, 
que  el  baúl  reclamado  llegó  á  este  puerto  y  fué  entregado  en  las 
oficinas  del  Resguardo  para  su  revisacion,  agregando  dicha  repar- 
tición, que  en  la  misma  fecha  fué  entregado  á  la  persona  que  pre- 
sentó la  llave  para  que  se  verificase  la  indicada  operación,  lo  que 
demuestra  que  si  se  ha  perdido  ha  sido  después  de  haber  salido  del 
poder  de  aquella. 

T.  XX  4 
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i"*  Que  siendo  el  depósito  en  el  Resguardo  inevitable  en  cumpli- 
miento de  las  disposiciones  aduaneras  y  no  habiendo  venido  el  baúl 
bajo  conocimiento  ó  carta  de  porte,  como  se  deduce  del  hecho  de  no 
haberse  presentado  ni  mencionado  siquiera  por  el  demandante,  es 
indiscutible  que  la  responsabilidad  de  la  empresa  terminó  desde  el 
momento  que  depositó  la  encomienda  en  las  oficinas  fiscales,  como 
lo  ha  resuelto  la  Suprema  Corte  en  la  causa  seguida  por  los  señores 
Challe  y  Bellon  contra  W.  Sansón  y  C%  porque  los  particulares  no 
tienen  el  deber  ni  los  medios  de  vigilar  aquellas. 

4''  Que  de  lo  espuesto  se  desprende  lógicamente  que  tampoco  le 
cabe  responsabilidad  alguna  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de 
la  pérdida. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  la  Compañía  «La 
Platense»  déla  demanda  de  foja  tres.  Notifiquese  original. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Fallo  lio  la  Siiproiiia  Chorlo 


Buenos  Aires,  Setiembre  24  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  veintiuna,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ. — L LADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBaRGÚREN. 
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CAl  SA  CXX 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  l^  Instancia  del  Departa- 
mento del  Sud  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  el  de  /*  Instancia 
de  la  Capital,  en  los  autos  de  la  testamentaria  de  O*  Rosalia  Figue- 
roa  de  Baudrix, 


Sumario, —  La  mujer  casada  no  tiene  otro  domicilio  que  el  de  su 
marido,  y  es  el  juez  de  este  domicilio  el  competente  para  conocer 
en  el  juicio  de  su  testamentaría. 


Caso. — D.  Roque  Baudrix,  vecino  y  domiciliado  en  la  Capital, 
pidió  al  Juez  de  1^  Instancia  de  esta,  que  formara  contienda  de  com- 
petencia al  Juez  de  1^  Instancia  del  departamento  del  Sud  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  que,  á  instancia  de  un  hijo  del  primer 
matrimonio  de  D*  Rosalia  Figueroa,  casada  con  el  solicitante  en  se- 
cundas nupcias,  y  que  habia  fallecido  en  Dolores,  habia  empezado  á 
conocer  en  el  juicio  testamentario  de  la  misma. 

El  Juez  de  la  Capital  accedió  al  pedido,  librando  el  correspon- 
diente exhorto. 

El  Juez  exhortado  contestó  lo  siguiente: 

Federico  Garcia  Alberdi,  Juez  de  1*  Instancia  en  lo  Civil  y 
Comercial,  del  departamento  del  Sud,  Provincia  de  Buenos  Aires,  ai 
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de  i^ual  clase  en  turno  de  la  Capital  de  la  Nación,  saluda  y  hace  sa- 
ber: Que  en  los  autos  testamentarios  de  D*  Rosalía  Figueroa,  que 
tramitan  por  ante  este  Juzgado,  y  oficina  á  cargo  del  Secretario  au- 
torizante; en  contestación  á  su  exhorto  de  fecha  nueve  del  presente 
pidiendo  remitiera  á  ese  Juzgado  los  antecedentes,  referentes  á  este 
juicio,  por  ser  V.  S.  el  competente  para  entender  en  él,  he  dispuesto 
dirigir  á  V.  S.  el  presente,  á  fin  de  hacerle  saber  la  vista  expedida 
por  el  Sr.  Agente  Fiscal,  y  la  resolución  dictada  por  el  Juzgado;  las 
que  dicen  así:  Señor  Juez:  El  Procurador  Barragan,  inicia  el  juicio  de 
sucesión  de  D*  Rosalía  Figueroa  y  el  Juzgado,  á  foja  quince,  lo  da 
por  iniciado  en  mérito  de  la  partida  de  defunción  de  foja  nueve.  En 
el  escrito  presentado  y  que  se  transcribe  en  el  exhorto  de  foja  diez 
y  nueve,  se  reconoce  que  se  inicia  la  testamentaria  de  D"*^  Rosalía 
Figueroa;4)ero  que  dicha  testamentaria  debía  ser  iniciada  en  la  Ca- 
pital de  la  República,  por  ser  allí  el  domicilio  ó  residencia  del  esposo 
de  la  causante,  Sr.  Baudrix,  ante  los  términos  claros  y  precisos  de 
nuestro  Código  Civil,  artículo  3284,  y  el  634  Código  de  Procedimien- 
tos, no  puede  sostenerse  que  el  juicio  sucesorio  de  D*  Rosalía,  deba 
iniciarse  en  el  domicilio  del  esposo  y  no  en  el  último  domicilio  de  la 
causante:  la  ley  no  ofrece  duda  en  el  presente  caso,  no  puede  darse 
interpretación,  á  un  punto  que  es  completamente  claro:  es  el  último 
domicilio  del  difunto,  donde  debe  abrirse  el  juicio  sucesorio,  aun 
para  las  demandas  de  partición  y  rendición  de  cuentas,  artículo 
3284,  inciso  1^,  Código  Civil.  «La  jurisdicción  sobre  la  sucesión  co- 
rresponde á  los  jueces  del  lugar  del  último  domicilio  del  difunto». 
Está  fuera  de  duda  que  el  domicilio  de  la  causante  ha  sido  esta  ciu- 
dad, foja  2.  Se  presenta  tan  sencilla  la  cuestión,  que  todo  lo  que  se 
agregara  seria  para  molestar  la  atención  del  Juzgado,  por  lo  cual 
este  Ministerio  termina  pidiendo  á  V.  S.  que  se  declare  competente 
para  el  conocimiento  de  este  juicio.  Debe  reponerse  el  sello.  Abril 
diez  y  seis  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco.  /.  /.  Alvarez,  «Do- 
lores, Abril  diez  v  siete  de  mil  ochocientos  ochenta  v  cinco.  Por  los 
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fundameatos  de  la  precedente  vista  fiscal,  que  el  infrascrito  repro- 
duce, declárese  competente  para  entender  en  estos  autos  y  hágase 
saber  á  sus  efectos  al  Señor  Juez  exhortante.  Repóngase  la  foja.  F, 
Garda  Alberdi.  Ante  mí,  i?.  L.  Aparicio.*  Dado  y  firmado  en  la  sala 
de  este  Juzgado  á  diez  y  siete  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cinco.  F.  García  Alberdi.  Por  mandato  de  S.  S.:  i?.  L,  Aparicio, 

El  Juez  de  la  Capital  dio  por  formada  la  contienda  y  elevó  los  au- 
tos á  la  Suprema  Corte,  á  la  cual  también  los  elevó  el  Juez  de  1* 
Instancia  de  Dolores. 


VISTA   DEL  SEÑOR  PROCIRADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1885. 

Suprema  Corte: 

No  es  tan  sencilla  la  cuestión  como  parece  creerlo  el  Señor  Agente 
Fiscal  del  Juzgado  Civil  de  Dolores,  en  el  dictamen  que  sirve  de  fun- 
damento á  la  resolución  del  mismo  Juzgado. 

La  acción  se  dirije  á  pedir  la  liquidación  de  una  testamentaria 
que,  se  dice,  debió  ser  iniciada  ahora  veinte  y  cinco  años.  El  deman- 
dado contesta  que  no  habia  absolutamente  bienes  que  liquidar,  ni 
antes,  ni  ahora.  Lo  primero  que  hay  que  investigar  entonces,  es  si 
existen  ó  no  tales  bienes,  y  es  esta  una  simple  cuestión  ordinaria 
que  debe  ventilarse  siguiendo  el  fuero  dei  demandado. 

Además,  la  mujer  casada  no  tiene  mas  domicilio  que  el  de  su  ma- 
rido, y  poco  importa  que  la  esposa  del  Sr.  Baudrix  hubiese  fallecido 
en  Dolores,  si  éste  tenia  el  suyo  en  otra  parte. 

Observaré,  por  último,  que  veinte  y  cinco  años  atrás  no  existían 
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Tribunales  en  Dolores,  y  si  la  testamentaria  en  cuestión  debió  ini- 
ciarse,  era  en  todo  caso  el  Juez  competente  el  de  esta  Capital. 
Opino  en  consecuencia,  en  favor  de  la  jurisdicción  del  mismo. 


Fallo  (lo  la  Suproiiia  («ovio 


Buenos  Aiitís,  Setiembre  24  de  1885. 

Vista  la  contienda  de  competencia  suscitada  entre  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  la  capital  y  el  de  igual  clase  del  departamento  de 
Dolores,  con  motivo  de  haberse  iniciado  ante  este  último,  por  Don 
Narciso  Burgois,  el  juicio  testamentario  de  Doña  Rosalía  Figueroa 
de  Baudrix,  y 

Considerando: 

Primero:  Que  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Dolores  funda  su 
competencia  en  que  la  señora  de  Baudrix  tenia  allí  su  domicilio,  lo 
cual  no  aparece  comprobado  en  autos,  sino  por  el  hecho  de  haber 
fallecido  en  aquella  localidad; 

Segundo:  Que  dicha  señora  era  casada  en  segundas  nupcias  con 
Don  Roque  Baudrix,  cuyo  domicilio,  antes  y  después  de  que  ella  fa- 
lleciera, era  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  Capital  de  la  República 
donde  lo  conserva  hasta  el  presente; 

Tercero:  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  articulo  noventa, 
inciso  noveno  del  Código  Civil,  la  mujer  casada  no  tiene  otro  domi- 
cilio que  el  de  su  marido,  aun  cuando  se  halle  en  otro  lugar  con  li- 
cencia suya,  y  por  consiguiente,  el  de  la  señora  de  Baudrix  era  la 
ciudad  de  Buenos  Aires,  el  cual  no  ha  podido  cambiarse  por  el  he- 
cho de  haber  fallecido  en  Dolores,  donde  se  encontraba  accidental- 
mente. 

Por  estos  fundamentos,  v  de  conformidad  á  los  artículos  noventa. 
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inciso  noveno,  y  tres  mil  doscientos  ochenta  y  cuatro  del  Código 
Civil,  y  á  lo  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  prece- 
dente dictámen/se  declara:  Que  el  juez  competente  para  conocer 
en  el  juicio  testamentario  de  Doila  Rosalia  Figueroa  de  Baudrix,  es 
el  de  la  Capital  de  la  República.  Pásensele  los  autos  y  hágase  saber 
por  oficio  esta  resolución  al  Juez  de  Primera  Instancia  del  Departa- 
mento de  Dolores. 

J.  DOMÍNGUEZ — ULADISLAO  FRÍAS 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAISA  CXXI 


D.  Antonio  P,  de  Sampaio,  contra  el  Dr,  D.  Manuel  M,  Zavalla,  Don 
Manuel  Moura  y  D,  Ernesto  Piaggio;  sobre  nulidad  de  una  tran- 
saccion. 


Sumario, — El  que  no  ha  sido  parte  en  el  juicio,  no  tiene  derecho 
para  pedir  se  declare  la  nulidad  de  una  transacción  en  él  celebrada 
por  las  partes. 
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Caso. — En  los  autos  seguidos  por  D.  Manuel  Moura,  contra  el  Dr. 
D.  Manuel  M.  Zavalla,  sobre  devolución  de  tierras,  venido  en  apela- 
ción del  Juagado  Federal  de  Santa  Fé,  convinieron  ambas  pariesen 
transároste  asunto  bajo  las  bases  siguientes: 

1°  D.  Manuel  Moura  renuncia  á  favor  del  Dr.  D.  Manuel  M.  Zava- 
11a  todo  derecho  que  pudiera  corresponderle  resj^ecto  al  área  de  tres 
leguas  y  ochocientos  sesenta  y  seis  milésimos  que  faltan  en  el  campo 
denominado  «La  Loma  de  Colastiné»,  que  fué  adjudicada  en  su  to- 
talidad, á  cuenta  de  un  crédito  hipotecario,  á  D.  Antonio  Pintos 
Sampaio,  cedenle  del  espresado  D.  Manuel  Moura;  renuncia  asi 
mismo  á  toda  acción  personal  ó  real  que  pudiera  corresponderle, 
sea  respecto  á  las  tierras  al  Dr.  Zavalla  como  indemnización  por  el 
Gobierno  de  Santa  Fé,  á  consecuencia  de  la  venta  hecha  por  éste  de 
las  3  leguas  y  866  milésimos  de  otra,  arriba  espresados,  por  indem- 
nización de  perjuicios  ó  por  cualquier  otra  causa  que  se  relacione 
con  los  derechos  ejercidos  por  D.  Manuel  Moura  en  la  presente  causa. 

Esta  renuncia  la  hace  D.  Manuel  Moura  en  favor  del  Dr.  D.  Ma- 
nuel M.  Zavalla  en  atención  á  las  prestaciones  que  á  su  favor  se  es- 
tipulan en  la  cláusula  siguiente: 

2°  El  Dr  Zavalla  abonará  á  D.  Manuel  Moura,  al  aprobarse  esta 
transacción,  la  suma  de  cincuenta  y  nmve  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco  pesos  moneda  nacional,  en  la  forma  siguiente:  ocho  mil  (8,000) 
pesos  m/n  en  dinero  efectivo  y  el  resto  en  pagarés  de  seis  y  doce 
meses.  Estos  pagarés  serán  estendidos  y  firmados  por  D.  Gregorio 
Torres  á  favor  de  D.  Lorenzo  Garrido  y  Manuel  Moura. 

3^  Si  los  pagarés  no  fuesen  abonados  á  su  vencimiento,  esta  tran- 
sacción quedará  sin  efecto  y  el  Dr.  Zavalla  perderá  la  suma  entre- 
gada en  efectivo. 

4°  D.  Lorenzo  Garrido,  sucesor  de  D.  Antonio  P.  Sampaio,  acepta 
igualmente  esta  transacción,  en  la  parte  que  pudiera  corresponderle, 
y  en  prueba  de  su  conformidad  firma  este  escrito  el  Dr.  D.  Serafin 
Alvarez,  como  su  apoderado,  según  el  poder  que  exhibe. 
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5°  Mediante  la  presente  transacción  queda  estinguida  toda  acción 
ó  reclamo  que  de  cualquier  naturaleza  ó  por  cualquier  causa  hubiese 
existido  hasta  la  fecha,  entre  D.  3Ianuel  M.  Zavalla  y  D.  Manuel 
Moura. 

6""  Las  costas  del  juicio  serán  abonadas  por  las  parles  en  el  orden 
causadas. — Serafin  Alvarez,  Gregorio  Torres,  Manuel  Moura,  Al- 
fredo Encina. 

Con  fecha  9  de  Junio  la  Suprema  Corte  aprobó  la  precedente 
transacción,  citando  por  error  el  nombre  deD.  Antonio  P.  Sampaio 
en  lugar  del  nombre  de  Garrido. 

En  la  misma  fecha  aprobó  igualmente  la  celebrada  por  Ernesto 
Piaggio,  por  una  parte,  y  Alfredo  Encina  en  representación  de  Don 
Manuel  M.  Zavalla,  por  la  otra,  cuyas  bases  son  las  siguientes: 

Art.  1^ — D.  Manuel  M.  Zavalla,  una  vez  aprobada  esta  transacción, 
entregará  á  D.  Ernesto  Piaggio  la  fracción  de  campo  que  ocupa  en 
el  parage  denominado  «La  Loma  de  Colastinó»  y  que  se  compone 
de  tres  leguas  y  setecientos  sesenta  y  cuatro  milésimos  de  otra,  según 
se  espresa  en  el  escrito  de  ampliación,  corriente  á  fojas. . .  cuya 
fracción  corresponde  á  D.  Ernesto  Piaggio  por  compra  que  de  ella 
hizo  á  D.  Manuel  Moura. 

Art.  2°.— Mediante  la  entrega  que  ospresa  en  el  articulo  anterior, 
renuncia  á  todo  reclamo  ó  acción  por  indemnización  ó  perjuicios, 
arrendamientos  ó  cualquier  otra  causa,  que  pudiera  tener  contra 
el  Dr.  D.  Manuel  M.  Zavalla. — Ernesto  Piaggio,  A,  Encina, 

D.  Antonio  P.  de  Sampaio,  diciendo  haber  llegado  á  su  noticia  la 
aprobación  de  las  transacciones  anteriores,  y  alegando  que  Garrido 
no  estaba  facultado  para  aceptarla,  y  que  ella  envolvía  una  cabala 
para  hacer  un  lucro  indebido,  pidió  se  declarara  sin  efecto  por  no 
haber  intervenido  en  la  misma,  y  porque  él  no  la  aceptaba. 

Sustanciada  esta  petición  con  las  partes  que  intervinieron  en  el 
juicio,  se  dictó  al  siguiente 
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el  delito  de  abuso  de  autoridad  previsto  y  penado  por  la  ley  críminal 
federal. 

Por  tal  razón,  entabló  contra  él  acusación  para  que  fuera  conde- 
nado al  máximum  de  la  pena,  y  á  las  costas  del  juicio. 

El  Sr.  Amadeo  opuso  la  excepción  de  incompetencia,  fundándose 
en  que  el  acto  que  motivaba  la  demanda  era  un  acto  administrativo 
ejercido,  en  virtud  del  decreto  de  6  de  Marzo  de  1882,  por  haber  el 
actor  faltado  á  los  respetos  que  le  debia  como  á  funcionario  público, 
cuyo  acto  solo  podia  ser  sometido  al  juicio  de  la  Dirección  general 
de  Rentas,  con  arreglo  á  la  ley  de  18  de  Octubre  de  1877. 

Castellanos  contestó  que  el  Decreto  de  1882,  no  faculta  al  Admi- 
nistrador de  Aduana  para  espulsar  á  nadie  de  las  oficinas;  y  que  la 
Dirección  General  de  Rentas,  si  tenia  por  la  ley  de  1877  la  facultad 
de  suspender  ó  remover  á  los  empleados  que  no  cumpliesen  con  su 
deber,  no  la  tenia  para  entender  en  las  causas  contenciosas  contra 
los  mismos. 


Fallo  <lol  Juoz  Fodoral 


Buenos  Aires,  Junio  20  de  1885. 

Y  vistos  estos  autos,  en  lo  relativo  á  la  excepción  de  incompeten- 
cia de  jurisdicción,  opuesta  por  el  demandado;  y  considerando:  Que 
según  resulta  de  la  esposicion  de  la  demanda,  el  hecho  que  la  mo- 
tiva ha  tenido  lugar  dentro  del  recinto  de  la  Aduana  de  la  Capital, 
donde  el  Gobierno  Nacional  tiene  absoluta  y  esclusiva  jurisdicion, 
lo  que  hace  que  el  caso  corresponda  á  los  Jueces  de  Sección,  de 
acuerdo  al  artículo  3^  inciso  4°,  de  la  ley  sobre  Jurisdicción  y  Com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales. 
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Por  estas  consideraciones,  fallo,  no  iiaciendo  lugar  á  la  excepción 
deducida,  debiendo  en  su  consecuencia,  contestar  el  demandado  de- 
rechamente la  demanda,  dentro  del  término  legal.  Repóngase  el 
sello. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SENOR   PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  iSetiembre  21  de  1885. 

Suprema  Corte: 

La  excepción  deducida  por  el  Sr.  Administrador  Amadeo,  carece 
de  fundamento. 

Con  razón  observa  el  demandante  que  en  los  actos  de  todo  em- 
pleado público  hay  dos  elementos,  ó  mas  propiamente  en  relación 
al  presente  caso,  dos  responsabilidades  distintas;  una  para  con  sus 
superiores,  otra  ante  la  ley. 

Es  el  deber  del  gefe  de  una  administración  amonestar,  suspender, 
ó  remover  á  los  empleados  que  de  él  dependen,  siempre  que  el  me- 
jor servicio  público  lo  exija;  pero  sus  atribuciones  no  van  mas  allá. 

Si  un  empleado  hiere  indebidamente  intereses  particulares,  ó  in- 
fiere ofensa  inmerecida  á  las  personas,  es  por  ello  justiciable  ante 
los  jueces  naturales,  sin  perjuicio  de  su  responsabilidad  para  con  sus 
superiores. 

Es  esto  elemental,  y  una  de  las  garantías  que  mas  recomienda  la 
excelencia  de  nuestras  instituciones. 

Estoy  por  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  (lo  la  Suprema  Glorio 


Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fandameníos  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  catorce  vuelta;  y  previa  reposición  de  sellos, 
devuélvase. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ÜLADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAISA  CXXIII 


D.  Costantino  Grand,  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires;  sobre 

interdicto. 


Sumario.— ^0  procede  el  interdicto,  cuando  ha  mediado  una  con- 
vención sobre  la  posesión  que  se  reclama. 


Caso.— D.  Octavio  Bellini,  por  1).  Costantino  Grand,  después  de 
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haber  reclamado  contra  D.  Felipe  Schwarz  el  levantamiento  de  un 
conducto  en  terrenos  de  su  propiedad,  contiguos  á  los  mataderos 
públicos,  lo  reclamó  contra  la  Municipalidad,  que  lo  mantenía  para 
desagüe  de  líquidos  de  los  mataderos. 

Después  de  un  comparendo  en  que  se  convino  en  suspender  los 
procedimientos,  y  de  una  inspección  ocular,  á  instancia  de  Grand, 
se  dictó  á  foja  ii  un  auto  intimando  á  la  Municipalidad  para  que  se 
abstuviera  de  ejercer  actos  de  dominio  sobre  el  terreno. 

El  Procurador  Municipal  pidió  se  dejara  sin  efecto  la  intimación 
por  haber  convenido  con  Grand  en  la  venta  del  terreno  al  precio 
que  estimaran  los  peritos  nombrados  por  las  partes,  y  por  haberse 
avaluado  en  200  $  m/n  la  indemnización  por  la  ocupación  del  te- 
rreno hasta  su  escrituración;  que  el  precio  del  terreno  había  sido 
estimado  en  cincuenta  centavos  moneda  nacional  el  metro  cuadrado, 
y  la  Intendencia  había  ordenado  se  procediera  á  la  escrituración,  la 
que  era  resistida  por  Grand,  porque  pretendía  80  centavos  m/n  por 
cada  metro  cuadrado. 


Fallo  dol  Juez  Fodoral 


Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1885. 

Vistos  y  considerando: 

1°  Que  por  la  cláusula  6*^  del  convenio  celebrado  entre  D.  Octavio 
Bellini,  en  representación  de  Grand,  y  la  Municipalidad,  aceptada 
también  por  Bagnat,  se  estableció  que  los  peritos  nombrados  deter- 
minarían la  indemnización  que  aquella  debía  pagar  por  la  ocupa- 
ción que  ha  hecho  del  terreno  desde  el  16  de  Agosto  de  1884,  hasta 
la  fecha  en  que  tenga  lugar  la  escrituración; 

^  Que  en  cumplimiento  de  la  referida  cláusula,  los  Señores 
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Quirno  Costa  y  Moreno  fijaron  el  importe  de  esa  indemnización  en 
la  cantidad  de  doscientos  pesos  moneda  nacional,  para  Grand  y 
Bagnat,  según  consta  en  la  diligencia  que  obra  á  foja  cincuenta; 

3°  Que  es  una  regla  de  derecho  apoyada  en  preceptos  positivos 
de  nuestras  leyes,  que  las  convenciones  legalmente  celebradas  de- 
ben ejecutarse  siempre  de  buena  fé,  y  obligan  no  solo  á  lo  que  se 
espresa  en  ellas  sino  á  todas  las  consecuencias  que  la  equidad,  el 
uso  ó  la  ley  les  atribuyen  según  su  naturaleza; 

4*^  Que  según  este  principio,  el  acto  contenido  en  la  referida  cláu- 
sula 6%  no  puede  interpretarse  de  otro  modo  que  como  una  confir- 
mación de  la  ocupación  hecha  por  la  Municipalidad  de  los  terrenos 
que  debia  espropiar,  convirtiéndola  en  una  verdadera  posesión  con 
título  legítimo,  pues  de  no  ser  asi  se  habría  fijado  un  alquiler  perió- 
dico por  la  ocupación; 

5^  Que  no  consta  ni  se  ha  alejado  siquiera,  que  la  Municipalidad 
haya  puesto  obstáculo  ni  entorpecimiento  de  ninguna  clase,  para 
llevar  á  debido  efecto  la  escrituración,  resultando,  por  el  contrario, 
de  la  misma  exposición  hecha  por  Bellini,  que  es  de  parte  de  éste 
únicamente  de  donde  nace  la  resistencia  á  cumplir  lo  resuelto  por 
los  peritos; 

6^  Que  aunque  no  fuera  esto  así,  la  no  escrituración  de  la  Muni- 
cipalidad, podrá  acaso  dar  derecho  á  Grand  á  exigir  indemnizacio- 
nes por  el  tiempo  que  se  le  haya  privado  indebidamente  del  precio 
del  bien  espropiado,  pero  de  ninguna  manera  para  modificar  por  su 
sola  voluntad  un  acto  bilateral,  como  es  la  convención  que  acordó  á 
la  Municipalidad  la  posesión  del  terreno,  mediante  la  indemniza- 
ción de  doscientos  pesos  nacionales. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  escrito  de  foja  52,  y  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  ley  2%  título  22,  partida  3*,  el  Juzgado 
resuelve  revocar  por  contrario  imperio  el  auto  de  foja  41  vuelta. 
Repónganse  los  sellos. 

Virgilio  M,  Tedin, 
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Fallo  de  la  Suprema  VnrU* 


Buenos  Aires,  Octubre  1"  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  sesenta  y  dos  vuelta;  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO   IBARGÚREN. 


CAUSA  CXXIV 


D.  Julián  Ortiz,  contra  D.  Ernesto  Carrére;  sobre  rescisión  de  un 

contrato  de  sociedad. 


Sumario. — La  cláusula  comisoria  estipulada  por  la  falta  de  cum- 
plimiento de  cualquiera  de  las  obligaciones  de  un  contrato,  da  de- 
recho para  pedir  su  rescisión  contra  aquel  que  ha  incurrido  en  ia 
falta. 

T.  XX  5 
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Caso.— En  6  de  Diciembre  de  1882,  D.  Julián  Ortiz  y  D.  Ernesto 
Garrére  celebraron  un  contrato,  en  virtud  del  cual,  el  primero  ad- 
mitia  al  segundo  como  socio  en  las  utilidades  que  produjera  su  es- 
tablecimiento  de  labranza  situado  en  el  Partido  General  Rodríguez. 

Carrero  tomaba  á  su  cargo  la  obligación  de  sembrar  todo  el  te- 
rreno, compuesto  próximamente  de  sesenta  cuadras,  siendo  de  su 
cuenta  los  gastos  de  la  limpieza  y  cosecha. 

Ortiz  proporcionaría  toda  la  semilla  de  alfalfa  necesaria,  y  paga- 
ría la  mitad  de  los  gastos  de  labranza  y  de  los  que  se  originasen 
para  enfardelar,  conducir  y  vender  el  pasto;  siendo  de  cuenta  de 
Garrére  todos  los  gastos  de  cualquiera  otra  siembra  que  se  hi- 
ciera. 

Ortiz  entregaría  por  el  momento,  veinte  cuadras,  que  es  lo  que 
ocupaba  la  alfalfa  sembrada,  y  una  vez  que  se  desocupara  el  resto 
del  terreno,  que  se  encontraba  arrendado,  lo  entregaría  á  Garrére, 
quien  debería,  por  lo  menos,  sembrar  de  alfalfa,  el  primer  año  de 
recibirlo,  la  mitad,  y  el  resto  el  año  siguiente. 

Garrére  pondría  todos  los  medios  necesarios  para  la  conservación 
y  engrandecimiento  del  establecimiento,  cuidando  de  sus  cercos, 
abonando  la  tierra,  y  íiaciendo  lo  conveniente  para  la  mayor  pro- 
ducción, como  asimismo,  cuidar  de  las  poblaciones  y  animales  de 
Ortiz,  como  del  aseo  de  las  habitaciones,  jardin  y  quinta. 

Ortiz  daria  todos  los  materiales  necesarios  para  el  trabajo,  como 
ser:  máquinas,  caballos  y  demás  útiles,  los  que  le  serían  devueltos 
al  finalizar  el  contrato,  y  adelantaría  los  fondos  que  creyera  nece- 
sarios para  el  pago  de  peones  y  demás  gastos  en  los  primeros  tiem- 
pos, hasta  que  Garrére  se  hubiera  munido  de  fondos. 

La  venta  de  los  productos  la  haría  Ortiz,  por  sí  mismo  ó  por  cor- 
redor, según  mejor  conviniere  á  los  intereses  sociales. 

Garrére  debería  practicar  cualquier  trabajo  que  hubiera  necesidad 
de  hacer,  y  que  no  fuera  de  los  convenidos,  sin  perjuicio  de  cobrar 
su  importe  á  Ortiz. 
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Las  utilidades  se  dividirían  por  partes  iguales;  y  el  contrato  du- 
raría el  término  de  cuatro  años,  á  contar  desde  su  fecha. 

Seria  causa  de  nulidad,  la  falta  de  cumplimiento  de  cualquiera  de 
las  cláusulas  establecidas,  sin  perjuicio  de  la  acción  de  daños  que 
competiera  á  la  parte  perjudicada. 

En  30  de  Junio  de  1884,  D.  Julián  Ortiz  demandó  contra  D.  Ernes- 
to Carrero  la  rescisión  del  contrato  anterior,  la  indemnización  de 
los  perjuicios  y  el  pago  de  costas,  por  las  razones  que  se  espresa  en 
los  resultandos  del  si;ruíent<'t 


Falle»  tlc-1  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Abril  25  de  188.5. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  1).  Julián  Ortiz  contra  D.  Ernes- 
to Carrere,  sobre  rescisión  de  un  contrato  y  demás  deducido. 

Resulta:  1**  (Jueen  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  dos,  I).  Ernesto  Carrérre  firmó  un  contrato  de  sociedad  de  capital 
é  industria  para  la  esplotacion  de  sementeras  de  alfalfa  con  D.  Ju- 
lián Ortiz,  en  el  que  se  obligaba,  entre  otras  cosas  <ispresas,  hacer 
la  limpieza  de  los  alfalfares  á  su  costa,  abonarlos  para  su  mayor 
producción  y  se  comprometía  igualmente  á  que  los  frutos  ó  cosechas 
del  establecimiento  fuesen  vendidos  por  el  Sr.  Ortiz  ó  por  corredor. 
El  Sr.  Ortiz,  alegando  que  se  ha  faltado  á  todas  estas  condiciones  y 
además  que  ha  habido  pérdidas  de  fardos  de  pasto  por  ignorancia 
de  Carrero  en  su  acondicionamiento,  daños  causados  á  las  semente- 
ras por  haber  trabajado  en  ella  carros  y  animales  cuando  se  halla- 
ban empapadas  por  las  lluvias  y  haber  dejado  abiertas  las  tranque- 
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ras  y  por  el  abandono  que  su  socio  hacia  del  negocio  para  entregarse 
á  fiestas  y  orgías;  finalmente,  que  no  ha  podido  hasta  ahora  obtener 
que  le  rinda  cuentas,  y  en  vista  de  este  alegato  y  de  conformidad  al 
artículo  diez  del  contrato  que  corre  á  foja  dos,  solicita  la  rescisión, 
con  mas  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  hayan  ocasionado. 

2**  Que  corrido  traslado  al  demandado,  el  Sr.  Garrére  niega  que 
hubiera  habido  falta  de  limpieza  ó  cuidado,  que  se  hubiera  dejado 
de  abonar  las  sementeras  y  si  no  se  habia  hecho  de  una  manera 
completa  habia  sido  por  la  falta  de  instrumentos  de  labranza  ó  fon- 
dos que  debia  suministrar  Ortiz.  Confiesa  que  es  verdad  haber  ven- 
dido pasto  seco  y  verde,  pero  que  lo  habia  verificado  por  autoriza- 
ción verbal  ó  escrita  del  Sr.  Ortiz.  Niega  que  sea  cierto  que  se  per- 
dieron fardos  de  alfalfa  por  su  impericia  y  dice  que  esto  se  produjo 
por  la  acción  de  las  lluvias.  Nieía  igualmente  que  se  hubiesen  hecho 
trabajos  con  carros  y  caballos  después  de  las  lluvias,  y  que  si  bien 
es  cierto  que  se  han  introducido  animales  por  estar  abiertas  las 
tranqueras,  esto  era  inevitable  porque  servían  de  salida  á  los  peo- 
nes; afirma  haberle  rendido  cuentas  y  niega,  por  último,  todo  cuanto 
se  refiere  á  su  mala  conducta,  inhabilidad  ó  impericia. 

3^  Que  en  este  estado,  se  recibió  la  causa  á  prueba  al  tenor  de 
los  puntos  contenidos  en  el  auto  de  foja  63  vuelta,  habiéndose  ren- 
dido por  el  actor  la  que  espresa  el  certificado  de  foja  180;  y  por 
parte  de  Garrére,  la  que  espresa  ese  mismo  certificado  y  la  agrega- 
da de  foja  188  á  foja  225. 

Y  considerando:  1°  Que  á  estar  á  los  términos  esplícitos  de  la 
causa  diez  del  contrato  de  foja  2,  es  indudable  que  habría  lugar  á  la 
acción  de  rescisión  deducida,  desde  que  no  se  hubieran  cumplido 
cualquiera  de  las  cláusulas  de  est  contrato,  que  viene  á  ser  una  ley 
entre  los  contratantes  (art.  1197,  G.  Civil). 

2°  Que  en  la  contestación  á  la  demanda,  Carrero  dice  que  es  ver- 
dad que  ha  vendido  pasto  seco  y  fresco  y  aunque  alega  que  lo  ha 
hecho  con  autorización  escrita  ó  verbal,  era  á  cargo  de  él  el  justifi- 
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car  esas  autorizaciones  y  no  lo  ha  hecho,  por  lo  quede  conformidad 
al  artículo^86  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  debe  tenérsele  por  con- 
feso en  esta  parte,  desde  que  por  otra,  los  testigos  Simón  Santillan, 
foja  121;  Juan  M.  Pisnes,  foja  122;  María  Irisarre,  foja  123;  Juan  Les- 
curot,  foja  125;  José  Garciandía,  foja  126;  Carlos  Forsola,  foja  127; 
VictorioAlvarez,  foja  128;  Juan  Loza,  foja  129  y  Fortunato  Ocampo, 
foja  13Ü,  declaran  uniformemente  que  Carrero  les  ha  vendido  á  ellos 
mismos  y  cobrado  su  importe,  sin  que  importe  para  atenuar  esta 
prueba,  que  Carrére  ha  pretendido  que  esas  ventas  han  sido  hechas 
con  autorización  ó  han  sido  ratificadas,  según  se  desprende  de  la 
cuenta  de  foja  171,  pues  esa  cuenta  no  ha  sido  reconocida,  ni  se  ha 
probado  que  hubiese  habido  rendición  de  cuentas. 

3^  Que  cuanto  queda  dicho  sobre  venta  indebida  de  pasto  seco  ó 
fresco,  es  aplicable  á  la  falta  de  cumplimiento  á  las  cláusulas  se- 
gunda y  quinta  del  contrato  de  foja  i,  sobre  abono  y  limpieza  de  las 
sementeras,  pues  habiéndose  confesado  en  la  contestación  á  la  de- 
manda que  si  no  se  habia  cumplido  con  esas  operaciones  ó  trabajos 
en  toda  su  plenitud  era  debido  á  que  no  se  le  suministraron  por  Or- 
tiz  los  fondos  ó  herramientas  necesarios,  era  á  cargo  de  Carrére  ha- 
ber justificado  esa  resistencia  de  parte  de  Ortiz  ó  la  obligación  de 
éste  de  suministrarlos;  pues  lejos  de  presumirse  por  la  cláusula 
sexta  del  contrato  de  foja  2,  Ortiz  solo  estaba  obligado  á  adelantar 
fondos  hasta  primera  cosecha,  pues  no  de  otra  manera  puede  en- 
tenderse que  adelantarla  esos  fondos  «hasta  que  Carrére  se  haya 
munido»  (de  ellos);  y  resulta  que  la  falta  de  abono  y  de  limpieza  es 
con  posterioridad  á  las  primeras  ventas  ó  cosechas,  y  en  cuanto  á  la 
limpieza,  es  mas  esplícito  el  tenor  de  la  cláusula  segunda,  que  dice 
que  los  gastos  deben  ser  á  cargo  de  Carrére.  Debe,  por  lo  tanto,  dár- 
sele por  confeso,  de  conformidad  al  artículo  ochenta  y  seis  de  la  Ley 
citada  y  con  mayoría  razón,  si  se  atiende  á  las  declaraciones  de  los 
testigos  Francisco  Nolta,  foja  104;  Nicolás  Camaleri,  foja  106;  Do- 
mingo Protto,  foja  107;  Lorenzo  Bonzo,  foja  i09;  Fidel  Echeverría, 
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foja  110,  y  Francisco  Bonzo,  foja  112,  que  declaran  que  no  se  hizo  la 
limpieza  que  esas  sementeras  necesitaban. 

4°  Que  habiéndose  afirmado  por  la  parte  de  Carrére  que  había 
rendido  cuentas,  era  á  su  cargo  probarlo  y  nada  ha  intentado  al 

« 

respecto,  pues  las  cifras  y  partidas  del  papel  de  foja  171  no  pueden 
estimarse  como  tal  cuenta  y  han  sido  desconocidas. 

5^  Que  sobre  inhabilidad,  impericia  ó  abandono  no  se  ha  negado 
por  Carrére  que  sea  cierto  que  se  perdió  pasto  enfardelado,  ni  que 
hubiera  daño  de  animales  por  estar  abiertas  las  tranqueras,  ni  que 
se  hubiese  esplotadoel  potrero  destinado  á  los  animales  de  labranza^ 
tomando  animales  de  otros  vecinos  á  pastar;  y  las  excepciones  y  es- 
cusas que  alega,  no  las  ha  probado,  como  era  de  su  deber,  mientras 
que  es  una  obligación  que  el  socio  industrial  debe  prestar  sus  ser- 
vicios de  conformidad  á  las  obligaciones  de  hacer  (artículo  1708, 
Código  Civil)  y  tratándose  de  un  perito  agricultor,  debia  haberse 
hecho  cargo  de  todos  estos  hechos  y  cumplirlos  como  fué  la  inten- 
ción de  las  partes  (artículo  6Üo  del  mismo  Código),  pues  de  otra  ma- 
nera se  darán  por  no  cumplidas  y  pueden  por  consiguiente  autori- 
zar la  rescisión. 

Por  estas  consideraciones,  las  concordantes  del  escrito  de  ale- 
gato de  foja  265,  y  de  conformidad  al  articulo  mil  setecientos  nueve 
del  Código  Civil;  fallo  declarando  rescindida  la  Sociedad  á  que  se  re- 
fiere el  contrato  de  foja  dos,  por  culpa  del  socio  Carrére,  con  las 
consecuencias  legales  del  acto,  con  costas.  Notifíquese  con  el  origi- 
nal y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin, 
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Fallf»  de  la  Suprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Octubre  1"  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  senten- 
cia apelada  de  foja  trescientos  trece;  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vase. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


OAUíSA  c:xxv 


Delor  y  C*,  contra  Ferraría  y  Paoletti,  por  falsificación  de  marca  de 

fábrica;  sobre  el  auto  de  prueba. 


Sumario.  —  El  auto  concediendo  ó  negando  la  prueba,  es  inape- 
lable.   

Caso.  —  En  11  de  Enero  de  1884,  Delor  y  CA  demandaron  á  Fe- 
rraría y  Paoletti,  por  falsificación  de  marca  de  fábrica. 
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A  petición  de  los  actores,  se  dio  por  contestada  en  rebeldía  la 
demanda. 

En  seguida,  habiendo  pedido  aquellos  que  se  recibiera  la  causa  á 
prueba,  el  Juez  no  hizo  lugar,  y  reclamado  el  auto,  manifestando 
los  actores  que  les  convenia  se  abriera  á  prueba  la  causa,  se  dictó 
el  siguiente: 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Julio  10  de  1885. 

Resultando  de  las  actuaciones  del  proceso,  que  demandados  los  se- 
ñores Ferrarla  y  Paoletti  se  les  acusó  en  rebeldía  por  el  demandante, 
á  foja  ochenta  y  dos,  sobre  lo  que  recayó  el  auto  de  foja  ochenta  y 
dos  vuelta,  encargándole  las  veinte  y  cuatro  horas  que  previene  el 
articulo  doce  de  la  Ley  de  Procedimientos  para  que  contestara  la 
demanda,  y  que  á  solicitud  del  mismo  demandante  se  proveyó  el 
auto  de  [oja  noventa  y  una,  dándose  por  contestado  el  traslado  en 
rebeldía  de  los  citados  Ferraría  y  Paoletti.  Y  considerando:  1**  que 
por  el  tenor  literal  de  los  artículos  doce  y  ciento  ochenta  y  tres  de 
la  ley  de  Procedimientos,  es  rebelde  en  el  juicio  todo  el  que  deja 
vencer  un  término  judicial,  sin  hacer  uso  de  su  derecho,  con  solo  el 
término  adicional  de  veinte  y  cuatro  horas  que  concede  la  misma 
ley,  por  equidad,  y  que  para  dar  lugar  al  procedimiento  en  rebeldía 
basta  que  haya  sido  acusada  una  sola  vez;  y  2^  que  sí  bien  en  este 
caso  es  el  actor  mismo  el  que  solicita  se  le  dé  audiencia  para  la 
prueba  al  demandado  rebelde,  siendo  esto  contrario  al  artículo 
ciento  noventa  y  uno  de  la  ley  de  Procedimientos,  y  de  orden  pú- 
l)lico  las  disposiciones  de  esta  ley,  no  está  en  la  mano  de  ninguna 
de  las  partes  alterarlas,  ni  bajo  la  consideración  de  conveniencia 
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del  que  no  ha  sido  causa  de  la  rebeldía,  mucho  mas,  cuando  para 
evitar  los  inconvenientes  de  que  se  queja  ha  podido  no  acusar  la 
rebeldía  limitándose  á  pedir  nuevas  citaciones  al  demandado,  para 
obtener  su  comparendo.  Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  al  ar- 
ticulo ciento  noventa  y  uno,  no  ha  lu^ar  á  la  revocatoria  solicitada 
del  auto  de  foja  noventa  y  nueve  vuelta.  Repóngase  los  sellos. 

Andrés  ügarriza. 


Fallo  de  la  Suprema  C2orte 


Buenos  Aires,  Octubre  1"  de  1885. 

Vistos:  de  acuerdo  con  lo  prescrito  por  los  artículos  doscientos 
cinco  y  doscientos  siete  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  se  declara  im- 
procedente el  recurso  de  apelación  interpuesto;  y  devuélvanse  los 
autos,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. 
—FEDERICO   IBARGÚRKN. 
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CAUSA    CXXVl 


D,  Diego  T,  Biistin,  capitán  de  la  barca  inglesa  c  Hypatia »  contra  el 
Cónsul  inglés  D.  Renald  Bridgett,  por  usurpación  de  autoridad;  so- 
.    bre  competencia. 


Sumario,  —  Los  actos  verificados  por  un  Cónsul  en  su  carácter  de 
tal,  y  en  virtud  de  un  privilegio  que  se  atribuye  como  Cónsul,  no  son 
justiciables  por  los  jueces  de  Sección. 


Caso,  —  En  19  de  Junio  de  1885,  se  presentó  al  Juzgado  D.  Diego 
T.  Bustin,  capitán  de  la  barca  «Hypatia»,  de  matricula  inglesa,  es- 
poniendo: Que  en  el  puerto  de  Brunswick  (E.  ü.  de  América),  con- 
chavó al  marinero  Enrique  Vinet,  norte-americano;  y  que  hallán- 
dose con  su  buque  en  este  puerto  de  Buenos  Aires,  tuvo  desacuerdos 
con  dicho  individuo,  relativos  á  su  salario  y  conducta,  por  lo  que 
esperaba  que  lo  demandase  ante  el  Juez  Federal  para  reconvenirlo; 
pero  que  lejos  de  suceder  así,  fué  sorprendido  por  una  citación 
del  Cónsul  inglés,  á  fin  de  que  compareciera  á  contestar  una  de- 
manda que  le  habia  interpuesto  el  susodicho  marinero,  sobre  cobro 
de  salarios.  Observó  el  esponente,  que  él  no  era  inglés  de  nacionali- 
dad; y  agregó:  que  el  Cónsul  constituyó,  para  que  entendiera  en  la 
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demanda  del  marinero,  una  corte  naval  inglesa,  compuesta  de  él 
mismo  como  presidente,  del  capitán  Gordon  y  del  comerciante 
C.  H.  Krabbe ;  que  en  cumplimiento  de  la  citación,  ocurrió  ante  esta 
Corte  y  en  presencia  de  mucha  gente,  hizo  presente  que  no  reco- 
nocia  autoridad  en  el  Cónsul  para  intervenir  y  resolver  en  asuntos 
sobre  sueldos  de  marineros,  ni  para  ningún  género  de  cuestión  con- 
tenciosa, y  que  protestaba  contra  la  usurpación  que  aquel  hacia  de 
las  funciones  del  Juez  Federal  argentino;  que  la  espresada  corte 
naval  lo  condenó  á  pagar  la  suma  de  362  $  oro  por  sueldos  y  gastos 
de  mantención  del  marinero  y  además  las  costas  del  juicio,  asignán- 
dose ella  misma  un  honorario  de  £  6  con  4  chelines,  ó  sean  $  na- 
cionales 31.25,  según  todo  se  enuncia  en  la  sentencia  que  en  copia 
simple  y  traducida  acompañó;  que  el  Cónsul  mandó  copiar  en  el 
libro  diario  de  su  buque,  el  cual  presentó  al  Consulado  en  cumpli- 
miento de  su  deber,  la  espresada  sentencia  de  la  corte  naval,  deján- 
doselo en  pésima  condición. 

Dijo,  que  la  Suprema  Corte  ha  resuelto,  que  ni  aun  por  contrato 
entre  partes  se  puede  investir  de  jurisdicción  á  un  Cónsul  para  co- 
nocer y  entender  en  cuestiones  de  sueldos  de  los  marineros  de 
los  buques  de  la  matricula  de  la  nación  de  dicho  Cónsul  (pá- 
gina 104,  tomo  XII,  serie  2*,  Fallos);  que  el  Cónsul  inglés,  Brid- 
get,  ha  cometido  el  delito  definido  por  el  artículo  381,  del  Có- 
digo Penal,  que  trata  de  la  usurpación  de  autoridad,  castigado  en 
el  articulo  382,  hallándose  comprendido  además,  en  el  inciso  3^  de 
aquel  articulo  (381),  por  ser  una  especie  de  empleado  público  en  el 
Estado;  pues  ejerce  sus  funciones  á  merced  del  ^.r^^tia^ur  que  espide 
el  Gobierno  y  que  le  puede  casar,  hallándose  sometido,  en  lo  rela- 
tivo á  ellas,  á  la  vez  que  á  las  leyes  inglesas,  á  las  argentinas,  como 
son  los  tratados  celebrados  con  Inglaterra,  y  el  derecho  interna- 
cional. 

Sostuvo  la  jurisdicción  del  Juzgado  en  el  caso,  por  tratarse  de  un 
delito  cometido  por  el  individuo  á  protesto  de  ser  Cónsul  y  nó  de 
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privilegios  ó  exenciones  inherentes  á  éste  en  su  carácter  público 
(Fallos,  página  J90,  tomo  X,  2*  serie). 

En  consecuencia,  entabló  acusación  contra  D.  Renald  Bridgett, 
por  el  delito  de  usurpación  de  autoridad  y  á  la  vez  injuria  á  la  so- 
beranía argentina,  cometido  en  su  daño;  y  pidió  que  se  le  aplicara 
el  correspondiente  castigo,  con  mas  las  costas  procesales,  reserván- 
dose para  otro  juicio  su  acción  civil  de  daños  y  perjuicios. 


Fallo  del  «lucz  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  20  de  188b. 

No  correspondiendo  el  conocimiento  de  esta  causa  al  Juzgado  Fe- 
deral, según  lo  dispone  el  artículo  T  de  la  Ley  sobre  Justicia  Na- 
cional, de  Octubre  diez  y  seis  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos, 
ocúrrase  donde  corresponda. 

Ugarriza, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1885. 

Suprema  Corte  : 

La  acción  deducida  contra  el  Cónsul  inglés  Don  R.  Bridgett,  no 
versa,  á  mi  juicio,  sobre  sus  negocios  particulares. 

El  Sr.  Cónsul  se  ha  creído  investido  de  la  facultad  ó  privilegio  de 
ejercer  jurisdicción  sobre  las  naves  de  su  nación  surtas  en  aguas  ar- 
gentinas, en  materia  de  salarios,  y  es  esta,  así,  una  cuestión  de  pri- 
vilegio. 


DE  JLSTICIA  NACIOXAL  G9 

Este  privilegio  de  que  han  gozado  y  gozan  aún  los  Cónsules  en 
algunas  naciones,  es  una  excepción  á  la  soberanía,  y  no  puede  ser 
ejercida  en  virtud  de  estipulación  internacional  espresa. 

No  es  esta  la  oportunidad  de  investigar  si  entre  nosotros  los  Cón- 
sules tienen  ó  nó  tal  privilegio;  paréceme,  empero,  indudable  que  el 
hecho  de  ejercerlo  el  Sr.  Bridgett  en  este  caso,  no  importa  un  ne- 
gocio particular  suyo,  sino  la  inteligencia  y  aplicación,  buena  ó 
mala,  de  un  derecho  de  que  ha  juzgado  estar  investido,  por  los  tra- 
tados ó  por  la  ley  de  las  naciones. 

Pido,  por  lo  espuesto,  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Nii|>i*eiiia  €  lorie 


Buenos  Aires,  Octubre  1°  de  1B85. 

Vistos:  No  versando  la  demanda  interpuesta  por  el  capitán  Bus- 
tin,  contra  el  Cónsul  inglés  Bridgett,  sobre  negocios  particulares  de 
éste,  sino  sobre  actos  oficiales  que  en  su  carácter  de  Cónsul  se  ha 
creido  con  facultad  de  ejercer;  y  atento  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Seíior  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  confirma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  siete,  y  satisfechas  estas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA  c:xxvii 


D.  Edgardo  Moreno,  contra  D,  Constantino  Grand  y  I).  Alejo  Bagnat; 

por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Stnnario.~Los  honorarios  de  una  pericia  hecha  por  dos  personas, 
son  de  cargo  de  cada  una  de  estas,  por  mitad. 


Caso. — En  el  espediente  de  la  Municipalidad  con  Grand  y  Bagnat, 
sobre  expropiación  de  terrenos  conti-ruos  á  los  mataderos  públicos, 
Grand  nombró  perito  tasador  á  don  Edgardo  Moreno,  adhiriéndose 
á  este  nombramiento  don  Alejo  Bagnat,  por  los  terrenos  de  su  per- 
tenencia. 

Moreno  presentó  su  cuenta  de  honorarios  que  con  citación  de 
Grand  y  Bagnat  fueron  regulados  en  500  pesos  moneda  nacional. 

En  seguida,  pidió  se  intimara  al  representante  de  los  señores 
Grand  y  Bagnat  el  pago. 

La  ejecución  fué  seguida  con  el  representante  de  Grand,  que 
opuso  la  excepción  de  la  inhabilidad  del  título,  por  no  ser  éste  deu- 
dor de  toda  la  suma  regulada,  sino  de  la  mitad. 

Moreno  contestó  que  Bagnat  no  habia  tenido  intervención  alguna 
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en  su  comísioD,  para  la  que  fué  nombrado  por  Grand,  y  que  por 
consiguiente,  éste  dehía  toda  la  suma  cobrada. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  JuUo  3  de  1885. 

Y  vistos:  Por  los  fundamentos  aducidos  en  el  precedente  escrito, 
y  teniendo  presente  además  que  el  ejecutado  Grand,  que  fué  quien 
designó  por  su  parte  como  arbitro  al  Ingeniero  Moreno,  es  el  deu- 
dor directo  por  los  honorarios  de  éste  en  desempeño  de  su  come- 
tido, no  ha  lugar  á  la  excepción  opuesta  en  el  escrito  de  foja  113. 
En  consecuencia,  llévese  la  ejecución  adelante  hasta  hacerse  efec- 
tivo pago  al  acreedor  de  capital,  intereses  y  costas. 

Virgilio  M,  Tedin, 


Fallt>  de  la  iSupreuia  l^orte 


Buenos  Aires,  Octubre  O  de  1885. 

Vistos  y  considerando: 

Primero:  Que  D.  Constantino  Grand,  por  medio  de  su  apoderado 
Ü.  Octavio  Bellini,  nombró  perito  tasador  de  los  terrenos  de  su  pro- 
piedad al  Ingeniero  D.  Edgardo  Moreno,  adhiriéndose  á  este  nom- 
bramiento D.  Alejo  Bagnat,  por  los  que  le  pertenecían,  según  todo 
ello  consta  del  acta  corriente  á  foja  diez  y  ocho  de  los  autos  traídos 
para  mejor  proveer; 

Segundo:  Que,  por  consiguiente,  ambos  están  obligados  al  pago 
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de  los  honorarios  que  el  perito  reclama,  como  lo  lia  reconocido  éste 
mismo  en  sus  escritos  de  fojas  una  y  nueve; 

Tercero:  Que  no  siendo  solidaria  la  obligación,  no  puede  ejecu- 
tarse á  uno  solo  de  los  deudores  por  la  totalidad  de  la  deuda,  sino 
á  cada  uno  por  la  parte  que  le  corresponde  en  proporción  al  terreno 
avaluado. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
cuarenta  y  nueve  vuelta,  en  cuanto  manda  pagar  todo  el  honorario 
á  D.  Constantino  Grand;  debiendo,  en  su  consecuencia,  llevarse  ade- 
lante la  ejecución  tan  solo  por  la  parte  que  á  éste  le  corresponde; 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  con  los  autos  traidos. 

J.  DOMLNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA    CXXVIII 


El  Cónsul  de  Francia,  sobre  nombramiento  de  albacea  dativo,  en  la 
testamentaria  de  D.  Julio  ArtiZj  fallecido  en  Córdoba. 


Sumario,  —  La  Suprema  Corte  Federal  no  puede  conocer  por 
apelación  de  las  resoluciones  de  los  tribunales  inferiores  de  Pro- 
vincia. 


Caso.  —  Habiendo  fallecido  en  Córdoba  el  ciudadano  francés  don 
Julio  Artiz,  sin  testamento  y  herederos  residentes  en  el  pais,  el 
Cónsul  de  Francia  en  Buenos  Aires,  nombró  á  un  señor  Flandin  para 
intervenir  en  el  juicio,  y  éste  se  preseinó  ante  el  juez  de  la  sucesión, 
pidiendo  se  le  diera  intervención. 

El  juez  no  hizo  lugar  al  pedido  por  no  estar  legalmente  compro- 
bada la  representación  del  Sr.  Flandin,  ni  el  derecho  de  su  repre- 
sentado para  intervenir  en  el  juicio. 

El  Cónsul  de  Francia,  fundándose  en  el  decreto  de  19  de  Noviem- 
bre de  1862,  y  en  la  ley  de  1863,  sobre  intervención  de  los  Cónsules 
estrangeros  en  las  sucesiones  de  los  ciudadanos  de  su  nación,  pidió 
á  la  Suprema  Corte  que  declarase  nula  la  providencia  del  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Sórdoba,  y  mandara  reconocer  al  Sr.  Flandin 
en  calidad  de  curador  de  la  testamentaría  Artiz. 


T.    XX 
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VISTA  DEL  SEiNOR  PROCIRADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  SSetiembre  25  de  1885. 

Suprema  Corte  : 

El  señor  Cónsul  de  Francia  ocurre  equivocadamente  á  V.  E.,  así 
por  la  naturaleza  del  juicio  universal  de  sucesión,  de  competencia 
exclusiva  de  las  justicias  locales,  como  por  cuanto  esta  Corte  na 
puede  conocer  por  apelación  de  las  resoluciones  de  los  Tribunales 
de  Provincia. 

Sírvase  V.  E.  así  declararlo. 

Eduurdo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Octubre  G  de  1885. 

Vistos  en  el  acuerdo:  No  pudiendo  la  Suprema  Corte  conocer  de 
las  resoluciones  de  los  Jueces  de  Provincia,  sino  en  los  casos  pre- 
vistos por  el  articulo  catorce  de  la  Ley  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres;  y  atento  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  hágase  saber  al 
Señor  Cónsul  de  Francia,  para  que  haga  valer  sus  derechos  ante  quien 
corresponda,  y  archívese. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. 
—FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA    CXXIX 


Vicente  Casares  i*  lujos,  contra  I).  Jorge  Xuttal;  por  cobro  de  lan- 
chajes. 


Sumario.  —  F  Los  tirantes  de  fierro  Iiasta  una  tonelada  de  peso 
se  consideran  comprendidos  en  la  tarifa  del  lanchaje  del  fierro  en 
barra. 

2^  La  facultad  de  los  capitanes  ó  consignatarios  de  buques,  de 
imponer  á  los  dueños  de  la  car^a  los  lancheros  que  deben  efectuar 
la  descarga,  no  implica  dejar  librada  á  estos  la  fijación  del  precio 
de  dicha  operación. 

3**  En  este  caso,  y  á  falta  de  convención  con  dichos  lancheros,  el 
precio  que  debe  pagárseles  es  el  corriente  de  plaza. 

4^  El  precio  corriente  de  plaza  respecto  de  los  lanchajes  y  fletes 
es  el  que  resulta  de  las  operaciones  y  transacciones  que  se  verifican 
en  la  Bolsa  de  Comercio;  y  dicho  resultado  puede  quedar  acreditado 
con  el  informe  de  la  Cámara  sindical  de  la  misma. 


Caso.  —  Lo  refiere  el  siguiente 
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Fallo  del  «luez  Federal 


Vistos  estos  autos,  seguidos  por  los  Sres.  V.  Casares  ó  hijos  con- 
tra D.  Jorge  Nuttal,  por  cobro  de  la  suma  de  diez  mil  sesenta  pesos 
moneda  corriente. 

Resulta:  1^  Que  los  demandantes  se  presentaron  al  Juzgado  ma- 
nifestando que  Nuttal,  le  adeudaba  la  suma  espresada  procedente 
de  la  descarga  que  como  empresarios  de  transporte,  habian  hecho  en 
sus  lanchas  y  carros,  de  tres  mil  doscientos  ocho  tirantes  de  fierro 
con  doscientos  sesenta  y  cinco  toneladas  de  peso,  venidas  á  su  con- 
signación en  el  vapor  «Richard  Cobden»,  importando  dicha  opera- 
ción la  suma  de  treinta  y  siete  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  pe- 
«os,  á  cuenta  de  la  cual  habia  recibido  veinte  y  siete  mil  ochocientos 
treinta  y  cuatro;  y  como  resultaron  infructuosas  todas  las  diligen- 
cias hechas  para  su  cobro,  se  veian  obligados  á  deducir  formal  de- 
manda para  que  se  condene  á  Xuttal,  al  pago  del  saldo  con  los  in- 
tereses y  las  costas  del  juicio. 

2^  Que  el  demandado  contestó  á  foja  2o  el  traslado  que  le  fué 
conferido,  después  de  resuelto  el  incidente  sobre  falta  de  personería 
en  los  actores  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, 
refiriéndose  ante  todo  á  su  escrito  de  foja  14  en  el  cual  espone,  que 
el  año  72  recibió  por  el  vapor  «Bonita»  una  partida  de  fierro  en 
barras  en  forma  de  tirantes,  por  cuya  descarga  los  Sres.  Casares  le 
pasaron  una  cuenta  exagerada;  que  con  este  precedente,  al  llegarle 
la  nueva  remesa  del  mismo  articulo  por  «Richard  Cobden»,  se  vio 
con  los  Sres.  Casares  y  les  manifestó  que  otros  empresarios  de  trans- 
porte se  habian  ofrecido  para  desembarcarla  y  ponerla  en  su  destino, 
por  no  pesos  la  tonelada,  único  precio  que  siempre  se  le  habia  co- 
brado, esceptuando  el  caso  del  «Bonita»;  que  si  ellos  lo  hacian  por 
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el  mismo  precio  estaba  dispuesto  á  preferirlos,  do  aceptando  conve- 
nio alguno  de  otra  manera,  y  no  habiéndose  aquellos  avenido,  con- 
trató la  descarga  con  los  Sres.  J.  y  B.  Garay,  con  cuyo  motivo  les 
pasó  la  carta  presentada  á  foja  8;  agregando,  en  el  escrito  de  foja 
2o:  que  prevaliéndose  los  demandantes  de  una  corta  ausencia  que 
tuvo  el  mismo  dia  en  la  fecha  de  la  carta  referida  y  negándose  á  dar 
la  orden  á  los  lancheros  Garay,  ejecutaron  el  transporte  de  los  ti- 
rantes por  sí  y  ante  sí,  sin  su  conocimiento  y  contra  su  espresa  vo- 
luntad; que  á  su  regreso,  los  Sres.  Casares  le  presentaron  la  cuenta 
del  transporte  con  los  precios  que  ellos  pretendían,  la  que  se  negó 
á  reconocer  devolviéndola  con  la  nota  conforme  á  pagar  ciento  diez 
pesos  por  tonelada,  precio  convenido  con  Garay,  y  pagándoles  por 
saldo  de  cuenta  corriente  abrazando  toda  negociación  pendiente  in- 
cluso el  transporte  de  dichos  tirantes  á  ese  precio,  veinte  y  siete  mil 
ochocientos  treinta  y  cuatro;  que  de  la  misma  cuenta  deduce  que 
los  tirantes  transportados  fueron  3208,  lo  que  era  incierto,  pues  di- 
chos Señores  solo  habían  entregado  en  la  obra  del  Lazareto  Muni- 
cipal, á  donde  iban  destinados,  tres  mil  doscientos  tres,  por  lo  que 
se  veía  en  el  caso  de  entablar  contrademanda  por  el  precio  de  los 
cinco  tirantes  avaluados  á  cinco  mil  pesos  m/c  ó  su  devolución,  ha- 
ciendo presente  al  mismo  tiempo  que  dichos  tirantes  fueron  espre- 
samente  encardados  para  otro  Lazareto,  asi  es  que  cuando  llegue  el 
caso  de  colocarlos,  la  comisión  encargada  de  la  obra  podrá  hacerle 
responsable  por  los  daños  y  perjuicios,  los  que  desde  luego  protes- 
taba contra  los  Sres.  Casares. 

3^  Que  estos  contestaron  la  contrademanda,  manifestando  que  la 
cuenta  presentada  á  foja  22,  por  el  demandado,  tenia  una  partida 
que  les  abonaba  en  cuenta,  por  el  tonelaje  y  acarreos  de  las  26o  to- 
neladas de  fierro,  que  era  el  peso  total  de  todos  los  tirantes,  lo  que 
importaba  confesar  de  haberlos  recibido,  desde  que  los  incluye  entre 
los  que  condujeron  los  carros,  así  es  que  mal  podía  pretender  que  se 
los  pagasen;  pero  como  no  tenían  el  hábito  de  eludir  su  responsabi- 


78  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

üdad  no  tenían  inconveniente  en  constituirse  responsables  por  el  im- 
porte de  los  cinco  tirantes,  si  á  la  terminación  de  las  obras  del  La- 
zareto resultasen  fallantes,  responsabilidad  que  no  habia  de  tener 
inconveniente  en  aceptar  la  comisión  de  la  obra,  de  modo  que  la 
contrademanda  no  tenia  ninguna  razón  de  ser. 

4^  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  para  que  se  justifique  los 
puntos  indicados  por  la  Suprema  Corte,  en  el  auto  de  foja  62,  que 
dejó  sin  efecto  la  sentencia  de  foja  47  por  haber  omitido  este  trá- 
mite, habiéndose  producido  la  que  corre  agre^^ada  de  foja...  á 
foja. . . 

Y  considerando:  1°  Que  en  la  escepcion  de  falta  de  personería 
opuesta  por  el  demandado,  que  dio  ocasión  al  auto  de  foja  18  vuelta, 
propiamente  se  discutió  la  falta  de  acción  ó  derecho  de  los  deman- 
dantes para  cobrar  á  Nuttal  lanchaje  y  acarreo,  aun  no  habiendo 
mediado  relaciones  contractuales  entre  ambos,  pues  en  este  hecho 
se  fundaba  el  desconocimiento  de  su  personería  para  promover  el 
presente  juicio,  quedando  definitivamente  resuelto  con  la  fuerza 
obligatoria  de  la  cosa  juzgada  y  consentida  para  ambas  partes,  que 
aunque  Nuttal  no  contrató  con  los  Sres.  Casares  la  descarga  de  sus 
tirantes,  habiéndola  efectuado  estos,  aquel  estaba  obligado  á  abo- 
nar lo  que  fuese  la  justa  remuneración  del  servicio  prestado,  de 
modo  que  la  cuestión  á  resolver  queda  reducida  á  fijar  cuál  sea  ella, 
según  los  antecedentes  acumulados  en  autos. 

2®  Que  además,  aunque  dicho  auto  no  hubiese  definido  la  posi- 
ción de  los  demandantes,  estableciendo  claramente  su  derecho  para 
entablar  acción,  no  por  eso  se  alterarían  los  términos  de  la  cuestión, 
pues  el  demandado  no  ha  desconocido  que  aquellos  efectuaron  la  des- 
carga procediendo  por  mandato  ó  arreglo  con  los  consignatarios  del 
vapor  que  trajo  la  mercadería,  habiendo  limitado  ambas  partes  la 
discusión  del  precio  que  correspondía  para  pagar  por  lanchaje  y  aca- 
rreo, exijiendo  los  lancheros  los  precios  indicados  en  la  cuenta  de 
foja  1,  y  el  dueño  de  la  carga  el  abonado  de  la  cuenta  de  foja  22. 
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3°  Que  para  mayor  abundamiento  se  ha  justificado,  de  acuerdo 
con  lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  el  primero  y  segundo  punto 
del  auto  de  foja  62,  que  los  tirantes  en  cuestión  vinieron  consigna- 
dos á  Nuttal,  bajo  el  conocimiento  de  foja  104  remitido  por  la  Adua- 
na, el  cual  contiene  la  cláusula  de  que  la  descarga  en  el  puerto  de 
Buenos  Aires  se  hará  por  el  capitán  ó  agente  del  buque  por  cuenta 
y  riesgo  de  los  dueños  de  la  mercaderia,  y  que  en  virtud  de  dicha 
cláusula  los  Sres.  Woodgate  Hermanos,  agentes  del  «Richard  Cob- 
den>,  rehusaron  en  conformidad  á  Nuttal  para  que  él  efectuara  la 
descarga  por  sus  propios  lancheros  (v.  contestación  de  foja  14!  vuel- 
ta), y  dieron  orden  escrita  á  Casares  é  hijos  para  que  la  verificaran, 
según  consta  de  la  comunicación  cuya  traducción  obra  á  foja  144, 
circunstancia  que  hace  innecesaria  la  demostración  de  que  esa  es 
la  práctica  comercial  del  puerto  al  respecto,  como  también  de  que 
Nuttal  se  opuso  á  que  los  Sres.  Casares  hicieran  la  descarga  (ter- 
cero y  cuarto  punto  del  auto  citado). 

4^  Que  el  hecho  de  tener  el  capitán  ó  agentes  del  buque  mayor  la 
facultad  de  imponer  á  los  dueños  ó  consignatarios  de  la  carga,  los 
lancheros  que  deben  efectuar  la  descarga,  por  razones  de  brevedad 
ó  mayor  seguridad  ó  por  exigencia  de  las  Compañías  aseguradoras, 
no  implica  dejar  librado  al  arbitrio  esclusivo  del  lanchero  la  fijación 
de  los  precios  con  que  se  ha  de  retribuir  dicha  operación,  pues  en 
ese  sentido  seria  una  cláusula  odiosa  de  interpretación  restrictiva, 
debiendo,  por  lo  tanto,  entenderse  que  en  ausencia  de  convenciones, 
han  querido  someterse  al  precio  corriente  de  plaza,  según  lo  que 
establece  el  inciso  6^  del  artículo  296  del  Código  de  Comercio. 

5*^  Que  según  el  artículo  207  del  Código  citado,  el  resultado  de  las 
operaciones  y  transacciones  que  se  verifican  en  la  Bolsa  de  Comer- 
cio determina  el  precio  corriente  de  las  mercaderías,  fletes  etc.,  asi 
es  que  las  informaciones  de  este  cuerpo  pueden  considerarse  como 
uno  de  los  elementos  mas  importantes  para  determinar  el  lanchaje 
que  según  el  uso  comercial  se  acostumbraba  pagar  por  tirantes  de 
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fierro,  eQ  condiciones  iguales  á  tas  de  Niittal,  y  así  lo  ha  establecido 
la  jurisprudeacia  de  la  Suprema  Corte,  admitiendo  dichas  informa- 
cienes  como  prueba  fehaciente^  con  las  limitaciones  ó  modificacio- 
nes que  permiten  los  demás  elementos  de  convicción. 

ff*  Que  de  los  informes  por  la  comisión  nombrada  por  la  Cámara 
Sindical  de  la  Bolsa,  á  efecto  de  evacuar  el  solicitado  por  este  Juz- 
gado, á  pedido  de  la  misma  parte  actora,  á  dicha  repartición,  se 
desprende  que  el  precio  corriente  de  lanchaje  para  tirantes  de. fierro 
que  no  escediesen  de  una  tonelada,  era  de  cincuenta  y  cinco  pesos 
m/c  la  tonelada,  con  el  diez  por  ciento  de  descuento,  precio  que  es 
conforme  con  el  de  la  Tarifa  vigente  á  la  época  de  la  descarga  que 
motiva  esta  cuestión. 

7^  Que  las  cuentas  de  lanchajes  cobradas  por  las  casas  de  José  y 
Bernardo  Caray,  foja  37,  y  Carlos  Guerrero  y  C%  foja  38,  en  el  año 
1872,  y  la  de  los  mismos  Caray,  de  foja  39,  pertenecientes  al  ano  74, 
demuestran  que  ese  precio  se  aplicaba  á  los  tirantes  de  fierro,  aun 
cuando  su  peso  escediera  de  unas  dos  toneladas. 

8^  Que  el  demandado  ha  comprobado  también  por  la  declaración 
de  los  mismos  lancheros  Caray,  que  la  descarga  precisamente  de  los 
tirantes  origen  de  este  juicio,  fué  contratado  con  ellos  al  precio  de 
cincuenta  pesos  moneda  corriente  el  lanchaje  y  sesenta  el  carretaje 
hasta  el  sitio  donde  debían  ser  colocados,  precio  que  guarda  con- 
formidad con  el  que  indica  como  de  uso  corriente  en  plaza,  la  Cá- 
mara Sindical,  y  el  que  arrojan  las  cuentas  presentadas  á  fojas  37, 
38  y  39. 

9^  Que  á  los  demandantes  no  les  es  permitido  alegar  que  ese  con- 
trato no  era  un  acto  serio,  pues  consta  de  autos,  por  su  propia  con- 
fesión y  por  las  cartas  de  íoja8  y  foja  79,  que  Nuttal  se  opusg  deci- 
didamente y  en  tiempo  oportuno  para  evitar  cuestiones  á  que  ellos 
desembarcasen  los  tirantes  por  cuanto  no  querían  sugetarse  al  pre- 
cio regular  de  Tarifa  y  habían  contratado  la  descarga  con  los 
Sres.  Caray,  y  requiriendo  tanto  de  los  demandantes  como  de  los 
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agentes  del  buque  la  orden  necesaria  para  que  les  fuera  permitida  á 
estos  dicha  operación. 

10.  Que  de  ese  hecho,  comprobado  como  elementos  suministrados 
por  los  mismos  demandantes,  fluyen  dos  conclusiones  importantes: 
la  primera  es,  que  habiendo  lancheros  á  quienes  hace  cuenta  el  pre- 
cio de  cincuenta  pesos  sin  rebaja  por  tonelada  para  el  lanchaje  de 
tirantes  de  fierro,  ese  debia  ser  el  precio  de  plaza,  pues  nó  es  vero- 
símil que  los  dueños  de  carga  busquen  los  lancheros  que  cobran  más 
caro,  y  la  segunda  es,  que  si  á  pesar  de  la  resistencia  de  Nuttal  para 
que  los  Sres.  Casares  hicieran  la  descarga,  y  de  su  pedido  para  que 
delegaran  sus  derechos  de  lancheros  de  los  agentes  del  «Richard 
Cobden»  en  los  Sres.  Garay,  persistieron  en  hacerla,  tácitamente  se 
sometieron  á  aceptar  el  precio  que  estos  cobraban. 

11.  Que  admitiendo,  como  lo  sostienen  los  demandantes,  que  los 
precios  de  la  Tarifa  solo  son  aplicables  al  fierro  en  barras,  ningún 
acto  comercial  ni  convencional  determina  hasta  qué  peso  comprende 
esta  categoría,  y  entonces  debe  estarse  por  lo  menos  á  lo  que  indi- 
can los  informes  recogidos  por  la  Cámara  de  Comercio,  que  consi- 
dera comprendidas  en  la  Tarifa  de  55  pesos  moneda  corriente  los 
tirantes  hasta  de  una  tonelada;  pero  como  el  número  de  los  descar- 
gados por  Casares  é  hijos  era  de  3208,  con  un  peso  de  26o  toneladas, 
resulta  que  por  término  medio  cada  tirante  no  alcanzaba  á  dos 
quintales,  habiendo  algunos  que  solo  tenian  un  quintal  según  lo  re- 
conocen en  su  alegato,  lo  que  desde  luego  hace  resaltar  la  falta  de 
equidad  por  parte  de  aquellos  en  equipararlos  para  los  efectos  de 
cobro  del  lanchaje  y  nó  á  tirantes  ó  barras  de  fierro. 

12.  Que  la  contrademanda  no  tiene  razón  de  ser,  desde  que  los 
Sres.  Casares  han  asumido  la  responsabilidad  para  con  la  comisión 
encargada  de  la  obra  del  Lazareto  Municipal,  por  el  importe  de  los 
cinco  tirantes  de  fierro  que  la  motivan,  para  el  caso  de  resultar 
efectivamente  faltantes. 

13.  Que  además,  este  hecho  no  ha  sido  debidamente  comprobado 
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por  Nutlal,  pues  de  los  tres  testigos  presentados  á  ese  efecto,  Este- 
ves  Saguí,  y  Calderón  y  Belgrano,  no  dicen  de  qué  manera  le  consta, 
yD.  Juan  Aldao,  que  tuvo  conocimiento  por  una  nota  del  encargado 
de  la  obra,  siendo  muy  probable  que  por  el  mismo  conducto  lo  su- 
pieron los  otros  miembros  de  la  Comisión,  de  suerte  que  toda  la  com- 
probación queda  reducida  á  la  manifestación  de  una  sola  persona. 
Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  D.  Jorge  Nuttal  de  la 
demanda  de  foja y  á  los  Sres.  Casares  é  hijos  de  la  contrade- 
manda, debiendo  cada  parte  pagar  sus  costas. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Falli>  de  la  Siipreiiia  €U>t*te 


Buenos  Aires,  Octubre  6  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  y  considerando  en  cuanto  á  la  ape- 
lación sobre  las  costas,  que  los  demandantes  han  tenido  razón  para 
oponerse  á  la  contrademanda,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  doscientos  veinte  y  siete;  y  previa  reposición  de  sellos,  devuél- 
vanse. 

J.    DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRIAS. 
— FEDERICO  IBARGÜREN. 
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CAUSEA  <:xxx 


D.  Jacinto  Figueroa,  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires;  sobre  interdicto  y  competencia  de  jurisdicción. 


Sumario, — P  Las  gestiones  administrativas  hechas  ante  el  Go- 
bierno de  Buenos  Aires,  para  obtener  la  propiedad  de  un  terreno, 
no  constituyen  un  juicio  que  inhiba  á  la  Corte  Suprema  Federal, 
para  conocer  en  el  interdicto  que  sobre  el  mismo  terreno  se  deduce 
por  el  interesado. 

^  Para  que  proceda  un  interdicto  posesorio,  es  necesario  que  el 
actor  tenga  la  posesión  á  titulo  de  propietario,  desde  un  año,  y  sin 
los  vicios  de  precaria,  violenta  ó  clandestina. 


Caso. — Se  comprende  leyendo  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,    Octubre  17  de  1885. 

Visto  el  interdicto  de  retener  la  posesión,  deducido  por  Don  Ja- 
cinto Figueroa,  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
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y  las  excepciones  opuestas  por  éste,  y  considerando,  en  cuanto 
á  la  de  incompetencia:  que  las  gestiones  tiechas  por  el  deman- 
dante ante  dicho  Gobierno^  para  obtener  del  mismo  la  adjudi- 
cación en  propiedad  del  escedente  de  los  lotes  de  terrenos  que  ven- 
dió á  sus  causantes,  no  constituyen  un  juicio  radicado  ante  dicho 
Gobierno,  que  inhiba  á  la  Suprema  Corte  de  conocer  en  el  interdicto 
posesorio;  pues,  á  parte  de  ser  completamente  estrañas  á  ese  jui- 
cio, no  importan  otra  cosa  que  simples  reclamaciones  del  compra- 
dor al  vendedor,  indispensables  para  hacer  valer  después  en  juicio 
sus  derechos. 

Por  esto,  la  Suprema  Corte  se  declara  competente  para  conocer 
en  el  interdicto  posesorio. 

Y  considerando,  en  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión: 

Primero,  Que  el  demandante  no  ha  poseido  á  título  de  propieta- 
rio el  sobrante  de  los  terrenos  vendidos  por  el  Gobierno  á  sus  ce- 
dentes;  pues  el  mismo  asi  lo  reconoce,  cuando  al  denunciar  dicho 
sobrante,  el  catorce  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro, 
dice,  á  foja  siete  del  espediente  acompañado:  que  no  se  considera 
dueño  legítimo  del  aumento  que  en  sus  terrenos  se  encuentra; 

Segundo,  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  articulo  dos  mil 
cuatrocientos  ochenta  del  Código  Civil,  la  posesión  para  dar  dere- 
cho á  las  acciones  posesorias  no  debe  ser  precaria,  sino  á  titulo  de 
propietario; 

Tercero.  Que  es  igualmente  exigido  por  el  artículo  dos  mil  cua- 
trocientos setenta  y  tres  del  mismo  Código,  para  poder  entablar  en 
juicio  acciones  posesorias,  que  el  poseedor  de  la  cosa  haya  teiiido 
la  posesión  de  ella  por  tiempo  de  un  año,  cuando  menos,  sin  los 
vicios  de  ser  precaria,  violenta  ó  clandestina;  y  de  los  autos  acom- 
pañados, resulta  que  el  demandante  no  ha  llenado  este  requisito; 
pues  consta  del  informe  del  ingeniero,  corriente  á  foja  nueve  de 
dichos  autos,  que  el  dia  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro,  solicitó  recien  la  ubicación  del  terreno,  para  to- 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  85 

mar  posesión  de  él,  y  con  fecha  cuatro  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco,  se  le  ordenó  el  desalojo  del  sobrante  de  dicho  ter- 
reno, por  no  haber  el  Gobierno  hecho  lugar  á  la  pretensión,  iniciada 
el  catorce  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  de  que  se 
le  adjudicase  en  propiedad. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  no  haber  lugar,  con  costas,  al 
interdicto  posesorio  deducido  por  Don  Jacinto  Figueroa,  y  satisfe- 
chas estas  y  repuestos  los  sellos,  archívense.  Notif iquese  con  el  ori- 
ginal. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAisA  <:xxxi 


D,  Elíseo  y  D.  Manuel  Rodríguez,  contra  D,  Esteban  Peyrano;  sobre 

cumplimiento  de  un  contrato  de  locación. 


Sumarío.—l^  No  puede  ordenarse  el  cumplimiento  de  un  con- 
trato cuyas  bases  sustanciales  se  ignoran  por  completo. 

^  La  declaración  de  un  solo  testigo,  no  hace  prueba  en  juicio. 

3^  La  prueba  corresponde  al  actor,  cuando  el  demandado  negase 
los  hechos  alegados  en  la  demanda. 


Coso.— 8e  encuentra  suficientemente  esplicado  en  los  siguientes 
fallos. 


Fallo  del  «luez  de  Sección 


Córdoba,  Noviembi*e  23  de  1884. 
I 

Vistos  estos  autos,  promovidos  por  los  Sres.  D.  Elíseo  y  don  Ma- 
nuel Rodriguez  contra  D.  Esteban  Peyrano,  para  que  les  cumpla  un 
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contrato  de  arrendamiento  de  la  Estancia  de  «Sinsacatí»,  que  tenían 
celebrado;  de  cuyos  autos  resulta  lo  siguiente: 

Los  demandantes  dicen  que  en  10  de  Mayo  del  83,  quedó  con- 
cluido y  perfeccionado  el  contrato  de  locación  referido,  ajustándose 
con  Peyrano  todas  las  bases  y  condiciones  que  se  enuncian  en  la  de- 
manda, y  en  presencia  del  í)r.  D.  Abraham  Silveyra;  que  el  mismo 
dia  en  que  debian  firmar  el  contrato,  tuvo  necesidad  de  ausentarse 
el  Sr.  Peyrano,  y  no  babiéndose  podido  estender  por  el  Escribano 
en  hora  competente,  lo  verificó  al  siguiente  dia,  habiendo  dejado 
orden  el  demandado  á  su  apoderado  especial  Dr.  Silveyra,  para  que 
suscribiese  á  su  nombre;  que  la  escritura  se  redactó  en  el  proto- 
colo, pero  antes  de  la  hora  designada  para  firmarla,  recibió  el 
Dr.  Silveyra  orden  telegráfica  para  no  hacerlo.  En  consecuencia, 
piden  se  obligue  á  Peyrano  al  cumplimiento  del  contrato. 

El  representante  de  Peyrano,  contesta  que  jamás  celebró  contrato 
alguno  con  los  Sres.  Rodríguez,  si  bien  habló  del  arriendo  de  «Sin- 
sacati»  con  los  Sres.  Rodríguez  y  la  forma  en  que  lo  realizaría,  pero 
sin  convenir  en  cosa  alguna;  manifestándoles  que  en  caso  de  lle- 
varlo á  efecto,  les  comunicaría  desde  el  Rosario,  por  intermedio  del 
Dr.  Silveyra,  pues  quería  consultar  á  personas  de  su  confianza. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  y  vamos  á  examinar  lo  pertinente 
de  ella.  El  Dr.  Silveyra  refiere  á  f.  63,  contestando  á  la  sesta  pre- 
gunta, que  Peyrano  quiso  conferirle  un  mandato  facultativo  para 
que  estableciese  las  bases  del  convenio,  y  que  él  no  lo  aceptó  por 
las  razones  que  expresa ;  que  únicamente  aceptarla  la  facultad  de 
firmar  el  contrato  en  escritura  pública  ó  privada,  declarando  al 
Sr.  Peyrano  que  si  él  mismo  no  hacía  el  convenio  por  el  apuro  que 
tenía  de  marcharse,  se  limitaría  á  celebrar  un  convenio  ad  referen- 
dum,  y  después  que  fuese  aprobado  en  el  Rosario,  lo  firmaría  el  de- 
clarante aquí. 

En  mi  estudio,  agrega,  se  reunieron  los  dos  Sres.  Rodríguez  (D.  Ma- 
nuel y  D.  Elíseo),  con  el  Sr.  Peyrano  (D.  Esteban),  y  en  mi  presencia 
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acordaron  las  bases  del  contrato:  pedí  á  D.  Manuel  Rodríguez  lo 
hiciera  redactar  por  D.  Elíseo,  y  les  indiqué  que  hecho  esto  se  re- 
uniesen los  cuatro  en  mi  presencia  para  que  todos  se  hiciesen  cargo 
de  la  redacción,  y  así  en  efecto  se  verificó. 

Y  después  de  espresar,  en  contestación  á  la  segunda  pregunta, 
que  quedó  concluido  el  referido  contrato  de  arrendamiento,  dice  á 
la  tercera:  que  quedó  escrito  solo  en  borrador  y  sin  firmarse,  por  ha- 
berse convenido  que  se  redujera  á  escritura  pública  al  dia  siguiente 
del  en  que  se  concluyó  verbalmente  diciio  convenio,  consignándose  en 
borrador. 

El  Dr.  Silveyra,  responde  á  la  cuarta  pregunta,  que  él  mandó  di- 
cho borrador  al  Sr.  Escribano  Gallegos,  para  que  lo  redujera  á  es- 
critura pública,  y  según  cree,  lo  mandó  por  conducto  del  joven  Ma- 
nuel Rodríguez,  hijo  del  interesado  D.  Manuel;  debiendo  firmar  el 
declarante  como  apoderado  de  Peyrano,  la  escritura  pública  del 
contrato  estipulado. 

Por  último,  espresa  que  no  se  firmó  la  escritura  por  haber  recibi- 
do orden  de  Peyrano  para  suspender  momentáneamente  el  contrato 
de  arrendamiento;  y  como  le  hablase  al  mismo  tiempo  del  proyecto 
de  vender  la  misma  estancia,  se  dirigió  á  él  inmediatamente  dicién- 
dolé  que  era  peligroso  celebrar  contrato  de  venta  después  del  con- 
venio de  arrendamiento  concluido  verbalmente,  pues  consideraba 
este  último  obligatorio  pudiendo  suceder  que  se  encontrase  en  si- 
tuación de  no  poder  cumplir  uno  de  los  dos;  que  el  consejo  disgustó 
á  Peyrano  y  le  revocó  el  poder. 

Los  telegramas  que  en  copia  ha  presentado  la  oficina  del  Central 
Argentino  á  solicitud  de  los  Sres.  Rodríguez,  y  que  corren  á  fs.  54, 
§5  y  56,  son  los  que  dirigía  el  Sr.  Peyrano  al  Dr.  Silveyra,  en  la  co- 
rrespondencia que  venimos  relacionando.  En  el  l°se  dice:  suspenda 
momentáneamente  arrendamiento;  en  el  2°,  suspenda  arrendamien- 
to; y  en  el  3°,  no  comprometa  establecimiento. 

Examinemos  ahora  las  posiciones  absueltas  por  el  Sr.  Peyrano  á 
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fs.  71  vuelta  y  72.  La  segunda  se  encuentra  redactada  en  estos  tér- 
minos: Como  es  cierto  que  hallándose  el  ahsolvente  en  esta  ciudad, 
en  el  mes  de  xMayo  del  año  pasado,  se  reunió  con  los  demandantes 
en  casa  del  Dr.  Silveyra,  estando  presente  su  hermano  D.  Manuel 
Peyrano,  y  acordaron  allí  las  diferentes  bases  del  contrato  de  arrien- 
do de  la  espresada  estancia  de  «Sinsacati^  á  cuya  posición  contesta 
D.  Esteban  que  es  ciertOy  pero  que  tiene  que  dar  las  siguientes  ex- 
plicaciones: que  estaban  retiñidos  en  casa  del  Dr.  Silveyra,  y  éste 
quedó  en  combinar  con  los  Rodrigue/  las  bases  del  contrato  para 
remitírselas  al  absolvenle  al  Rosario,  á  fin  de  que  hiciese  las  obser- 
vaciones que  le  pareciesen  convenientes,  bases  que  hasta  hoy  no  ha 
recibido. 

Niega  las  posiciones  cuarta  y  quinta,  en  las  que  se  afirma  que  en 
la  oportunidad  indicada,  dejaron  concluido  el  contrato  de  arrenda- 
miento por  escrito;  y  que  no  lo  firmaron  en  la  tarde  del  10  de  Mayo 
por  falta  de  tiempo  y  de  papel  sellado  para  ponerlo  en  limpio. 

En  la  quinta,  se  afirma  que  en  virtud  del  inconveniente  indicado, 
quedaron  convenidos  que  el  contrato  acordado  se  estendería  en  es- 
critura pública,  y  la  firmaría  al  siguiente  el  Dr.  Silveyra,  como  apo- 
derado de  Peyrano,  á  lo  que  contestó  éste  que  se  refería  á  lo  que 
tenía  dicho,  puesto  que  las  bases  tenían  que  remitírsele  al  Rosario 
para  su  aprobación. 

Confiesa  las  posiciones  sesta  y  séptima,  sobre  las  órdenes  tele- 
gráficas para  que  se  suspendiese  el  arrendamiento,  refiriéndose 
siempre  á  lo  que  tenía  consignado  en  la  contestación  á  la  segunda 
pregunta. 

A  la  octava,  sobre  reiteración  de  la  misma  orden  de  suspensión, 
dice  ignorarla;  y  niega  la  novena,  referente  al  consejo  del  Dr.  Sil- 
veyra para  que  no  comprometiera  la  estancia,  por  ser  obligatorio 
el  contrato  de  arriendo  que  tenía  celebrado. 

El  Sr.  Escribano  Gallegos,  á  fs.  49  vuelta,  respondiendo  á  las  pre- 
guntas 10*  y  IP  del  interrogatorio,  dice:  que  el  joven  Manuel  Ro- 
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driguez  le  presentó  el  contrato  privado  de  que  habla  la  preirunta» 
manifestándole,  según  creía,  que  el  Dr.  Silveyra  se  lo  remitía  para 
que  lo  redujera  á  escritura  pública;  que  en  efecto  se  estendíó  en  el 
protocolo  y  no  se  firmó  al  siguiente  día,  porque  se  le  avisó  de  la 
orden  para  suspender  la  suscripción  de  la  escritura,  sin  recordar  si 
fué  el  Dr.  Silveyra  ú  otra  persona  quien  le  dio  dicho  aviso. 

La  copia  tostirooniada  de  dicha  escritura  corre  á  f.  57  y  lleva  la 
fecha  de  H  de  Mavo  del  83. 

Se  registra  también  á  f.  60  el  poder  otorgado  por  Peyrano  á  fa- 
vor delDr.  Silveyra,  en  el  cual  le  faculta  para  que  firme  contratos 
de  arriendo  de  la  estancia  de  «Sinsacatí»,  si  llega  el  caso  de  darse 
en  arrendamiento. 


If 


¿Resulta  probado  algún  acto  jurídico,  por  los  antecedentes  que 
acaban  de  relacionarse? 

El  Dr.  Silve>ra  afirma  que  Peyrano  mismo  acordó  con  los  Rodrí- 
guez las  bases  del  contrato,  que  se  redactaron  en  borrador  y  se  apro- 
baron, sin  que  se  firmase;  conviniendo  los  interesados  en  que  se  re- 
dujese á  escritura  pública  al  siguiente  día,  y  suscribiese  el  doctor 
Silveyra  como  apoderado  de  Peyrano,  porque  éste  se  ausentaba  esa 
misma  tarde. 

El  borrador  se  mandó  al  Escribano  Gallegos  con  el  joven  D.  Ma- 
nuel Rodríguez,  según  cree  dicho  doctor;  la  escritura  se  estendió 
en  el  protocolo,  pero  no  se  firmó  por  la  orden  de  suspensión  que 
se  comunicó  al  Dr.  Silveyra.  Enuncia  con  repetición  este  señor,  que 
existía  un  convenio  verhalmente  concluido  y  obligatorio, 

D.  Esteban  Peyrano,  categóricamente  interpelado  para  que  diga 
como  es  cierto  que  acordó  con  los  Rodríguez  las  ha^s  del  contrato  de 
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arriendo,  respondió  que  es  cierto;  pero  agrega  que  las  bases  de!)ia 
combinarlas  con  los  Rodríguez  el  Dr.  Silveyra  y  remitirlas  para  su 
aprobación. 

Aquí  se  nota  una  contradicción  flagrante,  palpitante.  Si  es  verdad 
que  Peyrano  acordó  las  bases  indicadas,  no  puede  ser  cierto  que  ef 
Dr.  Silveyra  quedaba  encargado  de  hacerlo.  Si  la  posición  es  cierta, 
como  se  confiesa,  no  admite  explicación  ó  modificación  que  la  des- 
truya en  su  base,  en  su  esencia. 

Si  el  Dr.  Silveyra,  después  de  la  ausencia  de  Peyrano,  iba  recien 
á  convenir  las  bases  del  contrato,  la  posición  es  falsa,  porque  el  fun- 
damento esencial  on  que  reposa  es  la  convención  celebrada  por  el 
mismo  Peyrano  antós  de  partir  para  el  Rosario;  ven  tal  caso,  debió 
negar  y  no  confesar,  como  lo  ha  hecho. 

La  jurisprudencia  condenó  siempre  y  uniformemente  toda  contes- 
tación evasiva,  incoherente  y  sobre  todo,  contradictoria,  y  la  estima 
como  confesión.  (Art.  H5,  Ley  de  Procedimientos. — Serie  2*,  tomo  I, 
página  483,  Fallos  de  la  Suprema  Corte. — Manresa,  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  tomo  II,  página  223. — Goyena,  Febrero  Reformado, 
lomo  IV.  «De  la  Confesión  O- 

Además  de  esto,Peyrano,en  sus  telegramas  repetidos,  dice  al  doc- 
tor Silveyra:sas/í<?w'/a  arrendamiento;  no  comprometa  establecimiento; 
conceptos  que  no  admiten  esplicacion  razonable,  sí  nada  había  he- 
cho, si  no  existia  convención  alguna,  si  el  Dr.  Silveyra  estaba  solo 
facultado  para  formular  bases  y  remitirlas  á  Peyrano  para  su  apro- 
bación. En  tal  caso,  debía  limitarse  á  decir:  Suspenda  bases  de  con- 
trato, son  ya  innecesarias,  porque  he  resuelto  vender  la  estancia. 

Pero  la  prisa  en  ordenar,  inmediatamente  de  salir  de  Córdoba, 
que  se  suspenda  arrendamiento^  que  no  se  comprometa  estableci- 
cimiento,  denota  ante  el  buen  sentido  que  Peyrano  dejé  algo  hecho 
antes  de  retirarse^  y  que  ese  algo  iba  á  llevarse  á  efecto. 

i\o  se  puede  suspender  lo  que  aun  no  se  ha  principiado,  ni  está 
en  vía  de  ejecución.  Era  imposible,  sin  una  infidencia  y  deslealtad 
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que  estremece,  que  el  I)r.  Silveyra  comprometiera  el  estableci- 
miento, si  su  misión  se  limitaba  á  formular  bases  para  someterlas 
á  la  deliberación  de  su  poderdante. 

Los  telegramas,  pues,  y  el  apuro  de  Peyrano,  nos  conducen  á  una 
inducción  muy  verosímil,  apoyada  en  el  buen  sentido,  de  que  las 
bases  del  contrato  estaban  acordadas,  y  solo  faltaba  la  escritura 
pública  que  debia firmar  el  Sr.  Silveyra  el  dia  11  de  Mayo,  ósea  el 
siguiente  al  de  la  partida  de  Peyrano.  Rn  tal  situación,  se  esplica  la 
orden  de  suspender  arrendamiento^  de  no  comprometer  estableci- 
miento; ó  lo  que  tanto  vale,  de  no  firmar  la  escritura  pública,  que  fué 
lo  que  hizo  el  Dr.  Silveyra. 

Conviene  recordar,  por  otra  parte,  que  el  apoderado  de  Peyrano 
mandó  las  bases  convenidas  al  Escribano  Gallegos,  para  que  eslen- 
diese  la  escritura  pública,  y  que  éste  la  redactó  en  efecto.  Ahora 
bien:  ¿puede  creerse  que  el  Dr.  Silveyra,  facultado  solo  para  firmar 
escrituras  de  arriendo,  después  que  Peyrano  hubiese  aprobado  las 
bases  de  la  locación,  cargase  con  la  responsabilidad  de  faltar  á  su 
mandato,  ordenando  el  otorgamiento  de  la  *»scritura  pública  sobre 
bases  no  acordadas  por  Peyrano  y  aun  desconocidas  é  ignoradas  del 
mismo?  ¿Puede  admitirse  un  fraude  de  esta  naturaleza,  una  infide- 
lidad tal,  cuando  no  hay  precedente  en  autos  que  la  autorice,  y  an- 
tes bien,  lo  rechaza  la  inteligencia  y  discreción  reconocidas  del 
Dr.  Silveyra? 

Es  preciso  concluir,  entonces,  que  hubo  una  convención  entre  Pey- 
rano y  los  Rodriguez,  sobre  el  arriendo  de  la  estancia  de  «Sinsa- 
cali»,  celebrada  verbalmente  y  consignada  por  escrito,  aunque  sin 
firmarse,  la  cual  se  mandó  reducir  á  escritura  pública  por  el  apo- 
derado de  Peyrano  (nudus  minister  de  don  Esteban  y  como  si  éste 
hubiese  mandado  efectuar  el  acto.  Artículo  194G.  Troplong,  Man- 
dato, MG.  ZacharicC,  §  755.  Qui  mandat  ipse  fecisse  videtur),  y  quedó 
sin  suscribirse,  por  la  orden  de  suspensión  mencionada  tantas  veces. 
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III 


Después  del  prolijo  examen  que  se  ha  hecho  de  la  prueba  produ- 
cida, tenemos  constatada  la  convención  enunciada  sobre  el  arriendo 
de  la  estancia  «Sinsacatí»:  empero,  ¿esta  obligación  es  el  contrato 
de  locación  legislado  en  nuestro  Código? 

La  dilucidación  de  esta  proposición  nos  lleva  á  esclarecer  los  dos 
tópicos  siguientes:  P  ¿el  contrato  de  (locación)  arrendamiento,  debe 
redactarse  en  alguna  forma  especial,  ó  no  hay  forma  establecida  y 
pueden  los  interesados  elegir  libremente  la  que  mas  sea  de  su 
agrado?  2**  Cuando  los  interesados  convienen  en  hacer  constatar  sus 
convenciones  en  escritura  pública  ó  en  otra  clase  de  instrumento, 
¿existe  el  contrato  ó  se  halla  perfecto,  antes  que  se  observe  la  for- 
malidad convenida? 

Examinemos  en  primer  lugar  sí  la  ley  ha  establecido  alguna  forma 
especial  para  la  perfección  del  contrato  de  locación.  El  artículo  1494 
dice:  el  contrato  de  locación  queda  concluido  por  el  mutuo  consenti- 
miento de  las  partes;  y  en  el  1623,  correlativo  con  este,  agrega:  La 
locación  de  servicios  es  un  contrato  consensúala  aunque  el  servicio 
hubiese  de  ser  hecho  en  cosa  que  una  de  las  partes  debe  entregar.,.  El 
artículo  1140,  que  se  relaciona  con  los  citados  y  consagra  la  distin- 
ción histórica  y  jurídica  entre  contratos  consensúales  y  reales,  es- 
plica  así  la  naturaleza  de  los  primeros:  Los  contratos  consensúales 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  dispusiere  sobre  las  formas  de  los  contra- 
tos, quedan  concluidos  para  producir  sus  efectos  propios,  desde  que 
las  partes  hubiesen  recíprocamente  manifestado  su  consentimiento. 
En  estos  principios  axiomáticos  no  se  ha  introducido  novedad  al- 
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guna;  continúa  intacta  la  legislación  que  nos  ha  precedido  y  que 
«staba  encarnada  en  los  habitantes  de  la  sociedad  argentina. 

El  contrato  de  locación,  según  el  derecho  romano,  pertenecía  á 
los  consensúales,  perfeccionándose,  en  consecuencia,  por  solo  el 
consentimiento  sobre  los  requisitos  esenciales  que  lo  constituyen,  y 
sin  que  se  exigiese  escritura,  prestación  de  alguna  cosa  ü  otra  for- 
malidad. (L.  L.  1*  y  2%  título  II,  libro  19,  Digesto. — Constituciones 
de  Justiniano,  proemio  del  titulo  XXV,  libro  3. — Vinnio,  Comentario 
á  dicho  párrafo  preliminar.  —  Varnkónig,  Comentario  de  Derecho 
Romano  privado^  tomo  II,  libro  3°,  capitulo  I.— Mainz,  §  215  de  la 
cuarta  edición,  nota2*.— Mackeldey,  Derecho  Romano,  del  contrato 
de  arrendamiento,  §  374,  traducción  de  D.  Eduardo  Gómez  Santa 
Maria). 

En  derecho  español  sucedia  lo  mismo;  era  por  su  naturaleza  con- 
sensual  el  contrato  de  arrendamiento,  y  principiaba  á  producir  todos 
los  efectos  civiles,  siempre  que  constase  el  consentimiento  de  las 
partes.  (Ley  2%  título  VIII,  página  5. — Gutiérrez  Fernandez,  Códi- 
gos fundamentales,  tomo  IV,  página  391,  segunda  edición.— Orliz 
de  Zuñiga,  Jurisprudencia  Civil^  lomo  I,  parte  1%  libro  5",  titulo  II. 
— Alvarez,  ImtitucioneSj  párrafo  946. 

La  tendencia  espiritualista  del  Código  francés,  llevada  hasta  la 
exageración  en  otras  materias,  no  podía  apartarse  del  derecho  co- 
mún, y  por  esto  prescribe  el  artículo  1714  que  puede  arrendarse  ó 
por  escrito  ó  verbalmente,  —  Marcado,  comentando  este  artículo, 
tomo  VI,  dice:  que  no  se  hace  otra  cosa  que  enunciar  un  principio 
de  derecho  común  que  existiría  siempre  aun  cuando  dicho  articulo  no 
se  hubiese  escrito;  y  toda  especie  de  arrendamiento  como  toda  con- 
vención cualquiera,  puede  desde  el  momento  que  un  texto  especial  no 
se  opone,  contraerse  verhalmenteó  por  escrito,  en  virtud  de  los  prin- 
cipios generales. 

También  espresa  Marcadé,  en  el  número  V  del  comentario  ci- 
tado, que  los  autores  estaban  de  acuerdo  con  que  el  artículo  refe- 
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rido  se  aplica  á  toda  especie  de  arrendamiento,  ya  de  muebles,  ya  de 
inmuebles,  ya  de  servicios,  ya  de  cosas;  y  á  la  verdad  existe  com- 
pleta conformidad  sobre  la  doctrina  que  acabo  de  consignar  y  al- 
cance atribuido  al  artículo  1714. 

Troplong,  después  de  transcribir  este  articulo,  agrega:  «Nada  mas 
conveniente,  sin  duda,  que  conservar  esta  regla  de  todos  los  tiempos... 
y  nosotros  decimos,  pues,  que  el  contrato  de  arrendamiento  ya  se 
aplique  á  las  cosas  ó  á  heredades  rurales,  ya  se  aplique  á  muebles,  es 
contrato  puramente  consensual,  y  que  puede  formarse  por  escrito  ó 
verbalmente.  Los  actos  que  se  otorgan  en  escritura  privada  ó  ante 
Escribano,  son  redactados  así  para  servir  de  prueba  al  contrato.» 
(Arrendamiento,  tomo  I,  números  102  y  103;  Duranton,  tomo  XVÍI, 
números  47  y  48;  Duvergier,  tomo  I,  numero  47;  Aubry  el  Rau, 
§  363;  Merlin,  Repertorio,  palabra  «Arrendamiento»,  párrafo  9,  nú- 
mero 1**;  Zachariíe,  párrafo  363,  texto  y  nota  4**). 

El  codificador,  en  presencia  de  estos  antecedentes  que  acabo  de 
mencionar  ligeramente,  ha  establecido  que  el  contrato  de  locación 
quedu  concluido  por  el  mutuo  consentimiento  de  los  interesados;  que 
es  un  contrato  consensual  y  por  consiguiente,  swríe /os  efectos  propios 
del  contrato  desde  que  el  vinculo  jurídico  se  ha  producido  por  ¿a  ma- 
nifestacion  reciproca  del  consentimiento.  Son  los  mismos  principios 
del  derecho  común,  según  los  jurisconsultos  citados:  es  la  regla  de 
todos  los  tiempos  que  no  necesitaba  escribirse,  y  que  debe  regir  el 
contrato  de  locación  y  toda  convención  de  igual  naturaleza,  siem- 
pre que  no  haya  un  texto  que  se  oponga  á  su  imperio. 

Si  el  legislador  quería  apartarse  de  la  tradición  científica,  no  de- 
bió consignar  que  la  locación  quedaba  concluida  por  el  mutuo  con- 
sentimiento de  ios  contrayentes,  porque  con  semejante  prescripción 
producía  una  confirmación  elocuente:  su  solo  silencio  habría  impor- 
tado la  subsistencia  del  axioma  universal  sobre  la  perfección  délos 
contratos  consensúales. 
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Sin  embargo,  examinemos  cuidadosamente  si  hay  algún  texto  es- 
preso que  exija  otra  formalidad  para  la  perfección  del  contrato  de 
arrendamiento;  y  es  tanto  mas  oportuna  esta  investigación,  cuanto 
que  en  el  articulo  1140  ya  citado,  se  ha  prevenido  que  los  contra- 
tos consensúales,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  dispone  sobre  las  formas 
de  los  contratos,  quedan  concluidos  para  producir  sus  efectos 
propios,  desde  que  las  partes  hubiesen  manifestado  su  consenti- 
miento recíproco. 

En  el  capítulo  indicado  no  se  encuentra  artículo  alguno  que  pueda 
ser  aplicable  al  arrendamiento;  es  conveniente,  sin  embargo,  hacer 
mérito  del  artículo  1184  que  contiene  en  sus  diferentes  incisos  una 
prolija  enunciación  de  los  actos,  convenciones  ó  contratos  que  de- 
ben estenderse  en  escritura  pública,  bajo  pena  de  nulidad.  El  inciso 
13  somete  á  la  formalidad  indicada  los  contratos  que  tuviesen  por 
objeto  la  trasmisión  de  inmuebles  en  propiedad  ó  usufructo,  ó  alguna 
obligación  ó  gravamen  sobre  los  mismos,  ó  traspaso  de  derecíios  reales 
sobre  inmuebles  de  otro. 

Ahora  bien,  en  la  locación  no  se  trata  de  la  transmisión  de  inmue- 
bles en  propiedad  ó  usufructo,  ni  de  otros  derechos  reales  ni  gra- 
vamen alguno  que  los  afecte;  y  si  únicamente  del  uso  y  goce  de  una 
cosa,  permaneciendo  intacta  la  propiedad  y  posesión  en  el  locador, 
sin  que  por  el  arrendamiento  sufra  desmembración  ó  gravamen  al- 
guno. (Artículos  1493  y  2462,  inciso  1°,  Código  Civil;  Thiers,  núme- 
ros 213  y  siguientes,  28o  y  siguientes;  Aubry  et  Rau,  §  263).  De 
consiguiente,  el  inciso  citado  no  puede  referirse  al  contrato  de 
arrendamiento. 
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Esto  no  obstante,  las  palabras  del  inciso  alguna  obligación  ó  gra- 
vamen sobre  los  mismos^  pudieren  motivar  alguna  duda  sobre  si  la 
exigencia  de  la  escritura  pública  se  estiende  también  á  las  obliga- 
ciones que  van  á  cumplirse  en  un  inmueble,  aun  cuando  no  se  ad- 
quiera derecbo  alguno  real. 

El  Dr.  Segovia,  en  la  nota  del  artículo  citado,  se  hace  cargo  déla 
cláusula  indicada  y  la  interpreta  asi:  «Las  palabras  obligación  ó 
gravamen  sobre  inmuebles,  significan  los  derechos  reales  sobre  ellos.* 
(Artículo  2505,  sobre  usufructo. . .  sobre  uso  y  habitación. . .  sobre 
servidumbre...  sobre  hipoteca...  sobre  anticresis. ...  sobre  com- 
premiso ). 

La  redacción  de  este  número  es  mucho  mas  perfecta  en  Freitas, 
que  dice  así:  «Artículo  1929. —  Deben  ser  hechos  en  escritura  pú- 
blica, bajo  pena  de  nulidad,  1^:  todos  los  contratos  que  no  sean  ce- 
lebrados en  pública  subasta,  y  tuvieren  por  objeto  trasferir  el  do- 
minio de  inmuebles,  ó  constituir  áerf^cMos  rediles  sobre  inmi^bles» . . » 
Y  efectivamente,  se  nota  á  primera  vista  la  impropiedad  de  la  re- 
dacción del  inciso  precitado,  al  emplear  como  sinónimas  las  palabras 
obligación  ó  gravamen  sobre  bienes  raices,  pues  la  obligación  es 
eminentemente  personal,  es  un  vinculo  que  estrecha  la  voluntad  de 
dos  ó  mas  personas  sobre  un  interés  jurídico,  y  no  afecta  á  la  cosa, 
por  mas  que  se  refiera  á  ella  y  sea  su  objeto  final. 

La  mejor  confirmación  de  este  principio  incontestable  sobre  la 
naturaleza  de  la  obligación^  la  encontramos  en  nuestro  artículo  497, 
extractado  de  los  artículos  867  y  868  del  proyecto  de  Freitas,  y  en 
plena  conformidad  á  lo  establecido  en  derecho  romano.  « No  liay 
obligación  que  corresponda  á  derechos  reales.  A  todo  derecho  per- 
sonal corresponde  una  obligación  s  sanciona  el  artículo  referido. 
De  donde  se  infiere  que  es  imposible,  según  lo  estatuido  en  el  Có- 
digo, que  haya  obligación  que  grave  ó  afecte  los  inmuebles,  ó  que 
constituya  derechos  reales  sobre  los  mismos,  y  por  lo  tanto,  la  pa- 
labra obligación  ó  gravamen  no  puede  ser  interpretada  en  otro  sen- 
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tido  que  el  que  le  ha  atribuido  el  Dr.  Segovia,  no  obstante  la  evi- 
dente  impropiedad  con  que  se  ha  empleado,  impropiedad  en  que  no 
incurrió  el  Dr.  Freitas,  como  se  ha  hecho  notar. 

La  imperfección  de  la  redacción  de  nuestro  inciso,  á  causa  de  la 
agregación  de  la  palabra  obligación,  se  debe  á  la  transcripción  que 
hizo  el  codificador  del  articulo  1003,  número  1°  del  Proyecto  de  Có- 
digo Español,  comentado  por  el  Dr.  Goyena,  en  cuyo  número  se 
prescribe  que  deben  redactarse  en  escritura  pública,  «los  contratos 
que  tengan  por  objeto  la  trasmisión  de  bienes  inmuebles  en  pro- 
piedad ó  en  usufructo,  ó  alguna  obligación  ó  gravamen  sobre  los 
mismos.  )* 

El  Dr.  Goyena,  sin  embargo,  al  comentar  dicho  articulo  le  atri- 
buye el  mismo  alcance  que  el  Dr.  Segovia,  pues  dice:  « Es  el  mismo 
artículo  1411  Sardo,  808  Vaud  y  todos  los  Códigos,  incluso  el  patrio, 
pues  que  al  tratar  de  hipoteca»,  exigen  la  inscripción  ó  toma  de  ra- 
zón en  el  oficio  ó  registro  público  de  las  mismas ...»  Se  ve,  pues 
que  se  refiere  á  los  derechos  reales  como  la  hipoteca,  y  de 
ninguna  manera  al  vínculo  enteramente  personal  que  crea  la  obli- 
gación. 

Empero,  en  el  Proyecto  de  Código  para  España,  se  esplica  la  in- 
serción de  aquella  voz,  porque  en  el  artículo  1025,  á  imitación  del 
Código  Francés,  se  dividen  las  obligaciones  en  personales  y  reales, 
definiéndolas  en  esta  forma  en  los  artículos  1026  y  1027:  «Obliga- 
ción personal,  es  la  que  solamente  liga  á  las  personas  que  la  con- 
traen y  á  todos  sus  herederos.»  «Es  real  la  obligación  que  afecta  á 
la  cosa,  y  obra  contra  cualquier  poseedor  de  ella.» 

Colocados  los  redactores  del  Proyecto  de  Código  en  esta  posición, 
aunque  errónea,  pudieron  consignar  como  sinónimas  las  palabras 
obligación  ó  gravamen,  porque  en  concepto  de  ellos  existen  obliga- 
ciones reales  que  afectan  la  cosa  y  que  importan  un  gravamen  sobre 
la  misma,  y  por  esto  menciona  el  Dr.  Goyena,  en  el  comentario  del 
articulo  1027  sobre  las  obligaciones  reales,  todas  las  modificaciones 
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y  desmembraciones  de  la  propiedad^  como  las  servidnmbres,  prenda, 
hipoteca,  etc.,  etc. 

El  codificador  Argentino,  que  con  tanta  razón  combatió  la  dis- 
tinción indicada,  en  la  interesante  nota  al  articulo  497  ya  citado,  y 
restableció  el  axioma  de  que  todo  derecho  personal  corresponde  á 
una  obligación,  y  no  hay  obligación  que  corresponda  á  derechos 
reales,  debió  proceder  con  el  discernimiento  que  lo  hizo  el  doctor 
Freitas,  en  los  artículos  807  y  868,  y  no  copiar  el  número  i^del  ar- 
ticulo 1003  del  Proyecto  de  Código  Español,  con  la  inserción  de  la 
palabra  tantas  veces  recordada,  y  que  ha  ocasionado  la  discusión 
precedente. 

Antes  de  abandonar  tan  interesante  materia,  convendiria  quizá 
prevenir  la  observación  que  podría  hacerse,  fundada  en  la  parte 
final  del  artículo  1494,  que  dice:  «Todo  lo  dispuesto  sobre  el  precio, 
consentimiento  y  demás  requisitos  esenciales  de  la  compra-venta, 
es  aplicable  al  contrato  de  locación»;  y  como  en  la  venta  de  inmue- 
bles ó  trasmisión  de  derechos  reales  se  requiere  escritura  pública, 
igual  exigencia  debe  aplicarse  al  arrendamiento  de  bienes  raices. 

Ante  todu,  debe  fijarse  bien  el  sentido  de  las  palabras  transcrip- 
tas. El  Dr.  Segovia,  al  ocuparse  de  ellas,  se  expresa  así;  «Es  muy 
absoluto  (como  está  redactado)  y  debe  entenderse  en  lo  que  fuera 
aplicable^  y  mientras  no  exista  en  el  presente  título  disposición  en 
contrarío...  Adviértase,  continúa,  que  los  requisitos  esenciales  de  la 
compra-venta,  son  tres  únicamente:  consentimiento  (esencial  siem- 
pre á  todo  contrato),  cosa  y  precio». 

El  Dr.  Freitas,  con  aquella  precisión  científica,  sin  descuidar  el 
método,  que  forma  de  su  grande  obra  un  admirable  conjunto,  y  la 
redacción  misma,  nos  revela  en  el  artículo  2289,  que  no  es  arbitra- 
ria la  interpretación  dada  por  el  Dr.  Segovia.  «Las  disposiciones  del 
capítulo  II  de  este  libro,  dice,  sobre  los  requisitos  esenciales  de  la 
compra  y  venta,  rigen  la  locación  en  todx)  lo  que  fuera  aplicable,  no 
habiendo  en  este  capitulo  disposición  en  contrarío.» 
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Este  es  el  común  sentir  de  los  tratadistas,  y  no  puede  ser  otro  el 
significado  de  nuestro  artículo,  porque  existiendo  diferencias  esen- 
ciales entre  la  compra  y  la  locación,  es  imposible  que  todo  lo  dis- 
puesto en  la  primera  sobre  los  requisitos  esenciales,  sea  absoluta- 
mente aplicable  á  la  segunda.  Mientras  tanto,  como  las  analogías 
entre  uno  y  otro  contrato  son  tan  numerosas,  es  natural  que  en  lo 
aplicable  rijan  las  mismas  reglas,  es  decir,  cuando  la  analogía  ó  afi- 
nidad subsista.  (Mainz,  Curso  de  Derecho  Romano,  cuarta  edición, 
tomo  II,  §  215  y  nota  2*";  Aubry  et  Rau,  §  363;  Marcadé,  sobre  los 
artículos  1714  á  1716,  miraero4°;I)uranton,  tomo  XVII,  número  i^). 

Establecido  el  verdadero  significado  de  la  cláusula  que  analiza- 
mos, resta  ver  si  es  aplicable  á  la  locación  la  formalidad  mencionada 
para  la  enajenación  de  inmuebles.  Queda  ya  establecido  que  el  ar- 
tículo 1184  se  refiere  solo  á  la  propiedad  y  derechos  reales:  y  como 
en  el  arrendamiento  no  se  trata  de  trasmisiones  de  tal  naturaleza, 
sino  del  vínculo  personal  que  emana  de  un  contrato  que  en  nada 
altera  los  derechos  de  propiedad  y  posesión,  resulta  que  no  es  apli- 
cable á  la  locación  la  regla  que  contiene  el  enunciado  articulo. 

Por  otra  parte,  el  artículo  que  analizamos  se  refiere  á  lo  dis- 
puesto sobre  precio,  consentimiento  y  demás  requisitos  esenciales 
de  la  compra-venta  en  general,  ó  como  decía  el  doctor  Segovia  en 
la  nota  citada,  al  consentimiento,  cosa  y  precio  que  son  los  elemen- 
tos esenciales  de  dicho  contrato.  Y  bien,  sí  analizamos  cuidadosa- 
mente lo  dispuesto  en  el  título  de  la  compra-venta,  respecto  á  los 
enunciados  requisitos,  nada  encontramos  que  nos  haga  presumir 
la  necesidad  de  la  escritura  pública  como  forma  esencial  del  con- 
trato. 
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Dilucidada  la  primera  proposición,  sobre  si  nuestro  Códi¿^o  lia 
establecido  alguna  forma  especial  para  la  perfección  del  contrato  de 
arrendamiento,  corresponde  tratar  de  la  segunda,  á  saber:  Si 
cuando  los  interesados  convienen  en  hacer  constar  sus  convencio- 
nes en  escritura  pública  ó  en  otra  clase  de  instrumento,  se  puede 
decir  perfecto  el  contrato,  antes  que  se  observe  la  formalidad  con- 
venida. Este  es  otro  punto  importante  y  digno  de  ser  tomado  en 
consideración. 

La  doctrina  de  los  jurisconsultos  se  manifiesta  con  claridad  so- 
bre la  materia.  Pueden  los  contratantes  estipular  una  formalidad 
especial,  como  el  otorgamiento  de  escritura  pública;  para  la  cons- 
tatación y  prueba  del  contrato  que  estaba  ya  perfecto,  ó  como 
forma  del  mismo,  quedando  en  suspenso  su  perfección  hasta  que  se 
haya  llenado  la  formalidad  requerida.  En  el  primer  caso,  la  conven- 
ción está  completa,  es  obligatoria  y  nadie  puede  arrepentirse  aun- 
que la  escritura  no  se  estienda.  Mas  en  el  segundo,  todo  permanece 
en  suspenso,  dependiente  de  la  forma  que  las  partes  han  querido 
dar  á  su  convención.  Esta  reviste  el  carácter  de  un  proyecto,  cuya 
perfección  depende  del  cumplimiento  del  acto  convenido. 

Me  limitaré,  por  la  premura  del  tiempo,  á  citar  solo  algunas  de 
tantas  opiniones  autorizadas. 

Los  señores  Aubry  et  Rau,  en  el  párrafo  343  y  nota  21,  apoyados 
en  la  enseñanza  de  respetabilísimos  autores  y  fallos  de  los  Tribu- 
nales, resumen  así  la  doctrina  en  el  caso  propuesto:  «¿a  cláusula 
por  la  cual  las  partes  declaran  su  intención  de  hacer  convertir  en 
acto  notariado  la  convención  que  se  contiene  en  un  documento  pri- 
vado, y  aun  de  hacer  constatar  por  escrito  una  convención  pura- 
mente verbal,  no  hace  depender  la  formación  y  eficacia  del  contrato 
de  estas  formalidades,  á  menos  que  no  resulte  claramente  de  los  térmi- 
nos de  esta  declaración  ó  de  las  circunstancias,  que  tal  ha  sido  la  in- 
tención de  las  partes. » 
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«Cláusulas  de  esta  naturaleza,  dice  en  la  nota  citada,  dehen  en 
general  ser  consideradas,  como  que  tienen  únicamente  por  objeto 
asegurar  la  priieha  de  la  convención  á  la  cual  dichas  cláusulas  se  re- 
fieren. (Pothier,  número  H,  Exposición  de  motivos;  Locré,  Legisla- 
ciony  tomo  XIV,  página  142  y  si^ínientes,  número  o*^;  Merlin,  Reper- 
torio, voz  i^entay  §  1^  artículo  3°,  número  7";  TouHier,  tomo  VIH, 
número  140;  Duranton,  tomo  X,  número  87  y  16,  nota  36;  Troplong, 
De  la  venta,  tomo  I,  número  10;  Zachariae,  §  343,  texto  y  nota 
7*). 

Toullier,  en  la  parte  citada,  con  el  magisterio  y  claridad  que  le 
son  peculiares,  dice  también:  <Es  un  principio  incontestable  que  el 
solo  consentimiento  basta  para  la  perfección  do  los  contratos  con- 
sensúales, y  que  no  es  necesario  redactarlos  por  escrito,  á  menos 
que  las  partes no  hayan  espresamente  convenido  formali- 
zar escritura  pública,  con  la  intención  que  el  contrato  no  quedará 
perfecto  y  concluido  hasta  que  el  acto  hatja  recibido  su  forma  entera  y 
legal;  porque  entonces,  aunque  de  acuerdo  sobre  todos  los  puntos,  cada 
parte  puede  desistir  hasta  la  perfección  del  acto:  Datur  penitentie 
locus.  Esta  decisión  de  la  ley  17  del  Código  De  fide  instrumentorum, 
repetida  en  las  Instituciones  de  Justiniano,  en  el  título  de  compra- 
venta  " 

«Pero  la  convención  de  que  el  acto  se  otorgará  ante  un  notario, 
no  huce  por  si  misma  depender  de  este  acto  la  perfección  del  contrato; 
es  necesario  que  aparezca  claramente,  que  la  intención  de  las  partes 
al  hacer  esta  convención,  ha  sido  hacer  depender  su  obligación  de  la 
perfección  del  acto.  Esto  mismo  atestigua  Pothier,  al  número  11...» 

Gomo  se  vé,  en  nada  discrepa  de  los  jurisconsultos  antes  citados. 
«La  cláusula  de  elevar  á  escritura  pública  lo  que  se  ha  pactado,  no 
basta  por  si  sola  para  dejar  en  suspenso  el  convenio,  para  que  se 
repute  un  simple  proyecto. í  En  completa  conformidad  se  expresa- 
ron Portalis  y  Troplong,  en  los  lugares  citados:  ^<La  escritura  no  se 
requiere  en  la  venta  sino  como  prueba,  dice  el  último...,  y  no  existe 
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Otra  excepción  que  cuando  se  ha  convenido,  como  condición  suspen- 
siva, que  el  acto  será  redactado  por  escrito,  y  la  escritura  no  se  ka 
otorgado  para  darle  su  perfección.  La  distinción  de  Jusiiniano  sub- 
siste en  nuestro  derecho,  con  toda  la  fuerza  que  ella  impera  en  la 
sana  razón.  >• 

«Cuando  dos  interesados,  prosigue,  celebran  un  acto  en  instru- 
mento privado,  pero  convienen  en  que  se  elevará  á  una  forma  autén- 
tica, el  acto  bajo  firma  privada,  como  lo  dice  Portalis  en  la  exposi- 
ción de  motivos  de  la  venta,  wo  es  por  esto  un  simple  proyecto.  Se 
promete  solamente  agregar  una  forma  mas  auténtica;  pero  el  fondo 
del  contrato  permanece  siempre  independiente  de  esta  forma... 

Se  ha  juzírado  constantemente  que  era  obligatoria  una  venta  pri- 
vada, aun  cuando  en  el  acto  se  hubiese  reservado  hacer  redactar 
sus  acuerdos  en  acto  público,  y  que  esta  reserva  no  se  hubiese  rea- 
lizado jamas.  La  redacción  de  una  venta  privada  en  contrato  público, 
no  puede  ser  reputada  esencial  sino  cuando  las  partes  han  declarado 
que  hasta  que  se  verifique  dicha  redacción^  su  primer  acto  quedaria  en 
los  términos  de  un  simple  proyecto. » 

TroplonÍ5%  apreciando  justamente  los  elevados  conceptos  de  Por- 
talis, agrega:  Tal  es  el  espíritu  del  Código. . . .  y  los  magistrados  que 
quieran  permanecer  fieles  al  pensamiento  de  la  ley  y  á  la  fuerza  de  los 
principios,  deberán  apresurarse  á  adoptar  la  doctrina  de  M.  de  Porta- 
lis,  que  será  su  mejor  guia. 

Se  hace  innecesario  continuar  en  esta  exposición  de  principios, 
pues  la  jurisprudencia  nos  marca  con  claridad  satisfactoria,  que  la 
cláusula,  en  virtud  de  la  cual  se  comprometen  á  elevar  á  escritura 
pública  la  convención  contraída,  no  importa  dejarla  en  suspenso,  en 
el  estado  de  proyecto,  á  no  ser  que  esto  resulte  claramente  de  la  in- 
tención de  los  contratantes;  y  que  en  otro  caso,  la  convención  está 
perfecta  y  surte  sus  efectos  legales,  aun  cuando  la  cláusula  especial 
no  se  haya  cumplido,  porque  su  estipulación  ha  tenido  por  objeto  la 
mejor  y  mas  fácil  comprobación  del  contrato. 
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El  Codificador  Dr.  Velez  Sarsfield,  aceptó  en  toda.su  plenitud  ia 
jurisprudencia  enunciada;  y  una  prueba  elocuente  de  ello,  nos  su- 
ministra la  nota  al  articulo  1186 que lue^ro examinaremos.  «La cláu- 
sula, dice,  por  la  cual  las  partes  convengan  en  consignar  sus  con- 
venciones en  un  acto  bajo  forma  privada,  6  de  que  consten  por  escri- 
tura pública,  no  hace  depender  la  existencia  de  ellas  de  cumplimiento 
de  estas  formalidades,  en  los  contratos  en  que  las  leyes  no  los  exijen. 

Una  cláusula  de  esta  naturaleza,  debe  en  general  ser  considerada 
como  que  solo  tiene  el  objeto  de  asegurar  la  prueba  de  la  convención, 
á  la  cual  se  refiere  Troplong.  (De  la  renta,  número  19;  TouUier, 
tomo  VIH,  número  140;  Aubry  et  Rau,  párrafo  343,  nota  21. 

Esta  anotación  es  de  suma  importancia  para  la  aplicación  del  ar- 
ticulo 1186,  al  cual  se  refiere;  pero  bailándose  éste  intimamente  li- 
gado al  anterior,  que  lo  precede,  debemos  mencionarlo  también  para 
la  debida  claridad.  En  el  articulo  1185,  so  babia  dispuesto  que  los 
contratos  que  debiendo  ser  hechos  por  escritura  pública,  no  queda- 
rán concluidos  como  tales  contratos,  mientras  la  escritura  pública 
no  se  halle  firmada;  poro  quedarán  concluidos  como  contratos  en 
que  las  partes  se  han  obligado  á  hacer  escritura  pública. 

A  continuación  se  encuentra  el  ya  citado,  cuyo  tenor  es  el  siguien- 
te: «El  artículo  anterior  no  tendrá  efecto  cuando  las  partes  hubie- 
sen declarado  en  el  instrumento  "^dxüi^wXdiY,  que  el  contrato  no  valdrá 
sin  la  escritura  pública^. 

La  nota  del  Codificador  y  la  letra  de  este  artículo,  nos  llevan  á  la 
consecuencia  de  que  la  inserción  simple  de  la  cláusula  de  estender 
escritura  pública  en  los  contratos  en  que  la  ley  no  la  exije,  no  impide 
su  perfección;  y  en  los  que  se  exije  instrumento  público  como  forma 
del  mismo,  deja  subsistente  una  obligación  de  hacer, si  bien  el  contra- 
to, como  tal,  no  queda  concluido.  Pero  si  la  cláusula  no  es  simplemente 
de  elevar  lo  convenido  á  escritura  pública,  sino  que  el  contrato  no 
valdrá  sin  la  escritura,  entonces  en  el  primer  caso  propuesto,  no 
existe  convención  alguna  perfecta,  sino  un  proyecto  quedepende  de  la 
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reali/acion  de  la  cláusula;  y  en  el  secundo,  no  queda  ni  la  obliga- 
ción de  hacer  escritura. 

Podria  parecer  á  primera  vista  que  existe  alguna  antinomia  entre 
el  1186  y  anotación  citada,  con  el  artículo  975;  pero  esta  aparien- 
cia se  desvanece  muy  luego.  «  En  los  casos  (espresa  dicho  artículo), 
en  que  la  expresión  por  escrito  fuese  esclusiramente  oráenaíásí  6  con- 
venida,  no  puede  ser  suplida  por  ninguna  otra  prueba,  aunque  las 
partes  se  hayan  obligado  á  hacerlo  por  escrito  en  un  tiempo  deter- 
minado, y  se  haya  impuesto  cualquier  pena;  el  acto  y  la  convención 
sobre  la  pena,  son  de  ningún  efecto. » 

La  disposición  del  artículo  tendrá  lugar  cuando  la  forma  escrita 
fuese  escliiMramente  convenida^  y  por  consiguiente,  han  querido  los 
interesados  que  no  valga  en  otra  forma;  que  esta  sea  esclusiva  para 
su  perfección;  y  en  tal  caso,  lejos  de  chocar  con  el  H86,se  advierte 
una  plena  conformidad,  porque  ambos  contienen  resoluciones  aná- 
logas; es  decir,  que  las  partes,  en  lo  que  es  de  su  resorte,  están  en 
su  perfecto  derecho  para  pactar  que  no  se  produzca  el  vínculo  jurí- 
dico hasta  que  la  convención  se  redacte  por  escrito  ó  se  haga  escri- 
tura pública  ó  privada,  pues  nada  hay  que  pueda  sobreponerse  á  esta 
voluntad  fundada  en  la  lev. 

Esclarecida  la  doctrina  jurídica  en  la  forma  que  acabo  de  espo- 
nerla, descendamos  á  su  aplicación  recordando  brevisimamente  los 
antecedentes  que  quedan  relacionados.  Los  señores  Rodríguez,  en 
las  preguntas  3*  y  9"  del  interroí^atorio  de  fojas  44  y  45,  y  posición 
quinta  del  de  f.  70,  y  el  Dr.  Silveyra  en  su  informe,  afirman  que 
después  de  convenir  en  las  bases  del  contrato  y  consignarlas  por 
escrito,  se  acordó  reducirlas  al  día  siguiente  á  escritura  pública, 
debiendo  firmar  el  Dr.  Silveyra  como  apoderado  de  Peyrano,  por- 
que éste  se  marchó  al  Rosario  la  tarde  misma  en  que  se  ajustaron 
las  bases. 

Este  acuerdo  de  reducir  las  bases  á  escritura  pública,  no  llevaba 
la  cláusula  de  que  la  convención  celebrada  quedaba  en  suspenso 

T.  XX  «"^ 
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hasta  que  se  fírmase  la  escritura,  ni  existe  otro  antecedente  que  re- 
velase semejante  intención  en  los  contratantes.  Aparece,  por  el  con- 
trarío, que  todo  queda  arreglado  y  perfecto,  y  solo  se  procuraba  una 
mayor  solemnidad  y  constancia  fehaciente.  El  Dr.  Silveyra  asegura 
que  la  convención  quedó  concluida;  y  los  mismos  telegramas  del 
Sr.  Peyrano  ordenando  la  suspensión  del  arrendamiento,  patenti- 
zan que  á  su  juicio  el  contrato  no  quedó  en  suspenso,  porque  no  se 
manda  suspender  lo  mismo  que  está  suspendido,  que  no  existe  aun, 
que  puede,  cuando  mas,  ser  un  proyecto  que  no  liga  en  manera  al- 
guna. 

En  su  mérito,  y  omitiendo  otras  consideraciones,  fallo  definitiva- 
mente juzgando:  que  D.  Esteban  Peyrano  debe  cumplir  el  contrato 
de  arrendamiento  de  la  estancia  de  «Sínsacati  s  celebrado  con  los 
Sres.  D.  Manuel  y  D.  Elíseo  Rodríguez,  y  cuyas  bases  se  encuentran 
consignadas  en  la  escritura  que  quedó  sin  firmarse  y  corre  á  fojas 
57,  58  y  59,  sin  especial  condenación.  Repónganse  los  sellos  y  há- 
gase saber  con  el  orijirinal. 

Rafael  García. 


Pallo  <l(»  la  Siiproiiia  (üorlo 


Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1885. 

Vistos,  resulta:  Que  la  prueba  producida  por  los  Señores  Rodrí- 
guez, para  demostrar  que  concluyeron  un  contrato  de  arrenda- 
miento de  la  finca  de  «Sinsacati»  con  Don  Esteban  Peyrano,  bajólas 
bases  que  se  espresan  en  la  demanda^  consiste  en  la  declaración  del 
Doctor  Silveyra,  corriente  á  foja  sesenta  y  dos  vuelta,  en  la  del  es- 
cribano Gallegos,  de  foja  cuarenta  y  nueve  vuelta,  en  las  copias  de 
la  escritura  de  locación,  sin  firma  de  las  parles,  estendida  por  éste 
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á  foja  cincuenta  y  siete,  en  los  telegramas  de  fojas  cincuenta  y  cua- 
tro, cincuenta  y  cinco  y  cincuenta  y  seis,  y  en  las  posiciones  absuel- 
tas  á  fojas  setenta  y  uno. 

Y  considerando:  Primero:  Que  el  único  testigo  que  depone  sobre 
el  heciio  de  haber  quedado  concluido  en  su  presencia  un  contrato 
de  arrendamiento  de  la  estancia  de  Sinsacatí,  entre  los  Señores  Ro- 
dríguez y  Don  Esteban  Peyrano,  es  el  Doctor  Silveyra,  contestando 
á  la  segunda  y  sésta  preguntas  del  interrogatorio  de  foja  cuarenta 
y  cuatro. 

Segundo:  Que  el  escribano  Gallegos  nada  dice  que  pueda  corro- 
borar lo  declarado  por  Silveyra,  pues  depone  sobre  hechos  entera- 
mente diversos,  cuales  son:  el  haberle  presentado  el  joven  Manuel  ' 
Rodríguez  un  contrato  privado  de  arrendamiento,  manifestándole, 
según  creía,  que  se  lo  remitía  el  Doctor  Silveyra  para  que  lo  redu- 
jera á  escritura  pública,  y  que  estando  esta  estendida  en  su  proto- 
colo, se  le  dijo,  no  recuerda  por  quien,  que  se  había  recibido  orden 
de  Peyrano  de  suspender  la  suscripción  de  ella:  hechos  délos  cualeí» 
en  manera  alguna  puede  deducirse  que  ese  contrato  privado,  sio 
firma  alguna,  presentado  al  escribano  por  un  tercero,  fuese  con- 
cluido por  Don  Esteban  Peyrano. 

Tercero:  Que  tampoco  prueban  este  hecho  los  telegramas  de  fo- 
jas cincuenta  y  cuatro,  cincuenta  y  cinco  y  cincuenta  y  seis,  dirigí- 
dos  al  Doctor  Silveyra;  pues  la  espresíon  de  suspender  arrenda- 
miento, que  se  emplea  en  los  dos  primeros,  después  de  avisarle  que 
ha  salido  comprador  de  la  finca,  y  las  de  no  comprometer  estableci- 
miento, que  se  emplea  en  el  último,  lejos  de  poderse  tomar  como  un 
reconocimieoto  implícito  de  haber  quedado  concluido  dicho  con- 
trato, demuestran,  por  el  contrarío,  que  se  trataba  de  un  contrato 
DO  concluido,  de  nn  contrato  por  el  cual  nada  se  ha  comprometido 
todavía;  pues  de  otro  modo  no  se  le  mandaría  suspender,  ni  se  pre- 
vendría no  comprometer  el  establecimiento. 

Cuarto:  Que  á  esta  conclusión  no  se  opone  lo  declarado  píir  Pí;}- 
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rano  al  absolver  la  se^íimda  pregunta  de  las  posiciones  de  foja  se- 
tenta, cuando  dice:  que  Silveyra  quedó  encargado  de  combinar  con 
los  Rodrigue/  las  bases  del  contrato  y  remitírselas  al  Rosario,  para 
hacerles  las  observaciones  que  creyese  convenientes;  porque,  si  bien 
es  cierto  que  en  tal  caso  no  era  necesario  prevenirle  que  suspen- 
diese el  arrendamiento,  puesto  que  este  nosellevaria  á  cabo  sin  su 
aprobación  previa,  esa  prevención  no  era  inútil  desde  que  con  ella 
se  evitaba  al  apoderado  las  molestias  de  discutir  y  acordar  inútil- 
mente bases  que  de  ningún  modo  se  aceptarian  por  haber  resuelto 
vender  el  establecimiento  que  debia  arrendarse. 

Quinto:  Que  en  las  posiciones  citadas  no  hay,  como  se  establece 
en  la  sentencia, una  confesión  categórica  de  haberse  celebrado  di- 
cho contrato;  pues  interrogado  Peyrano:  «  cómo  es  cierto  que  ha- 
>  liándose  en  esta  ciudad  en  el  mes  de  Mayo  del  año  pasado,  se 
»  reunió  con  los  demandantes  en  casa  del  Doctor  Silveyra,  estando 
»  presente  su  hermano  Don  Manuel  Peyrano,  y  acordaron  allí  las 
»  bases  de  arriendo  de  la  espresada  estancia  de  Sinsacati  >,  —  con- 
testó: «  que  es  cierto;  pero  que  tiene  que  dar  las  siguientes  espli- 
»  caciones:  que  estaban  reunidos  en  la  casa  del  Señor  Silveyra;  que 
»  entonces  éste  quedó  en  combinar  con  los  Rodríguez  las  bases  del 
»  contrato  para  remitírselas  al  absolvente  al  Rosario,  á  fin  de  que 
»  hiciere  las  observaciones  que  creyese  convenientes:  bases  que 

*  hasta  hoy  no  ha  recibido  ». 

«I 

Esta  contestación  responde  á  las  dos  partes  contenidas  en  la  pre- 
gunta, que  se  han  presentado  en  globo  al  interrogado,  y  se  vé  con 
toda  claridad  que  las  respuestas  afirmativas  se  refieren  ala  primera 
parte,  esto  es:  que  es  cierto  que  se  reunió  con  los  Rodríguez  en  casa 
de  Silveyra;  y  la  esplicacion  que  dá  en  seguida,  se  refiere  á  la  se- 
gunda, esto  es:  que  Silveyra  quedó  en  combinar  con  aquellos  las 
bases  del  arriendo  de  Sinsacati. 

No  hay,  pues,  en  esta  respuesta,  ni  contradicción,  ni  confesión  al- 
guna de  haber  quedado  concluido  dicho  contrato. 
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Sesto:  Que  sobre  este  hecho  no  existe  en  autos  otra  prueba,  según 
resulla  de  lo  espuesto  en  los  considerandos  anteriores,  que  la  decla- 
ración del  Dr.  Silveyra,  la  cual  es  insuficiente  para  probar  la  acción 
deducida: 

Primero,  Porque  es  sinf^ular,  y  sej^un  los  términos  de  la  ley  trein- 
ta y  cuatro,  Título  diez  y  seis,  Partida  tercera,  ningún  pleito  se  pue- 
de probar  por  un  solo  testigo,  cuando  quier  qm  sea  orne  bueno  é 
honradOy—y 

Segundo,  Porque  este  testigo  nada  dice,  ni  ha  sido  interrogado 
sobre  cuáles  fueron  las  bases  del  contrato,  siendo  de  notarse  que  el 
documento  privado  en  que,  según  se  afirma,  estaban  escritas,  no  se 
ha  presentado  en  autos,  y  lo  que  es  mas  particular  todavia,  no  se  ha 
preguntado  al  testigo  si  las  consignadas  por  el  escribano  Gallegos 
en  el  borrador  de  escritura  pública  presentado  á  foja  cuarenta  y  tres 
vuelta  son  las  mismas  que  se  acordaron  en  su  presencia;  resultando 
de  aquí  que  han  quedado  completamente  desconocidas  por  no  exis- 
tir prueba  alguna  que  las  demuestre,  y  que,  por  consiguiente,  no 
puede  ordenarse  el  cumplimiento  de  un  contrato  cuyas  bases  sus- 
tanciales se  ignoran  por  completo. 

Por  estos  fundamentos  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  la  Ley 
primera.  Título  catorce,  Partida  tercera,  se  revoca  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  treinta  y  dos,  y  se  absuelve,  en  su  consecuencia,  de  la 
demanda  á  D.  Esteban  Peyrano.  Notifíquese  con  el  original,  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGUREN. 
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CAISA  CXXXII 


D.  Julián  Pando,  contra  D.  Alejo  Reboredo,  Jiiez  de  Paz  de  la  Sec- 
ción 13  de  la  Capital  Federal;  por  infracción  de  la  ley  de  elec- 
ciones. 


Sumario,—La  inasistencia  injustificada  deIJuez  de  Paz  á  las  re- 
uniones de  la  Junta  Calificadora,  constituye  una  de  las  infracciones 
mas  graves  de  la  ley  electoral. 

^  El  juicio  á  que  da  lugar  las  infracciones,  es  breve  y  sumario, 
y  las  partes  deben  concurrir  al  comparendo  á  que  se  les  cita,  con 
toda  la  prueba  que  deban  producir. 


Caso, — Está  suficientemente  espuesto  en  el  siguiente 


Fallo  ílol  Juez  Fodoral 


Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1885. 

Vista  esta  causa  iniciada  por  el  Dr.  D.  Julián  Panelo,  en  uso  del 
derecho  que  le  acuerda  el  artículo  71  de  la  Ley  de  Elecciones,  con- 
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tra  el  Juez  de  Paz  do  la  Parroquia  del  Socorro,  por  infracciou  á  la 
misma  ley. 

Resulta  del  acta  acompañada:  Primero.  Que  el  domingo,  cuatro 
del  corriente,  primer  dia  señalado  para  que  tenga  lugar  la  inscrip- 
ción en  el  Registro  Cívico  Nacional,  de  los  vecinos  de  dicha  Parro- 
quia, á  la  hora  designada  por  la  Ley  solo  se  presentaron  en  el  atrio 
de  la  Iglesia  Parroquial,  el  titular  D.  J.  M.  Estrada  y  el  suplente 
D.  Nicasio  Repeto,  no  habiendo  comparecido  el  Juez  de  Paz  que  de- 
l)ia  integrar  la  mesa  y  hacer  entrega  de  los  Registros  y  boletos  -ne- 
cesarios. 

Segundo.  Que  requerido  éste  en  su  domicilio  aun  después  de  pa- 
sados algunos  minutos  de  la  hora,  por  intermedio  del  Comisario  de 
la  Sección,  hizo  contestar  que  habia  mandado  aviso,  el  cual  no  fué 
recibido  por  dichos  señores,  ni  por  el  Cura  Párroco,  sin  espresar  su 
contenido,  lo  que  dio  lugar  á  que  los  miembros  concurrentes  de  la 
Junta  levantaran  el  acta  acompañada,  resolviendo  retirarse,  dando 
por  resultado  que  en  dicho  dia  no  se  verificara  inscripción  en  esa 
parroquia. 

Y  considerando:  i^  Que  el  articulo  69  de  la  Ley  de  Elecciones  de 
16  de  Octubre  de  1877,  establece,  en  general,  penas  para  las  infrac- 
ciones de  la  misma  ley  que  no  tengan  en  ella  una  penalidad  espe- 
cial, ya  sean  cometidas  por  los  ciudadanos  llamados  al  ejercicio  del 
sufragio  ó  por  los  funcionarios  públicos  encargados  de  hacer  funcio- 
nar su  mecanismo. 

V  Que  en  los  términos  de  la  Ley  y  según  los  principios  generales 
del  derecho  coman  sobre  los  actos  ilícitos,  se  encuentran  igualmen- 
te comprendidas  las  infracciones  que  consistan  en  la  ejecución  de 
hechos  contrarios  á  sus  disposiciones  y  las  que  consistan  en  la  omi- 
sión ó  falta  de  cumplimiento  de  los  deberes  que  ella  impone,  como 
lo  ha  declarado  la  Corte  Suprema  en  la  causa  criminal  seguida  con- 
tra los  señores  Dr.  D.  Jnan  Lagraña  y  otros,  por  infracción  á  la  Loy 
de  Elecciones  (T.ÍT.S.  T,  P^íir.Zliáe  los  FaUoí^  de  la  Suprema  Cor ie). 
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3^  Que  siendo  esencial  la  presencia  del  Juez  de  Paz^  para  la  cons- 
titución de  la  mesa  calificadora,  atento  lo  que  dispone  el  articulo  3^ 
de  la  Ley  de  Elecciones,  de  tal  modo  que  su  ausencia  ha  dado  por 
resultado  obstruir  uno  de  los  actos  primordiales  mas  importantes 
del  ciudadano,  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos;  no  puede 
ponerse  en  duda  que  su  inasistencia  constituye  una  de  las  mas  graves 
infracciones  que  caen  bajo  la  sanción  penal  del  artículo  69,  justifi- 
cando la  aplicación  del  máximum  de  la  pena  que  él  establece. 

4°  Que  como  lo  ha  establecido  con  alta  moralidad  y  sabiduría  la 
Suprema  Corte  en  el  fallo  que  se  ha  citado,  es  de  vital  importancia 
mantener  la  pureza  del  sufragio,  que  sirve  de  base  á  la  forma  re- 
presentativa de  gobierno,  sancionada  por  la  Constitución  Nacional, 
y  reprimir  todo  lo  que  de  cualquier  manera  pueda  contribuir  á  al- 
terarla, dando  al  pueblo  representantes  que  no  sean  los  que  él  ha 
tenido  la  voluntad  de  elegir,  á  cuyo  resultado,  sin  duda,  se  llegaría 
sí  quedase  establecido  que  puede  depender  de  la  voluntad  de  un  in- 
dividuo ó  funcionario  omiso  ó  negligente  obstruir  los  actos  prepara- 
tivos esenciales  para  el  ejercicio  del  sufragio. 

5^  Que  la  única  causal  alegada  por  el  demandado,  consistente  en 
enfermedad,  para  escusar  la  infracción  á  la  Ley  Electoral,  de  que 
se  le  acusa,  es  de  todo  punto  inadmisible:  1^  porque  no  ha  sido  com- 
probada legalmenle,  pues  el  certificado  médico  que  se  ha  presenta- 
do y  corre  agregado  á  foja  6,  carece  de  toda  autenticidad,  siendo 
impertinente  el  reconocimiento  solicitado,  porque  dada  la  natura- 
leza breve  y  sumaria  de  este  juicio  la  parte  ha  debido  comparecer 
á  él  con  pruebas  fehacientes,  como  se  dispuso  en  el  auto  recaído  en 
la  acusación,  y  por  consiguiente,  acompañado  del  médico  que  lo 
asistió  para  hacer  constatar  el  hecho  en  forma  auténtica;  2^,  porque 
aun  reconociéndole  autenticidad,  dicho  certificado  se  limita  á  espre- 
sar que  el  Dr.  Santillan,  que  lo  otorga,  asistió  al  acusado  el  día  4  del 
corriente,  sin  determinar  la  clase  de  enfermedad  ó  su  gravedad,  y 
si  esta  le  imposibilitaba  ó  no  para  asistir  á  la  formación  de  la  Junta 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  113 

Calificadora,  descubriéndose  á  la  simple  lectura  de  él,  por  sus  tér- 
minos equívocos,  que  ha  sido  espedido  por  complacencia. 

6°  Que  aun  en  la  hipótesis  de  haber  estado  realmente  imposibili- 
tado para  asistir  personalmente  al  acto,  de  su  propia  confesión  re- 
sulta que  su  enfermedad  le  permitía  estar  en  pié  y  en  el  pleno  goce 
de  sus  facultades,  de  manera  que  debió  oportunamente  comunicar 
su  inhabilidad  al  suplente  que  le  dá  la  Ley  Orgánica  de  los  Tribu- 
nales, para  que  éste  procediese  á  reemplazarlo  en  la  presidencia  de 
la  Junta  Calificadora,  omisión  que  también  lo  coloca  bajo  la  sanción 
penal  de  la  ley. 

7^  Que  por  lo  demás,  la  falsedad  de  la  causal  alegada  ha  quedado 
evidenciada  por  la  propia  confesión  del  acusado,  reconociendo  es- 
plícitamente  que  el  dia  anterior  y  el  posterior  al  de  la  inscripción 
ha  estado  en  la  calle,  sin  impedimento  alguno,  y  que  el  mismo  dia 
de  la  inscripción  ha  estado  en  pié  en  los  balcones  de  su  casa  y  an* 
tes  de  ello  atendiendo  las  visitas  de  los  mismos  testigos  que  han  de- 
clarado en  esta  causa. 

Por  estos  fundamentos  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 69  de  la  Ley  de  Elecciones,  fallo  imponiendo  á  I).  Alejo  Re- 
boredo,  la  mulla  de  quinientos  pesos  moneda  nacional,  con  destino 
al  fondo  de  las  Escuelas  Comunes  de  la  Capital,  de  acuerdo  al  ar- 
tículo 70  de  la  ley  Electoral,  debiendo  notificarse  esta  sentencia 
original  á  las  partes  y  al  Presidente  del  Consejo  Nacional  de  Edu- 
cación. 

Andrés  ligar  riza. 
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Fallo  (lo  la  Sii|ireiiia  (401*1  o 


Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos:  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  trece  vuelta,  y  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAISA  c:\x\iii 


El  Dr.  Juan  Carballido  contra  D,  Olio  Recke,  Jaez  de  Paz  de  la  Sec- 
ción 3^  de  la  Capital  Federal,  por  infracción  á  la  ley  Electoral, 


Sumario,  —  1**  Todos  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora,  creada 
por  la  Ley  de  Elecciones,  están  sujetos  á  las  mismas  responsabili- 
dades. 

^  En  el  juicio  sumario  y  breve  por  infracción  á  la  Ley  Electo- 
ral, no  son  admisibles  las  cuestiones  previas,  sino  que  todas  ellas 
deben  ventilarse  en  un  mismo  acto. 
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3^  Las  infracciones  á  la  Ley  Electoral  consisten  en  la  ejecución 
de  hechos  contrarios  á  sus  disposiciones  ó  en  la  omisión  ó  falta  de 
curopliroiento  de  los  deberes  que  ella  impone. 

4^  La  inasistencia  injustificada  del  Juez  de  Paz  á  las  reuniones 
déla  Junta  Calificadora,  constituye  una  de  las  infracciones  más 
graves  de  la  Lev  Electoral. 


Caso.— Se  encuentra  esplicado  en  el  siguiente 


Pallo  del  «liiex  Fodoral 


Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1885. 

Vista  esta  causa  iniciada  por  el  Dr.  D.  Juan  Carballido,  vecino  de 
la  Parroquia  de  San  Nicolás,  contra  el  Juez  de  Paz  de  la  3^ Sección, 
D.  Otto  E.  Recke,  de  la  que  resulta: 

1^  Que  el  dia  4  del  corriente  mes  á  la  hora  señalada  para  insta- 
lar la  mesa  inscriptora  de  la  Parroquia  de  San  Nicolás^  solamente 
concurrieron  los  titulares  Dr.  D.  Carlos  Novillo  Gáceres  y  D.  Miguel 
C.  Victorica,  y  los  suplentes  Dr.  Julio  Puyrredon  y  D.  Enrique  Mos- 
quera, no  habiéndose  presentado  el  Juez  de  Paz,  D.  Otto  E.  Recke, 
á  instalar  la  mesa  y  á  entregar  los  registros  y  boletas  necesarias. 

2^  Que  para  escusar  su  falta,  el  citado  Juez  do  Paz  dirigió  al  Co- 
misario al  servicio  de  la  mesa  una  esquela  manifestándole,  que  no 
habiéndosele  podido  entregar  los  registros  y  boletas  por  razones  que 
no  eran  del  caso  mencionar,  como  Presidente  de  la  Junta  Califica- 
dora le  comunicaba  que  ese  dia  no  se  instalaría  dicha  Junta,  no  ha- 
biendo, por  lo  tanto,  inscripción. 
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3^  Que  á  la  una  del  mismo  dia  el  citado  Juez  de  Paz  se  presentó 
al  recinto  en  que  se  había  instalado  la  Junta  Calificadora,  incre- 
pando el  proceder  de  ésta  por  haberse  instalado  y  diciendo  al  mismo 
tiempo  que  no  habia  recibido  los  re^nstros  y  boletas,  por  no  haber 
estado  en  su  domicilio  cuando  se  las  llevaron. 

4°  Que  al  contestar,  en  el  juicio  verbal,  los  car^^os  formulados  en 
la  acusación,  el  Juez  de  Paz  ha  declinado  la  jurisdicción  de  este 
Juz^^ado,  por  cuanto  la  ley  únicamente  se  la  acuerda  en  los  casos  de 
infracciones  cometidas  por  los  ciudadanos  calificadores  y  nó  contra 
el  Juez  de  Paz,  que  en  el  orden  de  sus  funciones  no  depende  sino 
del  P.  E.  que  lo  habia  nombrado,  siendo  á  éste  en  todo  caso,  á  quien, 
establecida  la  culpabilidad,  correspondería  proceder  y  nó  al  Juz- 
gado; y 

Considerando:  1^  Que  el  Juez  de  Paz  forma  parte  de  la  Junta 
Calificadora,  según  el  artículo  3®  de  la  Ley  de  Elecciones,  estando, 
por  consiguiente,  en  lo  que  respecta  al  desempeño  de  esta  función 
especial,  sujeto  á  las  mismas  responsabilidades  que  los  demás  miem- 
bros de  la  misma  Junta,  pues  tanto  unos  como  otros  derivan  sus 
funciones  de  los  preceptos  de  la  misma  ley. 

2^  Que  este  punto  ha  sido  resuelto  ya  por  la  Suprema  Corte  de 
Justicia,  en  la  causa  91,  T.  0°,  Serie  1*  de  sus  Fallos,  en  cuya  causa 
fueron  comprendidos  en  igual  término  el  Juez  de  Paz  y  demás  fun- 
cionarios que  según  el  articulo  19  de  la  Ley  Electoral  de  1863,  de- 
bían componer  las  asambleas  primarías,  no  obstante  que  todos  ellos 
eran  funcionarios  públicos  que  para  el  acto  electoral  asumían  todas 
las  responsabilidades  inherentes  á  la  misión  que  les  acordaba  la  ley. 

3°  Que  habiéndose  limitado  la  defensa  á  impugnar  la  jurisdicción 
del  Juez,  sin  entrar  á  negar  los  hechos  aseverados  por  la  acusación» 
deben  ser  estos  reputados  como  ciertos,  de  acuerdo  á  la  disposición 
del  artículo  86  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  pues,  tratán- 
dose de  un  juicio  breve  y  sumario,  según  lo  determina  el  articulo  71 
de  la  Ley  de  Elecciones,  no  son  admisibles  las  cuestiones  previas. 
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sino  que  lodas  ellas  deben  ventilarse  en  un  mismo  acto,  como  se 
desprende  del  procedimiento  marcado  en  el  titulo  29  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento,  habiéndose  ordenado,  en  tal  virtud,  en  el  auto  re- 
caido  en  la  acusación,  que  las  partes  concurrieran  al  comparendo 
con  todas  sus  pruebas,  para  en  él  dejar  sustanciados  todos  los  pun- 
tos, tanto  de  forma  como  de  fondo. 

4"  Que  tal  procedimiento  es  el  único  compatible  con  los  propósitos 
evidentes  de  la  ley,  de  hacer  efectivas  las  responsabilidades  esta- 
blecidas para  los  casos  de  infracciones  á  la  misma,  pues  si  hubiera 
de  admitirse  las  articulaciones  dilatorias,  dados  los  términos  pre- 
cisos para  la  ejecución  de  todos  los  actos  preparatorios  de  la  elec- 
ción, resultaría  que  nunca  podría  en  época  oportuna  proveerse  un 
remedio  contra  aquellos  recursos  calculados  para  burlar  el  derecho 
primordial  de  los  ciudadanos,  esto  es,  el  sufragio  libre  y  verdadero. 

5°  Que  el  artículo  69  de  la  Lev  de  Elecciones  de  16  de  Octubre 
de  1877,  establece  en  general  penas  para  las  infracciones  de  la 
misma  ley,  que  no  tengan  en  ella  una  penalidad  especial,  ya  sean 
cometidas  por  los  ciudadanos  llamados  al  ejercicio  del  sufragio  ó 
por  los  funcionarios  públicos  encargados  de  hacer  funcionar  su  me- 
canismo. 

ff*  Que  en  los  términos  de  la  ley,  y  según  los  principios  generales 
del  derecho  común  sobre  los  actos  ilícitos,  se  encuentran  igual- 
mente comprendidas  las  infracciones  que  consisten  en  la  ejecución 
de  hechos  contrarios  á  sus  disposiciones,  y  los  que  consisten  en  la 
omisión  ó  falta  de  cumplimiento  de  ios  deberes  que  en  ella  impone, 
como  lo  ha  declarado  la  Corte  Suprema,  en  la  causa  citada. 

7^  Que  siendo  esencial  la  presencia  del  Juez  de  Paz  para  la  cons- 
titución de  la  Junta  Calificadora,  atento  lo  que  dispone  el  articulo  3** 
de  la  Ley  de  Elecciones,  de  tal  modo  que  su  ausencia  ha  dado  por 
resultado  obstruir  uno  de  los  actos  primordiales  mas  importantes 
del  ciudadano,  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos,  no  puede 
ponerse  en  duda  que  su  inasistencia  constituye  una  de  las  mas  gra- 
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ves  infracciones  que  caen  bajo  la  sanción  penal  del  articulo  69, 
justificando  la  aplicación  del  máximun  de  la  pena  que  él  esta- 
blece. 

8^  Que,  como  lo  ha  establecido  con  alta  moralidad  v  sabiduría  la 
Suprema  Corteen  el  tallo  que  se  ha  citado,  es  de  vital  importancia 
mantener  la  pureza  del  sufragio,  que  sirve  dé  base  á  la  forma  repre- 
sentativa de  gobierno  sancionada  por  la  Constitución  Nacional,  y 
suprimir  todo  lo  que  de  cualquier  manera  pueda  contribuir  á  alte- 
rarla, dando  al  pueblo  representantes  que  no  sean  los  que  él  ha 
tenido  la  voluntad  de  ele^nr;  á  cuyo  resultado  sin  duda  se  lleL^aria,  si 
quedase  establecido  que  puede  depender  de  la  voluntad  de  un  indi- 
viduo ó  funcionario  omiso  ó  ne:(li^^eute,  obstruir  losados  prepara- 
torios esenciales  para  el  ejercicio  del  sufra^no. 

9°  Que  la  causa,  alegada  por  el  Juez  de  Paz  de  la  tercera  sección, 
de  no  haberle  sido  entregadas  las  boletas  y  registros,  no  es  bastante 
para  escusar  su  falta  de  concurrencia  al  local  déla  inscripción,  ana 
suponiendo  que  la  nó  entrega  no  debiera  serle  imputable  á  aquel 
funcionario,  por  cuanto,  con  registros  ó  sin  ellos,  su  deber  era  con- 
currir á  la  mesa  y  ron  los  demás  miembros  adoptar  las  determina- 
ciones convenientes,  bien  obvias  en  este  caso,  pues  habria  podido 
reclamarse  ala  Intendencia  Municipal  la  remisión  de  los  registros  y 
boletas,  si  es  que  se  consideraban  necesarias  para  el  acto. 

10.  Que  de  las  constancias  de  autos,  resulta,  por  lo  contrario,  que 
el  hecho  de  no  haber  recibido  las  boletas,  debe  ser  imputable  al 
Juez  de  Paz,  ya  sea  que  se  tome  en  cuenta  el  contenido  de  su  esquela 
dirigida  al  Comisario  Obligado,  en  la  que  negándose  ádar  las  razo- 
nes de  no  tener  en  su  poder  dicho  registro  y  asumiendo  facultades 
que  solo  correspondian  á  la  Junta,  revela  un  propósito  manifiesto 
de  impedir  con  su  ausencia  la  inscripción,  oque  únicamente  se  tome 
en  consideración  lo  manifestado  ante  la  misma  Junta  Inscriptora, 
pues  conociendo  de  antemano  que  debia  presentar  los  registros  y 
boletas  y  sabiendo  que  habia  sido  solicitado  con  esos  papeles  en  su 
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domicilio,  su  deber  era  haber  puesto  todo  el  empeño  necesario  para 
obtenerlos. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  condenando  al  Juez  de  Paz  de  la 
tercera  sección,  D.  Otto  E.  Recke^  al  pago  de  una  multa  de  quinien- 
tos pesos  m/n,  con  destino  al  fondo  de  las  Escuelas  Comunes  de  la 
capital. 

Notifiquese  esta  sentencia  con  el  original  á  las  partes  y  al  presi- 
dente del  Consejo  Nacional  de  Educación. 

Andrés  ligar  riza. 


Fallo  de  la  Supronia  (k>i'le 


Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  diez  vuelta;  y  devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.— L LADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAISA  CXXXIV 


Los  Sres.  Bower  y  llonoré,  contra  la  Prorincia  de  Buenos  Aires;  sobre 
escrituración  de  un  contrato.  Incidente  sobre  personería. 


-SMWíam.— Interpuesta  la  demanda  á  nombre  propio,  no  es  proce- 
dente la  excepción  de  falta  de  personería. 


Caso. — 1).  Francisco  Bower,  por  si  y  en  representación  de  I).  En- 
rique Honoré,  espuso:  que  en  27  de  Febrero  de  1884  habian  contra- 
tado con  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  la  construcción 
de  1200  á  1500  kilómetros  de  ferro-carril,  estableciéndose  en  dicho 
contrato,  que  una  vez  aprobadas  por  la  Legislatura  las  bases  acor- 
dadas, serian  reducidas  á  escritura  pública;  que  el  P.  E.  había  ne- 
gado la  escrituración,  alegando  que  habia  vetado  la  aprobación  de 
la  Legislatura;  y  que  no  teniendo  derecho  el  P.  E.  para  usar  del 
veto  en  este  caso,  entablaban  demanda  contra  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  para  que  se  ordene  á  su  Gobierno  la  escrituración  esti- 
pulada en  el  contrato,  dentro  de  tercero  dia,  bajo  apercibimiento  de 
tenerse  por  cumplida  con  la  inserción  de  dicho  contrato  en  el  regis- 
tro competente  ó  de  hacerlo  la  Corte  en  su  rebeldía,  con  costas, 

Acompafió  el  poder  dado  por  llonoré  á  Bower,  facultándolo,  entre 
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Otras  cosas,  para  que  lleve  adelante  liasta  su  completa  terminación 
el  contrato  celebrado  con  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  sobre  ferro-carril. 

El  Asesor  de  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  sin  con- 
testar la  demanda,  dedujo  excepción  dilatoria  de  falla  de  personería 
en  los  demandantes.  Dijo,  que  Bower  no  habia  justificado  la  repre- 
sentación de  Honoré;  que  en  el  proyecto  de  contrato  invocado  en  la 
demanda,  Honoré  y  Bower  se  habían  comprometido  á  nombre  de  una 
sociedad  anónima  y  no  habían  exhibido  poder  de  semejante  socie- 
dad; que  se  les  iba  á  exigir  cuando  se  hubieran  aprobado  las  bases 
del  contrato. 

Contestando  la  excepción,  dijo  Bower  que  no  habían  tratado  con  el 
Gobierno  de  Buenos  Aires  á  nombre  de  ninguna  sociedad  anónima 
determinada  por  su  objeto,  porque  dependiendo  la  sociedad  del  con- 
trato mismo,  no  podría  formarse  ni  designarse  con  un  nombre,  sino 
para  la  ejecución  de  las  obras,  estando  garantido  el  P.  E.,  contra- 
tante, con  el  fuerte  depósito  que  Bower  y  Honoré  hicieron  y  aquel 
aceptó. 

Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Octubi'e  24  de  1885. 

Vistos:  Registrándose  á  foja  primera  la  escritura  del  poder  con- 
ferido por  Don  Enrique  Honoré  á  Don  Francisco  Bower;  y  teniendo 
presente  que  la  demanda  contra  el  Gobieno  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  ha  sido  interpuesta  por  diciios  Señores  á  nombre  propio, 
no  ha  lugar  á  la  excepción  de  falta  de  personería  opuesta  por  el  re- 
presentante de  la  referida  Provincia  y  conteste  derechamente  al 
traslado  conferido  del  término  le^al. 

J.  H.  GimOSTIAGA.  —  J.  DOMIXGUEZ. — 
ILAIHSLAI)  FRÍAS. — FEDERICO  IBAR- 
(lÚREN. 

T.  XX  íí 
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c:ausa  c:xxxv 


El  Procurador  Fiscal  contra  los  Señores  Darte  y  C^  y  J.  Oliteri,  por 
adulteración  de  documentos  públicos;  incidente  sobre  regulación  de 
honorarios. 


Sumario.  —  El  auto  que  manda  regular  honorarios,  no  es  ape- 
lable. 


Caso.  —  En  los  autos  promovidos  por  el  Procurador  Fiscal  contra 
los  señores  Darte  y  C*  y  J.  üliveri,  por  adulteración  de  documentos 
públicos,  el  Juzgado  designó  á  los  calígrafos  don  Adolfo  Aldao  y 
don  Enrique  Hoyo  para  que  practicaran  el  examen  pericial  de  los 
documentos. 

Pendiente  el  juicio,  dicho  calígrafos  pidieron  la  regulación  de  ho- 
norarios, y  el  Juzgado  nombró  quien  debia  regularlos. 

El  Procurador  fiscal  pidió  revocatoria  y  apeló  en  subsidio. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Af?osto  24  de  1885. 

Vistos  y  considerando:  1°  Que  es  práctica  constante  admitir  soli- 
citudes de  regulación  de  honorarios,  aun  cuando  las  causas  respec- 
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tivas  no  estén  terminadas,  siempre  que  haya  cesado  en  ellas  la  in- 
tervención de  las  personas  que  los  han  devengado. 

2^  Que  este  temperamento  no  se  opone  á  la  disposición  que  cita 
el  Procurador  Fiscal  en  su  vista  de  f.  201,  pues  ello  tenia  por  ohjeto 
amparar  los  derechos  de  los  Escribanos  Secretarios,  cuando  por  la 
ley  les  era  permitido  cobrar  costas. 

y  Que  con  respecto  á  los  peritos,  defensores  de  ausentes  y  demás 
funcionarios  que  se  citan  en  la  disposición  espresada,  para  que  los 
honorarios  que  les  correspondiesen  pudiesen  ser  incluidos  en  la 
cuenta  de  costas  á  que  en  la  misma  disposición  se  hace  referencia, 
seria  necesario,  como  formalidad  previa,  que  fuesen  regulados,  por- 
que de  otra  manera  no  podrían  ser  incluidos  en  dicha  cuenta. 

4^  Que  el  secreto  del  sumario  que  la  ley  prescribe,  se  mantendrá 
practicándose  por  el  regulador  la  operación  que  se  le  encomiende^ 
teniendo  tan  solo  á  la  vista  los  documentos  en  que  los  calígrafos 
han  verificado  sus  pericias. 

5^  Que  esta  misma  resolución  fué  dictada  en  un  caso  idéntico  al 
presente,  en  los  espedientes  seguidos  contra  Gally  y  C*,  José  Nibeiro 
y  A.  del  Castillo,  siendo  consentida  por  el  Procurador  Fiscal. 

Por  estas  consideraciones,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada 
por  el  Procurador  Fiscal,  del  auto  de  foja  198  vta.,  declarándose  que 
el  perito  nombrado  por  ese  auto,  don  Antonio  Zinny,  una  vez  que 
acepte  el  cargo  en  forma,  se  constituirá  en  la  Secretaría  y  en  pre- 
sencia del  Secretario  procederá  al  desempeilo  de  su  cometido,  faci- 
litándosele los  documentos  que  al  efecto  le  sean  necesarios;  y  se 
concede  en  relación  el  recurso  interpuesto  para  ante  la  Suprema 
Corte,  donde  so  llevarán  los  autos,  en  la  forma  de  estilo.  Hágase 
saber  notificándose  con  el  original. 

Andrés  Vgarriza. 
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Fallo  «le  la  Siiprenia  C'.orle 


Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1685. 

Vistos:  No  causando  perjuicio  al^^uno  á  las  partws  la  mera  regu- 
lación de  los  honorarios  de  los  calígrafos,  ordenada  por  el  auto  ape- 
lado de  foja  ciento  noventa  y  ocho  vuelta,  se  declara  improcedente 
el  recurso  interpuesto.  En  consecuencia,  devuélvanse  los  autos  al 
Juzgado  de  su  procedencia. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 


c:ausa  c:xxxvi 


D,  Remigio  Pérez,  contra  el  Dr.  Manuel  M.  Zavalla  y  la  Señora  Petrona 
Candioti  de  Iriondo,  por  cobro  de  pesos;  sobre  infracción  de  la  ley 
de  sellos. 


Sumario.  —  1°  La  fecha  del  documento  determina  la  ley  de  im- 
puesto de  sellos  que  le  es  aplicable. 
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2®  Según  la  ley  de  1879,  los  documentos  sobre  obligaciones  que 
por  razón  de  las  personas  tuviesen  que  ocurrir  á  la  jurisdicción  fe- 
deral, debian  ser  otorgadas  en  papel  sellado  nacional. 


Caso,  —  I).  Remigio  Pérez  se  presentó  al  Juzgado  de  Sección  del 
Rosario  con  un  pagaré  á  su  orden  firmado  por  Manuel  M.  Zavalla, 
S.  de  iriondo  y  Petrona  C.  de  Candioti,  y  estendido  en  papel  sellado 
provincial  de  Santa  Fé,  con  fecha  de  Enero  20  de  1880. 

Pérez  repuso  el  sello,  y  acreditando  el  fuero  federal  por  la  dis- 
tinta nacionalidad  de  las  partes,  pidió  el  reconocimiento  de  las 
firmas. 

El  Fiscal  pidió  la  aplicación  de  la  multa  por  no  estar  el  documento 
estendido  en  papel  sellado  nacional. 


Fallo  del  «luez  de  Seecioii 


Rosario,  Abril  10  de  1885. 

De  conformidad  á  lo  pedido  por  el  Procurador  Fiscal  y  resuelto 
por  este  Juzgado  en  el  caso  análogo  al  presente  que  se  registra  en 
los  autos  seguidos  por  D.  Pedro  López  con  D.  Carlos  Lanza,  á  mé- 
rito, además,  del  reconocimiento  practicado  á  foja. . .,  se  declaran 
los  interesados  en  este  juicio  incursos  en  la  multa  de  ley  por  la 
falta  de  papel  sellado  nacional  en  el  documento  de  foja...  y  en 
obligación  de  agregar  su  valor  en  sellos  á  estos  autos,  en  término 
de  tercero  dia. 

Por  lo  que  respecta  al  Dr.  D.  Simón  de  Iriondo,  no  estando  reco- 
nocida su  firma  en  el  predicho  documento  de  foja. . .,  vuelvan  estos 
autos  al  Procurador  Fiscal,  á  fin  de  que  solicite  á  su  respecto  lo  que 
corresponda.  Repóngase  el  papel. 

Torre, 
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Fallo  de  la  Suprema  €/orte 


Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1885. 

Vistos:  Atento  lo  dispuesto  por  el  articulo  tercero,  inciso  segundo 
de  la  Ley  de  trece  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve, 
que  es  la  aplicable  al  caso  en  cuestión,  vista  la  fecha  del  documento 
presentado;  y  de  conformidad  con  lo  resuelto  por  esta  Suprema 
Corte  en  la  causa  ciento  cuarenta,  inserta  en  el  lomo  catorce,  serie 
segunda,  página  seiscientos  treinta  y  seis  de  sus  fallos,  se  confirma 
el  auto  apelado  de  foja  catorce,  y  previa  reposición  de  sellos,  de- 
vuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
LLADISLAO  FRIAS.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
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CAUSA  €:xxxvii 


Los  Srs.  Cámara  Canto  y  Machado,  contra  I).  Isidoro  Reguera;  por 
restitución  de  bienes  y  daños  y  perjuicios.  Incidente  sobre  defecto 
legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 


Sumario.  —  1^  La  escepcion  dilatoria  de  defecto  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda,  debe  fundarse  en  la  omisión  de  los  requisitos 
esenciales  exigidos  para  la  admisión  de  la  demanda  y  que  afectan 
su  forma. 

2^  No  es  necesario  especificar  la  cosa  ó  cosas  que  se  piden  en  las 
acciones  generales  de  rendición  de  cuentas,  petición  de  herencia  y 
otras  semejantes. 

3^  No  es  requisito  esencial  la  numeración  de  los  párrafos,  ni  la 
denominación  de  la  acción  que  se  deduce,  por  su  nombre  jurídico. 


Caso.  —  En  Marzo  de  1885,  D.  Federico  Rato,  por  D.  José  de  la 
Cámara  Canto  y  D.  José  Luis  Machado,  espuso:  que  en  1878  habian 
celebrado  con  D.  Antonio  Pujol  un  contrato  de  arrendamiento  sobre 
campos  y  haciendas,  siendo  su  fiador  D.  Isidoro  Reguera;  que  des- 
pués de  haber  abonado  los  arrendamientos  habian  convenido  ver- 
balmente  en  rescindir  el  contrato  de  arrendamiento  con  un  año  de 
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anticipación,  estipulándose  las  bases  que  debían  posteriormente  ser 
reducidas  á  escritura  pública. 

Que  Reguera,  sin  el  consentimiento  de  Pujol  ni  de  Cámara  Canto, 
socio  principal  capitalista,  procedió  á  nombrar  un  tribunal  de  arbi- 
tros arbitradores;  que  en  la  escritura  de  compromiso  no  aparece  el 
poder  que  Cámara  Canto  debió  dar  á  su  socio  Machado  para  cons- 
tituir en  arbitros  la  cuestión  de  rescisión  del  contrato. 

Que  los  arbitros  procedieron  irregularmente,  y  á  pesar  de  la  pro- 
testa de  Machado,  dieron  su  laudo  en  virtud  del  cual  Reguera,  abu 
sando  de  la  fuerza,  tomó  posesión  del  establecimiento,  procediendo 
enseguida  como  propietario. 

Pidieron  que  el  Juzgado  pusiera  coto  á  los  avances  de  D.  Isidoro 
Reguera,  ordenándole  que  vuelva  todo  á  su  estado  primitivo,  á  fin 
de  que,  examinados  los  serios  daños  y  perjuicios  que  ba  causado  su 
arbitrario  proceder,  pueda  deducir  la  acción  que  corresponda. 

Acompañó  con  la  demanda  el  poder  especial,  el  contrato  de  arren- 
damiento, la  escritura  de  compromiso,  la  protesta  de  Machado  ante 
los  arbitros,  una  carta  de  Reguera  á  Machado,  y  un  telegrama  de 
Machado  á  Rato. 

El  demandado  opuso  la  escepcion  dilatoria  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda. 


Fallo  del  «luez  de  Seeeion 


Corrientes,  Junio  1**  de  1885. 

Y  vistos:  Considerando;  P  Que  la  excepción  dilatoria  de  defecto 
legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  debe  .fundarse  en  que  se 
haya  omitido  al  deducir  esta,  algunos  de  los  requisitos  que  la  ley 
exige  para  que  sea  admisible,  es  decir,  aquellos  requisitos  esenciales 
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que  afecUD  á  la  forma  ó  al  modo  y  nó  al  fondo  de  la  demanda;  y 
examinado  atentamente  la  que  ha  deducido  el  apoderado  Prats  y 
Argento  contiene  los  requisitos  exigidos  por  la  ley. 

¥  Que  si  bien  no  determina  con  precisión  la  cosa  que  pide,  es 
porque  las  leyes  lo  autorizan  á  proponer  demanda  general  sobre 
herencia,  cuentas  ú  otros  casos  semejantes  (Ley  4,  tít.  i,  lib.  4,  R.  C. 
y  Leyes  26  y  31,  tit.  2,  P.  3*);  y  en  tales  casos,  no  siendo  posible  es- 
pecificar la  cosa  ó  cosas  que  pide,  basta  decir,  como  lo  ha  hecho  el 
demandante  al  final  de  su  escrito  de  demanda,  que  pide  le  restituya 
los  intereses  pertenecientes  á  su  representado,  y  que  se  le  respon- 
sabilice por  los  dallos  y  perjuicios; 

3^  Que  los  demás  requisitos  indispensables  para  ser  admisible 
una  demanda,  se  encuentran  llenados  en  la  que  ha  deducido  Prats 
y  Argento,  pues  se  relacionan  los  hechos  en  que  se  funda  con  la  su- 
ficiente claridad,  y  aunque  no  estén  numerados  los  párrafos,  esta 
omisión  no  bastaría  para  fundar  la  excepción  deducida,  por  no  ser 
esto  requisito  esencial.  Se  espone  también  el  titulo  ó  causa  en  que 
se  funda  su  demanda,  lo  que  es  suficiente  para  que  el  demandado  y 
el  Juez  puedan,  estudiando  los  hechos  espuestos,  conocer  la  clase  de 
acción  que  se  ha  entablado,  no  siendo  de  ningún  modo  necesario 
que  el  demandante  la  nombre  con  el  nombre  que  la  designa  el  de- 
recho (Caravantes,  tom.  2,  pág.  15,  n**  450).  Asi,  la  ley  31,  titulo  2, 
Partida  3^;  dice:  que  cuando  se  demanda  por  deshonra  ó  daño  que 
le  hayan  hecho  en  su  persona  ó  en  sus  cosas,  como  si  le  quitasen  sus 
cosas  por  fuerza,  ó  sus  bestias  ó  sus  ganados^  debe  decir  el  deman- 
dador el  fechú  como  pasó  é  demostrándolo  asi  al  Juez  débele  ser  cabi- 
da su  demanda.  Que  aunque  se  admitiese  que  la  demanda  tiene  al- 
gtinos  conceptos  impropios  ó  mal  espresados,  esto  no  bastaría  para 
fundar  la  excepción  de  libelo  oscuro  ó  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda,  desde  que  contiene  todos  los  requisitos  esen- 
ciales sobre  la  cosa,  causa  y  relación  de  los  hechos  con  la  suficiente 
claridad,  de  modo  que  se  puede  llegar  á  conocer  la  clase  de  acción 
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que  se  ha  entablado  y  lo  que  se  pide.  Por  estos  fundamentos,  no  se 
hace  lugar  á  la  excepción  dilatoria  deducida  por  la  parte  de  Regue- 
ra; en  su  consecuencia,  contéstese  derechamente  la  demanda  en  el 
término  legal.  Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase. 

Carlos  Luna. 


Fallo  de  la  Suppeiua  t'.orte 


Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
cincuenta  y  cinco,  con  costas,  y  previa  reposición  de  sellos,  devuél- 
vanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
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<:ArsA  cxxxviii 


Don  Delfor  del  Valle  contra  Don  Miguel  AuU,  Juez  de  Paz  de  la  Sec^ 
don  6*  de  la  Capital  de  la  República;  por  infracción  de  la  Ley 
Electoral. 


Sumario, — La  Ley  de  Elecciones  no  dispone  que  la  jurisdicción 
que  atribuye  al  Juez  Federal  para  los  casos  de  infracción,  corres- 
ponde al  mismo  Juez  que  ha  intervenido  en  la  Junta  Electoral. 

2^  Tratándose  de  la  imposición  de  una  pena,  la  causa  correspon- 
de al  Juez  de  la  jurisdicción  penal. 

3°  La  inasistencia  injustificada  del  Juez  de  Paz  á  las  reuniones 
de  la  Junta  Calificadora,  constituye  una  de  las  infracciones  mas  gra- 
ves de  la  Ley  Electoral. 

4^  Las  infracciones  á  la  Ley  Electoral  consisten  en  la  ejecución  de 
hechos  contrarios  á  sus  disposiciones  ó  en  la  omisión  ó  falta  de 
cumplimiento  de  los  deberes  que  ella  impone. 

5^  El  Juez  de  Paz,  para  presidir  la  Junta  Calificadora,  no  debe 
esperar  el  nombramiento;  basta  que  tenga  conocimiento  del  nom- 
bramiento para  que  concurra  á  presidirla. 


Caso.— 'Se  halla  suficientemente  esplicado  en  el  siguiente 
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Fallo  del  «lucz  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1885. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  acusación  de  Don  Delfor  del 
Valle  contra  el  Juez  de  Paz  de  la  Sección  6%  Don  Miguel  Auli,  por 
infracción  á  la  Ley  de  Elecciones  consistente  en  haberse  negado 
este  funcionario  á  concurrir  el  domidgo  4  del  corriente,  al  atrio  de 
la  Iglesia  de  San  Miguel  á  instalar  la  Junta  Calificadora,  oidas  las 
partes  en  juicio  verbal;  Y  considerando: 

1^  Que  fundada  la  acusación  en  la  falta  de  asistencia  del  Juez  de 
Paz  demandado,  se  ha  opuesto  por  este  último  la  falta  de  jurisdic- 
ción para  entender  en  este  caso  por  cuanto  la  Ley  atribuye  la  fa- 
cultad de  entender  en  asunto  de  esta  naturaleza  al  Juez  Federal  de 
la  Capital,  que  para  este  caso  debe  ser  el  Dr.  Tedin  que  formó  parte 
de  la  Junta  Electoral,  desprendiéndose  de  los  preceptos  claros  de 
la  materia,  que  es  al  Juez  Federal  que  intervino  en  dicha  Junta  á 
quien  le  confiere  jurisdicción  para  conocer  en  todos  los  casos  de 
acusación  por  ella  previstos,  y  que  con  respecto  á  la  demanda  mis- 
ma carece  de  fundamento,  por  cuanto  al  Sr.  Auli  no  le  fué  comuni- 
cado su  nombramiento  para  presidir  la  mesa  en  calidad  de  Juez  de 
Paz  de  la  6*  Sección. 

2®  Que  la  declinatoria  opuesta  carece  de  fundamento  legal,  no 
disponiéndose  en  ninguno  de  los  Capítulos  de  la  Ley  de  Elecciones, 
que  la  jurisdicción  atribuida  por  la  misma  para  los  casos  de  infrac- 
ción corresponde  al  mismo  Juez  Federal  que  ha  intervenido  en  la 
Junta  creada  por  su  artículo  3^  y  por  el  contrario,  al  designar  el  ar- 
tículo 3°  de  la  Ley  de  Octubre  18  de  1881,  al  Juez  Federal  mas  an- 
tiguo para  componer  la  Junta  Electoral,  manifiesta  claramente  que 
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para  esle  acto  no  del)e  atenderse  á  la  jurisdicción  respectiva  de 
cada  uno  de  ios  jueces,  sino  únicamente  á  su  antigüedad. 

3^  Que  siendo  el  objeto  de  la  demanda  propuesta  contra  el  Juez 
de  Paz  obtener  la  imposición  de  una  pena,  corresponde  la  causa  á 
la  jurisdicción  penal  que  ejerce  este  juzí^ado  por  la  Ley  de  su  crea- 
ción de  20  de  Octubre  de  1882  y  decreto  reglamentario  del  27  del 
mismo. 

4^  Oue  con  respecto  al  motivo  propuesto  por  el  Juez  de  Paz  para 
escusar  su  falta  de  asistencia,  no  es  fundado,  por  cuanto  habiendo 
tenido  conocimien^o  anticipado  de  haber  sido  designado  para  pre- 
sidir la  Mesa  de  San  Miguel,  no  era  necesario  ni  debia  esperar  un 
nombramiento,  y  en  todo  caso  seria  su  deber,  si  tenia  dudas  al  res- 
pecto, obtener  las  informaciones  necesarias,  pues  el  derecho  de  los 
ciudadanos  confiado  á  la  rectitud  de  los  miembros  que  componen 
las  Mesas  Calificadoras  reviste  una  importancia  tal  que  no  escusa 
la  indolencia  por  parte  de  los  funcionarios  encargados  de  hacerlo 
efectivo. 

5°  Que  el  articulo  69  de  la  Ley  de  Elecciones  de  16  de  Octubre 
de  1877,  establece  en  general  penas  para  las  infracciones  de  la 
misma  Ley,  que  no  tengan  en  ella  una  penalidad  especial,  ya  sean 
cometidas  por  los  ciudadanos  llamados  al  ejercicio  del  sufragio,  ó 
por  los  funcionarios  públicos  encargados  de  hacer  funcionar  el  me- 
canismo. 

6**  Que  en  los  términos  de  la  ley  y  según  los  principios  generales 
del  derecho  común  sobre  los  actos  ilícitos,  se  encuentran  igual- 
mente comprendidas  las  infracciones  que  consisten  en  la  ejecución 
de  hechos  contrarios  á  sus  disposiciones  y  las  que  consisten  en  la 
omisión  ó  falta  de  cumplimiento  de  los  deberes  que  ella  impone, 
como  lo  ha  declarado  la  Corte  Suprema,  en  la  causa  criminal  se- 
guida contra  los  señores  doctor  don  Juan  Lagraua  y  otros,  por  in- 
fracción á  la  Ley  de  Elecciones  (T.  9^  Serie  l\  pág.  314  de  los  Fa- 
llos de  la  Suprema  Corle). 
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7^  Que  siendo  esencial  la  presencia  del  Juez  de  Paz  para  la  cons- 
titución de  la  Juiíta  Calificadora,  atento  lo  que  dispone  el  artículos^ 
de  la  Ley  de  Elecciones,  de  tal  modo  que  su  ausencia  ha  dado  por 
resultado  destruir  uno  de  los  actos  primordiales  mas  importantes 
del  ciudadano  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos,  no  puede 
ponerse  ea  duda  que  su  inasistencia  constituye  una  de  las  mas  gra- 
ves infracciones  que  caen  bajo  la  sanción  penal  del  artículo  69,  jus- 
tificando la  aplicación  del  máximum  de  la  pena  que  él  establece. 

8^  Que  como  lo  ha  establecido  con  alta  moralidad  y  sabiduría  la 
Suprema  Corte,  en  el  fallo  que  ha  citado,  es  de -^  vital  importancia 
mantener  la  pureza  del  sufragio,  que  sirve  de  base  á  la  forma  re- 
presentativa de  Gobierno  sancionada  por  la  Constitución  Nacional 
y  reprimir  todo  lo  que  de  cualquier  manera  pueda  contribuir  á  al- 
terarla, dando  al  pueblo  representantes  que  no  sean  los  que  él  ha 
tenido  la  voluntad  de  elegir,  á  cuyo  resultado,  sin  duda,  se  llegaría 
si  quedase  establecida  que  puede  depender  de  la  voluntad  de  un  in- 
dividuo ó  funcionario  omiso  ó  negligente  obstruir  los  actos  pre- 
paratorios esenciales  para  el  ejercicio  del  sufragio. 

Por  estos  fundamentos  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 69  déla  Ley  de  Elecciones,  fallo  imponiendo  á  don  Miguil  Auli 
la  multa  de  quinientos  pesos  moneda  nacional,  con  destino  al  fondo 
de  las  escuelas  comunes  de  la  Capital,  de  acuerdo  al  artículo  70  de 
la  Ley  Electoral,  debiendo  notificarse  esta  sentencia  con  el  original 
á  las  partes  y  al  Presidente  del  Consejo  Nacional  do  Educación. 

Andrés  Ugarriza. 


Fallo  de;  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aire?,  Octubre  27  de  1885. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  y  confesándose  por  el  acusado,  en 
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la  acta  de  foja  cinco,  que  tenia  conocimiento  del  decreto  fecha  dos 
del  corriente  mes  de  Octubre,  publicado  en  los  diarios  el  tres  del 
mismo,  por  el  cual  se  dispone  que  al  Juez  de  Paz  de  la  sesta  Sección 
corresponde  presidir  la  Junta  Calificadora  de  la  inscripción  en  el 
Registro  Cívico,  en  la  Parroquia  de  San  Miguel,  se  eonfirma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  nueve  vuelta,  y  devuélvase. 

J.  DOIMINGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO    IBARGLREN. 


CAUSA  €:i. 


Don  Juan  Arzeno^  contra  Don  Guillermo  Bmier;  sobre  nulidad  de 

una  venta. 


Sumario.  —  1°  Según  las  leyes  anteriores  al  Código  Civil,  la  prohi- 
bición á  los  padres  de  vender  los  bienes  adventicios  de  sus  hijos,  no 
era  bajo  pena  de  nulidad  de  dichas  ventas. 

S""  El  hijo  no  tenia  acción  reivindicatoría  contra  los  adquirentes 
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de  SUS  bienes  adventicios  vendidos  por  el  padre  sino  después  de  la 
muerte  de  éste,  de  haber  renunciado  la  herencia  paterna  y  perse- 
guido los  bienes  dejados  por  el  padre. 

Caso,-  Se  encuentra  esplicado  en  el  siguiente 


Fallo  dc^l  «I uez  de  ^ei*c*Íoi& 


Kusario,  Marzo  7  de  1884. 

Vistos:  Don  Juan  Arzeuo  demanda  á  Üon  Guillermo  Bauer,  soli- 
citando la  nulidad  de  la  venta  de  un  molino  y  demás  accesorios, 
que  le  hizo  su  finado  padre  Don  Andrés  Arzeno.  De  los  autos  re- 
sulta lo  siguiente: 

Don  Andrés  Arzeno  contrajo  matrimonio  con  Doña  Angela  Cues- 
tas, en  23  de  Mayo  de  1856.  No  se  ha  justificado  nada  sobre  los  ca- 
pitales que  los  cónyuges  introdujeran  al  matrimonio;  existiendo 
completa  ignorancia  al  respecto. 

En  30  de  Enero  de  1808  falleció  la  esposa,  quedando  dos  hijos  me- 
nores, de  su  matrimonio.  El  uno  de  ellos,  el  demandante,  nació  en 
8  de  Junio  de  1857. 

Después  del  fallecimiento  de  aquella,  ni  hasta  hoy,  se  hicieron 
inventarios  ni  partición;  quedando  el  cónyuge  sobreviviente  en  po- 
sesión de  un  molino  á  vapor  en  la  Colonia  San  Carlos;  el  cual  es  el 
motivo  de  esta  cuestión. 

En  10  de  Octubre  de  1804,  durante  ese  matrimonio,  aparece  por 
la  escritura  de  foja  16,  que  el  marido  compró  á  su  soto  nombre,  un 
terreno  en  la  Colonia  San  Carlos,  con  lo  en  él  edificado,  de  cien  va- 
ras de  frente  por  200  de  fondo:  en  la  suma  de  500  S  bolivianos.  En 
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ese  terreno  es  que  el  comprador  Arzeno  erigió  el  molino  en  cues- 
tión; finca  que  él  mismo  vendió  en  26  de  Mayo  de  1869,  es  decir, 
año  y  cuatro  meses  después  del  fallecimiento  de  su  esposa,  á  Don 
Guillermo  Ilummier  y  Don  Guillermo  Bauer,  siendo  éste  el  deman- 
dado, en  8000$  bolivianos,  pagaderos  en  cuatro  ailos,  con  el  inte- 
rés anual  de  diez  por  ciento,  y  por  anualidades  de  dos  mil  pesos: 
dando  garantía  los  compradores  por  la  primera  anualidad,  y  que- 
dando para  las  demás  obligada  toda  la  finca  objeto  del  contrato, 
consistente  en  una  casa,  molino  y  demás  relativo.  Y  como  uno  de 
los  compradores,  Hummler,  hubiese  trabajado  para  esa  finca,  se  obli- 
gaba con  motivo  del  contrato  de  compra-venta,  á  no  reclamar  re- 
muneración alguna  á  Arzeno. 

Este  contrato  fué  cumplido  en  todas  sus  partes,  recibiéndose  el 
comprador  de  la  cosa,  y  abonando  su  precio. 

En  Mayo  7  de  1873,  ya  casado  Arzeno  en  segundas  nupcias,  fué 
declarado  en  quiebra,  en  cuyo  estado  se  halla  hasta  el  presente,  do- 
miciliado en  otra  República.  El  estado  que  presentó,  según  lo  es- 
presa el  demandado  sin  contradicción,  daba  un  activo  de  22.801 
$  80  centavos,  y  un  pasivo  de  54.425  $  85  centavos.  La  quiebra  se 
retrotrajo  al  22  de  Abril  de  1872. 

En  23  de  Diciembre  de  1874,  se  hizo  verificación  de  créditos,  re- 
conociéndose á  su  segunda  esposa  el  suyo  por  18.375  $  bolivianos, 
y  varios  miles  mas  á  otros  acreedores,  según  el  acta  de  reconoci- 
miento de  foja  37. 

En  Junio  2  de  1882,  el  hoy  demandante  Arzeno,  se  presentó  en  el 
concurso  como  apoderado  de  la  segunda  esposa  de  su  padre;  mas 

nó  por  si  por  derechos  que  tuviese  de  su  propia  madre. 

» 

Aún  se  tramita  el  espediente  de  quiebra  de  D.  Andrés  Arzeno. 

Dados  estos  antecedentes,  en  Junio  23  del  año  pasado  de  1883,  se 
presenta  ante  este  Tribunal  D.  Juan  B.  Arzeno,  hijo  de  aquel,  en 
demanda  contra  D.  Guillermo  Bauer,  uno  de  los  compradores  del 
molino  y  casa  vendidos  por  su  padre,  pidiendo  se  declare  de  ningún 

T.    XX  10 
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valor  ni  efecto  le¿^al  dicha  enagenacion,  aún  respecto  de  la  porción 
que  pudiera  en  ella  corresponder  al  vendedor  D.  Andrés  Arzeno  al 
hacerse  la  liquidación  de  la  sociedad  conyugal. 

El  demandado,  calificando  de  injusta  y  temeraria  la  demanda  y 
acompaílando  los  títulos  de  compra  de  esa  finca,  cuyo  pago  ha  ve- 
rificado, pide  sea  ella  rechazada. 

Y  considerando:  1^  Que  si  bien  por  la  doctrina  y  por  las  leyes 
1%  título  3,  libro  3,  Fuero  Real,  y  1*  y  3%  título  4,  libro  10,  Noví- 
sima Recopilación,  se  reputan  bienes  gananciales  partibles  por  mitad 
entre  los  cónyuges,  los  que  ambos  ó  cualquiera  de  ellos  adquiriese 
durante  el  matrimonio  por  un  título  común,  lucrativo  li  oneroso; 
disuelta  la  sociedad  conyugal,  solo  pueden  reputarse  gananciales 
efectivos  el  remanente  del  acerbo  común,  después  de  extraerse  Jos 
capitales  respectivos  de  los  consortes  aportados  al  matrimonio,  y 
las  deudas  comunes; 

^  Que  en  el  caso  subjudice,  no  hay  medio  de  saberse  los  líqui- 
dos gananciales  que  hubieran  quedado,  por  cuanto,  como  lo  dice  el 
mismo  demandante,  esa  sociedad  conyugal  no  se  ha  liquidado  hasta 
hoy  después  de  disuelta  por  la  muerte  hace  catorce  años,  sin  que  al 
menos  hubiese  existido  una  capitulación  matrimonial  por  la  que 
conste  los  haberes  respectivos  de  los  cónyuges;  no  habiéndose  tam- 
poco probado  nada  al  respecto,  ni  sobre  las  deudas  comunes  que 
hubiesen  quedado  y  debieran  deducirse  de  los  bienes  existentes  al 
fallecimiento  de  la  cónyuge;  siendo,  por  tanto,  á  falta  de  esos  cono- 
cimientos, totalmente  aventurado  afirmar  que  el  molino  que  quedó 
y  se  vendió  por  el  esposo  sobreviviente,  fuese  en  todo  ó  en  parte  de 
su  valor,  gananciales  efectivos  y  partibles  entre  él  y  la  sucesión  de 
la  madre.  Y  pues,  muy  bien  pudo  hacerse  esa  enagenacion,  ya  para 
responder  á  deudas  comunes,  ya,  tal  vez,  por  premiosas  urgencias 
para  el  sustento  de  la  misma  familia;  siendo  de  ningún  momento 
en  sentido  contrario,  lo  que  se  alega  que  la  venta  fuese  abonable  con 
intereses  á  diversos  y  aún  largos  plazos,  pues  esos  valores,  teniendo- 
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i nlereses,  y  aún  sin  tenerlos,  eran  ne^^ociables,  piidiendo  asi  ros- 
ponder  á  urgencias  del  momcnlo; 

3^  Que  no  puede  reputarse  en  ningún  concepto  como  prueba  bas- 
tante de  esos  estreinos,  la  que  ha  rendido  el  demandante,  con  los 
testigos:  D.  Mariano  Velazquez,  quien  declara:  que  á  la  muerte  de 
la  primera  esposa  de  Arzeno  en  18G8,  se  le  consideraba  como  un 
hombre  de  regular  fortuna,  sin  estar  el  declarante  interiorizado  en 
sus  negocios,  sabiondo  solo  por  referencias  que  era  dueño  de  un 
molino;  y  que  había  oído  decir  que  estaba  bien  de  fortuna:  de  Don 
Francisco  B.  Ancellas,  quien  espone:  que  había  oído  que  era  dueño 
de  un  molino  hace  mucho  tiempo,  que  el  año  i870  ó  1871  (la  esposa 
murió  en  1868),  conoció  á  Arzeno  al  frente  de  un  almacén  fuerte, 
en  casa  de  la  Señora  Josefa  B.  de  Costa  (época  en  que  estaba  ya  ca- 
sado en  segundas  nupcias  con  una  señora  de  buena  fortuna),  cre- 
yendo que  la  casa  giraba  á  nombre  de  Arzeno:  de  D.  Manuel  Parma, 
que  declara:  que  á  Arzeno  se  le  conocía  á  la  muerte  de  su  esposa 
como  de  regular  fortuna  y  dueño  de  un  molino  á  vapor  en  la  Colo- 
nia San  Carlos;  que  le  consta  que  en  esa  época  tenía  una  deuda  en 
que  el  mismo  declarante  firmó  por  su  finado  hermano  Don  Luis 
Parma,  siendo  ella  á  favor  de  Gessler,  y  constándole  también  que 
fué  pagada  por  Arzeno  sin  recordar  la  fecha.  Esto  prueba,  como 
se  vé,  ya  por  su  indeterminación  respecto  de  valores,  ya  por  no  ser 
de  ciencia  propia,  ya  porque  de  cierto  solo  se  declara  por  un  testigo 
del  propio  demandante,  que  tenía  la  sociedad  una  deuda  que  pagó 
Arzeno,  debiendo  además  pagar  á  Hummier  su  trabajo  sino  se  rea- 
lizase la  venta:  está  muy  lejos  de  justificar  que  el  molino  vendido 
sea  un  líquido  ganancial;  y  pues  el  almacén  que  se  conoció  á  Ar- 
zeno en  tiempos  después  cuando  ya  era  casado  en  segundas  nupcias 
con  una  mujer  pudiente,  en  nada  comprueba  su  verdadera  situa- 
ción á  la  muerte  de  su  primera  esposa;  habiendo,  á  [)esar  del  segundo 
malrimoDÍo  v  de  ese  buen  estado  ostensible,  sido  entonces  decía- 
rado  en  quiebra  en  una  fuerte  suma.  A  que  se  agre^^a  en  el  sentido 
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de  la  equidad,  la  notable  circunstancia  de  que  si  aun  en  el  supuesto 
de  paí^^adas  las  deudas  matrimoniales  y  salvadas  las  necesidades  del 
sosten  de  la  familia,  hubiese  podido  quedar  al^^o  líquido,  el  deman- 
dante habría  sido  solo  dueño  de  la  cuarta  parle  de  ese  pequeño  re- 
manente hipotético,  viniendo  sin  embar;k^o  á  los  catorce  años  á  pe- 
dir la  nulidad  absoluta  de  la  venta  del  todo;  sin  haber  tampoco 
tenido  á  bien  fii^urar  como  acreedor  en  nin^run  sentido  en  el  con- 
curso formado  en  años  después,  á  su  padre,  mientras  asumía  en  él  la 
representación  sola  de  la  secunda  esposa  de  aquel; 

4"  Que  además  de  lo  dicho,  la  ley  24,  título  13,  Partida  8",  que 
rije  el  caso,  por  la  época  en  que  se  produjeron  los  hechos  jurídicos 
de  este  pleito,  no  favorece  tampoco  la  acción  de  nulidad  dedu- 
cida: 

1^  Porque  la  prohibición  que  hace  ella  al  padre  de  enaiurenar 
los  bienes  de  los  hijos,  se  refiere  á  los  bienes  que  ellos  han  apartado^ 
que  son  suyos  proptamentey  que  los  han  de  parte  de  su  madre:  mien- 
tras que  no  puede  decirse  que  el  molino  sea  un  bien  apartado  del 
demandante,  que  le  pertenezca  exclusivamente,  aún  en  la  hipó- 
tesis que  pudiera  conceptuarse  un  ganancial  por  las  razones  dichas; 

2-^  Porque  poniéndose  la  ley  en  el  caso  de  la  enagenacion  que 
prohibe  de  esos  bienes  apartados,  fincarian  por  ende  obligados  é  em- 
peñados al  fijo  los  bienes  del  padre,  después  de  su  muerte,  fasta  qne 
recibiese  entrega  de  ellos,  de  aquellos  que  el  padre  le  oviese  enagenado 
ó  mal  metido:  de  que  resulta,  que  son  los  bienes  del  padre  después 
de  su  muerte  (viviendo  aun  Arzeno),  los  que  quedarían  obligados 
al  hijo  por  esos  sus  bienes  apartados  que  hubiera  vendido; 

3"  Porque  si  bien  la  misma  ley  dice:  E  si  por  aventura  en  los  bie- 
nes del  padre  non  se  podiese  entregar,  porque  fuesen  tan  pocos,  que  no 
compliesen,  ó  que  los  oviese  el  padre  embargados,  ó  mal  parados  en 
alguna  manera,  entonce  pueden  demandar  sus  bienes  á  quien  quier 
los  falten,  é  debiendo  cobrar: — esta  disposición  no  procede,  porque 
presupone  al  padre  muerto,  lo  que  no  ha  ocurrido,  aún  cuando  se 
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halle  insolvente,  del  cual  estado  no  se  ha  probado  que  le  sea  impo- 
sible salir;  y  porque,  como  se  ha  dicho,  siempre  supone  la  enagena- 
cion  de  un  propio  apartado  del  hijo,  y  nó  de  una  existencia  que  pu- 
diera desaparecer  en  la  liquidación  social; 

4^  Porque,  además,  la  misma  ley  aun  en  casos  supuestos,  limita 
su  alcance  diciendo:  E  esto  se  entiende,  cuando  no  quisiesen  heredar, 
sin  haber  parte  en  los  bienes  del  padre;  no  habiendo  el  hijo  deman- 
dante hecho  esa  renuncia  para  de  al^runa  manera  buscar  un  apoyo 
legal;  siéndole  entonces  de  estricta  aplicación  las  palabras  con  que 
la  ley  dispone  para  el  caso  contrario,  á  saber:  Ca  si  quisiesen  heredar 
en  ellos  (como  se  supone  á  falta  de  renuncia)  entonce  non  podrían 
demandar  los  bienes  propios  á  aquellos  á  quien  los  oviese  el  padre  ena- 
genado  según  es  dicho:  porque  todos  los  pleitos  (conírÁíos)  derechos 
que  el  padre  oviese  fecho  serian  tenudos  de  guardar,  ('  de  non  venir 
contra  ellos,  después  que  fuesen  herederos; 

De  todo  lo  que  resulta,  que  no  habiéndose  renunciado  la  heren- 
cia, ni  acreditádose  que  el  molino  debiera  resultar  como  un  ganan- 
cial efectivo  si  se  hubiese  practicado  la  liquidación  social,  en  cuyo 
hipotético  remanente  habría  tenido  solo  la  cuarta  parte  el  que  de- 
manda; no  siendo,  por  tanto,  el  bien  de  que  se  trata  suyo  ni  menos 
apartado,  y  habiéndose  hecho  derechamente  bajo  legal  forma  el 
contrato  de  venta  del  molino,  la  demanda  de  nulidad  carece  de 
apoyo  legal  en  la  citada  ley  24,  título  13,  Partida  5%  (¡ue  rige  el 
caso.  Y  pues,  además,  según  la  glosa  3*  que  á  ella  hace  Gregorio 
López,  el  padre,  á  inversa  del  tutor,  podía  vender  los  bienes  del  hijo 
sin  previa  autorización  judicial. 

Considerando:  3°  Que  tampoco  tiene  apoyo  en  alguna  interpreta- 
ción contraria  de  los  tratadistas  del  Derecho  Español,  pues  lejos  de 
ello,  todos  confirman  la  que  acaba  de  darse  á  esa  ley.  Entre  otros, 
Escrich,  á  las  palabras  bienes  adventicios,  dice:  «El  padre  puede 
enagenar  los  bienes  del  peculio  adventicio  del  hijo,  mientras  tiene 
su  administración,  sin  que  sea  necesaria  al  intento  la  intervención 
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del  Juez:  Gregorio  López  en  la  glosa  5%  ley  24,  título  13,  Partida 
5^».  Y  no  habiéndose  probado  que  no  hubiese  causa  justa  para  la 
enagenacion,  no  hay  fundamento  para  venir  contra  ella. 

«Mas,  si  los  enagenaren  sin  justa  causa,  continúa  Escricli,  tiene 
derecho  el  hijo  á  sacar  su  importe  de  los  bienes  propios  del  padre 
en  caso  de  sohrevivirle,  como  que  le  están  tácitamente  hipotecados; 
y  no  siendo  estos  bastantes  para  el  pago  (lo  que  solo  se  sabría  des- 
pués de  la  muerte  del  padre),  puede  repetirlos  de  cualquiera  que  los 
tenga,  s¿  renunciare  ¡a  herencia  paternaj  pues  aceptándola  no  podrá 
demandarlos,  porque  como  heredero  estará  obligado  al  cumpli- 
miento de  todos  los  contratos  legítimo  del  difunto:  ley  24^  titulo  13, 
Partida  5*».  Como  se  vé,  siempre  se  presupone  la  muerte  del  padre 
y  la  renuncia  de  la  herencia,  para  repetir  contra  tercero  poseedor 
de  los  bienes  enagenados. 

Como  Escrich,  de  la  Serna  y  Montalvan  comentan  la  ley,  á  pá- 
gina 511,  tomo  1^  edición  1870,  tratando  del  peculio  adventicio,  en 
estos  términos:  «En  este  el  hijo  tiene  la  propiedad,  y  el  padre  el 
usufructo,  la  obligación  de  defenderlo  en  juicio  y  fuera  de  él,  la  de 
restituirle  integro  al  hijo  que  se  casa,  la  prohibición  de  enagenar 
los  bienes  en  que  consiste:  ley  24,  titulo  13,  Partida  o^  Sin  em- 
bargo (añaden  en  la  nota),  mediando  justa  causa,  puede  el  padre 
proceder  á  la  enagenacion  de  los  bienes  del  hijo;  Gregorio  López, 
glosa  5*,  á  esta  ley.  El  requisito  indispensable  del  decreto  judicial, 
previo  el  oportuno  espediente  y  venta  en  pública  subasta  para  las 
enagenaciones  de  los  bienes  raices  de  los  huérfanos,  hechas  por  los 
tutores  y  guardadores,  no  comprende  al  padre,  administrador  legí- 
timo de  los  del  hijo  constituido  bajo  su  patria  potestad,  al  cual  la 
ley  atribuye  diversa  consideración  y  constituyen  respecto  á  él  una 
disposición  especial  en  la  9*,  titulo  19,  Partida  6";  sin  relevarle  por 
ello  de  la  obligación  de  conservar  y  restituir  á  su  tiempo  el  peculio 
al  menor,  y  de  resarcirle  de  los  perjuicios  que  éste  justifique  haber 
sufrido  por  menoscabo  ó  enagenacion  de  aquel,  sin  una  de  las  jns- 
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tas  causas,  constiluyendo  al  efecto  hipoteca  legal  en  los  bienes  del 
padre,  y  estendiendo  la  responsabilidad,  en  su  caso,  á  los  enagena- 
dos,  cuando  no  concurre  la  circunstancia  de  heredero  (sentencia 
'del  Tribunal  Supremo,  de  13  de  Febrero  de  1864)*. 

«Por  otra,  de  Diciembre  30  del  mismo  año,  se  declaró  también, 
que,  según  la  ley  24,  titulo  13,  Partida  5%los  padres  no  están  auto- 
rizados para  la  enagenacion  de  los  bienes  de  sus  hijos,  sin  que  los 
suyos  queden  hipotecados  á  la  seguridad  de  lo  vendido  y  al  resar- 
cimiento de  los  daños  y  perjuicios.  Mas,  si  la  enagenacion  se  veri- 
fica, no  pueden  los  hijos  hacer  uso  de  la  acción  de  dominio,  contra 
un  tercer  poseedor,  al  menos  que  no  justifiquen  que  el  caudal  here- 
ditario de  los  padres  no  es  bastante  para  el  pago  de  los  bienes  ven- 
didos, y  aun  en  este  caso,  renunciando  espresamente  la  herencia». 
(Sentencia  de  1"  de  Febrero  de  1867); 

S""  Que,  como  se  vé,  por  los  términos  de  la  ley,  por  la  doctrina  de 
los  comentaristas,  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  donde 
esa  ley  rije,  por  la  que  se  desprende  de  ios  fallos  de  la  Suprema 
Corte  mencionados  por  la  parte  demandada,  por  las  circunstancias 
del  caso  que  se  han  hecho  notar,  y  por  la  deficiencia  de  la  prueba 
de  los  estremos  legales  que  debía  producir  el  demandante,  no  pro- 
cede en  ningún  sentido  la  acción  de  nulidad  deducida  contra  un 
tercer  adquirente  del  inmueble,  á  titulo  oneroso. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  demanda.  Notifiquese 
original,  y  repónganse  los  sellos. 

Fenelofi  Zuviria. 
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Fallo  do  la  Siiproiua  (^orlo 


Buenos  Aires,  Noviembre  14  de  1885. 

Vistos  V  considerando: 

Primero,  Que  la  nulidad  de  la  venta  del  inmueble,  cuya  reivindi- 
cación se  solicita,  se  funda  principalmente  en  que,  teniendo  el  de- 
mandante una  parte  pro  ¿ndiviso  en  él  por  herencia  materna,  no  ha 
podido  el  padre  venderlo  válidamente,  por  estarlo  prohibido  enaje- 
nar los  bienes  adventicios  de  sus  hijos. 

Segundo.  Que  la  ley  veinte  y  cuatro,  titulo  trece,  partida  quinta, 
que  establece  esta  prohibición,  no  declara,  sin  embargo,  la  nulidad 
de  la  venta;  antes,  por  el  contrario,  dispone  terminantemente  que, 
si  el  padre  la  efectuase,  quedarán  hipotecados  sus  bienes  á  favor 
del  hijo  para  pagarse  con  ellos,  y  solo  en  el  caso  de  no  ser  estos 
bastantes  para  su  pago,  acuerda  al  hijo  acción  reivindicatoría  con- 
tra el  tercer  poseedor  de  sus  bienes  adventicios,  y  esto,  si  renun- 
ciare la  herencia  paterna. 

Tercero.  Que  no  pudiendo,  según  lo  dispone  la  ley  catorce,  titulo 
seis,  partida  sesla,  aceptarse  ni  repudiarse  una  herencia  sino  des- 
pués de  la  muerte  del  causante  de  la  sucesión,  se  sigue  que  el  hijo 
no  puede  ejercitar  dicha  acción  viviendo  el  padre,  que  enajenó  sus 
bienes  adventicios. 

Cuarto.  Que  esta  conclusión  se  halla  confirmada  por  la  misma  ley 
veinte  y  cuatro,  cuando  difiere  el  ejercicio  de  la  acción  hipotecaria 
acordada  al  hijo  sobre  los  bienes  del  padre,  para  después  de  la 
muerte  de  éste,  en  estas  testuales  palabras:  «fincarían  obligados  é 
empeñados  al  fijo  los  bienes  del  padre  después  de  su  muerte,  ece- 
tera. » 
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Quinto.  Que  no  habiendo,  en  el  presente  caso,  muerto  el  padre  del 
demandante,  ni  complídose  por  éste  su  condición  de  ejecutar  pri- 
mero los  bienes  de  aquel  para  pagarse  con  ellos,  la  acción  reivindi- 
catoría deducida  directamente  contra  el  comprador  de  los  bienes 
adventicios,  es  improcedente. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  espuestos  por  el  juez 
a  quo,  se  confirma  con  costas  la  sentencia  apelada  de  foja  noventa 
y  siete.  Notífiquese  con  el  original,  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J  DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO  frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN. 
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CAISA  CU 


Don  Edmundo  England,  contra  la  Comisión  de  las  Obras  de  Salubridad 
por  cobro  d£  sobreestadias;  sobre  arreglo  del  juicio. 


Sumario.— L^s  excepciones  dilatorias  no  opuestas  dentro  del  tér- 
mino fijado  por  el  artículo  92  de  la  ley  de  procedimientos,  solo  pue- 


luiuu  ijjauu  pui    cji  ai  «iC'Uiu  «/a  vac  la  loj   \x\ 

den  proponerse  contestando  la  demanda. 


Caso.— I)on  Edmundo  England,  capitán  del  buque  Selene,  demandó 
á  la  Comisión  de  Obras /le  Salubridad,  por  sobreestadias. 

No  habiendo  contestado  el  traslado  la  Comisión,  se  le  acusó  re- 
beldía y  se  le  intimó  que  lo  evacuara  dentro  de  24  horas. 

El  demandado  opuso  la  excepción  de  falta  de  arraigo,  por  ser  el 
demandante  extranjero  no  domiciliado. 


Fallo  dol  Jiiox  Fodfral 


Buenos  Aires,  Julio  14  de  1885. 

Vistos,  para  resolver  sobre  la  excepción  dilatoria  de  arrai^ro  del 
juicio,  deducida  en  el  escrito  de  foja  14. 
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Y  considerando:  1^  Que  dicha  excepción  está  expresamente  auto- 
rizada por  el  artículo  74  de  la  ley  Nacional  de  Enjuiciamiento,  con- 
tra el  extranjero  no  domiciliado; 

2^  Que  el  domicilio  en  el  pais,  que  exime  de  la  obligación  de 
prestar  la  fianza  de  arrai^^o,  no  es  el  que  resulta  de  un  contrato 
especial  á  ejecutarse  aquí,  pues  de  otra  manera  no  tendría  razón  de 
ser  la  precitada  excepción,  sino  el  que  define  el  articulo  89  del  Có- 
digo Civil,  diciendo  que  es  el  lugar  donde  tiene  una  persona  esta- 
blecido el  asiento  principal  de  su  residencia  y  de  sus  negocios; 

3^  Que  el  Juzgado  no  puede  admitir  la  discusión  sobre  si  la  ley 
que  obliga  al  estrangero  no  domiciliado  en  tales  condiciones  á  arrai- 
gar el  juicio,  es  ó  nó  odiosa ;  que  al  Juez  nunca  le  es  permitido  juz- 
gar del  valor  intrínseco  ó  de  la  equidad  de  la  ley  (Kegla  XV  del 
Código  de  Comercio) ; 

4^  Que  teniendo  la  parte  demandada  derecho  para  contestar  den- 
tro de  !Í4  horas  de  acusada  la  rebeldía,  según  lo  dispone  el  artículo 
12  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  aunque  esta  le  haya  sido  acusada 
después  de  vencido  el  término  de  emplazamiento,  claro  es  que  lo 
tiene  para  oponer  excepciones,  pues  este  subsiste  mientras  no  se 
haya  declarado  decaído  aquel,  puesto  que,  como  lo  establece  el  ar- 
tículo 75,  pueden  alegarse  las  excepciones  no  propuestas  como 
articulo  previo,  contestando  la  demanda. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  admitiendo  la  excepción  de  arraigo 
del  juicio,  deducido  en  el  escrito  foja  14. 

VirgiUo  Tedin. 


Fallo  lio  I A  Siiproiiia  (iorto 


Buenos  Aires,  Noviembre  14  de  ISTxS. 


Vistos:  habiendo  el  demandado  opuesto  la  excepción  dilatoria  de 
arraigo,  como  artículo  previo;  y  considerando  que  ella  ha  sido  de- 
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ducida  fuera  del  lérmino  de  nueve  dias  que  tija  el  artículo  setenta  y 
dos  de  la  ley  de  Procedimientos,  pasados  los  cuales  solo  puede  pro- 
ponerse contestando  la  demanda,  según  lo  dispone  el  artículo  setenta 
y  cinco  de  la  misma,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  tres, 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.    B.    GOROSTIAGA. — J.    DOMINGl'EZ. 

— ULAUISLAO  FRIAS. —  FEDERICO 

« 

IBARCrUEN. 


CAISA  CIJI 


Don  José  Hernández,  contra  los  Sres.  Barbieri  Hermanos;  sobre 

indemnización  de  daños  é  intereses. 


Sumario, — r  La  propiedad  literaria  está  reconocida  por  la  Cons- 
titución Nacional. 

2°  En  las  producciones  literarias  impresas,  se  reputa  como  prin- 
cipal el  producto  literario  cuando  tiene  mayor  importancia  que  ei 
papel  en  que  esté  impreso. 
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3°  El  autor  ó  propietario  de  una  obra  literaria,  tiene  el  derecho 
de  percibir  sus  frutos  y  de  prohibir  que  otro  los  perciba. 

4®  El  que  sin  autorización  ó  consentimiento  del  propietario  reim- 
prime la  obra  literaria  con  el  propósito  de  lucrar  con  daño  de  los 
derechos  del  autor,  comete  un  delito. 

5®  De  todo  delito  se  deriva  la  obligación  de  reparar  el  perjuicio 
que  por  él  se  hubiese  causado  á  otra  persona,  acordándose  al  efecto 
acción  civil  al  damnificado,  independiente  de  la  acción  criminal, 
para  obtener  las  indemnizaciones  correspondientes,  cuya  estima- 
ción, tanto  la  ley  civil  como  la  penal,  defieren  al  prudente  arbitrio 
del  Juez. 


Caso. — Se  halla  esplicado  en  el  siguiente: 


Fallo  clol  Jiio/  lio  ScH*(*ioii 


Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1884. 

Vistos  estos  autos,  promovidos  por  D.  José  Hernández,  contra  la 
casa  impresora  que  gira  en  esta  plaza  bajo  el  nombre  de  José  Bar- 
bieri  y  hermanos,  para  que  se  le  condene  al  pago  de  la  suma  de 
diez  mil  pesos  moneda  nacional  por  vía  de  indemnización  de  danos 
y  perjuicios  causados  por  violación  de  la  propiedad  literaria. 

Resulta:  1^  Que  el  demandante  funda  su  acción,  en  que  la  refe- 
rida casa,  que  tiene  su  domicilio  en  la  calle  de  Cuyo  número  79,  ha 
estado  esplotando,  desde  hace  mucho  tiempo,  sin  su  consentimiento, 
el  libro  de  que  es  autor  titulado  «La  vuelta  de  Martin  Fierro»,  es- 
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tableciendo  la  competencia  en  el  precio  con  las  ediciones  verdade- 
ras, al  grado  de  tenerla  exclusiva  en  la  venta  por  mayor  á  causa  de 
su  menor  precio;  que  los  demandados,  no  solamente  le  han  causado 
perjuicio  material  con  la  venta  del  lihro  fraudulentamente  impreso, 
que  estima  bajo  juramento  en  la  suma  demandada,  sino  que  le  han 
perjudicado  también  como  autor,  dando  á  la  publicidad  un  lil>ro 
mal  impreso,  truncos  los  versos,  peor  corregidos  y  valiéndose  de 
clichés  falsificados  de  nin<i:una  importancia; 

2**  Que  Barbieri  hermanos  han  alegado  en  su  defensa  que  el  dia 
treinta  y  uno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  se 
presentó  en  su  establecimiento  una  persona  pidiéndoles  precio  y 
condiciones  para  la  reimpresión  de  la  obra  titulada  <<La  vuelta  de 
Martin  Fierros  y  no  conviniéndole  la  suma  pedida  por  una  impre- 
sión mejor  que  el  original  que  llevó,  le  manifestaron  que  con  un  tipo 
viejo  podrían  modificarlo,  proposición  que  fué  aceptada,  firmando 
un  contrato  para  la  impresión  de  dos  mil  ejemplares  con  tipo  usado 
y  en  papel  de  diario,  al  precio  de  diez  mil  pesos  moneda  corriente; 
que  esa  persona,  llamada  José  Hernández,  esto  es,  del  mismo  nom- 
bre y  apellido  del  demandante,  les  manifestó  que  en  la  actualidad 
no  necesitaba  la  edición,  y  que  le  bastaría  firmar  un  contrato  que 
le  garantiera  la  nó  variación  del  precio,  y  .si  la  llegaba  á  necesitar 
antes  de  un  año,  les  daría  aviso;  que  al  poco  tiempo  les  comunicó 
que  podían  empezar  el  trabajo,  y  así  lo  hicieron,  cuando  fué  decre- 
tado el  embargo  de  la  edición  por  el  Señor  Juez  de  lo  Civil  en  mo- 
mentos en  que  debían  entregarla  á  su  cliente;  que  siempre  tuvieron 
al  Hernández  con  quien  contrataron,  por  el  verdadero  autor  de  la 
obra,  pues  su  nombre,  su  apellido  y  los  términos  en  que  se  espre- 
saba eran  demasiado  claros  para  que  hubiesen  podido  dudar,  no 
habiendo  tenido  nunca  la  idea  que  se  trataba  de  una  impresión 
fraudulenta,  pues  no  conocian  al  Hernández  demandante;  que  no 
hay  acción  de  perjuicios  contra  ellos  porque  la  mente  de  la  ley  no 
es  castigar  el  hecho  de  la  impresión,  sino  la  impresión  verificada 
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por  dolo  ó  fraude  con  intención  de  procurarse  un  beneficio  ilícito,  á 
lo  que  deben  a^^^egar  que  no  se  vendió  un  solo  ejemplar  de  la  im- 
presión que  hicieron,  pues  se  embargaron  los  mil  novecientos  y 
tantos  tirados; 

3^  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba,  por  auto  de  foja  38  vuelta, 
para  que  se  justifique  el  número  de  ediciones  no  autorizadas  que 
hayan  sido  hechas  por  los  demandados  y  el  número  de  ejemplares 
de  que  se  componía  cada  una,  la  utilidad  probable  que  habría  de- 
jado cada  edición,  y  la  buena  fé  de  los  demandados,  habiéndose 
producido  la  que  corre  asrregada  en  estos  autos,  bajo  el  certificado 
de  foja  169. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  es  un  hecho  fuera  de  toda  duda  y  discusión,  com- 
probado por  el  secuestro  efectuado  por  mandato  judicial  en  poder 
de  los  demandados,  de  mil  novecientos  ejemplares  de  la  obra  titu- 
lada fLa  vuelta  de  Martin  Fierro»,  que  estos  han  efectuado  una 
edición  ó  reimpresión  de  la  citada  obra  en  número  de  dos  mil  ejem- 
plares próximamente,  á  la  cual  pertenece  el  ejemplar  de  foja  49,  se- 
ñalado bajo  el  número  cuatro. 

Segundo:  Que  se  halla  igualmente  comprobado  por  medio  de  los 
ejemplares  señalados  con  los  números  uno  y  dos,  fojas  46  y  47,  que 
la  misma  obra  ha  sido  reimpresa  dos  veces  mas,  pues  las  diferen- 
cias que  se  notan  en  la  composición  tipográfica  de  cada  uno  de  ellos, 
revela,  á  no  dejar  la  mas  leve  duda,  según  lo  demuestra  el  informe 
pericial  de  foja  88,  que  cada  uno  pertenece  á  ediciones  diferentes; 
siendo  una  de  las  cuestiones  que  el  Juzgado  debe  decidir,  si  ambas 
emanan  de  la  misma  imprenta  por  donde  se  ha  hecho  el  tiraje  de 
la  edición  sorprendida  y  secuestrada  por  el  demandante. 

Tercero:  Que  los  peritos  Con  i,  Casa  valle  y  Rossi  que  espidieron 
el  informe  aludido,  establecen,  después  de  un  minucioso  estudio  y 
según  sus  conocimientos  en  la  materia,  su  opinión  afirmativa  en 
este  sentido,  fundándose,  primero:  en  que  los  ejemplares  número 
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uno  y  dos  están  compuestos  con  el  tipo  del  QÚmero  nueve,  perfec- 
tamente idéntico  al  número  cuatro,  que  como  se  ha  dicho  pertenece 
á  la  edición  secuestrada  en  poder  de  Barbieri;  segundo:  en  que  son 
exactamente  iguales  los  grabados  ó  viñetas  en  los  mismos,  y  por 
último,  en  que  se  encuentran  las  mismas  faltas  ó  defectos  de  fundi- 
ción en  las  letras  R  O,  de  la  palabra  Fierro  del  título  principal  de 
la  obra,  circunstancias  claramente  perceptibles  aún  para  el  que  no 
es  perito  en  el  arte  de  imprimir,  y  que,  por  lo  demás,  tampoco  han 
sido  desconocidas  por  los  demandados. 

Cuarto^'  Que  si  bien  estos  han  pretendido  esplicarlas,  tratando  de 
demostrar,  respecto  de  la  primera,  por  medio  del  informe  pedido  á 
dos  peritos  (véase  foja  163),  que  es  corriente  que  distintas  impren- 
tas tengan  tipos  absolutamenfe  iguales;  y  respecto  de  las  dos  últi- 
mas, que  las  viñetas  de  las  láminas  y  titulo  de  la  obra  le  fueron  en- 
tregados por  un  tercero,  ya  usados,  los  elementos  de  convicción 
acumulados  con  tal  propósito  están  muy  lejos  de  ofrecer  un  resul- 
tado plausible  ni  constituir  prueba  jurídica  capaz  de  destruir  ó  des- 
virtuar completamente  las  conclusiones  del  informe  antes  citado. 
En  efecto,  los  peritos  Buffet  y  Rodríguez,  designados  por  la  parte 
de  Barbieri  hermanos,  esclusivamente,  establecen  que  no  existen  en 
el  pais  sino  tres  casas  que  reciben  tipos  de  Europa  en  grandes  can- 
tidades, y  dos  que  también  pueden  fundirlas  en  el  pais,  conclu- 
yendo, que  es  posible  que  varias  imprentas  se  surtan  de  la  misma 
casa,  y  tengan  por  lo  tanto  iguales  cuerpos  de  tipos  y  ojo;  pero  á 
parte  de  que  estos  son  hechos  que  no  pertenecen  al  dominio  de  la 
apreciación  pericial  y  que  por  consiguiente  han  debido  ser  compro- 
bados por  otros  medios;  que  los  peritos  no  dicen  de  qué  manera  les 
consta  que  efectivamente  no  hay  mas  que  tres  casas  introductoras 
de  tipos  de  imprenta,  y  que  tampoco  han  prestado  el  juramento  de 
ley  antes  de  declarar,  su  conclusión  no  pasa  de  una  posibilidad  hi- 
potética; todavía  mas  alejada  de  la  probabilidad  si  se  tiene  presente 
que  las  mismas  casas  reciben  ó  pueden  recibir  tipos  de  distintos  ta- 
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maños,  de  tal  suerte  que  aunque  varias  imprentas  se  surtan  de  una 
misma  casa,  pueden  tomar  tipos  diferentes,  según  el  gusto,  el  uso 
conveniencia  ó  necesidad  de  cada  una. 

Quinto:  Que  si  fuese  tan  corriente  que  en  distintas  imprentas 
tengan  tipos  absolutamente  iguales  como  lo  pretenden  los  deman- 
dados, fácil  les  habría  sido  demostrar  et  hecho,  recurriendo  en  este 
caso  á  la  pericia,  por  ser  efectivamente  de  su  resorte,  para  estable- 
cer que  existen  en  esta  ciudad  imprentas  que  tengan  tipos  absolu- 
tamente iguales  á  los  empleados  en  la  impresión  del  ejemplar  de 
foja  49  (número  cuatro),  pues  abundan  los  elementos  de  confronta- 
ción, no  solamente  en  las  quince  ó  veinte  publicaciones  diarias^  sino 
en  multitud  de  obras  que  se  editan  anualmente  en  esta  capital,  de- 
biendo considerarse  su  ausencia  como  una  vehemente  presunción 
contraria  al  propósito  de  los  demandados. 

Sesto:  Que  entre  tanto,  los  mismos  peritos  de  Barbieri  establecen, 
en  su  informe  de  foja  163,  que  no  puede  asegurarse  que  los  ejem- 
plares de  las  tres  ediciones  en  cuestión  hayan  sido  impresos  en  una 
misma  imprenta,  pero  que  el  tipo  de  su  impresión  es  exactamente 
igual,  siendo  innegable  que  el  señalado  con  el  número  tres,  procede 
de  otra  imprenta,  forma  de  espresion  que  deja  traslucir  perceptible- 
mente su  creencia  afirmativa  sobre  la  cuestión  propuesta  en  la  pri- 
mera pregunta,  ya  que  esta  ha  sido  formulada  de  una  manera 
especiosa,  á  no  permitirles  que  la  espresaran  categóricamente  como 
lo  han  hecho  los  peritos  Rossi,  Casavalle  y  Coni. 

Séptimo:  Que  por  lo  que  respecta  á  la  completa  identidad  de  las 
viñetas  en  los  ejemplares  número  uno,  dos  y  cuatro  y  al  hecho  de 
encontrarse  en  ellos  las  mismas  fallas  ó  defectos  de  fundición  en  las 
letras  R  y  O  del  título  principal  de  la  obra,  que  es  la  prueba  mas 
concluyente  de  la  identidad  de  su  origen,  como  también  lo  afirman 
los  peritos  Coni,  Casavalle  y  Rossi,  la  única  defensa  de  los  deman- 
dados consiste  en  que  aquellas,  como  el  titulo,  les  fué  entregado 
por  el  supuesto  Hernández  que  contrató  la  edición  sorprendida,  lo 
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que  impone  al  Juzgado  la  necesidad  de  estudiar,  no  solamente 
las  pruebas  producidas  en  su  apoyo,  sino  la  verosimililud  del 
hecho,  con  arreglo  á  los  demás  antecedentes  que  obran  en 
autos. 

Octavo:  Que  tres  son  los  testigos  presentados  por  Barbieri  herma- 
nos para  demostrar  ese  hecho,  á  saber:  Mantero  (foja  154  vuelta), 
Gusi  (foja  165)  y  Bargas  (foja  166),  pero  admitiendo  en  hipótesis  ia 
verdad  de  él,  no  es  una  prueba  concluyente  de  que  Barbieri  herma- 
nos no  hayan  empleado  los  referidos  clichés  en  otras  ediciones, 
tanto  mas  cuanto  que  ninguno  de  losUesligos  determina  en  qué  fe- 
cha los  entregó  el  supuesto  Hernández,  sobre  cuyo  punto  guardan 
absoluto  silencio  los  demandantes.  Agrégase  á  esto  que  los  tres  tes- 
tigos han  sido  dependientes  ó  empleados  de  la  casa,  lo  que  los  hace 
sospechosos  de  complacencia,  demostrándose  fácilmente  la  falsedad 
en  que  ha  incurrido  el  testigo  Mantero  al  contestar  la  cuarta  pre- 
gunta del  interrogatorio  de  foja  141),  pues  afirma  que  José  Hernán- 
dez llevó  las  viñetas,  y  que  la  del  título  «Martin  Fierro*  era  de 
plomo  en  pedazos,  cuando  en  seguida  manifiesta  que  no  conocia  al 
mismo  José  Hernández,  resultando  ser  la  referida  viñeta  de  una 
sola  pieza  de  plomo  clavada  en  madera,  como  se  descubre  al  simple 
examen;  y  por  último,  que  aún  cierto  el  hecho  tal  como  lo  refieren 
los  testigos,  es  de  ninguna  importancia  mientras  no  se  pruebe  aca- 
badamente que  el  supuesto  Hernández  intervino  seriamente  en  el 
acto,  y  nó  para  inducir  en  los  empleados  subalternos  una  creencia 
equivocada  acerca  de  su  personalidad  en  vista  de  la  naturaleza  del 
acto  que  se  trataba  de  llevará  cabo. 

Noveno:  Que  desde  luego  llama  la  atención  que  en  el  contrato 
presentado  por  Barbieri  (foja  140)  no  se  haya  dicho  una  palabra 
acerca  de  la  obligación  por  parte  de  Hernández  de  entregar  los 
clichés,  circunstancia  que  sin  duda  debía  influir  en  el  precio  de  la 
edición,  y  que  una  casa  impresora  de  la  importancia  de  la  de  Bar- 
bieri hermanos  hubiese  necesitado  que  un  tercero  le  suministre  el 
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título  bien  insignificante  por  cierto,  del  punto  de  vista  del  arte  ti- 
pográfico de  la  obra  que  debía  reimprimir. 

Décimo:  Que  este  cliché  no  ha  sido  presentado  ni  secuestrado  junto 
con  los  demás,  habiéndose  ocupado  de  él  los  demandados,  esforzán- 
dose en  demostrar  que  figuró  entre  los  que  suministró  el  supuesto 
Hernández,  tan  solo  después  que  los  peritos  demostraron,  apoyán- 
dose en  él,  la  identidad  de  origen  de  las  tres  ediciones  falsas  reco- 
nocidas en  autos. 

Undécimo:  Que  las  precedentes  consideraciones  imponen  al  Juz- 
gado la  convicción  afirmativa  acerca  de  la  cuestión  debatida,  esto 
es,  que  esas  tres  ediciones  han  sido  hechas  en  la  casa  de  Barhieri 
hermanos. 

Duodécimo:  Que  en  presencia  de  la  conclusión  que  precede,  eí 
contrato  de  foja  140  presentado  por  dichos  señores  par^  justificar 
su  conducta  pierde  toda  eficacia,  desde  que  aparecen  comprometi- 
dos como  autores  de  otras  dos  ediciones  clandestinas,  pero  aunque 
así  no  fuera,  es  absolutamente  de  ningún  valor  legal  para  justificar 
su  buena  fé,  pues  siendo  un  documento  privado,  su  fecha  cierta,  con 
relación  á  terceros,  es  la  de  su  presentación  en  juicio,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1035 del  Código  Civil,  la  cuales  posterior 
al  embargo  de  la  edición  sorprendida  en  la  imprenta  de  Barbierí 
hermanos. 

Decimotercero:  Que  de  consiguiente,  es  escusado  tomar  en  consi- 
deración la  prueba  rendida  para  justificar  la  autenticidad  de  la 
firma  puesta  al  pié  de  él,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  existencia  de  un 
real  6  supuestamente  titulado  José  Hernández,  desde  que  en  viptud 
de  una  presunción  de  la  ley  que  no  admite  prueba  en  contrario,  ve- 
nia á  pesar  sobre  dicho  contrato  indudablemente  la  tacha  de  simu- 
lación como  escrito  expost  fado. 

Decimocuarto:  Que  esta  conclusión  puramente  legal,  se  convierte 
en  certidumbre  en  presencia  dei  hecho  de  no  haber  sido  presentado 
el  Hernández  firmante  del  contrato  á  asumir  la  responsabilidad  que 
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le  corresponde  eo  el  juicio,  á  pesar  de  haber  estado  presente  y  en 
relación  inmediata  con  los  demandados  cuando  se  inició,  según  se 
desprende  de  su  escrito  de  foja  23,  en  el  cual  dicen  que  después  de 
comunicarles  Hernández  que  podian  empezar  el  trabajo,  vino  el  em- 
bargo en  momento  en  que  debían  entregarle  la  edición  hecha,  ha- 
biéndose alegado  por  primera  vez  su  ausencia  recien  en  Julio  del 
presente  ano  (véase  foja  i21). 

üécimoquinto:  Que  el  hecho  mismo  de  la  ausencia  de  Hernández 
no  está  perfectamente  comprobado, pues  de  los  dos  testigos  presen- 
tados á  este  efecto  no  merece  fé  alguna  Sanguinetti,  en  vista  de  la 
incertidumbre  que  demuestra  sobre  el  origen  de  su  conocimiento, 
no  sabiendo  si  es  á  él  ó  á  su  cuilado  á  quien  escribió  desde  Monte- 
video avisando  su  partida,  de  la  que  ninguna  noticia  tuvo  antes  el 
testigo  á  pesar  de  que  Hernández  le  dejó  en  su  casa  á  su  propia  es- 
posa, quedando  de  consiguiente  singular  la  declaración  de  Casti- 
glione,  quien  por  otra  parle  no  dá  una  razón  satisfactoria  de  su 
dicho. 

Decimosexto:  Que  en  el  presente  caso  concurren  además  las  si- 
guientes presunciones,  que  por  ser  de  naturaleza  acumulativa  coad- 
yuvan á  demostrar  que  el  contrato  en  cuestión  no  es  sino  un  acto 
supuesto  de  que  se  ha  echado  mano  para  eludir  la  responsabilidad 
en  que  incurría  la  casa  impresora,  y  son,  el  hecho  de  haber  negado 
Barbieri,  ó  por  lo  menos  manifestado  ignorar  que  existieran  en  su 
imprenta  ejemplares  de  la  obra  falsificada,  momentos  antes  de  em- 
bargarse los  mil  novecientos  que  se  encontraron  allí  (declaraciones 
del  Escribano  Pérez,  foja  107  vuelta,  y  del  oficial  de  Justicia,  foja 
109);  la  omisión  del  nombre  de  la  imprenta  que  hizo  el  tiraje  de  la 
edición  secuestrada;  la  ausencia  de  garantía  en  un  contrato  cele- 
brado con  persona  desconocida;  la  fecha  treinta  y  uno  de  Diciem- 
bre puesta  en  el  contrato  exhibido  para  evitar  al  antidatarlo  todo 
error  posible  entre  esa  fecha  y  la  del  dia  en  que  se  vendió  el  sello, 
desde  que  seguramente  halirá  sido  vendido  antes  del  último  dia  del 
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año  de  su  vigencia;  por  último,  el  hecho  muy  inverosímil  de  que  ni 
los  hermanos  Barbieri,  impresores  y  editores  de  ohra,  ni  ninguno 
de  los  empleados  de  su  casa,  entre  los  que  figuran  periodistas,  noti- 
cieros, tipógrafos,  etc.  no  conocieran  al  verdadero  José  Hernández, 
librero  y  autor  de  obras  impresas  en  el  país,  de  manera  que  el  Juz- 
gado no  puede  menos  de  aceptar  y  declarar  plenamente  probado  el 
hecho  de  que  los  señores  Barbieri  hermanos  han  impreso  por  su 
cuenta  tres  ediciones  clandestinas  del  libro  titulado:  «La  Vuelta  de 
Martin  Fierro». 

Considerando,  en  cuanto  al  derecho: 

Décimo  séptimo :  Que  la  propiedad  literaria  á  favor  del  autor  ó 
los  que  de  él  tienen  su  derecho  está  espresamente  reconocida  por 
la  Constitución  Nacional  (artículo  17),  durante  el  término  que  la  ley 
señala,  lo  que  la  coloca  en  ausencia  de  leyes  especiales  que  reglamen- 
ten su  ejercicio,  bajo  el  amparo  de  las  leyes  generales  que  rigen  el 
dominio  de  las  cosas,  reputándose  como  principal  el  producto  lite- 
rario impreso  y  accesorio  el  papel  (artículo  2335  del  Código  Civil). 

Décimo  octavo:  Que  en  tal  virtud,  el  autor  ó  propietario  de  una 
obra  literaria  tiene,  no  solamente  el  derecho  de  servirse  de  ella, 
gozarla  y  de  percibir  sus  frutos,  sino  de  prohibir  que  otro  se  sirva 
ó  los  perciba,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  2313  del 
Código  Civil,  lo  que  coloca  este  hecho,  llevado  á  cabo  sin  autoriza- 
ción ó  consentimiento  del  propietario,  en  la  categoría  de  acto  ilíci- 
to, constituyendo  un  delito,  cuando  se  ha  ejecutado  á  sabiendas,  con 
el  propósito  de  lucrar  con  daño  de  ios  derechos  del  autor,  según  el 
artículo  1072  del  Código  citado,  principio  consagrado  por  el  Código 
Penal  espresamente  en  cuanto  á  la  propiedad  literaria  se  refiere, 
al  establecer,  en  su  articulo  342,  que  el  que  publicase  una  produc- 
ción literaria  sin  consentimiento  de  su  autor  sufrirá  una  multa  de 
veinte  y  cinco  á  quinientos  pesos  fuertes  si  no  hubiese  espendido 
ningún  ejemplar,  duplicándose  la  mulla  en  caso  contrarío,  sin  per- 
juicio del  comiso. 
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Décimo  iwveno:  Que  es  un  principio  de  derecho  espresameiile 
consií^mado  en  los  artículos  1077  del  Código  Civil  y  68  del  Código 
Penal,  que  de  todo  delito  deriva  una  obligación  de  reparar  el  per- 
juicio que  por  él  se  hubiese  causado  á  otra  persona,  acordándose  al 
efecto  acción  civil  al  damnificado,  independiente  de  la  acción  cri- 
minal (articulo  1096  Código  Civil)  para  obtener  las  indemnizaciones 
correspondientes,  cuya  estimación,  tanto  la  ley  civil  (articulo  1083) 
como  la  penal  (artículo  140)  defieren  al  prudente  arbitrio  del 
Juez. 

Considerando  á  este  respecto: 

Vigésimo:  Que  el  perjuicio  sufrido  por  Hernández  como  conse- 
cuencia inmediata  y  directa  de  la  impresión  fraudulenta  de  su  obra 
en  condiciones  de  poderse  ofrecer  al  público  á  un  precio  inferior  al 
de  la  edición  leun'tima,  consiste  lógicamente  en  la  paralización  de 
la  venta  de  esta,  como  consecuencia  de  la  ventajosa  competencia 
hecha  por  las  ediciones  no  autorizadas,  liecho  comprobado  por  las 
declaraciones  de  los  testigos  Prudent,  foja  102,  vuelta,  Chaves, 
foja  103  vuelta,  dé  Mazo,  foja  105,  Igon,  foja  106,  todos  de  profesión 
libreros,  que  tenían  en  venta  la  edición  auténtica,  y  por  consi- 
guiente; en  aplilud  de  apreciarla  influencia  que  podía  tener  la  com- 
petencia á  ese  articulo. 

Vigésimo  primero :  Que  si  bien  no  consta  el  número  de  ejempla- 
res de  que  se  componían  las  dos  ediciones  impresas  antes,  déla  que 
fué  secuestrada  es  verosímil  que  lo  fuera  del  mismo  número  que 
esta,  á  lo  que  se  agrega  que,  según  lo  ha  declarado  el  testigo  señor 
€oni,  impresor  autorizado  de  la  obra,  solo  ha  quedado  sin  ser  reti- 
rada de  su  casa  la  quinta  edición  compuesta  de  cuatro  mil  ejempla- 
res, de  modo  que  puede  estimarse  prudentemente  que  la  competen- 
cía  hecha  por  las  ediciones  Barbieri  hermanos  ha  sídoá  esos  cuatro 
mil  ejemplares,  puesto  que  la  tercera  edición  de  dos  mil  no  se  dio 
■al  público. 

Vigésimo  segundo:  Que  las  declaraciones  de  los  libreros  antes 
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mencionados  y  otros  que  es  inútil  citar,  demuestran  que  el  precio 
corriente  de  la  obra  en  cuestionen  las  ventas  hechas  por  mayor  ha 
variado  entre  diez  y  quince  pesos  moneda  corriente  de  Buenos  Ai- 
res por  ejemplar,  de  manera  que  puede  aceptarse  como  equitativo  el 
de  doce  pesos,  que  representa  próximamente  el  término  medio. 

Vigésimo  tercero:  Que  es  justo  tener  en  cuenta  también  y  alegar 
al  cálculo  de  los  perjuicios  el  interés  correspondiente  al  valor  de  los 
cuatro  mil  ejemplares  almacenados  en  la  imprenta  de  Coni,  puesto 
que  la  competencia  le  privó  á  Hernández  de  percibirlo  desde  hace 
tres  años,  cuando  menos,  á  la  tasa  que  el  Banco  de  la  Provincia  co- 
bra á  sus  deudores,  como  también  los  gastos  que  haya  tenido  que 
hacer  para  llegar  á  descubrir  los  autores  de  la  falsificación  y  las 
costas  del  proceso. 

Por  estos  fundamentos  v  demás  consideraciones  concordantes  del 
alegato  de  foja  183,  fallo  condenando  á  los  demandados  José  Bar- 
bíeri  hermanos  al  pago  á  favor  de  Don  José  Hernández  de  la  suma 
de  tres  mil  pesos  moneda  nacional  en  que  el  Juzgado  fija,  en  cum- 
plimiento de  la  facultad  legal  de  que  se  ha  hecho  mérito  y  con  arre- 
glo á  las  consideraciones  precedentes,  la  reparación  de  los  perjui- 
cios que  le  han  causado  con  las  ediciones  fraudulentas  de  su  obra 
«La  Vuelta  de  Martin  Fierro*,  y  además  las  costas  del  juicio. 

Virgilio  M.  Tedin. 
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Fallo  de  la  S^uprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Noviembre  24  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  doscientos  treinta  y  seis;  y  previa  reposición  de  se- 
llos, devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—FEDERICO  IRARGÚREN. — SALVA- 
DOR MARÍA  DEL  CARRIL. 


c:au.sa  <:liii 


Don  Juan  S.  Usandivaras,  contra  los  Setlores  Fioriniy  Ferranti; 

por  cobro  de  pesos 


Sumario. — 1^  Comprobada  la  justicia  de  la  demanda,  debe  man- 
darse pagar  lo  que  por  ella  se  pide. 
^  No  existiendo  en  la  sentencia  de  segunda  instancia  ninguno 
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de  los  errores  previstos  por  el  artículo  232  de  la  Ley  de  Procedi- 
inientos,  no  puede  hacerse  lugar  á  su  rectificación. 


Caso. — Se  encuentra  suficientemente  esplicado  en  los  si<ruientes 
fallos: 


Fallo  del  «iiiez  de  Sc^cfioii 


Y  vistos:  en  cuanto  á  los  hechos,  resulta  lo  si^^uiente:  Don  Javier 
Usandivaras  se  presentó  contra  Fiorini  y  Ferranli,  con  una  cuenta 
y  con  contrato  privado,  fojas  1  á  3,  firmado  por  los  espresados,  co- 
brando al  se/^^undo  el  valor  de  aquella,  dos  mil  setecientos  ochenta 
pesos  con  cincuenta  y  un  centavos  fuertes,  papel  de  curso  legal,  pro- 
cedentes de  maderas  suministradas  para  la  construcción  del  puente 
sobre  el  rio  Salí,  y  además  los  intereses  desde  la  fecha  de  la  de- 
manda, con  las  costas  del  juicio. 

Contestando  Fiorini  y  Ferranti,  espuso:  que  era  verdad  que  debía 
por  tal  causa  á  Usandivaras,  pero  que  solo  le  reconocía  la  cantidad 
de  un  mil  setecientos  cuarenta  y  dos  pesos  con  veinte  y  ocho  centa- 
vos, de  la  moneda  espresada,  lo  que  estaba  dispuesto  á  pagar,  foja 
13  vuelta.  Abierta  la  causa  á  prueba,  Usandivaras  pidió  se  recabara 
informe  de  la  inspección  técnica  de  las  obras  de  la  prolongación  del 
Ferro-Carril  Central  Norte,  el  que  evacuado  corre  á  foja  20,  y  es- 
presa, como  lo  pidió  el  demandante,  la  cantidad  de  metros  cúbicos 
de  madera  ocupadas  en  la  construcción  de  dicho  puente.  También 
presentó  posiciones  foja,  24,  las  que  fueron  absueltas  por  el  deman- 
dado, fojas  22  á  23. 

La  parte  demandada  ha  producido  la  prueba  pericial  que  corre 
de  fojas  74  á  78  en  el  informe  que  dos  ingenieros  nombrados  por  las 
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partes  han  dadoisobre  el  cubo  relativo  y  el  absoluto  de  metros  de 
madera  empleados  en  el  puente. 

Para  mejor  proveer,  el  Juzgado  designó  al  ingeniero  municipal 
Señor  Roque  á  efecto  do  que  revisase  la  exactitud  de  aquella  opera- 
ción, que  fué  contradicha  por  Usandivaras,  y  su  informe  se  lee  de 
fojas  7\  á  72. 

Después  el  Juzgado,  con  la  misma  calidad,  requirió  de  uno  de  los 
ingenieros  que  trazaron  el  dicho  informe,  y  de  otros  mas,  por  ha- 
ber faltado  el  que  le  acompañó  en  la  primer  operación,  le  informa- 
ran sobre  la  cubatura  de  madera  empleada  en  pilotes  y  soleras,  ope- 
ración que  hablan  omitido  los  primeros,  y  resulta  del  informe  de 
foja  82  que  es  imposible  esa  medición. 

Por  último,  el  Juzgado  pidió  en  igual  calidad,  informe  sobre  el 
mismo  punto  á  la  oficina  técnica  del  Ferro-Carril,  que  antes  había 
informado,  y  el  resultado  corre  de  fojas  83  á  85. 


DERECHO 

Considerando:  í^  Que  toda  la  diferencia,  según  los  alegatos  en  el 
curso  de  la  causa,  entre  ambos  litigantes,  ha  consistido  en  averi- 
guar la  que  hay  entre  el  cubo  de  madera  que  la  Nación  pagó  á  Fio- 
rini  y  Ferranti  por  la  construcción  del  puente,  sin  deducción  de  es- 
pacios vacios  entre  madero  y  madero,  y  el  que  resulta  neto  deduci- 
dos esos  espacios.  Lo  primero,  pretendía  Usandi varas;  Fiorini  y 
Ferranti,  sostenían  lo  segundo. 

2**  Que  el  Juzgado  decide  y  resuelve  la  cuestión  en  favor  del  de- 
mandado, pues  que  el  contrato  celebrado  por  éste  con  la  Nación  en 
nada  puede  afectar  sus  derechos  por  estar  en  pugna  con  los  de 
Usandivaras,  que  no  fué  parte  en  él;  debiendo  regir  en  el  caso  úni- 
camente lo  prescrito  en  el  articulo  20  del  contrato. 

3*^  One  el  Juzgado  eslima  como  la  operación  más  exacta,  por  su 
claridad,  método  y  razonamiento,  lo  ejecutado  por  el  Ingeniero  Ro- 
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qué,  y  está  por  sus  conclusiones,  en  lo  relativo  á  la  medida  de  la 
madera  de  tablazón  y  tablestacas, 

4^  Que  en  relación  á  la  medida  de  pilotes  y  soleras  no  habiendo 
podido  ser  medidos  por  los  ingenieros,  como  se  ha  dicho,  debe  ser 
estimada,  según  el  único  dato  que  se  ofrece,  y  que  tiene  el  sello  de 
la  autenticidad  de  su  origen,  cual  es  el  que  resulta  del  informe  de 
foja  83. 

Por  estos  fundamentos,  declaro:  que  Fiorini  y  Ferranti  deben  pa- 
gar y  los  ordeno  que  paguen  á  Don  Javier  üsandivaras,  dentro  de 
diez  dias,  el  valor  de  la  madera,  según  el  contrato  que  resulta  de 
los  dos  expresados  informes  en  el  penúltimo  y  último  considerando, 
y  además  los  intereses  correspondientes,  según  cobra  el  Banco  Na- 
cional, desde  el  dia  de  la  demanda  hasta  el  del  efectivo  pago,  y  úni- 
camente sobre  la  suma  que  resultare  deber,  fuera  de  los  mil  sete- 
cientos cuarenta  y  dos  pesos,  veinte  y  ocho  centavos  fuertes  de 
curso  legal  que  ha  reconocido  deber  el  demandado  y  puesto  á  dis- 
posición del  demandante.  Así  lo  resuelvo  definitivamente  juzgando, 
en  mi  despacho,  en  Tucuman,  á  veinte  y  tres  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro.  Hágase  saber  original,  reponiéndose  el  pa- 
pel.—/i^ni^wo  Vallejo. 

La  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer,  mandó  pasar  los  autos  al 
Departamento  de  Ingenieros,  á  fin  de  que,  tomando  por  base  la  sen- 
tencia de  foja  85  vuelta,  hiciera  la  liquidación  en  metros  cúbicos  de 
la  madera  á  que  ella  se  refiere. 

Buenos  Airea,  Julio  80  de  ISíib. 

Exma.  Suprema  Corte: 

Según  la  sentencia  del  Señor  Juez  de  Sección  de  foja  85  vuelta, 
en.  el  tercer  considerando,  se  establece:  ^  Que  elJuzgado  estima  como 
í  la  operación  mas  exacta  por  su  claridad,  método  y  razonamiento^ 
» la  ejecutada  por  el  Ingeniero  Roque  y  está  por  sus  conclusiones  en 
>  lo  relativo  á  la  medida  de  la  madera  de  tablazón  y  tablestacas*;  y 
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?•  en  el  4°:  « Qu^  en  relación  á  la  medida  de  pilotes  y  soleras,  no  lia- 

»  hiendo  podido  ser  medidos  por  los  Ingenieros,  como  se  lia  diclio,  debe 

B  ser  estimado,  según  el  iinico  duto  que  se  ofrece  y  que  tiene  el  sello 

j»  de  la  autenticidad  de  su  origen,  cual  es  el  que  resulta  del  informe  de 

»  foja  83*, 
Por  los  fundamentos,  en  las  consideraciones,  se  declara:  ^(Jue 

»  Fiorini  y  Ferranti  debe  pagar  y  le  ordeno  que  pague  á  Don  Javier 

»  Usandivaras,  dentro  de  diez  dia^,  el  valor  de  la  madera,  según  el 

j»  contrato,  que  resulte  de  los  dos  espresados  informes  en  el  penúltimo 

»  y  último  considerando  etc, » 

De  manera  que,  cumpliendo  lo  ordenado  por  V.  E.,  resulta  que  el 

cubo  total  de  la  madera  de  que  se  trata,  es  de  774  metros  cúbicos 

213  milésimos  de  metro  cúbico,  que  se  componen  de  los  elementos 

siguientes: 

tablazón  y  tablestacas  (informe  Roque). 

Cubatura  de  la  tablazón 307'"533 

Tablestacas • 84  118 

Total  metros  cúbicos 391 .651 

Pilotes  y  soleras  (informe  Candiani). 

40  pilotes  de  7"'50  x  0'"225  x  0-223  =  13.187 

6  7o  B  O  223  »  O  223  .»    13.669 
6  00  »  O  223  »  O  223  *    12.130 

6  52  »  O  223  «.  O  223  B    78.888 

3  00  B  O  223  »  O  223  »  180.478 

7  73  »  O  225  B  O  225  B      2.354 
9  00  B  O  223  »  O  223  .      1.367 

4  30  B  O    25  »  O    25  »    42.469 
1.200  »  O    25  B  O    12  »    36.000 


40 

)) 

40 

% 

239 

)) 

713 

» 

6 

» 

3 

» 

151 

» 

Solera 

Total  metros  cúbicos 382.562 
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Son  trescientos  ochenta  y  dos  metros  cúbicos  y  quinientos  sesenta 
y  dos  milésimos  de  metro  cúbico,  observando  que  hay  uua  pequeña 
diferencia  en  las  cifras  decimales,  por  error  en  la  multiplicación  en 
el  informe  del  Ingeniero  Candiani,  que  he  creido  deber  salvar  al 
hacer  la  cubicación  ordenada. 

Resumiendo  resulta: 

Cubicación,  tablazón  y  tablestacas  (Roque).  391.651 
Pilotes  y  soleras  (Candiani) 382.562 

Total  metros  cúbicos 774.213 

Son  en  total  setecientos  setenta  y  cuatro  metros  cúbicos,  mas  dos- 
cientos trece  milésimos  de  metro  cúbico. 

Guillermo  White.    . 
Á,  E,  Rimñol, 

iSecretarío. 


í'^allo  «le  la  Nupreiua  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1SS5. 

Y  vistos,  resulta:  que  Don  Javier  S.  Usandivaras  reclama  de  los 
Señores  Fiorini  y  Ferrant  el  pago  de  dos  mil  setecientos  ochenta 
pesos,  cincuenta  y  un  centavos  fuertes  de  curso  leíJ^al,  saldo  del  im- 
porte de  mil  trescientos  cuarenta  y  dos  metros  cúbicos,  setecientos 
cuarenta  y  tres  milésimos  de  madera,  que,  según  la  cuenta  de  foja 
tres,  les  ha  suministrado,  con  arreglo  al  contrato  de  foja  primera, 
para  la  construcción  del  puente  del  rio  Salí. 

Los  demandados  solo  reconocen  deber  mil  setecientos  cuarenta  v 
dos  pesos,  veinte  y  ocho  centavos  fuertes  decurso  legal.  Dicen:  que 
de  la  primera  partida  de  la  cuenta  presentada  deben  deducirse  dos- 
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níeutos  catorce  pesos  con  treinta  centavos,  y  de  la  segunda,  ocho- 
cientos treinta  y  tres  pesos  noventa  y  tres  centavos,  por  cnanto  por 
dicíia  cuenta  se  cobra  un  número  mayor  de  metros  cúhícos  que  ios 
entregados  realmente;  que  hecha  la  deducción  de  las  cantidades  in- 
dicadas, están  dispuestos  á  pai^^ar  en  el  acto  el  saldo  de  mil  sete- 
cientos cuarenta  y  dos  peses  veinte  y  odio  centavos  que  resulta,  y 
que  por  consiguiente,  debe  recíiazarse  la  demanda,  con  costas,  por 
la  plus  peUtion  en  que  ha  incurrido  el  demandante. 

Y  considerando:  Primero:  Que  según  el  informe  do!  ingeniero 
Tessi,  que  corrf»  á  foja  veinte,  la  cantidad  de  madera  que  la  Nación 
ha  pagado  á  los  Señores  Fiorini  y  Forranti  por  la  construcción  del 
puente  sobre  el  rio  Salí,  con  arreglo  á  la  liquidación  verificada  el 
cinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  y  aceptada  por  los 
empresarios,  asciende  á  mil  trescientos  cuarenta  y  dos  metros  cú- 
bicos con  setecientos  cuarenta  y  siete  milésimos,  y  además  treinta  y 
seis  tablones  renovados  en  la  parte  vieja  del  puente,  sin  cubicar,  al 
precio  de  cuatro  pesos  fuertes. 

Segundo:  Que  si  bien  este  perito  agrega  oficiosamente  en  su  in- 
forme, que  la  cantidad  espresada  no  representa  el  verdadero  cubo 
de  madera  empleado  en  el  puente,  por  cuento  al  hacerse  la  cubica- 
ción no  se  han  descontado  los  espacios  que  hay  entre  los  tablones 
del  piso,  palizada,  etcétera,  esta  aseveración  está  desautorizada  y 
contradicha  por  la  cuenta  é  informe  del  Geíe  de  la  Oficina  de  Ins- 
pección Técnica,  Don  Emilio  Candiani,  corriente  de  fojas  ochenta  y 
tres  á  ochenta  v  cinco. 

Tercero:  Que  en  esta  cuenta  se  consigna  prolija  y  detalladamente 
la  cubicación  exacta  de  cada  una  de  las  diferentes  piezas  de  madera, 
que  ha  entrado  en  la  construcción  de  dicho  puente,  y  resulta  evi- 
dentemente demostrado  que  en  los  mil  trescientos  cuarenta  y  dos 
metros  cúbicos,  setecientos  cuarenta  y  siete  milésimos  que  arroja, 
no  se  ha  comprendido  claro  alguno,  y  que,  por  consiguiente,  es  de 
todo  punto  inexacta  la  afirmación  del  ingeniero  Tessi. 
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Cuarto:  Que  los  informes  periciales  de  fojas  cuarenta  y  siete,  se- 
tenta, setenta  y  seis  vuelta  y  setenta  y  ocho,  nada  prueban  contra 
la  exactitud  de  la  cuenta  mencionada;  porque  no  habiendo  estos 
peritos  cubicado  sino  la  madera  de  la  tabla/on  del  piso  y  de  las  ta- 
blestacas, su  operación  solo  probaría  que  las  tablestacas  y  la  tabla- 
son  del  piso  tienen  el  número  de  metros  cúbicos  que  indican;  pero 
en  manera  alguna  puede  deducirse  de  aquí  que  la  totalidad  de  la 
madera  empleada  en  la  construcción  del  puente,  no  sea  la  que  es- 
presa la  cuenta  detallada  del  Gefe  de  la  Oficina  de  Inspección  Téc- 
nica. 

Quinto:  Que  siendo  esto  así,  y  estando  conforme  con  dicha  cuenta 
la  cantidad  de  madera  cuyo  pago  reclama  el  demandante,  no  hay 
razón  alguna  para  exonerar  á  los  demandados  de  una  parte  de  él. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
ochenta  y  cinco  vuelta,  y  se  condena,  en  su  consecuencia,  á  los  Se- 
ñores Piorini  y  Ferranti  al  pago  de  la  cantidad  demandada  y  sus 
intereses,  á  estilo  de  Banco,  desde  la  fecha  de  la  demanda.  Notifí- 
qiiese  con  el  original,  y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — L'LADISLAO  FKIAS. — 
FEDERICO  IBARGLRCN. 

La  parte  de  Fioriui  y  Ferranti  pidió  rectificación  de  la  sentencia. 
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Buenos  Aires,  Knero  28  de  188^». 

Por  la  demanda  de  foja  cuatro,  Usandivaras  reclama  el  saldo  de 
dos  mil  setecientos  ochenta  pesos  cincuenta  y  un  centavos,  que  arroja 
á  su  favor  la  cuenta  de  foja  tres. 


168  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Los  demandados  Fiorini  y  Ferranti  solo  reconocen  deber  mil  se- 
tecientos cuarenta  y  ocho  pesos  veinte  y  ocho  centavos  por  el  saldo 
del  precio  de  la  madera  que  aquel  les  suministró  para  la  construc- 
ción del  puente  en  el  rio  Salí. 

El  Juez  aquo  dedara  en  su  sentencia:  que  Fiorini  y  Ferranti  de- 
lien  pagar  á  Usandivaras,  en  el  término  de  diez  días,  el  valor  de  la 
madera  que  resulte  de  los  dos  informes  á  que  se  refieren  el  penúl- 
timo v  último  considerando. 

En  el  primero  de  estos,  el  Juez  aceptó  como  concluyente  el  in- 
forme de  foja  setenta,  en  lo  relativo  á  la  medida  de  la  madera  de 
tablazón  y  tablestacas,  y  en  el  segundo;  acepta  el  de  foja  ochenta  y 
tres,  en  cuanto  á  la  medida  de  pilotes  y  soleras. 

Los  demandados,  considerándose  agraviados  por  esta  resolución, 
apelaron  de  ella,  y  sustanciado  el  recurso,  resultó:  que  Don  Segundo 
Videla,  apoderado  de  los  apelantes,  se  había  presentado  á  nombre 
del  apelado  Usandivaras,  espresando  agravios  por  éste,  y  que  éste, 
fundado  en  que  aquellos  no  habían  espresado  agravios,  pedía  sede- 
clarase  desierto  el  recurso,  ó  en  caso  contrario,  se  reformase  la 
semencia,  condenando  simplemente  á  los  demandados  al  pago  de  la 
cantidad  reclamada,  con  costas. 

En  vista  de  esto  y  de  la  esplicacion  de  los  apelantes,  la  Suprema 
Corte  pasó  los  autos  al  Departamento  de  Ingenieros  para  que  en 
vista  de  la  sentencia  y  de  los  informes  á  que  se  referia,  hiciera  la 
liquidación  de  la  madera  que  por  ella  se  mandaba  pagar;  pues  sin 
esto,  no  era  posible  conocer  el  valor  á  que  esta  ascendía. 

La  liquidación  se  practicó  á  foja  ciento  veinte  y  siete,  y  de  ella 
resulta  que  la  madera  que  Fiorini  y  Ferranti  deben  pagar  á  Usan- 
divaras, según  lo  resuelto  por  el  Juez  a  qm,  asciende  á  setecientos 
setenta  y  cuatro  metros  cúbicos  doscientos  trece  milésimos. 

Ahora  bien,  el  valor  de  esta  madera  ¿es  lo  que  debe  darse  en  pago 
del  saldo  que  reclama  Usandivaras  en  su  demanda? 

Así  es  de  suponerse  por  los  términos  de  la  sentencia,  y  así  lo  han 
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comprendido  los  demandados  al  interponer  contra  ella  el  recurso 
de  apelación;  pues  se  les  condenaba,  según  la  liquidación  practicada 
en  segunda  instancia,  á  pagar  una  cantidad  considerablemente  ma- 
yor que  la  reclamada  por  el  mismo  demandante. 

Asi  lo' ha  comprendido  también  éste  al  pedir  que  se  declarase  de- 
sierto el  recurso,  ó^  en  caso  contrario,  se  reforme  la  sentencia,  con- 
denando simplemente  á  los  demandados  al  pago  de  la  cantidad 
reclamada. 

La  Suprema  Corte  no  podía  confirmar  una  sentencia  semejante. 

Sí,  contra  la  inteligencia  que  le  lian  dado  las  partes,  se  supone 
que  por  ella  solo  ha  querido  establecer  la  cantidad  total  de  la  ma- 
dera empleada  en  la  construcción  del  puente,  seria  necesario,  para 
conocer  el  saldo  que  debe  abonarse  á  Usandivaras,  deducir  del  valor 
de  dicha  madera  las  sumas  que  Fíoriní  y  Ferranti  tienen  dadas  á 
cuenta,  y  como  el  monto  de  estas,  según  la  cuenta  de  foja  tres,  es- 
cede en  mucho  al  valor  de  los  setecientos  setenta  v  cuatro  metros 
que  resultan  de  la  sentencia,  los  demandados,  que  se  reconocen 
deudores  de  mil  setecientos  y  tantos  pesos,  resultarían  acreedores  por 
una  cantidad  considerable,  que  habrían  pagado  demás  y  á  cuya  de- 
vohicion  tendrían  derecho. 

En  este  caso  tampoco  podía  el  Tribunal  confirmarla,  ni  darla  por 
consentida  prevaliéndose  del  error  manifiesto  á  que  han  sido  indu- 
cidas la  partes  por  la  sentencia  misma. 

Por  esto  es  que  la  Suprema  Corte  la  ha  revocado,  mandando  pagar 
solamente  los  dos  mil  setecientos  ochenta  pesos  cincuenta  y  un  cen- 
tavos y  sus  intereses,  á  estilo  de  Banco,  desde  la  fecha  de  la  de- 
manda; pues  es  esta  la  suma  que  se  pide  por  el  actor  y  la  que  los 
demandados  adeudan,  según  resulta  plenamente  comprobado  en  los 
autos. 

Por  lo  demás,  no  existiendo  en  la  sentencia  de  segunda  instancia 
ningún  error  de  los  previstos  por  el  artículo  doscientos  treinta  y  dos 
de  la  Ley  de  Procedimíenteos,  no  ha  lugar  á  la  rectificación  que  se 
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solicita,  y  devuélvanse  los  autos,  previa  reposición  de  sellos,  como 
está  ordenado. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 


c:aij$$a  c:i.iv 


El  Doctor  León  Soldati,  contra  el  Banco  Muñoz^  Rodríguez  y  C*;  por 

cobro  de  pesos.  Incidente  sobre  recusación 


Sumario,  —  1^  Para  que  la  opinión  manifestada,  pueda  ser  causa 
de  recusación,  es  necesario  que  sea  emitida  con  motivo  del  pleito  en 
que  se  quiera  hacer  valer  la  recusación. 
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2°  Los  Jueces  Seccionales  no  pueden  ser  recusados  sino  por  las 
causas  enumeradas  en  Ja  ley. 


Caso.  —  En  7  de  Julio  de  1885  el  ür.  í).  León  Soldati,  estrangero, 
demandó  al  Banco  Muñoz,  Rodríguez  y  C*,  por  devolución  de  4800 
$  m/n  oro  que  había  depositado  en  dicho  Banco,  él,  y  su  hijo  D.  Al- 
berto cedente  á  su  favor,  según  dos  documentos  que  acompañó  á  la 
demanda. 

El  Juez  de  Sección  se  declaró  impedido  por  haber  emitido  opi- 
nión sobre  el  fallo  del  Juez  de  1*  Instaccia  en  causa  idéntica  á  la 
presente,  y  designó  en  su  lugar  al  Juez  ad  hoc  Dr.  I).  Próspero 
García. 

Este  Juez  y  sucesivamente  los  Jueces  ad  hoc,  Drs.  Ángel  C.  Pa- 
dilla, D.  Javier  Frías,  D.  Servando  Viaña,  se  declararon  impedidos 
por  distintas  causas. 

Fué  nombrado  el  Juez  ad  hoc  ür.  I).  José  Antonio  Olmos,  que  con- 
firió traslado  de  la  demanda. 

El  Gerente  del  Banco  lo  recusó,  fundándose  en  que  como  letrado, 
el  Juez  ad  Iwc  había  emitido  opinión  innumerables  veces,  que  las 
obligaciones  estipuladas  á  oro  debían  chancelarse  en  billetes  por 
su  equivalente. 

Que  además  en  discusiones  que  él  mismo  había  tenido  con  el  ci- 
tado Sr.  Juez,  le  había  manifestado  opiniones,  llegando  á  asegu- 
rarle que  el  Banco  perdería  todas  las  cuestiones  análogas  á  la  pro- 
movida por  el  Dr.  Soldati. 

Que  de  esto  ofrecía  prueba  de  testigos,  fundando  la  recusación 
en  el  articulo  43,  inciso  9,  de  la  ley  de  Procedimientos. 

Conferido  traslado,  el  Dr.  Soldati,  contestó  que  debía  rechazarse 
la  recusación. 

Dijo  que  el  inciso  9,  artículo  43,  citado,  se  refiere  á  la  opinión  emi- 
tida en  el  pleito,  y  no  á  la  opinión  emitida  en  general,  siendo  esto 
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tan  dislinto,  que  el  fallo  de  los  Jueces  no  importa  manifestación'  de 
opinión  para  los  casos  idénticos  (Fallo  de  la  Suprema  Corte,  Serie 
1%  lomo  V,  página  86). 


Fallt»  del  Juez  ele  Seceion 


Tucuman,  ¡Setiembre  4  de  1885. 

Vistos  los  hechos  aducidos  por  el  demandado  para  que  el  suscrito 
se  declare  inhibido  de  conocer  en  este  juicio;  hechos  que,  á  la  vez, 
importan  una  recusación. 

Resulta:  que  en  efecto,  el  suscrito  ha  emitido  opinión  en  general, 
,    sobre  el  curso  forzoso,  su  alcance  y  sus  efectos,  lo  que  hace  innece- 
sario recibir  á  prueba  este  incidente  para  la  justificación  de  tal  cir- 
cunstancia, como  se  propone  el  demandado. 

üue  en  la  discusión  (no  discusiones)  ó  conversación  áque  se  hace 
referencia,  y  que  tuvo  lugar  meses  antes  de  iniciarse  el  presente 
juicio,  el  suscrito  se  limitó  á  manifestar  igual  opinión  á  la  que  queda 
espresada. 

Que  es  inexacto  que  el  suscrito  le  haya  anunciado  al  demandado 
Señor  Rodriguez,  que  perdería  todas  las  cuestiones  análogas,  como 
dice:  inexactitud  mayor  aún,  si  él  se  refiere,  como  parece,  á  dicha 
opinión,  relacionándola  con  este  litigio,  puesto  que  él  aún  no  exis- 
tía ni  tampoco  sabía  el  suscrito  que  Soldati  tuviera  cuentas  con  el 
Banco  iMurioz,  Rodriguez  y  C^ 

Y  considerando:  P  Que  el  haber  emitido  opinión,  en  el  sentido 
indicado,  no  puede  constituir  una  causal  de  recusación,  pues,  de  lo 
contrario  resultarían  impedidos  todos  los  Jueces  y  letrados  desde  que 
los  unos,  en  cuestiones  como  la  del  curso  forzoso,  resuelven  casos 
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análogos  y  los  otros  opinan,  con  mucha  frecuencia,  ya  en  juicios, 
como  letrados,  ya  fuera  de  ellos;  impedimento  que  vendría  á  hacer 
ilusoria  la  administración  de  justicia. 

2^  Que  aún  bajo  el  supuesto  de  que  el  suscrito  hubiese  opinado, 
como  se  dice,  en  el  sentido  de  que  Rodri<^uez  perderla  todos  los 
pleitos  análogos  (lo  que  no  es  exacto),  ello  no  daría  tampoco  lusrar 
á  una  causa  de  recusación,  desde  que  por  la  ley  es  necesario  que  se 
haya  opinado  en  el  pleito  de  que  se  trata,  como  bien  claramente  lo 
establece  el  inciso  7**,  artículo  43,  de  la  Ley  Nacional  de  Procedi- 
mientos, cuando  dice:  ^Si  siendo  Juez  hubiese  manifestado  su  opi- 
nión sobre  el  pleito  antes  de  proferirse  sentencia,  etc.» 

3^  Que  el  suscrito  no  ha  manifestado  opinión,  con  vista  de  autosy 
ni  como  Juez,  ni  como  simple  letrado,  en  el  presente  juicio. 

4°  Que  el  inciso  1)^  del  artículo  citado,  que  -el  demandado  invoca 
como  disposición  legal  para  fundar  su  solicitud,  no  es  aplicable  al 
presente  caso,  pues,  él  dice  testualmente:  «Haber  sido  el  Juez,  de- 
fensor de  alguno  de  los  litigantes,  ó  emitido  dictamen  en  el  pleito 
como  letrado».  El  suscrito,  pues,  no  ha  sido  defensor  de  ninguno  de 
los  litigantes,  ni  como  letrado  ha  emitido  opinión  en  el  presente  jui- 
cio en  el  sentido  considerado,  como  lo  requiere  el  inciso  ci- 
tado. 

o**  Que  el  hecho  de  manifestar  opinión,  aun  en  el  carácter  de 
Juez,  sobre  cuestiones  análogas  á  aquellas  en  que  se  conoce  como 
tal,  no  es  bastante  para  crear  una  causal  de  recusación,  por  no  ser 
esa  opinión,  como  queda  dicho,  en  el  pleito  de  que  se  conoce,  según 
las  disposiciones  legales  citadas,  y  como  lo  ha  consagrado  la  juris- 
prudencia constante  establecida  por  la  Suprema  Corte  Nacional' 
(Véase:  tomo  1^  serie  ^^  pág.  137  y  tomo  5^  páginas  87  y  193  de 
la  misma  serie.  Fallos  de  la  Suprema  Corte  Nacional). 

6**  Que  los  Jueces  Seccionales  solo  pueden  ser  recusados  por  las 
causas  que  la  ley  enumera  (artículo  31,  titulo  3^  Ley  Nacional  ci- 
tada, y  tomo  1°,  serie  T,  páginas  160  y  224  de  dichos  Fallos):  y  asi 
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no  pueden  serlo  sino  de  acuerdo  con  las  señaladas  en  el  artículo  43 
ya  citado. 

7^  Que  las  causas  de  recusación  contenidas  en  dicho  artículo» 
son  restrictivas  y  escluyentes  de  toda  otra  caiisa,  cualquiera  que  sea 
su  naturaleza  ó  gravedad, 

8**  «Que  no  es  permitido  crear  nuevas  causas  de  recusación,  por 
inducciones  ó  analo^rías,  pues  la  Ley  se  ha  propuesto  dificultar  las 
recusaciones,  en  obsequio  de  la  buena  administración  de  justicia  y 
de  los  litigantes».  (Tomo  5%  serie  1%  pág.  193  ya  citado). 

íy*  Que  para  mayor  abundamiento:  El  fallo  de  un  Juez  en  un 
caso,  no  importa,  para  los  casos  idénticos,  la  manifestación  de  su  opi- 
nión para  que  pueda  constituir  en  estas,  una  causa  legal  de  recusa- 
ción. (Tomo  5^  serie  1*,  pág.  86,  dichos  Fallos),  lo  que  confirma, 
una  vez  mas,  el  requisito  de  opinar  en  el  pleito  mismo  de  que  se 
trate,  para  que  pueda  alegarse  ó  fundarse  la  recusación. 

10^  Y  que,  finalmente,  «La  Ley  de  Procedimientos  Nacionales,  ha 
reglado,  por  disposiciones  especiales,  la  materia  de  recusación  de 
los  Jueces  de  Sección ...»  y  que  *esas  disposiciones  han  modificado 
as  leyes  comunes  sobre  recusación,  las  que,  por  consiguiente,  no 
pueden  ser  alegadas  ni  tener  aplicación  en  lo  nacional».  (Tomo  10, 
2"  serie,  pág.  118  de  los  Fallos). 

En  mérito  de  tales  antecedentes,  el  suscrito  considera  de  todo 
punto  infundada,  destituida  de  base  legal  é  inadmisible  la  recusa* 
cion  que  se  deduce  en  la  anterior  solicitud  de  D.  Meliton  Rodríguez, 
como  Gerente  del  espresado  Establecimiento. 

Fundado  en  lo  espuesto,  y  de  acuerdo  con  las  disposiciones  con- 
tenidas en  los  artículos  32  y  37  de  la  Ley  de  Procedimientos  Nacio- 
nales, no  ha  lugar,  con  costas,  á  la  recusación  interpuesta,  y  el 
demandado  conteste  derechamente  el  traslado  pendiente  de  la  de- 
manda de  foja  3. 

Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

José  A.  Olmos, 
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Fallo  de  la  S^uprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1885. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  diez  y  nueve,  y  devuélvanse,  debiendo  mandarse  repo- 
ner los  sellos  por  el  Juez  de  Sección. 


J.  B.  GOROSTIAGA. — ^J.  DOMÍNGUEZ. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA  c:i.v 


Gandolfi  y  Moss  contra  Don  Eugenio  Moríeo,  Capitán  del  vapor 
«  Mateo  Bruzzo  » ;  sobre  entrega  de  mercaderías.  Incidente  de 
prueba. 


Sumario, — No  es  aplicable  el  artículo  11  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, cuando  s^e  presentan  en  el  término  probatorio  documentos 
que  tiendan  á  probar  hechos  cuyo  esclarecimiento  el  Juez  ha  con- 
siderado necesario  en  el  auto  de  prueba. 


Caso, — Gandolfi  y  Moss  demandaron  al  Capitán  del  Mateo  Bruzzo, 
para  la  entrega  de  200  bolsas  de  arroz,  que  el  mencionado  buque 
habia  cargado  en  el  puerto  de  Genova  á  la  consignación  de  ellos  en 
su  viaje  de  Octubre  de  1884. 

El  apoderado  del  capitán  contestando  la  demanda,  sostuvo  que 
debía  haberse  entablado  en  Genova,  y  agregó  que  los  conocimientos 
presentados  se  referían  á  otro  viaje  del  Mateo  Bruzzo  que  el  que 
motivó  su  presencia  en  Buenos  Aires  al  tiempo  en  que  se  entabló 
la  demanda,  y  que  en  esos  conocimientos  se  decía  que  las  merca- 
derías serian  entregadas  después  de  la  feliz  llegada  del  vapor  al 
puerto  de  Buenos  Aires:  que  esto  no  sucedió,  porque  el  buque  no 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  177 

llegó  á  este  puerto  por  no  haber  permitido  las  autoridades  su 
entrada. 

El  Juez  abrió  la  causa  á  prueba  para  que  se  justificara  entre  otras 
cosas,  que  la  carga  fué  devuelta  al  puerto  de  su  salida. 

La  parte  demandada  pidió  término  extraordinario  para  que  se  le 
remitieran  por  el  armador  del  Mateo  Bruzzo,  residente  en  Genova, 
ios  documentos  justificativos  del  retorno  de  la  carga. 

Los  demandantes  se  opusieron,  porque  el  demandado  no  habia 
presentado  los  documentos  con  la  contestación  á  la  demanda  ni  los 
habia  enunciado  en  ella. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  á.^osto  11  de  1885. 

Vistos:  atento  lo  pedido  en  el  escrito  de  foja  26  y  lo  espiiesto  por 
esta  parte  en  cuanto  al  primer  punto  de  dicho  escrito  que  reconoce 
como  cierto  el  hecho  que  alli  se  menciona,  lo  que  hace  innecesario 
su  justificación  dada  la  conformidad  de  las  partes  á  su  respecto;  y 
considerando  en  cuanto  al  segundo  pedido:  que  él  tiende  á  justificar 
uno  de  los  puntos  fijados  en  el  auto  de  prueba,  y  que  en  la  petición 
de  foja  26  se  han  llenado  los  requisitos  exigidos  por  el  articulo  95 
en  sus  incisos  i^  y  3^  de  la  Ley  Nacional  de  Enjuiciamento,  se 
acuerda  el  término  extraordinario  de  tres  meses  para  la  presenta- 
ción de  los  documentos  que  se  indican  en  el  segundo  punto  del  es- 
crito de  foja  26,  debiendo  el  demandado  con  arreglo  al  inciso  se- 
gundo del  articulo  citado,  otorgar  fianza  por  la  suma  de  quinientos 
pesos  in/n  para  responder  á  las  costas.  Notifiquese  con  el  original. 

Virgilio  M,  Tedin, 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1885. 

Vistos:  siendo  los  documentos  que  se  intenta  producir  con  el  ob- 
jeto de  justificar  un  hecho,  cuyo  esclarecimiento  considera  el  Juez 
necesario  al  fijarlo  en  el  auto  de  prueba,  y  no  siendo  por  lo  tanto 
aplicable  la  disposición  del  artículo  once  de  la  ley  de  Procedimien- 
tos, se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  tres,  con  costas,  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.   B.   GOROSTIAGA.  —  J.    DOMÍNGUEZ. 

—  ULADISLAO  frías. FEDERICO 

IBARGIJREN. 


c:ai;sa  <:i.vi 


Don  Mariano  Walls  contra  la  Municipalidad  del  Rosario,  por  cobro 

de  pesos;  sobre  competencia. 

Sumario,  —  1®  Los  actos  de  las  municipalidades  que  afecten  de- 
rechos perfectos  y  absolutos,  de  aquellos  que  la  Administración  está 
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obligada  á  respetar,  quedan  sometidos  completamente  en  la  con- 
tención que  sobre  ellos  se  produzcan,  á  la  jurisdicción  de  los  tribu- 
nales especíales  de  lo  contencioso-administrativo. 

2^  La  corporación  municipal  del  Rosario,  en  materia  de  expro- 
piaciones, solo  está  autorizada  para  promover  ante  las  autoridades 
competentes  las  que  sean  necesarias  á  las  obras  públicas  que  haya 
de  emprender. 

3^  La  justicia  nacional  es  competente  para  conocer  en  las  causas 
en  que  son  partes  una  municipalidad  ar¿i:entina  y  un  estrangero. 


Caso.  — Se  halla  esplicado  en  el 


Fallo  del  «Itiez  de  Neeoion 


Eosariü,  Mayo  18  de  1885. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  Don  Mariano  Walls  contra  la  Mu- 
nicipalidad de  esta  ciudad  por  cobro  del  valor  de  un  terreno  que 
espresa  le  tiene  ocupado  aquella  por  vía  de  espropiacion,  en  lo  re- 
lativo especialmente  al  artículo  sobre  incompetencia  de  este  Juz- 
gado, promovido  y  fundado  por  la  corporación  demandada,  en  la 
circunstancia  de  tratarse  en  el  caso,  de  actos  llevados  á  cabo  por 
ella,  no  como  persona  jurídica,  sino  en  su  carácter  de  Poder  público, 
cuyo  juzgamiento  ó  revisión  np  compete  á  la  justicia  nacional,  y  de 
haber  obrado  además  en  virtud  de  leyes  y  ordenanzas  locales  y  para 
fines  igualmente  locales. 

Con  lo  espuesto  en  contestación  por  el  demandante. 

Y  considerando:  1^  Que  si  bien  es  cierto  que  en  lo  puro  y  sim- 
plemente administrativo,  la  corporación  municipal,  tiene  por  las  le- 
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yes  de  su  creación  y  organización,  facultades  propias  y  completas 
para  hacer  cumplir  sus  mandatos  y  reglamentos  sin  sujeción  ni  re- 
visión de  otro  poder,  toda  vez  que  pase  de  esos  límites  y  afecte  con 
sus  actos  un  derecho  perfecto  y  absoluto,  de  aquellos  que  la  admi- 
nistración está  obligada  a  respetar,  lo  mismo  que  cuando  obra  con- 
tratando, queda  sometida  completamente  en  la  contención  que  sobre 
ello  se  produzca,  á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  judiciales  ordi- 
narios, máxime  no  existiendo  como  no  existen  en  esta  Provincia, 
tribunales  especiales  de  lo  contencioso  administrativo. 

2®  Que  en  materia  de  expropiación,  ninguna  facultad  le  está  de- 
ferida por  la  ley  de  su  creación  de  25  de  Diciembre  de  1858;  y  tanto 
por  su  nueva  ley  orgánica  de  26  de  Octubre  de  1882  (artículo  31 ), 
como  por  las  ordenanzas  que  se  ha  dado  á  sí  misma  (véase  la  de  13  de 
Junio  de  1873,  artículo  13),  solo  está  autorizada  para  promover  ante 
las  autoridades  competentes  las  que  sean  necesarias  á  las  obras  pú- 
blicas que  haya  de  emprender,  y  de  ninguna  manera  á  ejecntarlas 
ó  llevarlas  á  cabo  por  si,  ni  menos  á  avocarse  la  apreciación  de 
los  terrenos  expropiados. 

3°  Que  debe  reputarse  por  consiguiente,  que  esa  apreciación  como 
todos  los  incidentes  del  juicio  de  expropiación,  entran  en  el  derecho 
común,  del  mismo  modo  que  cualquier  otra  acción  civil  de  cuya  na- 
turaleza es  esencialmente  la  deducida,  v  se  hallan  sometidos  á  los 
Tribunales  ordinarios  de  Justicia,  sin  que  baste  en  manera  alguna 
á  desaforarlos,  la  circunstancia  de  que  el  demandante  ni  impugna 
la  ocupación  ya  hecha  de  sus  terrenos  ni  la  expropiación  misma  que 
de  ello  pretende  hacerse,  y  se  limite  á  liti^rar  sobre  su  precio. 

4^  Que  respecto  especialmente  á  la  jurisdicción  nacional  en  el 
caso,  en  oposición  á  la  de  los  Tribunales  de  Justicia  locales  á  los 
cuales  parece  querer  referirse  el  demandado,  no  obstante  que  de  sus 
conclusiones  debiera  deducirse  que  entiende  que  es  solo  á  la  juris- 
dicción administrativa  que  corresponde  conocer  del  caso,  debe  ob- 
servarse que  se  ha  acreditado  debidamente  la  calidad  deestrangero 
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del  demandante,  que  es  bastante  á  los  efectos  del  fuero,  dada  la  ca- 
lidad de  la  corporación  demandada,  con  arreglo  á  los  artículos  2^, 
inciso  2**,  y  9°  de  la  ley  nacional  de  jurisdicción. 

5^  Que  no  es  de  aplicación  por  consiguiente  al  presente,  atento  el 
considerando  anterior,  lo  resuelto  por  la  Suprema  Corle  en  el  caso 
que  se  invoca  por  el  demandado  (Causa  CXV,  tomo  IX,  serie  1*. 
Fallos  de  la  Suprema  Corte). 

Por  tanto,  se  declara  no  haber  lugar  á  la  escepcion deducida  y  en 
obligación  á  la  corporación  municipal  demandada  dentro  del  térmi- 
mino  legal.  Notifíquese  original  y  repóngase  el  papel. 

C.  S.  de  la  Torre. 


Fallo  de  la  Suprema  fvorte 


Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  no  habiendo  mérito  para  la  con- 
denación en  costas,  se  confirma  el  auto  de  foja  veinte  y  (res  vuelta, 
y  repuestos  los  sellos  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.— J.  DOMÍNGUEZ. 
— L'LADISLAO  FRÍAS.— FEDERICO 
lOARGL'REN. 
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Recurso  de  queja  interpuesto  por  los  Dres.  //.  Martínez  y  V.  ChaSy 
en  los  autos  contra  la  Compañía  Telefónica  del  Hío  de  la  Plata 
(limitada),  por  cobro  de  honorarios.  Incidente  sobre  papel  sellado. 


Sumario.— i^  La  Dirección  General  de  Rentas  solo  interviene 
para  resolver  las  dudas  sobre  la  clase  de  papel  sellado  que  corres- 
ponda, cuando  ellas  se  susciten  estrajudicialmente,  al  tiempo  de 

otorgarse  el  documento  que  las  motiva. 

2*"  Presentado  en  juicio  un  documento,  solo  es  competente  para 
resolver  las  dudas  sobre  el  sello  que  ha  debido  emplearse,  el  Juez 
que  conozca  de  la  causa. 

3^  Es  apelable  todo  auto  que  cause  gravamen  irreparable  no  ha- 
biendo disposición  alguna  que  deniegue  el  recurso. 

4^  La  carta  en  que  se  manifiesta  la  conformidad  á  una  cuenta  de 
honorarios,  no  está  comprendida  entre  los  documentos  que  deben 
estenderse  en  papel  sellado. 


CúT^o.— Los  doctores  Chas  y  xMartinez  ocurrieron  en  queja  ante  la 
Corte  Suprema,  por  habérseles  denegado  por  el  Juez  Federal  doctor 
Tedin  los  recursos  de  nulidad  y  apelación  interpuestos  en  un  inci- 
dente sobre  papel  sellado,  en  los  autos  que  hablan  iniciado  contra 
la  Compañía  Telefónica  del  Rio  de  la  Plata  (Limitada)  por  cobro  de 
honorarios. 
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La  Suprema  Corte  pidió  ioforme  y  el  Juez  Federal  lo  evacuó  di- 
ciendo: 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  188;"). 

Excelentísimo  Señor: 

En  cumplimiento  del  mandato  de  V.  E.  tengo  el  honor  de  infor- 
mar lo  siguiente: 

Los  doctores  don  Vicente  Chas  y  don  Enrique  Martínez  se  presen- 
taron al  Juzgado  entablando  demanda  contra  la  Compañía  Telefó- 
nica del  Río  de  la  Plata,  limitada,  por  cobro  de  pesos,  acompañan- 
do á  ella  un  documento,  al  cual  se  le  puso  por  Secretaría  la  nota  de 
«No corresponde»,  pasándose  el  espediente  en  vista,  al  Procurador 
Fiscal  para  que  dictaminase  lo  que  correspondía  acerca  de  dicha 
nota.  El  Procurador  Fiscal  manifestó  que  con  arreglo  al  articulo  43 
de  la  ley  de  papel  sellado,  correspondía  á  la  Dirección  General  de 
Rentas,  resolver  en  los  casos  de  duda,  sobre  la  clase  de  sello  que 
corresponde  á  un  acto  ó  documento  y  pidió  que  el  documento  se  pa- 
sase á  esa  Repartición  á  los  efectos  de  la  citada  Ley.  Por  auto  de 
foja  7  se  mandó  pasar  el  espediente  á  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas á  los  efectos  indicados  por  el  Procurador  Fiscal. 

La  Dirección  de  Rentas  resolvió  lo  que  se  transcribe  á  continua- 
ción: 

Mavo  1«  de  1885. 

Estableciendo  el  artículo  43  de  la  Ley  de  Sellos  que  la  Dirección 
de  Rentas  resuelva  sobre  las  dudas  que  se  susciten  respecto  al  sello 
que  corresponda  á  un  acto  ó  documento,  y  teniendo  presente  que 
de  las  actuaciones  del  espediente  acompañado  no  aparece  la  duda 
á  que  se  refiere  el  articulo  citado,  puesto  que  solo  existe  la  nota  de 
no  corresponde,  puesta  por  el  Actuario  en  la  Corte,  que  corre  á 
foja  i,  la  que  no  ha  sido  contradicha  por  la  parte  ni  por  el  Ministe- 
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rio  Fiscal  por  cuya  causa  no  ha  llegado  aún  la  oportunidad  de  pro- 
nunciarse sobre  el  sello  que  corresponde  á  la  carta  acompañada; 
en  consecuencia  resuelve  devolver  este  espediente  al  señor  Juez 
doctor  Tedin  con  la  nota  de  estilo. — Saravia. 
El  Juzgado  dictó  el  siguiente  auto: 


Buenos  Aires,  Mayo  28  de  1885. 

Vuelva  el  espediente  al  Procurador  Fiscal  para  que  atento,  lo  re- 
suelto por  la  Dirección  General  de  Rentas  dictamine  lo  que  corres- 
ponda, sobre  la  nota  de  «No  corresponde»  puesta  al  documento  de 
foja  1.  Repóngase  la  foja. — Tedm. 

El  Procurador  Fiscal  se  espidió  en  la  vista  conferida  manifestan- 
do: que  en  la  carta  de  f.  1  el  representante  de  la  Compañía  Telefó- 
nica Rio  de  la  Plata,  manifestó  estar  conforme  con  una  cuenta  por 
valor  de  seis  mil  pesos  fuertes  oro  por  honorarios  de  los  doctores 
Chas  y  Martinez;  que  este  conforme  importa  el  reconocimiento  de 
una  obligación  que  debió  estenderse  en  papel  sellado  con  arreglo 
al  artículo  1^  de  la  Ley  de  la  materia;  que  el  sello  que  correspondía 
á  la  referida  carta  es  el  que  representa  el  medio  por  ciento  del  va- 
lor total  de  la  obligación,  en  razón  de  que  en  ella  no  se  designa  pla- 
zo; y  pide  en  consecuencia  al  Juzgado  imponga  la  multa  que  esta- 
blece el  artículo  33  de  la  citada  Ley. 

Al  pié  de  este  dictamen  se  dictó  el  siguiente  auto: 


Buenos  Aires,  Junio  5  de  1885. 

De  acuerdo  con  el  precedente  dictamen  del  Procurador  Fiscal, 
abónese  la  mulla  que  se  determina  por  infracción  á  la  Ley  de  sellos 
en  el  otorgamiento  del  documento  de  f.  i.  Repóngase  la  foja.  — 
Tedin. 
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Notificados  de  este  auto  los  doctores  Chas  y  Martínez,  se  presentó 
con  poder  de  estos,  don  Martin  García  deduciendo  los  recursos  de 
nulidad  y  apelación  contra  la  resolución  que  les  impone  el  pago  de 
la  multa,  alegando  que  el  Juzgado  la  había  dictado  con  evidente 
falta  de  jurisdicción,  y  que  la  única  autoridad  competente  para  el 
caso  era  la  Dirección  General  de  Rentas;  que  el  Juzgado  antes  de 
dictar  el  auto  recurrido  debió  oír  á  sus  representados  para  que  en 
caso  de  no  estar  conforme  con  la  infracción  de  la  multa,  resolviera 
la  Dirección  de  Rentas. 

Oído  el  Procurador  Fiscal  se  espidió  en  los  siguientes  términos: 
«El  representante  de  los  doctores  Chas  y  Martínez  pretende  des- 
virtuar por  completo  la  sustanciacion  de  los  incidentes  relativos  á 
la  aplicación  de  la  Ley  de  Sellos,  interponiendo  los  recursos  de  nu- 
lidad y  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte  de  la  resolución  de 
V.  S.  imponiendo  multa  por  violación  á  la  citada  Ley.  La  Ley  de 
papel  Sellado  hasta  el  año  de  1882  inclusive^  decía:  que  cuando  se 
suscite  duda  sobre  la  clase  de  sello  que  corresponda  á  un  acto  ó 
documento,  la  autoridad  ante  quien  tramite  el  asunto,  la  decidirá 
con  audiencia  verbal  ó  escrita  del  Ministro  Fiscal,  y  su  decisión 
será  inapelable.  La  Suprema  Corte,  de  conformidad  á  esta  prescrip- 
ción, ha  establecido  en  sus  fallos.  (Serie  1*,  tomo  9^,  página  510; 
Serie  2^,  tomo  1°,  página  125)  que  los  autos  relativos  á  las  multas 
por  violación  á  la  ley  de  papel  sellado,  son  inapelables,  y  que  el 
espíritu  de  esa  ley,  es  terminar  sumariamente  en  una  sola  instan- 
cia, las  cuestiones  que  se  promuevan  sobre  el  pago  de  este  impuesto, 
no  existiendo  por  tanto  recurso  alguno,  de  los  autos  que  pronun- 
ciase al  respecto  el  Juez  inferior.  Es  desde  el  año  1883,  que  la 
mencionada  ley  ha  establecido  que  en  caso  de  duda  sobre  la  clase 
de  papel  sellado,  que  corresponda  á  un  acto  ó  documento,  será  la 
Dirección  General  de  Rentas  en  la  Capital  la  que  la  resuelva,  pres- 
cripción que  debe  interpretarse  y  ha  sido  ya  interpretada  por  esa 
Dirección,  en  el  espediente  caratulado,  Tonnesen,  Dr.  C,  contra 

T.  XX  13 
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Shaw  linos,  por  cobro  de  fletes;  que  la  facultad  de  esa  repartición 
se  limita  á  señalar  el  tanto  ó  cuanto  que  corresponda  á  la  mulla 
impuesta  por  el  Juez,  pero  de  ninguna  manera,  á  negarle  á  este  el 
derecho  para  imponer  tales  multas,  cuando  encuentra  que  ha  sido 
violada  la  ley.  Tal  interpretación  se  halla  en  perfecta  armonía,  no 
solo  con  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte,  sino 
también  con  la  mente  de  la  ley  de  la  materia,  pues  no  puede  supo- 
nerse por  un  momento,  que  haya  querido  hacer  un  juicio  ordinario, 
en  cada  uno  de  los  casos  de  su  infracción.  De  lo  espuesto  fluye  en- 
tonces, que  son  improcedentes  los  recursos  deducidos  por  el  repre- 
sentante de  los  doctores  Chas  y  Martínez,  y  como  aquellos  son  los 
únicos  que  aparecen  en  el  escrito  de  foja  19,. no  obstante  la  acumu- 
lación que  en  él  se  hace  de  las  disposiciones  de  la  ley  de  procedi- 
mientos nacionales  y  algunas  de  las  de  papel  sellado,  debo  limi- 
taAie  á  pedir  á  V.  S.  el  rechazo  de  tales  recursos,  prescindiendo  de 
los  argumentos  de  fondo  que  no  los  considero  mejor  fundados. — 
David  Zavalia. 
El  Juzgado  dictó  el  siguiente  auto: 

Buenos  Aires,  Junio  80  de  1885. 

Autos  y  vistos.  Por  las  consideraciones  del  precedente  dictamen 
del  Procurador  Fiscal,  no  ha  lugar  á  ninguno  de  los  recursos  de- 
ducidos en  el  escrito  de  f.  lí).  Repóngase  la  foja.  ^—  Virgilio  M. 
Tedin. 

Es  cuanto  tengo  que  informar  con  motivo  del  recurso  directo 
llevado  ante  V.  E. 

Virgilio  M,  Tedin, 
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Fado  do  la  Suprema  («orto 


Buenos  Aires»,  Diciembre  1**  de  1885. 

Vistos  los  autos  traídos  para  mejor  proveer,  y  lo  alegado  para 
fundar  los  recursos  de  nulidad  y  apelación  deducidos  directamente 
contra  el  auto  de  foja  diez  y  seis  vuelta. 

Y  considerando  en  cuanto  al  primero: 

Primero:  Que  la  Dirección  General  de  Rentas  solo  interviene 
para  resolver  las  dudas  sobre  la  clase  de  papel  que  corresponda, 
cuando  ellas  se  susciten  estrajudícialmente  al  tiempo  de  otorgarse 
el  documento  que  las  moiiva,  según  claramente  se  vé  por  la  parte 
primera  del  artículo  cuarenta  y  tres  de  la  ley  de  papel  sellado. 

Segundo:  Que  una  vez  otorgado  el  documento  y  sometido  á  juicio, 
cesa  la  intervención  de  aquella,  y  solo  es  competente  para  resolver 
las  dudas  sobre  el  sello  que  ha  debido  emplearse,  el  Juez  que  co- 
nozca de  la  causa. 

Tercero:  Que  por  consiguiente,  el  recurso  de  nulidad  fundado 
en  la  incompetencia  de  éste  para  decidir  dicha  duda,  es  impro- 
cedente. 

Cuarto:  Que,  en  cuanto  á  la  apelación,  el  juez  a  quo  ha  debido 
concederla  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  doscientos 
sesenta  y  seis  de  la  Ley  de  Procedimientos;  pues  el  auto  que  la  mo- 
tiva, causa  gravamen  irreparable  y  no  existe  disposición  alguna  que 
le  deniegue  el  recurso. 

Quinto:  Que  por  dicho  auto  se  condena  á  los  recurrentes  al  pago 
de  la  multa  proscripta  por  el  artículo  treinta  y  tres  de  la  ley  de 
papel  sellado,  por  cuanto  la  obligación  á  que  se  refiere  la  carta  de 
foja  primera,  ha  debido  estenderse  en  el  sello  que  determina  el  ar- 
tículo segundo,  inciso  tercero  de  la  misma  ley. 
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Sesto:  Que  las  cartas  eo  que  como  las  de  foja  primera,  se  limita 
el  remitente  á  manifestar  su  conformidad  á  una  cuenta  de  honora- 
rios pasada  por  los  demandantes^  no  se  hallan  comprendidas  en  el 
artículo  primero  de  la  ley  citada;  pues  no  hahiendo  existido  acuerdo 
ó  contrato  previo  por  escrito,  fijando  el  valor  de  la  obligación,  no 
puede  exigirse  que  ellos  se  escriban  desde  luego  en  el  papel  sellado 
que  determina  la  escala  de  valores  establecida  por  dicho  articulo. 

Por  este  fundamento  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez  y  seis 
vuelta,  y  se  declara  que  los  demandantes  solo  están  obligados  á  re- 
poner el  papel  de  la  carta  de  foja  primera  con  el  sello  que  deter- 
mina el  articulo  diez  de  la  ley  de  papel  sollado,  y  devuélvanse  pre- 
via reposición  de  sellos.  Notifíquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — ULADISLAO  FRIAS. 
—FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAISA  CLVIII 


El  Doctor  Don  Federico  Mejia  contra  Don  Felipe  Schwarz;  sobre 
^servidumbre  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — La  reparación  de  perjuicios  es  un  accesorio  y  conse 
cuencia  legal,  de  la  negación  de  una  servidumbre  indebida. 


Caso. — Se  encuentra  suficientemente  esplicado  en  el 


Pallo  dol  Juoz  do  Soceioii 


Buenos. Aires,  Abril  4  de  1884. 

Vistos  estos  autos,  de  los  que  resulta:  1"  Que  en  el  mes  de  No- 
viembre del  año  de  1881,  se  presentó  al  Juzgado  de  Sección,  á  cargo 
entonces  del  Señor  Juez  Dr.  Albarracin,  el  Procurador  D.  Carlos 
Silveira,  en  representación  del  Dr.  D.  Federico  Mejia,  esponiendo: 
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Que  éste  era  propietario  de  un  terreno  contiguo  al  cual  Don  Fe- 
lipe Schwarz  tenia  una  gran  fábrica  de  guano  artificial  que  elabo- 
raba con  los  residuos  y  sangre  de  los  mataderos  públicos;  que  como 
á  éste  no  le  era  posible  aprovechar  todas  tas  sustancias  de  que  se 
vale  para  su  fabricación,  una  vez  producida  esta,  la  parte  inútil  en 
completo  estado  de  descomposición  la  derramaba  en  un  terreno  que 
con  tal  objeto  tenia  arrendado,  pero  como  entre  este  y  la  fábrica 
existía  el  terreno  de  su  representado,  no  podían  vaciarse  los  resi- 
duos sin  pasar  por  él;  que  con  tal  objeto  Schwarz  se  habia  permi- 
tido construir  en  el  terreno  de  Mejia  un  acueducto  subterráneo  por 
donde  pasaban  al  arrendado  los  residuos  de  la  fábrica,  constituyendo 
así  una  verdadera  servidumbre  sobre  el  predio  de  aquel;  pero  no 
era  esto  solo,  pues  la  gran  cantidad  de  residuos  que  diariamente 
desaguan  en  el  terreno  arrendado  al  I)r.  Quesada,  lo  habia  inundado 
totalmente  y  como  seguía  aumentándose  el  desagüe,  habia  rebosado 
este  y  principiado  á  inundarse  el  de  Mejia;  hecho  que  importa  otra 
nueva  servidumbre,  diferente  de  la  primera,  sin  derecho  para  nin- 
guna de  las  dos;  que  fnndadu  en  estos  antecedentes,  deducía  contra 
D.  Felipe  Schwarz  la  acción  negatoria  que  le  acuerdan  los  artículos 
45,  46  y  47  De  las  acciones  reales  del  Código  Civil,  para  que  se  le 
condene  oportunamente  al  pago  de  una  cantidad,  que  se  estimará 
por  peritos,  por  el  uso  indebido  de  la  propiedad  con  la  destrucción 
del  acueducto  á  su  costa  y  reparación  de  los  daños  y  perjuicios  y 
costas  del  juicio. 

^  Que  el  demandado  incurrió  en  rebeldía  de  contestar  el  traslado 

conferido  á  foja según  se  declara  por  el  auto  de  foja  o2  vuelta; 

pero  posteriormente  (á  foja  83)  se  presentó  á  su  nombre  Don  Agus- 
tín Roverano  manifestando  que  examinando  el  espediente  encon- 
traba que  se  estaba  siguiendo  un  juicio  nulo,  por  cuanto  la  demanda 
se  dirijia  personalmente  contra  Don  Felipe  Schwarz  y  nó  contra  la 
sociedad  queesplota  el  establecimiento  de  guano  artificial;  que  dicho 
establecimiento  no  era  de  aquel  sino  de  la  sociedad  Schwarz  y  Her- 
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manos,  siendo  ella  quien  ha  arrendado  el  terreno  del  Seilor  Que- 
sada,  quien  ha  formado  el  eslablecímíento  y  quien  ha  hecho  el  acue- 
ducto en  el  terreno  que  indebidamente  pretende  el  demandante  ser 
de  su  propiedad;  que  aunque  con  lo  expuesto  podia  terminar  su  es- 
crito, debia  sin  embargo  demostrar  que  aquel  no  tiene  ningún  dere- 
cho para  demandar  á  la  sociedad  por  el  acueducto  en  cuestión,  pues 
cuando  aquella  necesitó  de  esas  obras  para  arrojar  las  aguas  á  terre- 
nos que  tenia  arrendados  y  quedaban  traslinderos  al  estableci- 
miento, solicitó  del  Señor  Mejia  (hoy  Grand)  el  permiso  para  llevar 
las  aguas  por  su  terreno,  pero  habiendo  aquel  exigido  una  indemni- 
zación exajerada,  la  sociedad  se  presentó  á  la  Municipalidad  pidiendo 
permiso  para  construir  ese  acueducto  por  la  calle  Patagones,  que 
aunque  le  obligaba  á  hacer  trabajos  mayores,  pues  era  mayoría  dis- 
tancia á  recorrer,  en  cambio  no  tendría  que  pagar  indemnización 
alguna;  que  la  Corporación  Municipal,  comprendiendo  todas  las  ven- 
tajas que  reporta  esta  ciudad  con  el  desarrollo  de  esa  industria;  y 
también  que  la  concesión  del  acueducto  por  la  calle  no  perjudicaba 
intereses  de  terceros  ni  municipales,  concedió  el  permiso  para  su 
construcción;  que  en  vista  de  lo  espuesto,  pedía  se  intimara  á  Grand, 
que  sustituyó  en  el  juicio  á  Mejia,  si  insiste  en  seguir  el  juicio  con- 
tra Schwarz  y  en  caso  afirmativo,  se  reciba  la  causa  á  prueba,  no 
habiendo  hecho  lugar  el  Juzgado  á  la  principal  (auto  de  foja  4G),  en 
vista  de  haberse  dado  ya  por  contestada  la  demanda. 

3^  Que  el  Juzgado,  para  mejor  proveer,  invitó  á  las  partes  á  un 
comparendo  verbal,  el  que  celebrado  el  día  o  de  Junio  del  ano  pró- 
ximo pasado,  según  instruye  el  acta  de  foja  93,  dio  por  resultado  que 
se  cambiasen  las  siguientes  proposiciones;  por  parte  del  represen- 

* 

tante  del  demandante,  que  si  la  parte  de  Schwarz  comprueba  en  de- 
bida forma  que  la  Municipalidad  de  la  capital  le  ha  acordado  auto- 
rización bastante  para  la  construcción  del  acueducto  que  motiva 
esta  gestión,  y  que  la  misma  corporación  ha  declarado  calle  pública 
el  terreno  en  que  aquel  se  encuentra,  retiraría  su  gestión;  y  por 


b 

"  I 
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parte  de  Roverano,  representante  de  Schwarz,  que  estaba  conforme 
en  que  se  librase  oficio  al  Señor  Intendente  Municipal  para  esclare- 
cer esos  puntos,  y  si  resultaba  no  ser  exacta  la  autorización  y  de- 
claración mencionadas  y  que  las  obras  están  construidas  en  terreno 
de  Grand,  sus  representados  no  pondrían  inconveniente  en  tratar 
de  celebrar  una  transacción  con  el  objeto  de  abonar  las  indemniza- 
ciones á  que  le/^almente  estuviesen  obligados. 

4°  Que  librado  el  oficio  de  acuerdo  con  el  precedente  convenio, 
informó  la  Municipalidad  á  foja  96:  1^  que  esta  Corporación  tenia 
proyectada  una  calle  de  veinte  varas  de  ancho,  la  cual  pasaría  por 
la  manga  en  terrenos  de  Mejia  y  Quesada,  tomándola  en  toda  su 
longitud;  2^  Que  en  el  mes  de  Mayo  de  1878,  la  Municipalidad  con- 
cedió permiso  á  los  contratistas  de  la  limpieza  de  los  corrales,  Se- 
ñor Schwartz  para  la  colocación  del  caño  de  desagüe  á  que  se  refiere 
el  oficio,  agregando  que  era  indudable  que  este  permiso  concedido 
cesa  una  vez  vencido  el  contrato  del  Señor  Schwarz  con  la  Munici- 
palidad y  también  una  vez  que  esta  no  pagó  el  arrendamiento  que 
antes  pagaba  por  el  uso  de  la  manga. 

5°  Que  convocadas  nuevamente  las  partes  á  juicio  verbal,  á  vir- 
tud de  lo  pedido  en  el  escrito  de  foja  102,  se  celebra  sin  que  pudie- 
ran venir  á  ningún  avenimiento,  pidiendo  el  letrado  del  demandante 
se  hiciera  constar  en  este  acto  que  el  canal  de  desagüe  á  que  se  re- 
fiere el  informe  municipal  no  es  el  canal  subterráneo  materia  de 
esta  cuestión,  que  pasa  por  terreno  antes  de  Mejia,  que  figura  en  el 
plano  agregado  bajo  la  denominación  de  manga;  y  que  el  permiso 
que  obtuvieron  los  Señores  Schwarz  de  la  Municipalidad  no  se  re- 
fiere al  conducto  que  pasa  por  dicha  manga. 

6^  Que  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  186  de  la  ley  na- 
cional de  procedimientos,  el  Juzgado  recibió  la  causa  á  prueba,  para 
que  se  justifique:  1*^  el  título,  en  virtud  del  cual  Schwarz  ha  cons- 
truido el  acueducto  de  que  se  trata;  2^  que  esta  pasa  por  el  terreno 
del  demandante;  3^  que  ha  sido  inundado  con  los  residuos  de  la  f  á- 
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brica  de  Schwarz  y  4^  la  época  en  que  empezaron  esas  servidum- 
bres; habiéndose  producido  la  que  corre  de  foja  189  á  foja. . . 

Y  considerando:  1°  Que  la  rebeldia  en  que  incurrió  D.  Felipe 
Schwarz,  de  contestar  el  traslado  que  le  fué  conferido  de  la  de- 
manda, autoriza  á  estimar  como  reconocida  la  verdad  de  todos  los 
hechos  establecidos  en  ella,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
Uculo  86  y  185  de  la  ley  nacional  de  enjuiciamiento  y  la  reiterada 
jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte,  en  sus  diversos  fallos. 

^  Que  si  bien  ha  podido  observarse  contra  el  auto  de  foja  32  que 
dio  por  evacuado  el  traslado  de  la  demanda,  el  haberse  dictado  an- 
tes de  acordarse  el  término  de  veinte  y  cuatro  horas  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  li  de  la  ley  citada,  el  vicio  de  que  pudo  adolecer  á 
causa  de  esa  omisión,  quedó  desde  luego  subsanado  en  primer  lu- 
gar, por  el  consentimiento  del  citado  auto,  en  segundo  lugar,  por- 
que á  pesar  de  la  rebeldia  presentó  el  escrito  de  foja  83,  que  im- 
porta una  contestación  á  la  demanda,  y  para  darle  la  mayor  am- 
plitud al  ejercicio  de  su  derecho  de  defensa  se  invitó  al  demandado 
al  juicio  verbal  de  que  instruye  el  acta  de  foja  93  y  por  último,  se 
recibió  la  causa  á  prueba  para  que  se  justifiquen  los  hechos  alega- 
dos por  él,  que  probados,  constituirían  defensa  legítima  de  sus  pro- 
cedimientos. 

3^  Que  en  cuanto  á  la  falta  de  personalidad  de  D.  Felipe  Schwarz 
para  intervenir  en  este  juicio,  su  representado  se  ha  limitado  á  ma- 
nifestarla fundándose  en  que  no  es  él  sino  la  sociedad  Schwarz  y 
Hermanos  la  dueña  de  la  fábrica  de  guano  artificial,  sin  haber  exhi- 
bido el  contrato  de  sociedad  que  demuestre  la  verdad  de  su  aser- 
ción ;  pero  admitiendo  que  dicha  fábrica  pertenezca  efectivamenie 
á  la  sociedad  que  indica,  ni  ha  incínuado  siquiera  que  carezca  de 
facultades  para  administrar  y  de  consiguiente,  representar  á  la  so- 
ciedad, derecho  y  obligación  inherente  á  cada  socio,  á  menos  de 
existir  restricción  ó  limitación  espresa,  según  lo  determina  el  ar- 
tículo 1676  del  Código  Civil  y  173  del  Cód.  de  Comercio. 
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4^  Que  por  otra  parle,  la  obligación  de  contestar  la  demanda  Don 
Felipe  Schwarz,  aun  en  la  hipótesis  de  ser  la  sociedad  la  que  cons- 
truyó el  acueducto,  no  es  sino  una  consecuencia  de  la  solidaridad 
establecida  por  la  ley  (arts.  262  y  254)  para  sociedades  como 
la  de  Schwarz  y  Hermanos  que  tienen  el  carácter  de  colecti- 
vas. 

5°  Que  los  actos  de  los  mismos  socios,  confirman  esta  inteligencia 
de  la  ley,  pues  no.  solamente  Don  Felipe  Schwartz  ha  entrado  á  dis- 
cutir por  medio  de  su  representante  el  fondo  de  la  cuestión  pro- 
puesta, alegando  defensas  tendentes  á  eximir  de  responsabilidad  á 
la  sociedad,  sino  que  citado  para  absolver  las  posiciones  del  pliego 
de  foja  112,  envió  ásu  hermano  Mauricio  Schwarz,  el  otro  miembro 
de  la  razón  social  Schwarz  y  Hermanos,  quien  aceptó  absolverlas, 
como  parte  interesada  en  el  juicio. 

6^  Que  el  demandante  Mejia,  hoy  su  sucesor  Grand,  ha  justificado 
sus  derechos  de  dominio  absoluto,  sin  restricción  de  ninguna  clase, 
sobre  el  terreno  que  en  el  plano  adjunto  figura  con  el  nombre  manga 
en  el  terreno  de  Mejia  y  Quesada,  por  medio  del  título  de  propiedad 
que  en  copia  auténtica  corre  á  foja  46. 

7"  Que  en  la  inspección  ocular  practicada  por  el  Juzgado  sobre 
el  terreno,  el  dia  primero  de  Diciembre  del  año  próximo  pasado,  se 
constató  que  de  los  mataderos  públicos  sale  un  caño  por  el  que  co- 
rren los  residuos  de  la  matanza  y  las  aguas  servidas  de  la  limpieza 
de  los  mismos,  el  cual,  á  partir  de  la  parte  esteriordel  muro  de  cir- 
cunvalación, se  bifurca  en  dos;  pudiendo  echarse  por  uno  ú  otro  las 
corrientes  por  medio  de  una  compuerta  de  fierro;  que  uno  de  los 
caños  pasa  por  el  costado  de  la  fábrica  de  guano  artificial  y  se  di- 
rijo á  terrenos  donde  se  derraman  los  residuos  que  arrastra  de  los 
mataderos,  siendo  este  construido  con  autorización  municipal  y  el 
segundo,  que  es  cubierto,  se  dirije  al  centro  de  la  fábrica  y  saliendo 
por  el  lado  opuesto  recorre  una  parte  del  terreno  llamado  manga, 
al  costado  del  cerco,  en  una  estension  de  cuarenta  á  cincuenta  me- 
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tros  próximamente,  siendo  esta  parte  únicamente  lo  que  constituye 
la  servidumbre  que  motiva  la  cuestión  sub-judice, 

8"  Que  Schwarz  no  ha  presentado  título  alguno  que  autorice  la 
construcción  de  este  caño,  é  implícitamente  ha  reconocido  que  su 
emplazamiento  en  el  sitio  y  ostensión  que  ocupa  el  terreno  de  Mejia, 
proviene  de  la  errada  creencia  de  que  aquel  era  una  vía  pública 
bajo  la  denominación  de  calle  de  Patagones,  error  perfectamente  de- 
mostrado por  el  informe  de  la  Municipalidad  corriente  á  foja... 
donde  consta  que  dicha  calle  en  ese  paraje  no  pasa  de  un  proyecto 
que  requería  para  su  realización  la  expropiación  ú  otros  trámites 
indispensables  aún  no  efectuados. 

9^  Que  dicho  acueducto,  en  las  condiciones  en  que  se  encuentra^ 
constituye  evidentemente  una  servidumbre  sobre  el  predio  del  de- 
mandante, según  los  términos  del  artículo  2970  del  Código  Civil, 
sin  que  se  haya  comprobado  su  establecimiento  por  alguno  de  los 
modos  reconocidos  en  el  derecho;  lo  que  basta  para  declarar  proce- 
dente, probados  como  se  hallan  por  el  demandante  sus  derechos  de 
posesión  y  dominio,  la  acción  negatoria  deducida  á  efecto  de  resta- 
blecer la  libertad  del  fundo,  atento  lo  que  prescribe  el  artículo  2805 
del  mismo  Código. 

10.  Que  la  referida  acción  tiene  además  por  objeto  accesorio  la 
reparación  de  los  perjuicios  que  el  ejercicio  anterior  á  la  servidum- 
bre hubiese  causado  al  dueño  del  fundo  sirviente,  que  es  uno  de  los 
puntos  comprendidos  en  la  demanda;  pero  como  no  se  ha  discutido 
en  este  juicio  su  existencia  ni  la  prueba  ha  podido  versar  sobre  el 
quantum,  no  habiendo  tampoco  en  autos  elementos  de  ninguna  clase 
para  que  el  Juzgado  pudiera  estimarlo  acertadamente,  debe  reser- 
varse  la  prueba  de  su  existencia  y  la  determinación  de  su  importan- 
cia para  otro  juicio,  de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  el  artículo  15  de 
la  Ley  de  Procedimientos. 

11.  Que  debiendo  figurar  en  este  capítulo  las  consecuencias  in- 
mediatas y  directas  del  uso  indebido  del  fundo  con  la  colocación  del 
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acueducto,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  del  ejercicio  de  la  servidumbre, 
bajo  la  denominación  de  reparación  de  los  daños  y  perjuicios  que 
ese  hecho  hubiere  causado,  su  gestión  escluye  la  del  pago  de  cual- 
quier otra  suma  á  titulo  de  arrendamiento  por  el  uso  del  terreno,  y 
es  por  eso  que  la  ley  espresamente  ha  limitado  los  efectos  acceso- 
rios de  la  acción  negatoria  á  los  mencionados  en  el  articulo  2083; 
Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos  y  en  vista  de  la  limitación  espresa  res- 
pecto de  la  demanda  hecha  por  el  actor  en  el  acto  de  la  inspección 
ocular,  fallo  condenando  á  Don  Felipe  Schvvarz,  á  que  en  el  término 
de  diez  dias  levante  el  acueducto  que  partiendo  del  centro  de  la  fá- 
brica de  guano  artificial  recorre  una  parte  del  terreno  del  deman- 
dante, en  toda  la  ostensión  que  ocupa  en  dicho  terreno,  debiendo 
dejarlo  en  las  mismas  condiciones  que  se  encontraba  antes  de  su 
establecimiento,  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  haya  causado 
al  dueño  del  terreno  la  existencia  de  dicho  acueducto,  desde  el  día 
que  la  Municipalidad  dejó  de  pagar  arrendamiento  por  él,  cuya  im- 
portancia deberá  fijarse  en  otro  juicio,  y  al  de  las  costas  del  pre- 
sente. 

Virgilio  Tedin. 
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Fallo  do  I A  Siippoiiia  llortc 


Buenos  Aires,  Diciembre  1*"  de  1885. 

Vistos:  Resultando  que  el  demandante  Don  Constantino  Grand 
desistió  á  foja  ciento  setenta  y  cinco  y  ciento  setenta  y  siete  de  la 
apelación  interpuesta  por  él; 

Que  el  demandado  Don  Felipe  Schwarz  se  conformó,  á  foja  ciento 
sesenta  y  seís^  con  la  parte  de  la  sentencia  del  Juez  de  Sección,  que 
lo  condena  al  levantamiento,  en  el  término  de  diez  dias,  del  acue- 
ducto establecido  en  terreno  del  demandante; 

Que  el  punto  apelado  por  él,  viene  á  quedar  asi  reducido  á  la  con- 
denación de  daños  y  perjuicios,  y  costas  del  juicio,  que  contiene  tam- 
bién dicba  sentencia. 

Y  considerando,  que  la  reparación  de  perjuicios  es  un  accesorio 
y  consecuencia  legal  de  la  negación  de  una  servidumbre  indebida, 
según  lo  dispuesto  por  el  articulo  dos  mil  ochocientos  tres  del  Có- 
digo Civil;  se  confirma  con  costas,  por  sus  fundamentos,  la  senten- 
cia de  foja  ciento  cincuenta  y  una,  en  la  parte  apelada.  Devuélvase, 
por  tanto,  los  autos,  previa  satisfacción  de  costas  y  reposición  de 
sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  D0MINGUE2. 
— ULADISLAO  frías. — FEDERICO 
IBARGLREN. 
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<:ArsA  cíAX 


El  I)r.  Antonio  M.  Silva,  vecino  de  la  Capital,  contra  Don  José  Este- 
ban Mansilla,  vecino  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires;  sobre  reivin- 
dicación de  un  campo. 


Sumario, — 1**  Reconocidos  los  hechos  alegados  en  la  demanda, 
es  innecesaria  la  prueba  de  lo  afirmado  en  ella. 

2^  El  que  posee  á  nombre  de  otro,  no  puede  invocar  la  posesión 
para  adquirir  la  propiedad  por  prescripción. 

3^  El  que  pretende  así  prescribir,  debe  reputarse  poseedor  de 
mala  fé  y  obligado  á  devolver  los  frutos  percibidos  desde  el  dia  de 
la  demanda. 


Caso, — Se  encuentra  esplicado  en  el  siguiente  fallo  pronunciado 
por  el  juez  ad  hoc  Dr.  Machado,  por  estar  impedido  el  titular  Dr.  Al- 
barracin. 
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Fallo  dol  Jiioz  <l(*  Soccioii 


Buenos  Aires,  Dicieinbi-e  31  de  1883. 

Y  vistos:  los  aulos  seguidos  por  el  Dr.  don  Antonio  M.  Silva  con- 
tra don  José  Esteban  Mansilla,  sobre  reivindicación  de  un  campo 
ubicado  en  el  partido  del  Baradero,  habiéndose  presentado  espo- 
niendo: 

1^  Que  según  las  escrituras  acompañadas  constaba  qne  doña 
Irene,  doña  Antonia,  doña  Pilar  Mena  y  otras  le  vendieron  las  accio- 
nes hereditarias  que  pudieran  tener  en  la  testamentaria  de  don  José 
V  de  doña  Florencia  Troncoso. 

2^  Que  entre  los  bienes  fincados  al  fallecimiento  de  don  José  y 
doña  Florencia,  se  encuentran  los  campos  ubicados  en  el  partido  del 
Baradero,  con  frente  á  la  Cañada  Honda,  que  comprenden  la  mer- 
ced que  en  4  de  Julio  de  1643  hizo  don  Gerónimo  Luis  de  Cabrera 
á  don  Juan  de  Soria  y  Medrano. 

3^  Que  esos  campos  fueron  deslindados  por  el  agrimensor  Sour- 
deaux,  para  los  herederos  de  don  Isidro  Troncoso,  cuya  operación 
fué  aprobada  judicialmente. 

4°  Que  esos  campos  son  los  mismos  que  don  Isidro  Troncoso  dejó 
en  herencia  á  sus  hijos,  espresando  que  estaban  en  litigio. 

5^  Que  el  litigio  sobre  esos  campos  se  siguió  por  don  Isidoro  y 
posteriormente  por  su  hijo  don  José,  hasta  1807,  en  que  se  dictó 
sentencia  en  su  favor. 

SP  Que  esos  campos,  que  fueran  ganados  por  don  José  Troncoso, 
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los  dejó  á  sus  hijos  ("como  lo  espresa  en  su  testamento),  entre  los 
que  se  encuentra  doña  Florencia,  quien  los  arrendó  á  don  Domingo 
Elias  Muiñoz. 

7"  Que  para  probar  el  título  hereditario  acompaña  la  declarato- 
ria en  que  consta  que  los  Menas  (sus  cedcntes)  son  legítimos  here- 
deros de  doña  Florencia  Troncóse;  y  para  demostrar  que  esta  es 
hija  legítima  de  don  José,  basta  el  testamento  citado,  asi  como  para 
probar  que  don  José  es  hijo  de  don  Isidro  está  la  memoria  testa- 
mentaria y  la  hijuela  que  se  encuentra  en  el  espediente  testamen- 
tario de  este  último. 

8^  Que  como  dueño  de  esos  derechos  rescindió  el  contrato  cele- 
brado por  doña  Florencia  Troncóse  con  don  Domingo  Elias  Muiñoz 
y  tomó  posesión  de  ellos  encontrándose,  entre  otros  intrusos,  á  don 
José  Esteban  Mansilla,  que  pretende  resistir  el  desalojo,  pidiendo 
se  le  condene  á  su  devolución,  con  mas  los  frutos  devengados  y  las 
costas  del  juicio. 

Corrido  traslado  de  la  demanda  se  presentó  á  f.  17  don  Pedro 
Oporto,  en  representación  de  don  José  Esteban  Mansilla,  contestán- 
dola y  esponiendo: 

1^  Que  no  debe,  ni  tiene  para  qué  desconocer  la  historia  de  dos 
siglos  que  hace  el  demandante,  aunque  la  encuentra  deficiente;  que 
acepta  esa  historia  como  verdadera,  con  la  siguiente  escepcion:que 
es  falso  que  don  Domingo  E.  Muiñoz  como  locador  de  doña  Floren- 
cia Troncóse  poseyera  el  campo  que  su  representado  posee. 

2^  Que  por  cierta  que  fuera  esa  larga  historia,  la  acción  que  pudo 
tener  Silva  no  podría  ejercerla,  pues  su  representado  ha  adquirido 
el  dominio  del  campo  por  la  prescripción. 

3^  Que  el  área  de  campo  poseída  por  Mansilla  es  de  tres  mil  varas 
de  frente  por  cuatro  mil  de  fondo,  lindando  por  el  frente  con  E.  La- 
placete,  por  el  fondo  con  Muiñoz  y  Figueroa,  por  el  Este  con  Cas- 
tello  é  Iturriaga  y  por  el  otro  costado  con  D.  V.  Maldonado;  mien- 
tras que  el  campo  medido  por  Sourdeaux  se  compone  de  10.000 
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varas   de   frente   á   la   Cañada   Honda   por    15.000   de   fondo. 

4^  Que  tanto  la  área  poseída  por  Mansilla,  como  la  área  dada 
por  Muiñoz  á  doña  Florencia  Troncoso,  se  encuentran  dentro  de  la 
merced  adquirida  por  don  Sebastian  Machado;  pero  en  distintos 
rumbos,  ocupando  Muiñoz  nn  estremo  y  el  otro  Mansílla,  habiendo 
una  dilatada  ostensión  de  terreno  entre  ambos. 

5^  Que  don  Juan  de  Dios  Mansilla,  padre  del  demandado,  entró 
en  posesión  del  campo  referido,  hace  50  años,  y  que  habiendo  falle- 
cido hace  40  años,  el  demandado  lo  continuó  poseyendo. 

6^  Que  ya  sea  se  considere  unida  la  posesión  de  don  Juan  de 
Dios  á  la  de  su  representado,  ya  se  considero  la  de  éste  solamente, 
habría  adquirido  el  campo  por  prescripción,  pues  lo  ha  poseído  él 
solo,  por  mas  de  cuarenta  años. 

7**  Que  ya  sea  que  la  cuestión  deba  juzgarse  por  la  legislación  an- 
terior á  la  vigencia  del  Código  Civil,  bajo  la  cual  se  produjeron  los 
hechos,  ó  por  la  que  este  establece,  en  ambos  casos,  la  posesión  de 
treinta  años  basta  para  adquirir  el  dominio,  según  la  ley  21,  título 
29,  Partida  3%  y  artículos  4015  y  4016  del  Código  Civil. 

8^  Que  en  su  consecuencia,  el  demandante  ha  perdido  todo  su 
derecho  al  campo  reclamado,  y  debe  absolverse  á  su  representado, 
con  especial  condenación  en  costas. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  fijó  para  la  testimonial,  por  el  auto 
de  f.  21,  los  puntos  siguientes:  si  en  el  arrendamiento  que  Muiñoz 
hizo  á  la  Troncoso  estaba  comprendida  el  área  poseida  por  Mansi- 
lia,  asi  como  sobre  la  ostensión  y  límites  de  dicho  arrendamiento; 
sobre  la  estension  y  limites  del  área  que  Mansilla  dice  haber  adqui- 
rido  por  prescripción;  y  si  entre  el  campo  arrendado  por  Muiñoz 
y  el  poseído  por  Mansilla  había  una  estension  ó  zona  que  los  di- 
vidiera. 

Las  cuestiones  que  el  Juzj^ado  debe  resolver,  son  las  siguientes: 

1^  ¿Ha  demostrado  el  demandante  que  el  campo  reclamado  le 
pertenece? 

T.  XX  14 
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2*  Caso  afirmativo;  ¿lia  prol)adó  el  demandado  la  excepción  de 
prescripción  alei^ada? 

Primera  cuestión.  —  Con  relación  á  los  hechos  en  que  funda  su 
demanda  de  reivindicación  el  Dr.  Silva,  han  sido  aceptados  en  su 
totalidad  por  el  demandado  al  contestar  la  demanda,  y  siendo  de  tal 
importancia  debemos  transcribir  las  palabras  para  darle  su  verda- 
dero alcance.  Dice:  «Dice  esa  lar^a  historia  que  llamo  de  dos  sijrlos, 
porque  en  aquella  lejana  época  vivió  el  primitivo  dueño  de  una  di- 
latadísima ostensión  de  campo,  D.  Sebastian  Machado,  hasta  quien 
se  remonta  hoy  el  Dr.  Silva,  puede  V.  S.  darla  por  evacuada  con  las 
siguientes  excepciones.  . 

« 1°  Es  falso  que  D.  Domingo  E.  Muiñoz  fuese  locador  de  doña 

Florencia  Troncóse,  del  «úrea  de  campo  que  mi  representado  posee. 

*2^  El  Dr.  Silva  no  puede  ejercer  en  justicia  acción  alguna  contra 

mi  representado  por  haber  adquirido  éste  el  dominio  del  campo  por 

prescripción». 

Y  este  reconocimiento  se  encuentra  confirmado,  §  IV  del  alegato 
de  bien  probado,  cuando  dice:  «Por  lo  tanto,  al  contestar  la  de- 
manda, cumplí  con  el  deber  de  manifestar  á  V.  S.  que  podía  dar  por 
oierLa  toda  esa  largu  fiistoria  de  dos  siglos  atrás  que  hacía  el  doctor 
Silva  de  títulos  y  pleitos  de  contratos  de  locación;  pues,  por  mi  parte, 
Imlúeva  sido  insensatez  negarla;  aparte  de  que  no  tenia  objeto,  y 
aunque  huí)iera  tenido  alguno,  no  la  hubiera  negado  siendo  cierto, 
porque  mi  representado  no  se  alimenta  de  lo  ajeno*.  Quedan  pues 
reconocidos  por  propia  confesión,  sin  necesidad  de  examinar  los  tí- 
tulos y  pruebas  producidas  en  la  estación  oportuna,  los  hechos  si- 
guientes que  debemos  fijar  con  precisión: 

1^  Que  entre  los  bienes  fincados  de  doña  Florencia  y  Don  José 
Troncoso,que  forman  el  patrimonio  de  sus  cedentes,  los  Menas,  se  en- 
cuentran los  campos  ubicados  en  el  Baradero,  con  frente  á  la  Ca- 
ñada Honda,  y  que  comprenden  la  merced  de  Soria  y  Medrano. 
2°  Que  esa  merced  sirvió  de  base  al  agrimensor  Sourdeaux  para 
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la  mensura  que  hizo  en  1857,  para  los  herederos  de  don  Isidro 
Troncóse. 
3*^  Que  esos  campos  fueron  dejados  en  litis  por  don  Isidro  Troncóse. 
4°  Que  su  hijo  don  José  Troncoso  sijüruió  ese  pleito  con  los  San 
Martio,  hasta  que  obtuvo  sentencia  favoral)le  en  1808. 

o°  Ooe  la  merced  de  Soria  y  Medrano  comprende  todos  los  cam- 
pos con  frente  á  la  Cañada  Honda,  entre  los  que  se  encuentra  el  po- 
seído por  Mansilla;  negando,  es  verdad,  que  lo  hubiesen  jamás  po- 
seído causantes  de  Silva. 

Reconocidos  estos  hechos  por  el  demandado,  no  podia  contrade- 
cirlos en  adelante,  y  el  pleito  tenia  que  aceptarse  bajo  la  base  de 
ser  verdad  lo  afirmado  en  la  demanda. 

Pero  se  podría  decir,  que  tratándose  de  campos,  cuyo  dominio  per- 
tenece al  Estado  provincial,  en  caso  de  carecer  de  dueño  legitimo, 
el  Juzgado  no  podría  aceptar  como  verdad  el  hecho  de  la  propiedad 
de  ellos,  por  la  sola  y  única  confesión  del  demandado,  debiendo  en 
tal  caso  entrar  á  examinar  los  títulos,  rechazando  la  demanda  de 
reivindicación,  caso  de  no  demostrarse  la  propiedad  de  los  campos 
reclamados. 

Además  de  que  la  justicia  federal  no  procede  de  oficio,  y  siguiendo 
ese  principio  reconocido,  jamás  poJría  á  otras  personas  que  lasque 
liligao  ante  sus  tribunales;  además  de  esa  circunstancia  que  impe- 
diría al  Juzgado  entrar  en  esas  averiguaciones,  existe  la  muy  prin- 
cipal, de  que  lo  decidido  en  un  juicio  entre  dos  personas,  jamás 
afectan  los  derechos  que  los  terceros  pudieran  tener.  Asi  que,  reco- 
nocida la  propiedad  del  demandante,  sin  haberla  justificado  bastaría 
para  que  el  Juez  hiciera  entregar  la  cosa  litigada  al  reconocido  pro- 
pietario, sin  perjuicio  de  que  éste  á  su  vez  fuera  desposeído  por  el 
verdadero  dueño,  que  la  reclamara  con  títulos. 

Resuelta  afirmativamente  la  primera  cuestión  para  el  deman- 
dante, á  quien  se  le  reconoce  la  propiedad  de  toda  la  área  señalada 
en  la  merced  de  Soria  v  Medrano,  con  las  excepciones  de  no  haber 
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poseído  jamás  Uparte  que  teniaMansilla. afirmaoijoque, porelcon- 
lrario.  éslfí  ha  adquirido  esa  porción  de  campo  habiéndola  poseído 
por  mas  de  treiriln  años,  veamos  la  escepcion. 

Scgitnda  cuestión.  —  Cuando  el  Juzí^'ado  fijó  los  puntos  sohre  que 
ilehia  versar  la  testimonial,  comprendió  la  afirmación  lieclia  por  el 
demandante,  de  que  su  arrendatario  Muiiioz  había  poseído  el  campo 
reclamado,  escliiyendo  asi  en  la  posesión  alegada  por  Mansilla.  Pero 
la  falta  do  prueba  do  esta  afirmación  no  podía  perjudicar  su  dere. 
dio  u^Mierat  reconocido  á  loda  la  área  del  campo,  como  sucesor  de 
los  que  ailqiiirieron  la  merced  de  Soria  y  Medrano.  Tampoco  per- 
judiciiha  esos  derei^hos,  la  falla  de  determinación  de  los  límites  y 
estensioTí  del  campo  arrendado  por  Muiñoz,  demostración  que  liu- 
liierA  sido  necesaria  si  el  demandado  se  liubiese  limitado  á  ne^'ar 
los  liechos  alebrados:  pero  no  liabia  tal  necesidad  desde  que  el  mismo 
Maiisílla  se  convertia  de  reo  en  actor,  al  deducir  la  esc«pcion  de 
proscripción  de  dominio  de  la  cosa  poseída,  v  tener  obligación  de 
denia<lrarla. 
La  cuestión  qiiedatm  fijada  en  estos  términos: 
Mausilla  reconocía  que  la  merced  de  Soria  t  Medrano  adquirida 
|M>r  los  cansantes  de  Silva,  abrazaba  toda  la  estension  de  terreno 
poseída  por  é):  pero  reconociendo  ese  hecho  negaba  que  el  campo 
por  tH  ocii|tadfl.  lo  biibieru  sido  por  los  causantes  de  Silva,  afirmando 
que  había  prescrípio  esa  área  que  determinaba  dentro  de  ios  limi- 
tes fijados  en  la  conlestacion. 

Los  deiihis  pinitos  fijados  )K)r  el  Jiiz;.'ado  sobre  que  debía  versar 

la  pnieba.  eran  siipletoriivs.  con  el  objeto  de  que  las  partes  pudieran 

denuwlrar  sus  afiriHaciones,  facililaiido  la  resolución  del  asunto: 

[tero  sin  ser  esenciales,  desde  que  exislia  la  escepcion  de  prescripción, 

s|Hiiidia  á  (wla  la  cuestión. 

¡triitH  fif  fiysi'nfi'iuH.  -  La e\<-e|K-ion de pres«TÍpcíondel)e 
'  knjo  todas  sus  faivs,  para  a\eri-:nar  si  el  demandado  Man- 
Iquindo  el  dominio  det  cam)Ki  ciiesliouado. 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  205 

La  prescripción  como  título  para  adquirir  el  dominio  de  las  cosas, 
fundada  en  la  posesión  tranquila  y  no  interrumpida,  pública  y  á  ti- 
tulo de  dueño,  por  el  tiempo  determinado  por  la  ley,  debe  ser  acom- 
pañada de  aquellas  circunstancias  que  son  correlativas  ala  posesión 
de  la  cosa  misma  que  se  quiere  prescribir.  Tratándose  de  un  campo, 
como  en  caso  sfib-jiidice,  son  circunstancias  correlativas  esenciales, 
los  limites  del  campo  que  se  pretende  adquirir,  y  la  estension  en  que 
lo  hubiere  poseído,  pues  la  posesión  qua  no  determinase  estas  con- 
diciones, no  servirla  de  título  bastante  para  hacer  adquirir  la  pro- 
piedad, que  se  dice  tener,  desde  que  no  hay  límites  que  la  separen 
de  las  demás. 

Y  asi  lo  comprendió  el  Juzí^ado  cuando  exijíó  al  demandado  de- 
mostrase el  área  y  límites  de  la  posesión  invocada;  y  como  preten- 
día unir  la  posesión  que  afirmaba  hal)er  tenido,  á  la  de  su  padre, 
se  le  exijió  igualmente  que  demostrase  el  área  y  límites  de  la  pose- 
sión que  pretendía  unir  á  la  suya. 

Limites  del  campo.— ¥A  intorro«?atorio  de  f.  78  presentado  por  el 
demandado^  llena  todas  esas  exigencias;  pero  para  mayor  claridad 
debemos  estudiar  separadamente  cada  una  de  las  condiciones  de  la 
prescripción  alegada.  La  segunda  pregunta  tiene  por  objeto  fijar  la 
estension  y  límites  del  campo  poseído.— Veamos  lo  que  dicen  los  tes- 
tigos.— Benito  Pasos,  á  foja  í)l,  dice,  que  sabe  vive  allí  don  José  Es- 
teban Mansilla,  ignorando  el  área  que  posea  y  no  conociendo  tos 
linderos;  Dominga  E.  Muñoz,  foja  136,  ignora;  Blas  Jéres,  foja  i59, 
ignora;  Domingo  Frumento,  foja  KM,  compadre  del  demandado,  ig- 
nora, igualmente;  Ignacio  Díaz,  foja  1G2,  ignora;  Juan  Llaquín, 
socio  interesado  en  el  éxito  del  asunto,  á  foja  1()3  vuelta,  ignora  el 
área,  sabiendo  que  el  campo  linda  con  los  nombrados  en  la  pregun- 
ta; Ignacio  Pereyra,  foja  M6,  ignora;  Emilio  Carmona,  foja  108,  ha 
oído  decir  tiene  los  linderos  espresados;  Fermín  Rossel,  foja  11)0, 
ignora;  Agustín  Acuña,  foja  199;  sabe  esa  era  la  área  del  campo, 
porque  lo  ha  oído  decir,  y  que  esos  son  los  linderos,  porque  los  ha 
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presenciado;  Victoriano  Carnario,  foja  201  ignora;  Julián  Salas, 
foja  203,  ignora. 

Tenemos,  pues,  que  para  determinar  el  área  y  linderos  del  campo 
que  el  demandado  pretende  adquirir  por  prescripción,  no  hay  sino 
Juan  Llaquin,  foja  1G3,  socio  do  éste,  que  iimorando  oí  área,  conoce 
únicamente  que  los  linderos  son  los  nombrados  en  la  pregunta.  Emi- 
lio Carmona,  que  oyó  decir  tenia  esos  linderos,  Airustin  Acuiía, 
foja  199,  oyó  decir  que  esa  era  la  área,  y  res|)ecto  de  los  linderos, 
que  son  los  que  expresa  la  pregunta. 

No  hay  dos  testigos  que  depongan  de  ciencia  propia  sohre  este 
punto, quedando  asi  sin  base  toda  demostración  que  se  quisiera  hacer. 

La  posesión  de  una  área  de  campo  determinada,  posesión  sobre 
la  que  no  se  dan  los  medios  necesarios  para  una  determinación 
aproximada  ó  equitativa,  es  algo  que  escapa  á  la  apreciación  del 
magistrado,  y  sobre  la  que  no  se  puede  decidir  sin  grave  peligro  de 
equivocación  ó  de  injusticia,  y  en  ese  caso  de  duda,  deben  siempre 
restringirse  á  sus  mas  estrechos  limites,  porque  la  prescripción  es 
porsi  sola  una  limitación  al  derecho  reconocido,  ó  que  se  creía 
abandonado. 

Y  es  tan  difícil  determinar  las  grandes  áreas  de  campo  que  se 
quieren  prescribir,  que  sin  tener  límites  naturales,  como  arroyos, 
montes  ii  otras  señales,  que  los  limiten  como  los  mojones  de  los 
campos  linderos,  es  casi  imposible  determinar  con  certidumbre  la 
ostensión  de  un  campo  poseído  por  otro,  ni  aún  el  mismo  poseedor 
podrá  hacer  esa  determinación,  desde  que  no  haya  tenido  ocasión 
de  hacer  una  mensura  estrajudicial,  para  fijar  los  límites  de  su  po- 
sesión. En  efecto;  ¿cómo  conocer  las  distancias  de  grandes  áreas  de 
campo  sin  previa  medición? 

Así,  pues,  el  que  quiera  adquirir  por  prescripción  un  campo  que 
no  está  limitado  naturalmente,  debe  medirlo  aunque  sea  eslrajudi- 
cialmente,  ó  fijar  los  linderos  de  los  campos  que  lo  rodean,  y  que  le 
dan  una  ubicación  determinada.  En  el  caso  mh  jadire,  los  linderos 
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que  se  indican  no  sirven  para  determinar  el  área  poseída,  porque 
no  existen  mojones,  sino  puestos  de  arrendatarios  ó  de  ocupantes 
del  mismo  campo,  que  se  encuentran  en  análoga  posición  que  el 
demandado. 

Del  examen  que  se  acaba  de  hacer  resulta  que  no  hay  base  para 
prescribir  una  área  fija  y  determinada  decampo. 

Posesión  de  Juan  de  Dios  Mansilla. — La  cuarta  pre^ninla  del  inte- 
rrogatorio de  foja  78,  tiene  por  objeto  demostrar  que  don  Juan  de 
Dios  Mansilla,  padre  del  demandado,  poseyó  para  sí  el  campo  re- 
clamado, por  mas  de  30  años  continuos  y  que  su  hijo  don  José  Es- 
teban ha  continuado  en  dicha  posesión. 

Tratándose  de  la  posesión  de  don  Juan  de  Dios  que  pretende  unir- 
se á  la  que  actualmente  tiene  su  hijo,  es  necesario  averiguar  cuál 
era,  y  si  es  exactamente  la  misma  que  afirma  tener  el  demandado, 
para  que  la  unión  pueda  efectuarse. 

Emilio  Carmona,  foja  168,  Fermín  Rossel,  foja  170,  Agustín  Acu- 
ña, foja  199,  Blas  Geres,  foja  189,  Ignacio  Diaz,  foja  162,  Ignacio 
Pereyra,  foja  166,  Julián  Salas,  á  foja  203,  testigos  todos  presen- 
tados por  el  demandado,  declaran  á  la  primera  pregunta  del 
interrogatorio  de  foja  150  de  repreguntas;  que  la  población  que 
tuvo  don  Juan  de  Dios  Mansilla  es  la  que  tiene  al  presente  doña 
Flora  Carmona,  demostrando  asi  de  una  manera  evidente,  que  aque- 
lla posesión  fuó  perdida  por  don  Juan  de  Dios  y  que  no  es  la  que 
tiene  actualmente  su  hijo  don  José  Esteban.  Después  de  una  demos- 
tración tan  categórica,  que  hace  imposible  la  unión  de  las  dos  po- 
sesiones, que  son  distintas,  habiéndose  perdido  la  primera  desde 
que  otro  la  tiene  al  presente,  parece  innecesario  averiguar  cuáles 
eran  los  limites  de  aquella  posesión,  y  si  la  ha  continuado  su  hijo, 
¿por  qué  no  podía  continuarla  desde  que  son  distintos? 

Es  por  lo  tanto  innecesario  examinar  lo  que  contestan  los  testi- 
gos á  la  5*  pregunta  del  interrogatorio  de  foja  78,  destinada  á  ave- 
riguar si  el  demandado  continuó  en  la  posesión  de  su  padre.  Esos 
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tosli^^os,  sin  evidente  contradicción,  no  pueden  declarar  que  esa 
posesión  fué  continuada  por  el  demandado,  cnando  todos  recono- 
cen que  son  diversas  la  que  éste  tiene  y  la  que  tenia  don  Juan  de 
Dios. 

Es  imposible  la  unión  que  se  pretende  hacer  en  tales  condiciones. 

Posesión  del  detfiandado.—La  sesta  pre/^ninta  del  interrogatorio 
presentado  por  el  demandado,  tiene  por  objeto  demostrar  la  propia 
posesión  que  se  atribuye  durante  40  años. 

Esta  pre.üTunta  contiene  dos  afirmaciones  imposibles  de  conciliar, 
dadas  las  declaraciones  en  el  sentido  que  las  dejamos  examinadas. 

En  efecto;  la  primera  afirmación  es  queden  José E. Mansilla con- 
tinuó en  la  posesión  que  su  padre  tenía:  la  segunda,  que  esa  conti- 
nuación fué  por  el  termino  de  40  años  próximamente.  Y  como  todos 
los  testigos  han  declarado  que  la  posesión  que  tenia  don  Juan  de 
Dios,  es  la  que  tiene  al  presente  doña  Flora  Carmena,  esa  continua- 
ción se  hace  imposible,  como  queda  dicho,  comprometiendo  la  ver 
dad  de  la  segunda  afirmación,  si  los  testigos  nolaesplicárandeuna 
manera  satisfactoria. 

Debe  observarse,  que  estando  las  preguntas  4%  o^  y  6*  del  inte- 
rrogatorio de  foja  78,  formuladas  de  una  manera  tal  que  todas  traen 
consiiro  la  afirmación  de  haber  continuado  el  demandado  en  la  po- 
sesión de  su  padre,  no  han  dejado,  tal  vez,  bastante  libertad  á  los 
testigos  para  deponer  lo  que  supieron  sobre  ambas  posesiones  se- 
paradamente, viéndose  el  Juzgado  obligado  á  estudiarlas  con  ma- 
yor cuidado,  para  separar  tres  hechos  diversos  englobados  sin  ne- 
cesidad. 

Examinemos  las  declaraciones:  Benito  Pasos,  foja  91,  solo  sa- 
be que  el  demandado  reside  allí  quince  años;  Ventura  Martínez, 
foja  147,  que  la  dueña  de  esos  campos,  la  señora  de  San  Martin, 
permitió  estal)lecorse  á  don  Juan  de  Dios  y  que  su  hijo  continuó 
en  la  posesión,  sin  que  pueda  determinar  si  es  la  misma,  ni  fijar 
el  tiempo  que  ha  estado;  Blas  Geres,  foja  159,  que  hace  como 
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30  años  há  que  entró  á  poseer  el  campo,  ignorando  si  su  hijo  ha  con- 
tinuado en  su  posesión,  y  que  éste  hace  más  de  30  años  há  que 
ocupa  el  lugar  donde  está,  ignorando  si  á  titulo  de  dueño  ó  nó; 
Ignacio  Diaz,  á  foja  162,  ignora  si  don  Juan  de  Dios  entró  á  poseer 
el  campo  de  que  se  trata,  pero  sabe  que  su  hijo  ha  continuado  en  la 
posesión  del  padre,  sin  designar  por  qué  tiempo  y  contradiciéndose, 
pues,  no  se  esplica,  cómo  ignorando  si  don  Juan  de  Dios  poseia  ó  nó 
el  campo  en  cuestión,  sabe  que  su  hijo  ha  continuado  en  una  posesión 
que  él  mismo  dice  ignorar  la  tuviera.  Y  esta  contradicción  es  mas 
palpable,  si  se  tiene  presente,  que  éste  testigo,  repreguntado  al  tenor 
del  interrogatorio  de  repreguntas,  presentado  por  el  demandante  á 
foja  150,  declara  que  la  posesión,  que  tenia  don  Juan  de  Dios  es  la 
misma  que  tiene  al  presente  doña  Flora  Carmena.  Si  es  verdad  que 
esta  tiene  la  posesión  es  falso  que  la  tenga  don  José  Esteban,  á  me- 
nos que  ambos  posean  el  mismo  campo.  Este  testigo  afirma  que  co- 
noció al  demandado  en  donde  está  desde  antes  de  1834.  Juan  Lla- 
quin,  á  foja  163  vuelta,  es  testigo  de  oidas  y  su  declaración  no  tiene 
importancia  legal;  Ignacio  Pereyra,  foja  166,  solo  sabe  que  el  de- 
mandado entró  á  poseer  desde  1836,  mas  ó  menos,  creyendo  que 
poseia  por  los  señores  Vela;  Emilio  Carmena  á  foja  168,  ignora  si 
don  Juan  de  Dios  entró  á  poseer  el  campo  en  cuestión,  y  á  continua- 
ción afirma  que  el  demandado  continuó  en  esa  posesión  que  igno- 
raba tuviera,  contradiciéndose  palpablemente,  pues,  ha  dicho  que  la 
posesión  que  tenia  don  Juan  de  Dios  la  tiene  al  presente  doña  Plora 
Carmena.  Agrega,  que  el  demandado  entró  á  poseer  hacen  treinta 
j  tantos  años,  ignorando  si  lo  hacia  como  dueño;  Augustin  Acuña, 
á  foja  199,  solo  sabe  que  hace  muchos  años  posee  el  demandado  el 
canapo  que  ocupa;  Victoriano  Camaño,  foja  201,  que  en  1848  conoció 
á  don  Juan  de  Dios  en  un  puestito  en  el  campo  que  ocupa  el  deman- 
dado y  que  después  del  fallecimiento  de  aquel,  don  José  Esteban 
entró  á  ocupar  la  población  de  su  padre.  Nótese  que  este  testigo  ha 
dicho  que  don  Juan  de  Dios  tenia  un  puestito  en  el  campo  que  ocupa 
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SU  hijo,  y  es  á  esle  puestito  que  se  refiere  entró  á  poseer  el  deman- 
dado; no  determina  ni  dice  si  lo  poseia  á  nombre  propio;  Julián  Sa- 
las, á  foja  203,  que  hace  como  cuarenta  años  há  que  conoció  á  don 
Juan  de  Dios  en  el  puesto  que  hoy  ocupa  Flora  Carmona,  y  como30 
há  que  don  José  Esteban  está  en  la  posesión  que  hoy  ocupa  sin  de- 
terminar si  la  tenía  para  sí  ó  para  otro. 

Debe  observarse  en  esta  parte,  que  la  pregunta  6^,  correlativa  de 
la  o'\  contiene  una  afirmación  completamente  falsa,  que  comprome- 
tería la  declaración  de  los  testi<^os  que  respondían  afirmativamente 
y  que  compromete  seriamente  al  demandado,  quien  no  ha  podido 
ignorar  un  hecho  en  el  que  ha  intervenido.  Se  puede  considerar  que 
el  demandado  ha  intentado  probar  una  falsedad,  pues  refiriéndose 
á  la  época  en  que  falleció  su  padre,  dice  en  la  5"^  pregunta:  «si sabe 
que  á  la  muerte  de  don  Juan  de  Dios  continuó  su  hijo  en  la  posesión 
que  aquel  tenia»;  y  en  la  &^:  «  si  hacen  como  40  años  á  que  después 
de  su  muerte  ha  continuado  en  esa  posesión».  Mientras  que  cons-ta 
de  la  partida  que  corre  ratificada  á  foja  102,  que  don  Juan  de  Dios 
falleció  en  Agosto  de  1869,  es  decir,  hace  14  años;  consta  igual- 
mente que  su  hijo  don  José  Esteban  conocía  la  verdad  de  este  hecho, 
pues  ha  intervenido  en  los  inventarios  que  se  hicieron  de  los  bienes 
de  su  padre,  en  1870,  según  se  acredita  por  el  documento  que  corre 
á  foja  215.  Y  como  pretende  unir  ambas  posesiones,  no  podría    ha- 
berla tenido  por  mas  tiempo  que  los  14  años,  si  fuera  cierta  su  afir- 
mación. 

De  los  testigos  examinados  solo  Geres,  Carmona  y  Salas,  deponen 
sobre  la  posesión  de  mas  de  30  años  que  se  atribuye  al  demandado; 
pero  ninguno  de  ellos  sabe  fijar  los  límites  de  esa  posesión,  ni  de- 
terminar si  ella  era  tenida  como  señor  y  dueño. 

Y  esa  incertidumbre  sobre  el  ánimo  con  que  poseia  el  camfSo  es 
mas  grave  aún  si  se  tiene  presente  que  los  testigos  presentados  por 
el  mismo  demandado,  declaran,  unos,  que  la  posesión  la  creian  á 
nombre  de  los  Vela,  v  otros  á  nombre  de  San  Martin. 
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Fero  lo  que  quita  cualquier  valor  que  pudiera  darse  á  lo  decla- 
rado por  estos  testigos,  es  la  propia  confesión  del  demandado,  que 
establece  de  una  manera  categórica,  que  la  posesión  que  dice  tener, 
no  fué  á  titulo  de  dominio,  y  como  señor  y  dueño,  confesando  igual- 
mente que  ha  sido  interrumpido  en  1869. 

En  efecto;  contestando  á  la  9*^  pregunta  de  las  posiciones  de 
foja  111,  que  dice:  «diga  como  es  cierto  que  en  1869  don  Julio  Jar- 
del  tomó  posesión  de  los  campos  de  que  ne  trata  (es  decir,  de  los  liti- 
gados), por  los  derechos  de  don  Camilo  Sourbé,  y  con  ese  motivo  el 
absolvente  se  fué  al  Bragado  á  participarlo  á  su  suegra  doña  Juana 
Rodríguez,  y  á  pedirle  poder,  como  lo  obtuvo  de  aquella  señora  para 
delenderlos  como  de  propiedad  de  ella,  que  se  decia  heredera  de 
don  Camilo  Sourbé»;  y  contesta  categóricamente  á  esta  pregunta, 
diciendo  que  es  cierto,  cuanto  en  ella  se  espresa. 

Y  agrava  mas  esa  respuesta,  la  dada  en  la  misma  foja,  respon- 
diendo á  la  12*  posición,  concebida  en  estos  términos:  «diga  y  con- 
fiese como  es  ceirto  (jue  el  absolvente  hizo  en  1872,  ante  el  Escribano 
don  Enrique  Alcohendas,  en  Buenos  Aires,  un  contrato  de  iguala,  y 
apoderó  á  don  Jorge  Pintos  para  que  defendiera  esos  campos  como 
de  la  propiedad  de  su  suegra,  cuyo  contrato  fué  hecho  por  la  auto- 
rización que  ella  le  habia  dado,  según  el  poder  que  le  habia  otor- 
gado». Contestando  á  esta  pregunta,  la  confiesa  como  cierta  en  todas 
sus  partes.  A  la  posición  30,  contesta  de  una  manera  que  no  deja  la 
menor  duda  que  entró  á  poseer  el  campo  á  nombre  de  su  suegra. 

De  donde  resulta,  de  una  manera  evidente,  que  la  posesión  que 
invoca  no  ha  sido  á  título  de  dueño,  y  se  estraña  sobre  manera  que 
reconociendo  como  verdadero  este  hecho  de  tanta  importancia,  hu- 
biera alegado  y  tratado  de  demostrar  lo  contrario,  con  el  objeto  de 
prescribir  para  sí  el  campo  poseído  á  nombre  de  otro.  Hay  una  evi- 
dente contradicción  entre  la  contestación  á  la  demanda,  lo  alegado 
sobre  la  prueba  producida,  el  interrogatorio  de  foja  78,  y  la  contes- 
tación á  las  posiciones.  En  aquellos  tres  escritos  afirma,  que  ha  po- 
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seido  el  campo  cuestionado  á  nombre  propio,  como  señor  y  dueño, 
y  que  ha  adqnirido  su  dominio,  mientras  que  en  las  posiciones  reco- 
noce que  io  ha  poseído  á  nombre  de  su  suegra,  que  lo  tiene  por  de 
propiedad  de  esta,  y  que  ha  hecho  gestiones  en  favor  de  sus  de- 
rechos. 

Falta  así  una  de  las  condiciones  esenciales  para  la  adquisición  del 
dominio;  porque  cualquiera  que  sea  el  tiempo  porque  se  posea  una 
cosa  no  llegará  jamás  á  adquirirse  por  prescripción,  si  no  se  la  tiene 
como  señor  y  dueño.  En  el  caso  subjudice,  el  demandado  poseyendo 
á  nombre  de  su  suegra,  no  ha  podido  oponer  la  excepción  de  pres- 
cripción para  adquirir  el  dominio  de  la  cosa  poseida. 

Y  aunque  no  se  considerara  su  declaración,  que  asume  un  valor 
inapreciable  respecto  á  la  clase  de  posesión  que  ba  tenido,  y  consi- 
derándola únicamente  bajo  el  punto  de  vista  del  hecho  reconocido 
como  verdadero,  que  don  Julio  Jardel  tomo  posesión  del  campo  en 
cuestión  en  1809,  resultarla  reconocida  la  interrupción  que  habia 
sufrido,  no  teniendo  hasta  el  presente  sino  14  años,  en  el  supuesto 
de  que  la  hubiera  continuado  desde  esa  fecha  sin  interrupción, 
tiempo  insuficiente  para  adquirir  el  dominio  sin  titulo. 

Derecho  aplicable  al  caso. — Habiéndose  alegado  la  prescripción 
treintenaria  para  adquirir  sin  título  la  cosa  poseida,  y  remontán- 
dose por  consiguiente  la  época  en  que  la  prescripción  comenzó  á 
correr  á  hechos  que  principiaron  á  producirse  antes  de  la  vigencia 
del  Código  Civil,  el  caso  debe  ser  juzgado  con  arreglo  á  la  antigua 
legislación,  y  solo  cuando  se  exigiera  mayor  tiempo  que  el  fijado  en 
las  nuevas  leyes  quedarán  cumplidas,  desde  que  hubiere  pasado  el 
tiempo  designado  por  las  nuevas  leyes,  según  lo  espresa  el  articulo 
4031  del  Código  Civil. 

Pero  en  una  y  otra  legislación  la  prescripción  sin  título  requiere 
el  mismo  tiempo  de  30  años,  y  debe  tener  la  posesión  las  condicio- 
nes de  ser  pública,  pacífica,  no  interrumpida  y  ser  á  titulo  de  dueño. 
Sobre  todo,  la  última  condición  es  de  tal  manera  esencial,  que  te- 
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nieado  lodos  los  demás  caracteres  indicados,  será  completamente 
ineficaz,  si  no  ha  sido  á  titulo  de  señor  y  dueño. 

Tanto  las  leyes  21  y  27,  título  29,  partida  3%  como  los  artículos 
4015  y  4016  del  Código  Civil,  exigen  como  condición  de  adquisición 
del  dominio  el  ánimo  de  tener  la  cosa  para  si. 

«Treinta  años  continuadamente  ó  dende  arriba  seyendo  algut> 
ome  tenedor  de  la  cosa,  por  cual  manera  quierqueoviese  la  tenen- 
cia, que  non  le  moviesen  pleitos  sobre  ella  en  todo  este  tiempo,  ga- 
narla y  á  maguer  puede  la  cosa  furtada  ó  forzada  ó  robada»,  dice 
la  ley  21  citada,  y  para  comprender  que  la  tenencia  debía  ser  á  título 
de  dueño  y  con  ánimo  de  adquirir  el  dominio,  nos  bastará  ir  al  fun- 
damento y  origen  de  esa  ley,  que  se  encuentra  en  la  lejíslacion  Ro- 
mana, como  en  el  de  casi  todas  las  leyes  de  partida.  En  efecto,  la  ley 
.  8  del  Código  stquis  empt¿on¿s,%S,  dice:  «los  bienes  raices  se  prescri- 
ben por  30  años:  el  que  de  buena  fé  poseyese  una  cosa  de  especie 
por  dicho  tiempo  ó  mas,  creyendo  que  era  suya,  la  adquiere  en  pro- 
piedad». Lo  que  la  ley  27  tradujo:  «Otrosí,  cuando  alguno  fuere  te- 
nedor á  buena  fé  de  alguna  cosa  raíz,  por  treinta  años  ó  mas,  cui- 
dando que  era  suya  ó  la  oviera  por  alguna  razón  derecha:  que  la 
pueda  ganar  por  este  tiempo  e  ampararse  por  el  contra  todos  cuan- 
tos gelá  quisieren  demandar». 

De  estas  dos  maneras  de  espresarse  en  la  nueva  ley,  nacía  la  duda, 
sobre  si  era  necesario  poseer  de  buena  fé  para  adquirir  el  dominio 
déla  cosa  ó  si  este  se  adquiría  aunque  la  cosa  fuera  hurtada  ó  ro- 
bada; pero  al  que  estudia  con  detenimiento  el  texto  de  la  ley  no 
puede  escaparse  la  observación  de  que  lase:i[unda  parte  transcrita 
se  refiere  al  caso  de  desposesion,  dándole  acción  para  que  pueda 
demandar  la  cosa  donde  quiera  que  la  encuentre,  á  menos  que  es- 
tuviera en  poder  del  verdadero  dueño;  mientras  que  en  el  caso  en 
que  la  posesión  no  fuera  de  buena  fé,  no  tiene  derecho  para  recla- 
mar en  juicio,  sino  cuando  el  poseedor  la  hubiera  hurtado  ó  robado. 
Si  la  buena  fé  no  es  necesario  para  adquirir  el  dominio,  loes  para 
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reclamar  la  cosa  una  vez  qiie  se  la  ha  perdido.  Pero  en  todos  los 
casos  de  posesión  para  adquirir,  se  necesita  como  condición  pre- 
cisa el  ánimo  de  tenerla  para  sí  y  no  para  otro.  Y  este  ánimo  ó  vo- 
luntad no  existe,  como  se  ha  visto. 

También  es  condición  indispensable  para  que  la  prescripción  sirva 
para  adquirir  el  dominio,  el  que  la  posesión  sea  continua  y  no  inte- 
rrumpida, pues  bastará  que  sea  interrumpida  para  que  se  pierda. 

«Destas  ase  la  íL,^anancia  que  ome  comienza  desfacer  por  tiempo,  e 
piérdese,  por  desamparar  la  cosa,  ó  por  perder  la  tenencia  de  ella, 
ante  que  sea  compiído  el  tiempo  porque  lo  puede  ^anar,  de  manera 
que  maguer  la  cobre  después  deso,  non  puede  ayuntar  el  tiempo  pa- 
sado,  con  el  que  es  de  venir,  ni  á  contarlo  en  uno  para  poderla 
ganar  por  tiempo»,  dice  la  Ley  29,  Título  y  Partida  citados. 

Y  como  queda  demostrado  por  propia  confesión  del  demandado, 
que  en  1869  tomó  posesión  del  campo  cuestionado  Don  Julio  Jardel, 
aquel  perdió  el  tiempo  porque  la  podía  ganar,  ni  puede  contarlo  en 
uno,  con  el  tiempo  que  ha  seguido  después. 

Además  de  esa  interrupción  confesada,  los  testigos  que  han  de- 
clarado al  tenor  de  la  pregunta  7*  del  interrogatorio  de  foja  78  afir- 
man que  el  campo  de  que  se  trata  ha  estado  siempre  en  cuestión, 
debiendo  tenerse  en  cuenta  esta  afirmación,  y  desecharse  lo  que 
los  demás  dicen,  que  jamás  oyeron  decir  que  la  posesión  fué  inte- 
rrumpida. Porque  siendo  una  prueba  negativa  la  que  necesariamente 
debe  producirse,  para  demostrar  la  no  interrupción,  debe  acceder 
á  una  afirmación  categórica. 

Así,  cuando  20  testigos  dicen  que  no  han  visto  interrumpir  la  po- 
sesión, y  dos  afirman  lo  contrario,  se  debe  dar  crédito  á  la  afirma- 
ción que  demuestra  el  hecho  positivo,  desechando  la  esposicion  de 
los  que  no  lo  vieren. 

Resultando  del  examen  que  in  extenso  acaba  de  hacerse:  1^  que 
el  demandado  ha  aceptado  y  reconocido  como  ciertos  todos  los  he- 
chos referidos  en  la  demanda,  con  las  excepciones  que  quedan  con- 
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signadas;  2^  que  ese  reconocimiento  hace  innecesaria  la  prueba  de 
lo  afirmado  en  ella;  3^  que  la  excepción  deducida  para  rechazar  la 
acción  de  reivindicación,  ha  sido  la  de  prescripción  de  treinta  años 
á  titulo  de  dueño;  4"  que  la  excepción  imponía  al  demandado  la  obli- 
gación de  demostrarla,  convirtiéndose  de  reo  en  actor;  5^  que  con 
ese  objeto  se  presentó  el  interrogatorio  de  foja  78,  á  cuyo  tenor  han 
declarado  todos  los  testigos  presentados;  6**  que  en  dicho  interro- 
gatorio se  intentaba  probar  un  hecho  falso  y  conocido  del  mismo 
demandado,  como  era  el  que  después  de  muerto  su  padre  habia  con- 
tinuado en  la  posesión  que  éste  tenia,  habiendo  estado  en  ella  por 
mas  de  40  años,  cuando  consta  en  una  escritura  pública  que  falle- 
ció en  1869  y  consta  igualmente  de  un  documento  auténtico,  que 
corre  á  foja  215,  que  el  mismo  demandado  intervino  en  los  inven- 
tarios y  tasaciones  que  se  hicieron  en  1870,  después  de  la  muerte  de 
su  padre,  de  todos  los  bienes  que  habia  dejado;  7°  que  el  mismo  de- 
mandado ha  tratado  de  probar  otro  hecho  falso,  como  es  el  de  que 
poseyó  el  campo  á  nombre  propio  y  como  señor  y  dueño,  cuando  de 
su  propia  confesión  resulta  que  lo  posee  á  nombre  de  su  suegra; 
8^  que  aun  sin  considerar  esas  declaraciones  no  se  habría  demos- 
trado que  la  posesión  alegada  reúna  las  condiciones  necesarias  para 
adquirir  la  cosa  por  prescripción;  9^  que  no  se  han  determinado  ni 
la  estension  del  campo  que  se  quiere  prescribir  ni  los  límites  fijos 
dentro  de  los  cuales  pudiera  decirse  lo  ha  poseído,  ni  se  ha  probado 
que  estuviera  bajo  cerco,  toda  la  estension  que  se  dice  adquirida ;  10^ 
que  de  todos  los  testigos  nombrados  solo  tres  deponen  sobre  la  pose- 
sión de  mas  de  30  años,  ignorando  sí  la  tenia  para  si  ó  para  otro,  y 
aunque  en  estos  casos  se  debe  suponer  que  el  poseedor  tiene  la  cosa 
para  si,  á  menos  que  no  se  pruel)e  lo  contrario,  esa  ignorancia  en 
los  testigos  deja  subsistente  la  afirmación  de  dos  de  los  otros,  que 
creen  poseía  la  cosa  para  otros,  á  lo  que  se  agrega  la  misma  confe- 
sión del  demandado,  que  así  lo  establece;  11^  que  aun  en  el  supuesto 
de  que  esas  declaraciones  pudieran  tener  algún  valor,  haciendo 
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abstracción  de  ia  misma  confesión  del  demandado,  la  posesión  ham- 
bría sido  interrumpida  el  año  1869  en  que  tomó  posesión  del  mismo 
campo  Don  Julio  Jardel,  según  lo  ha  confesado  el  demandado^ 
habiendo  perdido  con  la  interrupción  todo  el  tiempo  ganado  ante- 
riormente; 12^  que  la  posesión  no  ha  sido  tenida  en  los  términos 
exigidos  por  la  ley,  desde  que  mas  de  dos  testigos  declaran  que  esos 
campos  han  estado  siempre  litigados:  13^  que  no  habiéndose  demos- 
trado la  estonsion  y  limites  de  la  posesión  que  se  dice  tenía  el  padre, 
del  demandado,  no  es  posible  que  puedan  unirse  ambas  posesiones; 
14^  que,  por  el  contrario,  ha  quedado  demostrado  por  la  declaración 
de  los  mismos  testigos  presentados  por  el  demandado,  que  la  pose- 
sión que  tenia  Don  Juan  de  Dios  Mansilla  la  tiene  al  presente  doña 
Flora  Carmena,  lo  que  demuestra  que  no  puede  tenerla,  ni  es  la 
misma  que  tiene  el  demandado;  IS"*  que  no  habiéndose  presentado 
título  alguno  para  adquirir  la  cosa  por  la  prescripción  ordinaria, 
esta  no  puede  discutirse,  ni  hay  objeto  en  examinar  si  ha  podido 
tener  lugar;  porque  en  todo  caso  habría  gestionado  á  nombre  de 
su  suegra,  que  es  la  propietaria  de  esos  campos,  ó  tiene  derechos  se- 
gún su  afirmación;  16^  que  necesitándose  por  el  derecho  para  ad- 
quirir la  cosa  por  prescripción  sin  título,  una  posesión  tranquila^ 
pública,  á  título  de  dueño,  por  el  término  de  treinta  años,  no  se  ba 
llenado  ninguna  de  estas  condiciones,  según  queda  demostrado; 
17**  que  es  inútil  averiguar  la  ostensión  del  campo  arrendado  por 
Muñoz,  y  si  estaba  comprendido  en  él  la  área  reclamada  por  Silva, 
desde  que  la  posesión  alegada  por  el  demandado  no  llena  las  condi- 
cones  para  la  adquisición,  pues  si  las  hubiera  llenado  habría  sido 
necesario  estudiar  la  prueba  rendida  con  aquel  objeto,  para  deter- 
minar cuál  de  ellas  debiera  considerarse  bastante;  18^  que  habiendo 
pretendido  prescribir  para  sí  un  campo  que  poseía  á  nombre  de 
otro,  hay  notoria  mala  íé  en  semejante  pretensión,  y  debe  imponér- 
sele la  pena  correspondiente  á  los  que  litigan  con  temeridad;  IIP 
que  se  debe  reputar  como  poseedor  de  mala  fé  solo  desde  el  momento 
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que  se  dedujo  la  demanda,  porque  desde  ese  entonces  lo  ha  recono- 
cido al  demandado  dueño  del  campo,  alegando  que  había  adquirido 
los  derechos  de  dueño  por  la  prescripción,  no  debiendo  hacer  suyos 
los  frutos  percibidos  desde  esa  época. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  declarando:  que  el  demandado 
Don  José  E.  Mansilla  no  ha  probado  la  excepción  de  prescripción 
treintenaria  alegada,  condenándolo  á  la  devolución  del  campo  re- 
clamado por  el  demandante,  con  mas  los  frutos  percibidos  desde  la 
demanda  y  pago  de  las  costas  del  juicio;  —  y  por  esta  mi  sentencia 
definitiva,  que  deberá  notificarse  con  el  original,  así  lo  ordeno  y 
mando,  en  la  capital  de  la  República,  á  treinta  y  uno  de  Diciembre 
de  1883.  Repónganse  los  sellos. 

J.  O.  Machado, 
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Fallo  de  la  Suprema  €;op|e 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1885. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  senten- 
cia apelada  de  foja  cuatrocientos  cuarenta  y  siete;  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
L LADISLAO  FRÍAS. —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 


CAUSA  CI.X 


Don  J.  F.  Bustin  contra  Shaw  Hermanos,  sobre  averias;   en  un 

incidente  sobre  apelación  de  un  laudo. 


Sumario. — El  reconocimiento  y  liquidación  de  la  avería,  asi  como 
la  categoría  á  que  esta  pertenece,  debe  verificarse  por  peritos  arbi- 
tradores,  y  el  laudo  que  estos  dictaren,  es  inapelable. 
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Caso.— El  capitán  del  buqae  inglés  *H¿pathian,  Don  J.  F.  Bustin, 
se  presentó  al  Juzgado  denunciando  que  su  buque  habia  sufrido  en 
viaje  á  este  puerto  considerables  avenas;  y  que  debiendo  concurrir 
al  pago  de  ellas  los  Señores  Sbaw  hermanos  para  quienes  el  buque 
fiabia  traido  carga,  pedia  que  se  les  cítase  á  estos  á  fin  de  que  pu- 
diera constituirse  el  tribunal  arbitral  que  debia  clasificar  y  avaluar 
las  averias.  Shaw  hermanos  se  opusieron  á  este  pedido  sosteniendo 
que  no  era  el  caso  de  nombrar  peritos  arbitradores  por  cuanto  las 
averías  sufridas  por  el  buque  no  eran  comunes  sino  á  cargo  esclu- 
sivo  de  éste;  pero  el  juez  ordenó  el  nombramiento  de  peritos  arbi- 
tradores de  acuerdo  con  el  articulo  1496  del  Código  de  Comercio, 
que  libra  á  ellos  la  cuestión  de  decidir  si  las  averías  son  comunes 
ó  particulares.  En  cumplimiento  de  esta  resolución,  se  constituyó  el 
Tribunal;  el  cual,  cumplido  los  trámites  del  caso,  dictó  su  laudo 
declarando  que  las  averias  eran  gruesas  y  liquidándolas  á  pror- 
rateo. 

Notificado  el  laudo,  Shaw  hermanos  apelaron  ante  el  Juez  Fede- 
ral; y  éste  les  admitió  el  recurso  mandándoles  espresar  agravios. 

El  capitán  Bustin  pidió  reposición  del  auto  del  Juez,  apelando  en 
subsidio  para  ante  V.  E.,  fundado  en  que,  tratándose  de  un  caso  de 
arbitraje  forzoso  (art.  1496,  Cód.  Com.)  para  cuya  decisión  se  re- 
querían conocimientos  especiales,  el  auto  que  lo  resuelve  es  inape- 
lable. (Página  74,  tomo  8^,  serie  1^  fallos;  artículo  8Í36,  Ley  de  En- 
juiciamiento Española  de  1855;  Código  de  Procedencia  de  Buenos 
Aires,  artículo  808. 

Corrido  traslado,  lo  evacuaron  los  demandados  sosteniendo  la 
procedencia  del  recurso  que  habían  interpuesto,  de  conformidad 
con  la  ley  4,  título  21,  libro  4,  Recopilación  Castellana,  aplicable  al 
caso  según  el  artículo  374  de  la  Ley  de  Procedimientos. 

De  todos  modos,  agregan,  el  laudo  sería  apelable  en  la  parle  que 
determina  la  naturaleza  de  las  averias,  porque  esta  es  una  cuestión 
de  derecho,  para  cuya  resolución  tiene  mas  pericia  el  Juzgado.  En 
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consecuencia,  pidieron  que  se  mantuviera  el  auto  admitiendo  el  re- 
curso, y  que  condenándose  en  las  costas  al  capitán  Bustin  no  se  le 
concediera  la  apelación  que  subsidiariamente  habia  interpuesto. 
Se  dictó  después  el  siguiente: 


AUTO  DEL  JUEZ   FEDERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  I**  de  1885. 

Vistos  y  considerando:  Primero.  Que  el  único  recurso  deducido 
por  los  Señores  Shaw  hermanos,  contra  el  laudo  de  los  arbitros  ar- 
bitradores  corriente  á  foja  147  es  el  de  apelación  por  considerarlo 
del  todo  agraviante  á  sus  derechos. 

Segundo.  Que  esto  importa  someter  al  conocimiento  del  Juzgado 
el  fondo  de  las  cuestiones  ventiladas  ante  el  Tribunal  Arbitral  y  de- 
cididas por  él  en  la  forma  que  espresa  el  laudo  citado. 

Tercero.  Que  estas  cuestiones  son  de  aquellas  que  por  mandato 
espreso  de  la  ley  (art.  1496  del  Código  de  Comercio)  son  del  resorte 
esclusivo  de  los  peritos  arbitradores,  quienes  no  solamente  deben 
reconocer  y  hquidar  la  avería,  sino  determinar  á  qué  categoría  per- 
tenece, según  ha  sido  resuelto  en  el  auto  ejecutoriado  de  foja  45,  de 
donde  se  deduce  que  en  tales  casos  la  apelación  es  improcedente, 
pues  de  admitirla  resultarla  que  en  definitiva  son  los  Jueces  de  de- 
recho quienes  vendrían  á  resolverlas,  contrariamente  á  los  motivos 
y  propósitos  de  la  disposición  legal  citada. 

Cuarto.  Que  esta  doctrina  ha  sido  admitida  por  la  Corte  Suprema 
en  el  caso  de  la  Compañía  Rio  de  la  Plata,  propietaria  del  vapor 
I  Guaraní»  contra  el  capitán  Watson,  de  la  barca  «Ziwers  of  Mon- 
triel»  sobre  averias  (tomo  8^  1*S.,  página  94). 
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Por  estas  consideraciones,  se  deja  sin  efecto  el  auto  de  foja  150 
vuelta  y  devuélvase  al  interesado  el  alegato  presentado.  Notifiquese 
original. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Falle»  de  la  Supreina  Corte 


Buenos  Airea,  Diciembre  8  de  1885. 

Vistos;  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  sesenta  y  cuatro  vuelta,  y  devuélvanse,  previa 
reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO 
IBARGÍREN. 
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C.AIJSA  i:i.xi 


Don  José  GastaUU,  con  los  Sres.  A.  Rivoltay  Carboni  y  C^,  sobre  a  rbi- 

traje;  por  nulidad  del  laudo. 


Sumario. — 1°  La  nulidad  de  un  laudo  de  arbitros  arbitradores, 
no  puede  fundarse  en  supuestos  vicios  de  procedimiento,  no  demos- 
trándose que  los  arbitros  procedieron  dolosamente. 

2^  Los  arbitros  y  el  tercero  deben  laudar  formando  tribunal, 
esceptuándose  el  caso  en  que  las  partes  los  hubiesen  facultado  para 
fallar  ^maguer  non  $e  acertassen  en  uno*. 


Caso. — Sé  halla  esplicado  en  el  si^^uiente 


Fallo  del  Juez  Federal 

Buenos  AireH,  Febrero  6  de  1885. 

« 

Vistos  estos  autos  para  resolver  sobre  recurso  de  nulidad  dedu- 
cido por  los  Sres.  Rivolta,  Carboni  y  C^  contra  el  laudo  arbitral  de 
foja  92. 

resulta: 

1*^  Que  con  motivo  de  dificultades  que  se  suscitaron  entre  estos 
señores  y  el  capitán  del  buque  Italiano  Origine,  Don  José  Gastaldi, 
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sobre  cumplimiento  de  contrato  de  fletamento,  ambas  partes  cele- 
braron la  transacción  que  corre  á  fojas  2  y  3,  por  la  cual  entre  otras 
cosas  convinieron  en  someter  á  arbitros  todas  las  cuestiones  refe- 
rentes al  viage  del  buque  al  Puerto  de  Reconquista  (cláusula  3^), 
cuyo  cargo  fué  conferido  por  la  misma  cláusula  á  los  Señores  Don 
José  María  Palma  y  Don  Simón  Gastaldi,  con  la  obligación  y  facul- 
tad de  nombrar  un  tercero  en  discordia  y  en  caso  de  no  poder  arri- 
bar á  hacer  este  nombramiento,  facultando  á  Don  Tomás  Noceti 
para  verificarlo. 

2**  Que  como  bases  del  arbitrage  y  para  evitar  toda  duda  acerca 
del  carácter  de  los  arbitros,  se  estableció  además:  que  el  arbitrage 
sería  inapelable,  no  pudiendo  ocurrirse  á  ningún  tribunal  bajo  nin- 
guna forma:  que  la  parte  condenada  por  el  fallo  arbitral  estaría  obli- 
gada á  pagar  por  sí  ó  su  fiador,  al  contado,  el  monto  líquido  en  que 
fuese  condenada  por  el  fallo  arbitral,  dándose  mutuamente  por  ga- 
rantía, los  Señores  Rivolta,  Carboni  y  C*  á  Don  Manuel  Canevaro,  y 
el  Capitán  Gastaldi  á  Don  Tomás  Pietranera;  y  por  último,  que  los 
arbitros  nombrados  eran  arbitradores  componedores  amigable- 
mente y  debían  espedirse  en  el  plazo  de  30  días,  acordándose  igual 
plazo  al  tercero  para  fallar  en  definitiva  en  caso  de  discordia. 

3°  Que  después  de  varias  prorrogas  del  término  solicitadas  por  los 
arbitros  y  acordadas  sin  dificultad  por  las  partes,  según  consta  á 
fojas  ÍO  y  H,  12  y  14,  18  y  19,  hasta  el  30  de  Abril  de  1884,  presen- 
taron estos  sus  alegatos  fojas  20  y  31  con  los  cargos  que  mutua- 
mente se  hacían  y  los  arbitros  procedieron  á  laudar;  pero  resultando 
estar  en  disidencia  pidieron,  de  acuerdo  con  lo  convenido  en  el 
arreglo  de  foja  2,  á  Don  Tomás  Noceti  el  nombramiento  del  tercero, 
indicándole  á  ese  objeto  á  los  Sres.  Don  Ángel  Bianchi  y  Don  Bar- 
tolomé Viale,  según  consta  á  foja  36. 

4^  Que  cinco  dias  después  les  dirigió  Noceti  la  carta  de  foja  38 
renunciando  la  misión  que  los  interesados  le  habían  conferido,  á 
causa  de  verse  acosado  por  ellos  para  que  el  nombramiento  reca- 
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yera  en*  persona  de  su  elección,  datando  desde  este  momento  la  in- 
tervención que  se  dio  al  Juzgado  en  este  asunto  con  el  escrito  de 
foja  40  presentado  por  ios  arbitros  para  que  se  hiciera  judicialmente 
el  nombramiento  del  tercero  con  declaración  de  que  el  término  de 
30  dias  acordado  á  este  para  fallar  empezaría  á  correr  desde  su 
aceptación  del  cargo. 

5°  Que  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal  convinieron  en  de- 
ferir  al  Juzgado  el  nombramiento  del  tercero  y  en  que  el  término 
para  laudar  empezará  á  correr  en  la  forma  solicitada,  siendo  desig- 
nado en  el  mismo  acto  Don  Ricardo  Murray,  según  lo  comprueba  el 
acta  corriente  á  foja  49. 

6^  Que  después  de  nombrado  el  tercero  y  después  de  hal)er  en- 
tregado su  laudo  el  arbitro  Gastaldi  renunció  el  cargo  por  tener  que 
ausentarse  urgentemente  para  la  Asunción  del  Paraguay,  designando 
en  seguida  los  Sres.  Rivolla,  Carboni  y  C*  su  reemplazante  en  la 
persona  del  Doctor  Don  Remigio  Lescano  (foja  65). 

T  Que  de  los  documentos  acompañados  á  fojas  70  y  71  resulta 
que  este  fué  citado  por  el  tercero  para  cambiar  esplicaciones,  pri- 
mero, y  sin  entrar  a  emitir  opinión  acerca  de  las  facultades  que  po- 
día tener,  y  después,  para  presenciar  la  publicación  del  fallo  que  di- 
cho tercero  había  pronunciado  dentro  del  término  concedido  al 
efecto,  á  cuyo  acto  el  Doctor  Lescano  se  negó  á  concurrir  por  las 
razones  que  esplica  en  su  memorándum  de  foja  83. 

8**  Que  notificadas  las  partes  del  laudo  de  foja dictado  por  el 

tercero  con  la  adhesión  del  arbitro  Señor  Palma,  los  Señores  Ri- 
volta,  Carboni  y  G%  ocurrieron  al  Juzgado  con  el  escrito  de  foja  108 
diciendo  de  nulidad  del  referido  pronunciamiento,  fundándola: 
1^  en  que  el  compromiso  de  foja  2  se  ha  estendido  en  documento 
privado;  2^  en  que  en  el  mismo  no  se  ha  estipulado  una  multa; 
3^  que  el  arbitro  Palma  no  ha  prestado  juramento  al  aceptar  el 
cargo;  4^  que  éste  asi  como  el  tercero,  se  negaron  á  conferenciar 
con  el  arbitro  Doctor  Lescano,  tomando  el  Señor  Murray  interven- 
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cion  directa  como  Juez  antes  de  manifestarse  la  discordia  entre  los 
arbitros;  5°  que  el  pronunciamiento  era  esteraporáneo  por  no  ha- 
berse esperado  la  manifestación  ordenada  en  la  providencia  de  foja 
74;  6°  en  que  se  ha  pronunciado  por  el  tercero  sin  que  existiera  dis- 
cordia y  en  ausencia  motivada  y  perfectamente  justificada  de  uno 
de  los  arbitradores. 

Y  considerando:  1°  Que  los  términos  claros  y  precisos  en  que 
está  concebido  el  documento  de  foja  2  demuestran  que  los  contra- 
yentes han  querido  someter  la  resolución  de  sus  diferencias,  nacidas 
con  ocasión  del  flelamento  de  la  barca  Origine,  al  juicio  de  amiga- 
bles componedores,  con  prescindencia  completa  de  las  formalidades 
y  trámites  de  los  juicios  regulares. 

2^  Que  tratándose  de  un  juicio  cuya  naturaleza  lo  hacia  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  Federales,  si  los  interesados  hubie- 
sen buscado  el  amparo  de  la  justicia  para  su  decisión,  y  que  de  con- 
siguiente, solo  ante  ellos  pueden  interponerse  los  recursos  que  la 
ley  permite  de  la  resolución  de  los  arbitros,  las  reglas  de  ese  arbi- 
tramiento no  pueden  ser  otras  que  las  que  tienen  un  carácter  de  ge- 
neralidad para  toda  la  Nación  y  no  las  que  solo  rigen  en  la  Provin- 
cia que  las  ha  dictado,  porque  de  lo  contrario  se  quebraría  la  uni- 
dad de  procedimiento  y  jurisprudencia  ante  los  Tribunales  del 
mismo  origen. 

3^  Que  no  estando  reglamentado  el  juicio  de  amigables  compone- 
dores y  fijados  los  procedimientos  y  requisitos  esenciales  para  su 
validez,  por  la  ley  del  Congreso,  debe  buscarse  en  las  leyes  preexis- 
tentes á  la  de  14  de  Setiembre  de  1863,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  374  de  la  misma,  la  solución  de  las  cuestiones  no  pre- 
vistas en  ellas,  ó  sea  en  la  legislación  Española  que  nos  ha  dado  las 
reglas  de  procedimientos  en  los  juicios  ordinarios  y  hasta  que  se  dic- 
taron las  leyes  nacionales. 

4°  Que  aunque  no  se  dé  á  estas  leyes  otro  valor  que  el  de  doc- 
trina jurídica  sobre  la  naturaleza  del  juicio  de  amigables  compone- 

T.   XX  líi 
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dores  y  condiciones  de  su  existencia,  sus  preceptos  sirven  para  es- 
plicar  la  intención  que  bajo  este  punto  de  vista  ha  guiado  á  ios 
contrayentes  al  prescindir,  de  mutuo  acuerdo,  de  la  intervención 
de  los  jueces  ordinarios  en  el  arreglo  de  sus  dificultades  en  sus  re- 
laciones contractuales,  lo  que  debe  prevalecer,  á  pesar  de  cual- 
quiera omisión,  mientras  no  exista  ley  espresa  que  contrarié  esa  doc- 
trina. 

5°  Que  no  hay  disposición  alguna  de  las  antiguas  leyes  de  proce- 
dimientos que  establezca  como  requisito  esencial  para  la  validez  del 
compromiso,  cuando  de  jueces  arbitradores  se  trata,  que  sea  hecho 
de  escritura  pública,  estando  por  el  contrario  dispuesto  en  la  ley 
23,  titulo  4,  partida  3%  y  por  el  artículo  801  del  Código  de  Procedi- 
mientos de  la  Capital,  que  pueda  hacerse  por  mano  de  Escribano 
Público  ó  por  carta  que  sea  sellada  con  los  sellos  de  los  compromi- 
tentes,  ó  sea  documento  privado,  á  fin  de  que  no  surja  después  nin- 
guna duda,  dice  la  ley  citada,  lo  que  claramente  indica  que  la  forma 
escrita  solo  es  exigida  como  un  medio  de  prueba  y  no  como  una  so- 
lemnidad esencial  al  acto,  siendo  á  este  resptcto  uniforme  la  opi- 
nión de  los  prácticos  y  comentadores  de  la  ley  citada,  llegando  á 
sostener  Gregorio  López  que  aun  puede  probarse  el  compromiso 
por  testigos.  (Véase  Malaver,  Manual  de  Procedimientos,  \f  88). 

()^  Que  en  idéntico  caso  se  encuentra  la  omisión  del  juramento  de 
uno  de  los  arbitros  al  tiempo  de  aceptar  el  cargo,  pues  ni  las  leyes 
de  Partida  ni  las  de  la  Recopilación  lo  establecen  esplícitamente  y 
menos  aun  con  el  carácter  de  un  requisito  esencial,  y  si  bien  es 
cierto  que  en  la  práctica  se  observa  esta  formalidad,  tal  circunstan- 
cia no  basta  para  invalidar  el  juicio  arbitral,  pues  las  prácticas  en 
ningún  caso  pueden  llegar  á  tener  efecto  penal,  puesto  que  los  jue- 
ces no  pueden  declarar  otras  nulidades  en  los  actos  jurídicos  que 
aí|uellas  que  la  ley  espresamente  establece,  según  lo  prescribe  el  ar- 
tinilo  1037  del  Código  Civil. 

7^  (Jue,  consecuente  con  este  principio,  la  Corte  Suprema  ha  iii- 
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corporado  á  su  jurisprudencia  la  doctrina  establecida  en  el  caso  que 
se  registra  en  la  pá^nna  3G,  tomo  7,  segunda  serie  de  sus  fallos,  en 
la  que  se  declaró  que  conteniendo  el  compromiso,  el  nombre  y  ve- 
cindad de  las  partes,  el  asunto  sometido  á  los  arbitros  y  los  nom- 
bres de  estos,  únicos  requisitos  esenciales,  cuya  falla  podría  hacer 
vicioso  el  compromiso,  la  omisión  del  juramento  y  la  falta  de  ante- 
cedentes referentes  eí  la  cuestión  no  eran  causa  de  nulidad. 

8°  Que  por  lo  que  respecta  á  la  falta  de  una  multa  destinada  á 
asegurar  la  ejecución  del  laudo,  si  bien  es  cierto  que  su  existencia 
está  indicada  como  uno  de  los  elementos  que  debe  contener  el  com- 
promiso, ninguna  ley  la  impone  como  un  requisito  esencial  para  su 
validez  y  la  del  laudo;  antes  bien,  de  sus  mismos  términos  se  des- 
prende lo  contrario,  pues  deja  librado  á  la  voluntad  de  las  partes  el 
cumplir  el  laudo,  á  pesar  de  la  falta  de  multa,  haciéndolo  ejecutable 
si  no  fuese  reclamado  dentro  de  diez  dias. 

9*^  Que  estando  destinada  la  multa  solamente  á  asegurar  la  re- 
nuncia de  los  recursos,  su  acción  no  podia  estenderse  mas  allá  de 
la  cláusula  que  le  es  correlativa,  teniéndose  esta  por  no  puesta 
cuando  aquella  no  exista,  máxime  cuando  ninguna  ley  esplicita- 
mente  ha  penado  la  omisión  de  ese  requisito  con  la  nulidad  de  todo 
el  juicio,  siendo  por  esta  razón  que  el  Código  de  Procedimientos  vi- 
gente ante  los  Tribunales  Nacionales  de  la  Capital,  que  invocan  en 
su  apoyo  los  Señores  Rivolla,  Carboni  y  C%  solo  ha  hecho  esencial 
la  multa  destinada  á  asegurar  el  cumplimiento  de  los  actos  indis- 
pensables para  la  realización  del  compromiso  que  no  existía  en  la 
legislación  antigua,  y  meramente  potestativa  la  que  se  refiere  á  la 
renuncia  de  los  recursos. 

10^  Que  según  el  artículo  808  del  mismo  Código,  el  recurso  de 
nulidad,  único  que  acuerda  contra  las  sentencias  de  los  amigables 
componedores,  solo  puede  fundarse  en  haber  fallado  éstos  fuera  del 
término  ó  sobre  puntos  no  comprometidos,  lo  que  prueba  una  vez 
mas  que  ni  el  juramento  ni  la  mulla  para  el  que  se  alce  del  fallo 
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arbitral  son  considerados  como  requisitos  esenciales  cuya  ausencia 
sea  susceptible  de  vicios  de  nulidad  del  laudo. 

11"  Que  es  un  principio  indiscutible  del  derecho,  consagrado  eo 
numerosas  decisiones  de  los  Tribunales,  que  los  amigables  compo- 
nedores no  están  sujetos  á  formalidades  de  ninguna  especie  en  sus 
procedimientos  para  laudar,  de  manera  que  bajo  este  punto  de  vista 
carece  de  fundamento  la  nulidad  alegada,  cualquiera  que  fuesen  los 
hechos  alegados  con  referencia  á  los  procedimientos  observados 
por  los  arbitros. 

12°  Que  concretando  el  estudio  á  los  hechos  alegados  como  causa 

4 

de  nulidad  del  juicio,  no  es  tampoco  exacto  que  no  haya  existido 
discordia  cuando  el  tercero  pronunció  su  laudo,  pues  consta  de 
autos,  según  se  ha  visto  en  la  relación  hecha  de  los  antecedentes 
de  este  juicio,  que  dentro  del  término  señalado  los  arbitros  Palma 
yGastaldi  dieron  su  laudo  en  disidencia,  siendo  el  de  este  último 
el  que  corre  á  foja  77,  por  lo  que  ambas  partes  convinieron  en  dejar 
al  Juzgado  el  nombramiento  del  tercero,  en  vista  de  la  renuncia 
hecha  por  Don  Tomás  Noceti  de  la  facultad  que  por  el  compromiso 
le  habian  acordado  de  designarlo. 

13'  üue  el  nombramiento  hecho  posteriormente  en  la  persona 
del  Doctor  Lescano  para  reemplazar  al  arbitro  Seilor  Gastaldi  que 
renunció,  en  manera  alguna  podía  ni  debía  tener  el  efecto  de  anu- 
lar todo  lo  actuado  con  anterioridad,  hasta  el  estremo  de  darse  por 
no  pronunciado  un  laudo  escrito  y  firmado  en  tiempo  hábil  por 
quien  tenía  mandato  y  capacidad  legal  para  hacerlo,  de  manera 
que  el  Doctor  Lescano  debió  tomar  las  cosas  y  el  juicio  en  el  estado 
en  que  se  hallaban,  concurriendo  en  su  misión  á  los  actos  ulteriores 
á  que  hubiere  lugar,  siendo  esta  también  la  inteligencia  que  han 
dado  las  partes  á  su  nombramiento,  desde  que  ninguna  observación 
hicieron  en  contrario  en  tiempo  oportuno. 

14*^  One  de  consiguiente,  el  tercero  Seííor  Murray  ha  procedido 
legalmente  prescindiendo  de  las    opiniones   del  arbitro  Lescano, 
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puesto  que  éste  no  tenía  misión  de  laudar  por  haberlo  hecho  en  de- 
bida forma  su  predecesor,  limitándose  á  citarlo  para  oir  y  presen- 
ciar la  publicación  de  su  laudo,  como  consta  en  el  acta  de  foja... 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  escrito  de  foja  123, 
fallo  no  haciendo  lugar  á  la  nulidad  alegada  á  foja  108,  con  costas. 
Nolifíquese  original. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Fallo  lie  la  Suprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1885. 

Vistos:  por  los  fundamentos  consignados  en  los  considerandos 
primero  á  noveno  de  la  sentencia  recurrida;  y  considerando, 
además: 

Primero:  Que  según  la  ley  veinte  y  tres,  titulo  cuatro,  partida  ter- 
cera, los  arbitradores  son  «alvedriadores  e  comunales  amigos,  que 
1»  son  escogidos  para  librar  las  contiendas. . .  en  cualquier  manera 
y  que  ellos  toviesen  por  bien. . .:  han  poder  de  oyr  las  razones  de 
»  amas  las  partes,  e  de  avenirlas  en  cual  manera  quissieren» :  lo  que 
demuestra  que  sobre  supuestos  vicios  del  procedimiento,  no  puede 
fundarse  la  nulidad  de  su  fallo,  no  demostrándose  que  procedieron 
dolosamente; 
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Segando:  Que  esto  es  conforme  con  las  resoinciones  de  esta  Corte, 
en  la  causa  cuarta,  tomo  siete,  página  treinta  y  seis;  y  cuarenta  y 
cuatro,  tomo  trece,  página  trescientos  setenta  y  uno,  de  la  segunda 
serie  de  sus  Fallos; 

Tercero:  Que  la  discordia  de  los  primeros  arbitradores  es  un 
hecho  comprobado  á  foja  treinta  y  seis  de  autos,  y  motivó  el  npm- 
hramiento  y  la  intervención  del  tercero  que  debía  dirimirla:  por  lo 
que  no  es  arreglada  la  pretensión  del  arbitrador  Doctor  Lescano, 
de  que  se  considerase  aquel  hecho  como  no  ocurrido,  y  retrogra- 
dase la  causa  á  su  principio; 

Cuarto:  Que  es,  por  lo  tanto,  arreglada  la  solución  que  contiene 
el  considerando  undécimo  tercero  de  la  sentencia  recurrida;  pues 
lo  contrario  importarla  dejar  en  manos  de  una  de  las  partes  ó  de 
su  arbitro,  mediante  la  renuncia  de  éste,  alargar  indefinidamente 
la  causa,  y  diferir  y  aún  hacer  imposible  el  pronunciamiento  del 
laudo,  haciendo  extinguir  la  jurisdicción  arbitral  por  el  vencimiento 
del  término; 

Quinto:  Que,  si  bien  es  cierto  que  según  la  ley  treinta  y  dos,  tí- 
tulo cuatro,  partida  tercera,  los  arbitros  y  el  tercero  deben  laudar, 
formando  tribunal,  la  misma  ley  esceptüa  el  caso  en  que  las  parles 
les  hubiesen  facultado  para  fallar  maguer  non  se  acertassen  todos 
en  uno; 

Sesto:  Que,  en  este  caso  se  colocaron  los  compromitentes  en  el 
artículo  quinto  del  compromiso  de  foja  dos,  en  que  convienen  no 
ocurrir  ante  los  Tribunales  ordinarios  bajo  ninguna  forma,  y  se 
hacen  responsables  del  fallo  de  los  Arbitros  ó  su  tercero  en  discordia, 
empleando  la  conjunción  disyuntiva  para  esplicar  sin  duda  que, 
dada  la  discordia,  bastaría  para  dirimirla  y  hacer  sentencia  el  fallo 
del  tercero  nombrado  á  tal  fin;  lo  que  confirman  las  mismas  partes 
en  el  hecho  de  acordar  á  dicho  tercero  (y  no  á  los  arbitros  reunidos 
con  él)  el  término  de  treinta  dias  para  fallar  en  definitiva; 

Séptimo:  Que  esta  misma  inteligencia  se  halla  corroborada  por 
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el  acta  de  foja  cuarenta  y  nueve  vuelta,  en  que  acordaron  las  partes 
la  fórmula  del  nombramiento  del  tercero  por  haber  ocurrido  ya  la 
discordia,  difiriendo  en  el  Juzgado  el  nombramiento  del  arbitro 
que  liabia  de  resolver  como  tercero;  sin  indicar  ni  remotamente  que 
debía  reunirse  con  los  otros  discordantes.  Por  estos  fundamentos  y 
los  demás  concordantes  de  la  sentencia  recurrida,  se  confirma  esta, 
sin  costas.  Devuélvanse  en  consecuencia  los  autos,  previa  reposición 
de  sellos.  Notifíquese  con  el  original. 

J  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN.  —  ANTONIO 
E.    MALAVER.  —  ISAAC    P.    ARECO. 

(En  disidencia). 


DISIDENCIA 


Ante  los  términos  bien  esplícitos  y  terminantes  del  compromiso, 
que  es  el  contrato  que  liga  á  las  partes,  y  con  sujncion  al  cual  han 
querido  dirimir  sus  diferencias  y  los  hechos  que  se  han  producido, 
no  hay  en  mi  concepto  necesidad  de  ir  á  buscar  en  otras  fuentes 
razones  para  atenuar,  modificar  ó  esplicar  lo  que,  por  otra  parte, 
aparece  esplicado  por  sí  mismo. 

Las  partes  han  constituido  un  tribunal  arbitral  amigable,  com- 
puesto de  tres  personas,  no  debiendo  intervenir  el  tercero  de  los 
arbitros  sino  en  el  caso  previsto  de  la  discordia. 
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La  renuncia  del  arbitro  Gastaldi  antes  de  pronunciarse  el  laudo 
traía  aparejada  la  extinción  de  su  jurisdicción,  con  arreglo  á  la  ley 
treinta,  título  cuarto,  partida  tercera,  y  hacía  por  lo  mismo  indis- 
pensable, de  acuerdo  con  el  compromiso,  el  nombramiento  de  otro 
arbitro  que  remplazara  á  aquel. 

Si  las  partes  no  hubiesen  entendido  que  la  renuncia  de  Gastaldi 
entrañaba  la  extinción  de  sus  facultades  como  Juez,  el  nombramiento 
del  Doctor  Lescano  para  reemplazarle  no  habría  tenido  lugar,  por- 
que habría  sido  de  todo  punto  inútil. 

Producido  este  hecho  de  acuerdo  con  el  compromiso,  es  evidente 
que  el  nuevo  Juez  tenia  el  deber  de  estudiar  el  asunto  y  determi- 
narlo según  su  leal  saber  y  entender  (ley  veinte  y  tres,  título  cuarto, 
partida  tercera),  sin  sentirse  ligado  en  manera  alguna  por  la  opi- 
nión que  hubiese  formado  al  respecto  su  predecesor,  teniendo  esta 
consideración  mucha  mayor  latitud  en  esta  clase  de  tribunales, 
en  los  que  la  equidad  bien  entendida  y  la  conciencia  recta  de  los 
Jueces  suplen  el  conocimiento  de  las  formas  y  ritualidades  del 
derecho. 

Precisamente  porque  estos  tribunales  de  amigables  componedo- 
res no  están  sujéteselas  formas  legales  del  procedimiento  (ley 
veinte  y  tres  citada),  no  se  puede  sostener  en  mi  concepto  que  el 
Doctor  Lescano  ha  interpretado  incorrectamente  su  misión  al 
pretender  que  el  tercero  no  estaba  llamado  á  intervenir  sino  des- 
pues  de  producida  la  discordia  entre  aquel  (el  Doctor  Lescano  y 
Palma ). 

En  los  tribunales  de  hecho,  como  el  arbitraje  de  que  nos  ocupa- 
mos, los  hechos  que  se  producen  son  los  que  deben  tenerse  en  cuenta 
y  nó  el  derecho,  que  es  inaplicable. 

Así,  dije  al  principio,  que  en  los  términos  bien  esplícitos  y  termi- 
nantes del  compromiso  y  en  los  hechos  producidos  debía  buscarse 
la  solución  del  asunto. 

Según  el  compromiso,  las  diferencias  quedan  sometidas  á  los  ár- 
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hítroSj  ambas  partes  se  hacen  responsables  del  fallo  de  los  arbitros  ó 
su  tercero  en  discordia^  los  arbitros  nombrados  son  arbitros  arbitra- 
dores,  componedores  amigablemente  y  estos  deben  espedirse  ó  laudar 
dentro  del  término.  Las  partes  espresa  y  terminantemente  han  ma- 
nifestado su  voluntad  de  sujetarse  al  fallo  de  los  arbitros  ó  de  su  ter- 
cero en  discordia. 

Por  manera  que  es  de  todo  punto  incuestionable  que  se^^^nn  los 
términos  esplícitos  del  compromiso,  la  intervención  y  el  fallo  del 
tercero  requería  dos  circunstancias  previas,  sin  cuya  realización 
no  podría  tener  lu^^ar;  cuáles  son:  primero  el  fallo  de  los  arbitros, 
y  segundo  que  ese  fallo  fuese  en  disidencia.  ¿Ha  tenido  lugar  ese 
fallo? 

Indudablemente  nó;  puesto  que  el  Doctor  Lescano  afirma  que  ni 
ha  estudiado  el  asunto,  y  los  otros  arbitros  y  el  Juez  a  quo  sostie- 
nen que  no  tenia  para  qué  estudiarlo  si  su  misión,  según  ellos 
la  entienden,  se  reducía  á  asistir  á  la  publicación  del  laudo  del 
tercero. 

Si  la  opinión  que  había  emitido  Gastaldi  antes  de  su  renuncia 
ninguna  eficacia  tiene,  pendiente  como  estaba  el  juicio  tratándose 
de  funciones  meramente  personales  y  de  conciencia  y  nó  sujetas  en 
manera  alguna  á  las  formas  esternas  del  procedimiento,  si  por  otra 
parte,  el  Doctor  Lescano  no  ha  estudiado  ni  emitido  opinión  alguna 
sobre  el  asunto,  según  resulta,  es  de  toda  evidencia  que  la  resolu- 
ción del  tercero  es  inmotivada  y  estemporánea  en  presencia  de  los 
términos  del  compromiso  y  la  adhesión  á  ella  del  arbitro  Palma 
ninguna  fuerza  le  presta,  porque  habiéndose  apartado  ambos  arbi- 
tros del  compromiso  celebrado  previamente  por  las  partes,  no  han 
procedido  como  jueces  de  avenencia  y  la  resolución  pronunciada  no 
es,  por  consiguiente,  el  laudo  á  que  las  partes  han  querido  some- 
terse y  que  debía  poner  término  á  sus  diferencias. 

Esistiendo  una  violación  flagrante  del  compromiso,  la  resolución 
es  insanablemente  nula  porque  los  avenideros  « no  han  poderío  de 
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»  librar  los  pleitos  sinon  en  las  maneras  que  las  partes  gelo  otorga- 
»  ren»,  según  la  ley  veinte  y  tres,  título  cuarto,  partida  tercera. 
Esto  mismo  lo  repite  la  ley  treinta  y  dos,  del  mismo  tiíulo  y 
partida. 

La  resistencia  del  arbitro  Dr.  Lescanoá  concurrir  al  llamamiento 
del  tercero  para  oir  el  fallo  de  éste,  no  constituye  una  rebeldía, 
puesto  que  la  funda  en  razones  atendibles  que  no  han  podido  ser 
refutadas  en  presencia  de  los  términos  del  compromiso,  y  en  nin- 
gún caso  esa  resistencia  por  si  sola  podría  constituir  la  rebeldía  del 
arbitro,  si  se  tiene  presente  lo  que  dispone  la  ley  veinte  y  nueve,  tí- 
tulo  cuarto,  partida  tercera,  para  los  casos  en  que  los  avenidores  al- 
vengan  el  pleito. 

Si  la  renuncia  del  arbitro  Gastaldi  extinguía  su  jurisdicción,  se- 
gún la  ley  treinta,  título  cuarto,  partida  tercera  y  Escriche  página 
seiscientos  cincuenta  y  ocho,  tomo  primero;  si  dicho  arbitro  así  lo 
entendía  y  en  consecuencia  pedia  que  se  designase  la  persona  que 
debía  reemplazarle,  foja  sesenta  y  una  vuelta,  en  el  cargo;  si  las 
partes  lo  entendieron  del  mismo  modo  y  en  consecuencia  tuvo  lugar 
el  nombramiento  del  arbitro  Dr.  Lescano  y  se  le  mandó  llenar  su 
cometido  previa  aceptación  del  cargo,  todo  lo  que  ha  tenido  lugar; 
es  evidente  que  en  presencia  de  estos  antecedentes  aparece  visi- 
blemente irrito  y  nulo  el  procedimiento  de  Palma  y  Murray  al  pres- 
cindir de  su  colega  Doctor  Lascano,  considerando  innecesaria  su 
intervención  por  haber  opinado  antes  do  renunciar  el  arbitro  Gas- 
taldi. 

Esta  opinión  que  no  decide  la  cuestión  ó  pone  término  al  asunto,  no 
puede  llamarse  laudo,  dada  la  acepción  jurídica  de  la  palabra,  ni 
en  presencia  de  los  términos  del  compromiso,  porque  no  era  ese  ar- 
bitro por  si  solo  el  llamado  á  decidir  el  asunto,  á  lo  que  debe  agre- 
garse que  la  renuncia  que  hizo  del  cargo  extinguió  su  jurisdicción, 
según  la  citada  ley  veinte  y  tres,  título  cuarto,  partida  tercera  y  Es- 
criche, edición  reformada  de  Vera  y  Caravantes,  tomo  primero,  pá- 
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gina  seiscientos  cincuenta  y  ocho,  y  precisamente  por  no  haberse  es- 
tipulado en  el  compromiso  (ley  veinte  y  ocho,  título  cuarto,  partida 
tercera),  que  faltando  alguno  podrán  los  otros  proceder  en  el  pleito, 
fué  que  se  nombró  al  Doctor  Lescano  para  reemplazar  al  renun- 
ciante. 

Basta  pues  la  demostración  de  que  Palma  y  Murray  s¿  han  apar- 
tado de  los  términos  del  compromiso  para  fundar  la  nulidad  del 
laudo.  Si  este  vicio  de  que  adolece  tal  resolución  es  como  lo  reputo 
flagrante,  me  parece  innecesario  descender  á  las  demás  cuestiones 
que  se  han  propuesto. 

Isaac  P.  Areco. 


AÑO    1886 


CAUSA  I 


D.  Juan  B.  Risso,  capitán  de  la  barca  ^Leonida*,  contra  los  Seño- 
res Mateo  Forrester  y  C*;  sobre  cobro  de  estadías. 


Sumario.  —  l^  Dada  la  convención  de  deber  el  buque  proceder 
hasta  Punta  de  Lara,  y  allí  atracar  al  muelle,  depósito  ó  pontón, 
según  f  uera'ordenado  por  los  agentes  de  los  fletadores,  no  puede  con- 
siderarse al  buque  como  listo  para  principiar  la  descarga,  sino  des- 
pués de  24  horas  siguientes  al  aviso  escrito  del  capitán  de  haber 
cumplido  las  órdenes  que  espresa  dicha  convención. 

2^  No  habiendo  temeridad  en  la  demanda,  no  debe  imponerse  al 
actor  el  cargo  de  las  costas. 
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Caso.  —  Está  referido  en  el  siguiente 


Fall^i  del  «lucz  «le*  Sección 


Buenos  Aires.  Julio  81  de  1885. 

Vistos  estos  autos  de  los  cuales  resulta: 

Primero.  Que  en  il  de  Abril  de  1885  los  Sres.  Bruma  hermanos, 
agentes  del  buque  italiano  <  Leonida »  celebraron  en  New  Castle 
sobre  el  Tyne,  un  contrato  de  fletamento  con  los  señores  J.  Soliden 
y  C^  en  virtud  del  cual  debia  recibir  á  su  bordo  un  completo  carga- 
mento de  cemento  en  cascos  y  conducido  hasta  Punta  de  Lara  (En- 
senada de  Barragan)  y  alli  entregarlo  el  mismo  dia  ó  de  noche  si 
fuese  requerido,  siempre  á  flote  al  costado  de  los  buques,  vapores  ó 
lanchas  ó  de  un  muelle  ó  un  depósito,  buque  ó  pontón,  según  fuese 
ordenado  por  los  agentes  de  los  fletadores,  mediante  el  pago  de 
flete  de  27  chelines  por  tonelada  de  veinte  quintales,  descargados 
en  Punta  de  Lara,  sobre  la  cantidad  entregada,  ó  sobre  la  cantidad 
del  conocimiento,  sin  pesar,  á  opción  del  consignatario. 

Segundo.  Que  en  el  mismo  contrato  se  estipuló  que  el  cargamento 
seria  descargado,  permitiéndolo  el  tiempo,  por  término  medio  á 
razón  de  cuarenta  toneladas  por  cada  dia  de  trabajo,  debiendo  pa- 
garse á  razón  de  cuatro  peniques  por  tonelada  de  registro  porcada 
dia  de  demora,  escepto  el  caso  de  suspensión  de  trabajo  de  la  tri- 
pulación, heladas,  inundaciones,  ú  otras  causas  inevitables  que  pu- 
dieran impedir  la  entrega  de  la  carga,  acordándose  al  capitán 
del  buque  derecho  de  retención  sobre  el  car;xamento  por  flete  y 
demoras. 
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Tercero,  Que  en  Octubre  del  mismo  arlo  83  se  presentó  al  Juz- 
^^ado  D.  Juan  B.  Risso,  capitán  del  Leonida,  por  medio  del  Procura- 
dor Vonwiller,  manifestando:  Que  su  buque  habia  entrado  al  Puerto 
de  la  Ensenada  el  17  de  Julio  y  quedó  listo  el  18,  pudiendo  por  lo 
tanto  principiarse  la  descaríJra  al  dia  siguiente;  que  sin  embar^^o,  los 
consiirnatarios  dejaron  el  buque  car^iado  hasta  el  3  de  Aíjrosto,  en 
que  recien  mandaron  descar^^ar  por  medio  de  embarcaciones  me- 
nores, continuándose  esta  operación  en  los  dias  7,  8,  10^  y  15,  en 
cuyo  tiempo  entregaron  1840  barricas,  esto  es,  próximamente  la 
mitad  del  cargamento  que  se  componía  de  4500;  que  el  27  de  Agosto 
por  la  noche,  después  de  haber  descargado  todo  ese  dia,  avisó  el  ca- 
pitán suspendieran  la  descarga  para  lastrar,  operación  que  efectuó 
por  la  mañana,  continuándose  la  descarga  á  las  tres  p.  m.,  la  cual 
quedó  concluida  recien  el  1°  de  Setiembre,  de  modo  que  descon- 
tando los  dias  de  estadía  que  corresponden  á  los  consignatarios,  que 
con  arreglo  al  contrato  son  17,  uno  de  lastre  y  los  declarados  inhá- 
biles por  la  Prefectura  Marítima,  quedan  20  dias  corridos  de  sobre 
estadías,  las  que  á  razón  de  4  peniques  por  tonelada  de  registro  so- 
bre las  42o  que  acusa  el  contrato  de  fletamento,  hacen  la  cantidad 
de  134  libras  esterlinas,  once  chelines  y  ocho  peniques,  equivalentes 
á  672  $  m/n  oro  con  0.97  m/n,  por  cuya  suma  venia  á  interponer 
formal  demanda  contra  los  señores  Mateo  Forrester  y  C%  consigna- 
tarios de  la  carga,  para  que  se  les  condene  á  su  pago  con  intereses 
y  las  costas  del  juicio. 

Cuarto.  Que  los  demandados  contestaron  á  foja  39  el  traslado  que 
les  fué  conferido,  pidiendo  su  absolución  de  la  demanda  con  espresa 
condenación  en  costas  al  actor,  fundándose  en  que  como  el  mismo 
actor  lo  reconoce,  ellos  mismos  tenían  derecho  para  hacer  atracar  el 
buque  al  muelle  do  Punta  Lara,  pretendiendo  aquel,  sin  embargo,  sa- 
car deducciones  desautorizadas  de  la  posibilidad  de  descargaren 
otra  parte,  para  concluir  que  habían  estado  obligados  á  hacer  eso  que 
él  llama  posible  y  nó  aquello  que  lo  faculta  el  contrato  de  fletamento; 
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que  después  de  firmar  el  Capitán  las  órdenes  para  la  descarga  del 
«Leonida»,  les  participó  á  principios  del  mes  de  Agosto  que  no  había 
podido  atracar  al  muelle  por  la  poca  agua  que  había  allí  \  que  sería 
preciso  alijar  el  buque  para  salvar  las  estadías,  con  cuyo  motivo  man- 
daron lanchas  é  hicieron  sacar  1400  barricas  cemento  para  que  pu- 
diese hacerlo;  mas  habiendo^  averiguado  por  el  Ferro-Carril  de 
Buenos  Aires  y  Ensenada,  que  repetidas  veces  podía  haber  atracado 
el  buque  al  muelle,  formularon  la  protesta  acompañada  con  el  escrito 
de  demanda,  para  echar  sobre  el  Capitán  la  responsabilidad  que  le 
tocaba  por  haber  perdido  las  oportunidades  que  tuvo  para  atracar, 
comunicándoles  aquel  mismo  día  que  se  habían  concluido  las  esta- 
días; que  podían  justificar  que  el  buque  pudo  atracar  al  muelle  dos 
días  después  de  haber  llegado  á  Punta  de  Lara,  pues  según  el  cono- 
cimiento firmado  por  el  capitán  calaba  cuando  mas  17  7^  piés  y  en 
las  fechas  indicadas  había  i9  y  20  pies  de  agua  al  lado  del  muelle, 
donde  en  un  solo  día  pudo  haber  descargado  lo  bastante  para  tener 
el  buque  siempre  á  flote. 

Quitito.  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  por  auto  de  foja  42 
para  que  se  justifique  si  pudo  ó  nó  el  buque  atracar  al  muelle  de 
Punta  de  Lara  después  dé'^su  lle;íada  y  después  que  fué  alijado;  en 
qué  días  tuvo  suficiente  agua  para  hacerlo  y  porque  no  lo  hizo,  así 
como  todos  los  demás  hechos  pertinentes  á  la  cuestión  habiéndose 
producido  en  el  término  legal  por  parte  del  actor,  los  informes  de 
fojas  64  vuelta,  05  y  93  vuelta,  espedidos  por  la  Aduana  de  la  Capi- 
tal y  el  de  foja  73  vuelta  por  la  Administración  del  Ferro-Carril  á  la 
Ensenada;  y  por  parte  de  los  demandados  la  planilla  de  foja  33  que 
demuestra  el  estado  de  la  marea  en  Punta  de  Lara  desde  el 
18  de  Julio  hasta  el  13  de  Agosto  y  el  informe  del  Adminis- 
trador del  Ferro-Carril  antes  mencionado,  corriente  á  foja  33 
vuelta. 

Y  Considerando:  P  Que  según  lo  espresa  el  artículo  209  del  Có- 
digo de  Comercio,  las  convenciones  legalmente  celebradas  son  la 
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ley  para  los  contrayentes,  debiendo  ejecutarse  de  buena  íé  sea  cual 
fuere  su  denominación,  obligando  no  solo  á  lo  que  se  espresa  en  ellas 
sino  á  todas  las  consecuencias  que  la  equidad,  el  uso  ó  la  ley  atri- 
buyen á  la  obligación,  según  su  naturaleza; 

2®  Que  según  lo  establece  el  contrato  de  íletamento  presentado 
por  el  actor  y  aceptado  con  su  traducción  por  los  demandados,  el 
buque  Leonida  debia  proceder  hasta  Punta  de  Lara,  y  allí  atracar  al 
muelle,  depósito,  buque  ó  pontón,  según  le  fuere  ordenado  por  los 
agentes  de  los  fletadores,  de  donde  inmediatamente  se  desprende  que 
el  buque  no  podia  considerarse  listo  para  dar  principio  á  la  des- 
carga, sino  después  de  las  24  horas  siguientes  al  aviso  dado  por 
escrito  por  el  Capitán  de  haber  cumplido  las  órdenes  á  este  respecto, 
como  lo  espresa  el  contrato  referido; 

3*'  Que  siendo  un  derecho  acordado  á  los  agentes  de  los  fletado- 
res, que  en  este  caso  son  los  mismos  consignatarios  de  la  carga,  el 
de  hacer  atracar  el  buque  al  muelle  de  Punta  de  Lara,  para  efectuar 
la  descarga,  no  puede  inferirse  de  la  posibilidad  de  hacerlo  en  otra 
parte  por  medio  de  lanchas,  que  sea  esta  una  obligación  inherente 
al  contrato,  ó  en  otros  términos,  que  los  consignatarios  estuvieren 
sometidos  á  la  necesidad  jurídica  de  hacerlo,  máxime  cuando,  según 
el  mismo  demandante  lo  reconoce,  la  descarga  fuera  del  muelle  á 
más  de  ser  menos  rápida  era  más  costosa ; 

4^  Que  el  hecho  de  haberse  estraido  por  medio  de  lanchas  antes 
de  llegar  al  muelle  una  parte  del  cargamento,  no  justifica  la  inter- 
pretación que  sostiene  el  Capitán  para  concluir  que  desde  ese  mo- 
mento debían  principiar  á  contarse  los  días  para  la  descarga,  pues 
el  informe  de  la  Aduana,  corriente  á  foja  6o,  espresa  que  lo  que  se 
permitió  el  18  de  Julio  fué  el  alije  de  la  Leonida  y  trasbordo  de  una 
parte  de  su  cargamento,  lo  que  no  podia  tener  otro  proposito  que 
disminuir  el  calado  del  buque  para  que  pudiera  atracar  al  muelle, 
conforme  á  lo  dispuesto  por  los  consignatarios  de  la  carga,  como 
lo  efectuó  en  seguida  el  que  capitán  creyó  conveniente  hacerlo, 

T.   XX       '  17 
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siendo  este  hecho  la  mejor  prueba  de  la  intención  de  las  parles  al 
practicar  dicha  operación; 

S^  Que  en  la  protesta  formulada  por  los  señores  M.  Forrester  y 
C^,  de  que  ha  acompañado  copia  el  demandante  á  foja  9,  se  esta- 
blece, sin  que  éste  lo  haya  contradicho  en  parte  alguna,  que  tan 
pronto  como  llegó  el  buque  á  Punta  de  Lara  dieron  orden  al  Capi- 
tán para  que  en  la  primera  ocasión  favorable  atracase  al  muelle; 

6^  Que  el  prolijo  estado  corriente  á  foja  53,  levantado  por  la  em- 
presa del  Ferro-Carril  á  la  Ensenada  sobre  el  estado  de  la  marea 
en  Punta  de  Lara  desde  el  18  de  Julio  hasta  el  lo  de  Agosto  de  1883, 
demuestra  que  en  los  dias  20,  21,  24,  2o,  hubieron  19  y  21  pies  de 
agua,  es  decir,  mas  de  5  y  V^  del  calado  que  dá  al  buque  el  conoci- 
miento, según  los  demandados,  y  el  informe  de  foja  33  vuelta  esta- 
blece asertivamente  que  en  los  dos  últimos  de  los  indicados  dias 
podia  atracar  al  muelle  en  ese  punto,  cualquier  buque  calando  17 
pies  y  V^.  pues  habia  habido  agua  suficiente; 

7^  Que  también  resulta  de  lo  informado  por  dicha  empresa  á  foja 
75  vuelta,  que  no  es  obligatorio  á  los  buques  de  ultramar  tomar  para 
remolque  el  vaporcito  de  la  misma,  quedando  á  voluntad  de  los  Ca- 
pitanes servirse  ó  nó  de  él  según  lo  encuentre  conveniente; 

8°  Que  estas  circunstancias  comprueban  acabadamente  que  el 
buque  Leonida  no  atracó  en  tiempo  oportuno  al  muelle  que  se  le 
habia  designado,  por  hechos  del  Capitán,  sin  que  por  parte  de  éste 
se  haya  producido  prueba  alguna  que  justifique  su  proceder,  lo  que 
le  quita  todo  derecho  para  cobrar  sobre  estadías  por  la  demora  su- 
frida, pues  es  un  principio  de  derecho  universal  que  á  nadie  le  es 
lícito  sacar  provecho  de  su  propia  falta  en  sus  relaciones  contrac- 
tuales. 

9^  Que  teniendo  los  consignatarios  de  la  carga,  por  el  contrato 
de  fletamento,  diez  y  siete  dias  para  la  descarga  y  habiéndose  efec- 
tuado esta  operación,  una  vez  atracado  el  buque  al  muelle,  en  me- 
nos de  la  mitad  de  ese  tiempo,  es  evidente  que  si  el  capitán  hubiese 
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aprovechado  las  mareas  alias  de  los  dias  3i  y  2o  de  Julio  para 
hacerlo,  la  descarga  habría  quedado  concluida  aún  antes  de  que 
hubiesen  transcurrido  aquellos,  aun  contándolos  desde  el  dia  si- 
guiente al  de  su  entrada  al  puerto. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  los  señores  M.  Forres- 
ter y  C*^de  la  demanda  de  foja...  imponiendo  al  actor  el  pago  de  las 
costas  causadas.  Notifiquese  original. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Fallo  do  l«  Siiproiiia  <^orle 


Bueno»  Aires,  Enero  14  de  188(i. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  ciento  una,  menos  en  la  parte  en  que  condena  al  Capitán  Risso 
al  pago  de  las  costas,  debiendo  las  de  primera  y  de  segunda  instan- 
cia pagarse  en  el  orden  en  que  se  han  causado,  por  considerar  la 
Corte  que  no  ha  habido  temeridad  en  el  demandante.  Repuestos  los 
sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — ÜLADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO   IBARGÚREN. 
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IIAISA   II 


D.  José  tíerisso  y  otros,  contra  la  Provincia  de  Buenos  Aires;  sobre 
venta  de  terrenos,  é  inconstitucionalidad  de  la  ley  de  2  de  Agosto 
de  ISS:i. 


Sumario.— l"^  La  Ley  de  2o  de  Octubre  de  1870,  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  autorizando  á  la  Municipalidad  del  Baradero  para 
vender  á  los  colonos  establecidos  en  el  ejido  de  dicho  pueblo  las 
áreas  ocupadas  por  ellos,  á  razón  de  300  S  m/c  la  cuadra,  compren- 
dió los  terrenos  fiscales,  y  no  los  que  resultasen  ser  de  propiedad 
particular. 

2*^  Por  estos  últimos,  los  colonos  no  pueden  exigir  la  entrega  de 
las  áreas  ocupadas  por  el  precio  de  la  ley  de  1870;  y  la  ley  de  2  de 
AiiTOSto  de  1883,  que  ordenó  su  expropiación  para  venderlas  á  los 
colonos  por  el  precio  establecido  en  la  misma,  no  afecta  derechos 
adquiridos  y  no  es  repugnante  á  la  Constitución. 


Caso. — Se  halla  referido  en  el  siguiente 


Fallo  d('  la  Siipronia  (^orlo 


Bu(»nos  Aires,  Enero  H>  de  18S«>. 

Vistos,  resulta:  (Jue  los  colonos  de  la  parte  Sud-Este  del  pueblo 
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del  Baradero  demandan  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  porque  les 
estienda  la  correspondiente  escritura  pública  de  venta  de  los  terre- 
nos que  actualmente  ocupan,  á  razón  de  trescientos  pesos  moneda 
corriente  la  cuadra  cuadrada,  según  se  estableció  por  ley  de  veinti- 
cinco de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta,  ó  en  su  defecto,  se  la 
condene  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  la  inejecución 
de  sus  compromisos,  declarándose  inconstitucional  la  ley  del  dos  de 
Agosto  del  ochenta  y  tres,  que  los  priva  de  derechos  adquiridos, 
garantidos  por  la  Constitución  Nacional. 

Que  esta  demanda  se  funda  en  que  dichos  colonos  entraron  á  ocu- 
par la  tierra  que  hoy  reclaman,  bajo  la  promesa  hecha  por  la  mu- 
nicipalidad de  que  les  seria  donada,  ó  vendida  por  un  precio  mas 
bajo  que  el  fijado  por  las  leyes  entonces  vigentes. 

Que  el  Poder  Ejecutivo  y  la  Lejislatura  de  la  Provincia  confirma- 
ron esas  promesas,  y  se  dictó,  en  su  consecuencia,  la  ley  de  Octubre 
del  setenta,  fijando  el  precio  y  demás  condiciones  de  la  venta. 

Que  dicha  ley,  dictada  en  favor  esclusivo  de  los  colonos  que  hu- 
bieran ocupado  y  poblado  las  tierras  y  presentádose  en  tiempo  á  la 
Municipalidad  aceptando  las  condiciones  de  la  venta,  importaba  una 
excepción  en  su  favor,  hecha  para  responder  á  la  promesa  que  hizo 
suya  la  Provincia,  siendo  indudable,  dicen,  que  esa  promesa  creó 
una  obligación  respecto  del  promitente  y  un  derecho  en  favor  de  los 
que  la  aceptaron,  que  les  daba  acción  para  exigir  el  cumplimiento 
de  lo  ofrecido  ó  la  indemnización  correspondiente. 

Que  la  ley  del  ochenta  y  tres  mandando  expropiar  los  terrenos  de 
la  colonia  que  resultaran  ser  de  propiedad  particular,  para  venderlas 
á  los  colonos  por  el  precio  de  la  expropiación,  era  repugnante  á  la 
Constitución  Nacional  en  cuanto  alteraba  los  derechos  adquiridos 
por  estos  con  arreglo  á  la  ley  del  año  setenta,  y  que  por  consiguiente 
no  podia  tener  efecto  alguno  respecto  de  ellos. 

Que  la  Provincia  demandada  niega  los  hechos  en  que  se  funda  la 
demanda  y  sostiene:  que  ni  la  municipalidad  del  Baradero,  ni  el  Go- 
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bernador  de  la  Provincia,  contrajeron  compromiso  alguno  con  los 
demandantes;  que  estos  entraron  á  ocupar  las  tierras  que  se  cues- 
tionan, con  pleno  conocimiento  de  que  estaban  en  litigio  y  sin  que 
la  Municipalidad  les  hubiese  prometido  cosa  alguna,  y  que  en  el  su- 
puesto de  que  hubiese  existido  alguna  promesa  de  donación  ó  de 
venta,  ella  no  podia  ser  sino  á  condición  de  que  los  terrenos  resul- 
tasen fiscales,  y  no  habiendo  resultado  serlo,  á  nada  estaba  obligada 
la  Provincia;  que  por  lo  mismo,  la  ley  del  ochenta  y  tres  no  afec- 
taba derechos  adquiridos  y  no  podia  por  consiguiente,  objetarse  su 
constituclonalidad. 

Y  considerando:  Primero.  Que  de  los  informes  de  foja  ciento  tres 
vuelta  y  ciento  treinta  y  siete  vuelta,  y  de  las  declaraciones  de  foja 
ciento  diez  y  ocho  y  ciento  diez  y  nueve  de  los  testigos  presentados 
por  los  demandantes,  resulta  que  estos  entraron  á  ocupar  los  terre- 
nos de  la  parte  Sud-Este  de  la  colonia,  sin  promesa  ni  compromiso 
alguno  por  parte  de  las  autoridades  locales  y  con  previo  conoci- 
miento de  que  se  hallaban  en  litigio  desde  muchos  años  atrás  con 
particulares  que  los  reclamaban  como  propios. 

Segundo.  Que  la  ley  de  veinticinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
setenta  autorizando  á  la  Municipalidad  del  Baradero  á  vender  á  los 
colonos  establecidos  hasta  esa  fecha  eu  el  ejido  de  dicho  pueblo  las 
áreas  que  estuviesen  ocupadas  y  pobladas,  por  el  precio  de  trescien- 
tos pesos  moneda  corriente,  la  cuadra  cuadrada  de  ciento  cincuenta 
varas  por  costado,  tampoco  es  un  compromiso  contraido  por  la 
Provincia  á  favor  de  los  demandantes,  porque  no  pudiendo  la  Lejis- 
latura  ordenar  la  venta  de  terrenos  de  propiedad  privada  sin  expro- 
piación previa,  dicha  ley  solo  ha  podido  referirse  á  los  terrenos  Fis- 
cales, no  comprendiéndose,  por  consiguiente,  en  ellos  los  que  se 
hallaban  en  litigio,  sino  en  cuanto  resultasen  ser  de  propiedad  pú- 
blica. 

Tercero:  Que  así  lo  comprendió  el  Gobierno  al  ordenar,  en  cum- 
plimiento del  articulo  cuarto  de  la  ley  citada;  la  mensura,  deslinde 
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y  entrega  á  ios  colonos  de  los  terrenos  conocidamente  de  propiedad 
fiscal,  suspendiendo  todo  procedimiento  respecto  de  los  litigiosos. 
Y  así  lo  comprendieron  también  los  mismos  demandantes  al  aceptar 
esta  suspensión  respecto  de  ellos  sin  exigir,  durante  el  litigio,  la  en- 
trega en  propiedad  de  los  que  ocupaban  y  sobre  los  cuales  versaba 
este,  limitándose  á  presentarse  ante  la  municipalidad  solicitando  su 
compra,  para  no  perder,  si  resultaban  fiscales,  el  beneficio  que  acor- 
daba á  los  colonos  la  mencionada  ley. 

CiMíto:  Que  no  habiéndose  cumplido  esta  condición,  pues  por 
sentencia  pronunciada  el  año  setenta  y  nueve^se  declararon  de  pro- 
piedad particular,  ningún  derecho  tienen  los  demandantes,  según 
lo  dispuesto  por  el  articulo  quinientos  cuarenta  y  ocho  del  Código 
Civil,  para  exigir  la  entrega  de  dichos  terrenos  con  arreglo  á  las 
condiciones  establecidas  por  la  ley  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
setenta;  pues  esta  ley,  en  tanto  podia  obligar  á  la  Provincia,  en 
cuanto  los  terrenos  cuestionados  resultasen  ser  de  propiedad  pú- 
blica. 

Quinto:  Que  la  solicitud  de  foja  primera  del  espediente  agregado, 
presentada  al  Gobernador  de  la  Provincia  dos  años  después  de  ha- 
berse declarado  de  propiedad  privada  los  terrenos  referidos,  de- 
muestra que  los  mismos  demandantes  nunca  se  creyeron  con  dere- 
chos adquiridos  sobre  ellos,  pues  se  dirijen  al  Gobierno,  no  haciendo 
valer  un  derecho,  ni  reclamando  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción, sino  implorando  su  protección  y  amparo  para  ser  mantenidos 
en  la  posesión  que  hasta  entonces  habían  tenido  de  una  manera 
precaria. 

Sesto:  Que  por  lo  mismo,  la  ley  del  ochenta  y  tres  ordenando  la 
expropiación  para  vender  por  el  precio  de  esta  á  los  demandantes 
los  terrenos  expropiados,  no  afecta  derechos  adquiridos  y  por  con- 
siguiente, no  es  repugnante  á  la  Constitución. 

Por  estos  fundamentos,  la  Suprema  Corte,  falla:  absolviendo  á  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  de  la  demanda  interpuesta  contra  ella 
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por  los  colonos  que  ocupan  la  parte  Sud-Este  del  pueblo  del  Bara- 
dero,  sin  especial  condenación  en  costas  por  no  encontrar  mérito 
bastante  para  ello.  Notifiquese  con  el  original,  devuélvase  á  la  mu- 
nicipalidad de  dicho  pueblo  los  documentos  de  foja  ciento  treinta  y 
tres;  ciento  treinta  y  cuatro  y  ciento  treinta  y  cinco,  dejando  en  au- 
tos la  debida  constancia,  y  repuestos  los  sellos,  archívese. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN. 
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CAISA  III 


/>.  Carlos  María  Escalada,  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital  Fe- 
deral; sobre  espendio  de  billetes  de  lotería,  restitución  de  multa,  y 
daños  y  perjuicios. 

Sumarío.  —  l''  El  artículo  17  del  Reglamento  de  la  Municipalidad 
de  Buenos  Aires  de  13  de  Diciembre  de  1882  prohibiendo  el  juego 
de  loterías  estrañas  á  la  Capital  Federal,  es  contrario  á  la  ley  del 
Congreso  de  1"  de  Noviembre  de  1882,  sobre  organización  de  la  Mu- 
nicipalidad y  á  las  leyes  del  mismo  sobre  patentes,  dictadas  en  ese 
año  y  los  posteriores. 

2^  La  multa  cobrada  por  espendio  de  billetes  de  lotería  en  virtud 
de  dicho  articulo,  debe  ser  restituida. 

3®  La  acción  por  daños  y  perjuicios  causados  por  el  embargo  de 
los  billetes  como  consecuencia  de  la  prohibición,  no  procede  contra 
la  Municipalidad. 


*  Caso,  —  Está  referido  en  el  sÍL^uiente: 


Fallo  (lol  Juez  Fodoral 


Buenos  Aires,  Noviembre  29  de  1885, 


Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  demanda  de  don  Carlos  Maria 
Encalada  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital,  al  objeto  de  que  no 
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se  le  impida  la  venta  de  billetes  de  la  lotería  de  San  Luis,  de  que  se 
dice  propietario  en  virtud  de  las  escrituras  de  fojas  2  á  11,  con  que 
acompaña  su  demanda,  le  sea  devuelta  la  multa  que  la  Municipali- 
dad le  hizo  imponer  por  el  Juez  de  Paz  de  la  Catedral  al  Norte,  y 
para  que  sea  obligada  á  indemnizarle  los  perjuicios  causados  por 
estos  procedimientos^  los  que  avalúa  en  la  cantidad  de  catorce  mil 
cuarenta  y  un  pesos  con  cuarenta  y  cuatro  centavos  fuertes;  habiendo 
el  demandante  ampliado  después,  á  foja  77,  su  demanda,  denun- 
ciando nuevos  actos  de  violencia  de  parte  de  la  Municipalidad,  los 
que  detallados  en  la  escritura  de  protesta  acompasada,  á  foja  73, 
consisten  en  que,  durante  la  prosecución  de  este  juicio  y  después  de 
haber  sido  obligado  por  la  Dirección  de  Rentas  á  pagar  la  patente 
que  acompaña  á  foja  71,  de  dos  mil  pesos  moneda  nacional,  en  con- 
formidad á  la  ley  de  Patentes  de  20  de  Octubre  de  1882;  en  cumpli- 
miento de  una  orden  escrita  del  señor  Presidente  de  la  Municipali- 
dad al  Jefe  de  Policía,  fué  asaltado  y  allanado  su  domicilio  el  día 
15  de  Marzo  de  1883,  para  secuestrar  los  libros  y  billetes  de  lotería 
de  que  es  agente,  viéndose  obligado  á  ceder  á  la  fuerza,  llevándose 
á  efecto  el  allanamiento  de  su  domicilio  y  secuestro  de  los  libros  ta- 
lonarios pertenecientes  á  la  Lotería  de  San  Luis,  á  pesar  de  haber 
exhibido  su  patente.  Cuyos  nuevos  perjuicios  avalúa  en  treinta  mil 
pesos  nacionales  y  á  mas  dos  mil  pesos  nacionales  al  mes,  mientras 
que  el  Presidente  de  la  Municipalidad  no  le  restituya  los  libros  y 
demás  secuestrado. 

Considerando:  Primero,  Que  la  demanda  que  se  funda  en  los  he- 
chos espresados  ha  sido  contestada  sosteniéndose  la  facultad  de  la 
Municipalidad  para  impedir  en  el  Municipio  de  la  Capital  la  circula- 
ción de  todo  otro  billete  que  no  perienezca  á  las  loterías  autoriza- 
das por  la  misma,  estando  en  vigor  las  leyes  prohibitivas  anteriores 
á  la  federalizacion  de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires,  ratificadas  después 
por  el  articulo  17  del  Reglamento  de  Diciembre  13  y  Ordenanza  de 
Agosto  7  de  1882,  prohibiciones  que  autorizan  á  la  Municipalidad  á 
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proceder  contra  los  infractores  por  medio  de  la  imposición  de  las 
correspondientes  multas  y  allanamientos  de  los  domicilios  de  los 
infractores,  en  virtud  de  las  atribuciones  que  le  confieren  los  artícu- 
los 17  y  27  de  la  ley  orgánica  de  i865  y  43,  44  inciso  30,  48  inciso 
9  y  o2  inciso  18,  de  la  nueva  ley  orgánica  de  1882. 

Segundo.  Que  establecida  la  cuestión  en  los  términos  que  la  colo- 
can la  demanda  y  contestación,  queda  reducida  á  una  cuestión  de 
puro  derecho,  no  habiéndose  negado  por  la  defensa  los  hechos  que 
deduce  la  acusación,  relativos  á  la  imposición  de  multas,  allana- 
miento del  domicilio  y  secuestro  de  los  libros  talonarios,  siendo  del 
caso  únicamente  resolver,  si  la  circulación  y  espendio  de  billetes  per- 
tenecientes á  loterías  no  autorizadas  por  la  Municipalidad^  están 
prohibidas  por  las  leyes  vigentes  en  la  Capital;  si  entra  en  las  atribu- 
ciones de  la  Municipalidad  proceder  en  la  forma  que  lo  ha  hecho  en 
el  caso  sub  jadíce  de  la  latería  de  San  Luis,  y  para  el  caso  negativo, 
si  los  procedimientos  empleados  han  irrogado  perjuicios  que  deban 
ser  reparados  por  la  Municipalidad  al  demandante  Escalada,  y  cuál 
sea  el  alcance  é  importancia  de  estos  perjuicios. 

Tercero,  Que  con  respecto  á  las  dos  primeras  cuestiones,  es  evi- 
dente que,  cualesquiera  que  hayan  sido  las  disposiciones  prohibiti- 
vas de  las  loterías  vigentes  en  el  Municipio  de  Buenos  Aires,  al 
tiempo  de  su  federalizacion,  ellas  han  sido  modificadas  por  leyes  pos- 
teriores del  Congreso,  muy  especialmente  por  los  artículos  44,  in- 
ciso 8**,  6o,  inciso  18  de  la  Ley  Orgánica  de  1882  y  Ley  de  Patentes, 
cuyas  disposiciones,  no  podrían  de  manera  alguna  armonizarse  con 
la  prohibición  absoluta  de  toda  lotería  de  que  quiso  hacer  un  princi- 
pio fundamental  la  Constitución  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 
Siendo,  por  otra  parte,  inadmisible  lo  alegado  por  la  Municipalidad, 
de  que  las  leyes,  que  hacen  de  las  loterías  en  general  una  fuente  de 
recursos  para  el  Erario,  no  importen  la  libertad  y  franquicia  indus- 
trial en  la  materia;  sino,  por  el  contrario,  sean  leyes  restrictivas  y 
prohibitivas  en  si  mismas  que,  lejos  de  derogar,  en  este  punto,  las 
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prohibiciones  anteriores,  las  robustezcan  y  confirmen,  pues  á  estar  á 
estas  deducciones  no  podria  menos  que  concluirse  que  las  leyes  de 
Aduana  importan  una  prohibición  de  comercio. 

Cuarto,  Que  en  presencia  de  leyes  esplicitas  del  Congreso  que  su- 
ponen que  la  lotería  es  una  industria  lícita,  no  es  posible  admitir  ia 
facultad  de  la  Municipalidad  de  autorizarlas  ó  prohibirlas,  ni  menos 
proceder  á  la  imposición  de  multas  y  allanamiento  de  domicilio;  mu- 
cho menos,  cuando  las  atribuciones  que  le  confiere  la  Ley  Orgánica 
para  imponer  multas  y  efectuar  visitas  domiciliarias  es  solo  en  casos 
especiales  de  su  resorte,  especialmente  designados  en  la  misma  ley, 
y  las  visitas  domiciliarias  autorizadas  en  los  casos  de  hijiene  y  salud 
pública  están  muy  lejos  de  tener  el  alcance  del  allanamiento  del 
domicilio  garantido  por  la  Constitución. 

Quinto.  Que  en  el  procedimiento  observado  por  el  Juez  de  Paz  de 
la  i^  Sección  de  la  Capital,  al  imponer  la  multa  de  cuatro  mil  pesos 
de  la  antigua  moneda  de  Buenos  Aires,  según  se  instruye  en  la  copia 
agregada  á  foja  12,  no  habiéndose  observado  forma  alguna  de  juicio, 
no  habiendo  sido  citado  ni  oído  Escalada,  debe  tenerse  como  un  acto 
de  la  Municipalidad  á  cuya  requisición  se  procedió  sin  mas  trámite. 

Sexto,  Que  con  relación  á  los  perjuicios  cuya  indemnización  se 
reclama,'  no  procediendo  estos,  en  caso  de  existir,  de  un  contrato,  no 
pueden  tener  otro  orijen  que  los  actos  ejecutados  por  funcionarios 
de  la  Municipalidad  fuera  de  los  límites  de  su  mandato,  los  que  en 
ningún  caso  obligarían  á  la  Municipalidad,  según  los  principios  es- 
tablecidos por  los  artículos  36  y  43  del  Código  Civil  relativos  á  las 
personas  jurídicas. 

Sétimo,  Que  la  doctrina  consignada  en  las  disposiciones  anterio- 
res se  encuentra  esplici lamente  consignada  en  el  artículo  70  de  la 
Ley  Orgánica  de  1882,  con  aplicación  especial  á  los  actos  de  los  fun- 
cionarios municipales. 

Por  estos  fundamentos:  fallo,  declarando  que  don  Carlos  María  Es- 
calada ha  fundado  su  demanda  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital, 
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en  cuanto  á  lo  que  solicita,  le  sea  devuelta  la  multa  impuesta,  á  requi- 
sición de  aquella,  por  el  Juez  de  Paz  de  la*  1*  Sección,  por  venta  de 
billetes  de  la  Lotería  de  San  Luis  y  los  libros  secuestrados  por  la  Po- 
licía en  su  escritorio  y  á  que  le  sea  permitido  espender  libremente 
los  billetes  de  la  espresada  Lotería,  no  habiéndolo  hecho  en  cuanto 
solicita  de  la  misma,  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios;  y  en  su 
consecuencia,  condénase  á  la  Municipalidad  de  la  Capital  á  la  devo- 
lución á  don  Carlos  María  Escalada  del  valor  equivalente  en  moneda 
nacional,  á  cuatro  mil  pesos  de  la  antigua  moneda  de  Buenos  Aires, 
monto  de  la  espresada  multa,  la  de  los  libros  secuestrados,  debiendo 
en  adelante  abstenerse  de  impedir  el  libre  espendio  de  la  Lotería  de 
San  Luis,  sin  especial  condenación  en  costas;  quedando  libre  de  la 
demanda  contra  ella  en  cuanto  á  la  indemnización  de  perjuicios;  há- 
;^ase  saber,  notificándose  con  el  orif^inal,  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  ligar  riza. 


Fallo  (lo  la  Siipronia  (lorio 


Buenos  Aires,  Enero  23  de  188 1. 

Vistos  en  apelación  los  autos  seguidos  por  don  José  María  Esca- 
lada, empresario  de  la  Lotería  de  Beneficencia  de  San  Luis,  contra 
la  Municipalidad  de  la  Capital,  sobre  devolución  de  una  multa  é  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios: 
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Y  considerando:  Primero.  Que  si  bien  el  juego  de  Lotería  estaba 
prohibido  por  leyes  Provinciales  vigentes  antes  de  la  federalizacion 
de  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  él  ha  sido  permitido  implicitamente 
por  leyes  posteriores  sancionadas  por  el  Congreso;  pues  por  la  Ley 
Orgánica  de  la  Municipalidad,  del  primero  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  dos,  se  autorizó  la  lotería  de  Beneficencia  de  la 
Capital,  y  por  las  leyes  de  Patentes  del  mismo  año  y  de  los  subsi- 
guientes, se  estableció  un  impuesto  á  los  empresarios  y  espendedo- 
res  de  billetes,  ya  fuesen  estos  de  loterías  del  país  ó  estrange- 
ras. 

Segundo.  Que  después  de  estas  leyes,  la  Municipalidad  solo  ha  po^ 
dido  reglamentar  dicho  juego,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el 
artículo  dos  mil  sesenta  y  nueve  del  Código  Civil,  y  no  prohibirla  al>- 
solutamente,  como  lo  ha  hecho  por  el  artículo  diez  y  siete  del  re- 
glamento de  trece  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
dos. 

Tercero.  Que  la  multa  impuesta  á  Escalada  y  el  embargo  de  sus 
billetes  no  se  justifican  por  el  hecho  de  no  haber  aquel  comprobado 
su  carácter  de  empresario  de  la  lotería  de  San  Luis  con  la  ley  ó  de- 
creto gubernativo  de  concesión,  presentando  solamente  las  escritu- 
ras de  transferencia  hecha  por  el  concesionario  de  aquellas;  pues 
no  existe  ley  ni  ordenanza  alguna  municipal  que  exija  determinada 
clase  de  documentos  para  espender  billetes  en  calidad  de  empre- 
sario. 

Cuarto,  üue,  esto  no  obstante,  la  acción  de  daños  y  perjuicios 
deducida  por  Escalada,  no  es  procedente  en  el  presente  caso;  pues 
por  el  artículo  cuarenta  y  tres  del  Código  Civil  se  dispone  terminan- 
temente que  no  se  puede  ejercer  contra  las  personas  jurídicas  ac- 
ciones criminales  ó  civiles  por  indemnización  de  daños,  aunque  sus 
miembros  en  común  ó  sus  administradores  indebidamente  hul)iesen 
cometido  delitos  que  redunden  en  l)eneficio  de  ellos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  espuestos  por  el  Juezf? 
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quoy  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  seis,  sin  especial 
condenación  en  costas,  y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.   DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAISA  IV 


D.  Hemigio  Ritas  Encinas,  contra  D.  José  Salazar,  por  infracción 
de  los  artículos  4i)  y  46  de  la  ley  nacional  penal;  sobre  incompe- 
tencia. 


Sumario. — La  infracción  de  los  artículos  45  y  46  de  la  ley  penal 
nacional,  no  somete  á  sus  autores  á  la  jurisdicción  federal,  cuando 
resulta  que  no  han  sido  comisionados  nacionales,  sino  solo  agentes 
provinciales. 


Caso.  —  En  8  de  Mayo  de  1885,  se  presentó  al  Juzgado  I).  Remi- 
gio Rivas  Encinas,  esponiendo:  que  encontrándose  el  día  39  de 
Marzo  presidiendo  en  su  carácter  de  Juez  de  1*  Instancia,  la  asam- 
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blea  electoral  que  recibía  los  sufragios  para  la  elección  de  un  Dipu- 
tado á  la  Legislatura  Provincial,  se  presentó  el  capitán  de  la 
guarnición  nacional,  D.  José  Salazar,  y  sin  motivo  alguno,  asaltó 
violentamente  con  tropa  armada  el  recinto,  dispersó  al  pueblo  que 
sufragaba  tranquilamente,  y  arrancando  al  querellante  de  su  asiento 
de  Presidente,  lo  constituyó  en  prisión,  y  lo  remitió  custodiado  por 
dos  soldados  armados  á  uno  de  los  calabozos  de  la  cárcel  pública, 
donde  por  orden  del  mismo  capitán  fué  vejado  por  el  registro  vio- 
lento en  su  persona,  para  sustraerle  los  papeles  que  tenia  en  los 
bolsillos;  debiendo  mencionarse  como  una  circunstancia  agravante 
que  Salazar  daba  á  sus  soldados  en  voz  alta  la  orden  de  que  « lo 
mataran  á  la  primera  palabra  de  protesta  que  pronunciara». 

Agrega,  que  el  capitán  Salazar  se  encuentra  al  servicio  de  la  Na- 
ción y  manda  fuerzas  nacionales,  habiendo  hecho  uso  de  ellas  para 
cometer  los  hechos  deque  se  le  acusa,  sin  exhibir  ni  invocar  órde- 
nes de  su  superior  en  el  servicio  militar,  ni  de  otra  autoridad,  sino 
que,  al  contrario,  él  mismo  confesaba  proceder  de  propia  inspira- 
ción, al  espresarse  en  alta  voz  con  las  siguientes  palabras:  «  Aquí 
mando  yó». 

Sostuvo  que  el  hecho  de  su  prisión  constituye  un  delito  previsto 
y  penado  por  las  leyes,  de  abuso  de  fuerza  nacional,  en  violación  de 
las  garantías  que  acuerda  el  artículo  18  de  la  Constitución  y  los  ar- 
tículos 45  y  46  de  la  Ley  Penal  de  1863.  El  artículo  18  citado  pres- 
cribe que  nadie  puede  ser  arrestado  sino  en  virtud  de  orden  escrita 
de  autoridad  competente.  El  artículo  45  de  la  Ley  Penal  castiga 
con  pena  de  prisión  de  seis  á  diez  y  ocho  meses  ó  con  una  multa  de 
trescientos  á  ochocientos  pesos  ó  con  una  y  otra,  conjuntamente,  al 
que  no  siendo  autoridad  competente  librase  orden  de  prisión  ó 
arresto,  ó  aún  siéndolo,  omitiera  espedirla  por  escrito.  El  articulo 
46  de  la  misma  ley,  fija  la  pena  de  prisión  de  uno  á  seis  meses,  ó  de 
una  multa  de  cincuenta  á  trescientos  pesos  fuertes,  al  que  ejecute 
una  prisión  ó  arresto  sin  orden  escrita  de  su  superior. 
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Fallo  del  «luez  Federal 


Rioja,  Junio  6  de  1885. 

Autos  y  vista  la  demanda  interpuesta  por  D.  Remigio  Rívas  En- 
cinas, sohre  prisión  ilegal  ejecutada  por  el  capitán  de  Guardias  Na- 
cionales D.  José  Salazar,  de  la  que  resulta:  1^  que  el  Sr.  Rivas 
funda  su  querella  en  que,  estando  presidiendo  como  Juez  de  1^  Ins- 
tancia de  esta  ciudad  la  mesa  receptora  de  votos  para  un  Diputado 
á  la  Honorable  Cámara  de  Representantes  de  la  Provincia,  el  capitán 
de  Guardias  Nacionales  al  servicio  de  la  Nación,  en  el  cuerpo  de  li- 
nea que  guarnece  el  principal,  con  violación  del  articulo  18  de  la 
Constitución  Nacional  y  de  los  artículos  4o  y  46  de  la  Ley  Penal  de 
Justicia  Nacional,  lo  arrancó  con  fuerza  armada,  sin  causa  ni  mo- 
tivo é  invocando  su  propia  autoridad,  del  recinto  en  que  ejercía  su 
ministerio,  sometiéndolo  á  prisión  en  la  cárcel  pública,  en  el  cala- 
bozo de  los  criminales,  en  donde  lo  hizo  sufrir  groseros  vejámenes 
(Esposicion  de  fojas  1"  á  6*);  2°  que  pasada  en  vista  al  Sr.  Fiscal, 
éste  solícita  la  inhibición  del  Juzgado  para  conocer  en  Ja  causa,  fun- 
dado en  los  artículos  100  v  104  de  la  Constitución  Nacional  v  en  el 
tercero  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  de 
la  Nación.  (Esposiciones  de  fojas  7  á  H). 

Y  considerando:  1^  Que  es  un  principio  de  derecho  que  la  Consti- 
tución Nacional,  al  abolir  todo  fuero  personal  ha  derogado  los  pri- 
vilegios acordados  á  los  militares  por  las  Ordenanzas  del  Ejército, 
en  cuanto  á  los  delitos  comunes  cometidos  en  acto  de  servicio. 
{Fallo  de  la  Suprema  Corte,  causa  23,  tomo  5^  2*  serie). 

T.  XX  18 
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T  Que  el  delito  que  se  imputa  á  el  capitán  Salazar,  como  ejecu- 
tado en  acto  de  servicio,  siendo  por  su  naturaleza  común,  y  no 
estando  además  definido  y  penado  en  las  Ordenanzas  del  Ejército, 
corresponde  su  conocimiento  á  los  Tribunales  Nacionales  ó  provin- 
ciales, según  la  forma  y  circunstancias  que  hayan  concurrido  en  su 
perpetración. 

3^  Que  por  el  artículo  104  y  105  de  la  Constitución  Nacional  las 
provincias  conservan  todo  el  poder  no  delegado  al  Gobierno  Fede- 
ral, se  dan  sus  propias  instituciones  locales,  se  rigen  por  ellas,  eli- 
gen sus  Gobernadores,  sus  Legislaturas  y  demás  funcionarios  de 
provincia,  sin  intervención  del  Gobierno  Federal. 

í^  Que  según  resulta  de  la  esposicion  del  querellante,  el  asalto 
violento  con  fuerza  armada  ejecutado  por  el  capitán  Salazar  á  los 
comicios  electorales  de  la  capital,  para  la  elección  de  un  Diputado 
á  la  Legislatura,  apresando  al  Presidente  de  la  mesa,  que  por  la  ley 
electoral  ejercía  dicha  función  como  magistrado  (artículo  4°),  cons- 
tituye el  delito  común  de  rebelión  ó  sedición,  definido  y  penado  en 
el  título  1^  párrafos  1^  y  2^,  libro  ?*,  del  Proyecto  del  Código  Penal 
redactado  por  el  Dr.  Tejedor  y  adoptado  provisoriamente  como  Ley 
Penal  en  la  provincia. 

3^  Que  no  constando  por  las  publicaciones  oficiales  que  la  pro- 
vincia esté  intervenida  por  los  Poderes  Nacionales,  la  intervención 
de  la  fuerza  nacional  en  el  régimen  interno  de  ella,  es  un  atentado 
contra  sus  instituciones,  que  corresponde  á  sus  poderes  públicos 
reprimirlos  en  la  forma  y  con  los  medios  que  sus  leyes  estatuyen. 

6**  Que  además,  el  artículo  10  de  ley  de  la  provincia  de  21  de  Di- 
ciembre de  1877,  atribuve  al  Juez  del  Crimen  el  conocimiento  de  las 
causas  que  se  instruyan  álos  Jefes,  Comandantes  ú  oficiales  de  lí- 
nea que  atentaren  de  cualqnier  manera  contra  la  libertad  electoral 
(articulo  8^). 

7°  Que  en  el  presente  caso,  aún  suponiendo  que  hubiera  sido  pro- 
cadente  el  recurso  de  Habeas  Corpus,  para  el  efecto  de  conocer  y 
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juzgar  el;  delito  de  prisión  ¡legal  que  se  imputa  al  acusado  Salazar, 
dadas  las  circunslancias  que  han  concurrido  en  la  perpetración  del 
hecho,  según  las  constancias  de  autos,  debe  reputarse  dicha  prisión 
como  un  incidente  de  la  causa  principal;  por  cnanto  no  podría  ésta 
dividirse  en  su  continencia  sin  graves  peliirrosde  resoluciones  con- 
tradictorias. 

8**  Que  la  violación  del  derecho  de  seguridad  personal  acordado 
por  el  articulo  18  de  la  Constitución  á  los  habitantes  de  la  Repú- 
blica, no  basta  para  someter  el  conocimiento  de  cada  caso  á  la  Jus- 
ticia Federal,  porque  siendo  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  fede- 
rales restrictiva  en  materia  criminal,  está  limitada  á  los  casos  espre- 
sámente  determinados  en  el  artículo  3^  de  la  Ley  de  Jurisdicción  de 
los  Tribunales. 

9°  Que  además,  el  querellante,  lejos  de  comprobar  la  procedencia 
del  recurso  de  Habeos  Corpus,  que  podría  haber  servido  de  funda- 
mento á  la  querella  criminal  que  ha  intentado,  por  prisión  ilegal, 
ha  demostrado  con  su  esposicion  de  foja  1  á  6,  que  ella  se  efectuó 
como  una  consecuencia  del  asalto  á  mano  armada  que  se  llevaba  al 
comicio  electoral  por  el  acusado,  y  que,  por  lo  mismo,  corresponde 
su  conocimiento  á  los  Tribunales  de  provincia,  como  un  incidente  ó 
circunstancia  agravante  de  la  causa  principal.  Por  estos  funda- 
mentos, se  declara  que  este  Juzgado  carece  de  jurisdicción  y  es  in- 
competente para  entender  en  esta  causa.  En  su  consecuencia,  ocurra 
esta  parte  donde  corresponda.  Repónganse  los  sellos  y  notifíquese 
con  el  original. 

Mardoqiieo  Molina, 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

La  sentencia  del  Juzgado  de  Sección  abunda  en  fundamentos  que 
colocan  su  incompetencia  fuera  de  cuestión. 

Los  hechos  culpables  de  que  se  hace  car^o  al  capitán  Salazar,  el 
asalto  violento  á  la  mesa  formada  para  las  elecciones  provinciales, 
prisión  del  cijidadano  que  la  presidia,  constituyen  delitos  comunes, 
cuyo  juzgamiento  corresponde  á  los  jueces  naturales  del  lugar  en 
que  se  han  cometido.  Abolido  el  fuero  personal,  oportunamente  ob- 
serva el  Sr.  Juez  de  Sección,  poco  importa  el  carácter  del  acusado. 
Pido  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 

La  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer,  pidió  informe  al  Poder 
Ejecutivo  sobre  si  el  capitán  Salazar  era  oficial  del  ejército  de  línea, 
y  si  en  Marzo  de  188o  desempeñaba  alguna  comisión  al  mando  de 
fuerzas  de  línea  en  la  ciudad  de  la  Rioja. 


LNFORME  DEL  MINISTERIO  DE  LA  GUERRA 


Buenos  Aires,  Noviembre  23  de  1885. 

Al  Exmo.  Señor  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Federal. 

Tengo  el  honor  de  comunicar  á  V.  E.  que  lo  informado  por  el  Es- 
tado Mayor  General  del  Ejército,  con  referencia  al  Capitán  José  Sa- 
lazar, resulta  que  este  oficial  no  pertenece  al  ejército  de  línea,  ni  ha 
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ejercido  comisión  nacional  alguna  en  la  Rioja;  y  que  estando  al  ser- 
vicio de  aquella  provincia  recibió  por  orden  del  Sr.  Gobernador  la 
fuerza  que  éste  pidió  á  la  oficina  de  Enganche,  para  guardar  el  orden 
el  dia  23  de  Marzo;  siendo  este  mismo  oficial  quien  devolvió  des- 
pués esa  fuerza  al  cuartel. 

Dejando  así  contestada  la  nota  de  Y.  E.  por  la  que  pedía  estos  da- 
tos, me  es  safisfactorio  saludarle  con  mi  consideración  distinguida. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

C.  Pellegríni, 


Fallo  4le  la  Suprema  Corte 


Buenos  Airea,  Enero  23  de  188S. 

Vistos  y  considerando:  qué  del  informe  de  foja  treinta  y  dos  del 
Ministerio  de  la  Guerra  resulta  que  el  acusado  José  Salazar  no  per- 
tenece al  ejército  de  linea,  ni  ha  desempeñado  comisión  alguna  na- 
cional en  la  Rioja,  sino  que  era  agente  del  Gobierno  de  aquella  Pro- 
vincia cuando  cometió  el  delito  que  se  le  imputa. 

Que  los  hechos  por  los  cuales  se  le  acusa  son  un  alentado  contra 
las  leyes  de  la  misma  provincia,  y  corresponde,  por  lo  tanto,  á  sus 
autoridades  el  juicio  y  castigo  del  culpable,  en  virtud  de  las  facul- 
tades que  la  Constitución  acuerda  á  las  Provincias  para  el  ejercicio 
de  sus  instituciones. 

Y  que  si  bien  compete  á  los  Tribunales  de  la  Nación  el  conoci- 
miento de  las  causas  por  crímenes  cometidos  en  el  territorio  de  las 
provincias,  en  violación  de  las  leyes  nacionales,  y  el  acusador  sos- 
tiene que  dicho  Salazar  ha  infringido  los  artículos  cuarenta  y  cinco 
y  cuarenta  y  seis  de  la  ley  penal  nacional,  estas  disposiciones  se  re- 
fieren á  autoridades  ó  ajentes  nacionales,  según  la  Corte  lo  ha  de- 
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clarado  en  casos  análogos,  especialmente  en  la  causa  doce,  tomo 
sétimo,  seji^unda  serie,  página  sesenta  y  cuatro,  de  sus  fallos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  déla  sentencia  apelada, 
de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  confir- 
mase dicha  sentencia;  y  previa  reposición  de  sellos,  devuélvanse. 

J.  DOMINGUEZ.  —  ULADISLAO  FKIAS. 
—  FEDERICO  IBARGÍ  REN. 


t:AU$$A   V 


D.  Amaranto  Acerey  y  otros,  en  recurso  de  hecho  contra  los  procedi- 
mientos del  Juez  de  Sección  de  la  Capital;  sobre  tachas  en  las  ins- 
cripciones electorales. 


Sumario,  —  El  fallo  del  Juez  de  Sección  sobre  inscripción  ó  exclu- 
sión indebida,  es  inapelable. 

Caso.  —  D.  Amaranto  Acevey  y  otros,  presentaron  á  la  Suprema 
Corte  el  siguiente  recurso  de  queja: 
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Buenos  Aires,  Enero  lí)  de  1876. 

Excelentisima  Suprema  Corte  de  Justicia  : 

Los  ciudadanos  que  suscriben,  vecinos  de  la  Parroquia  de  San 
Juan  Evangelista,  ante  V.  E.  respetuosamente  esponemos: 

Que,  citados  ante  el  Juez  Federal  Dr.  Tedin  con  omisión  de  la 
forma  de  citación  establecida  en  el  articulo  62  de  la  ley  federal  de 
Procedimientos,  pues  constando  nuestro  domicilio  en  el  Padrón 
Electoral,  que  fué  remitido  á  ese  Juzgado,  no  podia  hacerse  aquella 
como  si  se  tratara  de  personas  cuya  residencia  se  ignora  ó  fueran 
ellas  inciertas,  comparecimos,  sin  embargo,  el  16  del  presente  mes, 
para  hacer  acto  de  obediencia  y  poder  deducir  los  recursos  que  la 
ley  nos  acordaba. 

Una  vez  presentes  en  el  salón  del  Juzgado,  espusimos  por  medio 
de  nuestros  abogados  los  doctores  don  Juan  A.  García,  don  Víctor 
M.  Molina,  D.  Alfonso  Durao,  D.  Jesús  M.  del  Campo,  D.  Carlos  Ba- 
savilbaso,  D.Nicolás  Casaríno,  etc.,  etc.;  que  considerábamos  incom- 
petente al  Juez  de  Sección  que  violando  las  disposiciones  espresas 
del  artículo  9  de  la  ley  electoral  se  avocaba  originariamente  el  co- 
nocimiento de  una  causa,  de  que  solo  debía  conocer  en  apelación, 
puesto  que  no  habíamos  sido  tachados  ante  la  Junta,  cuyas  solicitu- 
des confirmábamos. 

El  Juez  no  solo  se  negó  á  tomar  nota  de  esta  excepción  elemental, 
procediendo  como  si  fuese  competente,  sino  que  coartó  el  derecho 
de  defensa,  imponiendo  silencio  á  nuestros  abogados  y  ordenando 
su  arresto  porque  protestaban  contra  este  arbitrario  proceder. 

Apelamos  verbalmente  y  no  hizo  tampoco  lugar  á  este  recurso. 
En  su  mérito,  ocurrimos  á  V.  E.  de  hecho,  amparándonos  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  6°  y  17  de  la  ley  sobre. jurisdicción  y  compe- 
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tencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  interponiendo  el  recurso  de 
apelación  sobre  la  incompetencia  del  Juez  de  Sección  y  pedimos 
á  V.  E.  que  admitido  dicho  recurso  se  sirva  pedir  en  el  dia  informe 
al  Juez  inferior,  ordenándole  suspenda  todo  procedimiento  a4  ul- 
teriore. 

Será  justicia. 

Otrosí  decimos:  Que  solicitamos  con  el  mayor  respeto  la  escusa- 
cion  del  Excelentísimo  miembro  de  esta  Corte,  Sr.  Dr.  D.  Benjamín 
Gorostiaga,  por  el  interés  moral  que  como  uno  de  los  candidatos 
á  la  futura  Presidencia  tiene  en  la  decisión  de  este  litigio,  en  el  que 
se  va  á  ventilar  una  cuestión  electoral  de  trascendencia,  la  que 
puede  privar  el  voto  á  varios  millares  de  ciudadanos  afiliados  á  un 
partido  antagónico  á  aquel  que  lo  reconoce  como  uno  de  sus  jefes. 

Será  también  justicia,  etc. 


Al'TO  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Buenos  Aires,  Enero  21  de  1886. 

Informe  el  Juez  de  la  causa,  y  constituyan  los  firmantes  de  este 
escrito  domicilio  legal  en  el  acto  de  la  notificación. 

Frías. 


INFORME  DEL  JUEZ  FEDERAL 

Buenos  Aires,  Enero  25  de  188i^. 

Excelentísimo  Señor. 

Con  fecha  treinta  y  uno  de  Diciembre  ppdo.  se  presentaron  ante 
este  Juzgado  don  Esteban  Costa  y  otros  vecinos  de  la  Parroquia  de 
San  Juan  Evangelista,  manifestando  que  habiéndose  negado  la  Junta 
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Calificadora  de  dicha  parroquia  á  escucharlos  sobre  un  pliego  de 
tachas  que  presentaron  ante  ella  é  impedirles  la  entrada  al  recinto 
de  ella,  ocurrían  á  este  Juzgado  para  que  en  vista  déla  negativa  de 
la  Janta  avocase  el  conocimiento  de  la  causa,  procediendo  á  la  cita- 
ción de  los  tachados.  El  Juzgado  proveyó  lo  siguiente: 


Buenos  Aires,  Diciembre  81  de  188c 

Por  presentado;  informe  la  Junta  Calificadora  dentro  de  veinti- 
cuatro horas  bajo  apercibimiento,  librándose  sin  mas  trámite  oficio 
por  intermedio  de  la  Policía. 

Tedin. 


La  Junta  Calificadora  espidió  el  informe  siguiente: 


Señor  Juez  Federal : 

El  que  suscribe,  Juez  de  Paz  de  la  Parroquia  de  San  Juan  Evan- 
gelista y  el  Presidente  de  la  Junta  de  reclamos  de  la  misma,  hace 
presente  á  V.  S.  que  se  me  ha  entregado  un  oficio  en  mi  carácter  de 
Presidente  de  ella,  pero  como  han  caducado  ya  las  funciones  de  di- 
cha Junta,  según  el  artículo  doce  de  la  ley  electoral  y  por  consi- 
guiente, no  se  reúne  mas,  no  puede  evacuar  ese  informe  porque  no 
represento  la  Junta,  que  es  quien  está  llamada  por  la  ley  á  darla; 
como  Juez  de  Paz  debo  decir  á  V.  S.  que  en  los  diarios  Siid-Amé- 
rica  y  Liberal  se  han  publicado  avisos  durante  los  treinta  dias  y 
desde  que  se  cerró  el  Rejistro  Cívico,  designando  el  local,  dia  y  hora 
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en  que  funcionaba  la  Junta  y  ante  ésta  puedo  asegurar  á  V.  S.  que 
no  se  han  presentado  las  personas  que  se  espresan  en  el  oficio  ni. 
han  presentado  tachas  de  ningún  género  durante  el  término  fijado 
por  la  ley.  La  Junta  ha  funcionado  con  toda  regularidad,  asi  es  que 
los  que  han  recurrido  ante  V.  S.  han  tenido  tiempo  suficientemente 
hábil  para  interponer  ante  aquella  el  juicio  de  tachas,  en  vez  de 
ocurrir  ante  V.  S.  pretendiendo  que  avoque  un  juicio  para  el  cual 
carece  de  jurisdicción,  desde  que  no  ha  habido  juicio  ni  sentencia 
en  primera  instancia,  único  caso  en  que  V.  S.  está  llamado  á  enten- 
der en  apelación,  de  acuerdo  con  el  artículo  9  de  la  ley  electoral. 

Insisto  en  manifestar  á  V.  S.  qne  es  una  invención,  una  estrata- 
gema la  queja  que  motiva  la  reclamación,  puesto  que  uno  de  los 
mismos  recurrentes  el  Sr.  L).  Emilio  R.  Calandra,  miembro  de  la  Junta, 
ha  firmado  de  perfecta  conformidad  el  padrón  definitivo  que  se  ha 
remitido  á  V.  S.,  pues  si  hubiera  habido  algún  reclamo  de  parte  del 
partido  Rechista  que  representa  habría  protestado  haciendo  consta- 
tar la  negativa  de  la  Junta  ó  se  hubiera  negado  á  firmar,  y  desde 
que  nada  ha  hecho  es  prueba  evidente  de  que  los  señores  reclaman- 
tes no  han  ocurrido  ante  la  Junta,  única  habilitada  por  la  ley  para 
conocer  en  el  juicio  de  tachas. 

En  vista  de  este  informe  y  de  una  nota  de  don  Emilio  R.  Calan- 
dra, en  la  que  manifiesta  lo  siguiente:  Habiéndose  presentado  los 
ciudadanos  don  Esteban  Costa  y  don  Juan  Utrera  con  nn  pliego  de 
lachas,  este  fué  presentado  al  Juez  de  Paz  por  intermedio  del  orde- 
nanza del  Juzgado,  pues  por  orden  de  aquel  no  se  permitía  la  en- 
trada al  recinto  de  persona  qne  no  estuviera  vinculada  al  partido 
Juarista.  La  mayoría  de  la  Junta,  alegando  hallarse  ocupada,  lo  que 
no  era  cierto,  resolvió  devolver  los  pliegos  á  pesar  de  mis  protestas 
y  de  demostrar  que  nos  encontrábamos  reunidos  para  ello.  A  pesar 
de  haber  esperado  hasta  las  tres  de  la  tarde,  los  señores  Costa  y 
Utrera,  no  lograron  ser  oídos.  El  resultado  fué,  pues,  que  ese  día  no 
se  recibieron  tachas.  El  Juzgado  dictó  la  siguiente  resolución: 
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Buenos  Aires,  Enero  H  de  18»S*í. 


Resultando  del  precedente  informe:  1*^  Que  la  Junta  Calificadora 
de  la  Parroquia  de  San  Juan  Evangelista  se  considera  disuelta  como 
juri  de  tachas  desde  que  espiraron  los  treinta  dias  á  contar  desde 
el  dia  siguiente  á  la  clausura  de  la  inscripción,  negándose  por  lo 
tanto  á  conocer  en  los  reclamos  deducidos  por  inscripción  indebi- 
da. 2^  Que  entretanto,  es  de  pública  notoriedad  y  lo  afirma  además 
el  vocal  de  la  misma  Junta  don  Emilio  R.  Calandra,  en  el  escrito  de 
foja...,  que  el  registro  de  esa  Parroquia  fué  publicado  recien  el  dia 
2o  de  Diciembre;  desde  cuya  fecha  deben  contarse  los  treinta  dias 
para  las  tachas,  atento  lo  que  prescribe  el  artículo  li  y  en  general, 
el  espíritu  de  la  ley  electoral,  desde  que  dicha  publicación  se  hace 
con  el  objeto  de  que  los  ciudadanos  estén  habilitados  para  practicar 
sus  reclamos  por  inscripción  ó  exclusión  indebida,  de  cuyo  derecho 
serian  privados  si  se  hubiere  de  aceptar  la  torcida  interpretación 
que  le  da  el  Juez  de  Paz  informante,  habiendo  además  resoluciones 
del  P.  E.  en  el  sentido  indicado.  Que  este  proceder  de  la  Junta  im- 
porta  confirmar  las  inscripciones  tachadas  de  falsas  ó  fraudulentas, 
lo  que  se  corrobora  por  el  hecho  de  haber  remitido  ya  á  este  Juz- 
gado las  copias  del  registro  á  que  se  refiere  el  articulo  13  de  la  ley 
electoral,  quedando  por  consiguiente  los  ciudadanos  habilitados 
para  interponer  el  recurso  de  apelación  ante  este  Juzgado,  pues  no 
puede  admitirse  que  por  medio  de  una  rebeldía  intencional  se  prive 
á  los  ciudadanos  de  un  derecho  que  la  ley  les  reconoce  espresamen- 
te  y  que  es  ejercitado  dentro  de  los  términos  que  la  ley  señala.  Que 
el  Juzgado  está  en  el  deber  de  adoptar  medidas  enérgicas  para  con- 
tener el  abuso  escandaloso  de  aquellas  Juntas  que,  alzándose  contra 
los  preceptos  de  la  ley,  tratan  de  obstruir  la  función  electoral  en  la 
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amplitud  y  libertad  con  que  cada  ciudadano  tiene  el  derecho  de 
ejercerla.  Por  esto,  el  Juzgado  resuelve  que  se  cite  por  edictos  en 
dos  diarios  á  los  tachantes  y  tachados  á  que  se  refiere  el  presente 
reclamo,  para  la  audiencia  de  dia  16  del  corriente  á  las  doce,  bajo 
apercibimiento  á  los  inasistentes  de  ser  juzgados  en  rebeldía. 

Tedin. 


El  dia  para  que  estaban  citados  los  tachados  se  recibió  una  nota 
en  el  Juzgado,  de  la  Junta  Calificadora,  apoyando  una  petición  pre- 
sentada ante  ella  por  varios  individuos,  promoviendo  contienda  de 
competencia  y  haciendo  suya  dicha  cuestión,  lo  que  motivó  la  si- 
guiente resolución: 


Buenoí*  Aires,  Enero  H5  de  188^5. 

No  siendo  procedente  la  contienda  de  competencia  en  ningún  sis- 
tema de  procedimientos  bien  organizado  entre  el  inferior  y  el  supe- 
rior que  conoce  en  definitiva,  siendo  menos  admisible  aun  que  la 
Junta  Calificadora,  que  en  el  caso  ocurrente  procede  como  Tribunal 
Inferior,  se  permita  juzgar  los  procedimientos  de  aquel,  contéstesele 
que  se  abstenga  de  dar  curso  y  apoyar  peticiones  de  la  naturaleza 
de  las  que  ha  remitido  á  este  Juzgado,  bajo  apercibimiento. 

Tedin. 


Celebrado  el  juicio  verbal  con  las  personas  que  asistieron  á  la  au- 
diencia, se  pronunció  la  siguiente  sentencia: 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  269 


Buenos  Aires,  Enero  16  de  1886. 


Autos  y  vistos:  Considerando,  1^  Que  de  los  individuos  citados  en 
los  edictos  que  corren  en  los  diarios  acompañados,  han  compareci- 
do á  la  audiencia  en  el  dia  y  hora  señalados,  los  señores  D.  Nican- 
dro Pauletti,  f).  Juan  Silva,  D.  Maximino  Renden,  D.  Juan  Jacubone, 
D.  Eduardo  Velez,  D.  Juan  Sicardo,  D.  Domingo  Buccio,  D.  Antonio 
Ghigliasa,  D.  Pedro  Alvarez,  D.  Bartolomé  Degrossa,  D.  Jerónimo 
de  Ferrán,  D.  Jerónimo  Faccio,  D.  Juan  Morel,  Dr.  Nicolás  Casarino, 
D.  L.  J.  Morel,  D.  Salvador  Filiberti,  D.  Fermín  Iglesias,  D.  Luis 
Méndez,  D.  Manuel  José  Baez,  habiéndose  retirado  todas  las  demás 
personas  citadas,  previa  declaración  del  letrado  que  se  presentó 
patrocinándoles,  Dr.  D.  Carlos  Basavilbaso,  de  haber  él  mismo  or- 
denádoles  que  se  retiren  por  desconocer  la  jurisdicción  de  este  Juz- 
gado; 

^  Que  respecto  de  los  que  no  han  comparecido  al  juicio  ó  que  se 
han  retirado  de  él  antes  de  que  el  Juzgado  los  hubiere  llamado  ó 
hubiese  determinado  lo  conveniente  para  su  prosecución  en  nueva 
audiencia,  se  hallan  en  el  caso  de  ser  sentenciados  en  rebeldía,  se- 
gún se  dispuso  en  los  edictos  de  citación.  Que  el  principio  que  rige 
en  el  procedimiento  nacional  es  que  el  demandado  en  un  juicio  debe 
contestar  confesando  ó  negando  los  hechos  establecidos  en  la  de- 
manda, pudiendo  su  silencio  estimarse  como  un  reconocimiento  de 
la  verdad  de  ellos; 

3^  Que  con  mas  razón,  debe  considerarse  conao  una  confesión  de 
los  hechos  la  no  comparencia  al  juicio,  pues  esto  constituye  una  ver- 
dadera rebeldía,  que  autoriza  á  fallar  el  caso  sin  mas  pruebas,  se- 
gún lo  dispone  el  artículo  185  de  la  ley  nacional  de  enjuiciamiento, 
siendo  de  mas  estricta  aplicación  este  principio  cuando  se  trata  de 
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juicios  breves  y  sumarios/ Que  para  comprobar,  en  general,  el  frau- 
de llevado  á  cabo  en  la  inscripción  efectuada  en  la  Parroquia  de 
San  Juan  Evaní^elista,  en  la  cual  aparecen  1756  ciudadanos  argen- 
tinos en  aptitud  legal  para  ejercer  el  sufra-^n'o,  basta  mencionar  que 
el  prolijo  padrón  oficial  levantado  por  la  Policía,  solo  presenta  en 
la  sección  20,  dentro  de  la  cual  está  comprendida  dicba  Parroquia, 
setecientos  veinte  y  tres  ciudadanos  argentinos  de  la  edad  de  doce 
años  para  arriba  á  la  época  en  que  se  formó  en  el  año  1881,  que  es- 
tarían actualmente  en  aptitud  de  ejercer  el  sufragio; 

4^  Oue  resulta  ademas  en  la  Parroquia  de  San  Juan  Evangelista, 
que  según  es  de  pública  noLoriodad  es  una  de  las  menos  pobladas 
del  Municipio  por  las  condiciones  de  su  suelo,  que  lo  constituyen 
bañados  y  terrenos  anegadizos  donde  predomina  notablemente  el 
elemento  estrangero,  en  ochenta  manzanas  pobladas  algunas  de 
ellas  con  solo  algunas  casillas  de  madera  aparecen  inscriptos  mil 
setecientos  cincuenta  y  seis  ciudadanos,  mientras  que  en  la  Parro- 
quia de  la  Concepción  con  ciento  treinta  manzanas  densamente  po- 
bladas, predominando  en  ellas,  como  también  es  de  pública  notorie- 
dad, la  población  nacional,  solo  tiene  mil  trescientos  inscriptos; 

5*^  Que  el  Juzgado  no  puede  dejar  de  hacer  constar  que  muchos 
de  los  ciudadanos  citados  que  persistieron  en  su  propósito  de  per- 
manecer en  la  audiencia  hasta  que  fueran  llamados,  han  consegui- 
do levantar  fácilmente  sus  tachas  presentando  los  documentos  y 
testimonios  conducentes  al  efecto,  loque  induce  á  suponer  que  aque- 
llos que  han  desertado  del  juciio  no  tenían  medio  alguno  de  compro- 
bar la  legalidad  de  su  inscripción; 

6**  Que  tratándose  de  actos  que  se  refieren  á  la  calidad  del  indi- 
viduo, como  al  estado  civil,  por  ejemplo,  la  prueba  no  incumbe  al 
que  la  niega,  según  lo  enseñan  todos  los  prácticos,  sino  al  que  pre- 
tende fundar  su  derecho  en  ella,  por  cuyo  motivo  no  es  necesaria 
la  presentación  de  pruebas  contra  el  tachado  que  ha  incurrido  en 
rebeldía  de  concurrir  á  defenderse  al  juicio;  :' 
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Por  estas  consideraciones  y  teniendo  presente,  en  cuanto  á  la  de- 
clinatoria de  jurisdicción  y  la  recusación,  que  la  primera  ya  ha  sido 
resuelta  negativamente  en  este  mismo  juicio,  y  que  la  secunda  no 
está  fundada  en  ninguna  de  las  causales  que  enumera  el  artículo  43 
de  la  ley  nacional  de  enjuiciamiento,  por  cuyo  motivo  es  improce- 
dente, el  Juzgado  resuelve  no  hacer  lugar  á  la  tacha  deducida  con- 
tra 1).  Maximino  Rendon,  I).  Juan  Yacubone,  D.  Eduardo  Velez, 
D.  Juan  Sicardo,  D.  Domingo  Buccio,  D.  Antonio  Ghigliasa,  I).  Pedro 
Alvarezo,  D.  Bartolomé  Degrosa,  D.  Jerónimo  Deferrari,  í).  Jerónimo 
Fació,  D.  Juan  Morel,  Dr.  D.  Nicolás  Casarino,  D.  José  Morel,  D.  Sal- 
vador Filiberti,  1).  Fermin  Iglesias  y  D.  Luis  Méndez,  declarando  que 
estos  están  bien  inscriptos  y  admite  la  tacha  contra  todos  los  demás 
individuos  que  figuran  en  el  edicto  acompañado,  debiendo  en  con- 
secuencia ser  borrados  del  rejistro  cívico  de  la  Parroquia  de  San 
Juan  Evangelista,  á  cuyo  efecto  se  comunicará  por  oficio  á  la  Junta 
Calificadora,  con  remisión  del  edicto. 

Virgilio  Tedin. 


Con  fecha  veintiuno  de  Enero  se  presentaron  varios  ciudadanos 
vecinos  de  San  Juan  Evangelista  interponiendo  el  recurso  de  apela- 
ción contra  la  sentencia  que  los  mandó  borrar  del  Rejistro  Cívico  y 
que  desechó  la  declinatoria  de  jurisdicción,  proveyondo  el  Juzgado 
lo  siguiente; 


Buenos  Aires,  Enero  21  de  1880. 

En  vista  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  diez  de  la  Ley  de  Eleccio- 
nes Nacionales,  no  há  lugar  y  agregúese  sin  más  trámite. 

Tedin, 
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Como  son  numerosos  los  reclamos  de  igukl  naturaleza  al  presente 
que  se  han  traído  á  este  Juzgado,  se  han  ampliado  ó  variado  las 
consideraciones  que  ha  tenido  presente  para  establecer  su  jurisdic- 
ción para  conocer  de  ellos,  pudiendo  citarse  entre  otros  los 
siguientes: 

Que  el  alzamiento  de  la  Junta  Calificadora  contra  los  preceptos  de 
la  ley  para  impedir  la  acción  de  la  Justicia  Nacional  encargada  en 
último  resorte  de  purificar  los  Rejistros  de  los  fraudes  cometidos, 
declarándose  disueltos  y  negándose  á  oir  á  los  ciudadanos  en  los 
reclamos  deducidos  por  inclusión  ó  exclusión  indebida,  como  si  ellas 
mismas  fuesen  cómplices  en  el  fraude,  implica  una  confirmación  de 
la  clasificación,  pues  el  resultado  inmediato  de  ese  proceder  es  que 
los  individuos  tachados  figuran  en  el  registro  que  sirve  de  base  al 
acto  electoral.  Que  la  falta  de  cumplimiento  por  parte  de  las  Juntas 
á  sus  deberes,  las  constituiría  en  jueces  únicos  y  absolutos  de  la 
inscripción.  Que  no  es  posible  admitir  que  el  silencio  de  la  ley  en 
tales  casos  deba  de  paralizar  la  acción  de  los  tribunales  nacionales 
á  quienes  ella  ha  confiado  tan  delicada  misión,  cuando  sus  preceptos 
y  su  espíritu  bien  claramente  demuestra  al  hacer  inapelable  en  esta 
materia  las  resoluciones  de  los  jueces  de  Sección,  que  se  hallan  in- 
vestidos de  todas  las  facultades  necesarias  para  hacer  cumplir  sus 
mandatos  prescindiendo  de  sutilezas  ó  artimañas  que  puedan  poner 
en  juego  los  partidos  políticos  para  impedir  que  se  establezca  la  ver- 
dad del  sufragio  á  cuyo  objeto  se  encaminan  sus  disposiciones.  Cre- 
yendo inútil  citar  otras  consideraciones  dejo  así  cumplido  el  man- 
dato de  V.  E.  sobre  el  informe  ordenado. 

Virgilio  M,  Tedin. 
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Fallo  do  la  Siiproiiia  (lorio  (') 


Bu«nos  Aires.  Enero  25  de  188<>. 

Vistos  en  el  acuerdo:  Por  lo  que  resulta  del  informe  que  antecede, 
y  disponiéndose  por  el  artículo  diez  de  la  ley  Nacional  de  Eleccio- 
nes, que  el  fallo  del  Juez  de  Sección  en  los  reclamos  sobre  inscrip- 
ción ó  exclusión  indebidas,  es  inapelable,  se  declara  bien  denegado 
el  recurso  interpuesto  para  ante  esta  Corte;  y  remítanse  estas  actua- 
ciones al  Juez  de  Sección  para  que  las  a^rregue  á  sus  antecedentes. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ILAÜISLAO  FRÍAS. 
—FEDERICO   IBARGÚREN. 


(1)  I^ual  resolución  recayó  en  recursos*  de  hecho  interpuestos  por  ve- 
cino» inscriptos  en  las  parroquias  de  Monserrat  y  de  la  Catedral  al  Sud, 
tachados  por  inscripción  indebida. 


T.   XX  ^^ 
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CAl'SA  VI 


Kl  Dr.  D.  Eleodoro  Lobos,  contra  la  Junta  calificadora  del  Departa- 
mento de  Belgrano,  en  la  Provincia  de  San  Luis;  sobre  nulidad  de 
la  inscripción  é  infracción  de  la  ley  de  elecciones. 


Sumario. — 1^  La  instalación  dé  la  Junta  calificadora  en  el  lugar 
designado  por  el  Poder  Ejecutivo,  consultando  la  comodidad  de  los 
ciudadanos,  es  arreglada  á  la  ley  de  elecciones. 

2°  No  probados  los  hechos  en  que  se  funda  la  acusación  por  in- 
fracción de  la  ley  de  elecciones,  aquella  debe  ser  rechazada  con 

costas. 
3*^  El  fallo  del  Juez  de  Sección  en  los  reclamos  sobre  inscripción 

ó  esclusion  indebidas,  es  inapelable. 


Caso.—Eñ  7  de  Octubre  de  1885,  se  presentó  ante  el  Juez  Federal 
el  Dr.  D.  Eleodoro  Lobos  acompañando  dos  boletas  de  inscripción 
del  Departamento  Belgrano,  acusando  á  los  miembros  de  la  Junta 
calificadora  D.  Pedro  Fernandez  y  D.  Timoteo  Astudilla  y  al  Juez  de 
Alzada  del  partido  de  Negoli  D.  Victoriano  Astudillo,  que  la  había 
presidido,  por  infracción  á  la  ley  de  elecciones.  Dijo: 
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Que  la  junta  había  debido  instalarse  en  la  capital  del  departa- 
mento Belí^^ano,  que  es  Nogoli. 

Que  sin  erabar^ío,  se  liabia  instalado  en  el  paraje  denominado  J/a- 
nantiales,  como  resultaba  de  las  boletas  adjuntas,  que  no  pertenece 
al  partido  de  Nogoli  sino  al  de  Soeoscorá. 

Que  si  se  pretendía  no  haberse  podido  instalar  en  Noj^^olí  porque 
no  hay  parroquia,  debió  entonces  reunirse  en  el  asiento  del  Juz- 
¿^ado  de  Alzada  que  es  el  Divisadero  donde  reside  el  Juez  Astudillo. 

Que  habiendo  sido  hecha  la  inscripción  el  4  de  Octubre  en  Ma- 
nantiale$,  se  había  infringido  la  ley  de  elecciones  y  se  había  hecho 
una  inscripción  nula. 

Pidió  se  declarara  nula  la  citada  inscripción  y  se  condenara  á  los 
acusados  a|  máximum  de  la  multa  que  impone  la  ley. 


Fallo  (lol  Jiioz  Fodoi'al 


iSan  Luis,  20  de  Octubre  de  1885. 

Y  vistos:  la  denuncia  formulada  por  el  Dr.  D.  Eleodoro  Lobos 
contra  la  Junta  calificadora  del  departamento  Belgrano,  por  infrac- 
ción de  la  Ley  Nacional  de  Elecciones  de  16  de  Octubre  de  1877,  lo 
que  resulta  de  autos,  con  lo  demás  deducido  y  alegado  por  las  par- 
tes en  el  juicio  verbal  decretado,  y  considerando:  i^  Que  la  acusa- 
ción no  ha  señalado  acto  alguno  de  la  Junta  Calificadora  que  im- 
porte un  falseamiento  de  la  Ley  de  Elecciones,  en  cuanto  á  fraudes, 
imposiciones  ó  violencias  de  que  ella  se  hubiese  servido  para  impe- 
dir ó  coartar  á  los  ciudadanos  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
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líticos  en  la  inscripción  deque  e  trata,  concretándola  por  el  con- 
trario, á  los  términos  de  la  denuncia  y  ampliación  de  la  misma,  de 
fojas  3  y  8  del  espediente,  esto  es,  á  que  la  Junta  inscriptora  del  de- 
partamento Bel^Tano  no  se  ha  instalado  en  el  local  designado  por  e! 
artículo  4°  de  dicha  ley;  y  á  ({ue  ha  sido  ella  presidida  por  una  auto- 
ridad estraña  é  incompetente. 

2"  Que  ha  habido  libertad  para  inscribirse  en  el  Registro  Cívico 
de  la  citada  sección  electoral  y  legalidad  en  el  acto,  como  asi  justi- 
fica lo  primero  el  silencio  guardado  al  respecto  por  el  denunciante, 
y  reconocen  lo  segundo  los  mismos  interesados,  por  el  hecho  de  ha- 
ber concurrido  á  solicitar  y  obtener  sus  boletas  respectivas,  que 
corren  en  autos,  según  con  razón  lo  ha  observado  el  representante 
de  los  imputados  en  el  juicio  verbal  del  día  23.  No  se  ha  entablado 
tampoco  por  los  ciudadanos  inscriptos  protesta  ni  reclamo  de  nin- 
gún género  ante  la  Junta  Calificadora,  con  motivo  de  la  infracción 
denunciada,  como  parece  ser  el  alcance  de  la  ley,  de  que  las  prime- 
ras gestiones  por  irregularidades  cometidas  por  sus  miembros,  de- 
ban deducirse  contra  ellos  allí,  en  el  lugar  mismo  donde  están  ejer- 
ciendo sus  funciones  oficiales.  Esta  omisión  de  parte  suya  y  de  la 
acusación,  confirma  lo  que  se  acaba  de  sentar,  de  haber  existido 
libertad  y  legalidad  en  la  inscripción  de  Soroscorá. 

3^  Que  en  dicha  audiencia,  el  defensor  negó  la  existencia  de  la 
violación  de  la  ley,  en  que  se  funda  la  demanda;  y  remitiéndose  á 
los  precedentes  y  á  prácticas  consuetudinarias  sobre  el  punto  ó  par- 
tido del  departamento  Belgrano,  habilitado  para  la  inscripción  cí- 
vica y  elecciones  recordó  y  sostuvo  que  las  de  1876  y  1884  para 
Diputados  al  Congreso,  la  apertura  del  primer  Registro  cívico,  po- 
niendo en  vigencia  la  ley  de  16  de  Octubre  de  1877,  y  su  renovación 
en  1881  y  la  elección  de  electores  para  Presidente  y  Vice-Presidente 
de  la  República  en  Abril  de  1880,  lo  mismo  que  las  elecciones  pro- 
vinciales para  Diputados  á  la  Legislatura  y  Electores  de  Goberna- 
dor desde  8  anos  atrás,  se  habían  hecho  en  Socoscorá.  Manifestó 
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además,  que  no  era  cierto  que  el  Juez  de  Alzada  de  Nogolí  D.  Víctor 
Astudíllo  hubiera  presidido  en  ese  carácter  la  Junta  Calificadora 
del  partido  Socoscoráj  pues  que  de  los  documentos  que  presentaba 
y  van  agregados  á  fojas  47,  48  y  49,  consta  que  era  miembro  su- 
plente de  la  misma  y  como  tal  formó  parte  de  ella  el  primer  domingo 
de  inscripción,  á  falta  del  propietario  D.  Juan  Astudillo,  de  confor- 
midad con  el  artículo  3^,  inciso  2^  de  la  Ley  de  Elecciones,  dejando 
de  hacerlo  en  el  segundo,  por  haber  tomado  el  último  su  puesto. 
Estas  aseveraciones,  hechas  por  la  defensa,  no  han  sido  negadas  ni 
aceptadas  por  la  acusación  en  el  acto  de  la  audiencia,  y  deben  de 
consiguiente,  estimarse,  por  analogía  en  el  sentido  que  espresa  la 
disposición  del  artículo  86  de  la  ley  Nacional  de  Procedimientos. 

4^  Que  á  los  Gobiernos  de  las  Provincias  les  está  recomendada 
por  la  ley  la  convocatoria  de  los  ciudadanos  para  que  concurran  á 
inscribirse  en  el  Registro  Cívico  Nacional  (artículo  2**,  inciso  2^),  y 
el  de  San  Luis  espidió  á  tal  objeto  el  decreto  de  4  de  Setiembre  pró- 
ximo pasado  que  en  copia  legalizada  corre  á  foja  33,  designando  en 
él  para  las  nueve  secciones  electorales  que  tiene  la  Provincia,  los 
puntos  en  que  con  arreglo  al  artículo  4°  de  la  ley  citada,  debia 
abrirse  el  Registro,  con  excepción  del  departamento  Belgrano,  para 
el  que  se  determinó  como  local  de  inscripción,  el  Juzgado  de  Paz 
del  partido  de  Socoscorá  por  no  haber  parroquia  ni  juzgado  territo- 
rial superior. 

5"  One  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia,  coadyuvando  al  propó- 
sito de  la  ley,  que  consiste  principalmente  en  rodear  el  acto  de  la 
inscripción,  base  del  derecho  electoral  y  del  sistema  político  que  nos 
rige,  de  todas  las  garantías  necesarias,  y  poner  al  alcance  de  los 
ciudadanos  los  medios  fáciles  de  habilitarse  para  el  libre  ejercicio 
del  sufragio,  y  consultando  á  tal  intento  la  abreviación  de  las  dis- 
tancias y  la  mayor  comodidad  para  los  mismos,  en  armonía  con 
la  indicación  contenida  en  el  artículo  76  de  las  « Disposiciones  tran- 
sitorias)», fijó  como  punto  céntrico  y  el  mas  accesible  para  el  pueblo 
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el  partido  de  Snroscorá,  cuyo  Juz!,^ado  de  Paz  tiene  asiento  en  la  re- 
sidencia misma  del  funcionario  que  lo  sirve,  que  el  lugar  denomi- 
nado Manantiales,  por  no  existir  en  ese  ni  en  nini^uno  de  los  otros 
partidos  del  Departamento,  una  casa  fiscal  ú  oficina  pública  desti- 
nada para  el  despacho. 

6^  Que  este  procedimiento  es  ajustado  á  la  prescripción  del  ar- 
tículo 4°,  el  cual  establece  que  en  defecto  de  Iglesia  parroquial,  las 
Juntas  calificadoras  deberán  reunirse  y  funcionar  en  ef  Juzgado  de 
Paz  ó  territorial  superior,  no  dándose  á  este,  por  serlo,  prelacion 
sobre  aquel.  La  nota  del  Poder  Ejecutivo  de  foja  25  dice,  además, 
que  el  partido  de  Bel^^ano  tiene  un  Juez  de  Paz  y  otro  de  Alzada, 
todos  respectivamente  de  i;rual  cateuforia,  sin  que  exista  en  el  De- 
partamento, un  Juez  territorial  superior,  al  que  estén  subordinados 
los  demás,  y  concuerda  al  propio  tiempo  con  lo  aseverado  por  la  de- 
fensa, en  cuanto  á  que  I).  Víctor  Astudillo  integró  la  mesa  califica- 
dora el  primer  Domingo  de  inscripción,  en  su  calidad  de  suplente  y 
no  como  Juez  de  alzada  del  partido  de  NogoH. 

T  Que  admitiendo  que  exista  parroquia  en  el  departamento  Bel- 
grano,  como  lo  ha  informado  el  Sr.  Vicario  Foráneo  (foja  36  vuelta) 
y  lo  ha  sostenido  la  parte  acusadora  en  el  juicio  verbal,  siendo  legí- 
tima é  innegable  la  facultad  acordada  á  los  Gobernadores  de  Pro- 
vincia para  convocar  al  pueblo  á  inscribirse  en  el  Registro  Cívico, 
la  tienen  también,  de  consiguiente,  para  determinar  los  lugares,  en 
que  deban  instalarse  las  Juntas  calificadoras,  con  sujeción  al  texto 
y  al  espíritu  del  artículo  4°  de  la  ley,  desde  que  no  se  ha  dictado  to- 
davía la  disposición  reglamentaria  que  previene  el  articulo  76.  Tan 
es  así,  que  equiparando,  en  esta  parte,  la  ley  adicional  de  eleccio- 
nes de  diez  y  ocho  de  Octubre  de  1881,  ó  mejor  dicho,  atribuyendo 
su  artículo  2^  al  Poder  Ejecutivo  Nacional,  en  la  Capital  de  la  Re- 
pública, las  mismas  funciones  que  k  los  Gobiernos  de  Provincia,  por 
lo  que  respecta  á  la  convocatoria  y  designación  del  sitio  público 
para  la  inscripción,  en  uno  de  los  varios  decretos  dictados  por  el 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  279 

primero,  publicados  por  la  prensa,  lia  dispuesto  que  por  no  encon- 
trarse la  Iirlesia  parroquial  de  San  Juan  Ev  angelista  en  condiciones 
adecuadas  para  la  inscripción,  pues  que  no  ofrece  comodidad  sufi- 
ciente, la  Junta  Calificadora  de  dicha  parroquia,  funcionaria  en  el 
Juzgado  de  Paz  de  la  20'^  Sección,  lo  que  se  ha  verificado  sin  incon- 
veniente alguno,  ni  reclamación  ninguna  de  las  fracciones  públicas 
en  lucha,  considerando  esa  disposición  arre^^lada  á  la  ley.  En  la 
cansa  CXI  que  registra  la  serie  2*,  título  11,  página  407  de  los  Fa- 
llos, la  Suprema  Corte,  en  un  caso  análogo,  estableció:  que  el  haber 
instalado  la  Junta  Calificadora  en  el  Juzgado  de  Alzada  del  depar- 
tamento, en  vez  de  hacerlo  en  la  parroquia,  no  constituye  una  vio- 
lación déla  ley  de  elecciones,  desde  que  esta  misma  autoriza  por  su 
artículo  4°  hacer  lo  uno  en  defecto  de  lo  otro,  designando  por  el 
mismo  hecho  el  Juzgado  de  Paz  ó  territorial  superior  como  un  lu- 
gar hábil  para  hacer  la  inscripción  de  los  ciudadanos. 

8°  Que  si  en  las  infracciones  de  la  Ley  Nacional  de  Elecciones,  la 
falta  de  intención  culpable  exime  de  pena  á  los  imputados,  y  que  no 
probándose  los  hechos  en  que  se  funda  una  acción,  el  acusado  debe 
ser  absuelto,  con  costas  al  acusador,  como  lo  ha  resuelto  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  (Fallos  de  la  serie  2\  tomo  9°,  páginas  371  y  375), 
con  igual  fundamento  procede  la  aplicación  de  estos  principios  en  el 
caso  subjudíce,  por  cuanto,  según  se  encuentra  establecido  en  los 
anteriores  considerandos,  la  presente  denuncia  es  inmotivada,  desde 
que  no  ha  justificado,  como  era  de  su  resorte,  los  hechos  que  le  sir- 
ven de  base  ni  el  ánimo  doloso  ni  delincuente  de  los  inscriptores. 

Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes  de  la  vista  fiscal,  no 
ha  lugar  con  costas,  á  la  acusación  promovida;  y  en  su  consecuen- 
cia se  declara  que  la  inscripción  en  el  Registro  Cívico  practicada 
por  la  Junta  Calificadora  del  partido  de  Socoicorá  es  arreglada  ala 
Ley  Nacional  de  Elecciones  de  10  de  Octubre  de  1877,  dejándose  á 
salvo  los  derechos  de  la  parte  demandada,  para  indemnizarse  de 
los  perjuicios  que  con  este  motivo  alega  habérsele  inferido.  Devuél- 
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vanse  las  boletas  y  demás  documentos  presentados  ad  effectum  vi- 
ckndi^  previa  constancia  en  autos.  Notifiquese  con  el  original  y  ar- 
chívese. 

P.  E,  Miguez. 


Fallo  (lo  la  Siipronia  (Uirto 


Buenos  Aires,  Enero  26  de  188í>. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  siendo  inapelable  el  fallo  del  Juez 
de  Sección  en  los  reclamos  sobre  inscripción  ó  esclusion  indebidas, 
conforme  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  diez  de  la  Ley  Nacional  de 
Elecciones,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  cincuenta,  en 
cuanto  por  ella  se  absuelve  á  los  demandados  de  las  penas  reque- 
ridas por  infracciones  de  la  misma  Ley  de  Elecciones,  debiendo  las 
costas  de  primera  y  segunda  instancia,  pagarse  en  el  orden  en  que 
han  sido  causadas  por  no  considerarse  temeraria  la  demanda;  y  de- 
vuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO  FRÍAS. — FEpEHICO 
IBARGÚREN. 
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CAISA    Vil 


Nicolás  Mihanorich  y  Compañía,  contra  el  Capitán  Don  Luis  Pizza- 
rello  //  los  Señores  Don  Francisco  Bisso  y  Don  José  Travega;  sobre 
entrega  de  un  dinero  depositado. 


Sumario. — Reclamado  un  salario  de  salvamento  ante  dos  jueces, 
y  convenido  por  las  partes  en  el  depósito  de  su  importe  para  ser  dis- 
tribuido por  el  Juez  que  resulte  competente,  ninguno  de  aquellos 
puede  resolver  sobre  su  distribución,  mientras  no  esté  definida  la 
contienda  de  competencia. 


Caso.— Nicolás  Mianovich  y  C*  demandaron  ante  el  Juez  de  Sec- 
ción de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  al  Capitán  de  la  barca  «Natale 
Gallino»  don  Luis  Pizzarello,  por  el  salvataje  del  buque  y  car^^a- 
mento. 

El  Capitán  Pizzarello  opuso  la  excepción  de  incompetencia,  invo- 
cando el  artículo  1471  del  Código  de  Comercio,  pues  el  buque  no 
navegaba  con  destino  á  puerto  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y 
habia  sido  conducido  después  de  salvado  al  puerto  de  la  Capital  de 
la  República ;  y  porque  los  señores  Francisco  Bisso  y  José  Travega,- 
lo  habian  demandado  ante  el  Juez  Federal  de  la  Capital. 
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Sustanciada  la  excepción,  el  Jnzirado  de  Sección  falló  declarán- 
dose competente. 

Apelado  el  fallo  por  el  Capitán  Pizzarello  fué  concedido  el  recurso 
en  relación. 

En  este  estado;  Mihanovich  y  C%  el  Capitán  Pizzarello,  y  Enrique 
Amaya  por  Francisco  Bisso  y  José  Travega;  se  presentan  al  Juez  de 
Sección  conviniendo  en  lo  siguiente:  Establecer  en  la  suma  de  seis 
mil  pesos  nacionales  el  importe  del  salario  de  salvamento  y  gastos, 
debiendo  responder  esa  suma  á  los  derechos  que  alegaban  Mihano- 
vich y  C^  como  á  los  que  alegaban  Bisso  y  Travega  ante  el  Juzgado 
del  doctor  Tedin,  reputándose  unos  y  otros  los  únicos  salvadores; 
que  hecho  el  depósito  de  esa  suma  á  la  orden  del  Juzgado,  se  levan- 
tarían los  embargos  pendientes;  que  el  Capitán  Pizzarello  y  los  se- 
ñores Bissó  y  Travega  no  entendían  reconocer  competencia  en  el 
Juzgado  para  conocer  del  salvamento,  cuyo  punto  sería  decidido 
como  corresponde,  debiendo  entenderse  que  los  fondos  están  á  ia 
orden  del  Juez  que  resulte  competente;  que  Mihanovich  y  C*^  por  su 
parte,  no  entiende  desconocer  la  jurisdicción  del  Juzgado  de  Sec- 
ción; que  el  Capitán  Pizzarello  retira  el  recurso  de  apelación  inter- 
puesto, á  fin  de  evitar  los  perjuicios  de  la  demora,  y  queda  comple- 
tamente excluido  de  toda  intervención  en  este  juicio  y  en  el  que 
puedan  seguir  los  que  pretenden  el  salario  de  salvamento 

Ratificado  el  convenio,  Mihanovich  y  C*  pidieron  que  se  les  entre- 
gara el  depósito,  por  considerarse  los  únicos  dueílos  de  él  como  pre- 
cio del  salvamento. 

Corrido  traslado,  el  representante  de  Bisso  y  Travega,  sin  re- 
conocer la  competencia  del  Juzgado  de  Sección,  contestó  que  el 
depósito  estaba  á  la  orden  del  Juez  que  resultara  competente,  y 
que  esto  aún  no  se  habia  resuelto;  que  debia  rechazarse  la  petición 
de  Mihanovich  con  costas. 

El  Capitán  Pizzarello  espuso:  que  habia  tenido  conocimiento  que 
Mihanovich  y  C^  solicitaban  la  entrega  del  depósito,  y  que  como  esa 
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petición  era  contraria  á  lo  convenido,  pues  lo  dejaria  deudor  de  una 
de  las  partes,  pedia  su  rechazo. 


Fallo   flol    JlIO/.   Ú(^   S(M*4MOII 


Buenos  Aii'es,  Noviembi-e  18  de  1884. 

Vistos  estos  autos  en  el  incidente  promovido  por  Bisso  y  Travcga, 
á  foja  126,  deduciendo  excepción  de  no  parte  y  de  incompetencia 
del  juzgado,  y  el  escrito  de  foja  134. 

Y  considerando:  1^  Que  la  solicitud  de  foja  134  no  responde,  q¡ 
por  su  forma  ni  por  su  fondo  á  ninguno  de  los  recursos  creados  por 
derecho,  y  deja  6  aparenta  dejar  al  arbitrio  á  que  se  refiere. 

2°  Que  á  pesar  del  testo  literal  del  escrito  de  foja  124  en  que  se 
contesta  la  demanda  de  foja  116,  se  vé  por  su  fondo  y  petición  for- 
mal, que  se  deducen  las  excepciones  de  no  parte  y  la  de  incompe- 
tencia, en  virtud  de  la  transacción  de  foja  86,  y  asimismo  lo  entien- 
de y  ratifican  en  el  escrito  de  foja  134. 

3^  Que  á  virtud  del  pa^^o  por  oblación  y  consignación  aceptado  en 
la  transacción  de  foja  86,  se  concluyó  con  ella  el  juicio  de  salvataje; 
que  solo  puede  existir  entre  los  salvadores  y  los  salvados;  y  no  que- 
dó mas  á  resolver  que  el  de  la  preferencia  ó  distribución  del  dinero 
consignado  como  precio  del  salvamento  entre  los  únicos  que  preten- 
den derecho  á  él  según  dicho  acto  de  foja  86. 

4^  Que  cualesquiera  que  sean  los  términos  del  acto  de  foja  86,  el 
Juez  de  la  consignación  es  este  Juzgado  y  ante  él  deben  deducirse 
las  excepciones  para  disputar  derechos  al  dinero  oblado,  incluso  la 
incompetencia,  de  conformidad  al  artículo  45  de  la  ley  de  Procedi- 
mientos Nacionales;  y  así  es  de  comprenderse  en  este  caso  desde 
que  la  cosa  oblada  lo  está  en  este  Juzgado,  y  no  puede  salir  de  él 
sin  que  se  reconozca  otra  competencia. 
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o*^  Que  esto  mismo  se  desprende  del  contexto  de  la  transacción 
de  foja  86,  pues  aunque  es  verdad  que  la  parte  de  Bisso  y  Travega 
desconocen  competencia  en  el  Juzgado,  lo  hacen  solo  en  la  inteli- 
gencia de  que  no  es  competente  en  el  juicio  de  salvataje  que  conclu- 
yó según  los  precedentes  considerandos,  pero  de  ninguna  manera 
niega  á  este  Juzgado  competencia  para  entender  en  la  oblación  y 
la  aceptan;  debiendo  tenerse  en  cuenta  además  que  esta  es  siempre 
Vcálida  aunque  fuese  incompetente  (art.  950,  Cód.  de  Com.) 

6°  Que  según  la  mencionada  transacción  de  foja  86  Bísso  y  Tra- 
vega declaran  tener  interés  en  la  oblación  en  concurrencia  con 
Mihanovich  y  C*  y  por  tanto  son  partes  directas  é  interesadas  en 
esta  cuestión,  lo  que  justifica  la  necesidad  de  oirles  en  este  juicio 
como  se  ordenó  por  el  auto  de  foja  115,  y  aunque  asi  no  fuera,  la 
excepción  de  no  parte  no  es  una  de  las  dilatorias  que  admite  la  Ley 
de  Procedimientos  en  el  articulo  73,  según  repetidas  declaraciones 
de  la  Suprema  Corte,  y  entre  ellas  las  sentencias  corrientes  en  las 
páginas  158  y  317  del  tomo  13  de  la  Serie  2*  de  sus  Fallos. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito  de  foja  140, 
fallo,  no  haciendo  lugar  á  las  excepciones,  y  ordeno  que  se  conteste 
derechamente  el  traslado  que  se  les  dio  por  el  auto  de  foja  lio,  con 
costas;  notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

^  Isidoro  Álharracin, 


Fallo  (lo  hi  Siipronia  (lorh* 


Buenos  Aire»,  Enero  30  de  188ti. 

Vistos  V  considerando:  Primero.  Que  se^run  resulta  del  convenio 
de  foja  ochenta  y  seis,  la  cuestión  entre  Mianovich  y  compañía  y 
Bisso  y  Travega  sobre  mejor  derecho  á  la  cantidad  depositada  por 
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el  Capitán  Pizzarello  en  el  Banco  de  Italia  y  Rio  de  la  Plata,  como 
importe  de  ios  ¿gastos  y  salario  de  salvamento  de  la  barca  italiana 
«Natale  Gallino»  se  dejó  pendiente  para  que  fuese  resuelta  por  el 
Juez  que  resultase  competente  para  conocer  del  juicio  que  sobre  sal- 
vataje  del  buque  y  car^^^a  se  habia  promovido  por  Bisso  y  Travega 
ante  el  Juez  de  Sección  de  la  Capital,  y  por  Mibanovicli  y  compañía 
ante  el  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  contra  el  ci- 
tado capitán  Pizzarello; 

Segundo.  Que  la  contienda  es  de  competencia^  iniciada,  aunque 
no  en  debida  forma,  antes  de  diclio  convenio  por  el  Juez  de  Sec- 
ción de  la  Provincia,  se/nn  se  vé  por  la  contestación  del  Juez  de  la 
Capital  corriente  á  foja  cincuenta  y  tres,  se  promovió  por  este  con 
arreado  á  derecho  á  foja  ciento  cincuenta  y  cinco; 

Tercero.  Que  dicha  contienda  se  halla  pendiente  aun;  pues  si  bien 
el  Juez  de  la  Provincia  dictó  el  auto  de  foja  ciento  sesenta  y  ocho 
defendiendo  su  jurisdicción,  no  consta  que  aquella  haya  sido  defini- 
tivamente resuelta; 

Cuarto.  Que  siendo  condición  establecida  por  el  convenio  citado, 
el  que  ella  se  resolviera  previamente;  pues  la  cantidad  consignada 
por  Pizzarello  lo  estaba  á  la  orden  del  Juez  que  resultase  competen- 
te para  que  éste  la  entregase  al  que  justificase  mejor  derecho,  el 
Juez  a  quo,  cuya  competencia  era  negrada,  no  ha  podido  dictar  re- 
soluciones que  alteren  ó  dejen  sin  efecto  lo  convenido  por  las 
partes ; 

Por  estos  fundamentos  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento 
sesenta  y  cinco,  debiendo,  en  su  consecuencia,  el  inferior  abstenerse 
de  hacer  innovación  alguna  en  la  causa,  mientras  no  sea  resuelta 
definitivamente  la  contienda  de  competencia.  Notifiquese  con  el  ori- 
ginal, y  devuélvanse  previa  reposición  de  sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IRARGÚRCN. 
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CAISA  VIII 


La  Empresa  del  Ferro-Carril  Buenos  Aires  y  Rosario,  contra 
1),  José  Rufino  Nuñez;  por  expropiación,  sobre  pericia 


Sumario. — En  los  juicios  do  expropiación,  no  procede  el  nombra 
miento  de  un  tercer  perito  en  discordia. 


Caso. — La  Empresa  del  Ferro-Carril  Buenos  Aires  y  Rosario  de- 
mandó por  expropiación  á  T).  José  Rufino  Nuñez. 
Convocados  á  juicio  verbal,  se  nombró  un  perito  por  cada  parte. 

Se  trató  del  nombramiento  de  un  tercero  en  discordia,  y  la  Em- 
presa se  opuso  á  él,  fundándose  en  el  articulo  6  de  la  ley  de  expro- 
piación. 

Los  dos  peritos  expidieron  su  dictamen  en  discordia. 


Fallo  flol  Jiiex  Federal 


Buenos  Aires,  Mayo  30  de  1885. 

Ténganse  presentes  los  precedentes  dictámenes;  y  en  atención  á 
ia  disconformidad  ó  discordia,  y  á  que  la  parte  de  la  Empresa  se  ha 


DE   JUSTICIA    NACIONAL  287 

resistido  á  convenirse  en  el  nombramiento  de  tercero,  y  de  confor- 
midad al  artículo  142  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  nómbrase  al  Agri- 
mensor y  maestro  mayor  D.  Wenceslao  Castellanos,  cuya  aceptación 
se  comete,  como  tercero. 

Albarracin. 


FalU»  (lo  la  Siiproiiin  (lorto 


Buenos  Aires,  Enero  30  de  1886. 

t 

Vistos:  siendo  el  Juzgado  de  Sección  ó  la  Corte  Suprema  en  su 
caso,  las  autoridades  llamadas  á  decidir  la  diferencia  que  se  suscite 
entre  los  interesados  en  el  juicio  de  expropiación  procediendo  ver- 
bal y  sumariamente,  y  con  el  mérito  de  los  informes  de  peritos,  que 
las  partes  nombren  para  apoyar  su  pretensión,  según  lo  dispuesto 
por  el  artículo  sexto  de  la  ley  de  trece  de  Setiembre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  seis,  y  previa  reposición  de  sellos  devuélvanse. 

J.  B.  60R0STIA6A  . —  J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  FRÍAS.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN. 


288  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


CAISA    l\ 


Varios  ciudadanos  del  Partido  de  Chacahuro,  Provincia  de  Buenos 
AireSj  contra  el  Juez  de  Paz  y  los  titulares  de  la  mesa  inscriptora; 
por  infracción  de  la  ley  de  elecciones. 


Sumario,  —  La  inslalacion  de  ia  mesa  en  el  cancel  de  la  Iglesia 
parro((uial,  no  constituye  infracción  á  la  ley  de  elecciones,  desde 
que  con  ese  hecho  no  se  ha  obstruido  ia  libre  inscripción  en  el  Re- 


gistro Civico. 


Caso.  —  Varios  ciudadanos  del  Partido  de  Chacabuco,  Provincia 
de  Buenos  Aires,  constituyendo  como  apoderado  al  Ür.  D.  Gregorio 
Garcia  Vieyra,  acusaron  en  H  de  Octubre  último,  ante  el  Juez  Fe- 
deral de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  al  Juez  de  Paz  D.  Anacleto 
Dominguez  y  á  los  titulares  de  la  mesa  inscriptora  I).  Ricardo  Riva- 
demar  y  Ü.  Ciriaco  Cano,  por  infracción  de  la  ley  nacional  de  elec- 
ciones, fundándose:  1°  en  que  liabian  cerrado  la  inscripción  del  dia 
11  de  Octubre  antes  de  las  3  p.  m.,  como  lo  hizo  eonstatar  D.  Hono- 
rio Lima  con  el  reloj  del  Telégrafo  y  la  presencia  de  D.  Fernando 
González,  Vice  Presidente  del  Club  Gorostiaguista  y  dos  estraii- 
geros; 
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¥  En  que  habían  negado  á  los  Gorostiaguistas  y  juaristas  suscri- 
bir el  acto  de  clausura ; 

3°  En  que  se  negaron  á  inscribir  al  ciudadano  D.  Eustaquio  Ro- 
mero, por  el  hecho  de  ser  rengo; 

4^  En  que  se  negaron  á  entregar  la  boleta  á  algunos  de  ios  ins- 
criptos, como  D.  Filemon  Moreno,  D.  Antonio  Coria,  y  1).  Eustaquio 
Zarate; 

5^  En  que  el  Presidente  de  la  mesa  ordenó  que  entraran  ai  re- 
cinto uno  á  uno,  y  poco  después  admitió  en.  grupo  á  seis  rechistas; 

6°  En  que  proferia  palabras  de  amenaza  contra  los  que  no  eran 
de  su  partido  político,  como  sucedió  con  I).  Lucas  Pereyra,  1).  Rosa- 
rio Ferreira  y  D.  Manuel  Ramírez; 

T  En  que  la  mesa  se  instaló  no  en  el  atrio  de  la  Iglesia,  sino 
adentro,  estando  la  puerta  cerrada  una  hoja  y  no  habiéndoles  per- 
mitido presenciar  el  acto. 

Pidieron  se  impusiera  á  los  acusados  la  pena  que  la  ley  establece. 


Fallo  (IpI  «Iiiox  Focloral 


La  Plata. 

Vistos  estos  autos  de  acusación  seguidos  por  el  Doctor  Gregorio 
García  Vieyra  en  representación  de  los  señores  Sixto  Cadelago,  An- 
drés de  Vera,  Juan  Morris,  Martin  Silva,  Lúeas  Pereira,  Honorio 
Lima,  Rosario  Ferreira,  Manuel  Arce  y  Alejandro  Fernandez,  ve- 
cinos del  Partido  de  Chacabuco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
contra  los  señores  Anacleto  Domínguez,  Ricardo  Rivademar  y 
Ciríaco  Cano,  miembros  de  la  Junta  Calificadora,  de  aquel  partido. 

Y  considerando:  1^  Que  si  bien  es  verdad  que  el  Doctor  García 
Vieyra  fué  interpelado  para  que  asumiese  las  responsabilidades  del 

T.  XX  20 
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juicio,  como  acusador  parlicular  y  se  resistió  á  hacerlo,  no  se  le  ha 
negado  que  tuviese  delegación  ó  poder  de  sus  representados,  ni 
se  ha  negado  tampoco  á  esquivar  las  responsabilidades  como  tal 
procurador,  ni  aún  hahria  podido  hacerlo  con  relación  á  las  costas 
desde  que  por  ley  y  jurisprudencia  de  los  Tribunales  Federales,  los 
procuradores  responden  siempre  de  ellas,  aunque  no  estén  es- 
pensados; 

^  Que  la  exigencia  de  parte  de  los  demandados  para  que  el  doc- 
tor Vieyra  asumiese  la  responsabilidad  del  juicio,  importa  mas  que 
una  articulación  sobre  personería,  la  pretensión  de  que  se  arraigue 
el  juicio,  lo  que  no  puede  acordarse,*  sino  estableciendo  que  los  de- 
mandantes, no  tienen  domicilio  en  el  país  (art.  74,  ley  de  E.  N.),  ó 
que  la  acción  que  se  persigue  está  fundada  en  escritura  pública,  ó 
en  prueba  fehaciente  (inciso  3^,  art.  75  de  la  misma  ley),  y  ninguno 
de  estos  puntos  se  ha  alegado  ni  menos  probado; 

3^  Que  es  verdad  que  de  los  cargos  ó  capítulos  de  acusación  de- 
ducidos por  el  Dr.  García  Vieyra,  el  que  se  refiere  á  la  negativa  de 
la  Junta  Calificadora  para  inscribir  á  1).  Eustaquio  Romero  está 
contradicho  por  su  inscripción  en  el  mismo  día,  según  resulta  del  Re- 
gistro Cívico  exhibido;  y  aunque  así  no  fuera,  los  reclamos  sobre 
inscripción  ó  exclusión  indebida,  tienen  recursos  marcados  por  la 
ley  electoral  citada,  en  su  artículo  9°,  y  son  funciones  privativas  de 
la  Junta,  en  su  carácter  de  Tribunal,  que  pueden  ser  revisadas  y  co- 
rrejidas  solo  por  apelación  y  no  por  corrección,  ante  los  Jueces  Fe- 
derales y  en  el  término  marcado  por  la  ley; 

4^  Que  iguales  consideraciones  son  aplicables  al  hecho  acusado  de 
que  el  Presidente  de  la  mesa,  hubiese  injuriado  ó  proferido  pala- 
liras  ofensivas  contra  los  que  concurrían  á  calificarse  tanto  porque 
la  Junta  no  es  responsable  de  ellas  como  persona  jurídica  y  los 
ofendidos  tienen  derecho  personal  y  privado,  para  pedir  su  repara- 
ción contra  el  que  las  profiriere,  como  por  cuanto  la  intervención 
que  se  acuerda  al  Juzgado  en  estos  actos  electorales,  es  al  solo 
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efecto  de  corregir  y  reprimir  la  obstrucción  que  pueda  producirse 
para  aproximarse  á  las  juntas  á  inscribirse,  hecha  por  los  miembros 
de  la  misma  en  su  carácter  de  tales. 

5^  Que  habiéndose  alegado  por  los  acusadores,  que  la  Junta  ha- 
bía cerrado  el  Registro  antes  de  las  tres  p.  m.,  era  su  justificación  á 
cargo  de  los  mismos;  y  no  solo  no  lo  han  verificado,  sino  que  el  tes- 
timonio que  invocaban  del).  Honorio  Leiva,  de  que  no  eran  las  tres 
de  la  tarde  por  el  reloj  del  Telégrafo,  resulta  desvirtuado  por  el  Jefe 
de  la  Oficina  del  mismo  telégrafo  en  que  se  vé  que  la  Oficina  estaba 
cerrada  y  no  pudo  consultarse  ese  reloj  en  tal  momento;  y  sí  se 
halla  comprobado  además,  por  los  testigos  Rodolfo  Elizalde,  Fran- 
cisco Bravo,  Cecilio  Graves  y  Valentín  Alcon,  que  la  Junta  cerró  la 
inscripción  mas  bien  después  que  antes  de  las  tres  de  la  tarde,  se- 
gún la  hora  meridiana  de  los  relojes  que  en  ese  acto  se  consul- 
taron. 

6°  Que  se  ha  confesado,  sin  embargo,  por  los  acusados,  que  la 
mesa  se  instaló  en  el  cancel  de  la  Iglesia  que  se  sostiene  por  los 
mismos  acusados  ser  parte  del  atrio;  pero  independientemente,  de 
que  según  lo  tiene  consignado  este  juzgado  en  su  sentencia  contra 
la  Junta  Calificadora  del  partido  de  Lomas  de  Zamora,  de  que  por 
atrio  se  entiende  únicamente  el  área  ó  espacio  descubierto,  ó  pla- 
zoleta que  antecede,  á  la  entrada  al  templo  parroquial  y  que  por 
tanto  no  puede  confundirse  con  el  cancel  que  está  dentro  del  tem- 
plo; hay  que  tomar  en  consideración  que  según  el  articulo  20  de  la 
ley  de  elecciones  vigente,  los  actos  electorales  tanto  en  la  inscrip- 
ción como  en  la  votación,  deben  practicarse  en  el  atrio  de  la  Iglesia 
Parroquial  y  se  han  practicado,  y  en  su  defecto,  en  los  portales  del 
Juzgado  Territorial  Superior,  debiendo  la  mesa  ó  mesas  receptoras 
de  votos  estar  colocadas  en  lugar  accesible,  designándose  un  espacio 
conveniente  y  de  aquí  se  desprende  que  aun  cuando  el  cancel  no 
fuera  parte  de  la  Iglesia  y  no  fuera  sagrado  y  por  tanto  inhabili- 
tado para  funciones  de  carácter  político,  condiciones  que  no  pudo 
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dudar  el  legislador  argentino;  con  todo,  hay  que  convenir  que 
el  cancel  no  puede  llamarse  accesible  en  el  sentido  de  la  ley,  oí 
equipararse  á  los  portales  de  los  juz^^ados,  desde  que  no  presentan 
acceso  ó  entrada  libre  sino  por  uno  de  sus  costados  y  se  hace  posi- 
ble entonces  que  se  burle  la  fiscalización  de  los  partidos,  ó  conoci- 
miento de  los  inscriptos  que  pudieran  introducirse  por  los  otros 
costados. 

7^  Que  se  ha  alegado  que  en  esta  forma,  ó  sea  en  el  cancel  del 
templo,  se  han  practicado  allí  las  inscripciones  anteriores  y  que  así 
se  ha  procedido  igualmente  en  algunas  Parroquias  de  la  Capital  de 
la  República,  lo  que  no  ha  sido  contradicho  por  los  acusadores,  é 
importan  circunstancias  atenuantes  que  el  Juez  debe  tener  en  cuenta. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  al  articulo  69  de  la 
ley  de  Elecciones  Nacionales,  fallo  condenando  como  condeno  al 
Presidente  de  la  Junta,  Dr.  Anaclcto  Domínguez,  á  pagar  la  multa 
de  cien  pesos  moneda  nacional,  y  á  los  vocales  titulares,  D.  Ricardo 
Rivademar  y  D.  Ciríaco  Cano,  á  la  de  cincuenta  pesos  moneda  na- 
cional, todo  á  favor  del  Consejo  General  de  Educación  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  debiendo  hacerse  saber  esta  resolución  al 
referido  Consejo  de  Educación,  una  vez  consentida  ó  ejecutoriada  ia 
presente  sentencia;  sin  costas.  Notifíquese  original. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Siiproiiia  Ckirtc* 


Buenos  Aires,  Enero  30  de  ltS86. 

Vistos,  y  considerando:  Primero.  Que  por  el  artículo  cuatro  de  la 
ley  nacional  de  elecciones  vigente  solo  se  exige  que  las  Juntas  Ca- 
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lificadoras  se  reúnan  en  la  parroquia  y  en  su  defecto,  en  el  Juzgado 
de  Paz  ó  territorial  superior. 

Segundo.  Que  por  consiguiente,  la  Junta  demandada  no  ha  infrin- 
gido las  disposiciones  de  esta  ley  al  reunirse  en  el  cancel  de  la  igle- 
sia parroquial  y  nó  en  el  atrio  de  la  misma,  desde  que  con  este  hecho 
no  se  ha  obstruido  la  libre  inscripción  en  el  Registro  Cívico; 

Tercero.  Que  siendo  esto  asi,  y  no  habiéndose  comprobado  en 
autos  los  demás  hechos  en  que  se  funda  la  acusación,  no  hay  razón 
para  imponer  á  dicha  Junta  las  multas  que  la  citada  ley  establece 
contra  sus  infractores. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  y 
se  absuelve,  en  su  consecuencia,  á  la  Junta  demandada  y  devuél- 
vanse, previa  reposición  de  sellos. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO    FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÜREN. 
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CAISA   X 


D.  Manuel  Marco^cotUra  D.Pascual  Guiñazú  y  1).  Zacarías  Tabeada, 
por  interdicto  de  despojo;  sobre  conclusión  del  juicio. 


Sumario. — La  falta  de  concurrencia  de  las  partes  al  juicio  verbal, 
que  se  decreta  en  los  interdictos,  no  autoriza  al  demandado  para 
pedir  que  se  dicte  sentencia  rechazando  el  interdicto. 


Caso. — En  9  de  Junio  de  1884,  se  presentó  al  Juz^^ado  D.  José 
Auriol,  por  el  Presbítero  D.  Manuel  Marco,  denunciando  que  D.  Pas- 
cual Guiñazú  y  D.  Zacarías  Tabeada  lo  habían  despojado  violenta- 
mente de  la  posesión  que  tenia  su  representado  desde  Noviembre 
de  1883,  de  un  fundo  de  su  propiedad  situado  en  Lujan,  y  pidió  que 
previa  justificación  de  la  posesión  en  que  estaba  y  del  despojo  lle- 
vado á  cabo,  fuera  D.  Manuel  Marco  repuesto  en  aquella  y  se  con- 
denara á  los  despojantes  al  pago  de  costas  y  devolución  de  frutos. 
En  el  mismo  escrito  en  que  dedujo  la  acción,  pidió  que  se  librara 
oficio  al  Juez  de  Paz  del  Departamento  de  Lujan  para  que  citara  á 
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diversos  testigos;  y  al  de  San  Rafael;  para  que  hiciera  reconocer 
por  sus  firmantes  dos  cartas  que  acompaña. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado,  éste  convocó  á  las  parles 
á  juicio  verbal,  y  mandó  librar  los  oficios  pedidos  por  el  deman- 
dante. 

El  juicio  verbal  decretado  debia  verificarse  el  26  de  Julio,  y  no 
tuvo  lugar,  sin  que  aparezca  en  autos  constancia  de  la  causa  que 
impidiera  su  realización;  y  con  fecha  6  de  Agosto  presentaron  los 
demandados  escrito,  pidiendo  que  se  dictara  la  sentencia,  no  ha- 
ciendo lugar  á  las  pretensiones  del  demandante. 


Fallo  cIpI  Juez  do  Sí»c<'¡on 

Mendoza,  SetÍHinbi'c  3  de  1884. 

Visto  el  presente  incidente  promovido  por  los  demandados  á  fojas 
42  y  44,  solicitando  que  con  prescindencia  de  la  audiencia  decretada 
á  toja  26  vuelta,  que  no  ha  tenido  lugar  aún,  y  desechándose  la 
prueba  testimonial  ofrecida  por  el  demandante,  se  llamen  autos  y 
se  pronuncien  sentencia  en  este  juicio,  fundándose  para  ello:  1^  en 
la  falta  de  comparencia  de  aquel  el  dia  designado  para  aquella  au- 
diencia; y  2^,  en  que  las  pruebas  ofrecidas  no  pueden  legítima- 
mente, con  arreglo  al  artículo  333  de  la  Ley  de  Procedimientos,  ser 
recibidas  fuera  de  dicha  audiencia. 

Con  lo  espuesto  en  contestación  por  el  demandante. 

Y  considerando:  F  Que  si  el  juicio  verbal  á  que  los  demandados 
se  refieren  no  ha  tenido  efectivamente  lugar  el  dia  señalado  para 
su  verificación,  ha  nacido  ello  no  solo  de  la  falta  de  comparencia 
del  demandante  sino  también  y  principalmente  de  la  de  los  propios 
demandados,  con  cuya  asistencia  habría  aquel  podido  realizarlo 
tal  vez. 
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2°  Que  (lado  este  anlecedente  y  atenta  además  la  disposición  del 
articulo  íi  de  la  Ley  de  Procedimientos,  que  prescrita  por  re^la 
.  genera)  la  previa  acnsacíon  de  una  rebeldía  j  el  despacho  de  ésta 
con  término  de  veinte  y  cuatro  horas  para  que  se  tenga  por  decaído 
cualquier  derecbo  de  que  los  litigantes  hayan  dejado  de  usar,  no 
puede  absolutamente  decretarse  sin  mas  tramite  la  caducidad  de  la 
acción  del  demandante,  que  tal  importa  en  este  caso  la  petición  de 
los  demandados. 

T  Oue  por  otra  parte,  aunque  los  artículos  333  y  333  de  la  Ley 
de  Procedimientos  disponen  que  presentada  la  demanda  en  el  in- 
terdicto de  recobrar,  el  jue.!  mandará  citar  á  las  partes  á  juicio 
verbal  con  intervalo  de  tres  días  y  que  en  ese  juicio  recibirá  las 
pruebas  que  aquellas  olrezcan,  ello  no  escluye  la  admisión  fuera  de 
esa  audiencia  de  cualquier  diligencia  probatoria  que,  ya  por  razón 
de  los  testigos,  si  de  prueba  testimonial  se  trata,  ya  por  cualquier 
otra  causa,  tenga  que  bacerse  luera  del  lugar  del  juicio,  como  no 
importa  tampoco  que  la  citación  de  las  partes  haya  de  hacerse 
fatal  y  perentoriamente  con  el  intervalo  enunciado  de  tres  días, 
si  los  demandados,  por  ejemplo,  se  encuentran  luera  del  lugar  del 
juicio. 

4°  Que  de  otra  suerte,  y  luera  del  caso  de  que  las  pruebas  puedan 
producirse  en  el  lugar  del  juicio,  resultaría  el  peligro  de  una  inde- 
lension  completa  para  el  demandante  ó  el  demandado,  seguu  los 
casos,  y  quedarían  eludidos  por  completo  los  beneficios  de  la  acción 
posesoria,  para  el  primero. 

S"  Finalmente,  que  los  decretos  de  fojas  32  vuelta  y  39  vuelta, 
ordenando  la  recepción  por  los  Jueces  de  Paz  de  San  Rafael  y  Lu- 
ían de  los  t4tstimoníos  ofrecidos  en  los  escritos  de  fojas  32  y  3!),  lian 
se  hallan  consentidos  por  la  parte  del  Sr.  Tal)oada,  que 
do  ellos  nada  ha  objetado  en  oportunidad,  pudiendo  de- 
tanto del  Sr.  GLÍñazú,  en  relación,  al  menos,  á  los  testi- 
n  Rafael. 
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Por  tanto:  no  ha  lugar  á  lo  pedido  por  los  demandados;  y  en  su 
lugar  y  á  los  efectos  de  la  audiencia  ya  decretada,  señálanse  las 
doce  del  dia  siguiente  hábil  al  de  la  última  notificación  á  las  partes, 
y  líbrese  por  Secretaría,  previa  citación  contraría,  la  providencia 
solicitada  por  el  demandante  al  Juez  de  Paz  de  Lujan,  con  empla- 
zamiento de  tres  días  para  su  dílijenciamiento.  Notifiquese  con  el 
original  y  repóngase  el  papel. 

C.  S.  de  la  Torre. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Febrero  4  de  1887. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  cincuenta  y  seis  vuelta;  y  previa  reposición  de  sellos, 
devuélvanse. 


J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGÚREN. 
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CAUSA  XI 


D,  Juan  Sha4v  é  hijoSy  contra  Gandolfi  y  MosSy  por  cobro  efe  pesos; 

sobre  pagos  á  oro. 


Sumario. — Las  obligaciones  contraidas  á  oro  sellado  de  los  Esta- 
dos Unidos,  deben  ser  cbanceladas  en  dicha  moneda,  ó  en  billetes 
de  curso  legal  por  su  valor  corriente  en  plaza. 


Caso. — Se  halla  enunciado  en  el 


Fallo  del  «luez  de  Seeeioii 

Buenos  Aires,  Abril  22  de  1885. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  JuanShaw  é  hijos  contra 
los  Sres.  Gandoifi  y  Moss,  por  cobro  de  pesos. 


resulta: 


P  Que  en  nueve  de  Febrero  del  corriente  año  se  presentó  al  Juz- 
gado D.  Carlos  Garcia  Quirno,  en  representación  de  la  casa  de  don 
Juan  Shaw  é  hijos,  manifestando  que  los  Sres.  Gandoifi  y  Moss,  co- 
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mercíantes  de  esta  plaza,  adeudaban  á  aquellos  la  cantidad  de  Ires 
mil  ciento  cincuenta  pesos  oro  sellado  de  los  Estados  Unidos  ó  su 
equivalente  en  moneda  nacional  de  oro  sellado,  que  asciende  á  tres 
mil  doscientos  sesenta  y  cuatro  pesos  con  veinte  y  cinco  centavos, 
procedente  de  flete  de  mercancías  consignadas  á  ellos,  venidas  en 
la  goleta  tíeltran  L,  Foro9ised,  de  que  es  agente  la  casa  demandante; 
que  esta  pasó  su  cuenta  á  los  demandados  en  la  forma  que  espresa 
la  de  foja  o,  en  16  de  Diciembre  del  ano  próximo  pasado,  sin  que  se 
suscitara  por  su  parte  observación  alguna,  y  habiendo  transcurrido 
mas  de  un  mes  exigieron  su  pago,  pretendiendo  estos  entonces  pre- 
valerse del  decreto  del  Gobierno  Nacional  autorizando  la  inconver- 

« 

sion  de  los  billetes  del  Banco  Nacional  y  pagar  en  dicbos  billetes  á 
la  par;  por  lo  que  venia  á  deducir  formal  demanda  para  que  en 
oportunidad  se  les  condene  al  pago  de  la  suma  expresada  con  oro 
sellado,  sus  intereses  v  las  costas. 

2^  Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  losSres.  Gandoifi  y  Moss 
contestaron,  á  foja  Jo,  que  la  temeridad  de  la  acción  instaurada  re- 
sultaba de  los  propios  términos  de  la  demanda  en  la  que  se  reprodu- 
cía la  cuenta  que  les  pasó  la  casa  de  1).  Juan  Shaw  é  hijos,  en  16  de 
Diciembre  de  1884,  y  se  reconocía  que  los  demandados  no  habían 
desconocido  la  obligación  principal  de  pagarles  las  sumas  que  le 
adeudan  por  flete  de  la  barca  Foronsed;  que  después  que  pasaron  los 
demandantes  la  cuenta  de  foja  5  dejaron  transcurrir  veinte  y  tantos 
días  sin  presentarse  á  exigir  su  pago  y  sin  que  por  su  parte  hubie- 
sen incurrido  en  mora,  pero  una  vez  dictado  el  decreto  del  Gobier- 
no Nacional  de  feclia  9  de  Enero  se  presentaron  exigiendo  el  pago 
y  rechazaron  el  que  quisieron  hacerles,  de  acuerdo  con  su  propia 
cuenta,  en  los  billetes  que  dicho  decreto  declaraba  decurso  legal  en 
toda  la  República. 

Y  considerando:  1^  Que  no  hay  hechos  controvertidos  que  hagan 
necesario  el  trámite  de  la  prueba,  pues  toda  la  cuestión  está  redu- 
cida á  determinar  cuál  debe  ser  el  equivalente  legal  en  el  caso  snb 
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judice  de  la  cantidad  de  tres  mil  ciento  cincuenta  pesos  oro  de  los 
Estados  Unidos  para  solventar  la  oblijiracion  que  los  demandados 
esplícitamenle  reconocen  á  favor  de  la  parte  actora  por  fletes  del 
buque  Foromed. 

¥  Que  el  conocimiento  presentado  á  foja  3,  único  titulo  existente 
para  reglar  las  obligaciones  recíprocas  de  las  partes,  establece  que 
el  flete  deberá  ser  pagado  en  pesos  oro  de  los  Estados  Unidos,  ó  su 
equivalente,  el  cual  no  puede  ser  otro  que  el  de  la  moneda  nacio- 
nal ó  legal  del  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  sobre  cuyo 
punto  ambas  partes  están  conformes,  según  lo  demuestran  sus  pro- 
pios actos  en  cuanto  fijan  el  equivalente  de  los  3150  pesos  oro  de 
los  Estados  Unidos  en  la  cantidad  de  tres  mil  doscientos  sesenta  y 
cuatro  pesos  con  veinte  y  cinco  centavos  de  la  moneda  nacional  de 
a  República  Argentina,  de  modo  que  propiamente  la  cuestión  esta 
reducida  á  resolver  si  los  demandados  están  obligados  á  pagar  esa 
equivalencia  en  oro  sellado  ó  en  billetes  de  curso  legal,  y  en  este 
último  caso,  si  los  billetes  deben  ser  entregados  y  recibidos  por  su  va- 
lor escrito  ó  por  el  que  les  da  el  mercado  con  relación  al  peso  de  oro. 

3^  Que  según  las  estipulaciones  del  conocimiento,  que  es  la  ley  á 
la  cual  las  partes  ban  entendido  someterse,  la  obligación  de  los  de 
mandados  consiste  en  entregar  una  suma  determinada  de  monedas 
estrangeras  de  oro  que  no  son  de  curso  legal  en  la  República,  pu- 
diendoser  sustituida  á  voluntad  del  deudor  por  el  valor  equivalente 
de  monedas  legales  del  pais. 

4°  Que  según  el  artículo  G17  del  Código  Civil,  si  por  el  acto  por 
el  cual  se  ba  constituido  la  obligación  se  hubiese  estipulado  dar  mo- 
neda que  no  sea  de  curso  legal  en  la  República,  la  obligación  debe 
considerarse  como  de  dar  cantidades  de  cosas,  en  cuvo  caso  los  den- 
dores  solo  pueden  cumplirla  entregando  una  cantidad  correspon- 
diente de  la  misma  especie  y  calidad,  ó  su  valor  según  el  precio  co- 
rriente en  el  lugar  y  dia  del  vencimiento  de  la  obligación,  según 
los  artículos  607  y  608  del  Códiíro  citado. 
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5^  Que  á  la  época  en  que  los  consignatarios  del  buque  Foronsed 
pasaron  la  cuenta  del  importe  de  los  fletes  á  los  demandados,  la 
única  moneda  legal  obligatoria  que  podia  tomarse  como  tipo  para 
fijar  el  valor  corriente  de  los  pesos  de  oro  de  los  Estados  Unidos  y 
para  chancelar  todo  contrato  ú  obligación  contraída  dentro  ó  fuera 
del  pais,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  articulo  «T  de  la  ley  del 
Congreso  de  5  de  Noviembre  de  1881  era  el  peso  de  oro  de  un  gra- 
mo y  seis  mil  ciento  veinte  y  nueve  diez  milésimos  de  gramos,  ó  el 
peso  de  plata  de  23  gramos  creado  por  el  artículo  1^  de  la  ley  ci- 
tada. 

ff*  Que  los  billetes  de  Banco  no  tenian  entonces  el  carácter  de 
moneda  que  les  ha  querido  dar  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo,  de 
fecha  9  do  Enero  del  corriente  año,  haciéndolos  de  recibo  obligato- 
rio por  su  valor  escrito;  no  siendo  sino  títulos  de  crédito  represen- 
tativo de  los  tipos  monetarios  antes  mencionados,  puesto  que  su 
emisión  estaba  subordinada  á  la  esencial  condición  de  ser  conver- 
tibles al  portador  y  á  la  vista  en  las  monedas  determinadas  por  la 
ley  nacional,  según  lo  establece  la  ley  de  creación  del  Banco  Nacio- 
nal de  fecha  cinco  de  Noviembre  de  1872,  de  modo  que  la  reducción 
hecha  en  la  cuenta  de  foja  o,  de  los  tres  mil  ciento  cincuenta  pesos 
oro  sellado  de  los  Estados  Unidos  á  3264  pesos  25  centavos  de  la 
moneda  nacional,  no  pueden  legal  mente  referirse  sino  á  la  única 
moneda  de  oro  ó  plata  de  curso  forzoso  en  la  Nación. 

7^  Que  de  las  consideraciones  que  preceden  se  desprende  lógica 
y  legalmente  que  el  recibo  de  los  billetes  de  Banco  antes  de  ser  con- 
vertidos en  moneda  por  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  solo  era  un 
acto  voluntario  que  revestía  un  carácter  de  absoluta  generalidad, 
debido  á  su  convertibilidad  en  el  acto  de  su  presentación,  sin  que 
por  esto  variase  su  carácter  de  simple  instrumento  de  comercio 
para  facilitar  la  circulación  de  las  especies  por  medio  de  un  título 
representativo  de  ellas. 

8^  Que  de  consiguiente,  si  al  vencimiento  de  la  obligación  los 
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Sres.  Gandoifi  y  Moss  estaban  obli^rados  á  entregar  cierta  cantidad 
de  oro  de  la  República  Ar^^entina,  no  les  es  licito  desnaturalizarla 
entregando  valores  que  no  sean  el  equivalente  exacto  de  la  especie 
estipulada,  por  actos  posteriores,  desde  que  por  otra  parte,  la  cuenta 
pasada  con  su  correspondiente  reducción  á  moneda  nacional  ni  cons- 
tituye una  novación  en  el  título  de  la  obli^^acion. 

9^  Que  si  bien  es  cierto  que  una  vez  establecido  legalmente  el 
curso  forzoso  las  obligaeiones  estipuladas  en  moneda  sellada  nacio- 
nal pueden,  según  doctrina  corriente,  chancelarse  con  la  nueva  es- 
pecie de  moneda  creada  por  el  curso  forzoso,  la  equivalencia  que  la 
ley  atribuye  á  la  moneda  de  papel  en  esta  circunstancia  solo  se  re- 
fiere á  los  tipos  monetarios  que  el  mismo  titulo  bancario  indica; 
pero  de  ninguna  manera  á  las  monedas  estrangeras,  porque  estas 
están  fuera  del  alcance  de  las  leyes  del  pais,  en  cuanto  no  sea  para 
fijar  su  valor  con  relación  á  las  monedas  de  oro  ó  plata  acuñadas 
en  la  Xacion,  según  se  desprende  del  inciso  10,  artículo  67  de  la 
Constitución  Nacional. 

Por  estos  fundamentos:  fallo,  condenando  á  los  Sres.  Gandoifi  y 
Moss  á  pagar  la  cantidad  de  tres  mil  doscientos  sesenta  y  cuatro 
pesos  veinte  y  cinco  centavos  en  oro  sellado  y  sus  intereses  mora  to- 
rios, en  el  término  de  diez  días.  Notifiquese  original.  Repónganse 
los  sellos,  sin  mas  trámites. 

Virgilio  iW.  Tedin. 
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Fallo  ele  la  Suprema  IJorte 


Buenos  Aires,  Febrero  (>  de  188(». 

Vistos  y  considerando:  Primero:  Que  por  ei  artículo  tercero  de 
la  ley  de  quince  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  es- 
tán exceptuadas  del  pago  en  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  es- 
crito, las  obligaciones  contraidas  con  designación  de  moneda  espe- 
cial, las  cuales  pueden  ser  chanceladas  en  billetes  de  curso  legal 
por  su  valor  corriente  en  plaza  el  dia  de  su  vencimiento. 

Segundo:  Que  la  obligación  cuyo  cumplimiento  se  demanda,  se 
halla  comprendida  en  esta  excepción;  pues  ha  sido  contraída  á  oro 
sellado  de  los  Estados  Unidos,  según  consta  del  documento  de  foja 
tres,  y  por  consiguiente,  su  pago  solo  puede  hacerse  en  la  forma  es- 
tablecida en  la  ultima  parte  del  articulo  citado,  ó  en  oro  sellado  de 
los  Estados  Unidos  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  el  contrato. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  opuestos  por  el  Juez  á 
quOj  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  tres,  en  cuanto 
manda  pagar  la  cantidad  reclamada  y  sus  intereses,  debiendo  ha- 
cerse el  pago  en  la  moneda  convenida  ó  en  su  equivalente  en  bille- 
tes de  curso  legal  al  cambio  del  oro  en  que  aquel  se  efectúe,  sin  es- 
pecial condenación  en  costas.  Devuélvanse,  previa  reposición  de 
sellos.  Notifíquese  con  el  original. 

J.    B.     GOROSTIAGA  —  J.   DOMÍNGUEZ. 
—  FEDERICO  IBARGÍREN. 
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C^AUSA    XII 


D,  Jorge  Gowland  é  hijos,  contra  los  Sres.  McUlmann  y  C^,  por  cobro 

de  pesos;  sobre  pago  á  oro. 


Sumario.  —  Las  obligaciones  contraídas  á  pesos  fuertes,  deben 
serchanceladascon  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  corriente  en 
plaza. 


Caso.  —  Lo  enuncia  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Julio  10  de  1885. 

Vistos  estos  autos,  de  los  que  resulta:  1^  Que  los  Sres.  D.  Jorge 
Gowland  é  hijos  se  presentaron  al  Juzgado  con  fecha  7  de  Mayo  del 
corriente  año,  demandando  á  los  Sres.  Mallmann  y  C%  por  la  suma  de 
siete  mil  ciento  cinco  pesos  moneda  nacional  de  oro,  con  cincuenta 
centavos,  importe  de  un  cargamento  de  sal  de  Cádiz  compuesto  de 
cinco  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  siete  fanegas  con  treinta  y  siete 
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centesimos  de  otra,  recibido  el  2o  de  Setiembre  del  año  próximo 
pasado,  á  razón  de  diez  y  medio  reales  fuertes  la  fanega. 

2^  Que  sin  desconocer  los  demandados  ninguno  de  los  hechos 
alegados  por  la  parte  actora,  sostienen  que  no  están  obligados  á 
pagar  el  precio  en  oro,  como  lo  pretende  la  demanda,  siñó  en  bille- 
tes de  curso  legal,  fundándose  en  que  al  fijar  el  precio  de  la  sal  en 
reales  fuertes,  no  han  hecho  sino  seguir  una  costumbre  comercial 
observada  en  las  operaciones  con  los  saladeros,  sin  que  haya  sido 
la  mente  de  las  partes  contratar  á  oro  efectivo. 

Y  considerando:  Primero:  Que  no  hay  hechos  controvertidos  que 
hagan  necesario  el  trámite  de  la  prueba,  pues  toda  la  cuestión  versa 
sobre  el  derecho  que  pretenden  tener  los  demandados  para  pagar 
el  precio  de  la  cosa  vendida  con  los  billetes  declarados  de  curso 
legal  por  el  decreto  de  9  de  Enero  del  corriente  año,  por  su  valor 
escrito. 

Segundo:  Que  ha  quedado  establecido  por  la  contestación  de  la 
demanda  que  el  precio  de  la  sal  fué  convenido  en  reales  fuertes, 
que  no  son  otra  cosa  que  submúltiplos  del  peso  fuerte,  que  es  una 
moneda  de  oro  de  un  gramo  y  dos  tercios  de  gramo  en  peso  y  no- 
vecientos milésimos  de  fino  creado  y  declarado  moneda  nacional  de 
la  República  por  el  artículo  1°  de  la  ley  de  29  de  Setiembre  de  1875. 

Tercero:  Que  á  la  fecha  en  que  aparece  celebrado  el  contrato, 
según  lo  afirmado  por  los  actores  sin  contradicción  de  parte  de  los 
demandados,  todos  los  billetes  emitidos  por  los  Bancos  públicos 
eran  convertibles  al  portador  y  á  la  vista  en  las  monedas  de  oro 
declaradas  de  curso  legal  en  la  República,  de  manera  que  su 
valor  de  cambio  era  igual  de  la  cantidad  de  oro  á  pagar  indicada 
por  su  escritura,  no  existiendo  ninguna  moneda  de  papel  con  curso 
forzoso. 

Cuarto:  Que  de  consiguiente,  en  ningún  caso  puede  admitirse  le- 
galmente  la  interpretación  de  los  demandados,  de  que  la  intención 
de  los  contrayentes  fué  estipular  un  precio  en  papel  nominalmente 


306  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

igual  al  valor  del  peso  fuerte  de  oro,  pero  en  realidad  de  distinto 
valor  ó  sujeto  á  variaciones,  puesto  que  entonces  no  existia  dife- 
rencia alguna  entre  las  monedas  metálicas  y  los  títulos  representa- 
tivos de  ellas. 

Quinto:  Que  es  un  principio  establecido  por  el  articulo  209  del 
Código  de  Comercio,  que  las  convenciones  legalmente  celebradas 
son  la  ley  que  obliga  á  los  contrayentes,  debiendo  ejecutarse  de 
buena  fé  cualquiera  que  sea  su  denominación  y  les  obliga,  no  solo  á 
lo  que  se  espresa  en  ellas  sino  á  todas  las  consecuencias  que  la  equi- 
dad, la  leyó  el  uso  les  atribuyen  según  su  naturaleza. 

Sesto:  Que  según  esta  regla,  no  pueden  los  demandados  preten- 
der chancelar  una  obligación  que  á  la  época  en  que  se  contrajo  re- 
presentaba un  determinado  valor  de  cambio  entregando  una  canti- 
dad que,  si  bien  nomínalmente  es  igual,  representa  un  valor  muy 
inferior  al  que  es  objeto  de  ella. 

Séptimo:  Qne  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  9  de  Enero  del 
corriente  año,  se  lia  limitado  á  declarar  en  su  artículo  1°  que  los  bi- 
lletes del  Banco  Nacional  serán  recibidos  como  moneda  legal  por 
los  particulares  y  oficinas  públicas,  sin  establecer  empero  que  lo 
sean  por  su  valor  escrito,  no  significando  otra  cosa  esa  disposición 
que  exonerar  al  Banco  de  la  obligación  de  convertirlos  á  su  presen- 
tación, para  impedir  su  ejecución  ó  liquidación  é  imponerlos  forzo- 
samente como  uno  de  tantos  instrumentos  de  los  cambios  para  su 
completa  depreciación,  y  que  el  país  no  se  vea  privado  en  críticos 
momentos  de  todo  medio  circulatorio. 

Octavo:  Que  por  lo  que  respecta  á  la  leyenda  de  los  billetes,  solo 
indica  que  el  Banco  emisor  responderá  siempre  por  la  cantidad  en 
oro  que  ellos  espresan  desde  el  instante  que  vuelva  la  conversión, 
y  de  ninguna  manera  que  tal  es  su  valor  intrínseco,  pues  este  no 
depende  de  la  voluntad  del  legislador,  como  no  podría  hacer  que 
una  moneda  de  cobre  y  una  de  oro  de  igual  tamaño  tengan  el  mismo 
valor  de  cambio,  aunque  su  cuño  así  lo  establezca. 
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Noveno:  Que  siendo  la  obligación  del  deudor  de  pagar  en  una 
especie  de  moneda  desmonetizada  por  la  ley  de  5  de  Noviembre  de 
1881,  debe  considerarse  como  de  dar  cantidades  de  cosas,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  el  articulo  617  del  Código  Civil,  en  cuyo  caso 
srlo  queda  cumplida  entregándose  igual  cantidad  de  la  misma  espe- 
cie ó  su  valor,  según  el  que  tenga  en  el  lugar  y  dia  del  vencimiento 
de  la  obligación  ó  su  pago  (articulo  608  del  Código  Civil),  siendo  el 
mismo  principio  aplicable  aun  en  el  supuesto  de  que  el  peso  fuerte 
fuese  moneda  corriente  nacional,  como  lo  prescribe  el  articulo  619 
del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos,  y  atento  lo  resuelto  por  la  Corte  Suprema 
en  la  causa  que  se  registra  en  la  página  35,  tomo  11,  serie  2,  fallo 
condenando  á  los  Sres.  Mallmann  y  C*  á  pagar  á  los  Sres.  Jorge  6ow- 
iand  é  hijos  la  cantidad  de  siete  mil  ciento  sesenta  y  dos  pesos  con 
sesenta  y  nueve  centavos  fuertes  oro,  ó  su  equivalente  en  moneda 
de  curso  legal  al  cambio  del  dia  del  pago,  con  sus  intereses  mora- 
torios  y  las  costas  del  juicio. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  C4orte 


Buenos  Aires,  Febrero  H  de  1885. 

Vistos  y  considerando:  Primero:  Que  la  obligación  contraída  por 
los  Señores  Mallmann  y  Compañía  á  favor  de  los  Señores  Gowland 
é  hijos  por  la  sal  de  Cádiz  que  estos  les  vendieron,  es  á  pagarse  en 
pesos  fuertes,  pues  el  precio  convenido,  según  lo  reconocen  los  de- 
mandados, es  el  de  diez  y  medio  reales  fuertes  la  fanega. 
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Segundo:  Que  el  fuerte,  desmonetizado  por  ley  de  cinco  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  no  puede  confundirse 
con  el  peso  de  oro  moneda  nacional  corriente  en  la  República;  pues 
el  primero  es  una  moneda  de  oro  con  peso  de  un  gramo  y  dos  ter- 
cios y  ley  de  novecientos  milésimos  de  fino  (artículo  primero  de  la 
ley  de  veinte  y  nueve  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco),  y  el  segundo  solo  contiene  un  gramo  y  seis  mil  ciento  veinte 
y  nueve  diez  milésimos  de  gramo  de  oro  y  titulo  de  novecientos  mi- 
lésimos de  fino  (artículo  primero  de  la  ley  de  cinco  de  Noviembre 
citada). 

Tercero:  Que  por  lo  mismo,  el  fuerte  viene  á  constituir  una  clase 
de  moneda  especial  que  no  existe  en  la  República  como  moneda  co- 
rriente, y  que,  por  lo  tanto,  las  obligaciones  á  pesos  fuertes  se  hallan 
comprendidas  en  la  última  parte  del  artículo  tercero  de  la  ley  de 
quince  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  por  la  cual 
están  esceptuadas  de  pagarse  en  billetes  de  curso  legal,  por  su  valor 
escrito,  las  obligaciones  contraidas  con  designación  de  moneda  espe- 
cial, las  cuales  pueden  chancelarse  en  billetes  de  curso  legal,  por  su 
valor  corriente  en  plaza  el  dia  de  su  vencimiento. 

Cuarto:  Que  siendo  esto  así,  los  Señores  Mallmann  y  Compañía 
están  obligados,  ó  á  entregar  á  los  Señores  Gowland  é  hijos  la  can- 
tidad que  adeudan  en  la  misma  especie  de  moneda  estipulada  en  el 

* 

contrato,  ó  á  pagar  su  obligación  en  la  forma  establecida  en  la  últi- 
ma parte  del  artículo  citado. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  espuestos  por  el  Juez 
a  qiWy  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  veinte 
y  cuatro,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse.  Notifíquese  con  el  ori- 
ginal. 

J.    B.   G0K0STL\GA. — J.   D0ML\GüEZ. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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i:ausa  XIII 


La  Compañía  fabricante  de  Singer,  contra  1).  Juan  Shaw;  sobre 

usurpación  de  marca  de  fábrica. 


Sumario.  —  1"  La  marca  de  fábrica  que  puede  producir  confusión 
perjudicial  á  los  intereses  del  inventor  no  puede  usarse. 

2^  El  uso  de  ella  verificado  en  virtud  de  haber  sido  autorizado 
por  la  oficina  correspondiente  antes  de  ser  registrada  la  marca  del 
inventor,  no  constituve  delito  de  falsificación. 

7  «I 

3^  No  es  aplicable  á  las  marcas  estran.ireras  lo  dispuesto  respecto 
del  plazo  para  su  re;^istro. 


Caso.  — Se  comprende  leyendo  el 


Fall»  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Julio  28  cíe  1883. 

Vista  esta  causa  iniciada  por  D.  Juan  OTarrell,  en  representación 
de  la  Compañia  Fabricante  de  Singer,  contra  D.  Juan  Shaw,  por 
usurpación  de  nombre  v  marca  de  fábrica  v  de  comercio. 
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Y  considerando:  1^  Que  la  marca  de  comercio  cuyo  uso  ha  sido 
acordado  á  D.  Juan  Shaw  y  á  la  cual  se  hace  referencia  en  el  espe- 
diente adjunto,  remitido  por  la  oficina  de  In^^enieros,  ha  sido  debi- 
damente re;(istrada  y  con  anterioridad  á  la  de  fábrica  que  se  acordó 
á  la  empresa  Sin-rer. 

2*^  Oue  según  el  artículo  4°  de  la  ley  de  19  de  Aicosto  de  1876  el 
titulo  á  la  propiedad  de  una  marca  se  funda  en  su  registro  en  la  ofi- 
cina respectiva,  no  pudiendo,  por  lo  tanto,  los  demandados  que  han 
re^^istrado  la  suya  posteriormente  atacar  los  derechos  de  Shaw  que 
estaba  en  posesión  de  su  marca  después  de  liaber  llenado  los  requi- 
sitos que  prescribe  la  ley  de  la  materia. 

.T  Que  el  registro  hecho  por  este  último,  lo  ha  sido  en  conformi- 
dad á  la  ley,  pues  si  bien  no  se  ha  hecho  la  designación  detallada 
do  los  artículos  á  que  la  marca  debía  aplicarse,  esta  desi^macion 
resulta  de  la  expresión  «los  artículos  de  mi  comercio»,  consiimada 
en  la  solicitud  presentada  ante  la  Oficina  de  Ingenieros;  espresion 
que  es  suficiente,  tratándose  de  obtener  una  marca  de  comercio  con 
destino  á  una  casa  como  la  del  demandado,  en  la  que  son  muchos  y 
diversos  los  artículos  en  que  aquel  se  ejercita,  y  que  pueden  por  la 
misma  razón,  variar  perióilicamente. 

4^  Que  las  objeciones  que  se  hacen  á  la  solicitud  presentada  por 
D.  Juan  Shaw  é  hijo,  sin  acompañar  el  poder  que  á  ello  lo  autoriza 
otorgado  por  su  Señor  padre,  quedan  desvanecidas  por  la  ratifica- 
ción por  éste  prestada,  á  lo  cual  debe  agregarse,  que  en  todo  caso, 
el  único  habilitado  para  objetar  los  procedimientos  seguidos  con  tal 
motivo  en  la  Oficina  de  Ingenieros,  sería  D.  Juan  Shaw  y  no  los  de- 
mandantes. 

S*'  Que  los  demandantes  no  pretenden  el  privilegio  de  una  patente 
de  invención  por  las  máquinas  de  Singer,  á  lo  que  no  podría,  por 
otra  parte,  accederse  desde  que  es  notorio  que  el  término  de  la  pa- 
tente concedida  al  inventor  Singer,  ha  espirado. 

6^  Que  en  este  concepto,  la  palabra  Singer  designa  hoy  solamente 
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un  mecanismo  especial,  y  como  todos  tienen  el  derecho  de  fabricar 
una  máquina  semejante,  la  palabra  Sínger  es  propiedad  pública  y  el 
uso  exclusivo  de  ella  no  puede  pretenderse  ni  por  los  demandantes 
ni  por  los  demandados. 

T  Que  la  confusión  para  el  público  no  puede  tener  lugar  entre 
los  artículos  del  demandante  y  los  del  demandado,  pues  ninguna  per- 
sona dotada  de  sentido  común  confundirá  las  dos  marcas  tales  como 
se  encuentran  disenadas  á  foja  2  y  foja  8  de  los  espedientes  agrega- 
dos número  1  y  2,  por  cuanto  la  primera  de  estas  lleva  escrito  el 
nombre  de  Juan  Shaw,  con  designación  de  su  domicilio,  calle  y  nú- 
mero en  Buenos  Aires,  y  cuando  esta  es  una  marca  de  comercio  que 
deberán  llevar  no  solo  las  máquinas  de  coser,  sino  los  otros  artícu- 
los de  la  casa,  mientras  que  la  de  los  demandantes  es  una  marca  de 
fábrica  destinada  únicamente  á  las  máquinas  de  coser. 

8^  Que  por  otra  parte,  el  derecho  de  los  demandantes  para  ini- 
ciar este  juicio  en  la  forma  en  que  lo  han  promovido,  ha  desapare- 
cido, desde  que,  según  el  artículo  36  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica 
y  de  comercio,  no  se  puede  intentar  acción  ni  criminal  ni  civil  des- 
pués de  tres  años  de  cometido  ó  repetido  el  delito,  ó  después  de  un 
año  contado  desde  el  día  en  que  el  propietario  de  la  marca  tuvo  co- 
nocimiento del  hecho  por  primera  vez,  y  aún  suponiendo  que  el  he- 
cho de  haberse  presentado  I).  Juan  Shaw  solicitando  la  inscripción 
de  su  marca  de  comercio  importase  un  delito,  constando  el  tiempo 
transcurrido  desde  la  fecha  en  que  le  fué  acordado  el  uso  de  la 
marca  de  comercio.  Diciembre  31  de  1877,  hasta  la  presentación  del 
escrito  de  demanda,  H  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno, 
han  pasado  tres  anos  y  cinco  meses,  esto  es,  mas  del  tiempo  seña- 
lado en  el  articulo  recordado  para  que  quede  prescrípta  la  acción 
que  la  ley  acuerda  al  que  se  considera  damnificado. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  absolviendo  á  D.  Juan  Shaw  de  la 
demanda  que  le  ha  sido  promovida  por  D.  Juan  OFarrell  en  repre- 
sentación de  la  Compañía  Fabricante  de  Singer,pudiendo  aquel  usar 
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libremente  su  marca  de  comercio  para  los  fines  que  le  fué  conce- 
dida por  la  Oficina  de  In^^enieros;  y  declaro  que  las  costas  que  este 
juicio  ha  originado  deben  ser  pagadas  por  el  demandante.  Hágase 
saber  notificándose  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1H8Í>. 

Vistos:  resultando  del  escrito  de  foja  tres  que  la  demanda  inter- 
puesta  por  el  representante  de  la  Compaíiia  Fabricante  de  Singer 
se  refiere  principalmente  á  la  marca  que  allí  se  describe  y  cuyo  di- 
bujo se  encuentra  á  fojas  cuatro  y  diez  y  ocho  del  espediente  pro- 
movido ante  la  oficina  de  marcas  de  fábrica,  que  corre  agregado. 

Considerando:  Primero:  Que  comparando  esa  descripción  y  dibu- 
jos con  los  de  la  marca  registrada  por  Shawse  nota  desde  luego  que 
hay  perfecta  identidad  en  lo  principal,  aunque  en  los  accesorios  de 
la  de  Shaw  se  hayan  hecho  modificaciones  tendentes  á  disimular  la 
copia  ó  imitación. 

Segundo:  Que  si  bien  no  puede  decirse  que  se  ha  cometido  el  de- 
lito de  falsificación,  desde  que  el  uso  de  esta  última  marca  ha  sido 
autorizada  por  la  oficina  correspondiente^  y  la  de  la  Compañía  fa- 
bricante no  había  sido  aún  registrada,  es  sin  embargo  indudable 
que  la  marca  de  Shaw  puede  producir  confusión  perjudicial  á  los 
intereses  del  inventor  ó  de  sus  lejitimos  representantes  y  es,  por  lo 
tanto,  de  justa  aplicación  lo  dispuesto  por  el  articulo  cuarto  de  la 
ley  de  Marcas  de  Fábrica  y  de  Comercio. 
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Tercero:  Que  en  virtud  de  la  ley  de  trece  de  Setiemhre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  no  es  aplicable  alas  marcas estranireras 
lo  dispuesto  en  la  ley  de  marcas  do  fábrica  y  de  comercio  respecto 
de  plazos  para  su  re;,nstro,  y  no  es  por  lo  tanto  admisible  la  pres- 
cripción alegada  por  Shaw.  Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  y  se  declara  que  Shaw  no  debe  continuar  usando  en 
las  máquinas  de  coser  que  espende  la  marca  descrita  en  la  demanda; 
quedando  por  lo  tanto  sin  efecto  la  concesión  que  de  ella  se  le  hizo. 
Háirase  saber,  comuniqúese  á  la  oficina  correspondiente  y  devuél- 
vanse, previa  reposición  de  sellos.  Notifíquese  con  el  orif^nnal. 

J.  ü.    GOROSTIAGA. — J     DOMÍNGUEZ. 

— ULADisLAo  frías.  (Eu  disiden- 
cia). 


DISIDENCIA 


El  demandado  Don  Juan  Shaw  obtuvo,  en  veintiuno  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  la  marca  de  comercio  de  foja 
tres,  del  espediente  número  primero,  de  los  tres  airre;rados,  para 
distintivo  ^^eneral  de  los  diversos  productos  vendidos  en  su  casa. 

El  actor  funda  su  demanda  en  los  chírechos  que  pretende  le  acuerda 
la  concesión  de  las  dos  marcas,  una  de  fábrica,  y  otra  de  fábrica  y 
de  comercio,  de  foja  nueve  y  foja  diez  y  ocho,  respectivamente,  de 
los  espedientes  referidos  números  dos  y  tres,  marcas  que  obtuvo:  la 
primera,  en  tres  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  ochenta,  y  la  se- 
jLTiinda,  en  diez  y  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno, 
habiendo  la  última  sido  ret'^istrada  también  en  la  oficina  de  paten- 
tes de  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  en  ocho  de  Junio  de 
mil  ochocientos  setenta  y  cinco. 

T.  XX  22 
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Eslas  dos  marcas  se  usan  simultáneamente  para  distinguir  las 
máquinas  de  coser  en  cuestión,  esto  es:  las  de  Singer,  formando  la 
primera  parte  de  la  armazón  ó  pié  de  hierro  en  que  descansan  la 
mesa  y  el  aparato  para  coser,  y  empleándose  la  segunda,  que  con- 
siste en  un  pequeño  medallón  elíptico,  en  el  brazo  de  dicho  aparato. 

La  primera  de  dichas  marcas,  la  de  foja  nueve  citada,  y  la  del  de- 
mandado, son  completamente  distintas  y  no  pueden  confundirse,  lo 
que  resalta  á  la  primera  mirada  que  se  dirija  á  cualquiera  de  las 
máquinas  de  que  se  trata,  y  lo  comprueba  la  demanda  misma  del 
actor,  en  la  que  confiesa  se  vio  obligado  á  solicitar  la  segunda  marca 
para  resguardar  sus  derechos,  indudablemente  porque  la  primera 
no  llenaba  ese  objeto,  por  su  manifiesta  diferencia  con  la  del  de- 
mandado. 

En  efecto,  esa  marca,  por  su  tamaño,  su  inscripción,  y  sobre  todo, 
por  el  lugar  que  ocupa  en  la  máquina,  haciendo  parte  del  pié  de 
hierro  de  ella,  es  materialmente  imposil)le  confundirla  con  la  del 
demandado,  que  es  también  un  pequeño  medallón,  para  servir,  como 
se  ha  espuosto,  de  distintivo  general  de  los  diversos  productos  ven- 
didos en  su  casa. 

En  cuanto  á  la  segunda  marca,  la  de  foja  diez  y  ocho  del  espe- 
diente citado  número  tres,  aunque  á  primera  vista  es  parecida  ó  se- 
mejante á  la  del  demandado,  por  poca  atención  que  se  le  preste, 
como  debe  suponerse  que  la  presta  asi,  cuando  menos,  quien  desea 
atlquirir  una  máquina  de  coser  de  marca  determinada,  se  conocerá 
que  es  distinta  también  de  la  del  demandado,  especialmente  por  la 
inscripción,  que  dice:  Trade  mark,  en  la  parte  superior,  y  en  la  in- 
ferior: Juan  Shaw,  Venezuela  3'i4,  33S,  Buenos  Aires,  y  que  á  nadie 
puede  inducir  en  error,  cuando  la  del  demandante,  dice:  TheSinger 
M,  F.  G.  C^  N.  y.,  arriba,  y  abajo:  Trade  mark. 

Pero  aún  suponiendo  iguales  estas  dos  últimas  marcas  y  que  las 
máquinas  se  adquiriesen  sin  hacer  el  comprador  el  mas  ligero  exa- 
men de  ellas,  la  marca  de  Shaw,  puesta  en  las  máquinas  de  Singer, 
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vendidas  en  la  casa  de  aquel,  no  atacaría  los  derechos  de  éste,  ni  le 
perjudicarla,  pues  parecerían  dos  niarcas  del  mismo  fabricante,  y  nó 
de  otro,  distinguiéndose  siempre,  do  una  manera  indudable,  las  má- 
quinas de  Singer  de  cualquiera  otras,  por  la  primera  marca  antes 
mencionada,  que  forma  parte  del  pié  de  la  máquina. 

En  consecuencia,  si  bien  en  esta  materia  es  regla  que  el  propieta- 
rio de  una  marca  tiene  derecho  de  oponerse  al  uso  de  cualquiera 
otra  que  pueda  producir  directa  ó  indirectamente  confusión  entre 
los  productos,  en  el  presente  caso,  no  existe  la  razón  de  la  ley  para 
aplicar  esa  disposición,  puesto  que,  ron  ó  sin  la  marcado  Shaw  en 
las  máquinas  Sínirer,  estas,  como  se  ha  dicho,  se  distinguen  de  las 
otras  por  la  marca  ínequivocable  de  fábrica;  y  si  algunas  han  sido 
falsificadas,  como  espone  el  demandante,  de  ese  hecho  no  es  respon- 
sable, ni  ha  sido. acusado  el  demandado. 

Por  otra  parte,  habiendo  el  Señor  Shaw  obtenido,  sin  dolo  ó  frau- 
de, su  marca,  antes  que  el  demandante  las  suyas,  está  en  su  derecho 
para  usarla  del  modo  que  se  le  ha  concedido,  esto  es,  como  distin- 
tivo general  de  los  productos  que  espende  en  su  casa. 

La  propiedad  de  una  marca  y  los  derechos  que  son  su  consecuen- 
cia, ya  se  trate  de  marcas  del  pais,  ya  de  estrangeras,  nacen  desde 
el  rejistro  de  la  marca  en  la  oficínn  correspondiente,  en  la  Repú- 
blica (artículos  cuatro,  diez  y  cuarenta  y  dos  de  la  ley  de  lí)  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis)  y  por  consiguiente,  la  con- 
cesión de  cualquiera  marca,  no  puede  tener  efecto  retroactivo  y 
atacar  ó  alterar  derechos  adquiridos. 

No  obsta  para  esto,  la  disposición  de  la  ley  de  trece  de  Setiembre 
de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  según  la  cual,  las  marcas  extran- 
geras  no  están  comprendidas  en  el  plazo  para  el  registro  de  las 
marcas  de  fábricas,  establecido  por  ol  articulo  treinta  y  ocho  de  la 
ley  anterior  critada  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  por  cuanto  su 
propiedad  y  derechos  que  ésta  acuerda,  tienen  origen,  como  se  ha 
espuesto,  desde  su  registro,  y  porque,  á  no  ser  así,  resultaría  que 
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aquella  disposición  importa  aceptar  como  marcas  del  pais,  antes  de 
estar  registradas,  todas  cuantas  se  hubiesen  expedido  en  otras  na- 
ciones, interpretación  que  bajo  niuíiun  aspecto  es  admisible. 

Estos  motivos,  los  concordantes  de  la  sentencia  apelada  de  foja... 
y  aceptando  los  que  ella  aduce  sobre  la  validez  de  la  concesión  de 
la  marca  al  demandado  y  sobre  la  prescripción  opuesta  por  éste,  me 
deciden  á  opinar  que  debe  confirmarse  con  costas  dicha  sentencia. 

IJLADISLAO  frías. 


í:aijísa  XIV 


El  l)r.  I),  Macario  Torm,  eu  recurso  de  hecho;  sobre  crcltmon  del 

Hegislro  Klec toral. 


Sumario, — Los  fallos  del  Juez  de  Sección  sobre  reclamos  de  ex 
clusion  ó  inscripción  indebidos,  son  inapelables. 
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Caso.  —  En  un  recurso  de  hecho  sohre  exchision  del  Re.rislro 
Electoral,  deducido  por  el  Dr.  Macario  Torres,  se  espidió  el  si- 
guiente 


INFORME  DEL  JUEZ  FEDERAL 


Exino.  Señor: 

El  Dr.  D.  Ángel  E.  Casares  y  varios  otros  vecinos  do  la  Parroquia 
Catedral  al  Sud  apelaron  ante  este  Juz^^ado  de  resoluciones  de  la 
Junta  Calificadora  de  dicha  Parroquia,  y  remitidos  por  esta  los  an- 
tecedentes relativos  á  las  tachas  opuestas  por  esos  señores,  se  citó 
á  juicio  verbal  á  los  tachantes  y  tachados  para  el  23  de  Enero  pa- 
sado, hajo  apercibimiento  de  juzgar  en  rebeldía  á  los  inasistentes. 

Entre  los  citados  que  concurrieron  á  esa  audiencia  como  tachados 
se  encontraba  el  Dr.  Macario  Torres,  quien  se  limitó  á  espresar  que 
alegaba  la  incompetencia  del  Juz'/ado,  fundado  en  que  esle  solo 
puede  conocer  como  Juez  de  apelación  y  que  no  halúa  razón  para 
(|ue  lo  fuera  en  este  caso,  pues  al  esponente  no  lo  habian  tachado 
ante  la  Junta  Calificadora;  y  los  tachantes  exhibieron  comproban- 
tes para  justificar  la  ilegalidad  de  la  inscripción  del  Dr.  Torres. 

El  26  del  mismo  mes  se  dictó  sentencia,  y  para  mejor  claridad, 
transcribo  el  considerando  pertinente  y  la  parte  dispositiva  de  la 
misma  que  dice  así:  •íí'  Que  1).  Antonio  Márquez  D.  Francisco 
Liendo  y  el  Dr.  D.  Macario  Torres,  no  han  podido  presentar  docu- 
mento alguno  para  justificar  que  su  verdadero  domicilio  es  el  que 
aparece  en  el  Registro,  debiendo  observarse:  en  cuanto  al  pri- 
mero, que  las  esplicaciones  dadas  respecto  al  domicilio  en  qu(^  apa- 
rece inscripto,  manifestando  que  es  una  casa  de  inquilinato,  pero, 
que  no  conoce  ni  á  la  persona  que  le  alquila  la  habitación  ni  á  nin- 
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gimo  de  los  hahítantes  de  la  misma  casa,  á  pesar  de  que  asegura 
que  vive  en  ella  desde  hace  siete  meses,  confirma  la  taclia  propuesta, 
á  lo  que  se  agrega  que  este  individuo  no  figura  en  el  Registro  de 
casas  de  inquilinato  que  lleva  la  Policía  correspondiente  á  dicha 
Parroquia;  en  cuanto  al  segundo,  que  se  le  autorizó  para  presentar 
pruebas  hasta  la  conclusión  de  la  audiencia,  lo  que  no  ha  efec- 
tuado; tí  negándose  el  tercero  á  contestar  nada  sobre  el  fondo  de  la 
cuestión». 


*  Por  estos  fundamentos,  fallo  declarando  bien  inscriptos  á  los 
ciudadanos  determinados  en  los  considerandos  1°  y  3\  y  que  sean 
borrados  del  Registro  Cívico  de  la  Parroquia  Catedral  al  Sud,  los 
nombrados  en  elif^,  lo  mismo  que  los  inasistentes  que  han  incurrido 

en  rebeldía,  y  cuyos  nombres  se  comunicarán  á  dicha  Junta  para  su 
cumplimiento.  Virgilio  3/.  Tedin. » 
Es  cuanto  tengo  que  informar  á  Y.  E.  á  quien  Dios  guarde. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Fsilh»  tle  la  Suprema  Clorie 

Bueno»  Aires,  Febrero  11  de  188f>. 

Vistos  en  el  acuerdo;  por  lo  que  resulta  del  informe  que  antecede, 
y  disponiéndose  por  el  artículo  diez  de  la  Ley  de  Elecciones  vigente, 
que  los  fallos  del  Juez  de  Sección  sobre  reclamos  de  exclusión  ó  ins- 
cripción indebidas,  son  inapelables,  se  declara  bien  denegado  el  re- 
curso de  apelación  interpuesto  para  ante  esta  Corte,  por  el  l)r.  Don 
Macario  Torres.  Y  remítanse  estas  actuaciones  al  Juez  Federal  para 
que  las  agregue  á  sus  antecedentes. 

J.  DOMÍNGUEZ.  -  TLADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO   IBARGLREN. 
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c:auha  XV 


D.  Julio  Várela^  contra  el  Gefe  de  Pnlicia,  Coronel  I).  Francisco  Hosch, 
y  el  Comisario  de  Policia  de  la  /''*  Sección^  Sr.  Toranzo,  por  viola- 
ción de  domicilio  y  sustracción  de  dinero;  sobre  competencia. 


Sumario. — La  violación  de  domicilio  y  la  .sustracción  de  dinero, 
son  delitos  comunes  que  no  caen  bajo  la  jurisdicción  de  los  Tribu- 
nales Federales. 


Caso. — 1).  Julio  Varóla  pidió  se  instruyera  un  sumario  y  se  dictara 
orden  de  prisión  contra  el  Gefe  de  Policía,  Coronel  Bosch  y  el  Comi- 
sario de  la  Sección  1%  Sr.  Toranzo,  por  liaber  ordenado  aquel  y  eje- 
cutado éste  la  violación  de  su  domicilio  en  la  calle  Corrientes  191), 
donde  diclio  Comisario  penetró,  prendiendo  al  portero,  recorriendo 
las  babitaciones,  reduciendo  á  prisión  varias  personas  que  ju^^aban 
á  la  ruleta,  y  apoderándose  de  muebles  y  dinero  existentes  en  la 
casa,  sin  presentar  orden  de  Juez  competente. 


320  FALLOS  DK  LA  SUPREMA  CORTE 


VISTA   DEL  PROCURADOR  FISCAL 

Buenos  Aires,  A^oáto  19  de  1885. 

Señor  Juez: 

En  el  oslado  en  que  se  encuentra  esta  causa  nada  puedo  decir 
sobre  el  fondo  de  ella,  porque  se-^un  la  lejislacion  Española  invocada 
para  el  caso  por  el  querellante  D.  Julio  Várela,  el  rol  de  Fiscal  em- 
pieza recien  después  de  terminado  el  sumario. 

í)el)o  entonces  suponer  que  V.  S.  se  ha  servido  darme  vista  para 
que  dictamine  sobre  la  competencia  del  Juzgado  para  conocer  en  el 
juicio  criminal  que  se  lia  promovido,  y  en  tal  concepto,  creo  de  mi 
deber  manifestar  que  V.  S.  carece  de  jurisdiccioq  para  entender  en 
el  indicado  juicio. 

La  querella  entablada  por  I).  Julio  Várela  contra  el  Gete  de  Poli- 
cía, Sr.  Boscli  y  el  Comisario,  Sr.  Toranzo,  y  digo  querella  porque 
asi  del)e  denominarse,  dados  los  términos  del  escrito  de  foja  1  y  las 
prescripciones  le j^ales  que  le  son  aplicables,  ha  sido  motivada  por 
delitos  comunes,  cuyo  juzíramiento  compete  á  los  jueces  del  crimen 
de  la  jurisdicción  ordinaria  según  la  Ley  Orgánica  de  los  Tribuna- 
les de  la  Capital. 

No  basta  para  que  surta  el  fuero  federal  la  sola  circunstancia  de 
que  los  derechos  que  se  dicen  violados  por  el  Sr.  Bosch  y  Toranzo 
estén  garantidos  por  la  Constitución  Nacional,  pues  asi  lo  están  to- 
dos los  que  se  refieren  á  la  propiedad,  libertad  y  vida  de  los  habi- 
tantes de  la  Repúl)lica.  Lo  contrario  importaría  atribuir  el  co- 
nocimiento de  todas  las  causas  criminales  á  la  justicia  fc^deral, 
absorbiendo  así,  por  completo,  la  jurisdicción  de  los  jueces  de  la  Ca- 
pital y  de  las  provincias  mismas. 

Es  necesario  y  está  así  (istablecido,  que  para  que  una  causa  quede 
sujeta  á  los  Jueces  Federales  debe  ella  estar  especialmente  regida 
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por  la  Constitución  Nacional,  las  leyes  sancionadas  por  el  Congreso, 
los  Tratados  Públicos  celebrados  con  las  naciones  estrangeras  ó  que 
esté  comprendida  en  los  artículos  1°,  ¥  y  3^  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  lo  que  ciertamente  no  ocurre  en  el  caso  de  que  me 
ocupo. 

Escuso  entrar  en  otras  consideraciones  porque  hay  ya  sobre  el 
particular  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte  en  varios 
de  sus  fallos,  los  que,  sin  duda,  son  perfectamente  conocidos,  por  V.  S. 

Por  lo  expuesto,  soy  de  opinión  que  V.  S.  debe  declararse  incom- 
petente para  conocer  en  esta  causa  y  mandar  que  el  Señor  Várela 
ocurra  donde  corresponde. 

David  Xamiia. 


Fallo  d<*l  »luex  l-'c'^cleral 


Buenos  Aires,  A^^osto  20  de  1885. 

Autos  V  vistos:  en  conformidad  á  las  consideraciones  aducidas 
por  el  Procurador  Fiscal  en  el  precedente  dictamen,  que  el  Juzgado 
estima  perfectamente  arregladas,  se  declara  sin  competencia  para 
entender  en  el  conocimiento  de  este  asunto.  En  su  consecuencia, 
ocurra  el  interesado  donde  corresponda. 

Ugarriza. 


VISTA  DEL  SKNOK  PKOCl  KADOK  GENERAL 

Buenos  Aires,  Enero  21  de  IH8*\ 

Suprema  Corle: 

Los  bejíbos  que  motivaron  la  denuncia  y  sirven  do  base  á  la  ac- 
ción que  se  propone  L).  Julio  Várela  contra  el  (Comisario  lorenzo  y 
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el  Gefe  de  Policía,  Coronel  Boscli,  no  caen  bajo  la  esfera  de  aque- 
llos cuvo  conocimiento  ha  reservado  la  lev  al  Juz^^ado  Federal  del 
municipio.  Basta  recorrer  los  incisos  H,  12  y  13  del  articulo  104  de 
la  ley  que  or^^anizó  los  Tribunales  de  la  Capital. 

La  violación  del  domicilÍQ,  la  sustracción  de  los  diez  mil  pesos  de 
que  se  queja  y  promete  pedir  reparación,  son  delitos  comunes,  y  no 
revisten  el  carácter  de  la  violación  de  leyes  de  carácter  general  que 
el  artículo  citado  requiere  para  atribuir  jurisdicción  al  Juzgado  Fe- 
deral. 

Son,  sin  disputa,  una  violación  de  la  libertad  individual,  del  res- 
peto á  la  propiedad  y  demás  garantías  que  la  Constitución  consagra 
para  todos,  sin  que  por  ello  corresponda  su  represión  y  castigo  á  la 
Justicia  Federal,  sino  á  la  jurisdicción  mas  amplia  de  los  Tribunales 
ocales,  que  de  otra  manera  no  tendrían  otro  objeto  y  desaparece- 
rían totalmente. 

Sírvase  V.  E.  confirmar  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa. 


Falh»  clt»  la  í^upreuia  Clorte 


Filenos  Aires,  Bebrero  l6  de  188*'». 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  espueslo  y 
pedido  por  el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se 
confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  once:  y  devuélvanse,  previa  re- 
posición de  sellos. 

J.  B.  (iOUOSTIAUA. — ULADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUíSA    X\í 


La  Emprem  del  Ferro-iJarril  Central  ArgenUno,  contra  Don  Alanzon 
S.  Hall  y  Don  Márimo  Amelong;  sobj'e  esproptaciopL 


Sumario.— VwadG  espropiarse  el  subsuelo,  para  construir  un  túnel 
en  prolon^^icion  de  una  vía  férrea  concedida  por  ley  del  Congreso, 
sin  ser  necesaria  la  espropiacion  de  todo  el  terreno  hasta  la  super- 
ficie. 


Caso.  —Por  lev  de  25  de  Octubre  de  188^  se  concedió  á  la  em- 
presa  del  Ferro-Carril  Onlral  Ar^^entino  la  íacultad  de  prolon;/ar 
la  vía  férrea,  desde  su  estación  en  el  Rosario,  hasta  el  puerto,  por 
medio  de  un  túnel. 

Presentándose  la  Empresa  á  espropiar  el  subsuelo,  se  suscitó  la 
cuestión  con  los  señores  Hall  y  Amelon^%  sobre  si  podia  limitarse 
la  espropiacion  solo  al  subsuelo,  ó  si  debía  ampliarse  á  todo  el  te- 
ri"eno  hasta  su  superficie. 


B'^alli»  del  «liiez  Fedctral 

Kosario,  Setiembre  14  de  18ív). 

Y  vistos  estos  autos,  en  lo  relativo  al  incidente  promovido  por  el 
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demandado,  oponiéndose  á  que  se  lleve  á  cabo  la  espropiacion  soli- 
citada en  el  escrito  de  foja  3,  en  la  forma  en  que  lo  ha  sido,  ó  sea, 
de  solo  el  subsuelo  ó  capas  interiores  del  terreno  que  ha  de  atra- 
vesar el  túnel  de  que  se  trata,  y  no  la  superficie  misma.  Con  lo  es- 
puesto en  contestación  por  la  Empresa  demandante;— 

Y  considerando:  Primero:  Que  la  ley  especial,  N^  1535,  de  Octu- 
bre de  1884,  que  autorizó  los  trabajos  de  colocación  de  la  vía  férrea, 
mencionada  en  la  demanda,  dispone  que  la  Empresa  constructora 
ocupará,  por  via  de  espropiacion  y  por  los  trámites  señalados  por  la 
ley  de  13  de  Setiembre  de  18(>6,  los  terrenos  de  propiedad  particu- 
lar, necesarios  á  la  colocación  de  dicha  via.  Se,^^undo:  Que  es  tam- 
bién como  una  espropiacion  que  se  reputa  en  derecho  la  ocupación 
de  terrenos  de  propiedad  particular,  cuando  se  hace  de  una  manera 
perpetua  é  indefinida.  Tercero:  Que  en  igual  sentido  ó  sea  con  el 
carácter  de  una  petición  de  espropiacion,  ha  sido  deducida  la  de- 
manda de  foja  3,  aunque  limitada  al  subsuelo  de  toda  lá  profundi- 
dad del  terreno  respectivo,  se;»un  resulta  de  su  contesto  todo,  y  es- 
pecialmente de  su  parte  petitoria.  Cuarto:  Que  es  evidente  asi,  que 
se  trata  en  el  caso  de  una  verdadera  espropiacion  y  de  un  traspaso 
eu  consecuencia,  déla  propiedad  é  incorporación  al  dominio  de  la 
Empresa  constructora,  del  terreno  de  su  referencia.  Quinto:  Que  en 
estos  términos,  la  cuestión  á  decidir  por  el  momento  no  ¿s  otra  que 
la  de  si  en  la  espropiacion  mencionada  puede  ó  nó  ser  dividido  el 
fondo,  de  la  superficie  del  terreno  á  espropiarse,  ó  sea,  si  la  espro- 
piacion puede  hacerse  por  fracciones  ó  capas  horizontales,  dejando 
al  dueño  la  propiedad  de  la  superficie  y  tomando  la  Empresa  la  del 
fondo  que  le  sea  necesario  ocupar.  Sexto:  Que  el  articulo  2í)17  del 
Códi^xo  Civil,  prescribe  que:  «El  propietario  de  edificios,  no  puede 
dividirlos  horizontalmente  entre  varios  dueños,  ni  por  contratos  ni 
por  actos  de  última  voluntad».  Séptimo:  Que  esta  disposición,  unida 
á  la  del  articulo  áolS,  que  declara  parte  necesariamente  inte.LTante 
del  suelo,  la  del  subsuelo  ó  fondo,  en  toda  su  profundidad,  hacen 
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íorzosamente  indivisible  é  inscparahle  la  propiedad  del  suelo  de  la 
de  sus  capas  inferiores,  é  impiden  considerar  eslas  fracciones  como 
cosas  distintas  entre  sí  y  susceptibles  de  una  enaj^^enacion  ó  espro- 
piacion  particular.  Octavo:  Que  la  ley  citada  de  Octubre  de  1884, 
limitándose  á  declarar  de  utilidad  pública  y  espropiables  como  ta- 
les, los  terrenos  necesarios  á  la  construcción  de  la  vía  férrea  en 
ella  mencionada,  no  contiene  disposición  aljUMJua  que  modifique  ó 
altere  aquellas  realas  de  carácter  í^eneral  y  de  orden  público  por 
su  naturaleza.  Noveno:  Que  tampoco  la  contienen  las  disposiciones 
de  la  ley  íxeneral  de  espropiacion  á  que  aquella  ley  especial  se  re- 
fiere. Décimo:  Que  por  consiguiente  y  siendo  una  regla  aceptada  de 
interpretación  de  las  leyes,  que  estas  deben  siempre  ser  construidas 
con  referencia  á  las  prescripciones  y  principios  generales  de  la  le- 
jislacion  común,  mientras  claramente  no  innoven  sobre  ellos,  ya  por 
su  precepto  espreso,  ya  implícitamente  porque  sus  disposiciones 
sean  inconciliables  ó  incompatibles  con  aquellos  (1,  Kent's  Commen- 
taries,  464),  se  sigue  que  no  deben  interpretarse  ni  suponerse,  las 
dos  citadas,  y  mucho  menos  la  última,  anterior  en  fecha  al  Código 
Civil,  como  derogatorias  ó  en  oposición  con  el  sistema  que  este 
consagra.  Undécimo:  Que  á  parte  de  esto,  el  sentido  propio  de  la 
«espropiacion»  como  la  economía  de  la  ley  13  de  Setiembre  de  18(50, 
á  que  se  refiere  la  de  Octubre  de  1885,  indican  que  ni  una  ni  otra 
deben  entenderse  aplicables  á  simples  desmembraciones  de  la  pro- 
piedad, como  á  una  servidumbre,  por  ejemplo,  ú  otra  análoga,  sino 
á  la  propiedad  misma  en  toda  la  integridad  de  la  porción  del  suelo 
necesaria  á  la  ejecución  de  los  trabajos  de  utilidad  pública.  Duodé- 
cimo: Que  por  todo  ello  es  evidente  que  el  espropiante,  que  no  obra 
sino  en  virtud  de  una  escepcion  del  derecho  de  propiedad,  que  del>e 
ser  interpretado  restrictivamente,  no  puede,  pretendiendo  mayores 
derechos,  que  los  (¡ue  son  acordados  al  propietario  mismo,  sostener 
correctamente  que  le  sea  dado  obtener  en  espropiacion  la  superficie 
sola  del  suelo,  sin  su  propiedad,  ó  vice-versa,  esta  con  prescindencia 
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de  aquella,  de  la  cual  forraa  parte  integrante,  haciendo  nn  lodo  in- 
separable. Décimo  tercero:  Que  no  es  contraria  á  estas  conclusiones, 
la  decisión  de  la  Suprema  Corte  Nacional,  contenida  en  el  tomo  8°, 
2^  Serie,  pág.  472  de  sus  fallos,  declarando  que  el  establecimiento 
de  nn  caño  de  desaí,MJe  á  una  profundidad  tal  que  no  afecte  ni  mo- 
difique en  nada  la  superficie  del  suelo,  no  implica  la  adquisición 
total  ni  parcial  del  inmueble  que  atraviesa,  y  no  es,  por  tanto,  un 
caso  de  espropiacion,  correspondiendo  en  su  mérito  solo  á  la  auto- 
ridad administrativa,  con  esclusion  de  los  Jueces,  estatuir  sobre  la 
indemnización  debida  al  propietario,  en  razón  del  perjuicio  tempo- 
rario ó  permanente  que  del  hecho  puede  resultarle;  porque  en  el 
caso  de  esa  decisión  modelada  vigorosamente  en  las  conclusiones 
de  una  Corte  de  Francia,  que  no  han  tenido  totalmente  la  sanción 
déla  doctrina,  ni  de  la  jurisprudencia  de  aquel  pais,  en  el  cual  es 
de  notar  que  los  principios  de  la  legislación  civil  vigente  son  con- 
trarios á  los  de  la  nuestra,  en  lo  relativo  al  fraccionamiento  de  la 
propiedad  raíz;  faltaba  la  ley  especial  que  existe  al  presente,  defi- 
niendo el  caso  mb  jwUce  como  uno  bien  caracterizado  de  espropia- 
cion, declarándolo  en  consecuencia,  sometido  á  las  formalidades  é 
indemnizaciones  inherentes  á  toda  espropiacion  y  entregándolo  fi- 
nalmente, al  conocimiento  y  decisión  de  los  jueces.  Décimo  cuarto: 
üue  se  agrega  aun,  que  en  el  caso  en  cuestión,  la  proximidad  á  la 
superficie  del  suelo  de  las  ol)ras  que  deben  ejecutarse  por  la  Em- 
presa demandante,  es  tal,  que  no  puede  pretenderse  fundadamenlo 
que  ellas  no  afecten  ni  perjudiquen  sensiblemente  el  ejercicio  del 
derecho  de  propiedad  del  demandado,  aun  en  lo  que  .se  refiere  á  la 
superficie  misma  del  terreno. 

Por  estos  fundamentos,  declaro  que  la  espropiacion  en  cuestión, 
no  puede  hacerse  aisladamente,  ni  de  la  superficie,  ni  del  fondo 
solo,  sino  de  la  integridad  del  terreno  del  demandado,  abonándo- 
sele una  y  olro,  ósea  el  suelo  y  su  profundidad, en  toda  la  ostensión 
que  ocupen  las  obras  del  túnel  mencionado  en  la  demanda. 
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En  su  consecuencia  y  á  los  objetos  del  correspondiente  nombra- 
miento de  peritos,  si  la  presente  resolución  quedase  ejecutoriada, 
comparezcan  nuevamente  los  interesados  ajuicio  verbal,  cu  término 
de  tercero  dia. 

C.  S.  de  la  Torre. 


l'^tilU»  de  la  Sii|ii*<*iiia  l^orle  (') 


Buenos  Aires,  Febivro  18  de  1880. 

Vistos,  resulta: 

Primero:  Que  la  empre^^a  del  «Ferro-Carril  Central  Ar^^entino» 
solicitó  la  espropiacion  de  la  parte  subterránea  de  un  terreno,  per- 
teneciente á  los  señores  1).  Alanzon  S.  Hall  y  I).  Máximo  Amelon^r, 
para  prolongar  la  vía  férrea  desde  la  estación  Rosario  basta  el 
puerto,  por  medio  de  un  túnel,  sei^un  concesión  liecba  por  ley  de 
veinticinco  de  Octubre  de  mil  ocbocientos  ocbenta  y  cuatro. 

Segundo:  Que  convocadas  las  partes  ajuicio  verbal  para  nombrar 
peritos  en  caso  de  no  baber  conformidad  en  la  cantidad  ofrecida 
como  precio  de  la  cosa  espropiada  é  indemnización  de  perjuicios, 
los  demandados  espusierou:  que  no  creían  del  caso,  ni  se  conside- 
raban obligados  á  bacer  dicbo  nombramiento,  por  no  proceder  con 
arreglo  á  la  lejislacion  civil  vigente  la  espropiacion  pedida  del  sub- 
suelo ó  parte  subterránea  solamente. 

Tercero:  Que  en  virtud  de  esto  y  de  lo  ale>(ado  por  el  demaiutante. 


O    l^ual  resolución  se  dictó  en  la  causa  de  espropiacion   con  la  señora 
D*  Jacinta  V.  de  Videla. 
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el  juez  a  quo  declaró  por  su  sentencia  de  foja  diez  vuelta:  que  laes- 
propiacion  en  cuestión  no  podia  hacerse  aisladamente,  ni  do  la 
superficie,  ni  del  fondo  solo,  sino  de  la  inte^^idad  del  terreno  del 
demandado,  ahonándosele  uno  y  olro,  ósea  el  suelo  y  su  superficie 
en  toda  la  eslension  que  ocupan  las  obras  del  túnel  mencionadas 
en  la  demanda. 

Y,  considerando: 

Primero:  Que  la  única  disposición  leL,^nl  invocada  por  el  juez  a  quo, 
como  fundamento  de  esla  resolución,  es  el  artículo  dos  mil  seis- 
cientos diez  y  siete  del  Códiíxo  Civil. 

Segundo:  Que  este  articulo,  aplicable  solo  á  los  edificios,  por  refe- 
rirse á  ellos  solamente,  no  lo  es  al  caso,  suhjuáice  en  que  se  trata 
de  espropiar  la  parte  subterránea  de  un  terreno,  dejando  intacta  y 
cómodamente  utilizable  la  parte  superior;  pues  por  dicho  artículo 
se  prohibe  á  los  propietarios  de  edificios  dividirlos  horizontalmento 
entre  varios  dueños,  por  las  razones  especialisimas  (pie  el  codifica- 
dor cousii^na  en  la  nota  respectiva,  las  cuales  no  militan  en  el  caso 
de  espropiacion  de  que  se  trata. 

Tercero:  Que  siendo  esta  disposición  limitativa  del  ejercicio  de  un 
derecho,  debe  interpretarse  restrictivamente  y  no  entenderse  por 
analo^na  á  otros  casos  que  á  los  comprendidos  espresamente  en 
ella. 

Cuarto:  Que  por  el  artículo  dos  mil  quinientos  veintiuno  del  Có- 
dÍLTo  Civil,  se  dispone  terminantemente:  que  la  propiedad  de  obras 
establecidas  en  el  espacio  aéreo  que  se  encuentra  sobre  el  terreno, 
no  causa  la  presunción  de  la  propiedad  del  terreno;  ni  la  propiedad 
de  las  obras  bajo  el  subsuelo,  como  una  cantera,  bode>ra,  etc.,  tam- 
poco crea  á  favor  del  propietario  de  ellas  una  presunción  de  la  pro- 
piedad del  suelo,  lo  cual  demuestra  que  con  arre^Ho  «i  nuestra  lejis- 
lacion  viirenle,  no  hay  incompatibilidad  al<runa  en  que  el  subsuelo 
y  la  parte  superior,  puedan  utilizarse  separadamente  por  diversos 
propietarios. 
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ijainto:  Que  en  el  presente  caso,  la  espropiacion  del  subsuelo  está 
espresamente  autorizada  por  la  ley  de  veinticinco  de  Octubre  de  mil 
ochocientas  ochenta  y  cuatro;  pues,  según  el  artículo  primero,  la 
prolongación  de  la  via  desde  la  Estación  Rosario  hasta  el  Puerto, 
debe  hacerse  por  medio  de  un  túnel,  y  por  el  artículo  tercero,  se 
autoriza  ala  Empresa  para  espropiar  de  su  cuenta  los  terrenos  ne- 
<;esarios  para  la  continuación  de  dicha  via. 

Sexto:  Que  no  siendo  necesario  para  ello  la  parte  superior  de  los 
terrenos  referidos,  la  cual  puede  utilizarse  por  el  dueño  de  estos,  sin 
roas  inconveniente  que  la  restricción  establecida  por  el  túnel,  no 
hay  razón  alguna  para  obligar  á  la  Empresa  á  la  espropiacion  de 
esa  parte  y  de  las  construcciones  existentes  en  ella;  pues  los  deman- 
dados solo  tienen  derecho  á  exigir  las  indemnizaciones  proscriptas 
por. el  articulo  diez  y  seis  de  la  ley  general  sobre  espropiacion  de 
bienes,  por  la  limitación  que  pudiera  resultar  del  uso  de  la  parte  no 
espropiada  y  por  los  perjuicios  que  para  ello  se  causaren. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  e!  auto  apelado  de  foja  catorce 
vuelta,  y  se  declara,  en  su  consecuencia,  que  la  espropiacion  solici- 
tada por  la  empresa  del  «Ferro-Carril  Central  Argentino»,  de  la 
parte  subterránea  del  terreno  de  los  demandados,  es  arreglada  á 
derecho,  y  debe  hacerse  previas  las  indemnizaciones  de  que  habla 
el  articulo  citado  en  el  último  considerando.  Notifíquese  con  el 
original,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN. 


T.  XX  23 
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CAISA  XVII 


Criminal,  contra  Modesto  Estrella  y  Ramón  Segundo  Echeiarrieta: 

por  falsificación  de  monedu. 


Sumario:  1°  La  coloración  y  plateado  de  monedas  de  cobre  de 
curso  legal  y  la  alteración  en  su  tipo  con  el  propósito  de  hacerlas 
aparecer  como  monedas  de  plata,  constituye  el  delito  de  falsifica- 
ción de  moneda  de  plata. 

i'  De  la  pena  impuesta,  debe  deducirse  todo  el  tiempo  de  prisión 
sufrida  que  esceda  de  seis  meses. 

3^  Guando  la  pena  fijada  por  la  ley  como  minimun  no  está  en 
proporción  con  el  delito  cometido,  la  Suprema  Corte  puede  invitar 
al  Poder  Ejecutivo  á  ejercer  el  derecho  de  indulto  que  le  acuerde  la 
Constitución.  

Caso,— Se  halla  referido  en  el  siguiente 


Fallo  del  Jiioz  Fodoral 

Mendoza,  Diciembre  5  de  1884. 

Vistos  estos  autos  seguidos  á  instancia  fiscal  contra  Modesto  Es- 
trella y  Ramón  Segundo  Echevarrieta,  por  falsificación  de  moneda 
nacional,  de  los  cuales  resulta: 
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Primero:  Que  á  mediados,  aproximadamente,  del  mes  de  Marzo 
último,  los  procesados,  por  indicación  del  primero  y  en  el  taller  de 
platería  del  segundo,  colorearon  de  plata,  con  la  mira  de  darles  la 
apariencia  de  monedas  de  cincuenta  centavos:  cuatro  piezas  de  co- 
bre de  dos  centavos  moneda  nacional,  sumorjíéndolas  en  un  baño 
que  ellos  llaman  de  agua  de  plata. 

Segundo:  Que  antes  y  con  el  mismo  propósito  de  igualarlas  á  las 
piezas  de  plata,  canalizaron  el  canto  de  aquellas  monedas  que,  como 
el  de  todas  las  de  cobre  era  liso. 

Tercero:  Que  esos  hechos  se  llevaron  á  cabo  con  instrumentos  ó 
elementos  que  proporcionó  Echevarrieta  y  con  su  participación  di- 
recta, pues  aún  cuando  en  sus  declaraciones  de  fojas  17  y  29  y  con- 
fesión de  foja  36  vuelta,  sostiene  que  no  tomó  parte  en  ellos  limi- 
tándose á  dejar  que  Estrella  los  ejecutara,  lo  contrarío  resulta  de 
las  afirmaciones  de  éste  y  de  la  propia  declaración,  foja  1,  de  Echa- 
varrieta,  para  cuya  retractación  no  ha  alegado  motivo  fundado. 

Cuarto:  Que  de  las  cuatro  piezas  plateadas  recogió  dos  Estrella, 
espendiendo  luego  una  de  ellas,  en  una  noche,  por  seis  reales  y 
cuartillo,  ó  sea,  cincuenta  centavos  moneda  nacional,  y  la  otra,  días 
después,  por  solo  dos  centavos,  en  razón  de  haberse  ya  descolorido. 

Quinto:  Que  las  dos  restantes  quedaron  en  poder  de  Echevarrieta, 
y  de  estas  procuró  espender  una,  su  muger,  inconscientemente,  se- 
gún dice,  por  cincuenta  centavos,  y  arrojó  la  otra  en  una  oficina 
escusada,  una  vez  amenazada  con  la  acción  de  la  policía,  por  la  per- 
sona á  quien  procuró  entregar  la  primera. 

Sexto:  Resulta,  asimismo:  Que  examinadas  las  tres  piezas  de  co- 
bre remitidas  con  la  indagación  de  fojas  1  á  3,  por  el  Departamento 
de  Policía,  se  ha  encontrado  que  ademcás  de  coloreadas  de  plata  y 
acordonadas  en  su  canto,  tienen  borrada  la  línea  circular  de  puntos 
que  llevan  las  piezas  de  cobre  de  dos  centavos,  entre  la  leyenda 
«República  Argentina»  con  el  año  de  la  acuñación  y  el  escudo  de 
armas  nacional,  y  alterada,  además,  la  espresion  de  su  valor,  por 
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la  supresión,  en  una,  de  la  letra  d  y  en  otra,  de  las  letras  d,  y  o  de 
la  palabra  dos  que  precede  á  centavos,  las  cuales  aparece  habérselas 
borrado  con  el  propósito,  sin  duda,  de  darles  mayor  semejanza  alas 
piezas  de  plata  de  cincuenta  centavos. 

Séptimo:  Que  no  hay  antecedentes,  sin  embargo,  para  creer  que 
estas  tres  piezas  sean  de  las  adulteradas  por  los  procesados,  áescep- 
cion  de  la  que  dice  os  centavos,  en  el  reverso,  que  el  testigo  D.  Flo- 
rindo  Quesada,  fojas  26  y  27,  ha  reconocido  ser  la  que  procuró  es- 
pender y  dejó  en  su  casa  de  negocio  la  mujer  de  Echevarrieta  y  que 
él  presentó,  en  seguida,  á  la  Policía,  apareciendo  ser  las  otras  de 
procedencia  desconocida. 

Octavo:  Que  con  estos  antecedentes,  el  Procurador  Fiscal  ha  so- 
licitado contra  el  primero  de  los  procesados,  ó  sea  Estrella,  á  quien 
califica  de  autor  principal  del  hecho,  la  aplicación  de  la  pena  de  dos 
años  de  trabajos  forzados,  y  contra  el  segundo,  ó  sea  Echevarrieta, 
que  reputa  cómplice  de  primer  grado,  la  misma  pena,  reducida  solo 
á  un  año. 

Noveno:  Que  contestando  la  acusación,  los  Defensores  de  ambos 
procesados  sostienen  que  ni  hay  en  el  caso,  por  las  circunstancias 
en  que  ha  sido  llevado  á  cabo,  verdadera  falsificación  de  moneda, 
en  el  sentido  de  la  ley,  ni  es  proporcionada  tampoco  la  pena  solici- 
tada á  la  pequeña  gravedad  del  liecho. 

1^  Que  los  hechos  y  antecedentes  relacionados,  que  demuestran 
que  á  mas  de  la  coloración  ó  plateado  de  las  monedas  enunciadas, 
ha  habido  en  el  caso  alteración  en  su  efijie  ó  tipo  mismo,  por  modi- 
ficaciones tendentes  á  engañar  sobre  su  verdadero  valor,  procurando 
darles  con  ellas  la  apariencia  de  monedas  de  plata,  constituyen  por 
si  y  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  de  los  tribunales  nacionales,  el 
delito  de  falsificación  de  moneda  de  plata  y  nó,  simplemente,  de  co- 
bre, definido  y  penado  por  el  articulo  60  de  la  ley  penal  nacional  de 
19  de  Setiembre  de  1863,  (fallos  de  la  Suprema  Corte  tomo  1*,  2*  se- 
rie, página  440,  y  o  de  la  misma  serie,  página  32). 
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2^  Que  la  imperfección  de  la  imitación,  de  naturaleza  á  ser  reco- 
nocida sin  gran  dificultad,  como  la  pequeña  estension  y  gravedad 
material  del  hecho,  por  el  poco  número  y  pequeño  valor  de  las  mo- 
nedas adulteradas  y  mínimo  perjuicio  causado,  si  bien  constituyen 
circunstancias  atenuantes  de  la  responsabilidad  de  los  procesados, 
que  no  pueden  dejar  de  ser  consideradas  para  la  graduación  de  la 
pena,  no  autorizan,  sin  embargo,  al  Juzgado,  á  salvar  en  la  aplica- 
ción de  ésta  los  limites  señalados  por  la  ley,  ni  á  descender  asi  del 
minimun  fijado  por  ella,  pues  esalpoderlejislativo,  esclusivamente, 
que  corresponde  determinar  en  general  la  gravedad  material  de  una 
infracción  cualquiera,  la  importancia  de  la  lesión  délos  deberes  so- 
ciales y,  por  consiguiente,  la  represión  ó  género  de  pena  que  por  si 
misma  ella  merezca  ó  sea  del  caso  aplicarle. 

3*^  Que  si  de  otra  manera  fuera  y  el  Juzgado  se  entendiera  auto- 
rizado á  franquear  ó  descender  del  minimun  de  la  pena  señalada 
por  la  ley,  cuando  como  en  el  caso,  encontrase  escesivo  aquel  en  re- 
lación á  la  exigüidad  del  delito  materia  del  proceso,  la  graduación 
establecida  cuidadosamente  por  la  ley,  fijando  un  máximum  y  un 
mínimum  de  castigo  á  las  infracciones  que  ella'prevé,  quedaría  sin 
razón  de  ser  y  resultarían  confundidas  las  funciones  lejislativas  con 
las  judiciales. 

4°  Que  esta  es  también  la  doctrina  del  articulo  190  del  Código 
Penal  de  la  Provincia. 

5^  Que  el  derecho  de  gracia  acordado  por  la  Constitución  al  Po- 
der Ejecutivo,  puede  venir  solamente,  en  este  caso,  en  justo  y  nece- 
sario auxilio  de  los  procesados. 

Por  tanto  y  de  conformidad  á  lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte, 
en  los  casos  que  se  registran  en  los  tomos  2,  serie  2*,  página  307; 
3,  serie  1%  páginas  87  y  490;  y  16,  página  113  de  sus  fallos  y  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  60  la  Ley  Nacional  Penal,  citada  en  el  consi- 
derando I*';  definitivamente  juzgando,  declaro,  que  debo  condenar 
y  condeno  á  los  acusados  Modesto  Estrella  y  Ramón  Segundo  Eche- 
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varrieta,  á  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados,  con  deduc- 
ción de  la  mitad  del  tiempo  de  prisión  que  respectivamente  han  su- 
frido, y  una  multa,  á  cada  uno,  de  quinientos  pesos  fuertes,  la  que 
será  convertida,  en  caso  de  no  hacerse  efectiva,  en  trabajos  forza- 
dos, según  el  cómputo  del  artículo  92  de  la  Ley  Penal  antes  citada. 
Hágase  saber  con  el  original,  repóngase  el  papel,  y  en  oportunidad, 
remítanse  á  la  Casa  de  Moneda,  para  su  inutilización,  las  tres  piezas 
de  cobre  remitidas  por  la  policía. 

C.  S.  de  la  Tone. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Ag:osto  12  de  1885. 

Suprema  Corte: 

El  hecho  que  dá  lugar  á  este  proceso  está  comprobado  suficiente- 
mente,"y  después  de  la  jurisprudencia  establecida  por  V.  E.,  no  es 
tampoco  materia  de  duda  que  él  importa  una  verdadera  falsifica- 
ción. La  única  vacilación  que  asalta  al  espíritu,  principia  con  res- 
pecto á  la  aplicación  de  la  pena,  al  pretender  proporcionarla  á  la 
importancia  del  delito. 

Las  declaraciones  de  los  reos  constituyen,  puede  bien  decirse, 
toda  la  prueba.  Fuera  de  ellas,  solo  queda  el  hecho  de  haber  inten- 
tado utilizar  una  de  las  monedas  falsificadas  la  mujer  de  Echeva- 
rrieta,  inconscientemente,  según  dice,  foja  71. 

Pero  estas  declaraciones  se  complementan,  y  son  bastantes  á  dar 
por  probada  la  existencia  del  delito,  y  dejar  establecida  la  culpabi- 
lidad de  cada  uno. 
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La  declaración  de  Estrella  es  franca  y  lleva  en  sí  toda  la  apariencia 
de  ser  sincera.  No  niesra  su  participación  directa  en  la  falsificación: 
fué  él,  dice,  el  que  buscó  á  Echevarrieta,  el  que  facilitó  los  cobres, 
propuso  darles  la  apariencia  de  monedas  de  plata,  y  puso  en  circu- 
lación las  dos  que  truardó  para  sí. 

Echevarrieta,  que  en  su  declaración  ante  la  Policía  liabia  recono- 
cido sin  embozo  su  participación  en  el  delito,  retrocede  visiblemente 
ante  el  Juz'^ado  de  Sección,  y  no  dice  toda  la  verdad. 

Mientras  que  de  las  declaraciones  de  Estrella  se  desprende  que 
su  relación  con  éste  último  era  antigua  y  que  se  habían  visto  algu- 
nas veces  en  los  últimos  tiempos,  él,  Echevarrieta,  declara  conocer 
apenas  á  Estrella,  y  no  haberlo  visto  desde  muchos  aítos.  Visible- 
mente esto  no  es  cierto,  ni  es  verosímil  siquiera.  Lo  natural  es  que, 
como  dice  Estrella,  renovaron  su  relación  antigua,  y  al  encontrarse 
en  la  calle  algunos  días  antes,  concertaron  la  coloración  ó  plateo  de 
los  cobres.  De  otra  manera,  no  se  esplica  cómo  Estrella  cayera  de 
improviso  en  el  taller  de  Echevarrieta,  metido  en  el  interior  de  una 
casa,  con  un  propósito  que  estaba  muy  lejos  de  ser  inocente;  ni  que 
éste  último  se  prestara  tan  fácilmente  á  facilitar  la  ejecución  de  un 
acto  cuya  criminalidad  no  podía  serle  desconocida.  Y  aún  admitiendo 
por  cierta  la  relación  que  hace  Echevarrieta,  de  la  manera  cómo  se 
llevó  á  cabo  el  plateo,  su  participación  en  él  resulta  siempre  y  su 
complicidad  notoria,  por  haber  facilitado  los  medios  sin  los  que  no 
hubiera  podido  llevarse  á  cabo. 

El  hecho  está,  pues,  perfectamente  comprobado,  y  la  participación 
de  cada  uno  definida  con  toda  claridad  y  precisión.  Y  por  otra 
parte,  después  de  las  declaraciones  de  esta  Corte,  el  delito  no  puede 
ser  calificado  sino  como  de  una  verdadera  falsificación  de  moned  a 
de  plata,  no  de  cobre,  puesto  que  sise  plateaba  el  cobre  era  para  ha- 
cerlo circular  como  plata,  nó  como  cobre,  en  lo  que  ninguna  ven- 
taja habrían  reportado  los  falsificadores. 

La  dificultad  principia  ahora  al  tratar  de  la  aplicación  déla  pena. 
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El  mínimum  de  la  ley  son  cuatro  anos  de  presidio;  y  es  fuera  de 
toda  duda  que  la  falsificación  no  puede  haber  sido  mas  insignifi- 
cante. Cuatro  años  de  presidio  por  cuatro  cobres  coloreados  de 
plata,  se  dice,  no  sin  razón,  es  un  rigor  escesivo. 

Esta  es,  empero,  la  ley,  y  no  está  en  las  atribuciones  de  los  jueces 
reformarla.  La  sentencia  está  arreglada  á  ella,  y  no  puede  menos 
V.  E.  de  confirmarla. 

En  un  caso  análogo  se  dirigió,  sin  embargo,  V.  E.  al  Poder  Ejecu- 
tivo, invitándole  á  hacer  uso  de  la  prerogativa  que  la  Constitu- 
ción acuerda  al  Gefe  del  Estado,  ( tomo  3,  serie  1%  páginas  87  y 
490). 

Al  pedir  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida,  me  inclino  á 
pedir  á  Y.  E.  adopte  también  este  temperamento  en  el  presente  caso. 
Estrella,  el  principal  culpable,  ha  sufrido  ya  mas  de  un  año  de  pri- 
sión; Echevarrieta,  cuya  culpa  es  sin  duda  un  tanto  menor,  mas  de 
seis  meses.  Uno  y  otro  están  suficientemente  castigados,  conside- 
rando la  ninguna  importancia  de  la  falsificación  y  un  acto  de  justi- 
cia y  de  humanidad,  si  se  quiere,  aconseja  á  no  llevar  mas  allá  el 


rigor. 


Eduardo  Costa. 


Fnllo  <lo  In  Sti|>roiiia  («orto 

Buenos  Airea,  Febrero  18  de  1B8S. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  setenta  y  ocho,  con  modificación  en  cuanto  á  la  du- 
ración de  la  pena  impuesta,  de  la  cual  se  disminuirá  todo  el  tiempo 
de  prisión  que  los  reos  han  sufrido  y  que  escediese  de  los  seis  me- 
ses que  determina  el  artículo  ciento  setenta  y  uno  del  Código  Penal 
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que  rige  en  esta  Capital  y  en  alíriinas  Provincias,  viniendo  á  formar 
asi  el  derecho  común  á  que  se  refiere  el  artículo  noventa  y  tres  de 
la  ley  penal  nacional  de  diez  y  seis  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
setenta  y  tres,  según  lo  ha  declarado  ya  esta  Corte,  por  su  fallo  de 
dos  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  que  se  registra 
en  el  tomo  diez  y  seis,  página  cuatrocientos  veinte  y  nueve,  segunda 
serie. 

Comuniqúese  por  oficio  al  Poder  Ejecutivo. 

Y  considerando  en  equidad  y  fuera  del  mérito  legal  de  esta  causa, 
que  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  quinientos  pesos 
fuertes  de  multa,  no  está  en  proporción  con  el  delito  cometido  de 
coloración  de  cuatro  monedas  de  cobre,  invítese  al  Poder  Ejecutivo 
de  la  República  á  ejercer  en  el  presente  caso  el  derecho  de  indulto 
que  le  acuerda  la  Constitución  Nacional. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO  frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN. 
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CArSA    XVIII 


D.  Ismael  Galíndez,  contra  D.  Adolfo  Massot,  por  cobro  de  pesos; 

sobre  inhibitoria  para  conocer. 


Sumario.  —  La  acción  por  cobro  de  pesos  por  cumplimiento  de  un 
contrato,  debe  deducirse  ante  el  juez  del  lugar  designado  para  la 
ejecución  del  mismo. 


Caso.  —  El  caso  está  esplicado  en  el  siiTuiente 


Fíillo  ílol  Juoz  FíHloral 


Córdoba,  Setiembre  12  de  18S5. 

Visto  este  incidente,  sobre  competencia  de  jurisdicción,  promo- 
vido por  D.  Manuel  Galindez,  para  que  se  inhiba  á  S.  S.  el  Sr.  Juez 
Seccional  de  la  Capital,  del  conocimiento  de  la  causa  promovida  por 
D.  Adolfo  Massot,  contra  el  enunciado  Sr.  Galindez;  resulta  de  los 
antecedentes  remitidos  en  copia  por  el  espresado  Sr.  Juez  Seccio- 
nal: Que  los  indicados  Señores  celebraron  en  la  ciudad  de  Buenos 
Aires  un  contrato  de  íletamento,  por  el  cual  debia  entregar  Galin- 
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dez  en  el  Puerto  del  Rosario  la  carga  de  40,000  durmientes,  para 
que  Massot  los  transportase  al  puerto  de  San  Nicolás,  mediante  el 
precio  de  1  peso  80  cts.  por  tonelada;  comprometiéndose  Galindez 
á  pagar  el  flete  en  la  Capital  de  la  República,  en  vista  de  los  recibos 
que  se  otorgasen  por  el  encargado  de  recibir  las  traviesas  en  el 
puerto  de  San  Nicolás. 

El  Sr.  Massot  se  presentó  con  este  contrato  y  protesta  que  hizo 
el  4  de  Marzo  del  84,  ante  el  Escribano  de  Marina,  esponiendo  que 
el  Sr.  Galindez  no  liabia  cumplido  el  contrato  enunciado,  á  pesar 
desús  instancias  y  concesiones,  entablando  en  consecuencia  formal 
demanda  para  que,  de  conformidad  al  artículo  1215  del  Código  de 
Comercio,  se  declarase  rescindido  el  contrato  de  fletamento,  orde- 
nándose el  pago  de  tres  mil  trescientos  treinta  y  cuatro  pesos  cin- 
cuenta centavos  moneda  nacional,  importe  de  la  mitad  del  flete  esti- 
pulado, asi  como  el  pago  de  las  estadías  y  sobre-estadías,  y  costas 
del  juicio. 

Considerando  ahora,  y  después  de  oido  el  dictamen  fiscal,  que  la 
competencia  que  procede  de  la  designación  espresa  ó  tácita  del  lu- 
gar en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  inviste  el  carácter  de  es- 
clusiva  y  preferente,  por  la  razón  bien  obvia  de  estar  patente  la  vo- 
luntad de  los  contrayentes,  y  cesar,  por  consiguiente,  la  presunción 
en  que  se  fundan  las  reglas  sancionadas  por  el  legislador,  para  se- 
ñalar otro  fuero  competente.  (Artículos  747  y  1212,  Código  Civil; 
Caravantes,  tom,  i%  \f  281;  Manresa,  tomo  1°,  págs,  12  y  13;  Lib.  9, 
tit.  4'S  libro  13,  Digesto;  Ley  32,  tit.  2**,  part.  3*:  « La  sexta »  y  glo- 
sas 166  y  i67,  á  dicha  ley;  Serie  1%  tomo  2',  pág.  280,  Serie  2%  to- 
mo 1°,  pág.  296  y  Tomo  4^,  pág.  359,  Fallos  de  la  Suprema  Corte,  y 
además  la  vista  del  Señor  Procurador  General  y  la  resolución  (aun 
no  publicada)  de  24  de  Noviembre  del  84,  en  el  asunto  promovido 
por  D.  Manuel  y  D.  Elíseo  Rodríguez,  contra  Don  Esteban  Peirano). 

2^  Que  si  las  partes  al  hacer  el  contrato  determinaron  el  lugar 
en  que  debía  cumplirse  la  obligación,  tácitamente  se  comprometie- 
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ron  á  que  tuviesen  efecto  en  el  mismo  lugar  todas  sus  incidencias ;  y 
siendo  otra  de  ellas  la  del  pleito  que  suscite  sobre  su  cumplimiento^ 
validez,  etc.;  es  consiguiente  que  el /u^z  de  este  lugar  sea  competente 
para  conocer  del  mismo,  y  que  lo  sea  con  preferencia  á  cualquier  otro. 
(Manresa,  tomo  1^  páginas  1¿  y  13.  A'^regando  el  Sr.  Reus  en  su 
obra  «Ley  de  Enjuiciamiento  Civil»  Libro  I*',  tit, 2*^, articulo 55,  pá- 
gina 45,  que  el  Tribunal  á  que  los  contratantes  se  sometieron  es- 
presa ó  tácitamente,  será  competente  para  conocer  de  los  pleitos  y  ac- 
tos á  que  dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  civiles). 

Y  á  este  propósito,  es  muy  recomendable  la  doctrina  del  Doctor 
Caravantes,  en  el  n""  289,  tomo  I""  citado,  cuando  enseña:  «  que  es 
»  preciso  inquirir  el  fuero  á  que  se  ban  sometido  las  partes  por 
»  su  voluntad  presunta,  atendiendo  á  las  circunstancias  que  moti- 
»  van  y  preceden  al  contrato,  y  según  las  cuales,  aparece  el  lugar 

>  en  que  las  partes  han  querido  que  se  cumpliese  la  obligación,  por 
)•  la  intención  y  espectativa  que  reclaman  de  las  mismas  y  que  im- 

>  plica  una  designación  tácita  del  lugar  del  cumplimiento,  y  en  su 
*  consecuencia,  la  sumisión  voluntaria  del  demandado  á  la  jurisdic- 
»  cion  de  este  lugar.  Así,  por  ejemplo,  cuando  se  celebra  un  contrato 
1»  debe  investigarse  cuál  ha  sido  el  pensamiento  verosímil  de  las  par- 
»  tes  relativamente  á  su  ejecución  ». 

4^  Que  designado  espresamente  por  los  Sres.  Massot  y  Galíndez 
el  lugar  en  que  debia  verificarse  el  pago  del  flete,  se  comprometie- 
ron tácitamente,  en  virtud  de  la  misma  convención,  á  que  tuviesen 
efecto  en  el  mismo  lugar  designado  todas  las  incidencias  sobre  el  pago 
indicado  y  por  consiguiente,  la  del  pleito  que  se  suscitare  al  res- 
pecto; quedando  reconocido  también  tácitamente  y  como  juez  com- 
petente, el  del  lugar  mencionado,  para  conocer  de  los  pleitos  y  actos 
á  que  diere  origen  el  ejercicio  de  los  acciones  civiles;  pero  en  todo  esto 
se  interpreta  el  pensamiento  verosimil  de  las  partes  relativamente  á 
la  ejecución  y  efectos  ó  consecuencias  del  contrato. 

5°  Que  el  Sr.  Massot,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1215, 
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»  que  dice:  «  pasando  el  plazo  para  la  carga,  y  el  de  las  estadías  y 
»  sobre-estadías  que  se  hubiesen  estipulado,  y  en  defecto  de  estipu- 
>  iacíon,  las  que  fueren  de  uso,  sin  que  el  fletador  haya  car^^ado  efec- 
»  tos  algunos,  tiene  el  fletante  opción,  caso  de  no  haber  indemniza- 
»  cion  pactada  por  la  demora,  en  la  póliza  de  fletamento:  ó  de  res- 
*  cindir  el  contrato  exijiendo  la  mitad  del  flete  estipulado,  estadías  y 
»  sobre-estadias ;  ó  de  emprender  el  viaje  sin  carga  y  finalizado  que 
»  sea,  exijir  el  flete  por  entero  y  la  gratificación,  con  las  averiaos  que 
»  se  debiesen,  estadías  y  sobre-estadias  if ,  se  decidió  por  lo  primero, 
pidiendo  la  mitad  del  flete,  estadías,  etc.,  y  la  rescisión  del  contrato. 
Que  en  consecuencia,  no  hay  duda,  que  se  trata  de  la  ejecución  y 
efectos  de  lo  pactado  en  cuanto  al  pago,  y  que  debió  entrar  en  el 
pensttfmento  verosímil  de  los  contratantes;  puesto  que  se  trata  de  la 
indemnización  prevista  en  la  misma  ley  para  el  caso  de  incumpli- 
miento por  parte  del  fletado.  Además,  es  una  incidencia  entera- 
mente conexa  con  el  pago.  Es  un  pleito  á  que  dá  origen  el  ejer- 
cicio de  las  acciones  tendentes  á  la  indemnización  legal,  que  sustituye 
al  pago,  daños  é  intereses;  y  que  tiende  á  colocar  al  acreedor  en  la 
misma  condición  que  si  hubiese  recibido  el  pago,  y  el  contrato  estu- 
viese cumplido. 

6^  Que  el  fallo  que  se  cita  en  la  precedente  vista,  y  que  se  registra 
en  la  causa  XVIII,  tomo  9^  de  la  2**  Serie,  se  refiere  al  caso  general 
en  que  se  entablan  acciones  personales,  sin  que  espresa  ni  tácita- 
mente se  haya  convenido  en  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción; en  cuyo  caso  es  obvio  que  debe  seguirse  el  fuero  del  deman- 
dado; y  por  consiguiente,  no  puede  aplicarse  al  caso  en  cuestión, 
por  los  motivos  que  quedan  consignados. 

Y  omitiendo  otras  consideraciones,  declaro:  que  no  es  procedente 
la  inhibición  que  se  solicita,  por  ser  competente  el  Señor  Juez  Sec- 
cional de  la  Capital.  Hágase  saber  con  el  original,  reponiéndose  los 
sellos. 

Rafael  Garda. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  1*2  de  1885. 

Suprema  Corte: 

La  sentencia  recurrida  ai)undaen  fundamentos  de  toda  exactitud 
á  que  nada  podría  agregar. 

Muy  oportunamente  observa  el  Señor  Juez  que  no  se  trata  en  este 
caso  de  una  simple  acción  personal  que  llevaría  la  causa  al  domici- 
lio del  reo.  Trátase  del  pago  de  una  cantidad  en  el  lugar  estipulado 
en  el  contrato,  pues,  en  realidad,  el  falso  flete  se  sustituye  al  flete 
entero,  cuando  se  realizó  el  viaje,  y  es  exitcil>le  en  las  mismas  con- 
diciones, 

Pido  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 


Kiill»  (lo  \n  Sii|irf'iiin  («orto 


Bueno»  Aires,  Febrero  20  de  18b5. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto 
y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  foja  treirfta  y  una;  y  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  FRÍAS. — FEDERICO  IBAR- 
GÚREX. 
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CAISA  XIX 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  í^  Instancia  en  Mercedes 
(Provincia  de  Buenos  Aires),  y  el  de  1^  Instancia  de  la  Capital, 
para  conocer  en  la  testamentaria  de  D.  Daniel  Campillo. 


Sumario.  —  La  manífesiacion  de  la  parte,  hecha  en  instrumento 
público,  sobre  el  lugar  de  su  domicilio,  debe  ser  preferida  á  la  de- 
claración de  testigos. 


Caso.  —  Don  Daniel  Campillo,  fué  vecino  del  Nueve  de  Julio,  donde 
tuvo  casa  de  negocio  hasta  1882,  en  que  se  fué  á  Europa.  A  su  vuelta 
se  quedó  en  Buenos  Aires,  donde  murió  en  4  de  Diciembre  de  1884, 
habiendo  dado  en  1883,  á  D.  Eulogio  Girault,  un  poder,  manifes- 
tando ser  vecino  de  Buenos  Aires. 

En  la  contienda  de  competencia  que  se  suscitó  entre  el  Juez  de 
l'^  Instancia  de  la  Capital  para  conocer  en  el  juicio  de  testamenta- 
ría, y  el  de  Mercedes,  se  espidió  la  siguiente 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  2o  de  1885. 

Suprema  Corte: 

El  juicio  testamentario  de  D.  Daniel  Campillo,  ha  sido  abierto  á 
la  vez,  por  el  Juzgado  del  Centro  de  la  Provirxia  de  Buenos  Aires  y 
por  el  Sr.  Juez  de  la  Capital;  uno  y  otro  Juez  apoya  su  competencia 
en  el  último  domicilio  de  dicho  finado,  que  cada  uno  afirma  respec- 
tivamente haber  sido  en  su  jurisdicción. 

Es  este,  pues,  el  punto  á  decidir. 

El  Seilor  Juez  de  Buenos  Aires,  al  aceptar  como  el  último  domici- 
lio de  Campillo  el  Nueve  de  Julio,  se  funda  en  el  testimonio  de  tres 
vecinos  anti<ruos  de  aquella  localidad,  que  declaran  que  en  ella  tuvo 
el  finado  su  residencia  habitual,  y  el  asiento  principal  de  sus  nego- 
cios, que  abandonó /orzado  por  la  grave  enfermedad  que  terminó 
sus  dias  en  esta  Capital. 

El  Juzgado  de  la  Capital  invoca  en  su  favor  la  declaración  del 
mismo  Campillo,  en  un  instrumento  público,  y  la  partida  de  de- 
función. 

En  el  poder  de  foja  1,  con  fecha  de  1883,  dice  en  efecto,  dicho 
Campillo  estar  domiciliado  en  esta  Capital,  calle  Rivadavia  264,  y  la 
partida  de  defunción  le  atribuye  también  su  domicilio  en  la  misma 
Capital,  foja  4. 

La  afirmación  del  poder  decide,  á  mi  juicio,  la  cuestión. 

Parece  indudable  que  Campillo  tuvo  su  residencia  por  muchos 
años  y  el  asiento  principal  de  sus  negocios  en  el  Nueve  de  Julio.  El 
crecimiento  de  su  giro  le  obligó  á  establecer  un  escritorio  en  esta 
Capital,  en  la  que  hacia  las  compras  para  surtir  sus  casas  en  dife- 
rentes partidos,  y  verificaba  sus  pagos. 

Sorprendióle  la  gran  enfermedad  que  le  obligó  á  separarse  de  la 
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vida  activa.  Vino  á  esta  Capital,  para  pasar  á  Europa^  á  principios 
del  83,  y  otorgó  poder  general  á  don  E.  GirauU,  para  que  continuara 
sus  negocios.  Regresó  á  fines  del  84  y  á  los  pocos  dias  falleció  en 
esla  Capital. 

Sentados  estos  antecedentes  ¿puede  decirse  que  ai  separarse  del 
Nueve  de  Julio  fué  su  intención  continuar  alli  su  domicilio  y  no  fi- 
jarlo en  otra  parte?  Después  de  dos  años  de  ausencia  ¿puede  consi- 
derarse subsistente  el  domicilio  primitivo? 

La  declaración  del  poder  es,  sin  disputa,  una  manifestación  más 
auténtica  de  la  intención  y  voluntad  del  que  lo  otorgaba,  que  el  jui- 
cio de  los  testigos,  basados  solo  en  meras  suposiciones.  Al  sentirse 
gravemente  enfermo,  al  abandonar  la  dirección  de  sus  negocios, 
Campillo  entendió,  todo  induce  á  creerlo,  abandonar  su  domicilio 
en  el  Nueve  de  Julio  y  fijarlo  on  esta  Capital,  en  la  que,  á  su  regreso 
de  Europa,  le  sorprendió  la  muerte,  cuando  ya,  por  otra  parle,  sus 
negocios  habían  tomado  un  giro  desastroso,  y  el  Nueve  de  Julio  ha- 
bía dejado  de  ser  su  asiento  principal. 

Preveo  por  esto,  que  esta  competencia  debe  decidirse  en  favor  del 
Juzgado  de  la  Capital.  Ahora,  en  cuanto  á  la  última  petición  de  Gi- 
rauU, relativa  al  concurso  formado  á  Campillo  y  Compañía,  no  siendo 
este  concurso  materia  de  la  actual  competencia,  pienso  que  no  es  la 
oportunidad  de  abrir  juicio  á  su  respecto. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  (lo  la  Suprema  Oorto 

Buenos  Aires,  Febrero  20  de  188'). 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Pro- 
curador General,  se  declara  que  el  Juez  competente  para  conocer  en 
el  ah  intestato  de  D.  Daniel  Campillo,  es  el  de  Primera  Instancia  de 

T.  XX  24 
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esta  Capital.  Remítansele,  en  consecuencia,  los  autos,  previa  reposi- 
ción de  sellos,  y  comuniqúese  al  Juez  de  Primera  Instancia  en  lo 
Civil  y  Comercial  del  Departamento  del  Centro  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — FEDERICO  IBAR- 
GÚRCN. 


€:altsa  XX 


I).  Tomás  Zerain,  contra  D.  José  Tiseyra,  por  indemnización  (le  da- 
ños y  perjuicios;  sobre  incompetencia. 


Sumario.  —  La  demanda  sobre  indemnización  de  perjuicios,  de- 
ducida por  un  estrangero  contra  ciudadanos  argentinos,  corresponde 
á  la  Justicia  Federal. 


Caso.  —  1).  Tomás  Zerain,  estrangero,  espuso  ante  el  Juez  Federal 
de  Salla,  que  á  fines  de  Setiembre  de  1885,  conduciendo  90  barriles 
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de  aguardiente  de  Tucuman,  en  tránsito  para  Bolivía,  entró  á  la 
ciudad  por  el  puente  de  San  Bernardo  y  pagó  el  derecUo  de  piso; 
que  la  carga  pasó  al  camino  de  Bolivia  por  la  Quebrada  del  Toro,  y 
él  se  quedó  para  solicitar  la  guia,  que  no  pudo  obtenerla  por  ausen- 
cia del  rematador  que  debía  dársela,  y  se  fué  á  atender  á  los  carros, 
con  ánimo  de  volver  al  dia  siguiente  por  la  guia;  que  presentó  al 
guarda  de  la  Quebrada  el  recibo  del  derecho  de  piso  que  liabia  pa- 
gado, y  mientras  disponía  la  marcha  de  la  tropa,  esta  le  fué  embar- 
gada por  el  Comisario  del  Departamento  del  Rosario,  á  petición  de 
D.  José  Tiseyra,  que  lo  habia  demandado  por  dobles  derechos,  cuya 
demanda  contestó  alegando  que  los  efectos  en  tránsito  no  pagaban 
derechos;  que  el  Juez  le  ordenó  presentara  la  guía,  y  Tiseyra,  á 
quien  la  pidió,  se  la  negó  diciendo  que  era  inoportuna. 

Por  estos  hechos  demandó  á  Tiseyra,  ciudadano  argentino,  por 
los  daños  y  perjuicios  que  le  causó  con  el  embargo,  motivado  por  un 
cobro  contrario  al  articulo  11  de  la  Constitución  Nacional. 


AUTO  DEL  JUEZ  FEDERAL 


Salta,  Aícoáto  17  de  1885. 

Resultando,  según  los  términos  de  este  escrito,  la  incompetencia 
del  Juzgado,  con  arreglo  al  articulo  3^  de  la  Ley  Nacional  de  Pro- 
cedimientos, se  rechaza  la  presente  demanda,  y  archívese. 

Figueroa. 
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VISTA  DEL  SENC-R  PROCURADOR  GEXERAL 


Buenos  Aires,  Febrero  12  de  1880. 

Suprema  Corte : 

La  demanda  de  foja  5  está  concehida  en  términos  tan  deficientes 
y  confusos,  que  es  difícil  formar  juicio  á  su  respecto. 

Pide  el  demandante  indemnización  de  daños  y  perjuicios  contra 
Tiseyra  y  Piróla  por  embargo  indebido  á  consecuencia  de  cobro  inde- 
bido^ con  infracción  del  articulo  11  de  la  Constitución  Nacional.  Ni 
dice  en  virtud  de  qué  ley  se  cobra  estos  derechos,  ni  se  han  pagado, 
ni  á  cuanto  ascienden  los  daños  y  perjuicios  reclamados.  Solo  por 
inducción  se  colige  que  el  demandado  Tiseyra  es  el  rematador  y  el 
que  los  cobra. 

Agrégase,  en  seguida,  que  fué  el  demandante  á  contestar  la  de- 
manda interpuesta  por  Tiseyra  al  Departamento  del  Rosario,  y  que, 
opuesta  la  escepcion  de  que  los  efectos  en  tránsito  no  pagan  dere- 
chos el  Juez^  sin  especificar  qué  Juez,  ni  de  qué  jurisdicción,  ordenó 
se  presentara  la  guia;  y  por  último,  que  habiendo  pedido  tal  guia  á 
Tiseyra,  la  rehusó  diciendo  que  era  inoportuna.  Para  que  nada  haya 
claro  ni  preciso  no  se  dice,  siquiera,  si  el  Juez  ordenó  el  pago  de 
los  derechos,  ni  si  éstos  se  pagaron  ó  nó. 

El  Señor  Juez  de  Sección  se  declara  incompetente,  refiriéndose  á 
los  términos  de  la  demanda,  sin  manifestar,  como  hubiera  debido  ha- 
cerlo, deque  consideración  especial  deriva  su  incompetencia. 

Lo  natural  me  hubiera  parecido  que  el  Señor  Juez  de  Sección  hu- 
biera mandado  ampliar  y  precisar  los  términos  de  la  demanda.  Sin 
embargo,  el  fundamento  de  esta  es  el  cobro  indebido  de  derechos 
prohibidos  por  la  Constitución,  y  puesto  que  el  Señor  Zerain  aceptó 
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la  jurisdicción  del  Señor  Juez  del  Rosario  á  su  respecto,  siendo  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  un  accesorio  de  la  acción  prin- 
cipal, es  el  mismo  Juez  del  Rosario  el  competente  para  conocer  de 
ella. 
Pienso  por  esto  que  debe  V.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  €/orte 


Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1886. 

Vistos:  sin  embargo  de  los  términos  oscuros  y  deficientes  de  la 
demanda,  resultando  que  ella  versa  sobre  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  y  que  son  partes  un  estrangero  y  ciudadanos  argentinos, 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  seis,  y  se  declara  que  el  Juez  de 
Sección  es  competente  para  conocer  en  esta  causa;  y  devuélvanse, 
previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
L LADISLAO  FRÍAS. —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
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C.AUSA  XXI 


Don  Eugenio  Tori,  contra  I),  Rafael  Ntveyro;  sobre  rendición 

de  cuentas  y  cobro  de  pesos. 


Sumario.— l^  Las  cuentas  justificadas  y  no  observadas,  deben  ser 
aprobadas. 

2^  La  ocupación  de  un  campo,  hecha  con  consentimiento  del  apo- 
derado del  propietario,  sin  mas  obli^^acion  que  la  de  cuidar  los  mon- 
tes, no  dá  derecho  á  éste  para  cobrar  arrendamientos  una  vez  que 
no  se  pruebe  no  haberse  cumplido  la  obligación  impuesta. 


Caso. — El  caso  se  refiere  en  el  siguiente 


Fallo  del  «luez  Federal 


Corrientes,  Agosto  11  de  1881. 


Y  vistos  estos  autos  seguidos  entre  1).  Juan  Bautista  Camogli, 
apoderado  general  de  D.  Eugenio  Tori,  y  D.  Benito  Sánchez,  apode- 
rado de  D.  Rafael  Niveyro,  ocupante  de  un  campo  de  la  propiedad 
de  aquel,  sobre  rendición  de  cuentas  y  cobro  de  cantidad  de  pesos 
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por  arrendamiento  de  dicho  campo,  de  los  cuales  resulta  lo  que  si- 
gue: 1^  Que  Camogli  se  presentó  con  el  poder  de  Tori  y  varias  car- 
tas de  Niveyro,  de  las  cuales  aparece  que  éste  habia  ocupado  y  ad- 
ministrado el  campo  de  su  poderdante;  que  el  apoderado  de  Tori  lo 
era  de  D.  Luis  Resoagli  y  éste  sustituyó  el  poder  en  Niveyro^y  á  pesar 
de  haberlo  instado  para  que  le  rinda  cuenta  no  lo  ha  conseguido  y 
pide,  en  conclusión,  que  se  le  obligue  á  rendirla  de  la  administra- 
ción que  tuvo  á  su  cargo.  Citado  Niveyro  se  presentó  por  medio  de 
su  apoderado  I).  Benito  Sánchez,  quien,  después  de  manifestar  que 
Camogli  se  habia  resistido  á  lodo  arreglo,  pidió  un  plazo  para  reca- 
bar las  convenientes  instrucciones  y  rendir  la  cuenta  que  se  pedia, 
y  en  efecto  presentó  en  oportunidad  la  que  corre  a  foja  44,  con  los 
comprobantes  corrientes  desde  fojas  32  á  43,  manifestando  que  su 
poderdante  habia  sido  autorizado  por  el  apoderado  Resoagli  para 
ocupar  el  campo  sin  pagar  arrendamiento  y  con  solo  la  obligación 
de  cuidar  de  los  montes.  D.  Carlos  N.  Rosselli,  apoderado  sustituto 
de  Camogli,  á  quien  se  le  corrió  traslado  de  la  cuenta,  manifestó 
que  la  rechazaba  y  que  su  poderdante  se  habia  trasladado  á  Itu- 
zaingó  á  proveerse  de  los  correspondientes  documentos  que  presen- 
taría en  oportunidad;  y  después  de  varios  incidentes  se  le  obligó  al 
demandante  á  aprobar  la  cuenta  rendida  ó  adicionarla  y  entablar 
formal  demanda,  por  el  alcance  que  resultase,  y  en  consecuencia  el 
apoderado  sustituto  entabló  la  demanda  que  corre  á  foja  96,  mani- 
festando que  Niveyro  ha  abusado  del  poder  que  le  dio  Resoagli;  que 
éste  se  limitó  á  autorizarlo  para  representarlo  en  las  diligencias  de 
mensura  y  división  del  campo  y  él  lo  ocupó  con  ¿¿ran  cantidad  de 
hacienda  y  no  ha  cobrado  arriendo  á  varios  ocupantes;  que  en  el 
supuesto  de  que  Resoagli  lo  hubiese  autorizado  para  ocupar  el  campo 
con  su  poca  hacienda,  él  no  ha  podido  permitir  á  otros  ocuparlo  y 
dispensarles  los  arrendamientos;  que  hace  prescindencia  de  estos 
abusos  y  solo  cobra  á  Niveyro  la  cantidad  de  setecientos  pesos  fuer- 
tesy  computando  el  tiempo  que  ha  ocupado  el  campo  de  su  poder- 
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dan  le  y  con  arreglo  á  ia  cantidad  de  hacienda  que  ha  tenido  en  él,  y 
á  razón  de  veinte  y  cuatro  pesos  fuertes  por  cada  cien  cabezas,  como 
él  lia  cobrado  á  varios  arrendatarios.  Sánchez,  contestando  la  de- 
manda, espone  que  Camogli  prescinde  del  juicio  de  cuentas  pendien- 
tes, pues,  sin  adicionar  la  cuenta  presentada,  entabla  una  nueva 
demanda  fundado  en  otros  hechos;  que  no  tenia  razón  para  cobrarle 
la  cantidad  demandada  porque  su  poderdante  ha  ocupado  el  campo 
con  permiso  del  apoderado  Resoagli,  sin  obligación  de  pagar  arren- 
damiento y  con  la  única  condición  de  cuidar  los  montes;  que  debía 
por  consiguiente  rechazarse  la  demanda  y  aprobar  las  cuentas  ren- 
didas por  su  parte,  condenándolo  al  alcance  que  ellas  resultaban, 
puesto  que  están  comprobadas.  Teniendo  presente  las  pruebas  pro- 
ducidas por  ambas  partes. 

Y  Considerando: 

F  Que  Sánchez  ha  justificado  plenamente,  con  las  declaraciones 
délos  testigos  D.  Francisco  Zamora,  foja  116  vuelta,  D.  Santos  Ave- 
lenda,  foja  119  y  D.  Juan  Resoagli,  foja  121,  que  su  poderdante,  don 
Rafael  Niveyro,  ha  ocupado  el  campo  de  Tori  con  el  permiso  de  don 
Luis  Resoagli,  apoderado  de  Tori,  sin  obligación  de  pagar  arrenda- 
miento y  bajo  la  única  condición  de  cuidar  de  los  montes;  y  esto  se 
confirma,  además,  por  el  hecho  de  haber  ocupado  Niveyro  el  campo 
á  la  vista  y  paciencia  del  apoderado  Resoagli  y  sus  herederos,  des- 
pués que  falleció,  sin  que  se  le  haya  exijido  desalojar  ó  se  le  haya  pre- 
tendido cobrarle  arrendamiento,  y  antes  bien, resulta  de  las  pruebas 
hechas  por  Camogli,  que  los  pobladores  le  reconocian  como  encar- 
gado de  Resoagli  para  cuidar  el  campo;  siendo,  por  otra  parte,  im- 
procedentes las  tachas  que  Roselli  pretende  oponer  á  los  testigos 
por  razón  de  hal)er  sido  dependiente  de  Resoagli,  pues  el  pltito  es 
contra  Niveyro  y  nó  contra  Resoagli  ó  sus  herederos;  y  la  opuesta 
al  testigo  Avelenda,  por  ser  compadre  de  Niveyro,  no  es  tampoco 
atendible,  pues  por  el  artículo  124  de  la  ley  de  Procedimientos,  el 
juez  debe  admitir  ó  rechazar  las  tachas  según  la  sana  critica,  y  el 
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compadrazgo  no  es  una  tacha  le^al,  ni  según  las  leyes  de  Partida 
citadas  por  Camogli,  que  no  establecen  tal  cosa. 

V  Que  probado,  como  resulta,  el  hecho  de  haber  Niveyro  ocupado 
el  campo  con  sus  haciendas  con  permiso  de  Resoagli,  sin  obligación 
de  pagar  arrendamiento,  y  bajo  la  condición  única  de  cuidar  los 
montes,  queda  sin  base  la  demanda  y  Camogli  ha  procedido  como 
litigante  temerario,  pues  que  contestando  que  Resoagli  fué  apode- 
rado de  Tori,  mal  puede  cobrar  arrendamiento  á  Niveyro  que  ocupó 
el  campo  sin  esta  obligación  por  voluntad  de  su  apoderado,  y  mas 
arreglado  habría  sido  que  hiciese  cargos  á  Resoagli  ó  sus  herederos, 
si  éste  abusó  del  poder  ó  de  las  instrucciones  que  le  dio,  ó  pudiendo 
arrendar  el  campo  permitió  que  lo  ocupasen  sin  tener  motivos  para 
proceder  de  ese  modo;  y  no  puede  escusarse  por  haber  ignorado  el 
permiso  que  le  dio  Resoagli,  pues  lo  sabia  por  las  cartas  que  le  dio 
Niveyro  y  que  él  mismo  presentó  con  su  primer  escrito  exijiendo 
cuentas  á  éste  y  debió  informarse  de  los  herederos  de  Resoagli,  apo- 
derado de  Tori,  que  lejos  de  negar  el  hecho  lo  han  confesado,  de- 
clarando uno  de  ellos  como  testigo  en  esta  causa;  y  no  obstante  ha 
entrado  en  un  juicio  dispendioso,  haciendo  pruebas  impertinentes, 
como  aquellas  que  sf*  refieren  á  la  cantidad  de  hacienda  que  ha  te- 
nido Niveyro  y  demás  pobladores  en  el  campo,  pues  Resoagli  lo 
autorizó  para  ocuparlo  con  su  hacienda,  sin  espresar  el  número. 

3^  Que  la  cuenta  presentada  por  Sánchez,  en  representación  de 
Niveyro,  de  la  administración  del  campo  de  Tori,  está  justificada  en 
el  debe  con  los  respectivos  comprobantes  que  no  han  sido  negados 
por  Camogli,  sino  en  la  partida  que  refiere  á  los  gastos  de  men- 
sura, que  Sánchez  ha  comprobado  con  la  declaración  de  Avelenda, 
foja  119,  la  del  agrimensor  Anillaga,  foja  118,  y  con  el  recibo  de 
D.  Pedro  Fernandez,  á  foja  40,  reconocido  á  foja  12o,  que  recibió  de 
Niveyro  la  cantidad  que  ella  espresa;  y  las  del  haber  resultan  com- 
probadas con  las  declaraciones  de  las  personas  que  figuran  en  ella, 
recibidas  por  el  Juez  de  Paz  de  Ituzaingó  á  solicitud  de  Camogli, 
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como  que  habia  ocupado  el  campo  sin  autorización  de  Resoa^Mi,con 
lo  que  quería  en  cierto  modo  prescindir  del  juicio  de  cuentas:  y  re- 
sultando infundado,  seirun  se  ha  demostrado  ese  cobro,  debe  ser 
aprobada  la  cuenta  presentada,  puesto  que  están  justificadas  sus  par- 
tidas y  no  se  han  formulado  otras  en  su  contra. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  á  la  ley  8,  titulo  22, 
partida  3%  definitivamente  juzgando,  fallo  y  declaro:  que  debo  apro- 
bar, como  apruebo  la  cuenta  presentada  por  I).  Benito  Sánchez,  en 
representación  de  D.  Rafael  Niveyro,  debiendo  Camogli  abonarle  la 
cantidad  de  ochenta  y  tres  pesos  fuertes  con  ochenta  y  seis  centa- 
vos, á  que  asciende  el  saldo  á  su  favor,  y  rechazar  la  demanda  que 
Camogli  interpuso  contra  Niveyro  por  cobro  de  cantidad  de  pesos 
por  la  ocupación  del  campo  de  Tori;  debiendo  además  pagar  las 
costas  del  juicio.  Hágase  saber  y  repónganse. 

Carlos  Luna. 


Fall>>  ele  la  Suprema  C^orie 


Buenos  Aires,  Febrero  23  de  188<5. 


Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  ciento  ochenta,  revocándose  en  la  parte  en  que  condena  á  la 
parte  de  Don  Juan  B.  Camogli  en  las  costas  del  juicio,  las  que  debe- 
rán ser  pagadas  en  el  orden  que  se  han  causado,  por  no  considerar- 
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se  temeraria  la  demanda  entablada  por  él.  Satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvase 

J.  B.  GOROSTIAGA— J.   DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  FRÍAS. 


c:ai;sa  xxii 


¡).  Dario  David  y  contra  />.  Cayetano  y  D^  Sinforosa  Carraza  y 
D.  Bonifacio  Quiroga;  sobre  reivindicación  de  un  terreno. 


Sumario.— i^  En  la  reivindicación  de  un  terreno,  es  estremo  in- 
dispensable probar  la  identidad  del  que  se  reclama  con  el  que  se 
pretende  ser  propio. 

2°  No  probándose  aquella  por  los  demandados  la  posesión  irein- 
tenaria,  en  nombre  propio,  del  que  se  les  reivindica,  la  acción  de 
reivindicación  tiene  que  ser  rechazada. 


Caso.— Se  halla  referido  en  el  siguiente 
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Fallo  del  «luex  Federal 


í*an  Luis,  Febi*ero  12  de  1885. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  1).  Dario  David  contra  Don 
Antonio  Vidal  y  los  sucesores  de  D.Camilo  Garraza,  que  lo  son  Don 
Cayetano  y  D^  Sinforosa  Garraza  y  D.  Pascual  B.  Quiro^i^a,  sobre  pro- 
piedad de  un  terreno  situado  á  la  margen  derecha  del  rio  de- 
nominado «Del  Rosario*,  segundo  departamento  de  esta  Provin- 
cia, resulta: 

i^  Que  con  fecha  siete  de  Julio  del  aiio  1801  D.  Antonio  Escude- 
ro vende  á  D.  Bonifacio  Quiroga  una  acción  y  derecho  que  tenia  por 
herencia  de  su  finado  padre  D.  Ramón  Escudero  en  un  terreno  si- 
tuado en  dicho  paraje,  con  mas  una  casa,  huerta  y  corrales,  por  el 
precio  de  51  pesos  plata,  según  todo  ello  consta  de  escritura  presen- 
tada por  el  demandante  á  fojas  1  y  2. 

2^  Que  por  el  documento  de  foja  3  consta  también  por  la  cláusula 
testamentaria  en  él  inserta,  la  donación  hecha  por  D^  Maria  Con- 
cordia Quiroga  de  una  estancia  sita  en  la  costa  del  Rosario  y  á  la 
parte  del  Poniente,  á  1).  Pedro  Celestino  Quiroga. 

3^  Que  de  la  escritura  de  fojas  4  á  7,  consta  igualmente  la  enaje- 
nación hecha  por  D.  Amancio  Ordofiez,  en  representación  del  espre- 
sado D.  Pedro  Celestino  Quiroga,  á  favor  de  D.  Dario  David,  del 
mismo  terreno  á  que  se  refiere  la  cláusula  testamentaria  ya  citada, 
por  el  precio  que  en  dicha  escritura  se  indica,  espresándose  en  la 
misma  no  designarse  la  ostensión  del  terreno  ni  sus  linderos  por  no 
estar  este  deslindado,  lo  cual  queda  á  cargo  del  Señor  David. 

4^  Que  por  la  sumaria  información  testimonial  presentada  en 
cípia  á  fojas  8  y  9,  y  producida  por  el  demandante  ante  el  Señor 
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Juez  de  1*  Instancia  en  lo  Civil  de  esta  Provincia,  se  constata  la 
ubicación  del  terreno  mencionado. 

5°  Que  con  los  documentos  referidos,  el  demandante  Don  Üario 
David  deduce  acción  reivindicatoría  del  campo  enunciado,  contra 
los  espresados  Antonio  Vidal  y  sucesores  de  Garraza,  D.  Pascual  B. 
Quiroifa,  D.  Cayetano  y  D***  Sinforosa  Garraza,  alegando  el  deman- 
dante que  estos  se  niegan  á  reconocerle  sus  derechos  y  hacerle  en- 
trega de  la  finca  que  demanda. 

i)P  Que  acreditada  la  competencia  del  Juzgado  para  conocer  del 
presente  juicio  y  comunicada  en  traslado  la  demanda  á  los  suceso- 
res de  Garraza,  estos  sostienen  sus  legítimos  derechos  de  propiedad 
al  terreno  cuya  entrega  se  les  demanda  y  esponen:  que  estese  halla 
ubicado  en  el  lugar  denominado  «El  Saltos  y  «Molless  y  no  en  los 
Cerros  y  estancia  del  «Rosario»,  que  es  la  uhicacion  que  indican  los 
documentos  del  actor;  agregan,  que  sus  propiedades  se  hallan  se- 
paradas por  una  distancia  de  tres  ó  cuatro  leguas  al  Sud  de  dichos 
Cerros;  estando,  por  consiguiente,  la  demanda  en  contradicción  con 
los  documentos  mismos  en  que  el  actor  se  funda. 

Espresan,  finalmente,  que  á  la  legitimidad  de  sus  derechos  de  pro- 
piedad agregan  la  posesión  de  3i  años,  tiempo  suficiente  para  ad- 
quirir por  prescripción  el  dominio  del  inmueble  demandado;  é  in- 
vocan al  efecto  lo  dispuesto  en  el  lií)ro  4^  sección  3%  título  1®,  ca- 
pitulo 3^  Código  Civil. 

7^  Que  por  auto  de  fecha  cuatro  de  Junio  del  aQo  próximo  pasado, 
después  de  haberse  ordenado  seguirse  por  cuerda  separada  el  jui- 
cio promovido  contra  D.  Antonio  Vidal,  se  recibió  la  causa  á  prueba 
imponiéndose  al  actor  la  obligación  de  acreditar  su  dominio  al  te- 
rreno que  demanda  á  los  sucesores  de  Garraza,  y  á  estos,  la  escep- 
cion  de  prescripción  opuesta  á  la  demanda. 

Y  considerando:  1"  Que  respecto  de  los  documentos  presentados 
por  el  ador,  es  de  observarse  que  el  primero  de  ellos  ó  sea  la  escri- 
tura de  venta  otorgada  por  D.  Antonio  Escuderea  D.  Bonifacio  Qui- 
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roga,  no  designa  la  ubicación,  límiles  ni  estensíon  del  derecho  ven- 
dido, ni  los  del  terreno  á  que  dicho  derecho  se  refiere. 

2^  Que  la  cláusula  testamentaria  inserta  en  el  documento  de  foja 
3  por  la  cual  consta  la  donación  hecha  por  D*  María  Concordia  Qui- 
roga  á  D.  Pedro  Celestino  Quiroga,  espresa  solamente  que  la  estan- 
cia donada  se  halla  situada  á  la  Parte  Poniente  de  la  costa  del  rio 
de  «El  Rosario»,  sin  designorse  la  ubicación,  limites  ni  ostensión  de 
la  misma;  no  pudiendo,  por  consiguiente,  ni  remotamente  deducirse 
de  ella  el  punto  fijo  en  que  aquella  se  hallaba  situada. 

3^  Que  iguales  deficiencias  se  notan  en  la  escritura  de  venta  de 
fojas  4  á  7,  otorgada  por  í).  Antonio  Ordoñez,  en  representación  de 
D.  Pedro  Celestino  Quiroga,  á  favor  del  demandante;  pues  en  ella 
simplemente  se  hace,  á  ese  respecto,  referencia  á  los  documentos 
precitados. 

4^  Que  por  lo  que  hace  á  la  sumaria  información  de  fojas  8  y  9, 
si  bien  en  ella  los  testigos  designan  la  ubicación  del  terreno  que  per- 
teneció á  D.  Antonio  Escudero,  espresando  que  él  se  halla  situado 
en  el  lugar  de  la  «Toma»,  á  la  banda  Poniente  del  rio,  de  lo  de  D.  Ca- 
milo Garraza  poco  mas  arribajes  áe  observarsey  sin  embargo,  que 
por  esta  sola  designación,  vaga  é  indeterminada,  en  que  tampoco  se 
indican  límites  ni  ostensión,  no  puede  deducirse  que  él  sea  el  mismo 
que  poseen  los  sucesores  de  Garraza;  siendo  mas  bien  de  presumirse 
le  contrario,  desde  que  se  espresa  hallarse  aquel  situado  ma«arri7;a 
de  lo  de  D.  Camilo  Garraza,  que  es  precisamente  el  que  se  pretende 
reivindicar. 

5^  Que,  por  otra  parte,  la  espresada  sumaria  información  no  po- 
dría en  ningún  caso  considerarse  como  una  prueba  eficaz  en  el  jui- 
cio á  los  fines  con  que  ha  sido  presentada,  por  cuanto  las  declara- 
ciones de  la  misma  han  sido  recibidas  sin  citación  de  los  demandados; 
omitiéndose  también  su  ratificación  ante  este  Juzgado,  circunstan- 
cias que  les  quitan  toda  importancia  legal. 

6^  Que  según  se  vé,  de  los  títulos  presentados  por  el  demandante 
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no  resulta  comprobado  el  dominio  que  se  ale^xa  en  el  terreno  de- 
mandado, por  cuanto  de  ellos  no  aparece  constatado  que  este  sea  el 
mismo  á  que  dichos  documentos  se  refieren;  no  habiéndose,  por  otra 
parte,  acreditado  esto  en  los  autos,  como  debió  acreditarse,  ante 
la  negación  do  los  demandados  y  lo  dispuesto  por  el  citado  auto  de 
prueba. 

7°  Que  en  consecuencia,  no  podía  en  ninirun  caso  declararse  pro- 
cedente la  demanda,  ante  la  ausencia  absoluta  de  una  prueba  eficaz 
que  la  funde,  y  que  en  el  presente  caso  era  de  todo  punto  indispen- 
sable en  vista  de  la  oscuridad  de  los  títulos  en  virtud  de  los  cuales 
so  ale;fa  tal  dominio,  tanto  mas,  resultando  de  autos  comprobada  la 
posesión  de  los  demandados  en  el  inmueble  que  se  reivindica. 

8^  Que^  además,  por  parte  de  los  demandados  se  ha  justificado 
con  las  declaraciones  contestes  de  los  testi^^os  I).  Vicente  y  I).  Plá- 
cido  Orosco,  corrientes  de  foja  54  vuelta  á  56:  1^  que  los  terrenos 
denominados  «El  SaltO)»  se  hallan  situados,  de  los  Cerros  de  «El  Ro- 
sario» y  la  már^^en  derecha  del  rio  del  mismo  nombre,  como  á  tres 
leiruas  al  Sud  y  Este;  2°  que  dichos  terrenos  pertenecieron  siempre 
á  los  Escuderos,  y  que  por  fallecimiento  de  estos  se  adjudicó  á 
D^  Bernarda  y  D"^  Aíjrustina  Escudero  la  parte  de  terreno  en  que 
tenia  sus  posesiones  el  finado  I).  Camilo  Garraza;  y  3®  que  los  es- 
presados Escudero  vivieron  en  quieta  y  pacifica  posesión  desde  hace 
mas  de  60  aííos,  según  lo  espresa  el  primero  de  los  citados  testi«ros, 
V  mas  de  treinta  \  ocho,  como  lo  afirma  el  seirundo;  cuvas  declara- 
cienes  no  pueden  ofrecer  duda  al.í?una  de  verdad,  dadas  las  esplica- 
ciones  y  hechos  que  contestemente  espresan. 

if  Que  por  la  escritura  pública  de  fojas  46  y  47,  otorgada  en  21 
de  Diciembee  de  1879,  se  ha  constatado  la  venta  hecha  por  D.  Jn- 
lian  Villegas,  como  heredero  de  su  finada  madre  D*  Bernarda  Es- 
cudero, á  1).  Camilo  Garraza,  de  un  derecho  de  campo  situado  en  el 
luL^ardel  «Salto»,  al  costado  Poniente  del  rio  de  la  «Toma»,  del 
mismo  partido  de  <EI  Rosario  í». 
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10^  Que  iuMialmente,  por  la  escritura  de  fojas  oí)  y  60,  se  ha  com- 
probado la  ena^renacion  hecha  en  i6  de  Julio  de  1870  porD^^Silves- 
Ira  Orosco,  sucesora  en  los  derechos  de  D®  Agustina  Escudero,  al 
citado  D.  Camilo  Garraza,  de  una  suerte  de  terreno  en  el  lut^ar  va 
espresado;  siendo  su  ostensión  de  cuatro  cuadras  y  media. 

11°  Que  finalmente,  se  ha  comprobado  también  con  la  escritura 
pública  de  fojas  43  y  44,  la  venta  hecha  por  O.  Raymundo  Barrozo, 
en  10  de  Abril  de  1871),  á  los  Sres.  í).  Cavetano  Garraza  v  I).  Pas- 
t?ual  B.  Quiroga,  de  un  terreno  situado  en  el  luirar  denominado  «Los 
Molles»,  partido  del  Saladillo,  con  la  estension  limites  y  colindantes 
desiírnados  en  dicho  documento. 

lá°  Que  á  los  precitados  títulos  de  propiedad,  producidos  por  los 
demandados  sin  observación  alguna  por  parte  del  actor,  se  agrega 
la  posesión  de  los  mismos  y  sus  causantes  en  el  terreno  materia  del 
presente  juicio,  por  un  lapso  de  tiempo  mayor  de  treinta  anos,  la 
cual  por  sisóla  les  basta  para  adquirir  por  prescripción  un  derecho 
perfecto  de  propiedad  y  dominio  en  el  espresado  terreno  (artículos 
415  V  416,  Códiiro  Civil  v  nota  al  último). 

13°  Que  por  lo  que  hace  al  espediente  orijfinal  presentado  por  el 
actor  ad  efectum  videndi,  con  el  fin  de  acreditar  que  los  terrenos 
.demandados  se  hallan  comprendidos  en  los  de  sus  títulos,  según  la 
mensura  que  se  dice  fué  practicada  por  el  agrimensor  público 
D.  Germán  Ave  Lallemant,  es  de  observarse  que  de  dicho  espediente 
no  consta  haberse  practicado  tal  operación;  y  sí,  por  el*  contrario, 
aparece  que  dicho  juicio  ha  sido  totalmente  anulado  por  sentencia 
ejecutoriada  del  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  esta  Provincia, 

Por  los  fundamentos  espuestos  y  otros  que  se  omiten,  resultantes 
de  autos,  fallo  definitivamente,  absolviendo  á  los  Sres.  D.  Cayetano 
y  l)*^  Sinforosa  Garraza  y  D.  Pascual  B.  Quiroga,  sucesores  del  finado 
D.  Camilo  Garraza,  de  la  demanda  contra  ellos  interpuesta  por 
Ü.  Dario  David.  Háirase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Juan  del  Campillo. 

T.   XX  2.') 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  27  de  188<5. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  senten- 
cia apelada  de  foja  setenta  y  cuatro,  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vase. 

J.   DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CIAUSA    XXllI 


D,  Alfredo,  I).  Arturo  y  ü^  Julia  María  Demarcht,  contra  Ü.  Am- 
brosio Olmos,  por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia. 

Sumario.  —  T  Las  cansas  civiles  entre  vecinos  de  la  Capital  y  ve- 
cinos de  una  Provincia,  corresponden  á  la  Justicia  Federal. 

2^  La  desi^^nacion  del  lu^^ar  para  el  cumplimiento  de  la  obli¡^a- 
cíon,  no  modifica  la  vecindad  de  las  partes  para  los  efectos  del  fuero 
federal. 


Caso,  —  Los  Sres.  Demarchi,  vecinos  de  la  Capital,  demandaron  á 
D.  Ambrosio  Olmos,  vecino  de  Córdoba,  por  cumplimiento  de  un  con- 
trato. 

Olmos  opuso  escepción  de  incompetencia,  ale^^ando  que  el  fuero 
federal  no  correspondía  á  las  causas  con  vecinos  de  la  capital,  y  que 
debiendo  el  contrato  cumplirse  en  Buenos  Aires,  tenia  que  conside- 
rárselo también  á  él  como  vecino  de  la  capital. 


Fallo  dc'l  Juez  Federal 


Bueiíos  Aires,  í?etiembre  1')  de  1885. 

Y  vistos;  para  resolver  sobre  la  escepción  de  incompetencia  pro- 
puesta por  el  ejecutado  en  el  escrito  de  foja  36. 
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Considerando:  Primero:  Que  ella  se  funda  en  que  arabas  parles 
son  arfíentinas  y  aunque  el  demandado  Olmos  es  vecino  de  la  Pro- 
vincia de  Córdoba,  y  los  ejecutantes  de  la  Capital,  debe  considerarse 
que  para  éste  se  lia  eIe;r¡do  domicilio  en  ésta,  desde  que  se  deter- 
minó que  los  paiíOS  debian  hacerse  en  el  Banco  de  Italia;  y  por  úl- 
timo, en  que  la  ley  de  lo  de  Diciembre  de  1881  qu^  creó  este  Juz- 
gado, no  le  atribuye  el  conocimiento  de  causas  entre  vecinos  de  la 
Capital  y  otros  de  las  Provincias. 

Segundo:  Que  la  distinta  vecindad  de  las  partes  que  el  Juzgado 
ha  tenido  en  vista  para  aceptar  el  conocimiento  de  esta  causa,  está 
plenamente  justificada  no  solamente  por  el  mismo  documento  que 
sirve  de  título  á  la  acción  instaurada,  sino  por  el  reconocimiento 
esplícito  del  ejecutado  en  el  escrito  que  motiva  el  presente  auto. 

Tercero:  Que  el  hecho  de  haberse  designado  la  ciudad  de  Buenos 
Aires  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  convenidas,  no  mo- 
difica la  vecindad  de  las  partes  al  efecto  de  surtir  el  fuero  Federal, 
pues  ese  acto  no  tiene  mas  alcance  que  la  designación  de  un  domi- 
cilio especial,  que  por  cierto  es  muy  distinto  de  la  vecindad,  para 
determinar  la  competencia  de  las  autoridadei  de  e^e  lugar  para  co- 
nocer en  la  causa,  lo  que  no  implica  sustraer  el  caso  del  fuero  na- 
cional establecido  por  la  ley  de  la  misma  localidad,  en  consideración 
á  la  naturaleza  de  la  causa  ó  á  la  calidad  de  las  personas. 

Cuarto:  Que  el  artículo  primero  de  la  ley  del  Congreso  de  18  de 
Setiembre  de  1884,  establece  (jue  el  fuero  federal  comprende  á  los 
vecinos  de  la  Capital  de  la  República  en  los  casos  determinados  por 
el  inciso  1^  artículo  1^  y  el  inciso  2^,  artículo  2^,  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre  de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribuna- 
les Nacionales,  llenando  de  ese  modo  el  vacío  que  había  quedado 
en  la  de  lo  de  Diciembre  de  1881  al  respecto,  así  es  que  desde  su 
promulgación  pertenecen  al  fuero  federal,  las  causas  civiles  en  que 
son  parte  vecinos  de  una  Provincia  con  vecinos  de  la  Capital. 

Por  estos  fundamentos,  y  demás  concordantes  del  escrito  de 
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foja. ..,  fallo  no  haciendo  lugar  á  lo  pedido  por  el  esceptionante 
D.  Ambrosio  Olmos  en  el  escrito  de  foja  36,  con  costas. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Falle»  de  la  Suprema  Corte 


Buenos*  Aires,  Febrero  27  de  1880. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  de 
foja  cincuenta  y  cinco  vueltas,  y  repuestos  los  sellos  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. — FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 
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CAIJÍSA  XXIV 


El  Dr.  D.  Joaquín  M.  Cullen,  contra  el  Presidente  del  Concejo  Delibe- 
rante de  Buenos  Aires,  D.  Gregorio  Torres^  por  infracción  de  la  ley 
de  elecciones;  sobre  validez  del  recurso  de  apelación. 


Sumario:  l^  El  recurso  de  apelación  interpuesto  estemporánea- 
mente,  no  tiene  valor. 

2^  Es  extemporáneo  el  recurso  introducido  al  dia  siguiente  de 
vencido  el  término  legal. 

3^  El  cargo  puesto  por  un  escribano,  de  habérsele  presentado  el 
escrito  de  apelación  el  dia  del  vencimiento  del  término,  sin  espre- 
sar los  motivos  por  qué  no  lo  fué  á  alguno  de  los  Secretarios  del 
Juzírado  Federal,  no  tiene  valor  legal. 


Caso.  —  El  8  de  Febrero  de  1886,  el  Juez  de  Sección  Dr.  Tedin  se 
dirigió  oficialmente  al  Presidente  del  Concejo  Deliberante,  D.  Gre- 
gorio Torres,  enviándole  los  registros  focmados  por  las  Mesas  Escru- 
tadoras de  las  Parroquias  de  Monserrat,  Balvanera  y  San  Cristóbal 
en  las  elecciones  del  dia  anterior,  comunicándole  que  habian  sido 
depositadas  en  el  Juzgado  por  bailarse  cerrado  el  Concejo  Delibe- 
rante. 
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El  Sr.  Torres  los  devolvió,  diciendo  que  esos  rej:istros  debieron 
serle  remitidos  directamente  el  dia  7,  en  que  él  permaneció  en  la 
Municipalidad  hasta  las  8  ^/i^  p.  m.,  y  quedaron  otros  empleados  toda 
la  noche. 

Por  estos  hechos,  de  los  que  decía  resultar  el  rechazo  de  los  re- 
gistros por  parte  del  que  la  ley  designa  como  su  depositario,  y  la 
relación  inexacta  de  lo  ocurrido,  hecha  por  notas  oficiales,  lo  que 
tenia  pena  de  trabajos  forzados,  el  Dr.  D.  Joaquín  M.  Cullen,  pres- 
cindiendo de  esto  último,  demandó  al  Sr.  Torres  por  violación  de 
la  ley  de  elecciones,  para  que  se  le  impusiera  la  pena  correspon- 
diente. 


ACTA    DE   ACUSACIÓN   Y  DEFENSA   EN  JUICIO   VERBAL 


En  esta  ciudad  de  Buenos  Aires  á  22  del  mes  de  Febrero  de  188G 
comparecieron  al  juicio  verbal  decretado,  el  Dr.  I).  Joaquín  M.  Cu- 
llen  y  el  Sr.  D.  Gregorio  Torres,  patrocinado  por  el  Dr.  W.  Esca- 
lante y  así  reunidos,  el  primero  reprodujo  su  escrito  de  demanda, 
agregando  que  una  consecuencia  de  ella  era  el  que  se  subsanase  la 
infracción  cometida,  condenándose  al  demandado  á  recibir  los  re- 
gistros que  había  rechazado.  Que  debía  rectificar  un  error  material 
cometido  en  la  misma,  pues  refiriéndose  al  Sr.  Presidente  del  Concejo 
dice  que  se  habia  retirado  á  las  8  ^/^  de  la  noche,  siendo  así  que 
según  éste  se  retiró  á  las  nueve  ;  que  esperaba  conocer  la  forma  en 
que  se  contestase  la  demanda  para  ampliar  sus  argumentos  y  pre- 
sentar las  pruebas  que  fuesen  del  caso. 

El  Dr.  Escalante  manifestó,  que  deducía  la  escepcion  de  incompe- 
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tencia  del  Juzgado  para  eniender  en  este  asunto.  Los  miembros  de 
la  Junta  ejercen  funciones  privativas  perfectamente  definidas  por 
la  Lev  electoral. 

Por  el  articulo  3^  forman  tas  mesas  inscriptoras  un  mes  antes 
de  la  inscripción;  por  el  21,  forman  las  mesas  receptoras  y  lo  co- 
munican al  Conirreso;  por  el  articulo  36,  las  actas  y  registros  elec- 
torales incluso  el  escrutinio,  se  remitirán  en  el  acto  directamente, 
un  ejemplar  al  Presidente  del  Concejo  Deliberante  (en  la  Capital)  y 
el  otro  al  Juez  Nacional. 

Por  el  artículo  37,  un  mes  después  de  la  elección  se  reúne  la  Junta 
para  practicar  el  escrutinio  conforme  al  articulo  39, 

De  estas  prescripciones  se  deduce  que  dichos  funcionarios  son  los 
((ue  tienen  jurisdicción  exclusiva  para  determinar  los  registros  que 
deben  tomarse  en  consideración. 

Xo  hay  ningún  artículo  de  la  ley  electoral  que  someta  á  los  miem- 
bros de  la  Junta  á  otra  autoridad  que  la  de  su  mayoría  y  la  del 
Congreso,  conforme  á  los  artículos  40  y  41. 

Por  consiguiente,  los  actos  de  cada  miembro  de  la  Junta  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  políticas  que  no  importan  delitos  comunes, 
no  están  sujetos  á  otra  resolución  que  la  de  la  Junta  misma  en  su 
mayoría  y  la  superior,  del  Congreso. 

Si  el  Juzgado  tuviese  alguna  jurisdicción  en  este  asunto,  podría 
resultar  que  mandara  se  recibieran  los  registros  ó  penara  por  no 
haberlos  recibido,  y  que  la  Junta  los  rechazara  por  mayoría  de 
votos,  ó  que  aun  cuando  ésta  los  aceptara,  el  Congreso  los  recha- 
zara confirmando  la  conducta  del  Presidente  del  Concejo  Deli- 
berante. 

Tal  contradicción  no  puede  entrar  en  la  mente  déla  ley. 

Si  este  caso  tuviese  lugar  en  una  Provincia,  el  Juez  Federal  miem- 
bro de  la  Junta  con  wn  solo  voto  en  ella,  podría  resolver  como 
Juez  que  el  Presideute  de  la  Lejislatura  había  violado  la  ley,  no 
recibiendo  los  registros,  mientras  que  en  la  Junta  misma  podría  ser 
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vencida  sa  opinión  por  mayoría  de  votos  y  lo  que  es  peor,  por  la 
resolución  final  del  Congreso  ó  la  Cámara  correspondiente. 

Asi,  pues,  desde  que  el  fallo  del  Juzgado  no  puede  tener  la  fuerza 
de  cosa  juzgada,  es  evidente  que  no  tiene  jurisdicción. 

Es  la  Junta  misma,  cuando  se  reúne  en  virtud  del  articulo  37  de 
la  ley,  la  que  tendrá  atribuciones  para  resolver,  si  el  Presidente  del 
Concejo  Deliberante  ha  del)ido  ó  no  recibir  los  registros  ó  mejor  di- 
cho, si  estos  deben  escrutarse. 

La  Ley  Electoral  en  su  capítulo  li,  no  se  ha  propuesto  penar  los 
delitos  comunes  que  pueden  cometerse  con  motivo  de  elecciones, 
sino  las  meras  infracciones  de  la  Ley  Electoral  cometidas  por  los 
ciudadanos  y  funcionarios  inferiores  que  intervienen  en  el  acto  mis- 
mo de  la  elección. 

Se  preocupa  de  penar  al  Juez  de  Paz  que  no  entregara  la  urna  y 
registro,  á  los  escrutadores  que  no  asistiesen,  que  no  diesen  certifi- 
cado del  escrutinio,  á  los  que  citaren  milicias,  hicieren  intervenir 
tropas  ó  que  como  jefes,  comandantes  ú  oficiales  superiores  perma- 
nezcan en  el  recinto  electoral  mas  tiempo  del  necesario;  á  los  que 
voten  con  nombre  supuesto  ó  se  presenten  con  armas.  (Art.  63  al  69). 

Después  de  esta  enumeración  de  meras  infracciones  cometidas 
por  ciudadanos  escrutadores  ó  el  Juez  de  Paz  en  el  acto  mismo  de 
la  elección,  viene  inmediatamente  el  artículo  69  estableciendo  que 
las  infracciones  que  no  tengan  una  pena  especial,  serán  penadas 
con  una  multa  de  20  á  500  pesos. 

Según  esto,  es  claro  que  se  trata  de  preveer  infracciones  análo- 
gas á  las  anteriores  cometidas  por  ciudadanos  ó  funcionarios  in- 
feriores, como  el  Juez  de  Paz,  en  el  acto  mismo  de  la  elec- 
ción. 

Pero  ios  funcionarios  de  la  Junta  y  cada  uno  de  sus  miembros,  no 
son  de  esta  naturaleza.  Son  altas  funciones  de  escrutinio  desem- 
peñadas por  altos  funcionarios  de  una  jerarquía  superior  ó  por  lo 
menos  i<rual  á  la  del  Juz<rado  Federal. 
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Esas  funciones  no  tienen  mas  Juezqne  la  Junta  misma  ó  el  Con- 
greso en  sus  Cámaras  respectivas. 

El  Presidente  de  una  Suprema  Corte  Provincial,  el  Presidente  de 
la  Lejislatura,  el  Juez  Federal  de  lo  Civil  en  la  Capital,  no  pueden 
ser  traídos  á  la  barra  de  V.  S.  para  ser  juzgados  á  título  de  las  in- 
fracciones á  la  ley  electoral,  á  que  se  refiere  el  artículo  69,  por 
sus  actos  en  el  ejercicio  de  las  funciones  que  les  atribuye  dicha  ley. 

Si  V.  S.  se  declara  competente  para  conocer  en  este  asunto,  cual- 
quier ciudadano  podría  acusar  ante  V.  S.  al  Juez,  Dr.  Tedin,  por  ha- 
ber entendido  en  primera  y  única  instancia  de  asuntos  en  que  por 
la  ley  electoral,  solo  tendría  jurisdicción  de  2"  instancia. 

No  se  puede,  pues,  á  título  de  infracción  á  la  ley  electoral,  traer 
al  juicio  de  V.  S.  actos  ejercidos  por  funcionarios  superiores  sobre 
los  cuales  la  ley  no  ha  erigido  mas  autoridad  que  la  del  Congreso. 

Si  se  tratara  de  graves  delitos  comunes  estarían  entonces  some- 
tidos á  los  jueces  ordinarios. 

Pero  aquí  se  trata  de  una  alta  función  política,  desempeñada  se- 
gún su  criterio  por  nn  alto  funcionario  público  y  miembro  de  una 
Junta  Superior  sometida  al  último  fallo  del  Congreso. 

No  hay,  pues,  caso  de  una  leve  infracción  penable,  con  20  a  500 
pesos  de  los  referidos  por  el  articulo  69. 

Al  Presidente  del  Concejo  Deliberante  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones solo  puede  juzgarlo  el  Concejo  mismo  ó  el  Congreso,  según 
se  trate  de  sus  funciones  comunales  ó  políticas. 

Considero,  pues,  evidente  que  V.  S.  no  tiene  jurisdicción  para  co- 
nocer en  este  asunto  y  si  en  caso  inesperado  así  lo  resolviera,  desde 
ya  apelo  ante  la  suprema  Corte,  en  virtud  del  articulo  6^  de  la  ley 
de  Setiembre  14  de  1863. 

Pero  aun  en  la  hipótesis  de  que  V.  S.  fuera  competente  para  en- 
tender en  este  asunto,  debería  absolver  á  mi  cliente,  porque  su 
acto  en  cuestión  no  importa  una  infracción  punible  conforme  al  ar- 
ticulo 69. 
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El  hecho,  i)ase  de  este  juicio,  se  reduce  á  no  haher  recihitio  el  8 
de  Febrero  al;:unos  re.iristros  que  le  remitió  el  Juez  Federal.  Esto 
fué  en  virtud  de  las  razones  aducidas  en  la  nota  de  8  de  Febrero  di- 
rijida  al  Juez  Dr.  Tedin  que  se  a^Teijra  por  el  esponente. 

Se  ve  entonces  claramente  que  en  este  caso  no  hay  la  culpa  á 
malicia  que  se  necesita  para  que  haya  infracción  ó  acto  puni- 
ble. 

Se  trata  simplemente  de  la  interpretación  del  articulo  30  en  sus 
palabras  <  se  remitirá  en  el  acto  directamente  k  En  mi  concepto  esa 
interpretación  no  solo  no  importa  un  acto  punible,  ni  siquiera  un 
error,  sino  la  interpretación  correcta  de  dicho  artículo. 

La  ley  ha  querido  al  decir  <?n  el  acto  directamente,  que  sean  miem- 
bros de  la  mesa  receptora  los  que  inmediatamente  de  concluido  el 
escrutinio  en  el  atrio  donde  funciona  la  mesa,  conduzcan  las  actas 
y  registros  y  los  entretruen  al  Juez  Nacional  val  Presidente  del  Con- 
cejo respectivamente. 

No  es  entre.i^Mr  en  el  acto,  entre.rar  al  dia  siguiente  de  una  elec- 
ción cerrada  á  las  cuatro  de  la  tarde,  bastando  dos  horas  para  el 
escrutinio  mas  laborioso. 

Ni  es  entregar  directamente  llevar  los  registros  al  Juez  de  Sec- 
ción para  que  éste  los  remita  al  Concejo  Deliberante. 

Lejos  de  haber  dolo,  dicho  funcionario,  teniendo  en  cuenta  esas 
circunstancias  y  la  de  haber  recibido  el  dia  7  los  registros  de  13  pa- 
rroquias, con  escepcion  de  los  de  Balvanera,  donde  era  notorio  que 
nohabia  habido  elección,  lejos  de  cometer  una  falta  punible,  inter- 
pretó correctamente  el  artículo  36. 

Por  otra  parte,  no  puede  haber  habido  intención  dolosa,  puesto 
que  en  nada  se  perjudican  los  interesados  en  que  fueran  recibidos 
los  registros.  Efectivamente,  ellos  han  podido  entregarlos  directa- 
mente á  la  Junta  cuando  ésta  se  reuniera  ó  hacerlo  que  han  hecho 
entregándolos  al  Juez  Federal,  el  cual  pr drá  presentarlos  á  la  Junta; 
si  no  hay,  pues,  perjuicio  aL^uno  para  los  adversarios  polít,cos  del 
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provincia  de  Buenos  Aires,  se  recibían  los  pliegos  de  las  parroquias 
de  la  Capital  no  solo  en  el  mismo  dia  de  la  elección  sino  en  los  si- 
guientes, sin  que  jamás  se  hayan  rechazado  como  en  el  presente 
caso;  pues  el  funcionario  que  los  recibe  salva  su  responsabilidad  y 
cumple  su  deber  consignando  !a  fecha  de  la  entrega  para  que  sea 
apreciada  por  la  Junta  al  formar  juicio,  y  por  el  Congreso  en  su  Cá- 
mara respectiva  al  resolver. 

El  rechazo  de  los  registros  es  punible,  porque  él  impide  que  éstos 
vayan  á  la  Junta  Electoral  por  la  via  y  en  la  forma  que  la  ley  exige 
para  garantir  la  regularidad  de  la  elección. 

Esta  falta  resalta  mas  aún  con  el  ejemplo  de  lo  que  ocurre  en 
otros  cuerpos  colegiados. 

Supóngase  que  en  la  Corte  Nacional  un  litigante  no  haya  podido 
entregar  una  prueba  decisiva  ó  un  alegato  de  interés  dentro  de  un 
plazo  fatal  por  haber  encontrado  cerrada  la  oficina:  que,  como  en 
el  caso  presente,  le  hubiese  hecho  poner  cargo  por  un  escribano  au- 
torizado Y  lo  entre:rase  al  dia  siguiente  al  Presidente  de  la  Corte, 
que  es  el  encargado  del  despacho  de  trámite  y  de  recibir  las  comu- 
nicaciones ({ue  se  dirigen  á  aquel  alto  Tribunal. 

¿Podría  aquel  funcionario  rechazar  la  prueba  ó  el  alegato  que  se 
le  entrega,  no  para  que  él  lo  juzgue,  sino  para  que  lo  tome  en  con- 
sideración la  Corte?  Seguramente  no,  porque  tal  proceder  importa- 
rla resolver  sobre  el  fondo  del  asunto,  abrogándose  uno  de  los 
miembros  de  un  cuerpo  colegiado  las  atribuciones  qne  corresponden 
á  todo  él. 

Si  esto  sucede  en  la  Corte,  que  tiene  facultad  para  resolver,  doble- 
mente debe  suceder  en  la  Junta  Electoral,  que  carece  de  tal  facultad 
sobre  los  registros  de  las  elecciolies,  pues  por  el  artículo  40  en  nin- 
gún caso  puede  desechar  las  actas  electorales;  y  si  la  Junta  en  su 
totalidad  no  puede  hacerlo,  mucho  menos  ha  podido  realizarlo  uno 
solo  he  sus  miembros,  el  Sr.  Presidente  del  Concejo. 

Se  ha  dicho  en  la  defensa,  con  referencia  á  los  pliegos  de  Balva- 
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ñera,  que  el  acusado  no  podía  tomar  sobre  sí  la  responsabilidad  de  ' 
recibirlos,  porque  es  de  pública  notoriedad  que  en  esa  parroquia  no 
hubo  elección  y  que  los  pliegos  han  sido  por  consiguiente   fra- 
guados. 

Debo  rectificar  esta  inexactitud,  pues  precisamente,  por  notorie- 
dad pública  y  aun  por  documentos  oficiales,  consta  que  esa  elección 
se  verifico  en  el  atrio.  Invoco  como  prueba  el  informe  pasado  por  el 
señor  Jefe  de  Policía  al  señor  Ministro  del  Interior:  en  él  consta  el 
lieclio  de  la  elección  y  hasta  el  número  exacto  de  los  votantes  que 
resultó  del  escrutinio  formado  en  el  mismo  atrio. 

Ni  siquiera  había  caso  para  fraguar  pliegos,  porque  según  se  ha 
reconocido,  en  esa  parroquia  votaron  solo  los  miembros  de  un  par- 
tido y  estando  el  número  de  votantes  efectivos  anotados  ya  por  la 
autoridad  pública,  no  era  posible  aumentarlos. 

No  teniendo,  en  suma,  escusa  admisible  la  parte  acusada,  solicito 
.se  le  aplique  el  máximum  de  la  pena. 

El  Dr  Escalante  replicó  que  se  felicitaba  de  la  distinción  hecha 
por  el  demandante  sobre  jurisdicción  política  y  sobre  jurisdicción 
criminal,  pues  que  ello  demostraba  la  contradicción  de  la  acusación: 
al  pedir  la  pena  se  pide  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  penal,  pero  al 
pedir  que  se  reciban  los  registros  se  pide  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción política.  El  Juez  de  Sección  en  este  caso,  según  el  pedido  del 
acusador,  tiene  las  dos  jurisdicciones.  Ahora  bien:  ¿quién  le  ha  dado 
la  jurisdicción  política  para  mandar  recibir  registros? 

No  hay  que  confundir  la  jurisdicción  penal  conferida  por  la  ley 
electoral  con  la  de  las  leyes  comunes  En  el  presente  caso,  aunque 
se  trate  déla  misma  persona  del  Juez  de  Sección  en  lo  criminal,  no 
ejerce  la  jurisdicción  ordinaria  sobre  delitos  nacionales,  sino  la  es- 
pecial sobre  infracciones  electorales.  La  acusación  se  funda  en  el 
artículo  69  de  la  ley  electoral,  no  en  la  ley  sobre  delitos  de  jurisdic- 
ción federal.  No  es  cierto,  pues,  que  haya  delito  que  quede  sin  Juez. 
Los  delitos  comunes  de  los  miembros  de  la  Junta,  caen  bajo  la  ju- 
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risdiccion  ordinaria  territorial  ó  federadlas  infracciones  que  come- 
tieren como  ciudadanos,  votando  con  nombre  supuesto,  por  ejemplo, 
son  penables  conforme  á  ley  electoral.  Pero  sus  actos  en  el  des- 
empeño de  las  altas  funciones  de  miembros  de  la  Junta,  si  no  im- 
portan delitos  comunes,  en  ningún  caso  pueden  implicar  delitos  de 
otro  orden  y  solo  pueden  ser  juzgados  como  actos  políticos  por  la 
Junta  ó  el  Congreso  en  sus  Cámaras  respectivas.  Si  hubiese  delito 
político,  está  la  Cámara  de  Diputados  para  acusar  y  el  Senado  para 
juzgar.  Tampoco  sería  estraño,  pues  es  de  orden  constitucional,  que 
los  funcionarios  superiores  no  tengan  Juez  superior  de  sus  actos  en 
el  desempeño  de  sus  funciones. 

De  otro  modo  no  terminarían  nunca  las  cuestiones.  Pero  en  este 
<;aso,  sobre  cada  miembro  déla  Junta  está  ella  y  sobre  ésta  el  Con- 
greso para  los  delitos  políticos. 

Para  los  delitos  comunes  están  loa  jaeces  ordinarios  y  las  leyes 
generales  conforme  al  mismo  articulo  69  de  la  ley  electoral,  citada 
por  el  acusador.  No  se  puede  imaginar  un  delito  de  miembros  de  la 
Junta  que  no  tenga  un  Juez  que  lo  juzgue.  No  hay  delito  grave  que 
sea  meramente  electoral  y  el  hecho  de  que  la  ley  de  elecciones  no 
lo  prevea  especialmente,  no  quiere  decir  que  quede  sin  Juez.  Repito 
que  tiene  los  jueces  ordinarios  ó  el  Congreso  en  su  caso. 

Ahora,  equiparar  este  caso  con  el  de  los  juicios  de  tachas,  es  ab- 
surdo. Los  juicios  de  tachas  no  importan  prejuzgar  sobre  escrutinio, 
ni  corregir  funciones  que  correspondan  á  una  Juntado  funcionarios 
superiores  ó  al  Congreso.  Los  jucios  de  tachas  como  los  por  infrac- 
ciones ante  Y.  S.  no  afectan  sino  á  individuos  ó  funcionarios  supe- 
riores en  su  carácter  individual,  pero  no  á  registros  en  general,  ni 
menos  á  un  escrutinio  ó  á  cualquiera  otra  función  déla  Junta  es- 
crutadora superior  ó  del  Congreso. 

Esa  Junta  y  sus  funcionarios,  sea  cuando  insaculan  las  mesas  ins- 
criptoras  ó  receptoras,  sea  cuando  reciben  los  registros  y  hacen  el 
escrutinio,  no  tienen  mas  Juez  que  el  Congreso.  Si  hacen  mal  la  in- 
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De  esta  opinión  participó  el  Presidente  del  Concejo  y  no  quiso  in- 
currir en  la  responsabilidad  de  recibir  pliegos  contra  lo  dispuesto 
por  la  ley. 

Insisto,  pues,  en  que  no  hay  acto  punible,  sino  la  interpretación 
correcta  del  articulo  36  de  la  ley.  En  la  Capital  debe  entregarse  en 
el  acto  ó  sea  en  seguida  del  escrutinio.  En  la  campaña  también  debe 
remitirse  en  el  acto,  es  decir,  dirijirse  de  las  mesas  al  Correo  y  allí 
dirijir  los  registros  al  Juez  Federal  y  al  Presidente  de  la  Lejis- 
latura. 

Eso  significa  en  el  acto.  La  ley  no  quiere  que  ¡as  mesas  guarden 
los  registros  ni  un  momento  después  de  concluidos.  La  ley  sabe  lo 
que  suele  hacerse  cuando  hay  demora.  En  cuanto  al  ejemplo  de  los 
cargos  en  la  presentación  de  escritos,  no  hay  paridad.  Presentado 
fuera  de  término,  todo  escrito  es  inadmisible. 

No  hay  tampoco  perjuicio  en  la  no  recepción  de  los  registros.  La 
Junta  resolverá  si  fueron  ó  no  mal  rechazados,  desde  que  consta  la 
forma  en  que  lo  fueron. 

Con  lo  que  se  dio  por  terminado  el  acto  y  en  el  cual  leido  que  les 
fué,  se  ratificaron  en  su  contenido  y  lo  firmaron  con  el  señor  Juez, 
quien  llamó  autos  para  resolver,  y  de  todo  lo  cual  doy  fé. 

Andrés  Vgarriza.  —  Escalante.  — 
Gregorio  Torres. — J.  M.  Cuüen, 

Ante  mi: 

Raimundo  Munita. 
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Buenos  Aires,  Febi*ero  27  de  188Í\ 

Y  vistos  estos  autos,  iniciados  por  el  Dr.  Joaqnin  M.  CulleQ  contra 
el  Presidente  del  Concejo  Deliberante  D.  Gregorio  Torres,  acusán- 
dolo de  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones  Nacionales  de  1887,  co- 
metida al  negarse  este  último  á  recibir  los  pliegos  que  le  fueron  re- 
mitidos por  el  Juzgado  de  Sección  á  cargo  del  Dr.  Tedin,  con  mani- 
festación expresa  de  haberse  depositado  en  ese  Juzgado  por  haberse 
encontrado  cerradas  las  oficinas  de  la  Municipalidad  y  de  contener 
las  actas  electorales  y  de  escrutinio  de  la  elección  practicada  en  las 
parroquias  de  Balvanera,  Monserrat  y  San  Cristóbal  el  dia  7  de  Fe- 
brero último;  oídas  las  partes  en  juicio  verbal  y  considerando: 

PrimerorCon  respecto  á  la  declinatoria  de  jurisdicción  que  se  dedu- 
ce por  el  acusado— que  siendo  dirijida  la  demanda  á  obtener  la  apli- 
cación de  la  pena  por  la  infracción  que  se  denuncia  y  como  consecuen- 
cia de  ésta  á  la  reparación  del  hecho  que  constituye  la  infracción,  el 
conocimiento  de  este  asunto,  corresponde  á  este  Juzgado;  no  solo  por 
atribuírselo  expresamente  el  artículo  71  de  la  Ley  de  Elecciones  Na- 
cionales, sino  también  porque  tratándose  de  la  aplicacioa  de  una  ley 
dictada  por  el  Congreso  de  la  Nación  en  un  caso  contencioso,  son  de 
rigurosa  aplicación  los  artículos  100  de  la  Constitución  y  i  inciso  1° 
de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia,  etc.; 
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Segundo:  Que  la  consideración  traida  á  juicio  por  la  defensa,  de 
que  la  demanda  se  dirije  contra  el  Presidente  del  Concejo  Delibe- 
rante de  la  Capital  en  el  ejercicio  de  una  función  política,  en  nada 
modifica  la  cuestión  que  natural  y  lógicamente  influye  de  las  dispo- 
siciones citadas^siendo  un  principio  incontrovertible  de  nuestro  siste- 
ma político  que  ningún  funcionario  es  irresponsable,  ni  por  razón 
del  puesto  que  ocupa,  ni  por  el  orden  de  función  que  fuere  llamado 
á  ejercer; 

Tercero :  Que  siendo  el  Presidente  del  Concejo  Deliberante  respon- 
sable como  todos  los  demás  funcionarios,  solo  quedarla  á  examinarse 
si  por  las  leyes  corresponde  este  caso  á  otro  Juez  que  á  aquel  ante 
quien  ha  sido  llamado  por  la  acusación  del  Dr.  Cullen.  El  artículo  94 
de  la  Constitución  dispone:  «El  Poder  Judicial  de  la  Nación  será 
ejercido  por  una  Corte  Suprema  y  por  los  demás  tribunales  inferio- 
res que  el  Congreso  estableciere  en  el  territorio  de  la  Nación»  —  y 
por  el  artículo  100  se  atribuye  á  este  poder  todos  los  casos  que  ver- 
sen sobre  puntos  regidos  por  la  Constitución  y  por  las  leyes  del  Con- 
greso. Basta,  por  consiguiente,  que  el  caso,  sea  judicial  y  sobre 
puntos  regidos  por  las  leyes  nacionales,  para  que  caiga  dentro  de  la 
esfera  de  acción  del  Poder  Judicial  sin  más  excepciones  que  las  que 
la  misma  Constitución  ha  puesto,  designando  expresamente  el  Juez 
de  excepción  que  debe  conocer  en  estos  casos.  La  defensa  ha  debido, 
pues,  demostrar  para  declinar  la  jurisdicción  de  la  justicia  nacional 
ordinaria,  ó  que  el  caso  no  es  judicial  ó  que  siéndolo,  no  corresponde 
al  orden  nacional  ó  tiene  por  la  Constitución  designado  otro  Juez  de 
excepción ; 

Cuarto:  Que  en  el  caso  que  nos  ocupa,  no  encontramos  en  las  dis- 
posiciones de  la  ley,  otro  juez  que  el  de  Sección  para  juzgar  de  las 
infracciones  de  la  ley  Electoral,  pues  el  Presidente  del  Concejo  De- 
liberante no  está  garantido  por  las  inmunidades  que  el  artículo  60 
de  la  Constitución  acuerda  á  los  miembros  del  Congreso,  ni  está 
comprendido  entre  los  funcionarios  sujetos  al  juicio  político  por  los 
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artículos  45  y  51  de  la  ley,  ni  existe  la  contradicción  que  ha  tratado 
de  establecer  la  defensa  entre  la  decisión  del  Juez  con  respecto  al 
punto  suhjudice  y  la  del  Congreso,  respecto  á  la  validez  de  las  elec- 
ciones, pues  esta  última  no  puede  tener  mas  alcance  que  la  que  ex- 
presamente le  acuerda  el  artículo  56  de  la  Constitución:  «Cada  Cá- 
mara es  Juez  de  las  elecciones,  derechos  y  títulos  de  sus  miembros 
en  cuanto  á  su  validez »; 

Quinto:  Que  con  respecto  á  la  infracción  misma,  siendo  claro  y 
terminante  el  articulo  36  de  la  ley  Electoral  que  constituye  al  Presi- 
dente del  Concejo  Deliberante  de  la  Capital,  un  mero  depositario  de 
los  plie^ros  que  deben  remitirles  las  mesas  electorales,  desde  que  el 
artículo  38  señala  con  precisión  el  objeto  y  dirección  que  debe  darse 
á  estos  pliegos,  no  estando  encargado  al  juicio  ni  decisión  de  este 
funcionarlo  el  hecho  de  aceptarlos  ó  rechazarlos; 

Sesto:  Que  es  tanto  mas  importante  esta  obligación,  cuanto  que 
lá  falta  de  cumplimiento  constituirla  á  este  funcionario  en  arbitro 
único  de  la  elección,  precisamente  cuando  la  ley  ha  querido  que  ni 
la  junta  encargada  del  escrutinio  pueda  en  ningún  caso  desechar  las 
actas  electorales,  y  si  bien  por  ellas  debe  entenderse  las  que  revis- 
tan las  formas  determinadas  por  esta  ley,  se  ve  claramente  que  no 
ha  querido  dejarse  á  otro  juicio  que  al  del  Congreso  las  cuestiones 
de  fondo,  es  decir,  los  hechos  exlraiíos  á  la  misma  redacción  del 
acta,  y  que  no  afectan  sus  formas  externas; 

Séptimo:  Cualquiera  que  sea  la  interpretación  que  quiera  darse  á 
la  disposición  del  articulo  36  ya  citado,  en  la  parte  que  dispone  que 
las  actas  sean  remitidas  en  el  acto  v  directamente  ál  Presidente  de 
la  Lejislatura  Provincial,  lo  evidente  es  que  esta  cuestión  no  afecta 
la  forma  sino  el  fondo  de  la  elección,  pues  por  formas  de  un  acto  se 
entiende  solamente  el  conjunto  de  las  prescripciones  de  la  ley,  res- 
pecto de  las  solemnidades  que  deben  de  observarse  al  tiempo  de  la 
formación  del  acto  mismo,  según  lo  define  el  Código  Civil  y  no  los 
hechos  posteriores  que  pueden  afectar  su  validez; 
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Octavo:  Que  si  la  junta  misma  encargada  del  escrutinio  no  ha  po- 
dido, válidamente,  desechar  las  actas  quo  le  hubiesen  sido  presen- 
tadas en  la  forma  que  se  ha  hecho  con  el  Presidente  del  Concejo  De- 
liberante, menos  puede  suponerse  que  pueda  hacerlo  este  funciona- 
rio por  si  solo,  cuando  la  Ley  no  le  ha  encomendado  otro  rol  que  el 
de  recibir  los  pliegos,  cuyo  destino  está  fijado  por  la  misma:  «ser 
presentados  á  la  junta  escrutadora»; 

Noveno:  Que  la  falta  de  cumplimiento  de  esta  obligación,  clara  y 
terminante  de  la  Ley,  constituye  una  infracción  definida  y  penada 
por  el  artículo  69  de  la  ley  electoral;  infracción  que  no  puede  excu- 
sarse con  el  hecho  alegado  por  la  defensa  de  ser  el  resultado  de  una 
interpretación  dada  por  el  Presidente  del  Concejo  Deliberante  al 
articulo  36  de  la  ley  electoral,  pues  la  interpretación  errónea  de  una 
ley  no  excusa  de  la  falta  cometida  cuando  los  actos  á  que  ha  dado 
lugar  ella  infiere  agravio  á  los  derechos  de  tercero; 

Décimo:  En  este  caso,  el  resultado  inmediato  de  la  negativa  del 
Presidente  del  Concejo  Deliberante  á  recibir  pliegos  remitidos  por 
las  mesas  escrutadoras  de  la  Parroquia  de  Monserrat,  San  Cristóbal 
y  Balvanera,  seria  no  solo  poner  obstrucciones  á  la  libre  emisión  del 
sufragio^  sino  tal  vez  invertir  el  resultado  de  la  elección  haciendo 
que  los  verdaderos  elegidos  del  pueblo  no  reciban  sus  diplomas  que 
los  habilita  para  defenderlos  ante  la  Cámara  respectiva  del  Con- 
greso, pasando  aquellos  á  otros  que  no  habían  obtenido  sufragio 
popular; 

Undécimo:  Que  el  hecho  de  que  el  juicio  en  último  resorte  del 
Congreso  restablecería  las  cosas  á  su  verdadero  terreno,  no  puede 
servir  tampoco  para  excusar  la  falta,  pues  bajo  este  pretexto  queda- 
rían cubiertas  todas  las  irregularidades  de  la  elección  y  en  todo  caso 
los  verdaderos  elegidos  habrían  sido  privados  de  su  diploma,  que 
produce  efectos  reales  en  favor  de  los  elegidos,  como  es  gozar  fue- 
ros y  otros  expresados. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  declarando  que  el  Presidente  del 
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Concejo  Deliberante,  D.  Gregorio  Torres,  al  resistirse  á  recibir  los 
pliegos  remitidos  por  el  Juzgado  Federal,  manifestándole  ser  las 
actas  electorales  de  las  parroquias  de  Balvanera,  Monserrat  y  San 
Cristóbal  ha  infringido  la  ley  electoral  en  su  articulo  36  incurriendo 
en  la  pena  designada  por  el  artículo  69  de  la  misma,  habiendo  en 
consecuencia,  probado  su  acción  el  acusador  Dr.  D.  Joaquín  M.  Cu- 
llen  y  de  acuerdo  á  lo  dispuesto  en  el  citado  articulo  69  y  91  de  la 
Ley,  designando  los  crímenes  cuyo  juzgamiento  compete  á  ios  Tri- 
bunales Nacionales,  etc.,  de  1863,  se  le  condena  al  pago  de  una 
multa  de  quinientos  pesos  fuertes  ó  su  equivalente  en  moneda  na- 
cional, cuyo  importe  será  aplicado  á  las  escuelas  de  la  capital,  de 
acuerdo  al  artículo  71  de  la  Ley  Electoral  y  á  que  en  cumplimiento 
del  artículo  36,  reciba  en  cumplimiento  de  los  objetos  de  la  Ley,  los 
pliegos  resistidos,  para  cuyo  efecto  se  remitirá  el  correspondiente 
oficio  al  Juzgado  Federal  á  cargo  del  Dr.  Tedin  pidiéndole  la  remi- 
sión de  dichos  oficios  y  en  atención  á  la  apelación  en  subsidio  de- 
ducida en  el  juicio  verbal  por  la  parte  acusada  y  á  la  naturaleza  su- 
maria de  este  asunto,  concédese  el  recurso  de  apelación  en  relación 
y  en  ambos  efectos,  debiendo  elevarse  los  autos  en  la  forma  de  es- 
tilo. 
Repónganse  los  sellos  y  notifíquese  con  el  original. 

Andrés  Vgarriza. 
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Gregorio  Torres, 
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Elevados  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  el  Sr.  Torres  recusó  al 
Sr.  Presidente  de  ella  Dr.  D.  José  B.  Gorostiaga,  por  ser  uno  de  los 
candidatos  á  la  Presidencia,  y  al  Ministro  Sr.  Doctor  D.  Uladislao 
Frias. 

Por  auto  de  4  de  Marzo  se  hizo  saber  que  el  Sr.  Presidente  se  ha- 
bía escusado  en  causas  de  igual  naturaleza,  y  por  auto  de  7  del 
mismo  fué  rechazada  la  recusación  del  Ministro  Doctor  Frias. 

Integrada  la  Suprema  Corte  con  el  conjuez  Dr.  D.  Salvador  M.  del 
Carril,  el  Juez  Federal  Dr.  ügarriza  le  remitió  el  siguiente  escrito, 
recibido  por  su  Secretaria  el  6  de  Marzo  á  la  una  p.  m.,  con  cargo 
firmado  por  el  Escribano  Lacasa,  de  habérsele  presentado  á  él  la 
noche  anterior. 


Buenos  Aires,  Marzo  5  de  188í>. 

Seíwr  Juez  de  Sección: 

Gregorio  Torres,  en  los  autos  contra  mí  seguidos  por  el  Doctor 
D.  Joaquín  M.  Cullen,  sobre  infracción  de  la  ley  Electoral,  á  V.  S. 
como  mejor  proceda,  digo: 

1°  Que  en  el  comparendo  verbal  que  tuvo  lugar,  mi  Letrado  no 
yo,  manifestó  que  en  el  caso  inesperado  de  que  V.  S.  se  declarara 
competente  para  conocer  en  este  asunto,  desde  ya  apelaba  para  ante 
la  Suprema  Corte,  en  virtud  del  artículo  G°  de  la  ley  de  Setiembre 
14  de  1863. 

2^  Tal  manifestación  no  pudo  considerarse  sino  como  una  frase 
oratoria;  pero  en  ningún  caso  como  la  interposición  válida  de  un 
recurso. 

En  efecto,  no  es  el  abogado  sino  la  parte,  la  única  que  puede  ape- 
lar válidamente. 

En  segundo  lugar  no  se  puede  deducir  el  recurso  de  apelación  res- 
pecto de  una  sentencia  definitiva  no  pronunciada. 
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No  hay  apelación  ni  siquiera  subsidiaria  de  sentencia  futura. 

La  única  apelación  en  subsidio  que  se  conoce,  es  la  que  se  dirige 
contra  un  auto  interlocutorio  ya  pronunciado,  cuando  se  pide  su  re- 
vocatoria por  contrario  imperio. 

También  la  apelación  debe  ser  interpuesta  por  escrito  (artículo 
210,  Ley  de  Procedimientos). 

3°  Asi,  pues,  la  apelación  sobre  jurisdicción  no  ha  sido  interpuesta 
ni  concedida  en  forma. 

Por  lo  tanto,  con  el  fin  de  evitar  nulidades,  vengo  en  tiempo  á  de- 
ducir dicha  apelación  por  escrito  y  conforme  á  la  ley. 

4^  Además,  supuesto  que  hubiera  sido  bien  deducida  y  conocida 
por  V.  S.  la  apelación,  no  pudo  serlo  sino  respecto  á  la  jurisdicción, 
único  punto  á  que  se  refirió  mi  Letrado. 

Resulta  entonces  que  hasta  la  fecha,  no  hay  apelación  deducida, 
ni  concebida,  en  cuanto  á  lo  pHncipal  y  al  fondo  de  la  sentencia, 
por  lo  cual  estando  dentro  del  término  legal,  vengo  á  deducir  dicho 
recurso  contra  toda  la  sentencia  en  su  forma  v  fondo. 

A  nadie  puede  imponerse  un  término  mas  breve  que  el  que  la  ley 
le  señala  para  usar  de  un  derecho. 

Así,  teniendo  cinco  dias  para  apelar,  he  resuelto  recien  interpo- 
ner ese  recurso;  pues,  he  vacilado  mucho  antes  de  seguir  some- 
tiendo la  cuestión  á  una  jurisdicción,  en  mi  concepto  incompetente. 

Por  tanto:  A  V.  S.  pido,  que  habiendo  por  interpuesto  el  recurso 
de  apelación,  se  sirva  para  concederlo  pedir  por  oficio  los  autos  á 
la  Suprema  Corte,  á  donde  fueron  indebidamente  remitidos  y  ele- 
varlos en  seguida  en  la  forma  correspondiente. 

Es  justicia,  etc. 

Gregorio  Torres. 
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Fallo  (lo  l«'i  Snpronin  (lorio 


Buenos  Aire»,  Marzo  8  de  188f>. 

Vistos  en  el  acuerdo:  no  siendo  providencias  puramente  interlo- 
cutorias  las  que  dan  motivo  á  los  recursos  que  se  interponen  en  los 
dos  escritos  presentados  por  esta  parte:  no  ha  lugar  á  dichos  recur- 
sos, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  diez  de  la  ley  de  diez 
y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  y  el  treinta  y 
dos  de  la  Ley  de  Procedimientos.  Y  siendo  ofensivas  á  la  dignidad 
de  esta  Corte  las  palabras  subrayadas  en  los  mencionados  escritos, 
téstense  éstas  por  Secretaria,  haciéndose  saber  al  abogado  que  las 
autoriza,  que  no  basta  protestar  los  respetos  que  se  deben  al  Triba- 
nal,  sino  que  deben  guardársele  efectivamente.  Remítanse  estas 
actuaciones  al  juez  de  la  causa  para  que  las  agregue  á  sus  antece- 
dentes, pudiendo  notificarse  con  el  original. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ÜLADISLAO  FRÍAS. 
—FEDERICO  IBARGÚREN. — SALVA- 
DOR MARÍA  DEL  CARRIL. 
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C.Al  SA   XXV 


El  Dr.  D.  Martin  Herrera,  contra  ü,  Pedro  Arias,  D,  José  Manuel 
Avalos  y  D.  Nicanor  Giménez,  por  infracción  de  la  ley  de  elec- 
ciones. 


Sumario.  —  La  interrupción  del  acto  de  inscripción  en  el  Registro 
Civico,  importa  una  infracción  prevista  y  penada  por  la  ley  de  16 
de  Octubre  de  1877. 


Caso.  —  El  caso  se  comprende  leyendo  el 


Fallo  (lol  Jiiox  Federal 


Santiaf^o,  Noviembre  4  de  1885. 

Autos  y  vistos:  La  denuncia  hecha  por  el  ciudadano  Dr.  D.  Mar- 
tin A.  Herrera,  contra  la  Junta  Calificadora  de  esta  Capital  por  in- 
terrupción del  acto  de  la  inscripción;  resulta  que  pedido  informe  á 
la  Junta  sobre  el  hecho  denunciado,  espuso  que  aquel  era  cierto: 
que  había  interrumpido  la  inscripción  cen  el  objeto  de  que  almor- 
zaran sus  miembros  que  como  no  podian  hacer  simultáneamente 
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una  y  otra  cosa,  esto  es:  calificaré  inscribir  ciudadanos  y  almorzar, 
tenian  que  suspender  la  inscripción  por  el  tiempo  que  les  era  nece- 
sario emplear  en  el  acto  del  almuerzo;  y  considerando:  Que  el  ar- 
ticulo 4^  de  la  ley  de  Elecciones  Nacionales  de  16  de  Octubre  de 
1877,  dispone  que  las  Juntas  Calificadoras...  permanecerán  fun- 
cionando en  la  calificación  é  inscripción  de  los  ciudadanos,  desde 
las  diez  de  la  mañana  hasta  las  tres  de  la  tarde  en  todos  los  dias 
festivos,  durante  dos  meses,  debiendo  los  miembros  de  la  Junta  sus- 
cribir el  Registro  de  cada  dia  al  retirarse.  Que  si  bien  no  hay  pres- 
cripción legal  alguna  que  prohiba  espresamente  á  los  miembros  de 
las  Juntas  Calificadoras,  interrumpir  el  acto  de  la  inscripción,  para 
satisfacer  las  necesidades  de  la  existencia;  sin  embargo,  en  aten^^ 
cion  á  la  importancia  y  naturaleza  del  acto,  se  desprende  del  espí- 
ritu de  la  ley,  que  aquel  no  debe  interrumpirse:  1^  por  la  escasez 
del  tiempo  destinado  á  la  inscripción,  que  en  el  presente  caso  se 
reduce  á  cuarenta  y  cinco  horas  (5  horas  en  nueve  dias);  2*^  por  las 
distancias  que  tienen  que  recorrer  muchos  de  los  ciudadanos  para 
trasladarse  al  local  donde  funcionan  las  Juntas  Calificadoras;  y 
3°  porque  si  fuera  facultativo  de  las  juntas  inscriptoras  interrum- 
pir cuando  quisieran  la  inscripción,  podria  esta  hacerse  ilusoria. 
Que  debe  también  tenerse  presente  que  la  ley  electoral  citada,  en 
sus  artículos  9  y  12,  establece  los  recursos  que  tienen  los  ciudada- 
nos, para  reclamar  por  falta  de  inscripción  ó  por  inscripción  inde- 
bida, en  cuyos  casos  se  ejerce  la  jurisdicción  de  este  juzgado,  por 
apelación.  Que  no  puede  considerarse  estrictamente  aplicable  al 
acto  de  la  inscripción,  la  disposición  del  artículo  23  de  la  ley  Elec- 
toral, desde  que  el  acto  de  la  Elección  es  ünico^  mientras  que  el  de 
la  Inscripción,  no  lo  es  por  cuanto  se  Verifica  en  actos  sucesivos, 
dentro  del  término  de  dos  meses  (art.  o*'  de  ley  Electoral).  Que  no 
existe  razón  alguna  que  haga  presumir  intención  criminal  de  parte 
de  los  miembros  de  la  Junta,  al  haber  interrumpido  el  acto  de  la 
inscripción.  Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten,  no 
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obstante  loespueslo  en  contrario  por  el  Fiscal,  fallo  que  debo  decla- 
rar como  declaro,  que  las  Juntas  Calificadoras  no  deben  interrum- 
pir el  acto  de  la  inscripción,  bajo  apercibimiento  de  aplicársele  las 
penas  autorizadas  por  la  ley  de  la  materia.  Hágase  saber  con  el 
original  y  archívese  este  espediente,  caso  de  no  ser  recurrida  esta 
sentencia. 

P.  Olaechea  y  Alcor ta. 


Fallo  do  la  Suprema  C'^orto 


Buenos  Aires,  Marzo  16  de  1886. 

Vistos:  resultando  plenamente  comprobado  el  hecho  de  haber  la 
Junta  Calificadora  del  departamento  de  la  Capital,  interrumpido  el 
acto  de  inscripción  en  el  Registro  Cívico,  con  infracción  del  artículo 
cuarto  de  la  ley  de  Elecciones  vigente;  se  revoca  la  sentencia  ape- 
lada y  de  conformidad  al  articulo  sesenta  y  nueve  de  la  citada  ley, 
se  condena  á  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora,  D.  Pedro  Arias, 
D.  José  Manuel  Avales  y  D.  Nicanor  Jiménez,  al  pago  de  una  multa 
de  cincuenta  pesos  nacionales,  con  destino  al  fondo  de  Escuelas  de 
la  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  según  lo  prescribe  el  articulo 
setenta.  Devuélvanse  los  autos. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ÜLADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÜREN. 
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CAISA  XXVI 


El  Dr,  ü.  Pedro  C,  Molina,  contra  ü.  Ramón  J,  Irigoyen,  Gefe  Po- 
lítico del  departamento  Tercero  Abajo,  de  la  Provincia  d£  Córdoba, 
y  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora  de  dicho  departamento, 
D.  Casiano  Guevara,  D,  Ramón  Carranza  y  D.  Miguel  Casas;  sobre 
infracción  de  la  ley  de  Elecciones. 


Sumario.  —  1°  La  intervencioQ  del  Gofe  Político  del  departamento 
en  el  momento  de  la  inscripción  en  el  Registro  Cívico,  requiriendo 
á  los  ciudadanos  por  sus  papeletas  de  enrolamiento,  é  imponiendo 
multas  ó  mandando  á  la  cárcel  á  los  que  no  la  llevaban  consigo, 
constituye  una  infracción  grave  de  la  ley  de  Elecciones  y  debe  ser 
penada. 

2^  También  constituye  infracción  de  dicha  ley,  el  hecho  de  ha- 
berse instalado  la  Junta  Calificadora  en  el  Juzgado  de  Paz,  en  donde 
existe  iglesia  y  atrio  parroquial. 


Caso.  —  Se  halla  referido  en  el  siguiente 
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Fall»  del  «fucz  Federal 


Córdoba,  24  de  Noviembre  de  1885. 

Vistos,  estos  autos;  seguidos  en  juicio  sumario,  en  virtud  de  la 
acusación  entablada  por  el  Dr.  D.  Pedro  C.  Molina,  conlra  el  señor 
Gefe  Político  del  departamento  de  Tercero  Ahajo,  Dr.  D.  Ramón 
Irigoyen,  y  señores  que  formaban  la  junta  para  la  inscripción  na- 
cional, á  sabor,  Juez  de  Paz  D.  Cisiano  Guevara,  y  conjueces  don 
Mi^s^uel  Casas  y  D.  Ramón  Carranza,  por  las  infracciones  que  se  es- 
pecifican en  el  escrito  de  foja  1%  como  violalorias  de  la  ley  de  16 
de  Octubre  de  1877:  recibidas  las  declaraciones  de  los  testigos 
presentados  por  una  y  otra  parte;  y  oido  el  informe  oral  sobre  su 
mérito,  no  solo  de  los  interesados  sino  también  del  Señor  Procura- 
dor Fiscal,  convocado  al  efecto. 

Y  considerando:  1®  Antes  de  descender  á  estimar  la  prueba  pro- 
ducida sobre  los  cargos  consignados  en  la  acusación:  que  la  Suprema 
Corte  en  la  causa  XCII,  del  tomo  {)\  de  la  1*  serie  de  sus  Fallos, 
liéno  establecido:  «que  os  de  sustancial  importancia  mantener  la 
»  pureza  del  sufragio,  que  sirve  de  base  á  la  forma  representativa 

•  de  Gobierno,  sancionada  por  la  Constitución  Nacional,  y  reprimir 
»  todo  lo  quede  cualquier  manera  pudiera  contribuir  a  alterarla, 

*  dando  al  pueblo  representantes  que  no  sean  los  que  él  ha  tenido  la 
»  voluntad  de  elegir ». 

Que  los  publicistas  y  jurisconsultos  mas  eminentes,  de  perfecto 
acuerdo  con  la  lejislacion  de  los  pueblos  mas  avanzados  en  el  ca- 
mino de  las  instituciones  libres,  sostiene:  que  la  función  de  elejir 
las  autoridades  que  han  dolejislar  y  gobernar  al  pueblo,  de  las  que 
dependen  su  felicidad  ó  su  ruina  y  esclavitud,  es  la  más  augusta,  la 
más  delicada  y  más  originaria  de  su  soberanía.  Que  debe  ser  en  con- 

T.  XX  27 
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secuencia  la  mas  Ubre  y  espontánea,  hija  esclimva  de  la  propia  con- 
ciencia. Y  es  por  esto  que  debe  haber  una  absoluta  prescindencia  del 
poder,  sin  que  aparezca  ni  la  sombra  de  coartar  la  libertad,  ni  de  in- 
fundir temor  ni  desaliento  en  los  que  concurren  pacíficamente  á  re- 
solver sobre  los  destinos,  porvenir  y  ;jrran(leza  déla  Nación.  (Li- 
vingston,  «Informe  presentado  á  la  Asamblea  General  del  Estado  de 
Luisiana,  sobre  un  sistema  de  lejislacion  penal »,  y  aprobado  por 
unanimidad.  Lieber,  «Libertad  Civil  y  el  propio  Gobierno»,  capítulo 
16,  n°  30.  Ferreira,  «Derecho  administrativo»,  libro  4°,  capítulo 26, 
n*'  H08.  Chauveau  Adolplie,  «  Teoría  del  derecho  penal  »,  tomo 
2°,  n^  417.  Dalloz,  « Repertorio  de  Jurisprudencia  General »,  tomo 
19,  números  992  y  994  al  tratar  de  la  ingerencia  de  la  autoridad  en 
las  elecciones). 

Si  los  ciudacanos,  agrega  Gbauveau  Adolphe  en  la  parte  citada, 
deben  ser  protegidos  por  las  leyes,  es  precisamente  cuando  ejercen 
los  derechos  que  la  Constitución  les  asegura^  y  que  les  están  delegados 
por  la  Soberanía  Nacional.  Encadenar  6  destruir  esa  prerogativa,  es 
violentar  la  Constitución  y  oprimir  á  la  Nación  misma :  la  ley  penal 
debe  castigar  un  atentada  semejante. 

2°  Que  aun  cuando  nuestra  lev  de  elecciones  no  se  deliene  á  de- 
tallar  todos  los  licclios  que  pueden  comprometer  la  libertad  del  su- 
fragio, sea  por  el  fraude,  la  violencia,  la  intimidación  ó  la  ingeren- 
cia de  la  autoridad,  como  hizo  Livingston  en  el  título  6°  de  su  Sis- 
tema de  Lejislacion  Penal,  y  se  contiene  en  las  leyes  de  Georgia  y 
del  Brasil,  y  en  las  sancionadas  en  Francia  en  15  de  Marzo  de  1849, 
dos  de  Febrero  del  oi,  dos  de  Agosto  y  30  de  Noviembre  del  75; 
pero  su  letra  y  espíritu  claramente  revelado,  es  el  mismo  que  el  de 
las  lejislaciones  mas  perfectas  y  doctrinas  mas  autorizadas:  mante- 
ner incólume  el  derecho  sagrado  del  sufragio;  evitar  todo  lo  que 
pudiera  coartar  su  libre  manifestación;  hacer  que  los  funcionarios 
observen  la  mas  estrictn  neutralidad  en  el  momento  solemne  en  que 
el  pueblo  va  á  resolver  el  problema  de  sus  destinos,  á  fin  deque  las 
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autoridades  que  resulten  ele<ridas  sean  la  gennína  espresíon  de  la 
razón  pública;  y  por  consi;?uíente,  nnestraley  dehe  ser  esplicada  á 
la  luz  de  los  principios  que  universalmente  tiene  admitidos  la  ju- 
risprudencia, siempre  que  no  se  hallen  en  oposición  con  su  sentido 
espreso. 

Asi,  pues,  cuando  por  el  artículo  00  se  proliiÍK)  á  los  gefes,  coman- 
danles  y  oficiales  superioras  de  linea  6  j^^uardia  nacional  permane- 
eor  en  el  recinto  de  las  asambleas  electorales  mas  tiempo  que  el  ne- 
cesario para  sufragar,  encabezar  «?rupo(;  de  ciudadanos  durante  la 
elección,  p  hacer  valer  en  cualquier  manera  la  ingerencia  de  su  cargo 
para  cmrtar  la  libertad  del  sufragio,  debe  comprenderse  que  entraña 
en  su  espíritu  todo  acto  abusivo  ó  inirerencia  ile^^al  de  la  autoridad, 
directa  ó  disfrazada,  que  tienda  á  coartar  los  previsores  y  patrióti-- 
CCS  desi^^nios  del  lejislador,  para  mantener  la  pureza  del  sufragio, 
y  reprimir  todo  lo  que  de  cualquier  manera  pudiera  contribuir  á 
adulterarlo. 

3^  Que  descendiendo  ahora  al  terreno  eficiente  de  los  hechos,  á 
la  aplicación  de  los  principios  sentados,  sei^ain  el  mérito  de  la  prueba 
rendida,  resulta  en  cuanto  al  Sr.  Gefe  Político  lo  siicuienle:  1^  Que 
hallándose  los  individuos  Facundo  Sánchez,  Tomás  Vasqnez,  Neme- 
sio Delsa,  Ramón  Toledo  y  Ramón  Gijurena,  el  dia  1^  del  corriente, 
al  lado  de  la  pieza  donde  funcionaba  la  Junta  Calificadora  Nacional, 
esperando  inscribirse  en  el  Registro  Cívico,  el  Gefe  Político  les  pre- 
guntó si  tenían  papeleta  de  enrolamiento  y  de  conchavo,  y  habién- 
dole contestado  que  no  las  habían  llevado  consi^^o,  les  mandó  presos 
al  Cuartel  en  donde  les  impuso  una  multa  de  20  pesos  á  cada  uno, 
ó  veinte  días  de  detención.  (Declaraciones  de  Sánchez,  á  foja  7,  To- 
más Vasquez,  á  foja  10  vuelta,  Nabor  Pedraza,  á  foja  15,  y  José  Ce- 
l)allos,  á  foja  19  vuelta).  Agre<rando  el  Sr.  Fortunato  Damiani,  á  foja 
U,  que  aunque  no  estuvo  presente  en  el  momento  en  que  acaeció  el 
hecho,  lo  sabia  por  numerosas  personas  del  vecindario,  habiéndoles 
visto  ese  mismo  dia  á  los  presos  en  el  Cuartel;  y  el  Sr.  Ramón  Ortiz, 
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á  foja  13,  que  tampoco  presenció  el  suceso;  pero  le  informaron  de  él 
poco  después,  habiéndoles  visto  igualmente  en  el  Cuartel,  y  lleva- 
dotes  á  In.s  faifnílías  de  dos  de  ellos,  esa  misma  noche,  cuarenta  pe- 
sos nacionales  para  el  pago  déla  multa. 

2°  D.  Manuel  H.  Molina,  á  foja  IG,  D.  Pió  Ceballos,  á  foja  17,  D.  An- 
tonio Cehallos,  á  foja  18,  y  D.  Nicasio  Cisneros,  á  foja  18  vuelta,  de- 
ponen unánimemente^  que  el  Gefe  Político  ordenó  el  arresto  de  va- 
rios individuos  que  se  encontrahao  en  estado  de  ebriedad,  frente  á 
la  mesa  calificadora  (los  Sres.  Molina  y  Antonio  Ceballos,  dicen  que 
fueron  cuatro  ó  cinco);  habiendo  oido  posteriormente,  que  tampoco 
tcnian  papeleta  de  enrolamiento.  Débese  advertir  que  el  testigo  Cis- 
neros dice,  que  vio  varios  individuos  ebrios  en  la  calle,  pero  que  no 
estuvo  presente  cuando  el  Gefe  Político  les  constituyó  en  prisión,  sí 
bien  así  lo  oyó  en  seguida. 

3^  Que  los  detenidos  no  se  hallaban  ebrios,  ni  cometieron  falta 
alguna  que  autorizara  el  arresto,  lo  afirman  los  testigos  Ortiz,  Pe- 
draza  y  Ceballos  (José)  en  los  lugares  citados. 

La  mas  flagrante  contradicción  existiría  entre  los  testimonios  de 
la  acusación  y  la  defensa,  si  los  testigos  de  esta  hubiesen  espresado 
el  nombre  de  los  ciudadanos  arrestados  por  ebriedad,  ó  de  otro 
modo  les  hubieran  determinado.  Todos  ellos  declaran  que  no  les  co- 
nocían, sin  enunciar  circunstancia  alguna  que  revele  la  identidad  de 
dichos  arrestados,  con  los  que  lo  fueron  por  no  tenor  consigo  las  pa 
pelotas  de  enrolamiento;  pudieudo  desde  entonces  ser  tan  cierto  que 
el  Gefe  Político  ordenara  la  detención  de  los  primeros  en  virtud  de 
hallarse  ebrios,  como  que  arrestara  á  los  últimos  por  el  motivo  ase- 
verado  en  la  acusación. 

Nada  se  ha  hecho  por  otra  parte,  en  el  sentido  de  acreditar  dicha 
identidad.  Si  al  menos,  se  hubiera  justificado  la  hora  y  el  sitio  pre- 
cisos en  que  la  detención  tuvo  lugar;  las  personas  que  en  ella  ínter 
vinieron  de  un  modo  ó  de  otro;  ó  que  la  filiación  de  los  unos  coin- 
cidía con  la  de  los  otros,  el  Tribunal  habría  tenido  un  elemento 
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nuevo  en  la  apreciación  y  esludío  de  este  capítulo  de  la  prueba;  pero 
no  tiabiendo  nada  en  los  autos  sobre  el  particular,  forzoso  es  con- 
cluir que  los  testimonios  de  una  y  otra  parte  no  son  contradictorios 
y  pueden  esplicarso,  haciendo  referencia  á  personasdistintas,  dete- 
nidas á  virtud  de  causas  distintas  también. 

Se  ha  tachado  por  la  defensa  ei  testimonio  de  los  Srcs.  Sánchez  y 
Vázquez,  fundándose  en  que  ambos  fueron  de  los  detenidos  en  el 
cuartel,  y  en  que  naturalmente  se  hallan  sin^ailarmeute  interesados 
en  que  se  declare  arbitrario  el  proceder  del  Gefe  Político. 

Conviene  observar  al  respecto,  que  si  bien  pueden  abrigar  intere- 
ses en  la  causa  en  razón  del  resentimiento  que  la  conducta  del  Gefe 
Político  pudiera  haberles  despertado,  tal  interés  no  es  el  deque  ha- 
bla la  ley,  sino  de  la  participación  civil  que  directa  ó  indirectamente 
puede  corresponder  al  testigo  se;xun  el  resultado  del  juicio. 

Y  bien:  el  caso  mhjudtce,  aparte  de  ser  promovido  por  una  per- 
sona que  ninguna  relación  de  derecho  tiene  con  dichos  señores,  el 
Dr.  I).  Pedro  C.  Molina,  no  versa  sobre  la  ilegalidad  de  la  detención 
impuesta  á  dichos  testigos,  como  quiera  que  incidentalmente  deba 
ocuparse  de  ella  este  Juzgado,  ni  tiende  á  que  se  le  restituya  la 
mulla  pagada,  sino  á  que  se  le  condene  al  Gefe  Político  á  la  pena 
respectiva  por  infracción  á  la  ley  Electoral.  . 

En  cuanto  al  resentimiento  que  pudieran  abrigar  dichos  testigos 
contra  el  Gefe  Político,  por  haber  sido  víctimas  de  una  prisión  arbi- 
traria, si  bien  es  él  posible,  no  se  ha  traducido  en  hecho  alguno  que 
lo  dé  á  conocer,  habiendo  prestado  sus  declaraciones  con  tal  since- 
ridad y  calma,  que  alejan  toda  sospecha  de  prevención,  odio  ó  deseo 
de  venganza.  No  es  posible,  pues,  inhabilitar  su  testimonio  por  solo 
la  posíbilifUid  de  que  se  hallen  resentidos  con  el  Gefe  Político. 

Fuera  de  esto,  y  omitiendo,  en  obsequio  á  la  brevedad,  mayores 
consideraciones,  basta  tener  presente  que  aun  desechado  el  testi- 
monio de  los  señores  nombrados,  subsistirían  los  de  los  demás  tes- 
tigos de  la  acusación,  suficientes  para  producir  prueba  legal. 
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4"  En  tal  virtud,  el  arresto  ordenado  por  el  Sr.  Gefe  Político  á  los 
cinco  individuos  que  iban  á  penetrar  en  la  oficina  de  inscripción, 
para  ejercitar  esta  función  verdaderamente  cívica,  privándoles  del 
mas  saí^rado  de  sus  derecfios,  á  vista  de  ios  ciudadanos  allí  reuni- 
dos, y  sin  que  hubiese  motivo  aliruno  que  pudiese  justificar  una  or- 
den semejante;  importa  una  infracción  manifiesta  contra  la  previ- 
sión del  lejislador  evidentemente  revelada  en  el  artículo  CO. 

Nada  mas  á  propósito  para  intimidar  y  coartar  aquella  preciosa 
libertad,  que  la  orden  indicada,  dictada  en  aquellos  solemnes  mo- 
mentos, por  el  que  ejerce  la  autoridad  superior  del  Departamento, 
está  encarnizado  de  la  conservación  del  orden  público,  y  tiene  bajo 
su  dependencia  á  los  Comandantes  y  Gefes  do  milicias,  como  tam- 
bién la  policía  departamental  (Artículos  168,  169  y  170  de  la  Cons- 
titución Provincial;  Ley  de  14  de  Aurosto  del  año  71,  de  esta  Pro- 
vincia). 

En  efecto,  la  aparición  del  Sr.  Gefe  Político  interrogando  en  aquel 
acto,  en  medio  del  concurso,  si  tenían  papeletas  de  enrolamiento  ó 
conchavo,  y  ordenando  arresto  de  veinte  días  si  no  pagaban  una 
multa  de  20  posos,  porque  contestaban  que  no  las  habían  llevado, 
era  una  intromisión  estrafla  que  no  seesplica;  pues,  ningún  deber 
tenían  los  ciudadanos  ^e  llevar  tales  papeletas  para  el  acto  de  la 
inscripción,  y  menos  correspondía  al  Gefe  Político  la  exigencia  de  su 
presentación  en  el  sitio  y  momento  en  que  lo  verificaba.  Era  una  in- 
gerencia abusiva,  por  medio  de  la  cual  so  abandonaba  el  rol  augusto 
de  una  estricta  neutralidad  entre  los  partidos  militantes;  y  perdía 
la  ocasión  de  constatar  cuan  grande  y  respetable  es  la  autoridad 
colocada  en  esa  eminencia  de  justicia  y  protección,  y  cuanto  des- 
ciende convertida  en  instrumento  de  opresión. 

De  todo  lo  que  precede  se  deduce:  que  el  Sr.  Jefe  Político  ha  in- 
fringido el  artículo  00  de  la  ley,  y  que  es  responsable  de  la  penali  - 
dad  que  la  misma  establece;  pues,  sí  hacer  rnler  en  cualquiera  ma- 
nera la  influencia  de  sus  cargos  para  coartar  la  libertad  del  sufragio^ 
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es  una  grave  infracción  penal,  con  igual  ó  mayor  razón  tiene  que 
serlo  en  la  inscripción,  que  os  el  aclo  preparatorio  y  absolutamente 
necesario  para  el  ejercicio  de  ese  mismo  sufragio  que  la  ley  res- 
guarda y  prole:re  con  especial  anlielo. 

5^  Respectivamente  el  cargo  hecho  á  los  miembros  de  la  Junta 
Calificadora  por  haber  cerrado  el  Registro  antes  de  las  tres  p.  m., 
consta  en  el  proceso  lo  siguiente: 

1^  Los  Señores  Tomás  Vasquez,  Nabor  Pedrazza  y  José  Geballos 

afirman,  que  vieron  que  la  mesa  calificadora  se  levantó  antes  de  las 

doce  m.;  y  el  Sr.  Damiani  y  el  Sr.  Orliz  dicen  que  oyeron  lo  mismo. 

2^  Mientras  tanto,  los  cuatro  testigos  de  la  defensa  aseveran  que 

fué  levantada  á  las  3  p.  m. 

Siendo  igual  en  número  y  calidad  los  testigos  que  deponen  en  pro 
y  en  contra  del  hecho  acusado,  imposible  es  acertaren  la  verdad  de 
lo  ocurrido;  motivo  por  el  cual  el  Tribunal  absuelve  de  ese  cargo  á 
los  Sres.  de  la  Junta  Calificadora  (ley  40,  tíuulo  16,  Part.  3*  y  Glosa 
de  Gregorio  López  y  últimos  anotadores.  Caravantes,  tomo  2^, 
núm.  995). 

ff*  Por  lo  (pjc  respecta  ahora  al  tercer  cargo  por  no  haberse  ins- 
talado la  Junta  Calificadora  en  la  Iglesia  Parroquial;  es  unánime  la 
atestación  de  los  declarantes  y  lo  ha  confesado  la  misma  parte  acu- 
sada, si  bien  ésta  y  los  testigos  presentados  aseveran  que  dicha  Jun- 
ta funcionó  en  el  Juz^^ado  de  Paz. 

Cuando  la  ley  ordena  que  la  Junta  se  instale  en  la  Parroquia^  y 
en  sa  defecto,  en  el  Juzgado  de  Paz,  manifiesta  de  la  manera  mas 
formal  su  designio  de  precisar  á  la  Junta  para  que  funcione  en  la 
Parroquia;  y  solo  en  su  defecto,  es  decir,  cuando  no  existe  Parro- 
quia, ó  sea  esto  impracticabliN  puede  verificarse  la  reunión  en  el 
Juzgado  de  Paz. 

La  designación  precisa  de  la  Parroquia  afecta  á  la  parte  sustan- 
cial de  la  ley,  porque  aquella  debe  estar  situada  ordinariamente  en 
un  punto  central  del  Departamento,  y  por  consiguiente  accesible  á 
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todos  SUS  vecinos;  mientras  que,  sí  se  dejase  á  voluntad  de  la  Junta 
ó  do  cualquier  otro  funcionario,  pudiera  llevarse  la  mesado  inscrip- 
ción á  cualquier  punto  apartado,  imposibilitando  así  á¿^ran  número 
de  ciudadanos  para  el  ejercicio  de  su  derecho,  por  las  enormes  dis- 
tancias que  tendrían  que  recorrer. 

Es  por  este  motivo  que  el  artículo  4"^  se  ha  interpretado  unifor- 
memente en  los  diferentes  fallos  pronunciados  por  los  Jueces  Fede- 
rales de  la  Capital,  al^nmos  de  los  cuales  han  sido  ya  confirmados  por 
la  Suprema  Corte;  y  también  por  el  decreto  espedido  por  el  Poder 
Ejecutivo  de  la  Nación  en  3  de  Octubre  último. 

Que  en  el  c<iso  especial  que  nos  ocupa,  hay  que  hacer  notar  quo 
la  habitación  que  sirve  para  el  dospacho  del  Juzgado  de  Paz,  se 
halla  contigua  al  Departamento  de  Policía;  y  por  consiguiente,  ado- 
lece de  un  doble  inconveniente;  de  colocar  la  mesa  en  un  cuarto, 
en  vez  del  local  espacioso,  accesible  á  todos,  del  atrio  de  la  Parro- 
quia, como  lo  ordena  la  ley;  y  de  estar  dicha  habitación  en  contacto 
inmediato  con  la  fuerza  de  policía;  inconvenientes  y  obstáculos  que 
ha  querido  obviar  el  legislador  para  evitar  toda  presión  é  ingeren- 
cia indebida  de  las  autoridades  del  Departamento  ejecutivo. 

En  sn  mérito,  por  los  fundamentos  espuestos,  resuelvo:  1^  Conde- 
nar al  Sr.  Gefe  Político,  Dr.  D.  Ramón  Irigoyen  al  máximum  de  la 
pena  establecida  en  el  artículo  65,  ó  sean  doscientos  pesos  nacio- 
nales, que  se  destinan  al  fondo  de  escuelas  de  la  Provincia;  2**  Se 
absuelve  á  los  Sres.  de  la  Junta,  Juez  de  Paz  1).  Casiano  Guevara  y 
Conjueces  I).  Miguel  Casas  y  1).  Ramón  Carranza,  del  cargo  que  so 
les  hacia  por  haber  levantado  la  mesa  de  inscripción  antes  de  l;i 
hora  designada  por  la  ley;  3^  Se  les  declara  incursos  á  cada  uno  de 
dichos  señores,  en  la  multa  de  ciento  cincuenta  pesos  nai^ionales, 
con  arreglo  al  artículo  09,  en  virtud  de  haber  instalado  la  Junta 
fuera  de  la  Parroquia;  destinándose,  asimismo,  la  espresada  suma 
al  fondo  de  escuelas;  con  costas.  Mágast;  saber  con  el  original. 

Rafael  (¡arria. 


i 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  16  de  1886. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  articulo  sesenta  y  nueve  de  la  Ley  de  Elecciones,  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  nueve,  y  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


T.  XX  28 
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CAUSA  XXVII 


La  Junta  Calificadora  de  la  Parroquia  de  San  Telmo,  en  Buenos  Ai- 
reSj  en  recurso  de  hecho  contra  el  Juez  Federal  de  la  Capital;  so- 
bre depuración  del  Registro  Cívico. 


Sumario:  1°  Las  sentencias  de  los  Jueces  Federales  sobre  los 
reclamos  por  inscripción  ó  exclusión  indebida  en  el  Registro  Cívi- 
co, son  inapelables. 

2^  Con  mas  razón  lo  son  las  providencias  dictadas  para  el  cum- 
plimiento de  aquellas. 

3^  La  Junta  Calificadora  que  es  Juez  inferieren  dichos  reclamos, 
no  puede  recurrir  de  esas  providencias. 


Caso.— Se  refiere  en  la  siL^uiente 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1886. 

Suprema  Corte: 

Los  Sres.  Bradley,  Aveleira  y  otros  vecinos  de  la  Parroquia  de 
San  Telmo  se  presentaron  á  la  Junta  de  reclamos  de  esta  Parro- 
quia, á  última  hora,  según  ella  dice,  pidiendo  la  eliminación  en  el 
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Registro  Cívico  de  un  número  considerable  de  personas  indebida- 
mente inscriptas. 

La  Junta  no  se  expidió,  por  falta  de  tiempo,  declarando  cerrado 
el  período  que  la  ley  ha  fijado  á  sus  funciones. 

Los  interesados  en  la  eliminación  ocurrieron  entonces  al  Juzgado 
de  Sección. 

El  Sr.  Juez  Dr.  Tedin  pidió  informe  á  la  Junta  y,  al  evacuarlo,  ne- 
góle esta  jurisdicción  para  conocer  originariamente  de  reclamos  de 
que  ella  no  habia  conocido. 

El  Sr.  Juez  insistió  en  llevar  adelante  sus  procedimientos,  y  or- 
denó se  hiciera  en  el  registro  las  alteraciones  que  encontró  de  jus- 
ticia. 

Comunicada  la  resolución  á  la  Junta,  niégase  ella  á  cumplirla,  y 
ocurre  de  hecho  á  V.  E.  negando  la  competencia  del  Juzgado  de 
Sección  para  conocer  originariamente  del  juicio  de  tachas,  y  ale- 
gando, además,  que  el  conocimiento  de.  esta  materia  corresponde  al 
Juez  Dr.  Ugarriza,  por  ser  el  mas  antiguo,  y  no  al  Dr.  Tedin. 

Expuestos  sucintamente  los  hechos,  paso  á  considerarlos  con  su- 
jeción á  la  ley  vigente. 

Las  tachas  opuestas  á  última  hora,  lo  fueron  en  tiempo,  mucho 
mas  si  se  considera  que  no  ha  habido  regularidad  en  la  publicación 
de  los  Registros,  según  es  notorio.  La  Junta  debió  tomarlas  en  con- 
sideración, pues  la  interpretación  racional  de  la  ley  es  que,  el  tér- 
mino de  los  treinta  dias  es  fatal  para  la  presentación  de  las  tachas, 
no  para  su  resolución.  Presentadas  en  tiempo  hábil,  ya  la  Junta  ha 
adquirido  jurisdicción  sobre  ellas,  y  es  su  deber  resolverlas. 

La  Junta  puede,  sin  embargo,  juzgar  lo  centrarlo,  y  así  lo  ha  en- 
tendido en  el  presente  caso. 

Pero,  no  puede  negarse,  entonces,  á  los  que  presentaron  las  ta- 
chas el  derecho  de  ocurrir  al  Superior,  y  esto  es  precisamente  lo 
que  hicieron  los  Sres.  Bradley  y  Aveleyra. 

El  conocimiento  de  estas  tachas  ha  llegado,  por  consiguiente,  al 
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Juzgado  de  Sección  por  el  camino  legal,  por  via  de  apelación,  y  no 
es  exacto  que  haya  conocido  de  ellas  originariamente. 

Se  observa  que  por  este  procedimiento,  faltando  la  decisión  de  la 
Junta,  el  Juzgado  de  Sección  vendría  á  constituirse  en  Jwe^  único  de 
la  pureza  del  registro. 

Es  fácil  contestar  que  este  Jue2  único  vendría  á  serlo  la  Junta,  si 
no  hubiera  medio  de  reparar  su  culpa,  ó  su  omisión,  en  no  resolver 
los  reclamos  presentados  en  tiempo. 

Después  de  lo  expuesto,  fácilmente  se  desprende  que  no  hay  en  el 
presente  caso  materia  de  competencia.  El  Juez  Superior  conoce  los 
actos  del  Inferior  y  resuelve  á  su  respecto  según  entiende  de  justi- 
cia: he  ahí  todo. 

Ahora,  en  cuanto  á  que  sea  el  Juez  Dr.  Ugarriza,  y  no  el  Dr.  Te- 
din,  el  que  deba  entender  en  estos  juicios,  diré  á  V.  E.  que  la  Junta 
carece  de  personería  para  discutir  los  actos  de  su  superior. 

Eduardo  Costa. 


Falh»  de  la  Suprema  C<»rle 


Buenos  Aires,  Marzo  16  de  188<>. 

Vistos,  resulta:  que  con  motivo  del  oficio  de  foja  quince,  dirijido 
por  el  Juez  Federal  de  la  Capital,  Dr.  Tedin,  al  Juez  de  Paz  de  la 
Parroquia  de  San  Telmo,  ordenándole  que  en  el  perentorio  término 
de  ocho  dias  remita  al  Juzgado  las  copias  del  Rejistro  Cívico  de  dicha 
Parroquia,  depurado  de  acuerdo  con  las  resoluciones  de  la  Junta  de 
reclamos  y  sentencias  del  Juzgado  Federal,  so  pena  de  tenerlo  como 
rebelde  á  los  mandatos  judiciales,  la  Junta  Calificadora  de  la  expre- 
sada Parroquia  ha  ocurrido  á  la  Suprema  Corte  pidiendo  se  ordene 
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al  Juez  Dr.  Tedin  suspenda  todo  procedimiento  y  remita  los  antece- 
dentes del  caso  para  que  este  Supremo  Tribunal  declare  improce- 
dentes é  ile^^^ales  los  procedimientos  de  que  la  Junta  reclama,  dando 
por  deducido  á  ese  efecto  el  competente  recurso  de  queja. 

Y  considerando:  Primero;  Que  siendo  inapelables  las  sentencias 
pronunciadas  por  el  Juez  de  Sección  en  los  reclamos  sobre  inscrip- 
ción ó  exclusión  indebidas,  según  lo  dispone  el  articulo  diez  de  la 
ley  de  elecciones  vigente,  lo  son  con  doble  motivo  las  providencias 
que  tienen  por  objeto  hacer  efectivo  el  cumplimiento  de  aquellas. 

Segundo:  Que  la  Junta  Calificadora  no  puede  por  consiguiente, 
recurrir  de  ellas,  no  solo  por  la  razón  expuesta  en  el  anterior  consi- 
derando, sino  porque  no  es  parte  en  el  juicio  de  tachas,  y  porque, 
siendo  Juez  inferior,  ha  debido  acatar  y  cumplir  las  resoluciones  de 
su  superior,  como  lo  prescribe  en  su  última  parte  el  artículo  citado. 

Por  estos  fundamentos  y  los  expuestos  por  el  Señor  Procurador 
General  en  su  precedente  vista,  se  declara  improcedente  el  recurso 
de  queja  interpuesto  por  dicha  Junta  contra  los  procedimientos  del 
Juez  Federal.  Remítanse  á  éste  estas  actuaciones  para  que  las  agre- 
gue á  sus  antecedentes,  y  hágase  saber  esta  resolución  á  la  Junta 
mencionada. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — ÜLADISLAO  FRÍAS. 
—  FEDERICO   IBARGÚREN. 
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CIAUSA  XVVlll 


I).  Francisco  D.  Vina»,  contra  I).  Marcos  A.  Rivero  y  D.  Samuel  Pe- 
roña,  miembros  titulares,  y  D.  Manuel  D.  Romero,  miembro  suplente 
de  la  Junta  Calificadora  de  la  tercera  sección  electoral  de  la  pro- 
vincia de  San  Juan  (Departamento  de  Concepción);  sobre  infracción 
de  la  Ley  de  elecciones. 


Sumario.— Lr  inasistencia  de  los  iniernhros  de  la  Junta  Califica- 
dora en  el  dia  desiijrnado  para  instalarla,  importa  una  infracción 
prevista  y  penada  por  la  ley  nacional  de  elecciones. 


Caso. — Se  refiere  en  el 


Fallo  del  «luez  de  Seeeion 


San  Juan,  Noviembre  7  de  1885. 

Vistos:  y  resultando  que  D.  Francisco  D.  Villas  denuncia  á  los  Se- 
ñores Marcos  A.  Riveros,  Samuel  Perona  y  Manuel  D.  Romero,  por 
infracción  al  artículo  quinto  de  la  Ley  de  Elecciones  de  diez  y  siete 
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de  Octubre  de  rail  ocliocieiitos  setenta  v  siete,  no  concurriendo  el 
Domingo  once  de  Octubre  próximo  pasado  á  instalar  la  Junta  ins- 
criptora  en  el  Registro  Civico  Nacional  de  la  tercera  Sección  Elec- 
toral, para  cuyo  acto  hablan  sido  nombrados.  Los  demandados,  en 
juicio  verbal,  confiesan  no  haber  concurrido  el  dia  indicado,  excu- 
sándose: los  dos  primeros,  en  que  tenian  que  hacer  en  otro  depar- 
tamento y  lo  mandaron  avisar  al  Juez  de  Paz;  y  el  último,  porque 
ha  estado  enfermo,  que  también  mandó  avisar,  pero  que  no  sabe  si 
lo  hicieron.  Y  considerando:  F  Que  el  deber  impuesto  por  la  Ley 
á  los  ciudadanos  que  componen  las  juntas  inscriptoras  es  ineludible 
como  es  también  el  de  concurrir  los  dias  señalados  para  el  acto,  al 
local  designado  para  que  la  Junta  funcione,  sin  que  sea  una  excusa 
el  aviso  al  Juez  de  Paz;  2^  que  la  falta  á  este  deber  solo  se  excusa- 
ría cuando  la  causa  que  la  motiva  fuera  de  tal  naturaleza  que  im- 
pida cumplirla;  3^  que  no  se  ha  probado  ni  ofrecido  probar  que  las 
causales  alegadas  hayan  tenido  ese  carácter,  pues  que,  el  Sr.  Rive- 
ros  dice  que  tenia  que  recibir  unos  útiles  como  Director  de  la  Escuela 
de  Angaco  Sud  remitidos  por  el  Concejo  Escolar;  y  el  Señor  Perona, 
que  le  avisó  al  Juez  de  Paz  que  tenia  que  hacer  una  diligencia  en 
Angaco  Norte;  kí^  que  por  la  sinceridad  de  la  exposición  de  los  de- 
mandados, se  deduce  que  no  ha  habido  en  ellos  la  intención  dolosa 
de  no  cumplir  con  la  ley,  sin  embargo  de  haber  faltado  á  su  pres- 
cripción. Pos  estas  consideraciones  y  lo  dictaminado  por  el  Procu- 
rador Fiscal:  fallo  declarando  que  los  Señores  Marco  A.  Riveros, 
Samuel  Perona  y  Manuel  D.  Romero,  son  culpables  y  han  infringido 
el  articulo  quinto  de  la  Ley  Nacional  de  Elecciones  de  diez  y  seis  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  y  en  virtud  de  la  facul- 
tad que  acuerda  el  artículo  sesenta  y  nueve  de  la  misma,  los  con- 
deno á  la  multa  de  cien  pesos  fuertes  ó  su  equivalente  en  moneda 
nacional  á  cada  uno,  la  cual  será  destinada  al  fondo  de  Escuelas  de 
esta  Provincia,  de  conformidad  al  articulo  setenta  de  la  misma.  llá- 
gase saber,  cometiéndosele  la  notificación  al  Juez  de  la  tercera  Sec- 


408  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

cíon  para  los  acusados.  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  y  al  Concejo 
de  Educación  de  la  Provincia  para  su  cumplimiento.  Notifiquese 
original. 

L.  Echegaray. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1886. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  diez  y  seis,  y  devuélvanse  los  autos. 


J.    DOMÍNGUEZ.  —  ÜLADISLAO    FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA    XXIX 


Don  Francisco  Gerez,  contra  los  miembros  de  la  Junta  Inscriptora 
del  Departamento  de  Robles,  en  la  Provincia  de  Santiago,  y  el  In- 
tendente de  Policía  1).  Mariano  Maza;  por  infracción  de  la  ley  de 
Elecciones;  sobre  recusación. 


Sumario.  —  ConiTdi  el  auto  que  no  hace  lugar  á  la  recusación  por 
no  ser  de  las  especificadas  por  la  ley  la  causa  en  que  se  fundó,  no 
procede  el  recurso  de  apelación. 


Caso.  —  Acusada  la  Junta  y  el  Intendente  de  Policia  señor  Maza, 
este  recusó  al  Juez  Federal,  y  al  Procurador  Fiscal  ad  hoc  Dr.  D.  Na- 
poleón Taboada,  por  la  causa  que  espresan  los  fallos  citados  en  las 
dos  recusaciones. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Santiago,  Octubre  2*J  de  1885. 

Vistos:  la  recusación  deducida  por  D.  Mariano  Maza,  contra  el 
infrascrito,  fundado  en  que  los  parientes  del  Juez,  asi  como  el  de- 
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niinciantc  en  este  juicio,  mililan  en  las  filas  de  un  partido  de  oposi- 
ción, al  en  que  figura  el  recusante,  razón  por  la  cual,  considera  el 
Juez  comprendido  en  la  disposición  del  inciso  8^  artículo  43  de  la 
ley  de  Procedimientos  Nacionales.  Y  considerando:  que  en  el  pre- 
sente caso,  se  trata  simplemente  de  una  denuncia  de  hechos,  que  el 
denunciante  conceptúa  que  infringe  la  ley  de  Elecciones  Nacionales. 
Que  como  el  infrascrito  no  milita  en  las  filas  de  partido  alguno,  ob- 
servando completa  prescindencia  en  las  cuestiones  políticas,  no  tiene 
interés  alguno  en  las  resultas  del  juicio.  Que  además  el  mismo  recu- 
sante reconoce  que  el  infrascrito  no  está  afiliado  á  partido  alguno, 
desde  que  no  funda  su  recusación  en  la  diferencia  de  opiniones  po- 
líticas del  Juez  y  de  una  de  las  partes,  sino  en  la  diferencia  de  opi- 
niones políticas  entre  los  parientes  del  Juez  y  el  recusante.  Que  aun 
suponiendo  que  la  recusación  se  fundara  en  la  diferencia  de  opinio- 
nes políticas  entre  el  Juez  y  el  recusante,  ella  no  seria  causal  bas- 
tante de  recusación,  pues  no  se  halla  comprendida  entre  las  enume- 
radas por  la  ley.  Que  el  inciso  8^  del  artículo  43,  á  que  se  refiere  el 
recurrente,  comprende  los  casos  en  que  el  Juez  tenga  interés  en  las 
resultas  del  pleito,  cosa  que  no  sucede  en  el  caso  sub-judice,  pues  ei 
infrascrito  no  tiene  interés  alguno  en  que  se  apliquen  las  penas  con 
que  la  ley  castiga  los  hechos  denunciados  en  caso  de  ser  ellos  pro- 
bados debidamente.  Que  el  infrascrito,  se  halla  ageno  á  toda  pre- 
vención y  con  la  imparcialidad  de  juicio  necesaria  para  fallar  con 
arreglo  á  derecho.  Que  habiéndose  presentado  en  la  Provincia  de 
Salta  en  1878,  un  caso  análogo  al  presente,  pues  se  trataba  de  denun- 
cias por  infracción  á  la  ley  de  Elecciones  y  se  recusó  al  Juez  de  la 
causa  porque  sus  opiniones  y  las  de  sus  parientes  eran  contrarias  á 
las  de  los  denunciados,  como  infractores  de  la  ley  Electoral,  el  Juz- 
gado no  hizo  lugar  á  la  recusación,  y  apelado  el  auto  respectivo,  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  lo  confirmó,  sentando  así  la  ju- 
risprudencia para  casos  idénticos,  en  cuya  virtud  quedó  establecido, 
como  puede  verse  en  el  tomo  XI,  serie  2%  página  348,  que  la  dife- 
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rencia  de  opiniones  políticas  entre  el  Juez  y  las  partes,  no  es  causa 
de  recusación,  aun  tratándose  de  la  aplicación  de  las  penas  que  san- 
ciona la  lev  de  Elecciones  Nacionales. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten,  fallo  no  haciendo 
liijíar  á  la  recusación  deducida,  y  mandando  se  pongan  estos  autos 
á  despacho  para  proveer  lo  que  corresponda  según  su  estado.  Há- 
gase saber  con  el  original. 

P.  Olaechea  y  Air  orla. 


I'^allo  del  «Iiiez  Federal 


Santiago,  Octubre  30  de  1880. 

Autos  V  vistos:  la  recusación  del  Fiscal  de  torno  Dr.  Tabeada,  de- 
ducida  por  D.  Mariano  Maza,  fundado  en  que  el  Doctor  Tabeada 
milita  en  las  filas  de  un  partido  político  de  oposición  á  aquel  en  que 
milita  el  recusante,  en  cuya  virtud  considera  comprendido  al  Fiscal 
en  la  causal  de  recusación  establecida  por  el  inciso  8°  del  artículo  43 
de  la  lev  de  Procedimientos  Nacionales.  Y  considerando:  Que  como 
se  ha  establecido  va,  tratándose  de  la  recusación  del  Juez  de  la 
causa,  no  es  admisible  como  causa  de  recusación  la  diferencia  de 
opiniones  políticas  entre  el  Juez  y  el  recusante  ó  una  de  las  partes 
del  juicio.  Que  si  esto  es  así  tratándose  del  Juez,  con  mas  razón 
debe  considerarse  que  no  es  aplicable  al  Fiscal  tal  causal  de  recusa- 
ción, desde  que  el  Fiscal  no  es  Juez,  sino  un  mero  asesor  é  intér- 
prete del  interés  público.  Que  las  mismas  consideraciones  que  han 
motivado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  que 
corre  en  el  tomo  Xí,  serie  2^  página  348,  son  aplicables  al  presente 
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caso.  Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten,  fallo  no  ha- 
ciendo lugar  á  la  recusación  del  Fiscal  de  turno  I)r.  Taboada.  En 
su  mérito,  pónganse  los  autos  á  despacho  para  proveer  lo  que  co- 
rresponda. Hágase  saber  con  el  original. 

P.  (Haechea  y  Alcorta. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Marzo  20  de  188íí. 

Vistos:  Habiéndose  desechado  por  el  auto  de  foja  treinta  y  una, 
la  recusación  deducida  por  Don  Mariano  Maza,  por  no  hallarse  com- 
prendida la  causa  en  que  se  funda,  entre  las  especificadas  en  el  ar- 
ticulo cuarenta  y  tres  de  la  ley  de  Procedimientos,  y  teniendo  en 
consideración  lo  dispuesto  por  el  artículo  treinta  y  dos  de  la  misma 
ley,  se  declara  improcedente  el  recurso  de  apelación  interpuesto 
contra  el  auto  mencionado.  Notifíquese  con  el  original  y  devuél- 
vanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  IILADISLAO    FRÍAS. 
—  FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAUSA  XXX 


D.  Francisco  Villamieva,  contra  I).  Antonino  de  la  Fuente^  Jmz  de 
Paz  de  Castro  Barros,  en  la  Provincia  de  la  Rioja;  sobre  infrac- 
ción de  la  Ley  de  Elecciones, 


Sumario.  — Lsl  instalación  de  la  mesa  de  inscrícion  en  el  Registro 
Cívico,  hecha  en  el  Juzgado  de  Paz,  en  vez  de  serlo  en  el  atrio  de  la 
Iglesia  Parroquial,  constituye  una  infracción  prevista  y  penada  por 
la  Ley  de  Elecciones. 


Caso. — Se  refiere  en  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Rioja,  Noviembre  26  de  1885. 

Vista  la  causa  seguida  por  D.  Francisco  Villanueva  y  el  Fiscal  ad 
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hoc  Dr.  1).  José  H.  Arguello  contra  el  Juez  de  Paz  del  Departamento 
Castro  Barros  D.  Anlonino  de  la  Fuente,  por  infracción  déla  ley  na- 
cional de  elecciones  y  de  la  que  resulta:  1°  Que  la  demanda  deducida 
por  el  actor  se  fundó  en  que  el  referido  Juez  de  Paz  ha  instalado  y  he- 
cho funcionar  la  mesa  de  inscripción  del  Re^íistro  Cívico,  en  los  tres 
primeros  domingos  de  Octubre,  en  la  casa  particular  que  sirve  de 
Juzgado  de  Paz,  en  vez  de  hacerlo  en  el  atrio  de  la  Iglesia  Parro- 
quial, impidiendo  por  este  medio  la  inscripción  de  numerosos  ciuda- 
danos, y  pide  la  aplicación  de  la  mulla  de  500  nacionales;  2^  Que 
el  Sr.  Fiscal  se  adhiere  á  la  mencionada  acusación  sosteniendo  que 
la  instalación  de  la  mesa  en  el  Juzgado  de  Paz,  importa  una  evi- 
dente transgresión  de  la  ley  de  elecciones;  3^  Que  el  apoderado  del 
acusado  se  escepciona  alegando:  P  que  la  designación  de  la  ver- 
dadera Parroquia  en  el  expresado  Departamento  era  dudosa,  hacién- 
dose en  años  anteriores  la  inscripción  unas  veces  en  Anillaco  y  otras 
en  Anjullon;  2^  que  hace  pocos  dias  á  que  se  ha  dado  conocimiento 
oficial  de  la  designación  de  la  Parroquia  en  Anillaco;  3^  en  que  el 
atrio  de  la  Iglesia  (no  se  expresa  cual)  no  tiene  techo  y  la  mesa  se 
encontraría  expuesta  á  los  rayos  del  sol;  4^  en  que  el  Juzgado  de 
Paz  dista  pocas  varas  de  la  Iglesia. 

Y  considerando:  1*^  Que  la  confesión  del  representante  del  acu- 
sado, de  foja  8  vuelta,  del  informe  de  la  Junta  Calificadora  de  fo- 
jas 23  á  26,  y  de  las  declaraciones  de  fojas  28  á  32,  resulta  compro- 
bado: que  el  Juez  de  Paz  D.  Anlonino  de  la  Fuente  instaló  la  mesa 
de  inscripción  del  Registro  Cívico  en  el  Juzgado  de  Paz  de  Castro 
Barros,  durante  los  tres  primeros  domingos  de  Octubre  próximo 
pasado. 

T  Que  consta,  por  resolución  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Provin- 
cia de  foja  14,  comunicada  áeste  Juzgado  áíoja  16,  á  solicitud  deia 
parte  acusada;  auto  del  Ilustrísimo  Señor  Obispo  Diocesano  de  foja 
19,  informe  de  la  mesa  inscriptora  de  fojas  15  á  23,  que  autes  de  la 
inscripción  del  primer  domingo  de  Octubre,  existía  en  dicho  Depar- 
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lamento,  la  Iglesia  Parroquial  de  Anjullon:  cuya  traslación  á  la  Ca- 
pilla de  Anillaco  ha  sido  recien  comunicada  al  Poder  Ejecutivo  de 
la  Provincia  con  fecha  24  de  Octubre  próximo  pasado,  según  consta 
del  documento  de  foja  14. 

3°  Que  el  informe  del  Sr.  Ministro  del  Culto  de  la  Provincia,  de 
foja  20  vuelta,  no  tiene  mérito  bastante  para  destruir  el  valor  jurí- 
dico de  los  fundamentos  que  sirven  de  base  á  la  resolución  citada 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia,  de  foja  14,  ordenando  la  tras- 
lación de  la  mesa  inscriptora  á  la  Iglesia  de  Anillaco,  á  mérito  de 
haberle  sido  comunicado  el  auto  del  Sr.  Obispo  Diocesano,  trasla- 
dando la  Parroquia  de  Anjullon  á  Anillaco. 

4°  Que  la  existencia  de  la  Parroquia  en  la  Iglesia  de  Anjullon, 
antes  de  su  traslación  á  Anillaco  ha  sido  reconocida  por  el  Sr.  Mi- 
nistro del  Culto  de  la  Provincia,  en  su  nota  de  foja  16  y  por  la  mesa 
inscriptora  en  su  informe  de  foja  23. 

5°  Que  la  ignorancia  que  alega  el  acusado,  de  que  le  era  dudosa 
la  iglesia  parroquial  para  la  instalación  de  la  mesa,  no  puede  ser- 
virle de  escusa  para  eximirse  de  responsabilidad;  por  cuanto  estaba 
en  el  deber  de  conocer  las  disposiciones  emanadas  de  las  autorida- 
des competentes,  para  dar  cumplimiento  á  las  prescripciones  de  la 
ley  nacional  de  elecciones;  tanto  mas,  cuanto  que  pudo  dirigirse  con 
ó  sin  requisición  de  parte,  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia,  como 
lo  hizo  su  sucesor,  ó  á  quien  corresponda,  para'  couocer  oficialmen- 
te, cuál  era  la  Parroquia  donde  debía  instalarse  la  mesa. 

6^  Que  el  artículo  4^  de  la  ley  nacional  de  elecciones,  expresamen- 
te prescribe  que  las  mesas  inscriptoras  del  Registro  Cívico,  deben 
instalarse  en  el  atrio  de  la  Iglesia  Parroquial  y  solo  en  defecto  de 
ésta,  en  los  portales  del  Juzgado  de  Paz;  y  que  esta  es  la  jurispru- 
dencia sentada  por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  en  varios 
de  sus  fallos, 

7^  Que  el  hecho  de  haberse  formado  la  inscripción  en  años  ante- 
riores en  el  Juzgado  de  Paz  ó  en  los  atrios  de  las  Iglesias  de  Anju- 
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llon  ü  Anillaco,  comprobado  con  el  informe  del  Sr.  Ministro  de  Jus- 
ticia, Culto,  etc.,  de  foja  20,  y  de  la  mesa  inscriptora  de  foja  23,  no 
puede  considerarse  como  una  circunstancia  atenuante  en  esta  causa 
por  cuanto  la  violación  del  texto  expreso  de  la  ley,  al  formar  dichos 
Registros,  no  puede  alebrarse  como  un  precedente  legal. 

8°  Que  asimismo  tampoco  puede  considerarse  como  una  circuns- 
tancia que  exima  ó  atenúe  la  responsabilidad  penal  al  acusado  el 
hecho  de  estar  descubierto  el  atrio  de  la  iglesia  parroquial  de  An- 
jullon  y  expuesta  la  mesa  á  la  acción  de  los  rayos  solares;  pues  que 
la  palabra  atrio  se  diferencia  de  portal  en  que  la  primera  es  el  es- 
pacio descubierto  que  existe  al  frente  de  un  templo;  mientras  que 
el  segundo  es  el  que  se  halla  cerrado  por  arcadas  cubiertas;  y  que 
siendo,  por  otra  parte,  el  espiritu  de  la  prescripción  espresa  de  ley, 
la  designación  de  un  local  despejado  para  dar  fácil  acceso  á  todos 
los  ciudadanos  que  concurran  á  ejercer  un  derecho  cívico,  ella  fué 
dictada  por  los  representantes  del  pueblo  argentino  que  tenían  per- 
fecto conocimiento  de  las  condiciones  aparentes  en  que  se  encontra- 
ba el  local  en  sus  respectivas  provincias  que  designaban  para  la 
instalación  de  la  mesa  inscriptora. 

9°  Que  debe  tenerse  presente  para  la  resolución  de  esta  causa  las 
circunstancias  de  distar  pocas  varas  el  atrio  de  la  iglesia  parroquial 
de  Anjullon  del  Juzgado  de  Paz  donde  se  instaló  la  mesa  y  el  no  ha- 
berse impedido  la  inscripción  á  un  solo  ciudadano,  comprobadas 
con  el  documento  de  foja  15  y  declaraciones  de  fojas  29  á  32;  pues 
que  la  abstención  de  algunos  ciudadanos  á  presentarse  á  inscribirse, 
justificada  con  las  declaraciones  de  fojas  37  á  38,  cualquiera  que 
sea  la  causa  que  se  alegue,  no  cae  bajo  la  sanción  de  la  ley  pena!, 
que  solo  castiga  las  obstrucciones  que  la  mesa  ejerciera  para  impe- 
dir ó  burlar  la  inscripción  de  los  que  procurasen  ejercer  ese  de- 
recho. 

W  Que  el  artículo  69  de  la  ley  nacional  de  elecciones  pres- 
(frihequelas  infracciones  de  ella  que  no  tengan  una  pena  espe- 
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€ial,  como  sucede  en  el  presente  caso,  serán  penadas  con  una  multa 
de  veinte  á  quinientos  pesos  fuertes  según  la  gravedad  de  la  falta. 
Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo:  que  conde- 
no al  Juez  de  Paz  D.  Antonio  de  la  Fuente  al  pago  de  una  multa  de 
ochenta  pesos  nacionales,  que  se  aplicarán  al  fondo  de  escuelas  de 
la  Provincia,  con  costjas;  y  notifíquese  con  el  original. 

Mardoqueo  Molina. 


Fnlh»  (lo  lii  Siiproaia  (iortc 


Buenos  'Aiitis,  Marzo  20  de  1886. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  y  ocho  vuelta,  y  devuélvanse  al  Juztrado  de  su  procedencia. 

J.   DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 


2tí 


T.    XX 

I 
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CAISA  X\XI 


Don  Martin  A,  Herrera,  contra  I).  Anastasio  üaez,  D.  Juan  Norilio 
y  J).  Bernardino  Baez;  miembros  de  la  Junta  Inscriptora  del  De- 
partamento Snmampay  distrito  Ojo  de  Agua,  en  la  Prorincia  de 
Santiago;  sobre  infracción  de  la  Leg  de  Elecciones. 


Sumario:  F  Cualquier  ciudadano,  aunque  no  sea  vecino  del  dis- 
trito electoral  de  la  Junta  acusada,  tiene  personería  para  denunciai* 
las  infracciones  de  la  ley  de  elecciones  y  pedir  su  casti;ío; 

2^  La  instalación  de  las  mesas,  hecha  no  en  el  atrio  parroquial 
sino  en  el  Jux^^'ido  de  Paz,  constituye  una  infracción  prevista  y  pe- 
nada por  la  ley  de  elecciones. 


Caso. — Se  refiere  en  el 


Fallo  del  •hn^z  Federal 


Santiago,  Noviembre  ti  de  18S5. 


Autos  y  vistos:  la  denuncia  hecha  por  el  ciudadano  í)r.  D.  iMariin 
A.  Herrera  contra  la  Junta  Inscriptora  del  departamento  Sumanipa^ 
sección  Ojo  de  Ai(ua,  por  haher  verificado  la  inscripción  en  el  Juz- 
^-^ado  de  Paz  y  no  en  la  Parroquia  como  lo  prescribe  el  artículo  4*^ 
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de  la  ley  electoml  vi.L^ente  de  16  de  Octubre  de  1877.  Convocadas 
las  parles  á  una  audiencia  verbal,  espuso  la  demandada  que  ante 
todo  deducía  escepcion  dilatoria  de  falta  de  personería  del  deman- 
dante, por  no  ser  vecino  del  distrito  electoral  cuya  Junta  se  acusaba 
por  infracción  á  la  ley  electoral,  pues  pensaba  que  solo  podía  ejer- 
citar la  acción  que  crea  el  artículo  71  de  la  ley  citada,  quien  fuera 
vecino  del  distrito  respectivo;  que  en  cuanto  al  fondo  del  asunto, 
manifestaba  que  la  Junta  no  babía  funcionado  en  la  Parroquia  de- 
bido al  mal  estado  en  que  se  bailaba  el  templo,  de  tal  manera  que 
constituía  una  amenaza  para  los  que  se  colocaran  en  el  atrio.  Con- 
siderando, en  cuanto  á  la  escepcion  dilatoria  deducida:  que  el  in- 
ciso final  del  artículo  71  de  la  ley  de  elecciones  nacionales  de  10 de 
Octubre  de  1877,  dispone  que  la  imposición  de  las  multas  de  que 
habla  la  ley,  se  ba  de  baaer  á  instancia  óreí|uis¡c¡on^del  Ministerio 
público,  ó  de  cnaíquier  ciudadano;  que  dada  la  /generalidad  de  los 
términos  empleados  por  la  ley,  no  bay  razón  para  hacer  distinciones 
que  ella  no  establece;  que  debe  tenerse  en  cuenta,  tratándose  del 
ejercicio  de  esta  acción,  que  ella  reviste  un  carácter  público  por 
afectar  intereses  «renorales,  como  son  los  que  se  relacionan  con  el 
ejercicio  libre  délos  derechos  políticos  del  ciudadano,  y  es  por  esta 
razón,  que  la  ley  ha  dispuesto  que  las  deimncias  sobre  infracciones 
de  la  misma  pueden  ser  hechas,  ya  sea  por  el  Ministerio  Fiscal  ó  por 
cualquier  ciudadano.  Que  además,  no  debe  perderse  de  vista  que  el 
le^rislador  al  crear  esta  acción  lo  ha  hecho  mas  en  vista  del  interés 
general  que  del  individual,  por  cuanto  su  propósito  no  ha  podido 
ser  otro  que  ^'arantir  por  medio  del  ejercicio  de  esta  acción,  la  pu- 
reza en  los  actos  electorales  que  son  la  base  de  nuestras  institucio- 
nes representativas.  Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes 
de  la  vista  Fiscal  de  foja  20,  se  declara  improcedente  la  escepcion 
dilatoria  interpuesta  por  los  demandados.  Considerando,  en  cuanto 
al  fondo  de  la  demanda,  que  el  articulo  4°  de  la  ley  electoral  de  16 
de  Octubre  de  1877,  prescribe  que  las  Juntas  Calificadoras  se  re- 
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unirán  en  las  Parroquias  y  en  su  defecto  en  el  Juzí^ado  de  Faz;  que 
esla  disposición,  dados  los  términos  en  que  está  concebida,  tiene 
carácter  imperativo  en  el  sentido  de  que  las  Juntas  Inscríptoras, 
deben  funcionar  en  primer  lu'j^ar  en  los  atrios  parroquiales,  donde 
los  hubiese  y  solo  ennu  defecto,  esto  es,  donde  no  existiesen,  podrían 
hacerlo  en  el  JuzL^^ado  de  Paz;  que,  en  consecuencia,  mientras  exista 
atrio  parroquial,  no  es  facultativo  de  las  Juntas  funcionar  discrecio- 
nalmente  en  aquel  ó  en  el  Juz«rado;  que  la  ley  electoral  de  25  de 
Setiembre  de  1873,  anterior  á  la  viséente,  disponía  que  el  acto  elec- 
toral se  hiciera  en  el  atrio  de  la  iglesia  Parroquial  ó  en  los  portales 
del  Juzgado;  disposición  que  fué  modificada  al  tratarse  de  la  reforma 
de  esa  ley,  habiendo  quedado  en  la  forma  antes  espresada  en  los 
artículos  4^  y  20  de  la  ley  vidente  ya  citada;  que  esta  modificación 
implica  una  diferencia  sustancial  en  cuanto  á  las  facultades  de  las 
Juntas  Calificadoras  para  elejir  uno  ú  otro  punto;  pues,  si  bajo  el 
imperio  de  la  ley  del  73,  podía  considerarse  facultativo  de  las  Jun- 
tas elejir  el  punto  de  su  funcionamiento,  no  sucede  lo  propio  con  la 
presente  ley.  Considerando,  por  otra  parle,  que  la  razpn  aducida 
del  mal  estado  del  templo,  no  ha  sido  probada.  Por  estos  fundamen- 
tos y  los  concordantes  de  la  vista  Fiscal  de  foja  20,  fallo  que  debo 
condenar  como  condeno  á  los  miembros  de  la  Junta  Inscriptora  del 
Departamento  Sumampa,  distrito  Ojo  de  A'^Mia,  D.  Anastasio  Baez, 
D.  Juan  Novillo  y  D.  Bernardino  Baez,  á  pagar  la  multa  de  cien  pe- 
sos nacionales  cada  uno,  con  destino  al  fondo  de  escuelas  de  la  Pro- 
vincia, todo  con  arreglo  á  los  artículos  69  y  70  de  la  Ley  de  Eleccio- 
nes ya  citada.  Hágase  saber  con  el  original  y  archívese  este  espe- 
diente en  caso  de  no  ser  recurrida  esta  sentencia. 

Pedro  Olaechea  y  Aleo  ría. 
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Ft'illo  (lo  lu  Siipreiiia  (lorio 

Buenos  Aire»,  Marzo  20  de  1SS6. 

Vistos:  por  sus  fnndamenlos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
veinte  y  seis,  y  devuélvanse  al  Juzírado  de  su  procedencia. 

J.   DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAISA  XXXIi 


1),  Benedicto  Ovtíz,  contra  1).  Manuel  S.  Almada,  1).  Pedro  Maído- 
nado  y  ¡h  Juan  L.  Snarez,  miembros  de  la  Junta  Insvriptora  del 
Departamento  Silipica  2^,  en  la  Provincia  de  Santiago,  por  infrac- 
ción de  la  Ley  de  Elecciones, 


Sumario, — La  instalación  de  la  Junta  Inscriptora  en  el  Ju/jirado 
de  Paz,  habiendo  atrio  parroquial,  es  una  infracción  prevista  y  pe- 
nada por  la  Ley  de  Elecciones. 


(^aso.~^e  refiere  por  el 
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;^"al!o  íloi  Jiií^z  FfMiorai 


Saiitiaíío,  Noviembre  (>  de  188.'). 

Autos  y  vistos:  la  demuicia  hecha  por  el  ciudadano  1).  Benedicto 
Ortiz,  de  que  la  Juata  Calificadora  del  departamento  Silpica  2^  ha 
verificado  la  inscripción  en  el  local  del  Juz4:ado  de  Paz  y  no  en  el 
atrio  de  laluflesia  Parroquial;  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal, 
compareció  solo  el  vocal  D.  Juan  Leocadio  Suarez  por  la  parte  de- 
mandalfla,  quien  espuso,  una  vez  enterado  de  la  acusación,  que  no 
había  funcionado  en  el  atrio  de  la  Idesia  Parroquial  por  razón  de 
que  el  Juez  de  Paz  le  hahia  dicho  quedebia  funcionar  en  el  Juzgado 
y  porque  hahia  escasez  de  axua  en  la  Parroquia;  y  considerando, 
que  el  artículo  4^  de  la  ley  electoral  de  16  de  Octubre  de  1877,  pres- 
cribe que  las  Juntas  Calificadoras  se  reunirán  en  la  Parroquia  y  en 
su  defecto  en  el  Juz.^ado  de  Paz:  que  esta  disposición,  dados  los  tér- 
minos en  que  está  concebida,  tiene  carácter  imperativo,  en  el  sen- 
tido de  que  las  Juntas  Inscriptoras  deben  funcionar,  en  primer  lu^'^ar, 
en  los  atrios  parroquiales,  donde  los  hubiere,  y  solo  en  su  defecto^ 
esto  es,  donde  no  existieran,  podrán  hacerlo  en  los  Juzgados  de 
Paz;  que  en  consecuencia,  mientras  exista  atrio  parroquial  no  es  fa- 
cultativo de  las  Juntas  funcionar  discrecionalmente  en  aquel  ó  eii 
el  Juzírado;  que  la  ley  electoral  de  25  de  Setiembre  de  1873,  ante- 
rior á  la  vi^^ente,  disponía  que  el  acto  electoral  se  hiciera  ene! atrio 
de  la  Iglesia  Paaroquial  ó  en  los  portajes  del  Juzgado:  disposición  (¡ue 
fué  modificada  al  tratarse  de  la  reforma  de  esa  ley,  habiendo  que- 
dado en  la  forma  antes  espresada  en  los  artículos  4°  y  20  de  la  ley 
vilmente  ya  citada;  que  esta  modificaí^iou  implica  una  diferencia  sus- 
tancial en  cuanto  á  las  facultades  de  las  Juntas  Calificadoras,  para 
eleiíir  uno  ú  otro  punto;  pues  si  bajo  el  imperio  de  la  ley  del  73,  po- 
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día  considerarse  facultativo  délas  Juntas  eleirir  el  punto  de  su  fun- 
cionaraienlo,  no  sucede  lo  propio  con  la  presente  ley.  Considerando, 
por  otra  parte,  que  la  razón  aducida  de  la  práctica,  no  es  atendi- 
ble, por  cuanto  es  principio  de  K^jislacion  que  las  leyes  no  pueden 
ser  deroiradas  por  la  práctica  ó  uso,  sino  cuando  las  leyes  así  lo 
autoricen  (art.  17  del  Código  Civil)  ven  este  caso,  la  Ley  Electoral, 
única  en  la  materia,  nada  autoriza  para  dero<(arla  disposición  ter- 
minante del  artículo  4°  citado,  concordante  con  el  articulo  20;  que 
la  razón  aducida  de  la  escasez  de  airua  en  la  Parroquia,  no  lia  sido 
tampoco  probada  por  los  demandados.  Por  estos  fundamentos  y  los 
concordantes  de  la  vista  Fiscal  de  foja...,  fallo  que  debo  condenar, 
como  condeno,  á  los  miembros  déla  Junta  Inscriptora  del  Departa- 
mento Silipica  2°,  D.  Manuel  S.  Almada,  D.  Pedro  Maldonado,  Don 
Juan  L.  Suarez,  á  paí¿:ar  la  multa  de  100  pesos  nacionales  cada  uno, 
con  destino  al  fondo  de  escuelas  de  la  Provincia,  todo  con  arrearlo 
á  los  artículos  69  y  70  de  la  Ley  de  Elecciones  ya  citada.  Há^fase 
saber  con  el  original  y  archívese  este  espediente,  en  caso  de  no  ser 
apelada  esta  sentencia. 

P.  Olaevhca  y  Alcorta. 


Fallt>  ele  la  Suprema  («orle 


Buenos  Aires,  Marzo  20  de  \bS^\ 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
veinte,  v  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ILADISLAO  FRÍAS. — 
FKDERICO  IBARGrUEX. 
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CAISA    XXXIII 


Don  Juan  Coronado,  contra  los  Jueces  de  Paz  de  la  i6^y  18^  Sección 
de  la  Capital,  í),  Miguel  Méndez  y  D,  Juan  Francisco  Duurte  y  tos 
miembros  de  la  Junta  Calificadora  de  la  Parroquia  de  la  Concep- 
ción, D.  José  R.  Patino,  D,  José  V,  Fernandez  y  D.  Joaquín  Caste- 
llanos; sobre  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 


Sumario^  —  1^  La  inasistencia  injustificada  del  Juez  de  Paz  á  la 
instalación  de  la  Junta  Calificadora,  constituye  una  infracción  pre- 
vista y  penada  por  la  Ley  de  Elecciones. 

^  Las  pruebas  de  la  defensa,  una  vez  notificada  la  acusación  y 
sus  fundamentos,  deben  presentarse  en  el  comparendo  ordenado. 


Caso,  —  Se  refiere  en  el 


Fallo  dol  Jiiez  Fodoral 


Buenos  Aiivs,  Noviembre  23  de  1880. 

Vista  esta  causa  iniciada  por  D.  Juan  Coronado,  en  el  uso  del  de- 
recho que  le  acuerda  el  articulo  71  de  la  ley  nacional  de  elecciones. 
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contra  los  Jueces  de  Paz  de  las  Secciones  16  v  18  v  contra  losmiem- 
bros  de  la  Junta  Calificadora  de  la  Parroquia  de  la  Concepción, 
D.  José  R.  Patino,  D.  José  V.  Fernandez  y  D.  Joaquín  Castellanos, 
oídas  las  partes  en  juicio  verbal;  y 

Considerando: 

Primero:  Que  la  acusación  contra  el  Juez  de  Paz  de  la  Sección  16, 
I).  Mi^^uel  Méndez,  se  funda  en  que  este  funcionario  no  concurrió, 
como  era  de  su  deber,  á  presidir  la  Junta  Calificadora  de  la  Parro- 
quia de  la  Concepción,  el  dia  once  de  este  mes,  no  pudíendo  por  tal 
motivo  los  vecinos  de  esta  Parroquia  ejercitar  los  dereclios  que  la 
lev  les  acuerda. 

Segundo:  Que  D.  Miiruel  Méndez  ha  alegado  en  su  defensa  que 
había  sido  exonerado,  por  el  Poder  Ejecutivo,  á  causa  del  mal  estado 
de  su  salud,  del  car^o  de  Presidente  de  la  Junta  Inscriptora,  siendo 
Doml)rado  para  reemplazarlo  el  Juez  de  Paz  de  la  Sección  18,  por 
cnva  razón  no  se  había  creído  obligado  á  concurrir  al  atrio,  desde 
que  no  tenia  allí  función  alguna  que  cumplir. 

Tercero:  (Jue  de  los  testimonios  de  las  notas  dirigidas  por  el 
Sr.  Ministro  del  Interior,  con  fecha  6  de  Noviembre,  á  los  citados 
Jueces  de  Paz,  y  del  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  la  misma  fecha, 
resulta  ser  cierto  lo  manifestado  por  el  Sr.  Méndez,  de  haber  sido 
reemplazado  por  el  Sr.  Juez  de  Paz  de  la  Sección  18,  en  el  cargo  de 
Presidente  de  la  Junta  Inscriptora  de  la  citada  parroquia. 

Ciuirto:  Que  D.  Juan  Francisco  Dnarte,  Juez  de  Paz  de  la  Sec- 
ción 18,  ba  pretendido  escusar  su  inasistencia  alegando  haber  estado 
enfermo  el  día  11  de  Noviembre  y  obligado  en  consecuencia  á  per- 
manecer en  su  domicilio,  cumpliendo  las  prescripciones  del  médico 
que  lo  asistía,  sin  presentar  empero,  como  debía  baberlo  hecho,  los 
comprobantes  legales  de  la  verdad  de  esta  aserción,  á  lo  que  estaba 
obligado,  pues  fué  citado  al  juicio  con  prevención  que  debía  con- 
currir á  él  munido  de  todas  sus  pruebas;  no  siendo  por  ello  admisi- 
ble la  causal  invocada  para  justificar  la  inasistencia. 


426  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Quinto:  Que  con  respecto  á  los  miembros  de  la  Junta  Califica- 
dora, contra  los  que  desistida  la  acción  criminal,  el  acusador  pide 
simplemente  un  apercibimiento,  consta  de  autos  que  asistieron  al 
atrio  á  la  hora  que  la  ley  marca,  resolviendo  por  la  ausencia  del  Juez 
de  Paz  no  formar  mesa,  pues  consideraron  indispensable  para  la  va- 
lidez del  acto  la  presencia  do  este  funcionario. 

Por  estos  fundamentos,  de  acuerdo  con  el  artículo  09  de  la  ley  de 
la  materia  y  en  conformidad  á  la  jurisprudencia  establecida  por  ia 
Suprema  Corte,  en  la  causa  se^niida  contra  el  Juez  de  Paz  de  la  Sec- 
ción 13",  D.  Alejo  Reboredo,  fallo  imponiendo  al  Juez  de  Paz  de  la 
Sección  18, 1).  Juan  Francisco  Duarte,  la  mulla  de  quinientos  pesos 
moneda  nacional,  con  destino  al  fondo  de  las  Escuelas  comunes  de 
esta  Capital;  y  no  haciendo  luirar  á  la  acción  instaurada  con  el  Juez 
de  Paz  de  la  Sección  1(>*,  D.  Mi-ruel  Méndez,  ni  al  apercibimiento 
solicitado  contra  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora.  Xotifiquose 
con  el  oritrinal  y  háirase  saber  al  Consejo  Nacional  de  Educación,  á 
sus  efectos. 

Andrés  Uganiza. 


VsiWo  de  Iji  Siipreiim  ('«(irir 


Buenos  Aires,  Marzo  20  de  lts8'>. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  considerando  en  cuanto  al  recurso 
de  nulidad  interpuesto  por  Don  Juan  Francisco  Duarte:  que  el  con- 
tenido del  oficio  de  foja  nueve  en  que  se  espresa  claramente  el  mo- 
tivo do  la  acusación  y  el  nombre  del  acusador,  le  íué  notificado  per- 
sonalmente en  su  domicilio;  que  no  pudiendo  ignorar  la  responsa- 
bilidad que  pesaba  sobre  él  por  el  hecho  de  no  haber  concurrido  á 
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formar  parte  de  la  Junta  Calificadora  de  la  Parroquia  de  la  Concep- 
ción el  dia  once  de  Noviembre,  ha  debido  concurrir  al  juicio  con  los 
líoraprobantes  necesarios  para  justificar  esta  falta;  pues  las  escusas 
de  no  haberlos  presentado  por  i<rnorar  que  ello  formara  uno  de  los 
capítulos  de  la  acusación,  es  de  todo  punto  inadmisible:  se  declara 
no  haber  lu^^ar  al  recurso  de  nulidad,  y  en  su  consecuencia,  se  con- 
firma en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada  de  foja  quince  vuelta. 
Notifíquese  con  el  original  y  devuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.— L  LADISLAO  FKI.\S. — 
FKDERICO  IBAHGl  REN. 


r.AlSA  \X\IV 


Don  Viclov  M.  Molina^  I).  Arturo  Richard  y  LK  Manuel  F,  Ramos, 
miembros  de  la  Junta  Cali/icadora  de  la  Parroquia  de  la  Catedral 
al  Sud  de  Rueños  Aires,  en  recurso  contra  los  procedimientos  del 
Jaez  Federal  í)r.  Tedin ;  sobre  inrsripcion  y  esciusion  indebidas  en 
el  Registro  Cívico. 


Sumario.  —  i^  La  Junta  Calificadora  no  tiene  personería  para  de- 


i 
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ducir  recursos  de  las  resoluciones  del  Juez  Federal  sobre  inscripción 
ó  esclusion  indebidas,  que  ella  debe  acatar  y  cumplir. 

2^  La  superintendencia  de  la  Suprema  Corte  no  la  autoriza  á  re- 
ver los  asuntos  y  procedimientos  de  los  Jueces  inferiores,  que  no 
sean  llevados  á  su  conocimiento  por  los  recursos  establecidos  por 
la  ley,  y  deducidos  en  forma  por  quien  tiene  personería  para 
hacerlo. 


Caso.  —  Se  refiere  en  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  y  en  la 


VISTA    DEL   SENOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Airtí^^,  Marzo  10  de  188*% 

Suprema  Corte: 

La  posición  que  en  este  caso  asume  la  Junta  Calificadora  de  la 
Catedral  al  Sud,  es  inusitada. 

Con  arre«íIo  á  la  ley  de  la  materia,  es  la  Junta  el  Tribunal  que 
conoce  en  primera  instancia  del  juicio  de  tachas,  y  el  Juzgado  de 
Sección,  en  apelación.  Si  el  Dr.  Tedin  no  es  el  Juez  competente,  por 
los  razonamientos  que  la  Junta  tan  estensamente  hace  valer,  son 
los  interesados  los  que  han  debido  oponerla  escepcion  de  imcompe- 
tencia, ante  él,  ó  ante  el  Dr.  Ugarriza,  incitándole  á  sostener  su  ju- 
risdiccion,  y  V.  E,  hubiera  decidido  en  definitiva. 

La  Junta  no  es  parte  en  este  juicio  y  debe  serla  indiferente  sea 
uno  ó  otro  Juez  el  competente.  Su  misión  está  limitada  á  fallar  en 
primera  instancia  y  á  dar  cumplimiento  á  los  mandatos  de  su  supe- 
rior, sean  justos  ó  injustos,  de  lo  que  no  es  ella  Juez. 

Lo  mismo  di^^o  con  respecto  á  la  observación  de  que  el  Dr.  Tedin 
ha  conocido  originariamente. 
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Son  los  que  asi  hubieran  sido  eliminados  del  rejislro,  los  que  han 
debido  deducir  la  acción  á  que  entendieran  haber  lui^ar.  La  Junta 
nada  tiene  que  ver  en  ello:  su  misión  es  pasiva,  pues  es  bien  sabido 
que  la  justicia,  muy  especialmente  en  el  orden  nacional,  no  procede 
de  oficio,  siendo  su  deber  juz/ar  y  no  asumir  la  representación  y 
defensa  de  los  interesados  en  el  juicio. 

Por  eso  he  dicho,  y  repito  ahora,  que  la  Junta  carece  de  persone- 
ría para  traer  á  juicio  las  resoluciones  de  su  superior. 

Ai^Téu^ase  para  terminar,  que  un  procedimiento  semejante  echa- 
ría por  tierra  los  principios  mas  elementales  en  que  reposa  laor^^a- 
nizacion  de  toda  justicia. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  (le  la  Siiproiiia  C^ortr 


Butanos  Aires,  Marzo  20  de  188'\ 

• 

Vistos,  resulta:  (Jue  la  Junta  Calificadora  de  la  Catedral  al  Sud 
ha  apelado  de  hecho  contra  las  providencias  del  Juez  Federal  doc- 
tor Tedin,  que  reputa  no  arre^Hadas  á  derecho,  alebrando  que  no  es 
dicho  Juez,  sino  el  Doctor  IVarriza,  el  competente  para  conocer  en 
apelación  de  los  reclamos  sobre  inscripción  ó  esclusion  indebidas, 
y  pide,  en  su  consecuencia,  se  le  obli^íue  á  mantenerse  dentro  de 
los  límites  de  su  competencia:  se  declare  que  los  casos  por  él  juz- 
gados originariamente  son  de  la  esclusiva  competencia  de  la  Junta, 
y  en  cuanto  á  los  que  ha  conocido  por  vía  de  Alzada,  no  es  él  Juez 
de  apelación,  y,  en  fin,  que  se  le  ordene  suspender  todo  procedi- 
miento. 

Y  considerando: 

Primero:  Que  la  apelación  directa  ante  la  Suprema  Corte  solo 
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procede,  sei^iin  lo  dispuesto  por  el  articiilodosci'entos  veinte  y  nuove 
de  la  Ley  de  Procedimientos,  en  los  casos  en  que,  debiendo  conce- 
derse en  primera  instancia,  ha  sido  dene;jrada  por  el  inferior. 

Segundo:  Que  no  se  halla  en  este  caso  la  interpuesta  por  la  Junta 
Calificadora  de  la  Catedral  al  Snd;  pues  no  siendo  parteen  el  juicio 
sobre  inscripeion  ó  esclusion  indebidas,  y  debiendo,  en  su  calidad 
de  Juez  inferior,  acatar  y  cumplir  las  resolucienes  de  su  superior, 
no  ha  podido  apelar  ante  el  mismo  en  primera  instancia  y  mucho 
menos  deducir  contra  ellos  el  recurso  directo  de  queja  ante  la  Su- 
prema Corte,  (jue  no  ejerce  jurisdicción  en  dichos  juicios. 

Tercero:  Que  la  superintendencia  atribuida  á  la  Corte,  y  de  la 
cual  se  hace  mérito  en  el  escrito  de  foja  primera,  no  autoriza  á  este 
Supremo  Tribunal  para  reveer  los  autos  y  procedimientos  de  los 
jueces  inferiores,  (jue  no  son  llevados  á  su  conocimiento  por  al:runo 
de  los  recursos  establecidos  por  la  ley,  y  deducido  en  del)¡da  forma 
por  quien  tenga  derecho  y  personeria  bastante  para  hacerlo. 

Por  estos  fundamentos,  y  atento  lo  espuesto  por  el  Seílor  Prorii- 
rador  General  en  su  precedente  vista,  se  declara  no  haber  luirar 
al  recurso  directo  de  apelación  deducido  por  la  Junta  Calificadora 
de  la  Catedral  al  Sud.  Remítanse  estas  actuaciones  al  Juez  Federal 
Dr.  Tedin  para  que  las  a'rregue  á  sus  antecedentes,  y  comuniqúese 
esta  resolución  á  la  espresada  Junta. 

J.  ÜOMLNULEZ.  —  CLADISLAO    FRÍAS. 
—  FEDERICO   IBARGÍ'REN. 
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TAISA    XWV 


lh)n  Teófilo  Meyer  y  C^,  contra  Don  J,  Brunengo  y  C*,  por  falsifica- 
ción de  marca  de  fábrica;  sobre  personería. 


Sumario. — El  certificado  do  la  oficina  de  patenten,  de  ser  el  actor 
el  único  aurente  del  propietario  de  la  marca  cuya  falsificación  se 
persiiiiie,  hasta  para  acreditar  su  personería. 


^V/so, — Demandados  J.  Bruneniro  y  C*  por  falsificación  de  marca 
de  los  vinos  del  Alto  Donro,  por  D.  Teófilo  Meyer  y  C",  se  ordenó  á 
éstos,  por  fallo  de  la  Suprema  Corte,  que  debian  acreditar  su  per- 
sonería. 

Presentaron  un  certificado  do  la  Oficina  de  Patentes,  haciendo 
constar  que  D.  Teófilo  Meyer  y  C''^  eran  los  únicos  agentes  en  esta 
Repúhlica  de  los  vinos  de  la  Sociedad  de  Airricultura  de  las  vinas 
del  Alto  Douro. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  2  de  1885. 

Y  vistos:  considerando  que  la  personalidad  de  los  Sres.  Teófilo 
Meyer  y  C%  como  únicos  airentes  de  la  Compañía  de  Aírricultura 
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de  las  villas  del  ^Allo  Douro»  está  comprobada  por  e!  cerlifioado 
que  consta  al  dorso  del  documento  corriente  á  foja  49  vuelta,  de 
que  se  díó  copia  al  demandado,  certificado  espedido  por  un  oficial 
público,  como  es  el  Encargado  de  la  Oficina  Nacional  de  Patentes  de 
Invención. 

Que  idéntica  declaración  á  la  que  precede  fué  hecha  en  el  juicio 
promovido  por  D.  Teófilo  Meyer  contra  D.  Andrés  Mieli,  en  la  sen- 
tencia que  terminó  ese  juicio  y  que  fué  confirmada  en  todas  sus 
partes  por  la  Suprema  Corle. 

Por  estas  razones,  se  declara,  con  costas,  que  1).  Teófilo  Meyer 
y  C*  ha  acreditado  los  estremos  ordenados  en  la  resolución  de  la 
Suprema  Corte  corriente  á  foja  37  vuelta.  En  su  consecuencia,  con- 
teste el  demandado  derechamente  la  demanda  dentro  del  término  de 
la  lev. 

Andrn  I  garrí za. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Marzo  2(í  ile  186  i. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  setenta  y  nueve.  Repuestos  los  sellos,  devuélvase. 


4.  B.  (íOHOSTrAdA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
--LLADISLAO  FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGCKEN. 
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€:ausa  xxxvi 


Don  Carlos  Casado,  contra  la  Municipalidad  del  Rosario,  por 
interdicto  de  obra  nueva;  sobre  incompetencia. 


Sumario:  1^  Para  la  competencia  de  los  Tribunales  Federales, 
por  razón  de  las  personas,  es  preciso  que  el  derecho  disputado  per- 
tenezca á  las  partes  originariamente. 

2^  No  hay  temeridad  en  la  parte  que  ha  ocurrido  á  ellos  con  un 
derecho  que  le  pertenece  por  titulo  de  cesión  de  acciones. 


Caso.— Se  refiere  en  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Rosario,  Setiembre  18  de  1884. 

Y  visto  este  espediente  en  que  D.  Juan  Arrosagaray,  en  represen- 
tación de  D.  Carlos  Casado,  demanda  á  la  Corporación  Municipal  de 
esta  ciudad,  deduciendo  la  acción  de  retener  la  posesión  que  dice 
habérsele  turbado  por  construcciones  hechas  por  esta  última  en  su 
terreno  y  por  impedimentos  puestos  para  ejecutar  otras  que  el  de- 
mandante quiso  verificar  en  el  mismo. 

Y  considerando:  P  Que  la  acción  deducida  se  funda  en  la  escri- 
iura  de  foja  1*  otorgada  por  D.  Ignacio  Comas  á  favor  de  D.  Carlos 


} 
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Casado,  de  fecha  17  de  Junio  del  corriente  ano,  y  por  cuyo  terreno, 
según  el  plano  de  foja  69  firmado  por  el  Dr.  D.  Eugenio  Pérez,  para 
la  obra  nueva  del  empedrado  de  la  que  se  llama  calle  Córdoba  y  es 
en  el  mismo  en  el  que  se  quiso  también  construir  por  Casado  una 
palizada  que  fué  destruida  por'la  Municipalidad;  hechos  principales 
en  que  se  funda  la  perturbación  de  la  posesión  acusada; 

2°  Que  dicha  escritura  de  foja  1^  no  lo  es  de  compra-venta,  sino 
de  cesión  á  favor  de  D.  Carlos  Casado  de  los  derechos  y  acciones 
que  á  dicho  terreno  tuviere  el  cedente  D.  Iirnacio  Comas; 

3°  Que  esto  asi,  no  procede  la  jurisdicción  nacional,  basada  en  el 
caso  actual  en  la  sola  nacionalidad  estrangera  del  demandante 
1).  Carlos  Casado,  en  litigio  con  la  Municipalidad  demandada;  pues 
la  Suprema  Corte,  de  acuerdo  con  la  prescripción  espresa  consig- 
nada en  el  artículo  8^  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1803,  tiene 
resuelto  que  para  que  los  Tribunales  Nacionales  sean  competentes 
por  razón  de  las  personas,  es  preciso  que  el  dereclio  disputado  per- 
tenezca originariamente  y  no  por  cesión  ó  mandato  (causa  XXXIV, 
tomo  14,  serie  2%  página  173); 

4^  Que  no  obstante  esto,  la  parte  de  la  Municipalidad  ha  aceptado 
esplícitamente  en  esta  causa  la  jurisdicción  nacional,  como  se  com- 
prueba á  foja  95  vuelta,  en  la  esposicion  hecha  en  la  única  audien- 
cia que  según  derecho  tiene  por  toda  tramitación  esta  causa  suma- 
risima,  viniendo  así  hasta  tratarse  esta  cuestión  ante  la  Justicia 
Federal  por  el  mutuo  consentimiento  de  las  partes; 

5°  Que  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  nacionales  es  escepcio- 
nal,  y  ordinaria  la  de  los  de  la  Provincia,  no  pudiéndose  en  conse- 
cuencia hacer  surtir  voluntariamente  el  fuero  federal  (causa  CXLIV 
y  Lili,  tomo  3°,  serie  1*,  pág.  488,  y  tomo  fí\  serie  1%  pág.  364). 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  siendo  corroborantes  po- 
drían aún  agregarse»  declárase  incompetente  este  Juzgado  para  co- 
nocer en  esta  causa,  pudiendo  la  parte  de  Casado  recurrir  donde 
corresponda,  sin  especial  condenación  en  costas,  por  la  razón  es- 
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puesta  en  el  considerando  4°.  Notifíqiiese  oriirinal  y  repónganse  los 
sellos. 

G.  Escalera  Zaviria, 


Fallo  «le  la  Suprema  <.'«>rte 


Buenos  Aires,  Marzo  20  de  188  \ 

Vistos:  no  habiendo  temeridad  en  la  demanda  interpuesta,  y  por 
sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  de  foja  ciento 
treinta  y  cuatro,  en  la  parte  apelada.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

J.    B.   GOROSTIAGA. — J.    DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO   frías. —  FCDKRICO 
IBARGIRKN. 
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CAUSA  XXXVII 


El  Dr.  D.  Manuel  Ar ganar áz  y  I),  Benedicto  Ortiz,  contra  D.  Napo- 
león Simrez,  D,  José  D,  Suurez  y  D,  José  A.  Herrera,  miembros  de 
la  Junta  InscriptorU  del  Departamento  de  Loreto  en  la  Provincia 
de  Santiago;  por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 


Sumario:  1°  La  acción  por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones,  es 
pública  y  puede  ejercerla  cualquier  ciudadano  aunque  no  sea  vecino 
del  punió  donde  se  ha  cometido  la  infracción. 

2^  El  hecho  de  no  haber  la  Junta  Inscriptora  mandado  retirar  un 
grupo  de  gente  armada  que  ha  obstruido  la  inscripción,  cae  bajo  la 
sanción  penal  de  la  Ley  de  Elecciones. 

3^  No  es  tacha  admisible  la  de  ser  los  testigos  de  opinión  política 
contraria  á  la  de  los  acusados. 


Caso, — Se  refiere  en  el 


Fall<»  del  «luez  Federal 


Santiago,  Noviembre  5  de  1885. 

Autos  y  vistos:  la  acusación  entablada  por  los  ciudadanos  Dr.  D. 
Manuel  Argañaráz  y  I).  Benedicto  Ortiz  contra  la  Junta  Calificadora 
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del  Departamento  de  Loreto,  fundada  en  que  ésta  se  lia  negado  á 
inscribir  á  los  ciudadanos  que  concurrieron  al  atrio  de  la  Iglesia 
Parroquial  en  el  dia  25  de  Octubre  último;  convocadas  las  partes  á 
una  audiencia  verbal  en  la  que  debian  producir  todas  las  pruebas 
que  tuvieran  respectivamente  en  pro  de  sus  derechos,  la  parte  acu- 
sadora produjo  las  declaraciones  testimoniales  de  foja  3  y  la  parte 
acusada  se  limitó  primero  á  deducir  la  escepcion  dilatoria  de  falta 
de  personería  en  los  demandantes,  por  no  ser  vecinos  del  distrito 
electoral  de  Loreto,  v  á  negar  los  hechos  denunciados,  en  cuanto  al 
fondo  de  la  demanda,  aseverando  que  la  inscripción  se  practicó  con 
toda  regularidad.  Y  considerando,  por  lo  que  respecta  ala  escepcion 
dilatoria  de  falta  de  personería  de  los  demandantes:  que  el  inciso 
final  del  artículo  71  de  la  Lev  de  Elecciones  Nacionales  de  16  de 
Octubre  de  1877,  dispone  que  la  imposición  de  las  multas  de  que  ha- 
bla la  ley,  se  ha  de  hacer  á  instancia  ó  á  requisición  del  Ministerio 
Público  ó  de  cualquier  ciudadano;  que  dada  la  generalidad  de  los 
términos  empleados  por  la  ley,  no  hay  razón  para  hacer  distincio- 
nes que  ella  no  establece;  que  debe  tenerse  en  cuenta,  tratándose  del 
ejercicio  de  esta  acción,  que  ella  reviste  un  carácter  público,  por 
afectar  intereses  generales,  como  son  los  que  se  relacionan  con  el 
ejercicio  libre  de  los  derechos  políticos  de  los  ciudadanos,  y  es  por 
esta  razón,  que  la  ley  ha  dispuesto  que  las  denuncias  sobre  infrac- 
ciones de  la  misma  puedan  ser  hechas,  ya  sea  por  el  Ministerio  Fis- 
cal ó  por  cualquier  ciudadado:  que  además,  no  debe  perderse  de  vista 
que  el  lejislador  al  crear  esta  acción  lo  ha  hecho  mas  en  vista  del 
interés  general  que  del  individual,  por  cuanto  su  propósito  no  ha 
podido  ser  otro  que  garantir,  por  medio  del  ejercicio  de  esta  acción, 
la  pureza  en  los  actos  electorales,  que  son  la  base  de  nuestras  insti- 
tuciones representativas.  Por  estasconsideracionesy  las  concordan- 
tes espuestas  por  el  demandante  Argaüaráz  en  la  audiencia  verbal 
y  por  el  Fiscal  de  turno,  se  declara  incompetente  la  escepcion  dila- 
toria interpuesta  de  contrario. 
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Considerando,  en  cuanto  al  fondo  de  la  demanda,  que  los  denun- 
ciantes han  aseverado  que  al  lado  de  la  mesa  inscriptora  habia  en  el 
atrio  de  la  L^Hesia  Parroquial  una  fuerza  pública  compuesta  de  ca- 
torce ó  quince  individuos  armados  á  remin<rtons,  los  que  impedían 
el  acceso  á  los  ciudadanos  á  la  mesa,  neirándose  ésta  á  aceptar  fis- 
cales de  los  partidos  electorales,  con  escepcion  de  I).  Aparicio  Islas 
que  era  representante  del  partido  situacionista;  que  para  probar  esos 
hechos  han  producido  las  declaraciones  testimoniales  de  fojas>20  a 
27  vuelta,  de  las  que  resulta:  P  Que  es  verdad  que  existían  esos 
hombres  armados  á  remingtons  en  el  número  espresado  por  los  de- 
nunciantes; 2^  Que  la  mesa  se  negó  á  aceptar  los  fiscales  de  los  par- 
tidos; y  3^  Que  esa  fuerza  impedía  que  los  ciudadanos  se  hiciesen 
inscribir. 

Considerando  que  las  Juntas  son  las  encatrados  de  tomar  todas 
las  medidas  tendentes  á  prarantir,  al  propio  tiempo  que  el  orden  en 
el  acto  de  la  inscripción,  que  esla  se  verifique  en  libertad,  para  que 
puedan  inscribirse  los  ciudadanos  de  los  distintos  partidos  políticos; 
que  las  Juntas  tienen  las  facultades  nei^esarias  para  mandar  allanar 
todo  obstáculo  que  se  oponura  a  la  reixularidad  y  libertad  en  el  acto 
de  la  inscripción,  pudiendo  y  debiendo  en  consecuencia  haber  man- 
dado retirar  ese  jt^rupo  de  ^ente  armada  que  obstruía  la  inscripción, 
y  que  esto  era  así,  resulta  de  las  declaraciones  contestes  de  los  tres 
testigos  presentados;  que  de  las  mismas  declaraciones  resulta  tam- 
bién probado  que  nunca  se  acostumbró  en  ese  Departamento  la  pre- 
sencia de  la  fuerza  pública,  en  actos  semejantes  al  de  que  se  trata, 
constituyendo  por  consÍLTuiente  la  presencia  de  esa  gente  armada 
una  ostentación  de  fuerza,  contraria  á  las  disposiciones  de  la  Ley 
Electoral  que  manda  castigarla,  por  obstruir  el  ejercicio  de  un  de- 
reciio  consagrado  por  nuestras  instituciones  políticas;  que  resulla 
también  probado  que  solo  se  inscribieron  en  el  Registro  los  que  com- 
ponían el  grupo  de  gente  armada  que  estaba  contiguo  á  la  mesa. 
Que  todo  estos  hechos  están  también  corroborados  por  la  protesta 
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que  corre  á  foja. . .  de  estos  autos;  que,  por  tanto,  es  la  Junta  la  res- 
ponsable de  la  obstrucción  puesta  al  ejercicio  del  derecho  de  inscri- 
birse. Considerando,  en  cuanto  á  las  tachas  puestas  por  el  apoderado 
de  los  demandados,  a  los  testigos  presentados  por  el  demandante: 
que  esas  tachas  se  fundan  en  que  los  testigos  son  de  opiniones  polí- 
ticas contrarias  á  las  de  los  miembros  de  la  Junta  Inscriptora;  que 
esta  no  es  causal  bastante  para  invalidar  las  declaraciones  de  aque- 
llos, desde  que,  aún  tratándose  de  Jueces  y  partes  en  un  juicio,  la 
diferencia  de  sus  opiniones  políticas  no  es  causa  de  recusación  de 
aquellos,  autorizados  por  la  ley,  habiéndolo  estabrecidoasí  también 
la  jurisprudencia  sentada  por  la  Corte  Suprema,  en  los  casos  ocurren- 
tes; que  si  se  admitiera  esa  causal  como  suficiente  para  anular  esas 
declaraciones,  no  habría  miedo  alguno  de  probar  los  hechos  denun- 
ciados, ó  por  lo  menos  sería  sumamente  difícil  encontrarlos,  por 
cuanto  son  los  partidos  de  oposición  al  de  la  situación,  al  que  perte- 
necen los  miembros  de  la  Junta,  los  que  se  quejan  de  ésta. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten,  definitivamente  juz- 
gando, fallo  que  debo  condenar,  como  condeno,  á  los  miembros  de 
la  Junta  Inscriptora  del  Departamento  de  Loreto,  D.  Napoleón  Sua- 
rez,  D.  José  D.  Suarez  y  D.  José  M.  Herrera  á  pagar  la  multa  de  cin- 
cuenta pesos  nacionales  cada  uno,  con  destino  al  fondo  de  escuelas 
de  la  Provincia:  todo  de  acuerdo  con  las  prescripciones  de  los  ar- 
tículos 69  y  70  de  la  Ley  Electoral  vigente.  Déjase  sin  efecto  el  auto 
de  foja  27  vuelta.  Hágase  saber  con  el  original  y  archívese  este  es- 
pediente, caso  de  no  ser  recurrida  esta  sentencia. 

P.  Olaechea  y  Alcorta. 


440  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Fallo  «lo  la  Suprema  Ivorto 


Buenos  Aires,  Marzo  20  de  188B. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
veinte  y  nueve  y  devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS.   

FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAUSA  XXXVIII 


Don  Ramón  López,  contra  í).  Daniel  Lascano  y  D,  Gregorio  Diaz^ 
miembros  de  la  Junta  calificadora  de  Atamisqíie,  Provincia  de  San- 
tiago; sobre  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 


Sumario. — El  hecho  de  abrirse  la  Inscripción  del  Registro  por 
uno  solo  de  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora,  y  de  suscribirse 
por  los  demás  en  lugar  distinto  del  de  su  reunión,  y  el  de  no  con- 
currir á  su  instalación  sin  causa  justificada,  constituyen  infraccio- 
nes de  la  Lev  de  Elecciones. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  441 


Caso,  —  Se  indica  en  los  fallos  si<ruientes: 


Fallo  del  «Juez  Federal 


Santiago,  Noviembr«  4  de  iSSó. 

Autos  y  vistos:  la  denuncia  hecha  por  el  ciudadano  D.  Ramón  Ló- 
pez contra  la  Junta  Calificadora  del  Departamento  Atamisqiie,  por 
infracciones  de  la  Ley  Electoral  de  16  de  Octnbre  de  1877,  en  su  ar- 
tículo 3^  Convocadas  las  partes  á  audiencia  verbal,  el  demandante 
produjo  para  probar  sus  aseveraciones,  las  declaraciones  de  foja...: 
los  demandados  negaron  los  hechos  alegados  por  el  acusador. 

Considerando:  que  de  las  declaraciones  de  foja...,  no  resulta,  en 
manera  alguna,  probados  los  hechos  denunciados,  en  cuanto  á  que, 
afirmándose  por  el  demandante  que  la  inscripción  en  el  Registro  se 
habia  hecho  solo  por  el  conjuez  Lascano,  resulta  que  también  han 
tomado  parte  en  su  formación  el  conjuez  Ledcsma  y  el  Juez  de  Paz 
sustituto  D.  Gregorio  Diaz;  Que  tampoco  se  ha  probado  que  se  haya 
hecho  uso  de  la  fuerza  para  obligar  á  Díaz  á  que  firmara  el  Regís- 
tro,  desde  que  él  mismo  declara  que  lo  firmó  á  petición  del  conjuez 
Lascano;  Que,  portante,  resultan  improbados  los  hechos  denuncia- 
dos, desde  que,  negándolos  los  demandados,  correspondía  al  actor 
probarlos,  lo  que  no  se  ha  hecho,  pues  la  declaración  del  testigo 
singular  D.  José  A  Diaz,  que  dice  que  sabía  de  oídas  algunos  de  los 
hechos  denunciados,  no  basta  en  manera  alguna  para  dar  aquellos 
por  constatados;  Que,  sin  embargo,  resulta  que  el  Juez* de  Paz  Diaz, 
suscribió  el  Registro  en  casa  del  conjuez  Lascano,  lo  que  importa 
una  irregularidad,  pues  el  Registro  debe  ser  suscrito  en  el  local 
donde  se  verifica  la  inscripción,  pudiéndolo  hacer  también  los  ciu- 
dadanos que  se  hallen  presentes  y  que  quieran  firmarlo.  Por  estas 
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consideraciones  y  las  concordantes  de  la  vista  Fiscal  de  foja  H.  fallo 
declarando  que  el  denuncianle  1).  Ramón  López,  no  ha  probado,  co- 
mo probar  debía,  los  hechos  denunciados,  con  escepcion  de  aquel  á 
que  se  refiere  el  último  considerando;  y  absolviendo,  en  consecuen- 
cia de  la  demanda  interpuesta  á  los  demandados,  dejando  á  salvo 
sus  derechos,  para  que  los  ha«ran  valer  en  el  tiempo  y  la  forma  que 
les  convenga,  se  apercibe  á  los  vocales  de  la  Junta,  Lascano  y  Díaz 
por  la  irregularidad  á  que  se  hace  referencia  en  el  último  conside- 
rando. Hágase  saber  con  el  original  y  archívese  este  espediente, 
caso  de  no  ser  recurrida  esta  resolución. 

P,  Olaechea  y  Akorta. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  1*"  de  18vS»>. 

Vistos  y  considerando:  que  está  justificado  que  el  acusado  Don 
Daniel  Lascano,  abrió  la  inscripción  del  Registro  Cívico,  en  los  dos 
primeros  Domingos  de  Octubre  último,  sin  la  concurrencia  de  su  co- 
lega y  co-acusado  Don  Venancio  Ledesma  y  del  Juez  de  Paz  susti- 
tuto, Don  Gregorio  Diaz,  llamado  por  ausencia  del  titular  á  integrar 
la  Junta  Calificadora,  quien  su.scribió  el  Registro,  á  petición  de  Las- 
cano,  en  en  la  casa  de  este,  donde  lo  hizo  también  dicho  Ledesma, 
según  el  testimonio  del  Juez  de  Paz,  ó  fuera  indudablemente  del  lu- 
gar de  la  reunión  de  la  Junta,  puesto  que  no  asistió  á  la  inscripción; 
confesando  Lascano,  que  el  Juez  de  Paz  no  estuvo  presente  al  ce- 
rrarse el  Registro  y  lo  firmó  en  su  casa;  y  Ledesma,  que  el  mismo 
Juez  concurrió  el  primero  y  no  el  segundo  Domingo  (declaraciones 
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de  Don  José  A.  Diaz  y  del  citado  Juez  de  Paz,  y  exposición  de  ios  acu- 
sados en  el  juicio  verbal  ante  el  Juzgado  de  Sección ). 

Que  los  acusados,  Lascano,  abriendo  la  inscripción  del  Re¿.nstro 
sin  la  concurrencia  de  los  demás  miembros  de  ia  Junta,  y  hacién- 
dolo suscribir  por  estos  en  lugar  distinto  del  de  la  reunión  de  ella  ; 
y  Ledesma,  no  asistiendo  á  la  formación  del  Registro,  sin  causa  jus- 
tificada, y  firmándolo  como  se  ba  expuesto,  han  infringido  los  ar- 
tículos tercero  y  cuarto  de  la  Ley  de  Elecciones  vigente. 

Que  estas  infracciones  no  tienen  pena  especial,  determinada  en 
ella,  y  deben  por  lo  tanto,  según  el  artículo  sesenta  y  nueve,  casti- 
garse con  multas,  en  proporción  á  la  gravedad  de  la  falta. 

Que  en  cuanto  al  Juez  de  Paz  sustituto,  no  habiendo  sido  acusado, 
no  puede  imponérsele  pena  alguna,  conforme  al  artículo  diez  y  ocho 
de  la  Constitución. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  diez 
y  ocho,  y  se  condena  á  cada  uno  de  los  acusados,  al  pago  de  la  multa 
de  cien  pesos  moneda*  nacional  con  destino  al  fondo  de  escuelas  de 
la  Provincia  de  Santiago  del  Estero,  con  arreglo  á  los  artículos  se- 
senta y  nueve  y  setenta  de  la  ley  citada;  devuélvanse  y  notifíquese 
con  el  original. 

J.  DOMÍNGUEZ.— l'LADISLAO  FRÍAS. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAISA  XXXIX 


Don  Julio  Victo  rica  y  Don  A.  Reboredo,  en  recurso  de  hecho;  por  ape- 
lación denegada  de  auto  de  prisión. 


Sumario,  —  La  apelación  del  auto  de  prisión  interpuesta  en  el 
efecto  devolutivo,  no  impide  la  prosecución  del  sumario,  y  no  puede 
denegarse  por  tal  causa. 


Caso,  —  En  la  causa  seguida  á  los  Sres.  Viclorica  y  Reborodo  por 
infracción  de  la  Ley  de  Elecciones,  apelaron  estos  del  auto  de  pri- 
sión, en  el  efecto  devolutivo,  y  se  les  neí,^ó  la  apelación  por  hallarse 
la  causa  en  estado  de  sumario. 

Interpuesto  c!  recurso  de  hecho,  se  dictó  el  siguiente: 


Fallo  do  la  $$iiprenia  Clorte 


Buenos  Airts*,  Abril  1"  de  1880. 

Vistos  en  el  acuerdo,  v  considerando: 

Que  el  recurso  de  apelación  en  el  efecto  devolutivo,  interpuesto 
por  los  recurrentes  del  auto  de  prisión,  les  ha  sido  negado  por  ha- 
llarse la  causa  en  estado  do  sumario. 
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Que  el  otorgamiento  de  la  apelación  en  aquella  forma,  no  impide 
la  prosecución  del  juicio  en  primera  instancia,  ni  perjudica  los  fines 
que  tiene  por  objeto,  y  debió  por  lo  mismo  concederse. 

Por  estos  fundamentos,  estando  ya  terminado  el  sumario,  y  ha- 
biendo el  Juez  de  Sección  expedido  el  antecedente  informe  sobre  el 
recurso  de  queja  deducido  por  los  solicitantes,  se  admite  la  apela- 
cion  interpuesta  en  el  efecto  devolutivo,  y  pasen  estas  actuaciones 
al  relator. 

J.  DOMÍNGUEZ.— ÜLADISLAO  FUIAS. — 
FEDERICO  IBARtiÚREN. 


<:aisa  xl 


Don  Juan  Cruz  Domínguez,  contra  D,  Norberto  Funes,  D.  Manuel 
Acosta  y  D.  Amadeo  Segura,  miembros  de  la  Junta  Calificadora  de 
Santa  Rosa,  Departamento  de  Junin  en  la  Provincia  de  San  Luis; 
por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones, 

Sumario.  —  El  rechazo  de  Fiscales  por  la  mesa  calificadora,  y  la 
inscripción  indebida,  no  constituye  infracción  de  la  Ley  de  Elec- 
ciones. 
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(]aso.  —  Se  halla  referido  en  la  si«m¡enle: 


VISTA  DEL  PROCUWADOR  FISCAL 


Seíwr  Juez  de  Sección  : 

Don  Juan  Cruz  í)oin¡n;5^uez,  vecino  de  esla  ciudad,  ¡oven  que  no 
representa  la  edad  de  la  ley  para  eslar  en  juicio,  se  ha  presentado 
ante  V.  S.  á  nombre  propio,  demandando  á  la  mesa  Calificadora  dtl 
Departamento  de  Junin  por  violaciones  á  la  Ley  Nacional  de  Elec- 
ciones. 

Dos  son  los  capítulos «n  que  hasa  su  acusación: 

1°  No  haber  aceptado  la  mesa,  los  Fiscales  nombrados  para  fisca- 
lizar los  actos  de  la  inscripción^  por  el  partido  político  ({ue  sostiene 
la  candidatura  del  Dr.  D.  Dardo  Rocha. 

2^  Haber  inscripto  la  mesa,  en  el  Re^nstro,  á  menores  de  diez  y 
siete  anos. 

Como  comprobantes  de  los  hechos  acusados,  presenta  el  Sr.  Do- 
mínguez un  escrito  firmado  por  nueve  individuos  de  aquella  locali- 
dad en  que  dicen  que  protestan  solomnemenle  de  los  procedimientos 
de  la  mesa  de  aquel  Departamento,  que  la  formaban,  el  Domingo 
último  los  Sres.  D.  Norberto  Funes,  D.  Manuel  Acosta  y  D.  Amadeo 
Segura,  expresando  que  los  hechos  que  flan  mérito  á  esa  protesta, 
hecha  ante  ellos  mismos,  y  no  ante  la  mesa,  son  el  haber  prohibido 
terminantemente  no  permitir  á  ningún  representante  de  los  parti- 
dos políticos,  se  acerquen  á  la  mesa  á  fiscalizar  el  acto  de  la  inscrip- 
ción, y  el  de  haber  observado  que  los  conjueces  mencionados  dat)an 
boletas  de  inscripción  á  menores  de  la  edad  que  la  ley  acuerda  para 
inscribirse. 

De  la  naturaleza  de  los  hechos  acusados,  so  desprende  claramente 
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que  se  trata  de  actos  de  la  Junta  Calificadora  ejecutados  en  su  ca- 
lidad de  Juez  de  la  inscripción,  de  los  cuales  V.  S.  no  puede  cono- 
cer, sino  en  grado  de  apelación,  y  para  los  que  no  liay  una  sanción 
penal  en  la  Ley  de  Elecciones. 

Ni  es,  pues,  procedente  la  acción  entablada,  en  la  forma  de  acu- 
sación que  el  Sr.  Dorainguez  le  lia  dado,  y  menos  aun  ejercitando 
un  derecho  propio  que  solo  tiene  el  ciudadano  domiciliado  en  aquella 
sección  electoral,  cuando  es  damnificado  en  su  derecho  por  las  re- 
soluciones de  la  Junta. 

Así  lo  establece  el  artículo  0°  de  la  citada  ley,  que  me  voy  á  per- 
mitir transcribir:  «Los  reclamos  sobre  inscripción  ó  exclusión  inde- 
bidas, se  harán  ante  las  mismas  Juntas  Calificadoras,  las  cuales 
resolverán,  oídas  las  partes  en  juicio  verbal,  consignando  el  fallo  y 
sus  fundamentos  en  una  acta.  Quien  se  creyere  damnificado  por  su 
resolución  podrá  apelar  en  el  término  de  diez  días  ante  el  Juzgado 
Nacional  de  la  Provincia,  presentándose  con  una  copia  del  acta  que 
le  será  otorgadn  en  papel  común ». 

De  la  lectura  de  este  artículo  de  la  ley  se  vé  que  la  acusación  es 
improcedente,  porque  en  ella  se  acusa  á  la  Junta  Calificadora  del 
Departamento  de  Junin,  de  haber  inscripto  en  el  Registro  de  esa 
Sección  electral  á  menores  de  diez  y  siete  años. 

Seria  pues  esto,  una  inscripción  indebida,  de  la  cual,  según  el 
mencionado  artículo  debe  reclamarse  ante  la  misma  Junta  Ca- 
lificadora, quien  debe  resolver  en  primera  instancia,  oyendo  á 
las  partes  en  juicio  verbal,  de  cuya  resolución  puede  apelarse 
ante  V.  S. 

El  artículo  12  de  la  referida  ley  fija  el  tiempo  y  la  forma  en  que 
deben  hacerse  los  reclamos  de  que  habla  el  artículo  9^,  y  ese  tér- 
mino no  ha  llegado  aun  porque  está  establecido  que  se  hagan  dentro 
de  un  mes  después  del  dia  en  que  se  cierre  el  Registro,  y  aún  faltan 
tres  Domingos  para  que  este  acto  tenga  lugar. 

La  no  admisión  de  los  fiscales  por  la  mesa  calificadora,  que 
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forma  el  otro  capitulo  de  la  acusación,  el  Fiscal  cree  que  se  en- 
cueutra  en  el  mismo  caso  del  anteror:  no  es  procedente  y  debe  ser 
desechado. 

Los  artículos  3^  y  6^  da  la  Ley  de  Elecciones  establecen  la  forma 
y  modo  cómo  debe  formarse  el  Registro  Cívico;* y  ante  sus  prescrip- 
ciones terminantes  y  claras  no  se  esplica  la  acusación  entablada  por 
el  joven  Domínguez. 

«íEl  Registro  Gívico,  dice  el  artículo  3',  será  formado  en  cada  sec- 
ción electoral  por  una  junta  compuesta  por  el  Juez  de  Paz  ó  Terri- 
torial Superior  en  calidad  de  Presidente  y  dos  ciudadanos  designa- 
dos en  esta  forma,  etc. » 

Esta  junta  pues,  es  la  que  representa  la  autoridad  soberana  del 
pueblo  para  formar  el  Registro  Cívico:  á  ella  sola  está  confiada  la 
autorida  de  calificar  á  los  ciudadanos  que  deben  inscribirse  en  él, 
bajo  la  forma  y  condiciones  que  la  ley  requiere.  Son  ellos  los  jueces 
que  aplican  esa  ley  observando  las  formas  y  procedimientos  que 
ella  establece  para  la  inscripción. 

El  artículo  6°  complementa  el  artículo  3°  y  establece  que  cada 
sección  electoral  tendrá  un  registro  en  el  que  se  inscribirán,  nume- 
rándose, los  nombres  v  domicilio  de  los  ciudadanos  domiciliados 
en  ella,  que  se  presenten  personalmente  á  solicitarlo,  debiendo  ha- 
cerse constar  su  filiación,  profesión,  edad  y  si  saben  leer  y  escribir. 
El  acta  de  cada  día  podrá  ser  suscrita  por  los  ciudadanos  presentes 
que  quieran  hacerlo. 

El  acto  de  la  inscripción,  es  pues,  esclusivamente  confiado  á  la 
junta  y  no  tiene  que  ser  fiscalizado  por  delegados  de  los  partidos 
en  lucha. 

Los  preceptos  de  las  leyes  citadas  no  autorizan  esa  fiscalización 
y  la  razón  es  sencilla  y  comprensible.  El  acto  de  inscribirse  es  per- 
sonal, el  derecho  á  ser  inscripto  nace,  no  solo  de  la  calidad  de  ciu- 
dadano sino  de  la  de  ser  domiciliado  en  la  sección  electoral  donde 
vá  á  inscribirse.  La  junta  califica  estas  condiciones  y  juzga  con  su 
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autoridad  propia  si  debe  ó  no  inscribir  al  individuo  que  se  presenta, 
y  resuelve  por  sí  y  ante  sí  inscribirlo  ó  rechazarlo. 

Si  esta  resolución  es  injusta  ó  arbitraria,  la  ley  ha  indicado  el  re- 
medio que  tiene  el  damnificado  para  enmendarla;  ese  remedio  es  la 
apelación  quo  le  concede  para  ante  V.  S.  en  la  forma  y  tiempo  que 
lo  determina  el  artículo  9  de  la  ley. 

Los  fiscales,  pues,  no  tienen  objeto  en  las  mesas  inscriptoras  y  es 
por  eso  que  la  ley  no  los  autoriza  ni  admite.  Si  la  ley  no  impone 
pena  alguna  á  la  junta  calificadora  por  las  inscripciones  ind'ebidas, 
ni  por  los  rechazos  que  haga,  ¿puede  imponerla  acaso,  porque  no 
admitan  fiscales  que  presencien  esas  mismas  resoluciones?  Sería  un 
disparate  pretenderlo  y  sostenerlo. 

Pero  dado  el  caso  que  así  fuera,  que  la  ley  admitiese  los  fiscales 
que  nombren  los  partidos  para  presenciar  la  inscripción  ¿sería  pro- 
cedente la  acusación  entablada  por  el  joven  Dominguez,  tendría  este 
la  representación  legal  para  formular  esa  acusación  contra  la  mesa 
de  Junin?  ¿quién  podría  ser  fiscal  de  una  mesa?  ¿que  condiciones 
y  requisitos  serian  necesarios  para  ello,  y  quién  les  conferiría  este 
carácter? 

Si  la  ley  autorizase  ó  permitiese  el  nombramiento  de  fiscales  para 
las  mesas  calificadoras,  el  derecho  de  serlo  y  el  de  exigir  su  cum- 
plimiento, no  puede  pertenecer  á  nadie  mas  que  á  los  ciudadanos 
domiciliados  en  aquella  sección  y  el  joven  Dominguez  que,  como  he 
dicho  antes  no  está  domiciliado  alli,  no  puede  ejercer  su  derecho 
político  de  inscribirse  y  votar  sino  en  la  sección  electoral  donde 
tiene  su  domicilio. 

Las  secciones  electorales  de  la  Provincia,  son  entre  sí,  como  son 
las  provincias  consideradas  como  secciones  electorales  de  la  Repú- 
blica, y  el  ciudadano  domiciliado  en  Mendoza  no  puede  inscribirse 
ni  votar  en  San  Luis,  y  no  puede  por  consiguiente  intervenir  en 
ningún  acto  electoral  de  esta  provincia ;  no  podría  ser  fiscal  ni  repre- 
sentante délas  personas  perjudicadas  en  sus  derechos  políticos  por 
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una  resolución  de  la  Junta,  sin.  poder  especial  de  ellas.  No  hay  pues, 
personería  legal  en  el  joven  Dominguez. 

No  se  ha  presentado  con  la  demanda  el  acta  en  que  consta  el  re- 
chazo de  los  fiscales  por  la  mesa,  ni  las  razones  de  ese  rechazo. 
Tampoco  se  dice,  quién  ó  quiénes  han  sido  las  personas  que  inves- 
tían ese  carácter,  y  por  quién  han  sido  investidos. 

En  el  escrito  firmado  por  los  nueve  vecinos  de  Santa  Rosa,  no  se 
dice  una  palabra  sobreestés  puntos  que  son  indispensables  para  es- 
tablecer el  alcance  y  gravedad  de  la  resolución  de  la  mesa,  pues 
tratándose  de  derechos  que  nacen  por  el  domicilio  de  las  personas, 
es  necesario  determinarlo  para  saber  si  llenan  ó  no  los  requisitos 
exigidos  por  la  ley. 

Así,  por  ejemplo,  si  el  fiscal  nombrado  por  aquellos  nueve  vecinos, 
y  rechazado  por  la  mesa,  ha  sido  el  ex-Comandante  D.  Rosario  Sua- 
rez,  como  lo  ha  dicho  la  prensa  de  esta  ciudad  dando  cuenta  del 
hecho,  el  Fiscal  cree  que  aquella  Junta  ha  procedido  bien,  puesto 
que  el  Sr.  Suarez  no  está  domiciliado  en  el  Departamento  de  Junin 
sino  en  esta  Capital. 

Por  otra  parte,  para  que  un  individuo  pueda  ser  reconocido  como 
Fiscal  de  una  mesa,  es  necesario  que  sea  investido  con  tal  carácter 
por  el  Comité  de  la  Sección  electoral  que  va  á  representar.  Dos, 
cuatro  ó  seis  vecinos,  no  pueden  acordar  esa  representación,  porque 
el  mismo  derecho  que  tienen  esos  dos  ó  cuatro  vecinos,  la  tendría 
uno  y  sería  gracioso  que  cada  ciudadano  se  presentase  á  la  mesa 
con  un  Fiscal  nombrado  par  él  para  inspeccionar  y  fiscalizarla  ins- 
cripción de  toda  la  Sección  electoral. 

El  Fiscal  por  lo  espuesto,  pide  á  V.  S.  se  sirva  rechazar  la  de- 
manda interpuesta  contra  la  mesa  Calificadora  del  Departamento 
de  Junin,  con  costas. 

UUses  R,  Lucero. 


\ 
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Fallo  <Iol  .íiií'z  FíMioral 


Tén.L^ase  por  resolución  de  este  Juzírado  la  precedente  vista  Fis 
cal.  Repóniranse  los  sellos. 

P.  E,  Miyuez. 


VISTA  DEL  SENOK  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  22  de  188í>. 

Suprema  Corte: 

La  ley  de  la  materia,  si  bien  admite  y  presupone  la  presencia  de 
ciudadanos  en  el  acto  de  la  inscripción,  no  hace  mención  de  los  Fis- 
cales que  los  vecinos  del  Departamento  de  Junin  pretendían  cons- 
tituir. La  fiscalización  del  Registro  se  ejercita,  una  vez  cerrado,  por 
los  medios  que  la  misma  ley  ha  establecido;  y  no  se  alcanza  qué 
objeto  tendría  la  presencia  de  los  Fisoales,  si  no  es  recoger  antece- 
dentes para  hacerlos  valer  después,  y  esto  puede  hacerlo  cualquier 
ciudadano,  sin  que  sea  necesario  invista  el  carácter  de  Fiscal.  No  es 
pues,  causa  bastante  para  acusación,  ni  materia  de  pena,  que  la 
Junta  haya  resistido  la  presencia  de  tales  Fiscales. 

No  lo  es  tampoco  la  inscripción  de  menores  de  17  años;  admi- 
tiendo que  sea  cierta,  nada  es  mas  fácil  que  depurar  el  Registro, 
ocurriendo  á  la  misma  Junta  primero;  y  después  al  Juzgado  de  Sec- 
ción, si  fuere  necesario.  La  simple  inscripción  indebida  no  constitu- 
ye un  delito  punible  ante  la  ley. 

FiStoy  por  todo  esto  por  la  confirmación  de  la  sentencia  recu- 
rrida. 

Eduardo  Costa» 
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Fílllo  <lo  hi  Siiproiiia  (iOrlo 


Buenos  Aires,  Abril  3  de  1886. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Pro- 
curador General  en  su  precedente  vista,  se  confirma  el  auto  apela- 
do de  foja  doce;  y  devuélvase. 

ULADISLAO  frías — J.  DOMÍNGUEZ. — 
FEDERICO  IBARGÚREN. 


CAl  SA  XU 


Don  Francmu  Olirera,  cotiira  I),  Pedro  Arias  y  I),  José  Ai.  Áralos, 
por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones;  sobre  apelación. 


Sumario, — Los  recursos  no  pueden  interponerse  por  medio  de  te- 
legramas; y  no  existiendo  ninguno  pendiente,  no  procede  el  de  ape- 
lación contra  un  auto  que  no  trae  perjuicio. 
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Caso, — En  la  acusación  del  Sr.  Olivera  contra  los  Sres.  Arias  y 
Avales  por  infracción  de  la  ley  de  Elecciones,  el  apoderado  de  estos 
recusó  al  conjuez  Dr.  D.  Manuel  Argañaráz  que  conocía  de  la  causa 
por  impedimento  del  Juez  Federal. 

Este  desechó  de  plano  la  recusación  y  negó  el  recurso  do  apela- 
ción, protestando  la  parte  acusada  que  iba  á  recurrir  de  hecho. 

El  Procurador  Fiscal  sostuvo  que  esa  apelación  era  procedente,  y 
se  dictó  el  siguiente 


AUTO 


Santíago,  Noviembre  9  de  1885. 

Visto  lo  solicitado  en  la  vista  fiscal  que  antecede  y  considerando: 
que  la  recusación  ha  sido  desestimada  en  razón  de  que  las  causas 
en  que  se  funda  no  son  ninguna  de  las  enumeradas  en  el  articulo  43 
de  la  Ley  de  Procedimientos,  únicas  por  las  cuales  pueden  ser  re- 
cusados los  Jueces  de  Sección  (art.  31  y  32,  Código  de  Procedimien- 
tos, Serie  ^^  Tomo  5^  pag.  193  y  Serie  2^,  Tomo  10,  pág.  118,  Fa- 
llos de  la  Suprema  Corte  Federal).  Que  la  causal  alegada  de  ene- 
mistad y  juicio  pendiente  entre  el  Juez  y  representante  de  lo^* 
acusados  no  está  enumerada  en  el  artículo  43  citado,  ni  puede  ser 
nunca  causa  bastante  de  recusación,  como  se  establece  en  los  con- 
siderandos de  la  resolución  de  foja...  en  que  se  ha  rechazado  la  re- 
cusación. Que  la  segunda  causa  alegada,  esto  es,  el  interés  en  el 
éxito  de  la  causa  por  razón  de  las  afecciones  políticas  tampoco  es 
de  las  enumeradas  por  la  Ley  como  lo  reconoce  el  mismo  Sr.  Fiscal 
(Serie  2\  Tomo  11,  pág.  407,  Fallos  de  la  Suprema  Corte  Federal). 
Que  la  resolncion,  fundada  en  estas  causas,  desechando  la  recusa- 
ción es  inapelable,  y  asi  lo  establece  de  una  manera  inequívoca  el 
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artículo  32  ya  citado,  diciendo  «que  liará  cosa  juzgada».  Conside- 
rando:  Que  solamente  pueden  revocarse  por  contrario  imperio  las 
providencias  meramente  interlocutorias  y  que  no  se  halla  en  osla 
categoría  el  auto  denegatorio  de  apelación,  cuya  revocatoria  se  so- 
licita (articulo  203  del  Códi^^o  de  Procedimientos).  Qne  habiendo  la 
parte  acusada  declarado  que  recurre  directamente  para  ante  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia,  retirándose  del  juicio,  foja  iS  vuelta  y  19 
vuelta,  no  puede  hacerse  efectivo  el  traslado  prescrito  por  el  ar- 
tículo 204  del  mismo  Código. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  tenidas  en  cuenta,  declaro  no 
hacer  lugar  á  la  revocatoria  pedida,  y  que  se  esté  á  lo  resuelto  en 
el  auto  de  foja...,  volviendo  los  autos  al  Fiscal  para  que  se  espida 
en  la  vista  que  se  le  ha  conferido  de  las  pruehas  producidas;  y  há- 
gase saber  con  el  original. 

M.  Argañaráz, 


Vuelto  el  espediente  al  Fiscal  éste  pidió  se  evacuaran  algunas 
citas. 


Fallo  íM  tfiioz  FoíIoríU  ad  hoc 


SantiafTO,  Noviembre  17  de  18S5. 

Conio  se  pide,  señalándose  el  día  de  mañana  íS  del  corriente  á 
las  dos  de  la  tarde,  llágase  saber  con  el  original. 

M.  Argaiíaráz, 
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El  apoderado  de  los  acusados  sosteniendo  que  no  podía  dictarse 
providencia  alguna,  pendiente  el  recurso  de  hecho  ante  la  Suprema 
Corte,  apeló  del  auto  anterior. 

El  Conjuez  concedió  la  apelación. 

La  Suprema  Corte  mandó  informar  á  la  Secretaría. 


INFORME  DE  LA  SECRETARIA 

Buenos  Aires,  Marzo  30  de  188(\ 

Excmo,  Señor: 

No  existe  en  Secretaría  el  recurso  de  hecho  á  que  se  refiere  el 
escrito  de  foja  33;  sino  únicamente  un  telegrama  fechado  en  San- 
tiago á  8  de  Noviembre  de  1885,  en  que  D.  Atanasio  Rodríguez  co- 
munica V.  E.  que  deduce  aquel  recurso  en  este  asunto;  á  cuya 
comunicación  no  se  dio  curso  por  haber  considerado  V.  E.  que  el 
telegrama  no  era  la  forma  legal  de  deducir  recursos.  Lo  que  informo 
á  V.  E.  en  cumplimiento  de  lo  mandado  en  el  auto  de  foja  44. 

José  E.  Domínguez. 

F<illo  <lo  L'i  Siipi'oiiia  (iOrfc 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1886. 

Vistos:  resultando  del  informe  que  antecede,  que  no  existe  ante 
la  Suprema  Corte  ningún  recurso  de  hecho  contra  el  auto  en  que 
se  desechó  de  plano  la  recusación  interpuesta  por  D.  Atanasio  Ro- 
dríguez; y  no  trayendo  perjuicio  ninguno  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  vuelta,  se  declara  improcedente,  el  recurso  de  apelación  con- 
tra él  interpuesto;  y  devuélvanse. 

J.   DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN. 
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CAl  SA  XIJI 


Doña  fíotfa  Nufiez,  en  recurso  de  ^habeos  corpiis*;  á  faror  de  Don 

Nicasio  Enrique, 


Sumario, — No^corresponde  á  la  Justicia  Federal  el  recurso  de 
haheai^  corpas,  cuando  se  trata  de  detención  hecha  por  la  autoridad 
local  y  respecto  de  personas  que  no  son  empleados  nacionales. 


Caso.  — Dona  Boya  Nuñez  esponiendo  que  D.  Nicasio  Enrique, 
ami^^o  de  ella,  se  hallaha  detenido  desde  doce  años  en  el  piquete  de 
gendarmes  del  Rosario,  después  de  haher  cumplido  el  servicio  vo- 
luntario áque  se  ol)li;^^ópor  dos  años,  pidió  se  le  mandara  poner  en 
lihertad. 


Fallo  flf*l  Juez  l*><loral 


Kosario,  Noviembre  10  de  1885. 


liesultando  de  la  esposicion  de  la  interesada  qué  la  persona  en 
cuyo  favor  trae  esta  ^^estion  no  está  sometida  á  autoridad  al^j^iina 
Nacional,  siendo  detenida  en  un  cuerpo  de  policía  ó  «j^uarnicion  pu- 
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ramente  local  y  por  autoridades  también  locales,  en  cuyo  caso  no 
surge  la  jurisdicción  Nacional;  ni  es  de  aplicación  la  disposición  del 
artículo  20  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863  que  se  refiere  pu- 
ramente á  individuos  detenidos  ó  presos  por  una  autoridad  nacio- 
nal ó  so  color  de  una  orden  emitida  por  autoridad  nacional  ó  á  em- 
pleados nacionales  detenidos  ó  presos  por  una  autoridad  provincial: 
00  lia  lugar  á  lo  solicitado;  y  repón<2:ase  el  papel  de  todo  lo  actuado 
en  el  acto  de  la  notificación. 

C.  S,  de  la  Torre, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayo  22  de  188'5 

Suprema  Corte: 

La  Señora  Nuñez  ha  debido  ocurrir  á  las  autoridades  de  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fé,  que  son  las  que,  indebidamente  según  ella,  re- 
tienen al  amigo  por  cuya  libertad  se  interesa.  La  Justicia  Federal 
carece  de  jurisdicción  para  traer  á  juicio  el  uso  ó  el  abuso  que  las 
autoridades  de  Provincia  puedan  hacer  de  los  poderes  que  la  Cons- 
titución les  confiere  para  su  administración  y  gobierno.  La  senten- 
cia recurrida  es  de  toda  exactitud,  v  ha  de  servirse  V.  E.  confir- 
jDarla. 

Eduardo  Costa. 


Falh»  «lo  In  Suprema  Oorlo 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1886. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por 

T.  XX  32 


I 
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el  Señor  Procurador  General  en  su  precedente  vista,  se  confirma  el 
auto  apelado  de  foja  dos  vuelta;  y  devuélvanse. 

J.   B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO  FRÍAS. — FEDERICO  IBAR- 
GÚREN. 


CAUSA  XLIII 


El  l)r.  ü,  José  N,  Lencinas,  en  recurso  de  «habeas  corpus?,  á  favor  det 

Dr.  D,  Moisés  Lucero. 


Sumario. — P  El  haber  sido  nombrado  en  la  lista  de  abogados 
que  del3en  ejercer  las  funciones  de  Jueces  Federales  ó  Fiscales  ad 
hoc  por  impedimento  de  estos  funcionarios,  no  importa  el  caso  del 
desempeño  de  una  comisión  del  Gobierno  Nacional,  previsto  por  el 
articulo 20 de  la  Lev  de  Jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales. 

2°  La  Justicia  Federal  carece  de  jurisdicción  para  traer  á  juicio 
los  abusos  de  las  autoridades  locales. 

Cíwo. — Lo  refiere  el 
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Fallo  liol  Jiipx  Fo<loi*al 


Mendoza,  Febrero  1"  de  188*>. 

Visto  el  presente  recurso  de  kaüeas  coi'pus  entablado  por  el 
Dr.  D.  José  N.  Lencinas,  solicitando  la  libertad  del  Dr.  D.  Moisés  Lu- 
cero, que  dice  hallarse  indebidamente  preso  en  la  cárcel  pública  de 
esta  ciudad  y  sometido  al  juzgamiento  del  Superior  Tribunal  de  Jus- 
ticia de  la  Provincia  en  la  actualidad. 

Y  considerando: 

1°  Que  para  fundar  el  recurso  interpuesto  se  invoca  las  inmuni- 
dades de  que  el  preso  goza  como  conjuez  de  este  Tribunal,  obser- 
vándose además  que  en  tal  carácter  obra  en  comisión  del  Gobierno 
Nacional  y  necesita,  por  consiguiente,  su  libertad  para  el  desempeño 
de  las  funciones  de  su  cargo. 

2^  Que  solicitado  el  dictamen  del  Procurador  Fiscal  y  nombrado 
como  tal  al  designado  en  primera  línea  por  la  Suprema  Corte,  en 
razón  de  haberse  escusado  el  titular,  aquel  funcionario  se  espide  so- 
licitando una  resolución  de  conformidad  á  la  demanda,  sosteniendo 
que  el  cargo  de  conjuez  que  inviste  el  preso  le  coloca  en  idénticas 
condiciones  que  al  Juez  titular  y  se  halla,  por  consiguiente,  rodeado 
de  las  mismas  inmunidades  que  las  leyes  acuerdan  á  éste,  por  lo  que 
no  ha  debido  reducírsele  á  prisión  sin  privársele  antes  de  ellas  por 
resolución  espresa  de  autoridad  competente. 

3^  Que  en  dicho  dictamen  se  invoca  también  como  precedentes 
que  establecen  jurisprudencia  al  respecto,  una  resolución  del  Juez 
Federal  de  San  Luis,  en  recurso  deducido  por  el  Dr.  I).  Mauricio 
P.  Daract,  pidiendo  se  mandasen  respetar  sus  inmunidades  como 
conjuez  en  aquella  Sección,  y  un  acuerdo  del  Superior  Tribunal  de 
esta  Provincia,  en  que  se  contiene  una  resolución  análoga. 
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4°  Que  en  Lal  estado  del  juicio  el  Ür.  Lencinas  se  presenta  nueva- 
mente ampliando  el  recurso  indicado,  con  ios  fundamentos  siguien- 
tes: Primero:  Que  su  representado  ha  sido  aprehendido  y  se  halla  . 
sufriendo  una  pena  de  mas  de  siete  dias  de  prisión  y  mantenido  ade- 
más casi  en  rigurosa  incomunicación;  Segundo:  Que  ella  ha  sido  or- 
denada a  petición  Fiscal,  sin  prueba,  sin  traslado  y  sin  delito  cons- 
tatado, violándose  así  en  la  persona  de  aquel  las  garantías  acordadas 
á  todo  habitante  del  Estado  por  el  artículo  18  de  la  Constitución  Na- 
cional, y  que  importa  propiamente  una  pena,  porque  la  ley  provin- 
cial ha  establecido  ya  las  correcciones  que  no  merécenoste  califica- 
tivo, únicas  que  los  jueces  puedan  imponer  sin  juicio  previo;  Tercero: 
Que  no  hay  tampoco  ninguna  ley  provincial  que  autorice  la  prisión 
en  la  forma  que  se  ha  hecho,  siendo,  por  el  contrario,  una  violación 
flagrante  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  la  Provincia  y  del 
procedimiento  establecido  por  la  de  imprenta  para  las  contravencio- 
nes ó  delitos  de  esta  naturaleza,  según  la  cual  el  Juez  no  puede  de- 
cretar la  prisión  sin  traslado  previo  de  la  acusación  que  se  hiciere; 
y  Cuarto:  Que  la  ley  en  virtud  de  la  cual  el  Sr.  Juez  del  Crimen  se  ha 
tomado  la  facultad  de  encarcelar  y  condenar  á  prisión  indefinida  y 
sin  juicio  previo  á  los  editores  de  diarios  contraria  una  disposición 
constitucional  que  establece  y  prescribe  el  juicio  por  jurados  en  la 
República  y  que  una  vez  establecido  este,  en  cumplimiento  de  tal 
mandato,  no  puede  echarse  por  tierra  esa  institución  sin  violar  abier- 
tamente la  contenida  en  el  artículo  102. 

Considerando,  en  cuanto  á  los  hechos  aducidos  como  fundamento 
del  recurso: 

5^  Que  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Na- 
cionales determina  claramente  en  su  artículo  20  los  casos  únicos  en 
que  pueden  ocurrirse  á  la  Justicia  Federal  reclamando  de  detencio- 
nes ó  prisiones  ¡legales,  estableciendo  que  tal  recurso  solo  procede 
cuando  el  individuo  se  halle  preso  por  una  autoridad  nacional,  á  dis- 
posición de  esta  ó  so  color  de  una  orden  emitida  por  la  misma;  á 
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cuando  una  autoridad  provincial  haya  puesto  preso  á  un  miembro 
del  Con^Teso  ó  cualquier  otro  individuo  que  obra  en  comisión  del 
Gobierno  Nacional. 

Ü^  Que  se^am  se  ha  visto,  se  aducen,  por  una  parte,  las  violacio- 
nes de  leyes  provinciales  y  disposiciones  constitucionales  que  se  di- 
cen cometidas  por  el  Sr.  Juez  del  Crimen  de  esta  Provincia  con  el 
preso  Dr  Lucero;  y  por  otra,  el  hecho  de  hallarse  éste  desi<^nado 
como  conjuez  en  esta  Sección  judicial* 

T  Que  respecto  á  lo  primero,  es  de  observarse  que  las  provincias 
son  Estados  independientes,  que  se  hallan  retundas  por  sus  propias 
instituciones,  en  lasque  niniíuna  intervención  corresponde  al  Go- 
bierno Nacional,  se;íun  lo  establece  el  artículo  105  de  la  Constitu- 
ción Nacional;  de  donde  evidentemente  resulta  que  la  Justicia  Fe- 
deral en  n¡n;.^un  caso  puede  inmiscuirse  para  juz;jar  de  los  actos  y 
procedí  ni  ien  tos  de  las  autoridades  provinciales,  aún  en  el  supuesto 
que  ellas  procedan  arbitrariamente  ó  violando  los  preceptos  de  la 
ley,  pues  que  los  abusos  que  estas  cometan  pueden  reclamarse  alas 
mismas  autoridades  de  provincia  conforme  á  las  leyes  vi;;entes. 

8^  Que  la  disposición  contenida  en  el  articulo  20  citado  importa 
propiamente  la  consa^Tacion  del  principio  de  que  las  ^jrarantias  cons- 
titucionales acordadas  á  la  vida,  propiedad  y  libertad  de  los  habi- 
tantes del  Estado  deben  respetarse  y  hacerse  efectivas  por  las  auto- 
ridades nacionales  y  provinciales,  respectivamente,  obrando  siempre 
dentro  de  la  esfera  de  sus  propias  facultades  y  con  entera  indepen- 
dencia unas  de  otras;  pues  de  lo  contrario  resultaría  que  la  autori- 
dad nacional,  juz<<ando  de  los  actos  emanados  de  la  provincial,  inu- 
tilizaría la  acción  de  esta,  haciendo  ilusoria  la  autonomía  propia  de 
cada  Estado,  espresamente  reconocida  por  la  Constitución  Na- 
cional. 

l)^  Que  por  esta  razón,  sin  duda,  la  interpretación  constante  que 
se  ha  dado  á  las  disposiciones  constitucionales  que  consairran  esas 
garantías  es  que  ellas  no  constituyen  íi  los  Jueces  Seccionales  en 
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autoridades  superiores  á  las  de  Provincia  para  reparar  cualquiera 
violación  cometida  por  estas,  estando  limitada  su  jurisdicción  á  los 
casos  en  que  dichas  garantías  sean  violadas  en  la  forma  indicada 
en  el  precitado  artículo  20  (Fallos  de  la  Suprema  Corte  contenidos 
en  el  tomo  12,  serie  2*,  pág.  73  y  1°,  pá^».  170;  tomo  2^,  pág.  84,  y  4^, 
pág.  402,  de  la  1*  serie). 

10'  Que  respecto  á  la  objeción  que  se  hace  de  ínconslitucionalidad 
de  la  ley  en  que  se  dice  haber  el  Sr.  Juez  del  Crimen  tomádose  la 
facultad  de  encarcelar  y  condenar  á  prisión  al  Dr.  Lucero,  es  tam- 
bién de  observarse  que  en  el  caso  subjudice  y  tratándose  de  actos 
cuyo  juz'^^amiento  no  compete  á  la  jurisdicción  nacional,  tampoco 
correspondería  á  este  Tribunal  competencia  alguna  para  declarar 
tal  inconstitucionalidad,  por  las  mismas  razones  indicadas  en  el  con- 
siderando precedente. 

11'  Que  en  cuanto  á  lo  segundo,  ó  sea  sobre  el  nombramiento  de 
conjuez  de  esta  Sección,  si  bien  es  verdad  que  el  Ür.  Lucero  se  halla 
comprendido  en  la  lista  de  abogados  que  en  conformidad  á  la  ley  de 
Setiembre  24  de  1878  forma  anualmente  la  Suprema  Corte  para 
reemplazar  al  Juez  de  Sección  legalmente  impedido  ó  recusado  y  de- 
sempeñar á  la  vez  por  turno  las  funciones  de  Fiscal  ad  hoc,  consta 
al  Juez  suscrito  que  en  la  actualidad  no  existe  causa  alguna  en  este 
Juzgado  que  haya  sido  librada  al  conocimiento  de  aquel. 

12**  Que  por  consiguiente,  no  puede  decirse,  sin  violentar  los  tér- 
minos de  la  ley,  que  el  Dr.  Lucero,  por  el  hecho  solo  de  haber  sido 
designado  para  aquellas  funciones,  se  haya  encontrado  al  tiempo  de 
su  prisión  en  ejercicio  de  una  comisión  del  Gobierno  Nacional  é  in- 
vestido así  de  los  fueros  ó  inmunidades  que  autorizarían  un  recurso 
de  este  carácter. 

13.  Que  tampoco  pueden  autorizarlo  los  precedentes  invocados: 
r  porque  en  el  caso  del  ür.  Daract  se  trató  puramente  de  una  es- 
cepcion  del  servicio  militar  y  la  resolución  dictada  carece  de  la  au- 
toridad que  revisten  los  fallos  definitivos  de  la  Suprema  Corte,  por 
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no  haber  sido  ella  llevada  á  su  conocimiento  por  recurso  aluruno;  y 
2^  porque  cualesquiera  resolución  ó  acuerdo  del  Poder  Judicial  de 
la  Provincic^,  versando  sobre  materias  de  otra  naturaleza  y  con  efec- 
tos puramente  provinciales,  no  pueden  invocarse  como  jurispruden- 
cia en  asuntos  del  resorte  esclusivo  de  la  Justicia  Nacional. 

Por  tanto,  se  declara  no  haber  lu/^ar  al  recurso  interpuesto.  Ra- 
ígase saber  y  previa  reposición  de  sellos,  archívese  estas  diligencias. 

Juan  del  Campillo. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayo  24  de  188' >. 

Suprema  Corte : 

Rl  auto  del  Sr.  Juez  de  Sección  abunda  en  fundamentos  de  toda 
evidencia,  y  siendo  el  caso  por  demás  sencillo,  escuso  ocupar  la 
atención  de  V.  E.  á  su  respecto.  Basta  observar  que  es  quimérico 
pretender  que  la  simple  designación  en  la  lista  de  abogados  llama- 
dos á  reemplazar  eventualmente  á  los  Jueces  de  Sección,  recusados 
ó  impedidos,  imprima  á  dichos  abogados  caráqter  nacional  como  si 
en  realidad  estuvieren  en  el  desempeño  de  una  comisión  de  la  Na- 
ción, aunque  ni  una  sola  vez  les  hubiera  tocado  en  turno  ser  tales 
conjueces. 

Sírvase  V.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  (lo  I»  Siiproiiin  (lorio 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  188B. 

Vistos:  poF  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  foja  ocho  vuelta;  y  devuélvanse,  debiendo  reponerse  ante  el 
Juez  de  Sección  los  sellos  correspondientes  á  ambas  instancias,  de 
acuerdo  con  el  articulo  cuarenta  y  uno  de  la  ley  de  la  materia. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO  FRÍAS. —  FEDERICO  TBAR- 
GÚREN. 


(ÍAISA  XLIV 


Brazzi  y  Pedroli,  contra  D.  Manuel  S.  Várela,  por  falsificación  de 
marca  de  fábrica;  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda. 


Sumario, — No  procede  la  escepcion  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda,  cuando  esta  contiene  lodos  los  requisitos 
que  la  ley  determina. 
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Caso. —  Los  Sres.  Brazzi  y  Pedroli  demandaron  á  D.  Manuel  S. 
Várela  por  falsificación  y  circulación  de  la  marca  «Sigari  Virginia 
Brissago »  de  su  propiedad,  acto  calificado  de  delito  y  penado  co- 
mo tal. 

El  demandado  opuso  la  escepcion  de  defecto  en  el  modo  de  pro- 
poner la  demanda,  por  no  esplicarsesi  se  entablaba  la  acción  civil, 
ó  la  criminal. 

Los  demandantes  contestaron  que  era  claro  que  habian  entablado 
la  acción  criminal,  que  en  el  escrito  de  demanda  habian  observado 
todos  los  requisitos  que  la  ley  determina,  y  pedian  se  dejasen  á  salvo 
sus  derechos  para  la  acción  civil  ulterior. 


Fallo  íM  Jiioz  Fodoral 


Buenos  Aires,  Setiembre  25  de  1885. 

Y  vistos  estos  autos  en  lo  relativo  al  incidente  promovido  por  el 
demandado  estableciendo  la  escepcion  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  promover  la  demanda ;  y  considerando  que  esta  ha  sido  enta- 
blada de  acuerdo  y  en  los  términos  prescritos  por  el  artículo  57  de 
la  ley  de  Procedimientos,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  escepcion 
deducida,  siendo  á  su  cargo  las  costas  del  incidente.  En  su  con- 
secuencia, conteste  el  demandado  la  demanda  dentro  del  término 
legal.  ■ 

Andrés  Ugarriza, 
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Fallo  do  la  Siiproiiia  (lorio 


Buenos  Aires,  Abril  6  de  18»>. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  diez  y  nueve;  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ÜLADISLAO  FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGÍTREN. 


CAISA  XI.V 


Don  Eduardo  Tiffotvet,  contra  I).  Abraliam  Lemos;  sobre  interdicto 

de  retener. 


Sumario. — El  arrendatario  no  puede  entablar  contra  el  sucesor 
del  propietapio  que  le  pide  el  inmueble  por  cesación  del  arriendo,  el 
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iaterdito  de  retener,  so  pretesto  de  haber  tratado  con  el  propieta- 
rio la  venta  de  dicho  inmueble. 


Caso,  —  Se  halla  referido  en  el 


Fallo  del  Jiioz  Federal 


Mendoza,  Julio  13  de  1883. 

Vistos  estos  autos,  de  los  cuales  resulta: 

Que  D.  Eduardo  Tiffoinet  entabla  contra  el  Dr.  D.  Abraham  Le- 
mos  interdicto  de  retener  la  posesión  de  un  sitio  ubicado  en  el  de- 
partamento de  Guaimallen  y  en  el  cual  tiene  establecida  hace  tiempo 
una  fábrica  de  curtiembre. 

Que  en  apoyo  de  su  acción  alega  ser  poseedor  á  título  de  propie- 
tario de  dicho  inmueble,  porque  sí  bien  entró  á  tenerlo  al  principio 
como  arrendatario  de  su  dueño  D.  Aui^usto  Calderón,  vencido  el 
contrato  de  locación  y  continuando  en  la  ocupación  del  fundo,  ne- 
goció su  compra  por  medio  de  las  dos  cartas  que  obran  en  los  autos 
traídos  á  la  vista  del  Juz;;ado  de  Paz  de  Guaimallen. 

Que  para  consumar  el  acto  jurídico  de  la  compra-venta  eISr.  Cal- 
derón prometió  estenderle  el  título  correspoudiente. 

Que  en  tal  espectativa  el  Dr.  D.  Abraham  Lemos  compró  para  sí, 
en  26  de  Diciembre  de  1884,  la  misma  finca  al  propio  Calderón,  y 
con  la  escritura  pública  respectiva  aquel  pidió  y  obtuvo delJuzgado 
de  Paz  la  orden  de  desalojo  de  que  se  queja  el  demandante  Tiffoi- 
net, negándole  jurisdicción  á  dicha  autoridad  y  solicitando,  en  con- 
secuencia, amparo  en  su  posesión  ante  la  Justicia  Federal  y  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  y  costas  que  este  juicio  le  origina. 

Que  tratando  el  presente  interdicto  en  la  forma  de  ley,  por  su 
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parte  el  Dr.  Lemos  alega  ser  el  verdadero  propietario  y  poseedor 
del  inmueble  en  cuestión,  lo  primero,  según  la  escritura  ya  citada,  y 
lo  segundo,  por  la  tradición  que  ante  los  testigos  Bravo  y  Zamorano 
le  fué  hecha  por  el  vendedor  Calderón  en  presencia  de  Tiífoinet  y 
su  familia. 

Que  éste  no  ha  sido  mas  que  un  simple  tenedor  del  inmueble  como 
arrendatario  y  carece  por  consiguiente  de  facultad  legal  para  enta- 
blar acciones  posesorias  en  contra  del  propietario. 

Y  considerando: 

P  Que  para  que  tenga  lugar  el  interdicto  de  retener  se  requiere 
esencialmente  que  el  demandante  se  encuentre  en  actual  posesión 
y  se  haya  tratado  de  inquietarlo  por  actos  constitutivos  de  despojo 
(art.  327,  L.  de  C.  y  2487,  Código  Civil). 

T  Que  además,  la  posesión  no  debe  ser  precaria  sino  á  título  e 
propietario  (art.  2480,  Código  Civil). 

3°  Que  en  presenciado  estas  disposiciones  terminantes  de  la  ley 
y  lo  dispuesto,  además,  en  los  incisos  5  y  6  del  artículo  2462,  Código 
Civil,  la  acción  deducida  por  el  Sr.  Tiffoinet  es  de  todo  punto  in- 
admisible ó  improcedente:  primero,  porque  como  arrendatario  de 
plazo  vencido  ha  estado  y  está  obligado  á  restituir  el  predio  arren- 
dado al  propietario  ó  á  quien  legalmente  le  sucedió  en  el  derecho 
de  propiedad  (art.  1604,  inciso  l°y  1609,  titulo  4°,  De  la  trasmisión 
de  loa  derechos  en  general.  Código  Civil);  segundo,  porque  cierta  ó 
falsa  la  existencia  del  pacto  de  promesa  de  venta,  no  ha  adquirido 
por  ello  Tiffoinet  el  cambio  de  su  título  precario  en  la  ocupación 
del  fundo,  desde  que  el  acto  de  la  compra-venta  no  fué  consumado 
á  su  favor,  quedando  en  la  condición  originaria  con  un  mero  dere- 
cho personal  en  espectativa  para  ejercitarlo,  en  todo  caso,  contra  el 
Sr.  Calderón,  si  procediera;  tercero,  porque  revestida  la  escritura 
de  compra-venta  a  favor  del  Dr.  Lemos  de  todos  los  requisitos  le- 
gales y  no  habiendo  sido  argüida  de  falsa  por  Tiffoinet,  hace  plena 
ié  su  contenido,  no  solo  entre  las  partes  sino  contra  terceros  (ar- 
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líenlos  994  y  995  Códii^o  citado)  y  por  lo  tanto,  el  derecho  de  poseer 
el  inmueble  comprado  perteneció  desde  entonces  al  I)r.  Lemoscorao 
adquirente  de  diclio  titulo;  cuarto,  porque  la  sentencia  del  Juez  de 
Paz  declarándose  competente  y  ordenando  á  Tiffoinet  el  desalojo 
del  fundo  en  término  de...  dias,  pasó  en  autoridad  de  cosa  juz^rada 
por  la  confirmación  del  juri  de  apelaciones  de  la  Justicia  de  Paz  y  la 
misma  le  niei^a  asi  el  derecho  de  poseer  el  inmueble  en  cuestión  ó 
le  anula  su  titulo  posesorio;  y  quinto,  porque  finalmenie  los  actos 
jurisdiccionales  de  los  Jueces,  no  constituyen  despojo  ó  turbación  del 
derecho  herido,  ni  es  lícito  á  las  partes  atentar  por  medio  de  recur- 
sos extraordinarios  y  fuera  de  la  ley,  contra  el  poder  de  la  cosa  juz- 
gada, una  vez  que  tales  actos  han  sido  consentidos  ó  ejecutoriados 
en  juicio,  pues  si  asi  no  fuera  la  justicia  seria  ilusoria  é  impotente 
para  llenar  sus  fines  civiles  y  sociales. 

5**  Que,  de  consiguiente,  el  demandante  no  ha  probado  los  estre- 
ñios legales  del  articulo  2494  del  Códiijro  ya  citado. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  no  haciendo  lujjrar  á  la  acción  dedu- 
cida. Hágase  saber  con  el  original,  repónganse  los  sellos  por  el  de- 
mandante y  devuélvase  el  espediente  traído  á  la  vista,  con  oficio  y 
transcripción  de  la  presente  resolución,  también  á  costa  del  deman- 
dante; hecho  lo  cual,  archívense  los  autos. 

Juan  del  Campillo. 

Fallo  (lo  la  Siipi'CMiia  («(H*te 

BueiiOís  Aires,  Abril  t>  de  I88'í. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  diez  vuelta,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMIXGCEZ. 
—  ULADISLAO  frías. — FEDERICO 
IBARGGL'REX. 
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2*^  Los  arbitros  v  el  tercero  debt;n  laudar  formando  tribunal, 
exceptuándose  el  caso  en  que  las  partes  los  bubiesen  facultado 
para  fallar  «maguer  non  se  acertassfín  en  unoi> 222 


ANO     18  8  6 


CAISA  I 

Don  Juan  B.  Kisso,  capitán  de  la  barca  «Leonida^  contra  los 
señores  Mateo  Forrester  y  C*^;  sobre  cobro  de  estadías. 

Sumario, — 1°  Dada  la  convención  de  deber  el  buque  proce- 
der hasta  Punta  de  Lara,  y  allí  atracar  al  muelle,  depósito  ó 
pontón,  según  fuera  ordenado  por  los  agentes  de  los  fletadores, 
no  puede  considerarse  al  buque  como  listo  para  principiar  la 
descarga,  sino  después  de  24  horas  siguientes  al  aviso  escrito 
del  capitán  de  haber  cumplido  las  órdenes  que  espresa  dicha 
convención. 

2^  No  habiendo  temeridad  en  la  demanda,  no  debe  impo- 
nerse al  actor  el  cargo  de  lai^  costas 237 
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CAUSA  II 

Don  José  Berisso  y  oíros,  contra  la  Provincia  de  Buenos  Aires; 
sobre  venta  de  terrenos,  é  ínconstitncionalidad  de  la  ley  de  2 
de  Agosto  de  1883. 

Sumario. — J°  La  lev  de  25  de  Octubre  de  i870,  de  la  Provin- 
cia  de  Buenos  Aires,  autorizando  á  la  Municipalidad  delBara- 
dero  para  vender  á  los  colonos  establecidos  en  el  ejido  de  dicho 
puel)lo  las  áreas  ocupadas  por  ellos,  á  razón  de  300  S  rn/c  la 
cuadra,  comprendió  los  terrenos  fiscales  y  no  los  que  resultasen 
ser  de  propiedad  particular. 

2^  Por  estos  últimos,  los  colonos  no  pueden  exijir  la  entrega 
de  las  áreas  ocupadas  por  el  precio  de  la  ley  de  1870;  y  la  ley 
de  2  de  Azostode  liSS3,  que  ordenó  su  expropiación  para  ven- 
derhis  á  los  colonos  por  el  precio  establecido  en  la  misma,  no 
afecta  derechos  adquiridos  y  no  es  repu /nante  á  la  Constitución.  244 


CAUSA  II [ 


Don  Carlos  María  Kscalada,  contra  la  Municipalidad  de  la 
Capital  Federal;  sobre  espendio  de  billetes  de  lotería,  resti- 
tución de  multa,  y  danos  y  perjuicios. 

Sumario. — 1°  El  articulo  17  del  Reglamento  de  la  Municipa- 
lidad de  Buenos  Aires  de  13  de  Diciembre  de  1882,  prohibiendo 
el  juego  de  loterías  estraííasá  la  Capital  Federales  contrario á 
la  ley  del  Congreso  de  1^  de  Noviembre  de  1882,  sobre  organi- 
zación déla  Municipalidad  y  á  las  leyes  del  mismo  sobre  paten- 
tes, dictadas  en  ese  aílo  y  en  los  posteriores. 

2^  La  multa  cobrada  por  espendio  de  billetes  de  lotería  en 
virtud  de  dicho  artículo,  debe  ser  restituida. 

y  La  acción  por  daiios  y  perjuicios  cansados  por  el  embargo 
de  los  billetes  como  consecuencia  de  la  prohibición,  no  procede 
contra  la  Municipalidad 240 
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CAC SA  IV 

Don  Remijio  Rivas  Encinas,  contra  üon  José  Salazar,  por  in- 
fracción de  los  articulas  4o y  40  ile  la  ley  nacional  penal:  sobre 
incompetencia. 

Sumario. — La  infracción  de  los  artículos  45  y  40  de  la  ley  pe- 
nal nacional,  no  somete  á  sus  autores  á  la  jurisdicción  federal, 
cuando  resulta  que  no  han  sido  comisionados  nacionales,  sino 
solo  a^^entes  provinciales 235 


CAISA  V 


Don  Amaranto  Acevev  v  otros  en  recurso  de  hoclio  contra  los 
procedimientos  del  Juez  de  Sección  de  la  (Capital;  sobre  tachas 
en  las  inscripciones  electorales. 

Sumario, — El  fallo  del  Juez  de  Sección  so'jre  inscripción  ó 
exclusión  indebidas,  es  inapelable 202 


CAl'SA  VI 


El  Dr.  1).  Eleodoro  Lobos,  contra  la  Junta  Calificadora  del 
Departamento  de  Beli^rano,  en  la  Provincia  de  San  Luis;  sohre 
nulidad  de  la  inscripción  é  infracción  de  la  ley  de  elecciones. 

Sumario, — 1^  La  instalación  de  la  Junta  Calificadora  en  el 
luirar  desi.Lrnado  por  el  Poder  Ejecutivo,  consultando  la  comodi- 
dad de  los  ciudadanos,  es  arre;^Mada  á  la  ley  de  elecciones. 

2^  No  probados  los  hechos  en  que  se  funda  la  acusación  por 
infracción  de  la  ley  de  elecciones,  aquella  debe  ser  rechazada 
con  costas. 

3^  El  fallo  del  Juez  de  Seccionen  los  reclamos  sobre  inscrip- 
ción ó  exclusión  indebidas,  es  inapelable 274 
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CAUSA  vil 

Nicolás  Milianovich  y  Compañía,  contra  el  Capitán  I).  Luis 
Pizzarellü  y  los  señores  I).  Francisco  Bisso  y  I).  José  Travega; 
sobro  entre-ra  de  un  dinero  depositado. 

Sumario,  —  Reclamado  un  salario  de  salvamento  ante  dos 
jueces,  y  convenido  por  las  partes  en  el  depósito  de  su  importe 
para  ser  distribuido  por  el  Juez  que  resulte  competente,  nin- 
guno de  aquellos  puede  resolver  sobre  su  distribución,  mientras 
no  esté  definida  la  contienda  de  competencia 281 


CAUSA  VIH 

La  empresa  del  Ferro-Carril  Buenos  Aires  y  Rosario,  contra 
D.  José  Rufino  Nuñez;por  expropiación,  sobre  pericia. 

Sumario.  —  En  los  juicios  de  expropiación,  no  procede  el  nom- 
bramiento de  un  tercer  perito  en  discordia •  • 286 


CAUSA  LX 

Varios  ciudadanos  del  partido  de  Cbacabuco,  Provincia  de 
Buenos  Aires,  contra  el  Juez  de  Paz  y  los  titulares  de  la  mesa 
ínscriptora;  por  infracción  de  la  ley  de  elecciones. 

Sumario.  —  La  instalación  de  la  mesa  en  el  cancel  de  la  Igle- 
sia Parroquial,  no  constituye  infracción  k  la  ley  de  eicciones, 
desde  que  con  ese  hecbo  no  se  ba  obstruido  la  libre  inscripción 
en  el  Registro  Cívico 288 


CAUSA  X 

I).  iManuel  iMarco,  contra  f).  Pascual  Guiñazú  y  I).  Zacarías 
Tabeada,  por  interdicto  de  despojo;  sobre  conclusión  del  juicio. 


FALLOS    I»K    LA   í 


l>on  Bumijio  Kivas  Eiioinasi, 'M 
fracción  de  los  artínulas  45  _v  M'- 
incompetencia. 

Sumario. — La  infracción  ili' 
nal  nacional,  no  somete  á  su 
cuando  resulta  qno  no  lian  - 
solo  afrentes  provinciales. 


Don  Amaranto  A<'< 
procedimientos  del  l 
en  las  inscripcioni'- 

Sumario. — El  f;i' 
exclusión  indeliiil- 


Rl  Ltr.  [).  i:i 
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Siimario.- 
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CAUSA  XIV 

\K  Macario  Torres,  en  recurso  de  hecho;  sobre  exclu- 
iU*;'istro  Electoral. 

.no.  —  Los  fallos  del  Juez  de  Sección  sobre  reclamos  de 
oii  ó  inscripción  indebidas,  son  inapelables 316 


CAUSA  XV 

inlio  Várela,  contra  el  Gefe  de  Policía,  Coronel  D.  Fran- 
■  Hí)sch,  y  el  Comisario  de  Policía  de  la  1*  Sección,  Sr.  To- 
■).  por  violación  de  domicilio  y  sustracción  de  dinero;  sobre 
.potencia. 

t infirió,  —  La  violación  de  domicilio  y  la  sustracción  dedi- 
>K  son  delitos  comunes  que  no  caen  bajo  la  jurisdicción  de 
Frihunales  Federales 319 


CAUSA  XVI 

La  Empresa  del  Ferro-Carril  Central  Argentino,  contra  Don 
Alanzon  S.  Hall  y  D.  Máximo  Amelona;  sobre  espropiacion. 

Sumario.  —  Puede  expropiarse  el  subsuelo,  para  construir  un 
túnel  en  prolonju^acion  de  una  vía  férrea  concedida  por  ley  del 
(Congreso,  sin  ser  necesaria  la  expropiación  de  todo  el  terreno 
hasta  la  superficie 323 


CAUSA  XVII 

Criminal,  contra  Modesto  Estrella  y  Ramón  Segundo  Eche- 
varrieta;  por  falsificación  de  moneda. 

Sumario,  —  1°  La  coloración  y  plateado  de  monedas  de  co- 

T.  XX  84 


L  SL'PltEHA    GORTt: 


Sumario.  La  [alu  de  foiiciirrencia  de  las  parles  al  juicio  ver- 
bal, que  se  docrela  en  los  interdictos,  no  autoriza  al  demandado 
para  i>edir  que  se  dicle  semencia  recha/andoel  inlerdiclo. ...  i 


D.  Jnan  Sliaw  é  hijos,  contra  Gandolfí  >'  Moss,  por  roliro  de 
pesos;  sobre  pa^'os  á  oro. 

Sumario.  —  Las  obli^acionos  conlraidas  á  oro  sellado  de  los 
Rsiados  Unidos,  detien  ser  clianneladas  en  la  misma  moneda,  ó 
un  tiilletes  de  curso  le^al  por  sir  valor  corriente  en  pla/a ' 


U.  Jor^rc  (iowland  é  hijos,  contra  los  señores  Mallmanii  y  C, 
por  eohro  de  pesos:  sohre  pajro  á  oro. 

Sumario.  —  Las  ohlifraciones  conlraidas  á  pesos  tuertes,  de- 
hen  ser  clianceladas  con  hillelcs  de  curso  leyal  por  sii   valor 

corriente  en  plaza 'M)i 


La  Compaüia  fahricanle  de  ■Sinjrer.  conira  í).  Juan  Shaw: 
sobre  usurpación  de  marca  de  fábrica. 

Sumario.  —  i°  La  marca  de  fábrica  que  puedo  producir  con- 
lusion  perjudicial  á  los 

2°  El  nso  de  ella  vei 
zado  por  la  oficina  co 
marca  del  inventor,  nc 

3"  No  es  aplicable  á 
pecio  del  plazo  para  si 
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CAUSA  XIV 


El  Dr,  D.  Macario  Torres,  en  recurso  de  hecho;  sobre  esclii- 
sioD  de  Registro  Electoral. 

Sumario.  —  Los  fallos  del  Juez  de  Sección  sobre  reclamos  de 
exclusión  ¿inscripción  indebidas,  son  inapelables 316 


I>.  Julio  Várela,  contra  el  Gofe  de  Policía,  Coronel  D,  Fran- 
cisco Bosch,  y  el  Comisario  de  Policía  de  la  i"  Sección,  Sr.  To- 
ranxo,  por  violación  de  domicilio  y  sustracción  de  dinero;  sobre 
competencia. 

Sumario.  —  La  violación  de  domicilio  y  la  sustracción  de  di- 
nero, son  delitos  comnnes  que  no  caen  bajo  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  Federales S 


La  Empresa  del  Ferro-Carril  Central  Argentino,  contra  Don 

Alaozon  S.  Hall  y  D.  Máximo  Amelong;  sobre  espropiacion. 

Sumario.  —  Puede  expropiarse  el  subsuelo,  para  construir  un 

ia  férrea  concedida  por  ley  del 

ixpropiacien  de  todo  el  terreno 
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Pu^^ilIHS 

¥  La  designación  del  lugar  para  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación, no  modifica  la  vecindad  de  las  partes  para  los  efectos 
del  fuero  federal 363 


CAUSA  XXIV 

El  Dr.  D.  Joaquín  M.  Cullen,  contra  el  Presidente  del  Concejo 
Deliberante  de  Buenos  Aires,  D  Gregorio  Torres,  por  infrac- 
ción de  la  ley  de  elecciones;  sobre  validez  del  recurso  de  ape- 
lación. 

Sumario.  —  1°  El  recurso  de  apelación  interpuesto  esterapo- 
ránearaente,  no  tiene  valor. 

2^  Es  estemporáneo  el  recurso  introducido  al  dia  siguiente 
de  vencido  el  término  legal. 

3°  El  cargo  puesto  por  un  escribano,  de  habérsele  presen- 
tado un  escrito  de  apelación  el  dia  del  vencimiento  del  término, 
sin  espresar  los  motivos  por  qué  no  lo  fué  á  alguno  de  los  Se- 
cretarios del  Juzgado  Federal,  no  tiene  valor  legal 366 


CALSA  XXV 

El  Dr.  D.  Martin  Herrera,  contra  D.  Pedro  Arias,  D.  José  Ma- 
nuel Avales  y  D.  Nicanor  Giménez;  por  infracción  de  la  ley  de 
elecciones. 

Sumario.— Ldi  interrupción  del  acto  de  inscripción  en  el  Re- 
gistro Cívico,  importa  una  infracción  prevista  y  penada  por  la 
ley  de  16  de  Octubre  de  1877 389 


CAUSA  XXVI 

El  Dr.  D.  Pedro  C.  Molina,  contra  D.  Ramón  J.  Irigoyen,  Gefe 
Político  del  departamento  Tercero  Abajo,  de  la  Provincia  de 
Córdoba,  y  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora  de  dicho  de- 
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Fúífiíias 

parlamento,  D.  Casiano  Guevara,  D.  Ramón  Carranza  y  D.  Mi- 
guel Casas;  sobre  infracción  de  la  ley  de  Elecciones. 

Sumario,  —  1^  La  intervención  del  Gefe  Político  del  depar- 
tamento en  el  momento  de  la  inscripción  en  el  Registro  Cívico, 
requiriendo  á  los  ciudadanos  por  sus  papeletas  de  enrolamiento, 
é  imponiendo  multas  ó  mandando  á  la  cárcel  á  los  que  no  la 
llevaban  consigo,  constituye  una  infracción  grave  de  la  ley  de 
elecciones  y  debe  ser  penada. 

2^  También  constituye  infracción  de  dicha  ley,  el  hecho  de 
haberse  instalado  la  Junta  Calificadora  en  el  Juzgado  de  Paz,   < 
en  donde  existe  iglesia  y  atrio  parroquial. . . ; 392 


CAUSA  XXVII 

La  Junta  Calificadora  de  la  Parroquia  de  San  Telmo,  en  Bue- 
nos Aires,  en  recurso  de  hecho  contra  el  Juez  Federal  de  la  Ca- 
pital; sobre  depuración  del  Registro  Cívico. 

Sumario.  —  1°  Las  sentencias  de  los  Jueces  Federales  sobre 
los  reclamos  por  inscripción  ó  exclusión  indebida  en  el  Regis- 
tro Cívico,  son  inapelables. 

2^  Con  mas  razón  lo  son  las  providencias  dictadas  para  el 
cumplimiento  de  aquellas. 

3°  La  Junta  Calificadora  que  es  Juez  inferior  en  dichos  re- 
clamos, no  puede  recurrir  de  esas  providencias 402 


CAUSA  XXVIII 

D.  Francisco  D.  Viñas,  contra  D.  Marcos  A.  Rivero  y  D.  Sa- 
muel Perona,  miembros  titulares,  y  D.  Manuel  D.  Romero,  miem^ 
bro  suplente  de  la  Junta  Calificadora  de  la  tercera  sección  elec- 
toral de  la  Provincia  de  San  Juan  (Departamento  de  Concepción); 
sobre  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Sumario,  —  La  inasistencia  de  los  miembros  de  la  Junta  Ca- 
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Páginas 

lificadora  eo  el  día  designado  para  instalarla,  importa  una  in- 
fracción prevista  y  penada  por  la  ley  nacional  de  Elecciones. .  406 


CAUSA  XXIX 

D.  Francisco  Gerez,  contra  los  miembros  de  la  Junta  Inscrip- 
lora  del  Departamento  de  Robles,  en  la  Provincia  de  Santiago, 
y  el  Intendente  de  Policía  D.  Mariano  Maza;  por  infracción  de 
la  Ley  de  Elecciones;  sobre  recusación. 

Sumario, — Contra  el  auto  que  no  hace  lugar  ala  recusación 
por  no  ser  de  las  especificadas  por  la  ley  la  causa  en  que  se 
fundó,  no  procede  el  recurso  de  apelación 409 


CAUSA  XXX 

D.  Francisco  Villanueva,  contra  D.  Antonino  de  la  Fuente, 
Juez  de  Paz  de  Castro  Barros,  en  la  Provincia  de  la  Rioja;  so- 
bre infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Sumario.  —  La  instalación  de  la  mesa  de  inscripción  en  el 
Registro  Cívico,  hecha  en  el  Juzgado  de  Paz,  en  vez  de  serlo  en 
el  atrio  de  la  Iglesia  Parroquial,  constituye  una  infracción  pre- 
vista y  penada  por  la  Ley  de  Elecciones 413 


CAUSA  XXXI 

D.  Martin  A.  Herrera,  contra  D.Anastasio  Baez,  D.  Juan  No- 
villo y  D.  Bernardino  Baez,  miembros  de  la  Junta  Inscriptora 
del  Departamento  Sumampa,  distrito  de  Ojo  de  Agua,  en  la  Pro- 
vincia de  Santiago;  sobre  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Sumario.  —  i^  Cualquier  ciudadano,  aunque  no  sea  vecino  del 
distrito  electoral  de  la  Junta  acusada,  tiene  personería  para 
denunciar  las  infracciones  de  la  ley  de  elecciones  y  pedir  su 
castigo. 
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¥  La  íQsialacion  de  las  mesas,  hecha  no  en  el  atrio  parro- 
quial sino  en  el  Juz^^ado  de  Paz,  constituye  una  infracción  pre- 
vista y  penada  por  la  ley  de  elecciones 4i8 

CAUSA  XXXII 

D.  Benedicto  Ortiz,  contra  D.  Manuel  S.  Almada,  D.  Pedro 
Maldonado  y  D.  Juan  L.  Suarez,  miembros  de  la  Junta  Inscríp- 
tora  del  Departamento  Silipica  T,  en  la  Provincia  de  Santiago; 
por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Senario.— La  instalación  de  la  Junta  Inscriptora  en  el  Juz- 
gado de  Paz,  habiendo  atrio  parrroquiat,  es  una  infracción  pre- 
vista y  penada  por  la  Ley  de  Elecciones 421 

CAUSA  XXXIII 

D.  Juan  Coronado,  contra  los  Jueces  de  Paz  de  la  16*  y  18** 
Sección  de  la  Capital,  D.  Miguel  Méndez  y  D.  Juan  Francisso 
Duarte  y  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora  de  la  Parroquia 
de  la  Concepción,  D.  José  R.  Patino,  D.  José  V.  Fernandez  y 
D.  Joaquín  Castellanos;  sobre  infracción  de  la  Ley  de  Elec- 
ciones. 

Sumario. — 1^  La  inasistencia  injustificada  del  Juez  de  Paz  á 
la  instalación  de  la  Junta  Calificadnra,  constituye  una  infrac- 
ción prevista  y  penada  por  la  Ley  de  Elecciones. 

2^  Las  pruebas  de  la  defensa,  una  vez  notificada  la  acusa- 
ción y  sus  fundamentos,  deben  presentarse  en  el  comparendo 
ordenado 424 


CAUSA  XXXIV 

D.  Víctor  M.  Molina,  D.  Arturo  Richard  y  D.  Manuel  F.  Ra- 
mos, miembros  de  la  Junta  Calificudora  de  la  Parroquia  de  la 
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lificadora  bd  el  día  desitrnado  para  instalarla,  importa  una  ÍD- 
íraccion  prevista  y  penada  por  la  ley  nacional  de  Elecciones. .  406 


CAUSA  XXIX 

D.  Francisco  Gcrez,  contra  los  miembros  de  la  Junta  Inscrip- 
tora  del  Departamento  de  Robles,  en  la  Provincia  de  Santiago, 
y  el  Intendente  de  Policía  D.  Mariano  Maza;  por  infracción  de 
la  Ley  de  Elecciones;  sobre  recusación. 

Sumario.  —  Contra  el  auto  que  no  hace  lufjar  á  la  recusación 
por  no  ser  de  las  especilicadas  por  la  ley  la  causa  en  que  se 
fundó,  no  procede  el  recurso  de  apelación 409 


CAUSA  XXX 

O.  Francisco  Villanueva,  contra  I).  Antonino  de  la  Fuente, 
Juez  de  Paz  de  Castro  Barros,  en  la  Provincia  de  la  Rioja;  so- 
bre infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Sumario.  —  La  instalación  de  la  mesa  de  inscripción  en  el 
Registro  Cívico,  hecha  en  elJuz^ado  de  Paz, en  vez  de  serlo  en 
el  atrio  de  la  Iglesia  Parroquial,  constituye  una  infracción  pre- 
vista y  penada  por  la  Ley  de  Elecciones 413 


CAUSA  XXXI 

D.  Martin  A.  Herrera,  contra  U.Anastasio  Baez,  D.  Juan  No- 
villo y  1).  liernardino  Baez,  miembros  de  la  Junta  Inscriptora 
del  Departamento  Sumampa,  distrito  de  Ojo  de  Agua,  en  la  Pro- 
vincia de  Santiaí^o;  sobre  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Sumario.  — !"  Cualquier  ciudadano,  aunque  no  sea  vecino  del 
distrito  electoral  de  la  Junta  acusad 
denunciar  las  infracciones  de  la  ley 
castigo. 


2°  La  ÍQsialacion  de  las  mesas,  hoclia  no  en  el  atrio  parro- 
quial sino  en  el  Juz;^ado  de  Paz,  constituye  una  iiilraccion  pre- 
vista y  penada  por  la  lejr  de  elecciones 418 


D.  Benedicto  Ortiz,  contra  L).  Manuel  S.  Almada,  D.  Pedro 
Maldonado  y  I).  Juan  L.  Snarcz,  miembros  do  la  Junta  Inscrip- 
lora  del  Departamento  Silipica  ^.  en  la  Provincia  de  Santiago; 
por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Sumario.— La  instalación  de  la  Junta  Inscriptora  en  el  Juz- 
gado de  Paz,  habiendo  atrio  parrroquial,  es  una  infracción  pre- 
vista y  penada  por  la  Ley  de  Elecciones *2I 


CAUSA  XXXIII 

D.  Juan  Coronado,  contra  los  Jueces  de  Paz  de  la  16*  >'  "^ 
Sección  de  la  Capital,  D.  Miguel  Méndez  y  D.  Juan  Francisso 
Duarte  y  los  miembros  de  la  Junta  Calilicadora  de  la  Parroquia 
de  la  Concepción,  D.  José  R.  Patino,  D.  José  V.  FcrnaiHleí  v 
T).  Joaquín  Castellanos;  sobre  infracción  déla  Ley  líe  Elot-- 
ciones. 

Sumario. — I"  La  inasistencia  injustificada  deí  Juei  de  Pai  á 
la  instalación  de  la  Junta  Calificadora,  conslituye  una  infrac- 
ción prevista  y  penada  por  la  Ley  de  Elerriwws. 

2°  Las  pruebas  de  la  defensa,  una  ver  ¡míifit'»*'*  '•  «»""*«- 
cion  y  sus  fundamentos,  deben  presentara  «  eJ  roBl^reiidü 
ordenado - W4 
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Páginas 

cadora  de  Saota  Rosa,  Departamento  de  Junin  eQ  la  Provincia 
de  San  Luis;  por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones. 

Sumario. — El  rechazo  de  Fiscales  por  la  mesa  calificadora,  y 
la  inscripción  indebida,  no  constituye  infracción  de  la  Ley  de 
Elecciones 446 


CAUSA  XLI 

D.  Francisco  Olivera,  contra  D.  Pedro  Arias  y  D.  José  M.  Ava- 
los,  por  infracción  de  la  Ley  de  Elecciones;  sobre  apelación. 

Sí/mano.— Los  recursos  no  pueden  interponerse  por  medio 
de  telegramas;  y  no  existiendo  ninguno  pendiente,  no  procede 
el  de  apelación  contra  un  acto  que  no  trae  perjuicio 452 


CAUSA  XLII 

Doña  Boya  Nuñez,  en  recurso  de  habeos  corpus;  i  favor  de 
D.  Nicasio  Enrique. 

Sumario,— No  corresponde  á  la  Justicia  Federal  el  recurso  de 
hateas  Corpus,  cuando  se  trata  de  detención  hecha  por  la  auto- 
ridad local  y  respecto  de  personas  que  no  son  empleados  na- 
cionales   486 


CAUSA  XLIII 

El  Dr.  D.  José  N.  Lencinas,  en  recurso  de  hateas  corpus;  á 
favor  del  Dr.  D.  Moisés  Lucero. 

Sumario. — 1^  El  haber  sido  nombrado  en  la  lista  de  aboga- 
dos que  deben  ejercer  las  funciones  de  Jueces  Federales  ó  Fis- 
cales ad  hoc  por  impedimento  de  estos  funcionarios,  no  importa 
el  caso  del  desempeño  de  una  comisión  del  Gobierno  Nacional 
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'aginas 


previsto  por  el  artículo  20  de  la  ley  de  jurisdicción  de  los  Tri- 
bunales Federales. 

2^  La  Justicia  Federal  carece  de  jurisdicción  para  traer  á  jui- 
cio los  abusos  de  las  autoridades  locales 458 


CAUSA  XLIV 

Brazzi  y  Pedroli,  contra  D.  Manuel  S.  Várela,  por  falsifica- 
ción de  marca  de  fábrica;  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda. 

Sumario. —No  procede  la  escepcion  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda,  cuando  esta  contiene  todos  ios 
requisitos  que  la  ley  determina 464 


CAUSA  XLV 

D.  Eduardo  Tiffoinet,  contra  D.  Abrahau  Lemos;  sobre  inter- 
dicto de  retener. 

Sumario. —El  arrendatario  no  puede  entablar  contra  el  su- 
cesor del  propietario  que  le  pide  el  inmueble  por  cesación  del 
arriendo,  el  interdicto  de  retener,  so  pretesto  de  haber  tratado 
con  el  propietario  la  venta  de  dicho  inmueble 466 
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ceptuándose  el  caso  en  que  las  partes  los  hubiesen  facul- 
tado para  fallar  maguer  non  se  acertassen  en  uno.  Pá- 
gina 222. 

Arrendamientos, — La  ocupación  de  un  campo,  hecha  con  consenti- 
miento del  apoderado  del  propietario,  sin  mas  obligación 
que  la  de  cuidar  los  montes,  no  dá  derecho  á  éste  para  co- 
brar arrendamientos,  una  vez  que  no  se  pruebe  no  haberse 
cumplido  la  obligación  impuesta.  Página  350. 

Auto  apelable. — Lo  es,  todo  el  que  causa  gravamen  irreparable,  do 
habiendo  disposición  alguna  que  deniegue  el  recurso.  Pá- 
gina 182. 

Auto  de  prisión. — La  apelación  de  él,  interpuesta  en  el  efecto  devo- 
lutivo, no  impide  la  prosecución  del  sumario  y  no  puede 
denegarse  por  tal  causa.  Página  444. 

Auto  inapelable.— Lo  es,  el  que  concede  ó  niega  la  prueba.  Pá- 
gina 63. 

Auto  inapelable. — Véase  Honorarios. 

Autor. — Véase  Propiedad  literaria. 

Autos  apelables. — Lo  son,  los  referentes  á  la  aplicación  de  la  ley  de 
sellos.  Página  32. 

Ati^ria.— Su  reconocimiento  y  liquidación,  así  como  la  categoría  á 
que  pertenece,  deben  verificarse  por  peritos  arbitradores; 
y  el  lando  que  estos  dictasen,  es  inapelable.  Página  218. 


B 


Banco  NacionaL^E\  conocimiento  de  sus  causas  contra  vecinos  de 
la  Capital,  corresponde  al  Juzgado  Federal  de  esta,  aunque 
antes  de  la  creación  de  este  Juzgado,  hubiesen  sido  inicia- 
das ante  el  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 
Página  22. 
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Bienes  culventicios. — Según  las  leyes  anteriores  al  Código  Civil,  la 
prohibición  á  los  padres  de  vender  los  bienes  adventicios 
de  sus  hijos,  no  era  bajo  pena  de  nulidad  de  dichas  ventas. 
Página  135. 

Bienes  adventicios. — Según  las  leyes  anteriores  al  Código  Civil,  el 
hijo  no  tenia  acción  reivindicatoría  contra  los  adquirentes 
de  sus  bienes  adventicios  vendidos  por  el  padre,  sino  des- 
pués de  la  muerte  de  éste,  después  de  haber  renunciado  la 
herencia  paterna  y  de  haber  perseguido  los  bienes  dejados 
por  el  padre.  Página  135. 


c: 


Capitanes.— Su  facultad  ó  la  de  los  consignatarios  de  buques,  para 
imponer  á  los  dueños  de  la  carga  los  lancheros  que  deben 
efectuar  la  descarga,  no  implica  dejar  librada  á  estos  la 
fijación  del  precio  de  dicha  operación.  Página  75. 

Cargo,— El  puesto  por  un  Escribano,  de  habérsele  presentado  el  es- 
crito de  apelación,  el  día  del  vencimiento  del  término,  sin 
espresar  los  motivos  por  que  no  lo  fué  á  alguno  de  los  Se- 
cretarios del  Juzgado  Federal,  no  tiene  valor  legal.  Pá- 
gina 366. 

Carta. — Véase  Papel  sellado. 

Colonos  del  Baradero.—Lei  ley  de  25  de  Octubre  de  1870  de  Ja  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  autorizando  á  la  Municipalidad  del 
Baradero  para  vender  á  los  colonos  establecidos  en  el 
ejido  de  dicho  pueblo,  las  áreas  ocupadas  por  ellos,  á  ra- 
zón de  300  $  m/c  la  cuadra,  coniprendió  los  terrenos  fisca- 
les, y  no  ios  que  resultaren  ser  de  propiedad  particular. 
Página  244. 

Colonos  del  Baradero. — La  ley  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  de  2 
de  Agosto  de  1883,  que  ordenó  la  expropiación  de  los  ter- 


j 
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renos  de  propiedad  particular  para  vendérselos  á  ios  colo- 
nos por  el  precio  establecido  en  la  misma  ley,  no  afecta 
derechos  adquiridos  y  no  es  repugnante  á  la  Constitución. 
Página  244. 

Competencia. — Reclamado  un  salario  de  salvamento  ante  dos  Jue- 
ces, y  convenido  por  las  partes  el  depósito  de  su  importe, 
para  ser  distribuido  por  el  Juez  que  resulte  competente, 
ninguno  de  aquellos  puede  resolver  sobre  su  distribución, 
mientras  no  esté  definida  la  contienda  de  competencia.  Pá- 
gina 281. 

Consignatarios  de  buques. — Véase  Capitanes. 

Cónsul. — Los  actos  verificados  por  un  cónsul  en  su  carácter  de  tal, 
y  en  virtud  de  un  privilegio  que  se  atribuye  como  cónsul, 
no  son  justiciables  por  los  Jueces  de  Sección.  Página  6C. 

Contrato. — Xo  puede  ordenarse  el  cumplimiento  de  aquel  cuyas  ba- 
ses se  ignoran  por  completo.  Página  85. 

Contratos  á  oro. — Véase  Obligaciones. 

Contratos  á  pesos  fuertes. — Véase  Obligaciones. 

Cosa  mueble. — Véase  Posesión. 

Costas. — No  deben  imponerse  al  actor,  cuando  no  liay  temeridad  en 
la  demanda.  Página  237. 

Cosíos.— Véase  Temeridad. 

Cuentas.— LdiS  justificadas  y  no  observadas,  deben  ser  aprobadas- 
Página  330. 


D 


Darws  y  perjuicios.— ^LdL  acción  por  los  causados  por  el  embargo  de 
billetes  de  lotería  como  consecuencia  de  una  prohibición 
ilegal,  no  procede  contra  la  Municipalidad.  Página  249. 

Daños  y  perjuicios. — Véase  Marca  de  fábrica. 
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Defecto  en  la  demanda, —EsU  escepcion  dilatoria  debe  fundarse  en 
la  omisión  de  los  requisitos  esenciales  exigidos  para  la 
admisión  de  la  demanda,  y  que  afectan  su  forma.  Pá- 
gina 127. 

Defecto  en  la  demanda,  —  No  procede  la  escepcion  de  defecto  legal 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda^  cuando  esta  contiene 
todos  los  requisitos  que  la  ley  determina.  Página  464. 

Delito,  —  De  todo  delito  se  deriva  la  obligación  de  reparar  el  per- 
juicio que  por  él  se  hut)iese  causado  ó  otra  persona,  acor- 
dándose  al  efecto  acción  civil  al  damnificado,  independiente 
de  la  acción  criminal,  para  obtener  las  indemnizaciones 
correspondientes,  cuya  estimación,  tanto  la  ley  civil  como 
la  penal,  defieren  al  prudente  arbitrio  del  Juez.  Página  149. 

Delitos  comunes.  —  Lo  son,  y  no  caen  bajo  la  jurisdicción  délos  Tri- 
bunales Federales,  la  violación  de  domicilio  y  la  sustrac- 
ción de  dinero.  Página  319. 

Demanda, — No  es  requisito  esencial  la  numeración  de  los  párrafos, 
ni  la  denominación  de  la  acción  que  se  deduce,  por  su  nom- 
bre jurídico.  Página  127. 

Demanda, — Comprobada  su  justicia,  debe  mandarse  pagar  lo  que  por 
ella  se  pide.  Página  160. 

Demanda, — Reconocidos  los  hectios  alegados  en  ella,  es  innecesaria 
su  prueba.  Página  198. 

Demanda, — Véase  Defecto  en  la  demanda. 

Derechos  de  autor. — Véase  Propiedad  literaria. 

Dirección  General  de  Rentas, — Véase  Papel  sellado. 

Documentos. — Véase  Prueba. 

Domicilio. — La  manifestación  de  la  parte,  hecba  en  instrumento  pú- 
blico, sobre  el  lugar  de  su  domicilio,  debe  ser  preferida  á 
la  declarcion  de  lestiiíos.  Página  343. 
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Elecciones.— Véhse  Ley  ehctoraL 

Emprems  4e  transportes. — So  respoDsabitidad  por  las  encomiendas 
qae  deben  depositarse  en  el  Resg^ardo^  cesa  al  hacerse  di- 
cho depósito.  Página  40. 

Escepdones  áUaderias, — Solo  pueden  proponerse  oontesUndo  la  de- 
manda, las  qoe  no  lo  hubieran  sido  dentro  del  término  fi- 
jado por  el  articulo  92  de  la  ley  de  prooedimientos.  Pá- 
gina 146. 

Expropiación.  —  Paede  espropiarse  el  subsuelo,  para  construir  un 
túnel  en  prolongación  de  una  vía  férrea  concedida  p<yr  ley 
del  Godtgreso,  sin  ser  necesaria  la  espropiacion  de  todo  el 
terreno  hasta  la  superRoie.  Página  323. 

Espropicuíion. — Véase  MunicipcUidad  del  Rosario;  Colonos  del  Bara- 
dero;  Juicios  de  espropiacion. 

Estadios.  —  Dada  la  convención  de^ber  el  buque  proseguir  hasta 
Punta  de  Lara,  y  alK  atracar  al  muelle,  depósito  ó  pontón, 
según  fuera  ordenado  por  los  agentes  de  los  fletadores,  no 
poede  considerarse  al  buque  como  listo  para  principiar  la 
descarga,  sino  después  de  ¿4  horas  siguientes  al  aviso  es- 
crito del  Capitán,  de  haber  cumplido  las  órdenes  fne  es^ 
presa  dicha  convención.  Página  237. 


Falsificación  de  moneda. — ^La  coloración  y  plateado  de  monedas  de 
cobre  de  curso  legal,  y  la  alteración  en  su  tipo  con  el  pro- 
pósito de  hacerlas  aparecer  como  monedas  de  plata,  cons- 
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t Ulive  el  delito  de  falsificación  de  moneda  de  plata.  Pá- 

:r¡n;i  330. 
•  /r  ¡tersoneria.  — No  es  procedente  esta  escepcion,  cuando  la 

demanda  es  interpuesta  á  nombre  propio.  Pá^^ina  120. 
/'/s.  -N'éase  Prescripción. 
I  u  hederai.  —  Para  sus  efectos,  no  modifica  la  vecindad  de  las 

partes,  la  desii^nacion  del  lugar  para  el  cumplimiento  de 

la  obliv^acion.  Página  363. 


II 


Ihiheas  Corpus. — No  corresponde  este  recurso  á  la  Justicia  Federal, 
cuando  se  trata  de  detención  hecha  per  la  autoridad  local 
y  respecto  de  personas  que  no  son  empleados  nacionales. 
Página  486. 

Ilübeas  Corpus.  —  El  haber  sido  nombrado  en  la  lista  de  abogados 
que  deben  ejercer  las  funciones  de  Jueces  Federales  ó  Fis- 
cales ad  hoc  por  impedimento  de  estos  funcionarios,  no  im- 
porta el  caso  del  desempeño  de  una  comisión  del  Gobierno 
Nacional  previsto  por  el  artículo  20  de  la  ley  de  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  Federales.  Página  458. 

Honorarios. — Los  de  una  pericia  hecha  para  dos  personas,  son  de 
cargo  de  cada  una  de  ellas  por  mitad.  Página  70. 

Honorarios.  —  No  es  apelable  el  auto  que  manda  regularlos.  Pá- 
gina 122. 


Impuesto  de  sellos. — Véase  Selios. 

Indulto.— Cweindo  la  pena  fijada  por  la  ley  como  minitnum,  no  está 
eD  proporción  con  el  delitocometido,la  Suprema  Corte  puede 
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Elecciones.— \é8ise  Ley  electoral. 
Empresas  de  tramp»rtes. — So  respu- 

que  deben  depositarse  en  ' 

dio  depósito.  Página  4" 
EtCBpciones  dilátenos. — Solo  pii'' 

manda,  las  que  no  lo  h 

jado  por  el  articulo  - 

gina  146. 
Etpropiaeion.  —  Paede  esprn 

túnel  en  prolongai' 

del  Congreso,  sin 

terreno  liasta  la  s. 
Esprofnacion. — Véase  Mim 

aero;  Juicios  Ik  r 
Estadiat.  —  Dada  la  coiiv 

Pnnla  de  Lara. 

set'un  fuera  on! 

poedo  oonsidi'i' 

descarga,  sirxi 

crito  del  Caí' 

presa  dicha  <.. 
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'i<- los  artículos  i5y  4Cde  la  lev  penal  nacional,  cuando 
ii'siiluri  que  no  lian  sido  comisionados  nacionales,  sino 
solo  afrentes  provinciales.  Páí^nna  258. 
/'(  t'eileral. — Corresponde  á  ella,  la  demanda  sobre  indemni- 
zación de  perjuicios  deducida  por  un  estrangero  contra 
ciudadanos  ar^'entinos.  Página  346. 

■'fiiriii  Federal. — Corresponden  á  ella,  las  causas  civiles  entre  ve- 
cinos (le  la  Capital  y  vecinos  de  una  Provincia.  Páf^ina  363. 

Jiniiria  Federal.  —  La  Justicia  Federal  carece  de  jurisdicción  para 
traer  á  juicio  los  abusos  de  las  autoridades  locales.  Pá- 
gina 458. 

Jimlicia  Feíinral. — Véase  Manicipaliilad. 


Lariehages.  —  El  precio  corriente  en  plaza  respecto  de  ios  lanchajes 
y  fletes,  es  el  que  resulta  délas  operaciones  y  transaccio- 
nes que  se  verifican  en  la  Bolsa  de  Comercio;  y  dicho  re- 
sultado puede  quedar  acreditado  con  el  informe  de  la  Cá- 
mara Sindical  de  la  misma.  Páj^nna  7!S. 

Lancheros. — El  precio  que  á  falta  de  convención  delie  paj^^arse  á  los 
desiv'^nados  por  los  capitanes  á  consignatarios  de  buques, 
es  el  corriente  en  plaza.  Páf:ina  7S. 

Laudo. — La  nulidad  del  pronunciado  por  arbitros  arbítradores,  no 
puede  fundarse  en  supuestos  vicios  de  procedimiento,  no 
demostrándose  que  los  arbitros  procedieron  dolo; 
Páífina  222. 

Laudo. — Véase  .iieria. 

Ley  'le  se/íos.— Es  el  Juez  y  no  la  Dirección  de  Rentas,  qui 
resolver  sobre  el  sello  qne  corresponde  y  las  mi 
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deben  aplicarse  respecto  de  ios  documentos  que  se  presen- 
tan enjuicio.  Página  32. 

Ley  de  sellos.  —  Importa  una  infracción  de  ella  y  somete  al  que  la 
produce  á  las  penas  correspondientes,  la  presentación  en 
juicio  de  una  copia  simple,  reservando  el  documento  origi- 
nal. Página  33. 

L$y  de  s^os. —Véase  Autos  apelables. 

Ley  electoral.  —  Constituye  una  de  las  infracciones  mas  graves  de 
ella,  la  inasistencia  injustificada  del  Juez  de  Paz  á  las  reu- 
niones de  la  Junta  Calificadora.  Páginas  110, 115, 131  y  424. 

Ley  electoral — El  juicio  á  que  dan  lugar  las  infracciones  de  ella,  es 
breve  y  sumario,  y  las  partes  deben  concurrir  al  compa- 
rendo á  que  se  les  cita,  con  toda  la  prueba  que  deban  pro- 
ducir. Páginas  110  y  114. 

Ley  electoral.— Todos  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora  están  su- 
getos  a  las  mismas  responsabilidades.  Página  114. 

Ley  electoral.  —  Las  infraciones  á  ella  consisten  en  la  ejecución  de 
hechos  contrarios  á  sus  disposiciones  ó  en  la  omisión  ó 
falta  de  cumplimientos  de  los  deberes  que  impone.  Pági- 
nas 115  y  131. 

Ley  electoraL  —No  dispone  que  la  jurisdicción  que  atribuye  al  Juez 
Federal,  para  los  casos  de  infracción,  corresponde  al  mismo 
Juez  que  ha  intervenido  en  la  Junta  electoral.  Página  131. 

Ley  pectoral.  —  Tratándose  de  la  imposición  de  una  pena,  la  causa 
corresponde  al  Juez  de  la  jurisdicción  penal.  Página  131. 

Ley  electoral.  —  El  Juez  de  Paz,  para  presidir  la  Junta  Calificadora, 
Qo  debe  esperar  el  nombramiento;  basta  que  tenga  cono- 
cimiento del  nombramiento  para  que  ocurra  á  presidirla. 
Página  131. 

Ley  electoral. — El  fallo  del  Juez  de  Sección,  sobre  inscripción  6  es- 
clusion  indebidas,  es  inapelable.  Páginas  262,  274,  316 
y  402. 
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Ley riecíQral. — Es  arreglada  á  ella,  la  instalación  déla  Junta  Califi- 
cadora en  el  lugar  designado  por  el  Poder  Ejecntívo,  con- 
sultando la  eomodidad  de  los  ciudadanos.  Página  374. 

L$if  ehcíoral. — No  probándose  los  beebos  en  que  se  funda  la  acusa- 
ción por  infracciones  de  ella,  aquella  debe  ser  rechazada 
con  costas.  Página  274. 

Ley  elec$er€d, — No  constitnye  infracción  de  etia,  la  instalaeion  de  la 
mesa  en  el  cancel  de  la  Iglesia  Parroquial,  desde  que  con 
ese  lieebo  no  se  ha  obstruido  la  Ubre  inscripción  en  el  Re- 
gistro Civico.  Página  288. 

Lep eleetoral.--lmpoTl9i  una  infracción  prevista  y  penada  por  ella, 
la  interrupción  del  acto  de  inscripción  en  el  Registro  Ci- 
Tieo«  Página  389. 

Ley  electoral.— Xloüstiinje  nna  infracción  grave  de  ella,  y  debe  ser 
penada,  la  iotervencion  del  Gefe  Politice  del  Departamento, 
en  el  momento  de  la  inscripción,  en  el  Registro  Civico,  re- 
quiriendo á  los  ciudadanos  por  sus  papeletas  de  enrola- 
miento, é  imponiendo  multas  ó  mandando  á  la  cárcel  á  los 
que  no  la  llevaban  consigo.  Página  392. 

Ley  electoral, — Constituye  una  infracción  de  eüa,  el  hecho  de  ha- 
berse instalado  la  Junta  Calificadora  en  el  Juzgado  de  Paz, 
en  donde  existe  Iglesia  y  atrio  parroquial.  Páginas  392, 
413,  418  y  421. 

Ley  eleetoral. — Son  inapelables  las  providencias  dictadas  para  el 
cumplimiento  de  las  sentencias  de  los  Jueces  Federales,  so- 
bre los  reclamos  sobre  inscripción  ó  esclusion  indebidas  en 
el  Registro  Cívico.  Página  402. 

Ley  electoral.— hdi  Junta  Calificadora,  que  es  Juez  inferior  en  los  re- 
clamos por  inscripción  ó  esclusion  indebidas,  no  puede  re- 
currir de  las  sentencias  que  sobre  esos  reclamos  dicten  los 
Jueces  Federales.  Páginas  402  y  427. 

Ley  electoral. — Importa  una  infracción  prevista  y  penada  por  ella. 
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Marca  de  fábrica, — Declarada  sa  falsificación,  procede  la  acción  por 
indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por  ella. 
Página  24. 

Marca  de  /iáénca.— Entre  los  daños  y  perjuicios  procedentes  de  su 
falsificación,  se  comprenden  las  costas  causadas  en  el  jui- 
cio que  tuvo  que  seguirse  para  hacer  declarar  aquella,  sin 
que  obste  que  en  dicho  juicio  no  se  dictó  la  condenación 
en  costas.  Página  24. 

Marca  de  fábrica,— hz  que  puede  producir  confusión  perjudicial  á 
los  derechos  del  inventor,  no  puede  usarse.  Página  309. 

Marca  de  fábrica. — Su  uso,  en  virtud  de  haber  sido  autorizado  por 
la  oficina  correspondiente,  antes  de  ser  registrada  por  el 
inventor,  no  constituye  delito  de  falsificación.  Página  309. 

Marca  de  fábrica. — Véase  Personería. 

Marcas  estrangeras, — No  es  aplicable  á  ellas,  lo  dispuesto  respecto 
del  plazo  para  su  registro.  Página  309. 

Mujer  casada. — No  tiene  otro  domicilio  que  el  de  su  marido,  y  es  el 
Juez  de  este  domicilio,  el  competente  para  conocer  en  el 
juicio  de  su  testamentaría.  Página  43. 

Municipalidad. — La  Justicia  Nacional  es  competente  para  conocer 
en  las  causas  en  que  son  partes  una  municipalidad  argen- 
tina y  un  estrangero.  Página  i79. 

Municipalidad  del  Rosario. — En  materia  de  espropiaciones,  solo  está 
autorizada  para  promover  ante  las  autoridades  competen- 
tes, las  que  sean  necesarias  á  las  obras  públicas  que  haya 
de  emprender.  Página  179. 

Municipalidades, — Los  actos  de  ellas  que  afecten  derechos  perfectos 
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la  ioasislencia  de  los  miembros  de  la  Junta  Calificadora, 
en  el  día  desi^^nado  para  instalarla.  Páginas  406  y  440. 

/.ey  «/«-(ora/.— Cualquier  ciudadano,  aunque  no  sea  vecino  del  dis- 
trito electoral  de  la  Junta  acusada,  tiene  personería  para 
denunciar  las  infracciones  de  la  le;  de  elecciones  y  pedir 
su  castigo.  Páginas  4!8  y  436. 

Let/  electoral. — Las  pruebas  de  la  defensa,  en  las  acusaciones  por 
infracción  á  la  ley  electoral,  una  vez  notificada  la  acusa- 
ción y  sns  fundamentos,  deben  presentarse  en  el  compa- 
rendo ordenado.  Página  424. 

Ley  electoral. — Cae  bajo  su  sanción  penal  el  hecho  de  no  haberla 
Junta  inscriptora  mandado  retirar  un  grupo  de  gente  ar- 
mada que  ha  obstruido  la  inscripción.  Página  436. 

Ley  electoral. — Constituye  infracción  á  ella  el  hecho  de  abrírsela 
inscripción  del  Registro  por  uno  solo  de  los  miembros  de 
la  Junta  Calificadora  y  de  suscribirse  por  los  demás,  en 
lugar  distinto  del  de  su  reunión.  Página  440. 

Leif  electoral. — No  constituye  infracción  á  ella,  el  rechazo  de  fisca- 
les por  la  mesa  calificadora,  como  tampoco  la  inscripción 
indebida.  Página  445. 

Leg  electoral. — Véase  Tachas. 

Loterías. — F.I  articulo  17  del  Reglamento  de  la  Municipalidad  de 
Rueños  Aires  de  i\i  de  Diciembre  de  1883  prohibiendo  el 
juego  de  loterías  esiraiías  á  la  Capital  Federal,  es  contra- 
rio á  la  ley  del  Congreso  de  1°  de  Noviembre  de  1882  sobre 
organiítacion  de  la  Municipalidad,  y  á  las  leyes  del  mismo 
sobn?  patentes,  dictadas  en  ese  arlo  y  en  los  posteriores. 
Página  249. 

Loterías. — La  multa  cobrada  por  espendio  de  billetes,  en  virtud  del 
articulo  17  del  Reglamento 
Aires,  debe  ser  restituida.  I 

Loterías. — Véase  Daños  y  perjuicios. 
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Producciones  lUeraricis,— En  las  impresas,  se  reputa  como  principal 
el  producto  literario,  cuando  tiene  mayor  importancia  que 
el  papel  en  que  está  impreso.  Página  148. 

Propiedad  literaria.— -El  autor  ó  propietario  de  una  obra  literaria, 
tiene  el  derecho  de  percibir  sus  frutos  y  de  prohibir  que 
otro  los  perciba.  Página  149. 

Propiedad  literaria,— E\  que  sin  autorización  ó  consentimiento  del 
propietario  reimprime  la  obra  literaria  con  el  propósito  de 
lucrar  con  daño  de  los  derechos  del  autor,  comete  un  de- 
lito. Página  149. 

Propiedad  literaria. — Está  reconocida  por  la  Constitución  Nacional. 
Página  148. 

Propiedad  literaria. — Véase  Delito, 

Prueba. — Corresponde  al  actor,  cuando  el  demandado  negase  los 
hechos  alegados  en  la  demanda.  Página  86. 

Prtieba. — No  es  aplicablo  el  artículo  11  de  la  ley  de  Procedimientos, 
cuando  se  presentan  en  el  término  probatorio  documentos 
que  tiendan  á  probar  hechos  cuyo  esclarecimiento  el  Juez 
haya  considerado  necesario  en  el  auto  de  prueba.  Pá- 
gina 176. 
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Rectificación  de  sentencia. — No  existiendo  en  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  ninguno  de  los  errores  previstos  por  el 
artículo  232  de  la  ley  de  Procedimientos,  no  puede  hacerse 
lugar  á  su  rectificación.  Página  161. 

Recurso  de  apelación.— No  tiene  valor  el  interpuesto  estemporánea- 
mente.  Página  366. 

Recurso  de  apelación.— E&  estemporáneo  el  interpuesto  al  dia  si- 
guiente de  vencido  el  término  legal.  Página  366. 
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Recurso  de  apelación.— No  procede,  contra  el  auto  que  no  hace  lugar 
á  la  recusación,  por  no  ser  de  las  especificadas  por  la  ley, 
la  causa  en  que  se  fundó.  Página  409. 

Recurso  de  apelación.  —  Véase  cargo. 

Recursos.  —  No  pueden  interponerse  por  medio  de  telegramas.  Pá- 
gina 452. 

Recusación.  —  Para  que  la  opinión  manifestada,  pueda  ser  causa  de 
ella,  es  necesario  que  sea  emitida  con  motivo  del  pleito  en 
que  se  quiera  hacer  valer  la  recusación.  Página  170. 

Recusación,  —  Véase  Jueces  Seccionales. 

Reivindicación.  —  En  la  de  un  terreno,  es  estremo  indispensable, 
probar  la  identidad  del  que  se  reclama,  con  el  que  se  pre- 
tende ser  propio.  Página  356. 

Reivindicación. — No  probándose  la  identidad  del  terreno  que  se  re- 
clama con  el  que  se  pretende  ser  propio,  y  probándose  por 
el  demandado  la  posesión  treinlenaria  del  reclamado,  en 
nombre  propio,  la  acción  reivindicatoría  tiene  que  ser  re- 
chazada. Página  356. 

Rendición  de  cuentas.  —  Véase  Acciones  generales. 

Responsabilidad.  —  Véase  Empresas  de  trasporte. 
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Sellos.  —  La  fecha  del  documento  determina  la  ley  de  impuesto  de 

sellos  que  le  es  aplicable.  Página  124. 
Sellos.  —  Según  la  ley  de  1879,  los  documentos  sobre  obligaciones 

que  por  razón  de  las  personas  tuviesen  que  ocurrir  á  la 

jurisdicción  federal,  debian  ser  otorgados  en  papel  sellado 

nacional.  Página  125. 
Sentencia.  —  Véase  Rectificación  de  sentencia. 
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Submeio,  —  Véase  Expropiación. 

Superintendencia.  —  La  de  la  Suprema  Corte  no  la  autoriza  á  rever 
los  autos  y  procedimientos  de  los  Jueces  inferiores  que  no 
sean  llevados  á  su  conocimiento  por  los  recursos  esiaMe- 
cidos  por  la  ley  y  deducidos  en  forma  por  quien  tiene  per- 
sonería para  hacerlo.  Página  428. 

Suprema  Corte,  —  No  puede  conooer  por  apelación  de  las  resolucio- 
nes de  los  Tribunales  inferiores  de  Provincia.  Página  73. 

Sustracción  de  dinero.  —  Véase  Delitos  comnnes. 


Tachas.  —No  son  admisibles  las  de  ser  los  testigos  de  opinión  polí- 
tica contraría  á  la  de  los  acusados.  Página  436. 

Tarifa.  —  Se  consideran  comprendidos  en  la  del  lanchage  del  fierro 
en  barras,  los  tirantes  de  fierro  hasta  una  tonelada  de 
peso.  Página  78. 

Temeridad.  —  No  hay  en  la  parte  que  ha  ocurrido  á  los  Tribunales 
Federales  con  un  derecho  que  pertenece  por  título  de  ce- 
sión de  acciones.  Página  433. 

Tercerías. — Su  conocimiento  corresponde  al  Juez  de  la  ejecución. 
Página  38. 

Testamentaria.  —  Véase  Mujer  casada. 

Testigo.  —  La  declaración  de  uno  solo,  no  hace  prueba  en  juicio.  Pá- 
gina 86. 

Transacción.  —  El  que  no  ha  sido  parte  en  el  juicio,  no  tiene  dere- 
cho para  pedir  se  declare  la  nulidad  de  una  transacción  en 
él  celebrada  por  las  partes.  Página  47. 
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Tribunales  Federales.  —  Para  su  competencia,  por  razón  de  las  per- 
sonas, es  preciso  que  el  derecho  disputado  pertenezca  á  las 
partes  originariamente.  Página  433. 

Tribunales  Federales.  —  Véase  Abuso  de  autoridad. 


Vecindad.  —  Véase  Fuero  Federal. 

Violación  de  domicilio.  —  Véase  Delitos  comunes. 
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